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REVISTA ESPAÑOLA 
DE DERECHO CANONICO 


Volumen V MAYO-AGOSTO 1950 Número 14 


La halagiiena acogida que ha obtemido el último número de 
nuestra REVISTA y la circunstancia de comenzar con él el quinto 
año de su vida, parecen invitar a reflexionar un poco acerca de la 
labor realizada y a, detenernos a repasar, aunque sea ligeramente, el 
camino recorrido. 

No es suficiente consignar con gozo que los juicios acerca de ella, 
tanto en España como en el extranjero, son unánimes jen la alaban- 
za. Creemos que dicen verdad. Que ha sido mucho el camino re- 
corrido en estos cuatro años. Pero creemos también que para valo- 
rarlo debidamente se hace necesario atender a algunos datos previos. 

Téngase en cuenta, en primer lugar, que al aparecer nuestra RE- 
VISTA no existía entre los canonistas españoles más que el flojo lazo 
de alguna que otra amistad personal. Prácticamente, considerando 
la cuestión en conjunto, nos desconociamos casi por completo. Pode- 
mos atestiguarlo quienes tuvimos que hacer la convocatoria de la 
primera semana, de Derecho Canónico, casi enteramente a ciegas. Y, 
sin embargo, por las páginas de la REVISTA ha ido desfilando una 
pléyade de canonistas y se ha realizado el hecho, muy consolador, de 
que no hayan sido sólo unas cuantas firmas ya conocidas y consa- 
gradas por sus anteriores publicaciones las que aquí figuraron, sino 
que junto a ellas hayan aparecido otras que no habían encontrado 
ocasión alguna de manifestarse. Dar a conocer a los que estaban en 
la penumbra. ofrecer cauce amplio a quienes tímidamente habían em- 
pezado, alentar a los desalentados... Esta ha sido muestra labor en 


los años transcurridos. 
Que por cierto no han sido precisamente los más fáciles. Buen 
testimonio de ellos pueden dar las demás revistas de investigación 
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canónica del mundo entero. Dificultadas extraordinariamente las co- 
municaciones con el extranjero, imposibilitado el pago ordinario de 
sus derechos de propiedad intelectual a los colaboradores de otros 
países, retrasada forzosamente la llegada de noticias e informaciones 
de vital interés..., la época parecía poco propicia para intentar la 
aventura que suponía una nueva revista. 

Y a pesar de todo se ha logrado. lo que se ha logrado. Los cuatro 
volúmenes marcan una marcha siempre ascendente, que aún no ha 
terminado. Es cierto que en cuanto a la cantidad de páginas parece 
haberse llegado a un límite que no sería discreto exceder. Pero en 
la calidad siempre se puede ir a mejor. No porque se haya descui- 
dado. Pero sí porque aún quedan imciativas, hace mucho tiempo aca- 
riciadas por nosotros que urge realizar. 

Tuvo nuestra REVISTA una iniciativa que alcanzó una acogida ex- 
cepcionalmente favorable entre los canonistas: nos referimos a las 
reseñas. Pues bien, nuestro propósito, en pos del cual se está traba- 
jando desde hace algún tiempo, es completarlas con una tercera re- 
seña que recoja disposiciones legales de derecho particular: Conct- 
lios Provinciales, Sinodos, Disposiciones Diocesanas, Estatutos ca- 
pitulares..... A ninguno de nuestros lectores escapará la dificultad de 
nuestro proyecto. Por eso lo anunciamos previamente, con ánimo 
de que puedan ayudarnos con sus iniciativas e indicaciones. 

Finalmente, aunque, por tratarse de una revista de investigación 
y por existir en España otras que venían haciéndolo con competen- 
cia y altura doctrinal, no pareció oportuno incluir en nuestra REVIS- 
TA una sección de casos, el Consejo de redacción ha estudiado la 
conveniencia, de encontrar algún cauce para traer a nuestras páginas 
los problemas palpitantes y vivos que la vida jurídica presenta. Así, 
se acordó en su última reunión iniciar la publicación de dictámenes. 
Confiamos en que podrá hacerse en el próximo número. Entonces 
será ocasión de volver sobre su significación y características. Por 
hoy baste lo dicho. 

Con todo ello aspiramos tan sólo a dar a nuestros lectores la se- 
guridad de que la perfección obtenida, según ellos mismos han pro- 
clamado al recibir nuestro último número, no es meta en que descan- 


samos, sino aliciente para seguir trabajando más y más al servicio de 
nuestra Santa Madre la Iglesia. 
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PROBLEMAS QUE PLANTEAN LOS 
CANONES 1,499, § 1, y 1.513 DESDE EL PUNTO 
DE VISTA CIVIL (*) 


SUMARIO: I. Los modos de adquirir—II Disposiciones en favor de causas 
ntas. 1. Incapacidades y prohibiciones civiles. 2. Disposiciones civilmente in- 
lormes.—III. Donaciones para causas pias. 1. Donaciones "mortis causa”. 2. Do- 
naciones “inter vivos”. 3. Negocios indirectos. 4. Donaciones indirectas.—IV. Dis- 
posiciones fiduciarias para causas pías. 1. Normas del Codex. 2. Negocios fi- 
duciarios. 3. Fiducia testamentaria. 4. Fiducia abintestato. 


I. Los MODOS DE ADQUIRIR 


A tenor del canon 100, $ 1, la Iglesia y la Sede Apostólica gozan de la 
condición de persona moral—por la misma ordenación divina—y también 
la adquieren—por la fuerza del Derecho canónico—las personas eclesiás- 
ticas inferiores (1). 

Congruentemente, proclama el canon 1.495 el derecho innato de la 
Iglesia y de la Sede Apostólica de adquirir bienes temporales, libre e inde- 
pendientemente del poder civil, así como las demás personas jurídicas ecle- 
siásticas lo tienen también "ad norman sacrorum canonum". 

Los cánones 1.495 y 1.499, $ 1, se ocupan, respectivamente, de los 
modos de adquirir los bienes eclesiásticos, distinguiendo la doctrina—con 
base en esas normas—modos de Derecho público y de Derecho privado (2). 


(*) Ponencia presentada en la III Semana de Derecho Canónico. 

(1) En ellas se distinguen dos grandes grupos: a) "personae collegiales” o "universitates 
personarum", y b) “personae non collegiales" o “universitates bonorum". Estas últimas se sub- 
dividen en beneflcios e instituciones pías, a pesar de que en rigor—como indica DEL GIUDICE, 
Nozione di Diritto canonico, 8.2 ed. (Milano, 1948), págs. 160-161—el concepto de instituciones 
pias resulta comprensivo de los beneficios, que pueden considerarse una simple determinación 
de aquél. 

Las fundaciones plas son masas patrimoniales que carecen de personalidad jurídica; pero 
—por razón del fin a que se destinan—deben permanecer de ordinario separadas del resto 
del patrimonio de las personas jurídicas eclesiásticas a quienes se atribuyen. 

(2) Observa FoRCHIELLL à propósito de esta distinción, que el Derecho público influye sólo 
en el momento o título de la adquisición, pero no comporta ninguna especialidad sobre la na- 
turaleza jurídica de los bienes adquiridos (IL diritto patrimoniale dela Chiesa (Padova, 1935), 


pág. 232). 
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Respecto de éstos dice el 1.499 que “puede la Iglesia adquirir bienes 
temporales por todos los modos justos de derecho natural o positivo que 
a otros les están permitidos”. 

El examen de este canon plantea pocos problemas desde el punto de 
vista que nos corresponde adoptar, es decir, desde el punto de vista de 
una posible fricción con el ordenamiento civil español, 

No existe entre mosotros—como ocurre en otros países—el problema 
del control estatal de las adquisiciones eclesiásticas (3), y por eso no surge 
tampoco la cuestión—muy debatida—de los llamados “fraudes piadosos” 
en los casos en que los entes eclesiásticos adquieren por medio de persona 
interpuesta (4). 

Si alguna dificultad pudiera surgir entre el ordenamiento canónico y el 
civil, sería más bien en un sentido diverso. Reconocido a la Iglesia el mis- 
mo derecho que a cualquier otro sujeto para la adquisición de bienes por 
los modos de Derecho privado, se trataría de averiguar si todos los modos 
de adquirir del. ordenamiento español son modos justos, según la termino- 
logía del canon 1.499, y si, por tanto, puede la Iglesia aprovecharse de 
ellos. ; 

Prácticamente, la fricción entre ambos derechos se reduce a la mate- 
ria de prescripción, pues al establecer el canon 1.512 que “nulla valet 
praescriptio, nisi bona fide nitatur”, debe rechazarse por injusta, como 
modo de adquirir en materia de bienes, la usucapión de mala fe admitida 
por el Código civil español (arts. 1.955, ap. 2.”, y 1.959). 


II. DISPOSICIONES EN FAVOR DE CAUSAS PIAS 


1. En materia de causas pias, el canon 1.513 representa una norma 


especial dentro del régimen de la amplia recepción del Derecho civil orde- 
nada por el canon 1.520. 


(3) OLIVERO, Gli acquisti degli enti eclesiastici nel Diritto italiano (Milano, 1946 ágs. 45 
y sigs. ha criticado con razón la peregrina tesis de PETRONCELLI, para dut precia una 
reketo del regime patrimoniale eclesiastico, en *Annali del Seminario della R. Universitá 
di Catania , LI (1935), págs. 170 y 171) el control del Estado sobre los entes eclesiásticos en 
materia de adquisiciones está ordenado en su beneflcio, pues de otro modo, al carecer de tal 
tutela, gozarfan de una condición peor que las demás personas jurídicas. 

El Estado no pretende proteger à la Iglesia, sino, por el contrario, prevenirse de los pe- 
pee a ae puede acarrear un excesivo incremento del patrimonio de la Iglesia. 
rane aya pir e oes trato se levanta la Iglesia—sociedad perfecta—con la doctri- 

(4) Vid. ARANGIO Ruiz, Intorno alla nullité delle donazioni e delle disposizioni fatte i é 
delle a stabilite dalle legge per gli enti ecclesiastici, en Risse ctn di Ane 
siastico (1908), págs. 324 y Sigs.; BERTOLA, Communitd religiose e frode pie nel Diritto fran- 
cese e nel Diritto italiano, en “Foro Italiano” (1913), I, págs. 1.382 y sigs.; SCADUTO, Frode pia 
innanzi e dopo il concordato 1929, en “Giur. Ital.” (1931), IV, cols. 83 y sig 5 CHECHINI Lens 4 
di pie” nel Diritto concordatario, en “Giur Ital" (1930), 1, s dete 


É ; 1925 cols igs.; B 
pie, en “Nuovo Digesto Italiano", VI (Torino, 1938), págs. 136 y sigs. WT WCDMA RAS 
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“Quienes por derecho natural y eclesiástico pueden disponer libre- 
mente de sus bienes, pueden también dejarlos para causas piadosas, sea 
por actos inter vivos, sea por actos mortis causa” (c. 1.513, $ 1). 

Cualquier discrepancia entre el Derecho civil, de una parte, y el Dere. 
cho canónico o natural, de otra, debe resolverse, cuando se trata de dispo- 
siciones para causas pías, dando de lado al Derecho civil. 

La regla comporta un doble criterio: 


a) Las disposiciones válidas según el ordenamiento secular no gozan 
de efecto en el fuero eclesiástico si se oponen a una incapacidad o prohi- 
bición de disponer consagrada por el Derecho canónico o el Derecho natu- 
ral, Así, en el caso de que el disponente sea novicio o profeso de votos 
simples, a tenor de los cánones 568 y 583 (5). 

b) Las disposiciones para causas pías otorgadas por aquel a quien 
alcanza una incapacidad o prohibición meramente civil, serán válidas si 
resultan amparadas por el Derecho natural o el canónico. Tal ocurre en el 
caso que contempla el artículo 752 del Código civil español, a cuyo tenor 
“no producirán efecto las disposiciones testamentarias que haga el testa- 
dor durante su última enfermedad en favor del sacerdote que en ella le 
hubiese confesado... o de su iglesia, cabildo, comunidad o instituto”. Esta 
prohibición de disponer deberá estimarse canónicamente irrelevante, por 
contraria al Derecho natural, si afecta a una causa pía. 

¿Cómo salvar la contradicción en tales casos? 


El problema es el mismo de las disposiciones civilmente informes, que 
pasamos a examinar. 

.2. Dice el $ 2 del canon 1.513: “En las últimas voluntades en favor 
de la Iglesia se han de observar, a ser posible, las solemnidades del De- 
recho civil; y si éstas se hubieren omitido, se amonestará a los herederos 
para que cumplan la voluntad del testador.” 

Estamos en presencia de una norma de canonización, pero de alcance 
limitado. Norma de canonización por cuanto los preceptos de forma que 
para los testamentos contiene el Derecho civil deben observarse también 
por imperativo del Codex, que, en ésta como en otras materias, pretende 
evitar los conflictos que pudieran seguirse de la fricción entre ambos 
ordenamientos. Los preceptos civiles sobre la forma y solemnidades testa- 
mentarias son recibidos por el Derecho canónico, otorgándoles categoría 
de normas eclesiásticas. 


(5) Son válidas, sin embargo, según la doctrina, las disposiciones del noviclo que <n- 
trañen donaciones módicas o limosnas proporcionadas a su patrimonio. 
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Pero la canonización se realiza sólo a medias, con efectos limitados. 
El canon tiene buen cuidado de advertir que si las sol lemnidades civiles se 
hubieren omitido, se amonestará a los herederos para que cumplan la 
voluntad del testador. Y es que la canonización no tiene otro fin que pro- 
curar el mantenimiento de la eficacia de esas últimas voluntades en favor 
de la Iglesia. 

Aquí es donde surge el conflicto: en todos los casos de disposiciones 
testamentarias civilmente informes, la norma estatal ordena su invalidez, 
mientras que el Codex declara explícitamente la obligación que pesa sobre 
los herederos, como si se hubieran cumplido las formalidades inobser- 
vadas. 

El conflicto parece insoluble, y lo es, en efecto, siempre que los here- 
deros se negasen a cumplir esas disposiciones para causas pías. Civilmente 
no existe ningún medio para exigir su eficacia: ¿Cómo puede apoyarse la 
Iglesia en el ordenamiento civil cuando éste es el que declara inválidas 
tales disposiciones ? 

No ocurre lo mismo en el caso—que puede producirse com frecuencia 
en la práctica—de que el heredero haya cumplido espontáneamente la dis- 
posición testamentaria informe. 

Entonces es el propio Ordenamiento civil quien nos brinda una base 
segura para evitar la repetición de lo pagado. 

La acción que entablara el heredero para exigir que se le reintegre, 
indicando las normas del cobro de lo indebido (arts. 1.895 y sigs. del Código 
civil) quedaría paralizada por una excepción basada en el artículo 1.901 del 
propio Código, destinado a precisar el “error en el pago”, elemento esen- 
cial de la figura del “cobro de lo indebido” 

“Se presume que hubo error en el pago—dice el art. 1.901—cuando se 
entregó cosa que nunca se debió o que ya estaba pagada; pero aquel a quien 
se pida la devolución puede probar que la entrega se hizo a título de libe- 
ralidad o por otra causa justa.” 

Escriben PÉREZ GONZÁLEZ y ALGUER: “El artículo 1.901 excluye la 
repetición del pago que, aunque verificado sin ser debido, se hiciera “a 
título de liberalidad o por, otra causa justa”. En la justa causa encuentran 
los autores una alusión a las obligaciones naturales. Dios creemos que 
esa justa causa puede ser, sin duda, un deber de conciencia" (6). 

Parecido concepto formula el Código civil francés en el artículo r. 238, 
salvando con mayor precisión la posible ambigüedad conceptual de lo que 


—— 


(6) Anotaciones a ENNECCERUS, Tratado de Dere ivil: igaci 
RM Moni 1658 pee IT cho civil: II, Derecho de obligaciones, 
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puede entenderse por “justa causa”. En efecto: el Código francés dice 
que todo pago supone una deuda, y lo que se paga sin ser debido está 
sujeto a repetición; pero la repetición no está admitida con relación a las 
obligaciones naturales que han sido voluntariamente pagadas (7). 

Es decir, que el pago realizado sin una obligación civil que lo ampare 
queda civilmente legitimado—y por eso no puede repetirse—cuando coin- 
cide con el contenido de una obligación de conciencia que pesa sobre el 
pagador, porque entonces no carece de causa: la obligación de conciencia 
es, a los ojos del Derecho civil, una justa causa que hace enteramente co- 
rrecto el desplazamiento patrimonial. 

Con referencia al $ 814 del Código civil alemán (8), puntualiza En- 
NECCERUS: “El ordenamiento jurídico desaprueba la repetición, viendo en 
el cumplimiento voluntario de un deber moral una causa acquirendi sufi- 
ciente, pero no que se trate del cumplimiento de una obligación jurídica 
siquiera debilitada” (9). 

En conclusión, podemos afirmar que en todos los casos de disposicio- 
nes para causas pias civilmente inválidas—testamentos informes, o contra- 
rios a una prohibición de disponer que no se estime tal por el Derecho na- 
tural o canónico—no cabe repetir lo pagado voluntariamente por el here- 
dero a quien el testador impuso tal obligación. 

Y no se diga que, con esto, se burlan las normas de invalidez del orde- 
-um re s[qrsodurt ooeu aquosaid 9359 snb zopi[eAur ey sand Aan ojuorureu 
plimiento coactivo, al propio tiempo que el artículo 1.901 otorga eficacia 
jurídica a los deberes de conciencia espontáneamente cumplidos por el 
deudor. 

No cabe duda que en nuestro sistema jurídico, tan respetuoso con el 
Derecho de la Iglesia, tienen rango de obligaciones de conciencia todas 
las que la Iglesia sanciona para lograr mantener la eficacia de las dispo- 
siciones en favor de las causas pías. 


III. DONACIONES PARA CAUSAS PIAS 


1. La liberalidad para causas pías puede encontrar su cauce en la 
donación, y entonces conviene distinguir a los efectos de precisar su régl- 


(7) Cfr. Rocamora, Contribución al estudio de las obligaciones naturales, en “Revista de 


Derecho Privado”, XXIX (1945), pág. 553. . : , 

(8) *Lo prestado indebidamente con el fln de cumplir una obligación no podrá repetirse 
si el autor de la prestación supiese que no estaba obligado a hacerla, o si la prestación res 
pondiera a un deber moral o a una consideración de conveniencia." 


(9) Op. cit, pág. 13, nota 4. 
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men jurídico según se trate de donación inter vivos o de donación mortis 
causa. 

Las donaciones mortis causa quedan comprendidas en la norma espe- 
cial del canon 1.513, que otorga validez en el fuero canónico a las últimas 
voluntades civilmente informes. 

Por tratarse de actos de última voluntad, estas donaciones son esen- 
cialmente revocables, sin necesidad de que se den los presupuestos de revo- 
cación que el Derecho civil exige para las donaciones comunes inter VIVOS. 


2. En cuanto a éstas, cabe preguntar si, a tenor del canon 1.529, las 
donaciones inter vivos para causas pías han de regirse por las leyes civiles. 


Para excluirlas sería necesario demostrar que la donación inter vivos 
no tiene naturaleza de contrato o que, aun teniéndola, existe para ella un 
régimen especial dentro del Codex. 


Sabido es que, por algunos, se ha negado el carácter de contrato a la 
donación, por entenderse—con PucHTA y Savicny (10)—que lejos de 
costituir un negocio jurídico independiente, una categoría típica, es más 
bien una simple causa (la causa donandi) que colorea y se aloja en nego- 
cios muy diversos, creadores unos de obligaciones o derechos reales y ori- 


gen otros de la extinción o modificación de relaciones jurídicas de carácter 
real u Obligacional (11). 


El Código francés, y con él el nuestro y el italiano de 1865, hablan de 
la donación como acto, pero esto se debe, como es sabido, al error de 
Napoleón, que llevó a negar a la donación el carácter de contrato por no 
comprender que pudieran existir contratos unilaterales, es decir, produc- 
tores de obligación para una sola de las partes. 


Hoy, sin embargo, la doctrina concuerda en afirmar la naturaleza con- 
tractual de la donación (12), pues hay contrato en todo negocio bilateral 


(10) PucHTA, System des gemeinen Civilrechts (München 
: mit d 7 1839); 35; SAVIGNY, Syste 
heutigen Rémischenrechts (Berlín, 1.841), IV, págs. 145 y sigs. ny A 
E MEA db ir E Le de la donación se maniflesta también, con referencia al 
ano, PEROZZI, Intorno alla donazione, en “ ivi iuridico” 
E edv n Y Y des n “Archivio Giuridico”, LVIII (1897), 
E Le Si bien de ordinario es un contrato, puede no serlo en algün 
; | fectos sin necesidad de la aceptación i i “Ris 
vista di Diritto Civile” (1911), págs. 397 y sigs). p (Sul concetto di donazione, en *Ri 
im eS semejante—aunque con otro fundamento—afirma SCHREIBER de la sociedad, a la 
cn ae dide bugs dates iA dU especial, por entender que constituye un esquema ge- 
prestaciones diversas (Gemisch ige i i E 
sings Jahrbücher" (1911), págs. 909 y us te Vertrüge im Reichsschuldrechts, en “Jhe- 
SAVIGNY quiere llevar a la doctrina general del negocio jurídico la donación, Y SCHREIBER 
sitúa la sociedad en la parte general de obligaciones. Ambos niegan, desde luego, respecti- 
vamente, el carácter de negocio típico a la donación y a la sociedad, para reducirlos a simple 
“Causa donandi” y a una forma especial de onerosidad. E 
(12) Para la crítica de la doctrina opuesta de Savicny, vid. WINDSCHEID, Diritto delle pan- 
dette, vol. II, parte 2.2 (Torino, 1904), $ 965, núm. 18. Una explicación interesante del califi- 
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—tformado por el acuerdo de dos voluntades—del que nacen obligaciones 
o derechos reales. Bilateralidad por razón del sujeto del negocio, que es 
algo distinto de la unilateralidad o bilateralidad en cuanto a su eficacia. 
La donación es contrato por ser negocio bilateral, aunque por sus efectos 
es contrato unilateral (13). 

Por estas consideraciones, no cabe excluir las donaciones inter vivos” 
para causas pias del régimen civil que exige en materia contractual el ca- 
non 1.529, máxime si se tiene en cuenta la inclusión del canon 1.536, rela- 
tivo a las donaciones en favor de la Iglesia en el título “De los con- 
tratos”. 

¿Existe alguna norma canónica en contradicción con nuestro ordena- 
miento civil sobre donaciones inter vivos? 

Pudiera verse pugna entre ambos Derechos. a propósito de la revocación 
por causa de ingratitud (14). 

Dice, en efecto, el citado canon 1.536, $ 4.°, “Donatio ecclesia facta et 
ab eadem legitime acceptata, propter ingratum Praelati vel rectoris animum 
revocari nequit." 

Mas no hay aquí regla especial ninguna. La norma es meramente acla- 
ratoria; simple corolario de la presunción establecida en el $ 1 del mismo 
canon: "Si no se prueba lo contrario, se ha de presumir que las donaciones 
hechas a los rectores de iglesias, aun de los religiosos, se han hecho a la 
Iglesia." Si, pues, la donación hecha a la Iglesia no tiene por donatario 
más que a ésta y no al Prelado o rector, la ingratitud de uno u otro no 
puede servir de base a la revocación. 

El artículo 648 del Código civil español permite, sí, la revocación de 
las donaciones comunes por ingratitud, pero por ingratitud del donatario. 

Sólo encontramos normas canónicas especiales acerca de la capacidad 
para otorgar estas donaciones (c. 1.513, $ 1) y sobre la validez en todo caso 
de las disposiciones fiduciarias, inter vivos o mortis causa, que tengan por 
objeto una liberalidad para causas pías (c. 1.516, $ 1) (15). 


cativo acto que utiliza nuestro código puede verse en CALVO SORIANO, Tradición y doncción, 
“Anales de la Academia Matritense del Notariado”, 111 (Madrid, 1946), págs. 451 y sigs. 

(13) El carácter unilateral del contrato de donación parece quebrarse con la existencia 
de un deber alimenticio del donatario frente al donante, alojado en el artículo 648 del Cod. ci-, 
vil español, que regula la revocación por ingratitud. Vid. FUENMAYOR, La deuda alimenticia 
del donatario, en “Revista de Derecho Privado”, XXVI (1942), págs. 175, nota 98 y pág. 176. 

Pero como ya indicaba GUTIÉRREZ, la donación tiene por objeto gratificar y no obligar al 
donatario: las cargas de alimentos, restitución, etc., no son condiciones del contrato ni mudan . 
su especie (Códigos o estudios fundamentales sobre el Derecho civil español, 3.2 ed., V (Ma- 

id, 78), pág. 83). j s 
RT o M FORCHIELLI, 11 Diritto patrimoniale della Chiesa (Padova, 1935), 

o 
EO COR la capacidad para otorgar liberalidades en favor de causas pias, hemos ha- 
blado anteriormente. De las disposiciones flduciarias nos ocuparemos después. ` 
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Concluímos, pues, que las donaciones inter vivos para causas pías han 
de regirse en todos sus aspectos—salvo los que acaban de sefialarse—por 
el Derecho civil: forma, eficacia, revocación, reducción, imputación, etc. 

Por eso, justamente, porque puede darse, de una parte, colisión entre 
el ordenamiento civil y el canónico (16) y no cabe, en otro aspecto, eludir 
la aplicación de ciertas normas civiles a que se remite el canon 1.529, nos 
parece oportuno hacer una digresión sobre lo que, en la doctrina civilística 
moderna, se conoce con el nombre de donaciones indirectas, para llamar la 
atención sobre la utilidad que pueden ofrecer estos negocios en la materia 
de causas pías. 

Las donaciones indirectas en sentido técnico forman un capítulo de los 
negocios indirectos, cuyo concepto conviene previamente precisar, en evi- 
tación de confusiones. 

3. Como siempre ocurre con los nuevos conceptos, la doctrina ha pa- 
sado por vacilaciones antes de su precisa definición. Vacilaciones que se 
Observan en la misma terminología utilizada. 

Así KoHLER, uno de los primeros en estudiar estos negocios, los deno- 
mina negocios encubiertos (“Verdeckte Geschäfte”), por entender que en- 
cierran un designio de fraude a la-ley (17). RABEL prefiere la expresión 
de negocios figurativos o imitativos (18), y FERRARA los califica de nego.. 
cios oblicuos o indirectos, en cuanto que para alcanzar un efecto jurídico 
se sirven de una vía oblicua, de una callejuela (19). 


Los autores más recientes aceptan en general la expresión de negocios 
indirectos (20). 


— ——— 


(16) Acerca de la capacidad para hacer esas donaciones, o a propósito de la validez del 
negocio fiduciario. 


(17) Studien über Mentalreservation und Simulation, en “Jahrbücher für Dogmatik”, XVI 
(1878), págs. 140 y sigs. 


(18) Nachgeformte Rechtsgeschäfte, en Zeitschrift der Savigny-Stiftung”, XXVII (1906) 
págs. 299-300. i 

(19) La simulación de los negocios jurídicos, trad. esp. (Madrid, 1926), pág. 117. 

(20) Vid. ASCARELLL Contratto misto, negozio indiretto, “negotium miztum cum donatione", 
en "Rivista di Diritto Commerciale" (1930), II, págs. 426 y Sigs.; ASCARELLI, Il negozio indiretto 
2 le societá commericali, en “Studi per Vivante”, I (Roma, 1931), págs. 23 y sigs.; DOMINEDO, 
Le anonime apparenti (Siena, 1931); SANTORO-PASSARELLI, Interposizione di persona, negozio 
indiretto e successione della prole adulterina, en “Foro Italiano” (1091) CO oy SIES 
GRECO, Le societá di commodo e il negozio indiretto, en “Rivista di Diritto Commerciale” 
(1932), I, págs. 575 y sigs.; CARIOTA-FERRARA, I negozi fiduciari (Padova, 1933), I, págs. 39 
v sigs.; GRAZIANI, Negozi indiretti e negozi fiduciari, en “Rivista di Diritto Commerciale” (1933) 
1, pags. 414 y sigs.; DE GENNARO, I contratti misti (Padova, 1934), págs. 71 y sigs.; GIORGIANI, 
Negozi giuridici collegati (Roma, 1935), págs. 71 y sigs.; RoMANO, La revoca delli atti giuridici 
privati (Padova, 1933), págs. 208 y sigs.; GUERRAZZI, Osservazioni sui c. d. negozi indiretti, en 
"Rassegna. Giuridica Nissena" (1935), págs. 957 y sigs.; GRASSETTI, Rilevanza dell'intento 
giuridico in caso di divergenza dell'intento empirico (Milano, 1936), págs. 35 y sigs.; ASCARE- 
BLI, Sula dottrina del negozio indiretto nella giurisprudenza della Casazione, en “Foro Ita- 
liano” (1936), I, págs. 778 y sigs.; RUBINO, Il negozio giuridico indiretto (Milano, 1937); DE 


GENNARO, Sul valore dommatico del negozio indiretto (Milano, 1939); DE GENNARO, Il ne J 
ridico indiretto, en “Temi Emil.” (1939), IL, págs. 47 y sigs. i Bei: Gre 
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Con ORTEGA PARDO, que ha ofrecido recientemente en la doctrina es- 
pañola un acabado estudio sobre el tema que nos ocupa, podemos definir 
el negocio indirecto como “un recurso de las partes para alcanzar a través 
de los esquemas contractuales típicos, de modo indirecto, finalidades extra- 
ñas al negocio empleado, pero compatibles con su causa” (21). 

La esencia del negocio indirecto se comprende sin dificultad si recor- 
damos la diversa función de la causa y del motivo en el negocio jurídico. 

En el negocio jurídico—manifestación de voluntad tutelada por el or- 
denamiento en atención al fin práctico que persigue con ella el sujeto—ha 
de existir una razón justificativa de los efectos que en el campo del Dere- 
cho comporta el negocio. Razón o causa que se cifra en el móvil determi.- 
nante de la voluntad negocial, requisito indispensable para otorgar la pro- 
tección jurídica. 

¿Pero cuál es la razón o móvil del sujeto que toma en consideración el 
Derecho? Porque en toda declaración de voluntad cabe apreciar una serie 
de motivos o antecedentes, y el Derecho sólo aprecia como elemento del 
negocio uno de ellos, siempre el mismo, para las declaraciones del mis- 
mo tipo. 

Quien compra, por ejemplo, una escopeta, puede verse movido a reali- 
zar este acto jurídico por razones muy variadas: conseguir un instrumento 
de caza, adquirir un objeto decorativo, perpetrar un crimen nefando... 

Y si la cosa comprada fuera un piano: interpretar a Beethoven, moles- 
tar a un vecino, hacer simplemente un obsequio a un amigo... 

Mas siempre cabe encontrar para todos los actos jurídicos del mismo 
tipo una razón idéntica, un motivo apreciado por el ordenamiento para 
reconocerles efectos en Derecho. Así, en toda compraventa (se trate de 
escopeta, piano o lo que sea), el Derecho descubre como motivo determi- 
nante de la voluntad del comprador el firme deseo de adquirir la cosa y en 
el vendedor de obtener el precio correspondiente. Los otros móviles no 
tienen importancia ninguna—desde el punto de vista juridico—y quedan 
relegados a la categoría de simples motivos de carácter subjetivo, variables 
en cada sujeto, mientras la causa funciona como motivo de carácter social, 
de naturaleza objetiva, de contenido invariable: motivo que sirve para ca- 
racterizar la finalidad de ese tipo negocial (22). 

Por otra parte, la norma jurídica, ante la frecuente utilización de cier- 
tos negocios, los configura y disciplina regulando sus requisitos y efectos: 


(21) ORTEGA PARDO, Donaciones indirectas, en “Anuario de Derecho Civil”, II (1949), 


ág. 942. 
p ro) Vid. JossERAND, Les mobiles dans les actes juridiques du Droit privé (París, 1928), y 


DEIANA, I motivi nel Diritto privato (Torino, 1939). 
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así aparecen los negocios típicos, que se distinguen entre si por su diversa 
finalidad o eficacia, por ser medios para conseguir finalidades diferentes 
o instrumentos varios para alcanzar idénticos o semejantes objetivos ju- 
rídicos. A 

La tipificación que realiza el ordenamiento persigue facilitar el desig- 
nio de las partes, al establecer con precisión el régimen jurídico de ciertos 
negocios, evitando imprevisiones o lagunas. 

Con lo dicho, resultará sencilla la definición antes expuesta de los ne- 
gocics indirectos. 

Pueden las partes—en uso de la libertad que la ley les reconoce—dar 
vida a un negocio jurídico creando por si mismas una figura nueva, no 
regulada por el Derecho, o pueden acudir a los esquemas negociales típicos 
y someterse, sin más, a ellos. 

En este segundo caso conviene todavía distinguir: 

a) Las partes acuden al esquema negocial típico para conseguir la 
misma finalidad práctica que tuvo en cuenta el ordenamiento al regular 
esa figura. 

b) Las partes pueden también—mientras la ley no lo prohiba—so- 
meterse al esquema negocial típico para conseguir una finalidad diferente. 
Si adoptan seriamente un negocio típico para alcanzar, a través de él, la 
finalidad práctica que constituye la causa de otro negocio (típico o atípico), 
habrán realizado un negocio indirecto. 

En la práctica jurídica no siempre la línea recta es la más corta—la 
más eficaz—para alcanzar el objetivo lícito apetecible. 

Ese rodeo puede ser aconsejable—y, por tanto, digno de protección— 
cuando, como ocurre tantas veces, no se adapta perfectamente el ordena- 
miento a las necesidades reales de la vida. 

Claro resulta ya distinguir el negocio indirecto de otras categorias : 

a) .No se trata de un negocio simulado, pues mientras en éste hay 
una ficción vacía de contenido (simulación absoluta), o encubridora de un 
negocio diferente, que es el realmente querido (simulación relativa), en el 
negocio indirecto las partes quieren en serio realizar el negocio tipico 
por ellas elegido, pero con el afán de lograr la finalidad que constituiría 
la causa de un negocio diverso (23). 

b) No se trata tampoco de un negocio fraudulento (24). 


(93) Dice DE GENNARO que el negocio indirecto es querido plenamente en sí mismo, pera 


no por sí mismo, en su función directa, sino por su función instrumental, de medio a fin, res- 
pecto del designio ulterior que, M 


económica A 
Eee aral mis? DARS Ta. mente, prevalece en la voluntad de las partes 
(24) Para DOMINEDO (Le anonime apparenti, 
rectos lícitos, pues todos ellos se utilizan modern 
fialamos la opinión de.KoHLER en igual sentido. 


pág. 32) no cabe hablar de negocios indi-: 
amente con fines de fraude a la ley. Ya se- 
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Por definición quedan separados los negocios indirectos de los reali- 
zados en fraude a la ley. Aquéllos son protegidos por la norma justamente 
en cuanto no entrañan ni directa ni indirectamente la consecución de un 
resultado práctico prohibido por el Derecho. Volveremos sobre el tema 
al referirnos a la disciplina del negocio indirecto y en particular a las 
llamadas normas materiales. 

c) Distinto del indirecto es el negocio atípico. En ambos quieren: las 
partes conseguir su finalidad por vías que no proporciona la ley. Para 
esto hacen uso de la autonomía que les reconoce el ordenamiento, pero 
mientras en el caso del negocio atípico crean un negocio nuevo, en el indi- 
recto se valen de un negocio típico a través del cual quieren alcanzar el mis- 
mo resultado práctico que podrían obtener realizando un negocio diferente 
(típico o atípico). 

d) Y del abstracto se distingue también en que el indirecto es siempre 
típico por propia definición. 

e) Un lugar próximo al indirecto ocupa en la dogmática moderna el 
negocio mixto, que cabalga a la vez sobre el campo de los negocios típicos 
y el de los atípicos. 

Ante los esquemas negociales tipificados por la ley, las partes pueden 
comportarse asi: 

I) Conformarse sin más con el negocio típico, por encontrar en él 
satisfacción plena de la finalidad que persiguen. 

2) Configurar por sí un negocio nuevo, al no acomodarse a sus de- 
signios ningún esquema legal: realizan, entonces, un negocio atípico. 

3) Someterse seriamente y por entero a la disciplina de un negocio 
típico, pero para conseguir mediante él una finalidad práctica diversa (ne- 
gocio indirecto). 

4) Combinar negocios completos o elementos negociales que encuen- 
tran en la ley para crear con ellos, o con alguno de ellos y otras presta- 
taciones, una figura nueva y distinta de sus componentes. De esta mezcla 
nace el negocio mixto, que cabalga, decimos, a la vez sobre el campo de 
los negocios típicos y el de los atípicos: sobre el de aquéllos, en cuanto 
todos o alguno de sus componentes son negocios o elementos de un negocio 
típico, y sobre el campo de los negocios atípicos, por ser un producto de ; 
la autonomía de las partes, de la que hacen buen uso para crear un negocie 
nuevo, no previsto por la ley. i | 

Quien realiza un negocio típico se asemeja al que construye una casa 
prefabricada. El que configura um negocio mixto construye una Casa a 
su gusto, aunque con todos o algunos elementos prefabricados. Mientras 
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que el atípico es creación Original del edificio y de sus mismos materiales, 
sin tomar de la ley otra cosa que el margen de autonomia. 

Dar vida a un negocio indirecto es construir una casa prefabricada, 
que según el modelo legal responde a cierta finalidad, para alojarse en 
ella efectivamente, aunque con el designio de obtener una finalidad distinta, 
que podría alcanzarse con otra construcción. 

Por eso, porque las partes quieren efectivamente, sin ficción alguna, 
con plena voluntad, el negocio instrumental adoptado, quedan por entero 
sometidos a las normas que configuran este negocio típico, cuya disciplina 
les alcanza: de lleno. 

Pero hay algo en el negocio indirecto que puede atraer la atención 
del ordenamiento; algo que le acompaña, convirtiéndole en blanco de sos- 
pechas, hasta el punto de confundirle con el negocio fraudulento, aunque 
sin razón, como hemos indicado. 

Ese algo es el ulterior resultado que persiguen las partes a través del 
negocio típico que toman por instrumento. 

Cierto que la causa de este negocio típico, en cuanto querida verdade- 
ramente por las partes, vale, sin más, como fundamento y razón justifica- 

ı tiva de sus efectos jurídicos. Cierto también que el fin ulterior entra en el 
campo de los motivos, y por eso debiera quedar al margen de la disciplina 
negocial. Pero no es menos cierto que ese fin ulterior no es un motivo 
cualquiera, sino un fin que hubiera funcionado como causa si las partes 
no hubieran utilizado la “callejuela” del negocio indirecto. Ese motivo 
sería entonces la causa de un negocio típico o atípico, y como tal causa 
quedaría disciplinado por la norma legal, reguladora del negocio que la 
alojara; norma determinante de los requisitos y efectos de ese negocio. 

¿Vamos, por eso, a someter al negocio indirecto al régimen del nego- 
cio utilizado con carácter instrumental y, además, a todas las normas propias 
del negocio que hubieran concluido directamente las partes de no haber 
utilizado tal rodeo? 


Esto sería a la vez contrario a la voluntad de las partes y al designio 
del ordenamiento. 

¿No estamos, acaso, en el campo de la autonomía negocial? 

Pues bien: el ordenamiento, al consagrar esa autonomía, protege los 
resultados lícitos que las partes intentan a través de sus negocios; pero 


dicta también, por razones de orden público, normas de carácter impe- 
rativo, inderogables, para prevenir ciertos resultados. 
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Así aparecen las llamadas normas materiales. Fué KOHLER quien en 
su estudio sobre la simulación (25) puso de relieve una diferencia notable 
entre las normas. De ordinario, se refieren a un determinado fin práctico. 
en cuanto se realiza a través de una forma jurídica también determinada, 
considerándolo como un fin práctico típico (causa). Ese fin es tomado en 
consideración por el Derecho por ofrecer el motivo de carácter jurídico 
incorporado al negocio. 

A veces, sin embargo (y esto es lo esencial), las normas contemplan 
— para someterlos a su disciplina—ciertos efectos prácticos por sí mismos, 
con independencia del procedimiento jurídico adoptado por las partes para 
conseguirlos. Tales efectos son en rigor simples motivos, pero, con todo, 
son regulados por el Derecho, que, normalmente, se desentiende de los 


motivos. 

Las normas de este segundo tipo reciben el nombre de normas mate- 
riales porque, teniendo por fin prohibir un resultado práctico, se aplican 
en todo caso, también cuando las partes se representaron ese resultado 
como motivo simplemente subjetivo. 

En resumen: el negocio indirecto queda sometido por entero a la 
disciplina del negocio típico adoptado, pero le alcanzan, además, aquellas 
normas materiales que contemplan el resultado práctico perseguido por las 
partes como fin ulterior. 

Ni se aplican sólo las normas del negocio instrumental ni se aplican 

todas las normas propias del negocio que directamente hubieran celebrado 
las partes para conseguir el resultado ulterior. Y así se concilia el respeto 
a la autonomía negocial y la eficacia de las normas prohibitivas de carácter 
inderogab'e (normas materiales). Cuáles sean éstas en particular, es pro- 
blema que debe resolverse ante cada uno de los posibles negocios indi- 
rectos. 
Por lo dicho se comprende que no estamos en el campo del fraude 
de la ley. Como indica acertadamente CARRARO, no cabe hablar de viola- 
ción indirecta de la norma a propósito del negocio indirecto, porque en, 
este caso no existe ni una violación directa ni una violación indirecta (26). 
Es la consecuencia lógica de aplicar a un tiempo las normas del negocio 
instrumental y las normas materiales que contemplan—para prohibirlos— 
ciertos resultados que las partes persiguen por su conducto. No hay fraude 
porque no hay violación; y no hay violación porque el régimen jurídico 
del negocio comporta la directa observancia de las normas materiales, 


(COn ct pág: 1r: 
(26) Il negozio in [rode alla legge (Padova, 1943), pág. 30. 
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4. Si ahora nos detenemos ante la figura de las donaciones indirectas, 
fácilmente podemos señalar su concepto y régimen jurídico. DANI: 

Su concepto técnico obliga a rechazar el calificativo de donación 1m- 
directa en una serie de supuestos que presenta la doctrina de algún autor. 


Estrictamente sólo cabe hablar de donación indirecta cuando las partes 
quieren conseguir los efectos propios de la donación a través de un nego- 
cio típico y causal diverso, a cuyo régimen se someten por entero y con 
toda seriedad. 

Se quieren los efectos propios de la donación, es decir, el empobreci- 
miento de una de las partes contratantes y el enriquecimiento consiguiente 
del otro, mediante una transferencia patrimonial gratuita como conse- 
cuencia del animus donandi del primero aceptado por el beneficiario. 


Pero este animus no funciona como causa del negocio adoptado, sino 
como simple motivo al margen de él, ya que el negocio instrumental tiene 
una causa distinta, aunque no incompatible—en su función práctica—con 
el espíritu liberal, que se satisface por vía de consecuencia. 


Si falta alguna de las notas indicadas, debe rechazarse el calificativo 
de donación indirecta. 


Así Ocurre en todos los casos en que el beneficiario no aparece como 
contratante: cuando obtiene prácticamente un lucro a consecuencia de un 
negocio celebrado por otros y en su beneficio (contratos a favor. de ter- 
cero) o cuando el enriquecimiento se logra como resultado de un hecho 
material de una persona con el fin de que alguien se aproveche de los 
beneficios que la ley otorga en ese supuesto: mediante la siembra o plan- 
tación, por ejemplo, en el suelo del beneficiario (27). 


En estos casos no hay donación indirecta porque si bien quieren con- 
seguirse los efectos de la donación por una vía oblicua, falta lo que es 
de esencia en el negocio indirecto: la utilización de un negocio típico y 


causal diverso por aquellos que hubieran sido donante y donatario de haber 
realizado directamente la donación. 


Tampoco hay donación indirecta cuando siendo el beneficiario parte 
en el contrato, el beneficio se obtiene por la simple extinción convencional 
de un derecho del donante contra el donatario (renuncia abdicativa) (28). 
Aquí las partes contemplan la liberalidad como fin inmediato, y no ha- 
biendo una vía oblicua no cabe hablar de donación indirecta. 


; (27) Sobre el concepto amplio e impropio de la donación indirecta, cfr. WINSCHEID, Die 
indirekte Vermogenleistung, en “Festgabe fiir O. Müller” (Leipzig, 1892), pags. 3 y sigs. 


(28) Entiende que existe donación indirecta en este Caso GABBA, en Giurisprudenza 
Italiana” (1903), I, pág. 1.026. ` " p 
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Teóricamente la donación indirecta puede realizarse lo mismo a través 
de un negocio gratuito—siempre que no sea la donación—que de un ne- 
gocio oneroso. Pero en la práctica son los onerosos los que mejor se 
prestan a servir de vía oblicua para la liberalidad indirecta. Y estamos 
en presencia de una donación indirecta en sentido técnico siempre que 
las partes celebren un contrato de cambio (compraventa, permuta, arren- 
damiento de cosa, arrendamiento de obra, contrato de trabajo, etc.) cuyas 
prestaciones sean notablemente desproporcionadas por el fin ulterior—que 
no entraña causa del contrato—de lograr el enriquecimiento de una de las 
partes (29). 

El caso más frecuente se ofrece, de ordinario, por conducto de la com- 
praventa con precio amistoso: las partes celebran seriamente una compra- 
venta y se someten por entero a su régimen jurídico, pero con el fin—que 
no hacen figurar para nada en el convenio—de otorgar una donación al 
comprador—mediante un precio notablemente inferior al valor de la cosa— 
o de enriquecer al vendedor que recibe un precio de intento superior al 
valor de la cosa vendida. En ambos supuestos tenemos una donación in- 
directa, aunque lo frecuente será acudir a la primera de esas figuras, que 
los romanos llamaban venditio donationis causo pretio viliore facta (30). 


Pero, en todo caso, el precio ha de ser serio. No lo es—como advierte 
Gasca (31)—cuando es simulado, es decir, cuando el vendedor no quiere 
percibirlo del comprador para hacer a éste donación del mismo, sino cuando 
la venta es simulada o cuando, aun siendo verdadera, las partes consignen 
en el contrato un precio distinto del realmente querido (32). 


Dada la seriedad con que las partes han querido celebrar el contrato 
oneroso, será aplicable la disciplina de éste, lo mismo en cuanto a la 
forma que en cuanto a los demás requisitos y también en cuanto a sus 


ma TAE 


(29) Vid. DE GENNARO, I contratti, págs. 205 y 206. 

(30) “Si quis donationis causa minoris vendat, venditio valet. Toties enim dicimus, in 
totum venditionem non valere, quoties universa venditio donationis causa facta est; quoties 
vero viliore pretio res donationis causa distrahitur, dubium non est, venditionem valere” 
(Dig. 38, XVIII, 1). 

Lo que no permitía el Derecho romano era la donación indirecta a través del arrenda- 
miento, por no admitir para este contrato un precio vil (Dig. 20 y 46, XVIII, 2). > 

Sobre la admisibilidad del arrendamiento con precio vil en nuestro Derecho, vid. Cossío 
y Rubio, Tratado de arrendamientos urbanos, I (Madrid, 1949), pág. 333. 

(31) La compraventa civil y mercantil, 1 (Madrid, 1931), pág. 575. 

(32) Nos dice ORTEGA: “para que el precio pueda constituir prestación no basta su pre- 
sencia; es necesario que sea serio, que venga a suponer una contraprestación frente a la cosa. 
Adquirir una casa de diez pisos por el precio de una peseta nunca puede considerarse M 
de compraventa. La seriedad del precio es problema diferente del de si es preciso que d 
con exactitud el valor de la cosa. Esto último no lo exige nuestro código; pero sí P e 
la necesidad de que exista precio, y no puede considerarse que exista cuando no es serlo 


¡Donaciones indirectas, pág. 969). 
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efectos jurídicos (derechos y obligaciones de los contratantes). Pero, fumo 
indicamos a propósito del negocio indirecto en general, son también de 
aplicación algunas normas de la donación, es decir, las llamadas normas 
materiales. Por tener este carácter se deberán observar las reglas sobre 
prohibiciones para donar, los preceptos fiscales y las normas que protegen 
la inviolabilidad de la legítima, es decir, sobre reducción, colación, impu- 
tación, etc. La observancia fiel de todas estas normas es la plena garantía 
contra cualquier fraude de la ley (33). 

¿Será posible la revocación del negocio oneroso que sirve de medio 
a la donación indirecta ? 

El problema debe resolverse en sentido negativo, según DE GEN- 
NARO (34), porque no militan aqui razones de interés general y por eso 
puede afirmarse que al elegir la via indirecta el donante se cierra volun- 
tariamente el camino para aprovecharse de la revocación. 

Advirtamos, por último, que todo lo anterior se refiere a las dona- 
ciones indirectas en sentido técnico, y no a los casos en que la donación 
se actúe mediante un contrato oneroso si éste no se adopta como instru- 
mento exclusivo, es decir, cuando la donación se mezcla con otro contrato 
para integrar un negocio mixto (35). No nos ocupamos de esta figura 
por no ofrecer interés a nuestro objeto. ; 

Si ahora volvemos de nuevo la mirada a las donaciones que pueden 
hacerse para causas pias, parece aconsejable emplear el tipo de negocios 
indirectos por la utilidad que ofrecerá en muchos casos. 

En efecto: las donaciones indirectas son negocios plenamente válidos 
que permiten que pase, licitamete, inadvertida la liberalidad a los ojos de 
terceros, y Ofrece, además, la ventaja de su absoluta irrevocabilidad, por 


ser Irrevocables la compraventa o cualquier otro negocio oneroso que les 
sirva de instrumento. 


IV. DISPOSICIONES FIDUCIARIAS PARA CAUSAS PIAS 


I. Para completar el cuadro de los posibles contrastes entre el De- 


recho canónico y el Derecho civil español en la materia de causas pías a 
que nos hemos referido constantemente, todavía cabe aludir a la norma 
que dicta el Codex a propósito de las disposiciones fiduciarias. 


(33) Sobre la forma de las donaciones indirectas, vid. Ponsarp, Les i indi 
en Drait civil française (París, 1946), págs. 93 y sigs.; y ORTEGA, op. “ii bl Aigo ie 
: (34) I contratti misti, pág. 931. En el mismo sentido parece pronunciarse RUBINO, Il nego- 
zio giuridico indiretto, pág. 116, nota 10. Rectifleamos ahora la opinión que frente a DE 
GENNARO, defendimos en nuestro trabajo La deuda alimenticia del donatario, pág. 179. 


(35) Cuándo el negotium mixtum cum donatione es negocio indirect i 
; 4 i o cuánd - 
mixto puede verse en ORTEGA, Op. cit., págs. 977 y sigs. E > pi 
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Dice el $ 1 del canon 1.516: "Clericus vel religiosus qui bona: ad pias 
causas sive per lactum inter vivos, sive ex testamento fiduciare accepit, 
debet de sua fiducia Ordinarium dertiorem reddere, eique ‘omnia dstius- 
modi bona seu mobilia seu immobilia cum oneribus adiunctis indicare; 
quod si donator id expresse et omnino prohibuerit fiduciam ne accepte." 

Quiere la Iglesia asegurar el control de las adquisiciones para causas 
pías de los religiosos o clérigos, aun en el caso de que se realicen fiducia- 
riamente, lo que es simple corolario del canon 1.515, $ r, a cuyo tenor 
"los Ordinarios son ejecutores de todas las pías voluntades, tanto mortis 
causa como inter vivos”. | 

E] canon 2.348, por su parte, ordena que "el que por actos inter vivos 
o en virtud de un testamento se ha hecho cargo, aunque sea fiduciaria- 
mente, de algún legado o donación para causas pias y se muestre negli- 
gente en cumplirlo, debe obligarle a ello el Ordinario, hasta por medio 
de censuras". 

Cuando el Codex habla de disposiciones fiduciarias para causas pías 
emplea, sin duda, la expresión en sentido técnico. No quiere referirse a 
donaciones o legados modales en que el destino ad pias cawsas aparezca 
expresado en el negocio, sino a donaciones y disposiciones mortis causa 
a favor de una persona con instrucciones confidenciales o secretas—y en 
todo caso separadas del negocio de disposición—para que los bienes se 
empleen ad pias causas. ; 

Para precisar el alcance de los preceptos canónicos y su posible pugna 
con el Derecho civil, nos referiremos, aunque sumariamente, al concepto 
de disposiciones fiduciarias, separando las que se realizan inter vivos y las 
que vienen ordenadas en testamento. 

2. Al distinguir el contrato simulado del fiduciario, nos define el se- 
gundo MrssixEO (36) diciendo que tiene por fin práctico lograr la trans- 
misión efectiva de un derecho real del fiduciante al fiduciario (relación 
externa), pero con la inteligencia (relación interna) de que el derecho 
debe ser ejercitado por el último de manera determinada y no de modo 
diverso; de tal guisa que la eficacia de la primera relación queda limitada 
por la presencia de la segunda: rige entre las partes la obligación personal 
de que el fiduciario haga uso del derecho real como si el derecho real 
perteneciese todavía al fiduciante o perteneciese a terceros (fiducia cum 
amico); o también con la inteligencia de que el bien se transfiera en pro- 
piedad al fiduciario, pero con una función de garantia (fiducia cum cre- 


ditore). 


— 


(36) Dottrina generale del contratto (Milano, 1946), pág. 276. eo 
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Los negocios fiduciarios inter vivos a que aluden los cánones citados 
entran en la categoría de la fiducia cum amico. Entrañan la transmisión 
de la propiedad por el fiduciante en favor de una persona (fiduciario) que, 
si bien en el tráfico jurídico aparece como verdadero titular de los bienes 
que recibe, está personalmente obligada, por virtud de las instrucciones 
recibidas, a emplearlos para una causa pía. El fiduciario es titular de 
dichos bienes en nombre propio, pero por cuenta ajena, ya que la trans- 
misión no está ordenada en su provecho, a diferencia de lo que ocurre 
en la fiducia cum creditore, en la cual el fiduciario es titular en nombre 
propio y por cuenta propia, pues la fiducia se ordena a garantizar su propio 
crédito. 

En todas estas transmisiones el fiduciante otorga un margen de con- 
fianza al fiduciario, que puede abusar de su titularidad transmitiendo a sti 
vez los bienes a un tercero. De ahí el nombre de fiducia, por basarse en la 
fides y depender el buen éxito del negocio exclusivamente de la lealtad del 
fiduciario. Si éste transmite los bienes a un tercero, la transmisión es in- 
atacable, quedando tan sólo al fiduciante una acción personal para exigir 
del fiduciario que le indemnice por el incumplimiento de la obligación per- 
sonal que constituye el contenido de la relación interna. 

Como se advierte sin dificultad, los negocios fiduciarios presentan una 
vía oblicua, un procedimiento jurídico mediato para conseguir el resultado 
apetecido. Esto ha llevado a buena parte de la doctrina a englobar o con- 
fundir ta'es negocios con los indirectos (37). 

Varias son las diferencias entre ambos (38), importando sólo a nues- 
tro objeto señalar que el negocio fiduciario contiene siempre, junto al 
negocio de transferencia por cuya virtud deviene el fiduciario titular pleno 
frente a terceros, una obligación pactada con carácter complementario para 
moverle a que dé a los bienes el destino sefialado por el fiduciante. Nada 
de esto ocurre en el negocio indirecto; aquí las partes acuden a un negocio 
instrumental para conseguir los efectos de otro diverso, pero—por quedar 
el fin perseguido en el campo de los simples motivos—no existen, como 
en el fiduciario, cláusulas complementarias que sirvan de soporte a ninguna 
acción entre las partes. 


; ¿Qué decir de los negocios inter vivos por los que se transmiten los 
bienes fiduciariamente ad pias causas? 


(37) Véase, por todos, CARIOTA-FERRARA, I ne i fiduciari 
€ , j gozi fiduciari (Padova, 1939), 3 
(38) Vid. las que señala ORTEGA, op. cit., págs. as y ahs eat. hae 
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A nuestro juicio, su admisibilidad no ofrece ningún problema en el 
Derecho civil español. Tanto la doctrina (39) como la jurisprudencia (40) 
aceptan la validez de los negocios fiduciarios inter vivos, siempre, claro 
está, que no entrañen fraude de ley, lo que no puede verse em las dispo- 
siciones para causas pías. 


3. Distinto es el problema de las disposiciones fiduciarias ex testa. 
mento. 


La fiducia testamentaria, en su sentido estricto (41), consiste en la 
disposición ordenada en testamento por cuya virtud manda el causante 
que la persona por él designada en el mismo cumpla o revele la última 
voluntad que le comunica—de palabra o por escrito—fuera del testamento. 
Dicha persona, por razón de la fides que le otorga el causante, recibe el 
nombre de fiduciario; y también se le llama confidenciario por tener co- 
nocimiento confidencial de la voluntad del testador. 


El cumplimiento de la finalidad que persigue el causante queda a la 
fides de esa persona intermediaria, que unas veces resulta investida de 
una auténtica titularidad fiduciaria y otras de una titularidad de dispo- 
sición sin atribución patrimonial (42). 

Ocurre lo primero siempre que el fiduciario es nombrado heredero o 
legatario, pero con el encargo de dar a los bienes el destino que determina 
el testador en sus instrucciones confidenciales (43). El fiduciario, mientras 
no revela el contenido de la fiducia, aparece como verdadero propietario 
de los bienes que le deja el causante, aunque su titularidad —como siempre 
ocurre en las titularidades fiduciarias—está internamente limitada por la 


(39) Cfr. JERÓNIMO GONZÁLEZ, El titular, en “Revista Crítica de Derecho Inmobiliario” 
IV (1928), págs. 365 y sigs.; PÉREZ GONZÁLEZ Y ALGUER, Anotaciones a ENNECCERUS, Derecho 
civil. Parte general, II (Barcelona, 1935), págs. 88 y 90; CasTAN, Derecho civil español común 
y foral, apéndice a la tercera edición, I (Madrid, 1945), págs. 155 y sigs.; ROCA SASTRE, Insti- 
tuciones de Derecho hipotecario, 24 ed., II (Barcelona, 1946), págs. 106 y sigs.; CLARET Y 
MARTÍ, De la fiducia y del trust (Barcelona, 1946), págs. 29 y sigs. 

(40) Resolución de la Dirección General de los Registros de 14 de junio de 1922, y sen- 
tencia del T. S. de 22 de noviembre de 1935, 7 de enero de 1944, 10 de marzo de 1944 (co- 
mentada por HERNÁNDEZ GIL en “Revista General de Legislación y Jurisprudencia”, junio 1945, 
págs. 690 y sigs., 25 de mayo de 1944 (comentada por HERNANDEZ GIL en la misma revista, 
págs. 697 y sigs., y por BONET en “Revista de Derecho Privado”, 1944, págs. 856 y sigs.) y 28 de 
enero de 1946 (comentada por Bonet en “R. de D. Priv.”, 1946, págs. 191 y sigs.). 

Tanto HERNÁNDEZ GIL como BONET admiten, en sus comentarios, la validez del nogocio 
fiduciario. : : 

(41) Tomada en su acepción amplia, la fiducia testamentaria abarca otras figuras, que no 
recogemos en el texto. A ellas se refiere la interesante sent. del T. S. de 30 de octubre 
de 1944. Vid. también LAVANDERA, Instituciones fiduciarias, en “Revista de Derecho Priva- 
do”, X (1923), págs. 170 y sigs. : 

(42) Cfr. ROCA SASTRE, Op. Cit., pág. 119. i DL ae 

(43) En esto se distingue la fiducia de la sustitución fideicomisaria, pues aquí la volunta 
del causante en orden al destino ulferior de los bienes aparece expresada en el inpune tes- 
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obligación que le impone el testador, a virtud de las cláusulas complemen- 
tarias, de emplear los bienes en beneficio ajeno. Au 

En otros casos el fiduciario no aparece exteriormente en ningún mo- 
mento cómo dueño de los bienes hereditarios: carece de facultades de 
goce, quedando reducido a la función de disponer o destinar los bienes 
a personas o a fines determinados y ostensiblemente especificados por el 
testador. El fiduciario es un mero ejecutor de la última voluntad, mas no 
por eso deja de darse aquí la nota esencial de la fiducia testamentaria, 
pues en el cumplimiento de su función ha de atenerse a las instrucciones 
que ha recibido confidencialmente, y que no están consignadas en el tes- 
tamento, 

Un tercer supuesto de fiducia en sentido estricto lo constituye la de- 
signación en testamento de la persona que ha de revelar el nombre del 
heredero o legatario designado confidencialmente por el causante. Aquí el 
fiduciario—también llamado heredero de confianza—no merece el nombre 
de árbitro, o ejecutor, o elector, o distribuidor, o nombrador del here- 
dero, sino que únicamente actúa como testigo cualificado, con euya de- 
claración, aun cuando sea la de un testigo único, se prueba cuál fué la 
voluntad del testador (44). 

Todas las figuras, muy variadas, de fiducia testamentaria pueden re- 
ducirse a los grupos indicados, cuya nota común reside en haber confiado 
el testador al fiduciario, de modo confidencial, su última voluntad o por 
entero 0, a] menos, en alguno de sus extremos. 

Aun cabe distinguir la fiducia en propia o impropia, según que en 
el testamento aparezca o no consignada la indicación de haber confiado 
al fiduciario el contenido de su última voluntad (45). 

Descendiendo ahora a las disposiciones fiduciarias ex testamento para 
causas pías, conviene distinguir, a propósito de su validez civil, el Derecho 
común español y los Derechos forales. 

Conservan éstos figuras tradicionales, fuertemente inspiradas por el 
Derecho canónico, que ofrecen cauce amplio y seguro para ordenar fidu- 
ciariamente disposiciones pietatis causa (46). 

No ocurre lo mismo en nuestro Código civil. Encontramos en él una 
norma prohibitiva, la del apartado 4 del artículo 785, que dice asi: no sur- 


(44) Martí MIRALLES, Herederos de confianza (Barcelona, 1920), pág. 19. 
i < TRAVIESAS, Sustituciones hereditarias, en “Revista de Derecho Privado”, XV (1928) 
pág. 9. 
(46) Una consideración Sumaria de algunas de estas instituciones puede verse en nuestro 
trabajo La mejora de labrar y poseer, en “Anuario de Derecho Civil”, I (1948), págs. 913 y sigs. 
y los autores allí citados. É 


No nos detenemos en la exposición de los derechos forales, por ser nuestro objeto exa- 
minar tan sólo la posible pugna entre los ordenamientos civil y canónico: , 
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tirán efecto “las (disposiciones) que tengan por objeto dejar a una per- 
sona el todo o parte de los bienes hereditarios para que los aplique o 
invierta según instrucciones reservadas que le hubiese comunicado el tes- 
tador” 

La prohibicion contempla exclusivamente el caso de la fiducia que in- 
viste al fiduciario de la cualidad de heredero o legatario por transferirle 
€x testamento y fiduciariamente los bienes hereditarios. 

Las otras manifestaciones de la fiducia—en que el fiduciario tiene la 
simple función de ejecutor o de testigo de la voluntad testamentaria—no 
quedan directamente prohibidas, mas sí de modo indirecto por las normas 
generales del sistema sucesorio español: 

a) “El testamento es un acto personalisimo: no podrá dejarse su 
formación, en todo o en parte, al arbitrio de un tercero, ni hacerse por 
medio de comisario o mandatario. Tampoco podrá dejarse al arbitrio de 
un tercero la subsistencia del nombramiento de heredero o legatarios, ni 
la designación de las porciones en que hayan de suceder cuando sean ins- 
tituidos nominalmente” (art. 670). 

b) Es tulo el testamento en cuyo otorgamiento no se observen las 
formalidades establecidas por el Código civil (art. 687). 

c) “Toda disposición que sobre institución de heredero, mandas o 
legados haga el testador, refiriéndose a cédulas o papeles privados que 
después de su muerte aparezcan en su domicilio o fuera de él, será nula 
si en las cédulas o papeles no concurren los requisitos prevenidos para el 
testamento ológrafo” (art. 672), 

De estas normas resulta la invalidez civil de todas las figuras de fiducia 
testamentaria por razón del elemento confidencial que siempre existe en 
ellas o del mandato post mortem que a veces contienen. Sólo quedan a 
salvo aquellos casos en que las instrucciones reservadas del que es simple 
ejecutor o testigo cualificado vienen recogidas en un testamento ológrafo. 
Pero entonces ya hemos salido del campo estricto de la fiducia testamen- 
taria. 

El artículo 671 contiene, sin embargo, una importante excepción, que 
puede servir de cauce a la figura del fiduciario ad pias causas: 

“Podrá el testador encomendar a un tercero la distribución de las can- 
tidades que deje en general a clases determinadas, como a los parientes, 
a los padres o a los establecimientos de beneficencia, así como la elección 
de las personas o establecimientos a quienes aquéllas deban aplicarse.” 

Se recoge aquí uno de los cuatro típicos casos de fiducia testamentaria 
señalados como tradicionales por el Cardenal De Luca: 
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“Alter casus est ubi testator disponit ad favorem certi generis perso- 
narum, vel certorum Operum, non tamen specificat personas speciales, vel 
operae, sed specificationem committit gravato, vel aiteri fiduciario, cui tri- 
buat facultatem nominandi seu eligendi et gratificandi inter plures, aliquos 
praeeligendo et alias spernendo" (47). Se 

Con todo, el articulo 671 pudiera parecer insuficiente para legitimar, 
desde el punto de vista civil, las instrucciones reservadas que para la 
aplicación de esas cantidades ad pias causas reciba el fiduciario, si no se 
contienen en testamento ológrafo, por la prohibición terminante del 672 (48). 

El Tribunal Supremo ha tenido ocasión de conocer y fallar el problema 
que nos ocupa, a propósito de cierto testamento posterior al Código civil, 
en una de cuyas cláusulas ordenó la testadora “que sus albaceas destina- 
rían 17.500 pesetas para que, de acuerdo con el Prelado, que era. o fuese 
de la diócesis, se dotara la fundación piadosa que les tenía comunicada”. 

Se alegó en el recurso la “interpretación errónea del artículo 671 del 
Código civil, que faculta al testador para encomendar la distribución de 
cantidades a un tercero, y para dejar, en general, a establecimientos de 
beneficencia, toda vez que por las cláusulas de su testamento doña J. P. no 
encomendó ni quiso encomendar tal facultad a sus albaceas, sino que les 
impuso la obligación de atenerse a sus instrucciones para dicha distribu- 
ción, y, por tanto, resulta ineficaz lo dispuesto en dichas cláusulas, pues 
si otra cosa hubiera querido decir, lo hubiera dicho, sin dejar lugar a 
dudas, que realmente no existen, por aparecer clara y terminante su vo- 
luntad de reservarse la facultad de hacer la designación”. 

El Tribunal Supremo, en su sentencia—que está fechada en 8 de junio 
de 1907—, declara que “al disponer la testadora y ordenar a sus albaceas 
que se dotase con 17.500 pesetas la fundación piadosa que les tenía co- 
municada, no dejó en la incertidumbre la entidad que había de recibir el 
legado, quedando la cuestión reducida a saber si dichos albaceas podían 
cumplir lo mandado con conocimiento de la voluntad de aquélla, y como 
la Sala sentenciadora estima que la expresada voluntad les fué conocida 
por habérselo comunicado persona de la confianza de la testadora, o sea 
don J, C. V., nombrado posteriormente albacea en sustitución de otro 
renunciante, a tenor de lo previsto en el mismo testamento, desaparece 
sobre esta base y fundamento de hecho toda duda que pudiera obstar al 


(47) De fideicommissis, primogenituris, et majoratibus, en “Theatrum Veritatis et Jus- 
titiae”, tom. X (Coloniae Allobrogum, MDCXCVII), Discursus CLXXXIII, núm. 11, Pág. 391. 
á (48) Sobre la posible utilización del cauce que brinda el art. 671 para una institución fi- 
Guciaria en beneficio del alma del testador y sobre los criterios de la práctica y de la juris- 
prudencia posterior al Código civil, con particular estudio del art. 747, vid. MALDONADO, He- 
rencias en favor del alma en el Derecho español (Madrid, 1944), págs. 240 y sigs. 
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cumplimiento de lo mandado por doña J. P., sin que baste a desvirtuar 
su eficacia la circunstancia de que los albaceas designados en el testamento 
no hubieran llegado a recibir directamente las instrucciones, ya que lo esen- 
cial era conocer la voluntad de aquélla, y esto con tanto mayor motivo 
cuanto que se trataba de un legado ¡cuya asignación lo distribución 'pudo 
dejar aicomendadas a los mismos albaceas, a tenor de lo dispuesto ¡en el 
articudo 671 del Código civil”. 

La doctrina del Tribunal Supremo es lógica por demás: pudo la tes- 
tadora encajar plenamente su legado en el supuesto que declara válido el 
artículo 671, y, aunque no lo hizo, ha de tenerse por válido a pesar de 
haber confiado su última voluntad confidencialmente—fuera del testa- 
mento—a los albaceas, ya que de haber acudido a la figura del artículo 671 
los albaceas habrían quedado por aquélla investidos de la facultad de dis- 
tribuir la. cantidad legada ad pias causas del modo que hubieran tenido 
por conveniente. 


Quien puede lo más, puede lo menos: el fiduciario del articulo 671 goza 
de una facultad de disposición sin atribución patrimonial, y por eso las 
instrucciones confidenciales del testador en orden a la distribución de las 
cantidades ad pias causas no quedan incluidas en la sanción de invalidez 
del artículo 672 si fueran escritas, ni tampoco—fueran escritas u orales— 
en la del artículo 785, apartado 4, que contempla un caso distinto de fidu- 
cia, pOr quedar aquí investido el fiduciario de la cualidad de heredero o 
legatario (fiducia con titularidad fiduciaria, que comporta transmisión de 
los bienes, aunque internamente limitada por las instrucciones reservadas 
del testador sobre inversión de los mismos). 

Nuestro Código civil, que se dejó impresionar por la prevención de 
los códigos modernos—y en especial del italiano de 1865—, frente a la 
fiducia testamentaria, como lo indica el artículo 765, apartado 4, no ha 
tenido empacho en otorgar validez a la figura que contempla el 671, reco- 
nociendo en este caso al fiduciario la facultad omnímoda de distribuir 
las cantidades entre parientes, pobres, establechmientos de beneficencia y, 
en general, a favor de clases determinadas. Y es que no vió en este str 
puesto ningún peligro por razón del fin a que se destinan esas cantidades 
y por no poderse levantar con ellas el fiduciario, ¿Por qué negar validez 
al mismo supuesto cuando el fiduciario deba, además, sujetarse a las ins- 
trucciones reservadas del testador? Esas instrucciónes, si acaso, alejan 
todavía más las prevenciones que pudiera ofrecer la posible deslealtad del 
fiduciario, en cuanto comportan un elemento que puede servir eficazmente 
para la fiel observancia de la voluntad del testador. 
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No siempre, sin embargo, podrá estimarse civilmente válida la fiducia 
testamentaria para causas pías. Lo mismo en los casos que resultan ex- 
presamente prohibidos por el artículo 785, apartado 4, como en aquellos 
otros que lo están indirectamente por el sistema general del Código civil 
sin encajar en el supuesto del artículo 671, surge una discordancia con 
el ordenamiento de la Iglesia, ya que el canon 2.348, al ordenar el cum- 
plimiento de todos los legados ad pias causas incluso por medio de cer- 
suras, habla de la fiducia sin distinciones, con lo cual comprende todas 
sus figuras imaginables. 

¿Cómo resolver este conflicto entre el Derecho civil y el canónico ? 


En. Italia se planteó el problema con relación al Código civil de 1865, 
cuyo artículo 829 declara nula la fiducia al prohibir la admisión de cual- 
quier prueba que tenga por objeto demostrar que la persona designada 
en el testamento es sólo aparente, favoreciendo en realidad a otra persona, 
y esto aunque el testamento contenga una expresión cualquiera que indique 
o haga presumible la existencia de una fiducia. 


Buena parte de la doctrina hizo esfuerzos para salvar, con fórmulas 
diversas, la radical ineficacia de la fiducia testamentaria. 


Para unos puede verse en ella un-caso de obligación natural (49). Para 
otros—con apoyo en el artículo 1.311 (50)—, la declaración por el fidu- 
ciario: de la existencia de la fiducia asegura su validez por virtud de la 
ratificación (51) o conversión (52) del testamento que era nulo por vicio 
de forma. Acuden algunos para evitar su nulidad a la figura del mandatum 
post mortem. (53). Y no faltan quienes ven e» la fiducia testamentaria 
una simple aplicación de los negocios fiduciarios encajando la obligación 
. del fiduciario en un pactum fiduciae o en un modus, compatibles con el he- 


(49) DE PIRROL en “Foro Italiano” (1919), I, págs. 1.309-10 
E e © + ari d i 14^ 1 i ^ 
(50) “La confirmación, ratificación o ejecución voluntaria—dice este articulo—de una 
Sets 0 PRA DA testamentaria por parte de los herederos o causahabientes del donante 
estador, después de su muerte, implica su renuncia a oponer S vici 
) ; i se a los vicios de form: 
ejercitar cualquiera otra excepción.” : Pr Sits of 
(91) Coppa-Zuccart, La fiducia testamentaria i iri i 
9 yan s E aria nel Diritto vigen E 'S. 35 
NE es gente (Palermo, 19192), DERE. 35 
MU ea SANTORO, la fiducia no quedaba prohibida por el art. 829, porque esta norma se 
x EUR a ap prueba simplemente (Della fiducia nel Diritto civile italiano, Napoli, 1882) y por 
via de iie BSIÓR que, & su juicio, no constituye verdadera prueba, sino negocio dispositi- 
Von S oa CERE el fiduciario confesante. Esta doctrina tuvo muy pocos adep- 
5: vid. RUGGIERO, L'illiceitá della fiducia testamentaria “Rivi i Dirit ivi 
i 5 f en “Rivista. di Dirit 2? 
(1913), págs: 433 y sigs. > PASE 
(52) CHIRONI, L'inesistenza del negozio giuridi ibilitá di ivi 
(52) u a da goz ( ico e la: possibilitá di sanarla, en “ 
di Diritto Commerciale", XII (1914), II, págs. 182 y sigs : ; ipie 
(53) BALLERINI, Delle disposizioni fiduciarie nei testamenti, 


en “Diritto e Giurispr Za)? 
Y, págs. 314 y sigs. S à prudenza”, 
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cho de conservar el designado en el testamento su cualidad de heredero o 
legatario aun después de la ejecución del encargo recibido (54). 

Los más radicales, al oponerse a las tesis indicadas sólo admiten—como 
única corcesión—la existencia de un deber moral, sin ninguna trascen- 
dencia jurídica, que obliga en conciencia al fiduciario a cumplir la volun- 
tad del testador. Pero se cuidan de advertir que el cumplimiento de ese 
deber—mediante la fiel ejecución de la fiducia—no puede tener efectos en 
Derecho civil más que én el caso de que el fiduciario otorgue una donación 
a los destinatarios de la fiducia, debiendo, por tanto, revestir este acto 
de ejecución la forma exigida por la ley civil para las donaciones (55). 

Por lo que se refiere a nuestro Derecho, creemos que sólo cabe acudir 
al remedio del artículo 1.901 para dotar de eficacia—en el orden civil— 
a las figuras de fiducia testamentaria que-sean inválidas según el Có- 
digo (56). Ninguno de los argumentos que presentan los autores italianos 
para Oponerse a reconocer en estos supuestos la existencia de una obliga- 
ción natural es admisible en nuestro sistema jurídico tratándose de dis- 
posiciones pietatis causa, dado el respeto para las obligaciones de con- 
ciencia que dimanan de una norma terminante de la Iglesia (57). 


(54). COVIELLO, Corso completo del Diritto delle successione, 2.2 ed. (1915), IL, págs. 678 
y siguientes. 
(55) AMBROSINI, Op. Cit. págs. 207 y sigs.; CuTURI, Fedecommesi e sostituzioni (Citta di 


Castello, 1880), págs. 121 y sigs.; GABBA, La “fiducia” nel Diritto civile italiano, en “Quistioni 
ar Diritto Civile”, II (Torino, 1898), págs. 43-44. 

(56) No existe en nuestro Código ningún precepto semejante al art. 1.311 del Código ita- 
hano de 1865. Pudiera llegarse, sin embargo, a las mismas soluciones a través de la doctrina 
sentada por la Dirección General de Registros en varias resoluciones (31 de enero de 1913. 
31 de junio de 1910 y 24 de enero de 1941), al aflrmar que los defectos, en general, que darían 
base 2 pretender la nulidid de los testamentos pueden ser subsanados por los interesados 
en el mismo, doctrina análoga a la del Tribunal Supremo sobre los llamados “actos propios", 
de que hablaremos en seguida. (Vid. Cruz AUÑÓN, Un caso frecuente de preterición, en “Ana- 
les de la Academia Matritense del Notariado”, III (1946), págs. 556 y sigs.) 

EI mandatum post mortem—de dudosa viabilidad en nuestro Derecho—exigiría, en todo 
aso, la forma testamentaria, lo que no se da en la fiducia; pero, aun así, quedaría incluído 
en la prohibición de los pactos sucesorios. 

Razones semejantes hacen inútiles las soluciones que acuden a los negocios fiduciarios: si 
la flducia se actúa por medio de un modus, debería éste incluirse en el testamento, y si se 
acude al pactum fiduciae, nos sale al paso la prohibieión de los paetos sucesorios (art. 1.971, 
ap. 9 del Cód. civil). y 

(57) Entiende Fappa que no puede admitirse—en el sistema del Código italiano de 1865— 
ningún caso de obligación natural (Intorno a un preteso effetto delle obligazioni naturali in 
diritto attuale, en “Archivio Giuridico”, XXXVI (1886), págs. 195 y sigs.). En igual PONO. 
GANGI, Le obligazioni naturali, en “Rivisita di Diritto Commerciale”, TX (1917), págs. 497 y Pe 

- Rechazan otros la existencia de una obligación natural en las disposiciones “mortis pause 
civiimente informes, por estimar que los derechos seculares modernos responden a criterios 
puramente laicos, incompatibles con el fundamento que el Derecho canónico ofrece dico 
nalmente a là obligación natural de estos casos, por basarse en los principios del Pi n 
natural o divino, que exigen la remoción del pecado resultante de no dar PEE a 
real voluntad del testador, aunque no la haya manifestado en las formas pidas aa 
tanciam por la ley civil. AMBROSINI llega à sostener que en algún supuesto—concre > 
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Procede repetir aquí la consideración que haciamos a propósito de las 
disposiciones testamentarias civilmente informes en favor de causas plas. 
No se trata de burlar las normas de invalidez del ordenamiento civil, pues 
la invalidez que éste prescribe hace imposible el cumplimiento coactivo, al 
propio tiempo que el artículo 1.901 otorga eficacia jurídica a los deberes 
de conciencia espontáneamente cumplidos. A mover el ánimo del fiducia- 
rio contribuye la Iglesia con la amenaza de las censuras a que se refiere 
el canon 2.348. j 

4. Unas palabras, finalmente, sobre la llamada fiducia ab intestato. 
Con este nombre designan los civilistas la fiducia encomendada por el 
heredero ab intestato sin acudir a ningün testamento. Es la figura más 
elemental de la fiducia mortis causa, y tiene lugar ordinariamente en la 
hora cercana de la muerte en que el causante encarga oretenus el cum- 
plimiento de su ültima voluntad a su heredero ab intestato, encomendán- 
dole, ias más de las veces, disposiciones fiduciarias pietatis causa. 

El canon 2.348 no alude expresamente a la fiducia ab intestato, pues 
sólo hab'a de las que tienen lugar por actos inter vivos o en virtud de un 
testamento (58). ¿Habrá que estimar, por eso, excluida de él esa figura? 

Creemos que no por varias razones: 

a) El canon 1.514 ordena que se cumplan con suma diligencia las 
voluntades de los fieles que hacen donación de sus bienes o los dejan para 
causas pias sive per actum inter vivos, sive per actum mortis causa. Luego 
debe también cumplirse—con suma diligencia—la fiducia ordenada fuera 
de testamento, por ser acto mortis causa. Nada obsta para que el Ordi- 


nario estimule, incluso por medio de censuras, como quiere el canon 2.348, 
el cumplimiento de la misma. 


b) Por virtud del 1.513, debe amonestarse a los herederos para que 
cumpla» la voluntad del testador, aunque éste la hubiera manifestado sin 
observar las formalidades civiles. Y como se sabe, la Comisión de Intér- 
pretes, en respuesta de 17 de febrero de 1930, declaró que la palabra 
moneatur que emplea el canon 1.513 tiene sentido preceptivo y no mera- 
mente exhortativo, correspondiendo al Ordinario—como ejecutor de las 


pías vo-untades—el exigir al heredero el cumplimiento de la voluntad del 
difunto. 


en la fldueia—hay cierta. ilicitud en no observar estas formas. (Disposizioni di ultima volontá 
[iduciare nel Diritto civile moderno (Roma, 1917), pág. 150). 

No falta, sin embargo, quien, más de acuerdo con la tradición canonista, identiflca las obli- 
gaciones naturales con 108 deberes de conciencia. Vid. BONFANTE, Il concetto dell obligazione 
naturale, en “Rivista di Diritto Commerciale”, XII (1914), II, págs. 358 y sigs. 

(58) El canon 1.516, § 1, utiliza una terminología idéntica: “Clericus vel religiosus qui 
bona ad pias causas sive per actum inter vivos, sive ex testamento fiduciare accepit: 
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c) Pero aun sin acudir a los cánones 1.513 y 1.514, hay que entender 
incluída en el 2.348 la fiducia ab intestato, como comprendida en las dis- 
posiciones pietatis causa ordenadas fiduciariamente ex testamento, por 
cuanto, desde el punto de vista canónico, cualquier manifestación de úl- 
tima voluntad que tenga por fin una causa pía vale como disposición. tes- 
tamentaria sin necesidad de que revista una determinada forma (59). 

El canon 2.348 incluye todas las disposiciones fiduciarias imaginables 
—inter vivos y mortis causa—y no alude a la fiducia ab intestato porque, 
segün el sistema tradicional del Derecho de la Iglesia, no constituye figura 
autónoma, por venir englobada en las fiducias testamentarias. Es ésta una 
diferencia con los derechos seculares modernos que deriva del diverso 
criterio acerca de la importancia de la forma en las disposiciones de úl- 
tima voluntad (60). 


La fiducia ab intestato, por no revestir la forma de testamento, carece 
de validez en nuestro Código civil, pero engendra—cuando se realiza fie 
tatis causa—obligacion natural incluida en el artículo 1.901 (61). 

En todo momento hemos hablado de obligación natural a propósito 
de las disposiciones ad pias causas inválidas por. Derecho civil: disposi- 
ciones testamentarias informes, fiducia mortis causa, atribuciones patri- 
moniales contrarias a una prohibición de disponer que no se estime tal 
por el Derecho natural o canónico. 

El reconocimiento de una obligación natural en estos casos comporta 
—como único efecto—el poder esgrimir, por vía de excepción, la soluti 
retentio para evitar la repetición de lo pagado espontáneamente por aquel 
sobre quien pesa la obligación de conciencia derivada de esas disposiciones 
pietatis causa. Ni él ni sus herederos pueden aprovecharse de las acciones 
que dimanan del cobro de lo indebido, por legitimar el desplazamiento 
patrimonial de conciencia, que actúa de justa causa. 

Tampoco pueden revisar el pago las demás personas legitimadas para 
impugnar, por civilmente inválidas, esas disposiciones pietatis causa. Y es 


(59) Entre los testamentos privilegiados del Derecho catalán se conserva el ordenado “ad 
pias causas”, que, por recoger la tradición canonista, no necesita más que la presencia de 
dos testigos, y aun esto como prueba y no como solemnidad para su validez. Cfr. BROCA y 
AMELL, Instituciones de Derecho civil catalán vigente, 2.2 ed., II (Barcelona, 1886), pág. 317; 
BORRELL, Dret civil vigent a Catalunya, V, parte 1.2 (Barcelona, 1923), pág. 46. i 

(60) Cfr. TRAVIESAS, El testamento, en “Revista de Derecho Privado”, XXII (1935), pág. 110. 

(61) Entiende PLANIOL que tanto en el caso de testamento nulo por defecto de at QUU 
en el de disposiciones de ültima voluntad manifestadas verbalmente por el causante y ro 
han sido confesadas a los herederos, hay que reconocer una obligación natural, e "n 
causas de nulidad de la ley civil suelen fundarse en razones morales: si la ley y dium in 
están de acuerdo, no surge ningün deber de conciencia; pero cuando ocurre lo SENS idit) 
deber de conciencia es el fundamento de là obligación natural (Droit civil, 5.2 ed. (París, , 


II, n. 342, págs. 120 y sigs.). 
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que—como ya indicamos—la obligación natural, una vez cumplida, es 
protegida por el Derecho civil, que le otorga categoría de causa justa 
de adquisición com independencia del acto jurídico de que procede. 

La promesa de cumplimiento que hagan el fiduciario y las demás per- 
sonas que puedan impugnar civilmente esas disposiciones, si ha sido acep- 
tada por el destinatario de las mismas, otorga a éste acción civil para 
exigir el pago, funcionando como causa de la promesa la obligación na- 
tural. Después de la promesa ya no les cabe ninguna vía de impugnación 
porque les sale al paso el principio jurisprudencial de los actos propios, 
según el cual nadie puede venir contra sus propios actos (62). 


AMADEO DE FUENMAYOR, Pbro. 


Catedrático de Derecho civil, Abogado del I. C. de Madrid 


(62) Vid. LÓPEZ DE HARO, Los “actos i TV da 7 dene d Tribuna Supre- 

; € P 3 propios" uri i i 
mo, en “Revista de Derecho Privado”, I 1918 nada à PORUM Ak E » i : 
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Tanto en textos canónicos como en pasajes civiles, especialmente en 
los que se refieren: a disposiciones de bienes, se encuentra la denominación 
de causas pías. A primera vista hallamos designado con este nombre, en el 
lado canónico, todo fin piadoso o en el cual se inserta de modo especial la 
religión o la caridad (P. REGATILLO), o bien aquello que se ordena a un 
fin religioso o caritativo (P. Arowso). Y luego se añaden ejemplos con- 
cretos: iglesias, comunidades religiosas, cofradías, hospitales, etc. 

Significa, pues, una finalidad del acto de disposición, un destino espe- 
cifico que se da a los bienes, y hasta, en ocasiones, un ente que se crea 
para cumplir tal finalidad com tales bienes. 

Y el Derecho civil se ocupa de todo esto. 

Ya en las fuentes romanas (1) pueden encontrarse la denominación 
y ciertos privilegios que se reconocen a las últimas voluntades otorgadas 
por motivos de piedad. 

En el Derecho común, a base de leyes del Código de Justiniano, en re- 
lación con pasajes del Digesto y de decretales, especialmente de las reco- 
gidas en el titulo 26 del libro III de las de Gregorio IX, que tratan de los 
testamentos y últimas voluntades, se van trazando (en esa especial cons- 
trucción de juristas que es el Derecho común, como ha puesto Bussi de 
relieve) (2) las construcciones de romanistas y canonistas: el ABAD, INo- 
CENCIO, el HosTIENSE, Juan ANDRES, BARTOLO, BALDO. Y con todo ello 
se va formando una teoría de las disposiciones ad pias causas; o mejor, una 
teoría de las causas pias, especialmente enfocadas desde el punto de vista 
de las disposiciones de última voluntad. 

Quien mejor resume y expone en conjunto esa construcción es ANDRÉS 
TIRAQUEL, que desarrolla la teoría general de las causas pías y luego dedica 
167 apartados a la enumeración de sus privilegios (3). Un español, PEDRO 
BELLUGA, interesa especialmente desde este punto de vista, pues nos da 


(*) Ponencia presentada en la II Semana de Derecho Canónico. 
(1). Ley 45 (46), tit: 3, lib. 1 del “Codex Iustinianus"; 11, Novela 131. 
(2) Bussi, In torno al concetto di Diritto commune (Milán, 1935), especialmente págs. 55 y 


siguientes. 
' (3) ANDREAE TIRAQUELLI, De privilegiis piae cause, núm. 6 de la edición de sus * Tractatus 


varii” (Lugduni, 1615). 
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una teoría completa de los testamentos ad pias causas y legados pios, a base 
de textos romanos y canónicos y literatura extranjera (4). 

Porque en esta materia se advierte con toda caridad esa mezcla de 
normas y principios de Derecho canónico y Derecho civil, que muestra el 
papel corrector que el Derecho canónico desempeñó en el mundo del De- 
recho común respecto del romano. Algo así como fué el Derecho de los 
pretores respecto del puro Derecho clásico, según: la frase de RossHIRT (5). 


En otro lugar (6) he dejado expuesto cómo se opera la recepción de 
esta teoría de las causas pias en la literatura jurídica clásica española. Los 
hilos del Derecho común se fijan en algunos soportes de Derecho español 
(que venían a continuar una trayectoria anterior de disposiciones pro ani- 
ma), tales como la ley 10, tit. 5, libro II del Fuero Real; la ley 4, tit. 11, 
de la Partida 6.*, y las leyes 32 y 36 de Toro, y asi se va tejiendo la doc- 
trina española, reflejo de la general: RODRIGO SUÁREZ, PICHARDO DE VI- 
NUESA, PaLacros Rusios, GREGORIO LÓPEZ, ANTONIO GOMEZ y, sobre 
todo, COVARRUBIAS y MANTICA. 


En esta teoría española se tratan el concepto de las causas pias y sus 
privilegios. Luego irán apareciendo en el Derecho español ciertas medidas 
limitativas, hasta desembocar en la legislación actual. 

Lo fundamental para la calificación como causa pía es que con el acto 
de disposición se atienda al bien del alma del testador (recuerdo de la 
herencia, pro anima de la Alta Edad Media). Si non respiciat salutem 
animae defuncti testatoris, non dicitur propria causa pia, afirma Man- 
TICA (7), aunque el principio debe ser algo más general, como se ve en 
Barpo, que aplica el concepto a lo que beneficia al alma del testador o de 
cualesquiera católicos. La ley 32 de Toro, a propósito del testamento por 
comisario, habla de causas pías y provechosas al alma del que le dió el 
poder. 

Otras veces se hace una enumeración por vía exemplificativa. GREGORIO 
Lopez, en la glosa 2 a la ley 4, tit. 11, de la Partida 6.*, dice que lo dejado 
a la Iglesia, hospitales, pobres o redención de cautivos, dicitur relictum 
ad pias causas, CASTILLO DE BOBADILLA afirma que se llaman en Derecho 
obras pías, demás de lo dicho (las aplicadas a conventos, hospitales y cofra- 


(4) PEDRO BELLUGA, Speculum Principum (Bruxellae, 1655), rúbrica XVII, De executioni- 
bus ullimarum voluntatum, especialmente el cap. I, De executionibus legatorum piorum. 
(5) RossHirT, Dogmengeschichte des Civilrechts (Heidelberg, 1853), pág. 436. 

: (6) MALDONADO, Herencias en favor del alma en el Derecho español (Madrid, 1944), cap. II, 
núm, 2, La teoría de las causas pias en la literatura jurídica, págs. 147-162. Allí puede verse 
con más detalle toda esta materia e 
(7) FRANCISCO MANTICA, 


pág. 255 Tractatus de coniecturis ultimarum voluntatum (Genevae, 1709) 
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días donde se hace hospitalidad a pobres vergonzantes), lo que se aplica para 
el fraile o monja, no por amistad o consanguinidad u otro respeto temporal, 
a viuda y miserables personas, y para los huérfanos, y para el ánima, y para 
el amigo o pariente pobre, y para la redención de cautivos, y para alimen- 
tos, y para hacer alguna imagen, y para estudiar, y para conseguir la liber- 
tad, y para repaso de muros, y para otros edificios públicos, y para la guar- 
da de la ciudad, y para cualquier cosa en utilidad pública, y para que la 
ramera se recoja, y para pagar deudas a los pobres (8). 

Los privilegios de las causas pías, admitidos en la esfera civil, se ven 
tratados en VÁZQUEZ DE MENCHACA, CRISTÓBAL DE Paz, FONTANELLA, el 
dicho MANTICA, etc. 

Por Derecho común no son necesarias las solemnidades civiles ordina- 
rias del testamento (ALEJANDRO III: cap. 10, Cum esses, y cap. 11, Re. 
latum, del tit. 26 del lib. III de las Decretales) y basta con que se haya 
hecho ante el párroco y dos o tres testigos para que deban cumplirse las 
disposiciones de última voluntad (el cap, 10 lo dice en general y el cap. II 
para lo dejado a la Iglesia). Pero ha de tenerse en cuenta que entonces 
se invalidaban por Derecho civil los testamentos que no estuviesen hechos 
ante siete o cinco testigos, en la forma del Derecho romano, y la Glosa 
de las Decretales se planteó el problema de esta contradicción: nota quoa 
ubi tus legale contradicit iuri canonico praevalet tus canonicum; por otro 
lado, supone la Glosa que los dos capítulos se refieren sólo a las disposi- 
ciones ad pias causas, en las que el mismo Derecho romano admitía que 
bastaba una minus sollemnis voluntas. 

VÁZQUEZ DE MENCHACA mantiene que vale el testamento menos so- 
lemne para las causas pias, CRISTÓBAL DE Paz sostiene que en tales casos 
no se requiere ninguna formalidad y Manrica que vale el testamento sin 
las formalidades civiles (9). 

Hasta puede admitirse alguna imperfección por razón de la voluntad, 
aceptándose la captatoria institutio (10). 

El testamento ad pias causas se presume posterior en caso Ge duda (11); 
si se dice lego pro anima mea, basta con ello, debiendo el ejecutor aplicar 
los bienes ad causas pias (12); la institución en favor de causas pías puede 
ser hecha también por vía de sustitución, pudiendo sustituir incluso a los 
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(8) JERÓNIMO CASTILLO DE BOBADILLA, Política para corregidores y señores de vasallos..., H 


(Madrid, 1759 ág. 729. 

(9) ao eee DE MENCHACA, De Successionum creatione progressu et resolutione 
(Venetiis, 1564), fols. 28 y sigs.; CRISTOBAL DE Paz, Scholia ad leges regias Py (Matriti, 1608) 
pág. 7; FRANCISCO MANTICA, OD. cit., pág. 949 y sigs. ; 

(10) MENCHACA, op.-cit., n. 2, y CRISTÓBAL DE PAZ, Op. Cit., núm. 14. 

(11). MANTICA, Op. Cit., pág. 259, 

(12) MANTICA, Op. cit., pág. 257. 
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hijos (13); los legados ad causas pias deben ejecutarse en el plazo de seis 
meses (14) y no se deducen de ellos la falcidia ni la trebellianica (15); el 
legado de misas por una vez se entiende por una vez al año | (16) ete: 
Incluso se llega a la imposición por Derecho civil de mandas pias for- 
zosas (17). 

Y no ha de olvidarse que el Obispo había de vigilar el cumplimiento 
de las pías voluntades (18). 

Pero comienzan a hacer su aparición en el Derecho español ciertas me- 
didas restrictivas en relación con los bienes aplicados para causas pias. 
Ya Juan II (en Valladolid, año 1452) había dispuesto que los bienes raíces 
que se vendiesen o donasen a Universidad, o Colegio, o personas exentas 
de la Real jurisdicción, pagasen la quinta parte al Rey. Más tarde, el 
artículo 8 del Concordato de 1737 admitió que los bienes que por cual- 
quier título adquiriese una Iglesia, lugar pío o comunidad eclesiástica, y 
por ello cayesen en mano muerta, quedasen perpetuamente sujetos a los 
impuestos y tributos que los legos pagan. Para cumplimiento de esto se 
dictó una Instrucción de Felipe V, de 24 de octubre de 1745, Otra de 
Carlos III, de 16 de junio de 1760 (habla expresamente de obras pias), y 
otra de Carlos IV, de 10 de agosto de 1793. 

Hasta que llega el claro recelo del Derecho civil contra estos entes. 
Carlos III ordena en 1763 que por ningún caso se admitan instancias 
de manos muertas para la adquisición de bienes, aunque vengan vestidas 
de la mayor piedad y necesidad. Carlos IV dispone en 1798 que se ena- 
jenen todos los bienes raíces de hospitales, hospicios, casas de misericordia, 
de reclusión, de expósitos, cofradías, memorias, obras pías y patronatos 
de legos (se les llama establecimientos públicos), poniéndose los productos 
de estas ventas en la Real Caja de Amortización, bajo el interés anual 
del 3 por 100, e invita a los Prelados a que espontáneamente, por efecto 
de su celo por el bien del Estado, hagan lo mismo con las capellanías cola- 
tivas u otras fundaciones eclesiásticas; pero aclara en 1799 que la com- 
petencia sobre los bienes espiritualizados corresponde a los Prelados, con 
inhibición de los juzgados y tribunales reales, así como la que se refiere 
a las fincas de las obras pías fundadas con caudales propios de la Iglesia. 


(13) MANTICA, Op, cit., pág. 593. 


(14) DIEGO DE COVARRUBIAS, Opera omnia, 1 (Genevae, 1762), pág. 39. 

(15) CRISTÓBAL DE PAZ, Op. cit., pág. 7. 

(16) MANTICA, OP. cit., pág. 260. 

(17), Ver MALDONADO, Op. cit., eap. III, Las mandas pias forzosas en el Derecho moderno- 
pags. 163-178. 
` (48) Cap. 3, tit. 26, lib. III de las Decretales. 
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Se llega, por fin, a la ley de 11 de octubre de 1820, que suprime toda 
especie de vinculaciones y dice en su artículo 14 que nadie podrá en lo 
sucesivo, aunque sea por vía de mejora ni por otro título mi pretexto, 
fundar fideicomiso, patronato, capellanía, obra pia, ni vinculación alguna 
sobre ninguna clase de bienes ni derechos. 

No vamos a detenernos en la complicada legislación del siglo xIx 
relativa a bienes eclesiásticos, que es objeto propio de otras ponencias. 
Nos limitaremos a recoger la ley de 1 de mayo de 1855, que luego ha- 
bremos de tener presente en el problema planteado especialmente en ésta. 

En el Derecho actual está rota aquella armonía, aquella trabazón y 
construcción conjunta de la teoría de las causas pías por los Derechos 
canónico y civil. Cada uno de estos ordenamientos se refiere ahora a 
ellas por separado. El marcar la posición del segundo en relación con los 
principios mantenidos en el primero es la-finalidad a que se orienta esta 
ponencia. 


El Codex Iuris Canonici habla en varios de sus cánones de causas pias. 

En hipótesis de desmembración de beneficios hay bienes que, según 
el canon 1421, se asignan a otro beneficio o a una causa pía; y para causas 
pías se puede entregar el sobrante de los frutos de un beneficio, conforme 
al canon 1473. Los cánones 1513 y Siguientes se refieren a disposiciones 
para causas pías. El 1516, a lo recibido en fiducia para causas pías (cuyo 
cumplimiento protege el 2348). En todos ellos vemos un acto de disposi- 
ción de bienes y un fin piadoso para el que han de aplicarse esos bienes. 

El canon 1421 habla de causa pia o instituto eclesiástico (piadoso ins- 
tituto, lo llama el 1492). El 1503, de instituto eclesiástico o fin piadoso. 
El 1489 se refiere a obras de religión o de caridad, ya espiritual, ya tem- 
poral, y el 1473 habla de pobres o causas pías. El 1521 menciona el lugar 
piadoso, y el 1544, las pias fundaciones. Son instituciones que represen- 
tan una suma de bienes aplicada a un fin religioso. 

El Derecho del Estado, por su parte, se refiere también en ocasiones 
a alguno de estos conceptos. 

El Código civil admite que el testador disponga para sufragios y obras 
piadosas en beneficio de su alma (art. 747); habla de disposiciones hechas 
a favor de los pobres en general (art. 749) y de unas mandas en las que 
se impone al heredero la obligación de invertir ciertas cantidades periódi- 
camente en obras benéficas (art. 788); admite también que el testador 
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encomiende a un tercero la distribución de cantidades que deje a los pobres 
o a los establecimientos de beneficencia (art. 671). Se refiere, pues, a actos 
de disposición para fin piadoso. 

Por otro lado. se ocupa el Derecho secular de esos establecimientos, y 
en el artículo 2 del Real decreto de 14 de marzo de 1899 se mencionan 
expresamente, entre las llamadas instituciones de beneficencia, los patro- 
natos, memorias, legados, obras y causas pías. La Instrucción de la misma 
fecha habla de herencias y legados benéficos y fundaciones benéficas, y el 
Real decreto de 27 de septiembre de 1912 de fundaciones benéfico-docentes, 
a las cuales se refiere la Orden de 3o de septiembre de 1948, llamándolas 
obras pias. Se trata, por consiguiente, de instituciones con fin piadoso o 
caritativo. 

Los dos aspectos apuntados en la legislación canónica aparecen, pues, 
también en el ordenamiento civil: la disposición de bienes para um cierto 
fin y el ente que nace para cumplir esos fines; en uno y otro caso, unos 
fines píos. 

El Derecho canónico y el Derecho civil se refieren en su estado actual 
a unos mismos supuestos de hecho, si bien cada uno de ellos los contempla 
enfocados con su luz especial y desde su propio punto de mira. En esta 
ponencia ha de irse intentando apuntar los problemas que em esa materia 
se platean en la legislación civil, según un orden: determinado por la pauta 
de la regulación canónica, que así vendrá a servirnos como de plantilla 
para colocar las cuestiones civiles. 


La jurisprudencia del Tribunal de la Rota Romana ha dejado preci- 
sados el sentido y alcance de estos conceptos canónicos. 

i La Decisión de 9 de julio de 1920 distinguió expresamente dos formas 
diversas de causa pia eclesiástica: a) wn cuerpo con propia sustantividad, 
erigido en persona jurídica; b) unos bienes cedidos a una persona jurídica 
ya existente y destinados a una finalidad piadosa. Lo primero son los ims- 
titutos de que tratan los cánones 1489 y siguientes; los últimos son las 
fundaciones pías de que hablan los cánones 1544 y siguientes. En ambas 
formas los bienes son eclesiásticos; pero si para un fin pío se organizase 
una persona jurídica sin intervención del Ordinario eclesiástico, o si se 
entregasen los bienes a una persona laical, no hay causa pia eclesiástica, . 


sino un instituto pío laical, y los bienes permanecen como laicales, aunque 
pueden ser vigilados por la Iglesia, 
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Otra Decisión del mismo Tribunal, de 30 de julio de 1930, concretó 
que las fundaciones hechas por voluntad privada para un fin religioso 
sin intervención de la Autoridad eclesiástica se llaman simplemente causas 
pías y sus bienes permanecen en dominio privado, no sujetos a las leyes 
eclesiásticas, si bien pertenece a la Iglesia velar por el cumplimiento de las 
pias voluntades (19). 

Es decir, que para que exista una causa pia eclesidstica es necesario, 
o bien la erección por la Autoridad canónica competente de una persona 
jurídica eclesiástica (can. 1489), o bien que se entreguen los bienes a una 
persona jurídica eclesiástica ya existente (can. 1544). En ambos casos, es 
decir, cuando existe una causa pia eclesiástica, los bienes se hacen bienes 
eclesiásticos (can. 1497, $ 1). En cambio, los bienes que se asignan a algún 
fin pío en cualquier otro supuesto siguen siendo bienes laicales, aunque 
están sujetos a la vigilancia del Ordinario, que es ejecutor de todas las 
voluntades piadosas (cans. 1515, 1516 y 1517). 

En otra interesante Decisión de la Rota Romana, de 11 de julio 
de 1940, se han perfilado aún con mayor rigor y detalle estas ideas (20). 
En ella se va exponiendo el distinto estado jurídico, según su diversa na- 
naturaleza, que puede tener um establecimiento en que se atiende a en- 
fermos o se realiza algún fin espiritual. Puede tratarse de: a) cosas pro- 
fanas; b) institutos o lugares pios; c) institutos eclesiásticos; d) funda- 
ciones pías. 

Si en la voluntad del que lo imstala no aparece el fin de que el esta- 
blecimiento se destine a ejercer obras de caridad, aunque se trate de estable- 
cimientos para el cuidado de enfermos, falta un fin sobrenatural, y los 
bienes son meramente lawcales y profanos, permanecen en el dominio pri- 
vado y no son afectados por las leyes eclesiásticas; sin que esto cambie 
por el hecho de que, cumplidos los requisitos canónicos necesarios, se 
erijan oratorios para beneficio de los enfermos o servidores, o se confíe 
a religiosos el cuidado de los enfermos, dejando a salvo integramente el 
derecho de vigilancia del Ordinario o Superior legítimo en los oratorios 
y sobre los religiosos; además, cuando falta la destinación perpetua, o al 
menos por largo tiempo, para un fin religioso, la casa aquella, aunque 
puede servir accidentalmente para alguna obra religiosa, sigue siendo cosa 
profana. 


(19) Estas dos decisiones pueden verse recogidas por el P. REGATILLO en Su Interpretatio 
et Jurisprudentia Codicis Iuris Canonici (Santander, 1949), pág. 493. y 

(20) Sacrae Romanae Rotae Decisiones seu Sententiae, quae prodiderunt anno 1940 o 
lumen XXXII, publicado en 1949), decisio XLIX, R. P. D. ANDREA JULLIEN, págs. 531-545. La 


cita es de las págs. 533-537. 
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Si los fundadores de algún establecimiento lo destinan a obras de re- 
ligión y caridad, dedicándolo a Dios, por consiguiente, constituyen lo que 
se llama un instituto pío (causa pia, lugar pio). Pero aunque se llame pios 
a estos institutos, ante el Derecho canónico som todavía laicales, pues falta 
la especial intervención de la Iglesia para que sean erigidos como institutos 
eclesiásticos, y sus bienes no som bienes eclesiásticos. Sin embargo, estas 
instituciones, que provienen de pías voluntades, están encomendadas al 
especial cuidado de la Iglesia. 

Si, conforme al $ 1 del canon 1489, el establecimiento se constituye 
en instituto eclesiástido, tal lugar, erigido canónicamente, difiere de los. 
lugares meramente píos, sólo aprobados o recomendados por el Ordinario, 
lo mismo que se distingue la aprobación o recomendación de la erección 
canónica. Los institutos eclesiásticos pueden ser constituídos en persona 
jurídica en la Iglesia católica por decreto formal del Ordinario del lugar, 
y com ello son elevados a la dignidad de persomas morales de la Iglesia, 
y según los Sagrados Cánones tienen derecho de adquirir, retener y ad- 
ministrar bienes temporales, que, por esto mismo, son bona: ecclesiastica, 
sujetos a las leyes dadas por la Iglesia para los bienes eclesiásticos. Ha de 
advertirse que la concesión de capacidad jurídica es un hecho, que no se 
presume y ha de ser probado. La personalidad jurídica no se adquiere, 
pues, por la simple aprobación o recomendación, ni por la simple erección 
en instituto eclesiástico, sino por el decreto formal en que el Ordinario 
del lugar concede efectivamente tal personalidad. 


Por último, según el $ 1 del canon 1544, pueden darse bienes tempo- 
rales a una persona moral eclesiástica ya existente con la carga perpetua, 
© por largo tiempo, de celebrar funciones eclesiásticas, o practicar deter- 
minadas obras piadosas, o de caridad, com las rentas anuales; esto es lo 
que se llama fundación pía en sentido específico en el Código. Se deno- 
mina también fundación fiduciaria, encomendada a la fe de otra persona, 
distinguiéndola de la fundación autónoma, que no es otra cosa que el 
instituto pio laical o el instituto pío eclesiástico, de que antes se ha hecho 
referencia; el mismo Código emplea las palabras fundación y fundador pío 
para esta segunda hipótesis en los cánones 1489 y 1490. 

A la vista, pues, de los preceptos del Código de Derecho canónico, 
y com los conceptos así precisados por las decisiones de la Rota Romana, 
se pueden trazar unas líneas generales de la disciplina canónica, que nos 
sirvan para encuadrar los problemas civiles que puedan plantearse. 
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En el Derecho canónico encontramos en materia de causas país: 

a) Actos de disposición directa (pías voluntades), inter vivos o mor. 
tis causa, con finalidad piadosa (cáns. 1513 y 1514). 

b) Actos de disposición por persona interpuesta (fideicomisos), mo- 
dalidad de lo anterior (cans. 1516 y 2348). 

c) Institutos eclesiásticos erigidos para un fin pío (institutos pios 
eclesiásticos), que pueden adquirir personalidad jurídica eclesiástica por 
decreto del Ordinario (can. 1489). 

d) Aportaciones de bienes para un fin pío determinado a una persona 
jurídica eclesiástica ya existente (fundaciones pías en sentido canónico 
estricto) (can. 1544). 


I. LA CAUSA PÍA COMO CAUSA Y DESTINATARIO DE UN ACTO DE DISPOSICIÓN 
DE BIENES 


I. Disposiciones directas 


El Derecho canónico está regido en este punto por dos principios fun- 
damentales: la fidelidad a la voluntad del disponente y la vigilancia del 
Ordinario sobre la ejecución de estas disposiciones. Ya los vimos en las 
Decretales y pueden verse también en el Código. 

E] canon 1513 sienta un principio general: el que por Derecho natural 
o eclesiástico puede disponer libremente de sus bienes, puede dejar estos 
bienes para causas pías, bien por acto inter vivos, o bien por acto mortis 
causa. Y en el 1514 se mantiene el especial respeto a la voluntad del dis- 
ponente. 

Pero desde el punto de vista civil pueden surgir dificultades, porque 
el Derecho civil contiene una serie de normas restrictivas de la facultad 
de libre disposición, tanto mortis causa como inter vivos. 

El principio general de libertad, para el primer caso, está contenido 
en el artículo 763 del Código civil, segün el cual, el que no tuviere here- 
deros forzosos puede disponer por testamento de todos sus bienes o de 
parte de ellos en favor de cualquier persona que tenga capacidad para 
adquirirlos. Esta capacidad la tienen las iglesias y los cabildos eclesiásticos, 
los establecimientos de hospitalidad, beneficencia e instrucción püblica y 
las personas jurídicas conforme a las reglas del artículo 38 (art. 740). 
De las personas individuales, posibles necesitados, todos los no incapaci- 
tados por la Ley (art. 744). Por otra parte, establece también el Código 
civil que será válida la disposición que imponga al heredero la obligación 
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de invertir ciertas cantidades periódicamente en obras benéficas, como 
dotes para doncellas pobres, pensiones para estudiantes, o en favor de los 
pobres, o de cualquier establecimiento de beneficencia o de instrucción 
pública (art. 788). 

Incluso viene a veces a verse derogado, en atención posiblemente a los 
fines caritativos perseguidos por el testador, el principio general del ar- 
tículo 750 del Código civil, que proclama la nulidad de toda disposición 
hecha en favor de persona incierta. Así se admiten las disposiciones he- 
chas a- favor de los pobres en general, sin designación de personas (en- 
tendiéndose limitadas a los del domicilio del testador en la época de su 
muerte) (art. 749), y se admiten también las disposiciones para sufragios 
y obras piadosas en beneficio del alma del testador, hechas indeterminada- 
mente, sin especificar la aplicación de los bienes (art. 747). 

De modo semejante, se suaviza la regla general que niega validez al 
testamento por comisario, contenida en el artículo 670, para permitir, en 
el 671, que el testador encomiende a un tercero la distribución de las 
cantidades que deje en general a los pobres o. a los establecimientos de 
beneficencia. 

Sin embargo, hay un caso especial, en el que no se admiten las dis- 
posiciones hechas durante la última enfermedad en favor del sacerdote 
que asistió en ella al testador (art. 752). 

En cuanto a los actos inter vivos, podrán hacer donación todos los 
que puedan contratar y disponer de sus bienes (art. 624) y podrán aceptar 
donaciones todos los que no estén incapacitados por la Ley para ello (ar- 
tículo 625). 

Pero frente a esas afirmaciones de libertad, que se remiten a las nor- 
mas generales de capacidad civil, aparecen también en las leyes civiles 
ciertas limitaciones, que afectan a la cuantía y a la forma del acto de 
disposición. | : 

Establece el Derecho civil una limitación en la cuantía de los bienes 
de que se dispone (ültimo eslabón de la evolución histórica de la llamada 
parte bre), en tanto que el Derecho canónico no fija límites en tal sen- 
tido. El Código civil contiene todo un sistema de legítimas, que se aplica 
también a las donaciones, por disposición de los artículos 636 y 819. (Ade- 
más, se limitan las donaciones en el 634, que obliga al donante a reservar- 
se lo necesario para vivir). ; 

Se puede disponer de todo el patrimonio, dice el artículo 668; pero el 
que tiene herederos forzosos sólo puede hacerlo con las limitaciones esta- 
blecidas en el Código civil, añade el artículo 763. Tales limitaciones están 
contenidas en sus artículos 806 y siguientes. 
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Ya parece haber una primera posibilidad de discrepancia entre el De- 
recho canónico y el civil: la que se refiere a la cuantía de las disposiciones 
ad pias causas. Sin embargo, aquí el Derecho canónico parece reconocer 
en la práctica la solución civil. En la Resolución de la Sagrada Congre- 
gación del Concilio de 18 de junio de 1887 se declaró que en ninguna 
parte se ha sancionado por los cánones el valor de los testamentos inoficio- 
sos y que los privilegios de los testamentos ad pias causas hacen que valga 
la voluntad del difunto aun sin las solemnidades civiles, pero no llegan 
a mantener la disposición inoficiosa que lesiona la justicia y piedad debi- 
das a tercero. 

Por lo que respecta a las formalidades del acto de disposición, sí. 
puede haber conflicto entre los dos Derechos, especialmente en lo que 
atañe a la forma del testamento. 

Por Derecho canónico ya se ha dicho que, según la Decretal de Ale- 
jandro III, basta con que sea otorgado ante el párroco y dos testigos. 

El conflicto no surgirá en Cataluña, cuyo Derecho foral admite que 
para el testamento ad pias causas basta con dos testigos, y esto como 
prueba y no como solemnidad (BORRELL), y da valor al testamento otor- 
gado ante el párroco, si no hay notario, tomando el principio del capí- 
tulo 10, tít. 26, lib. III, de las Decretales, como se ha reconocido por 
Real orden de 15 de diciembre de 1863. Tampoco se dará en Aragón, 
donde basta con dos testigos, tanto según las Observancias como con- 
forme al Apéndice, y donde también vale el testamento ante el párroco. 
Pero podrá producirse en las regiones españolas de Derecho común, en 
las cuales rige el Código civil, con sus tres formas de testamento normal: 
ológrafo, abierto (ante notario y tres testigos) y cerrado (ante notario 
y cinco testigos). 

El $ 2 del canon 1513 del Codex Iuris Ccnonici ordena, para evitar 
tales conflictos, que en las últimas voluntades «n favor de la Iglesia se 
observen las solemnidades del Derecho civil. Se dice en el canon que se 
haga así si fieri possit, y que, si se hubiesen omitido, heredes moneantur 
ut testatoris voluntatem. adimpleant. La solución del problema dependerá, 
pues, del alcance que se dé a estas ú'timas palabras, y la Respuesta de la 
Comisión de Irtérpretes de 17 de febrero de 1930 (21) declaró que la 
palabra moneantur tiene un sentido preceptivo y no meramente exhorta- 
tivo. Igual había opinado antes el P. REGATILLO en sus Cuestiones cano- 


micas (22). 


(21) Puede verse recogida por el P. REGATILLO en su Interpretatio et Iurisprudentia, citada, 
págs. 491-493. 
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Respecto a las donaciones inter vivos, si son de muebles, pueden ha- 
cerse aún verbalmente; si de inmuebles, han de hacerse en escritura pú- 
blica, según el Código civil (arts. 632 y 633). Aquí no son tan de temer 
esos conflictos, porque la disposición del canon 1529 asegura, por el mismo 
Derecho canónico, el cumplimiento de la norma civil, al ordenar que quae 
ius civile in territorio statuit de (contractibus, tam in. genere quam in spe- 
cie... eadem iure canonico in materia ecclesiastica iisdem cum effectibus 
serventur, y vo hay que olvidar que la donación está incluída en este 
título de los contratos (can. 1536). 

En materia de ejecución de las disposiciones pías, el Derecho canónico 
y el civil no se tienen en cuenta recíprocamente. 

Según el Código canónico, los Ordinarios, sin impedir ni absorber el 
legítimo derecho de los albaceas u otros ejecutores designados, son ejecu- 
tores natos de todas las voluntades pias, tanto inter vivos como mortis cau- 
sa; a ellos corresponde la vigilancia y el recibir las cuentas, y se tienen por 
no puestas las cláusulas contrarias a este derecho (can. 1515). En el caso 
de que el albacea o ejecutor designado por el testador o donante no cumpla 
con su deber, el derecho de ejecución pasa al Ordinario. 


Según el Código civil, la ejecución de las voluntades mortis causa 
corresponden normalmente a los albaceas, pero hay algunos preceptos es- 
peciales expresos para ciertos casos determinados. Cuando el testador no 
ha establecido un orden para la administración y aplicación de la manda 
benéfica, a que se refiere el artículo 788, lo hará la Autoridad adminis- 
trativa a quien corresponda con arreglo a las leyes. De lo dejado para 
sufragios y obras piadosas en beneficio del alma del testador, sin espe- 
cificar su aplicación, se entregará la mitad al Diocesano, para que la 
destine a los indicados sufragios y a las atenciones y necesidades de la 
Iglesia, y la Otra mitad al Gobernador civil correspondiente, para los es- 
tablecimientos benéficos del domicilio del difunto, y en su defecto, para 
los de la provincia (art. 747). Cuando se dejare: algo a los pobres, sin 
designación de personas, la calificación de los pobres y la distribución se 
harán por quien hubiere designado el testador y, en su defecto, por los 
albaceas; si no los hubiere, por el párroco, el alcalde y el juez municipal, 
los cuales resolverán por mayoría de votos las dudas que ocurran (artícu- 
lo 749). Para repudiar la herencia los representantes de asociaciones, cor- 
poraciones y fundaciones necesitan la aprobación judicial, con audiencia 
del Ministerio público (art. 993). La herencia dejada a los pobres se en- 


(22) EDUARDO F. DE REGATILLO, S 


. lọ, Cuestiones canónicas “Sal Terrae? a 
der, 1928), págs. 775 y sigs. de “Sal Terrae", II (Santan 
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tenderá aceptada a beneficio de inventario (art. 992); CasTÁN entiende 
que no se puede renunciar, pero no hay nada que se oponga a ello, puesto 
que el artículo dice que “la aceptación de lo que se deje a los pobres co- 
rresponderá” a las personas antes designadas. j 

La ley canónica y la civil se desentienden, pues, la una de la otra, y 
algunos de los preceptos civiles apuntados vienen a cortar el derecho 
absoluto del. Ordinario, al sustraer una parte de los bienes de su vigi- 
lancia y encomendarla a la Autoridad civil. 

Por disposición del $ 1 del canon 1517 del Código canónico, la re- 
ducción, moderación y cambio de últimas voluntades se reserva, en 
neral, a la Sede Apostólica. 

No tiere correspondencia canónica el precepto del artículo 644 del 
Código civil, que admite la revocación de Jas donaciones por supervivencia 
de hijos del donante; ni la revocación de las mismas por causa de ingra- 
titud, que incluso tiene un canon en contra, el 1536, $ 4, porque en la 
Iglesia no cabe ingratitud, y la del Prelado o.del rector no pueden per- 
judicarla. 

En general, se advierte en toda esta materia: por parte del Derecho 
canónico, más libertad de disposición, menos trabas formales, más res- 
peto a la voluntad libre del disponente (que descuella en el canon 1514) 
y una fuerte autoridad del Ordinario, con eficacia práctica, en función 
del cumplimiento de esa voluntad; y por parte del Derecho civil, mayores 
restricciones a la disposición y una intervención mayor del poder público 
del Estado en la regulación de detalle, aunque seguramente menos eficaz 
en la práctica. 

En cuanto a los conflictos que puedan plantearse por la discrepancia 
entre ambas legislaciones, habrá de tenerse en cuenta que se trata de dos 
obligaciones distintas, en dos órdenes jurídicos distintos, que no deben 
ser incompatibles. Cuando sea posible han de cumplirse las exigencias de 
ambos. 

En los casos en que la obligación que impone el Derecho canónico no 
coincide con la norma civil, quedarán gravados por Derecho canónico 
aquellos a quienes civilmente van los bienes, y deberán entregarlos ad cau- 
sas pias; produciéndose el resultado injusto de que se pagará dos veces 
al Estado el impuesto de transmisión de bienes. 

- En los casos en que el Derecho civil designa una autoridad secular 
para intervenir en los bienes dejados a entes benéficos, estos bienes ven- 
drán a quedar de hecho excluidos de la vigilancia episcopal, que no de- 


bería eludirse en un Estado católico. 
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2. Disposiciones mediante fideicomiso 


Se trata de un caso particular de la hipótesis general anterior y en su 
regulación canónica se mantienen los dos principios fundamentales ya 
señalados: fidelidad a la voluntad del disponente y vigilancia del Ordi- 
nario como garantía de esa fidelidad. El clérigo o religioso que recibió 
en fideicomiso, por acto inter vivos o mortis causa, bienes para causas pías 
debe ponerlo en conocimiento del Ordinario y darle cuenta de los bienes 
recibidos; si el donante prohibe esto, no se debe aceptar el fideicomiso; 
el Ordinario debe exigir que los bienes se coloquen de manera segura y 
vigilar para que se cumpla la voluntad pía. Tal es la regla del canon 1516 
del Codex. El cumplimiento de la, obligación del fiduciario está protegido 
por la norma penal del canon 2348 del mismo Código: el Ordinario le 
obligará a ello, hasta por medio de censuras. 


No se trata, en realidad, de una sustitución fideicomisaria al modo 
moderno, sino de un verdadero fideigomuüso de tipo romano. 


Mientras que en la sustitución fideicomisaria de nuestro Derecho civil 
actual ei fiduciario adquiere los bienes como verdadero heredero (hay aquí 
dos liberalidades), en el fideicomiso romano sólo actúa como ejecutor de 
la última voluntad, y el verdadero heredero es el que recibe de él los 
bienes (hay aquí sólo una liberalidad). 


En el Código civil no se habla del verdadero fideicomiso, pero en su 
texto resulta prohibido si está hecho en forma reservada o confidencial : 
no surtirán efecto, dice el artículo 785 en su número 4.”, las sustituciones 
fideicomisarias que tengan por objeto dejar a una persona el todo o parte 
de los bienes hereditarios para que los aplique o invierta según instruc- 
ciones reservadas que le hubiese comunicado el testador. Aunque el ar- 
tículo 671 establece una regia especial, precisamente en la materia que 
nos interesa, según la cual podrá el testador encomendar a un tercero la 
distribución de las cantidades que deje, en general, a clases determinadas, 
como a los pobres o a los establecimientos de beneficencia, así como la 
elección de las personas o establecimientos a quienes aquéllas deban apli- 
carse. 

En estos fideicomisos canónicos del canon 1516, el fiduciario no es 
ni aparece como heredero, no hay sustitución y debe defenderse la no 
aplicación a los mismos de las medidas restrictivas que el Código civil 


contiene para las sustituciones fideicomisarias (en sus artículos 781 y 785, 
principalmente). 
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Así puede mantenerse, con apoyo en diversas sentencias del Tribuñal 
Supremo. La sentencia de 22. de mayo de 1894 afirmó que el encargo 
hecho por un testador a dos o más personas para que distribuyan la he- 
rencia no confiere a éstas el carácter de herederos, sino el de meros eje- 
cutores testamentarios; la sentencia de 6 de febrero de 1903 declaró que 
no es aplicable el artículo 785 al fideicomiso con instrucciones reservadas, 
en el que no hay sustitución, sino un simple encargo; y la sentencia de 
5 de junio de 1906 resolvió que no está comprendida en el artículo 785. 
sino en el 671, la cláusula por la que se nombra fideicomisarios para que 
se adjudiquen a sí mismos los bienes en plena propiedad y los enajenen 
y destinen su producto a los objetos benéficos que el testador les encargó 
de palabra. i 

Alguna de las prohibiciones del Código civil no podrá ser superada 
por esta interpretación; así, la prohibición de las disposiciones que con- 
tengan prohibición perpetua de enajenar del número 2. del artículo 785; 
pero habrá que determinar en cada caso si existe tal prohibición verda- 
deramente. El Tribunal Supremo, en sentencia de 20 de abril de 1906, 
ha pronunciado que, determinados en el testamento los sufragios y obras 
piadosas a que ha de aplicarse la renta de cierta finca legada por el tes- 
tador a su alma, y que habrá de inscribirse sucesivamente a nombre de 
log párrocos de ciertas feligresías en concepto de administradores, no 
está comprendido tal legado en la prohibición de ese artículo 785, pues 
no se prohibe la enajenación de dicha finca. 

Por Otra parte, esa necesaria posibilidad de enajenación es muy con- 
forme con la norma del $ 2 del citado canon 1516, que ordena la inver- 
sión de los bienes objetos del fideicomiso. 


II. -LA CAUSA PIA COMO FUNDAMENTO DE UNA ENTIDAD JURÍDICA 
CON SUSTANTIVIDAD PROPIA 


Hemos visto que la causa pía supone un patrimonio determinado, ads- 
crito a un fin especial piadoso (religioso o caritativo). Esto puede terer 
lugar de dos maneras: dando lugar a un ente nuevo 0 entregando esa 
suma de bienes a un ente canónico ya existente. 


1. Creación de un ente nuevo 


: “Esta es la posibilidad que se advierte en los cánones 1489 y siguientes 
del Codex Iuris Canonici. Hablan de institutos destinados ad opera reli- 
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gionis vel caritatis, a los que llaman pium institutum, que tienen su origen 
en la voluntad de un fundador particular, pero han de ser erigidos por 
la Autoridad eclesiástica y a los cuales esta Autoridad puede concederles 
personalidad jurídica en la esfera del Derecho canónico. 


A los dos principios, ya vistos, generales del sistema canónico para 
todas las pías voluntades (especial respeto a esa voluntad e intervención 
ineludible de la Autoridad eclesiástica como garantía de ello) se añaden 
aquí unos expresos requisitos de forma y fondo y la necesaria interven- 
ción del Ordinario en estas instituciones, que, además, pueden obtener de 
él personalidad jurídica eclesiástica por un decreto suyo. 


A) Respeto a la voluntad del fundador. 


El Ordinario del lugar vigilará, en cumplimiento del precepto del ca- 
non 14093, para que las pías voluntades de los fieles expresadas en la 
fundación de tales institutos se observen plenamente. Más arriba quedan 
apuntadas las dificultades que en este sentido pueden venir del Derecho 
civil. 


B) Capacidad. Mu e : x 


A tenor del canon 99 del Codex, en la Iglesia hay personas morales 
constituidas por la Autoridad püblica competente, y esa personalidad juri- 
diva es la que el Ordinario puede conceder a estos institutos eclesiásticos 


Desde el punto de vista del Derecho del Estado, son verdaderas fiin- 
daciones, en el sentido en que emplea esta denominación la técnica jurídica 
civil; son orgarismos sociales constituidos al destinar una masa de bienes 
a un determinado fin, elevado por encima de los fines especiales de los hom- 


bres, y como tales fundaciones vienen a ser enfocadas desde ese punto de 
vista del Derecho secular. 


Hay en estas instituciones: un patrimonio, un fin peculiar, un acto 
fundacional (declaración aislada de voluntad del fundador), un acto de 
dotación (acto unilateral de disposición gratuita, que exige capacidad para 
enajenar y para hacer liberalidades) y una aprobación de la Autoridad. 
Is decir, todos los requisitos para que exista una persona jurídica civil 
del tipo de las fundaciones. Claro que para que alcancen capacidad civil 
habrán de ser aprobadas, o bien por la Autoridad del Estado en particular, 


o bien por medio de la norma civil general que atribuye capacidad de este 
orden a las fundaciones, | 
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` ; 

Según el artículo 37 del Código civil, la capacidad de las fundaciones 
se regirá por las reglas de su institución, debidamente aprobadas por dis- 
posición administrativa, cuando este requisito fuese necesario. A este res- 
pecto no hay una regla general y habrá que acudir, por consiguiente, a 
las reglamentaciones contenidas en leyes especiales, según el objeto de la 
fundación: leyes de beneficencia, instrucción, etc. Ya dice el artículo 38 
que los establecimientos de instrucción: y beneficencia se regirán en este 
punto por lo que dispongan las leyes especiales. 

Por lo que se refiere a la capacidad civil concreta de los institutos 
canónicos fundados ad causas pias según el precepto del canon 1489 y 
dotados de personalidad jurídica canónica por concesión expresa de la 
Autoridad eclesiástica, puede pensarse, además, en el reconocimiento que 
el Derecho del Estado debe hacer de todas las personas jurídicas ecle- 
siásticas y de su capacidad. 

El artículo 38 del Código civil remite para lo relativo a la capacidad 
civil de la Iglesia, y debe entenderse que también para la de los entes ecle- 
siásticos, a "lo concordado entre ambas potestades”, y según el artículo 43 
del Concordato de 1851, vigente cuando el Código civil fué redactado, todo 
lo perteneciente a personas eclesiásticas sobre lo que no se hubiese pro- 
veido en el Concordato sería dirigido' y administrado según la disciplina 
de la Iglesia canónicamente vigente. En la actualidad no puede mante- 
nerse que dicho Concordato se encuentra en vigor en su totalidad, pues 
los Convenios de 7 de junio de 1941 y 16 de julio de 1946 sólo declararon 
vigentes sus cuatro primeros artículos; pero el espíritu del mismo, que 
era el que tenían presente los redactores del artículo 38 del Código civil, 
es natural que siga siendo respetado por el legislador espanol. 

Pero el hecho es que cuando aparece un fin benéfico er. estos institutos, 
en la esfera del Estado se le aplican las disposiciones de la legislación 
especial sobre beneficencia en general o sobre beneficencia docente. A ellas 
por lo tanto, habremos de referirnos, si bien apuntando solamente los 
principios fundamentales, porque el detalle incumbe de modo especial a 
otra ponencia. 

El artículo 1." de la Ley de Beneficencia de 20 de junio de 1894 con- 
sidera como establecimientos de beneficencia particulares, si cumplieren 
con el objeto de su fundación, los que se costeen exclusivamente con fon- 
dos propios, donados o legados por particulares, cuya dirección y adminis- 
tración esté confiada a corporaciones autorizadas por el Gobierno para este 
efecto o a patronos designados por el fundador, y el artículo 2.’ del Real 
decreto de 14 de marzo de 1899 usa expresamente para designar a algu- 
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nos de estos establecimientos de beneficencia particular la denominación 
de causas pías. El artículo 4.” del mismo Real decreto de 14 de marzo 
de 1899 afirma que la beneficencia particular comprende todas las insti- 
tuciones benéficas creadas y dotadas con bienes particulares y cuyo patro- 
nazgo y administración fueron reglamentados por los respectivos funda- 
dores o en nombre de éstos y confiados en igual forma a: corporaciones. 
autoridades o personas determinadas. Estas mismas palabras últimas se 
emplean por el artículo 2.” del Real decreto de 27 de septiembre de 1912 
para caracterizar a las fundaciones benéficodocentes, que se definen como 
los conjuntos de bienes y derechos destinados a la enseñanza, educación, 
instrucción e incremento de las ciencias, letras y artes, que reúnan. tales 
circunstancias; en las fundaciones benéficodocentes de orden meramente 
particular, el fundador puede disponer cuanto estime conveniente a los 
fines que se proponga. 

Ni las fundaciones benéficas ni las benéficodocentes particulares pier- 
den este carácter por recibir a'guna subvención del Estado, la provincia 
O el municipio, siempre que fuese voluntaria y no indispensable para el 
cumplimiento de sus fines (art. 5.” del Real decreto de 1899 y art. 11 del 
Real decreto de 1912 citados). 

Cuando las dichas fundaciones tienen un fin religioso no benéfico, esta 
legislación especial no tiene aplicación. 


C) Constitución. 


Las personas morales eclesiásticas, aparte de la Iglesia y de la Sede 
Apostólica (las cuales lo son conforme a la misma ordenación divina) y 
delas que han de ser consideradas como tales en virtud de las ordena- 
ciones del Derecho mismo, necesitan para adquirir esa personalidad una 
especial concesión, otorgada por la autoridad eclesiástica competente, me- 
diante un Decreto expreso, para un fin religioso o caritativo (can. 100, $ ray 

Con referencia especial a esos que el Código de Derecho canónico lla- 
ma otros institutos eclesiásticos no colegiados, que son los que nos intere- 
sin concretamente, el $ 2 del canon 1489 dispone que no aprobará el 
Crdimario local estos institutos si el fin de la fundación no es verdade- 
ramente útil y si no cuentan con una dote que, teniéndolo todo en cuenta, 
baste o se prevea prudentemente que ha de bastar para conseguir dicho fin. 
FI canon 1490 añade que en el instrumento de fundación (del que han 
de hacerse dos copias, una para el archivo del instituto y Otra para la curia) 
ha de consignar diligentemente el pio fundador la constitución. integra 
del instituto, el fin, la dotación, la administración y régimen, -el empleo 
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de las rentas y la sucesión en los bienes para el caso de que el instituto 
llegue a extinguirse. La concesión de personalidad jurídica eclesiástica ha 
de hacerse, según el $ 1 de dicho canon 1489, por un Decreto del Or- 
dinario. 

En estas normas aparecen los requisitos canónicos de constitución de 
esos institutos eclesiásticos, que pueden ser personas jurídicas canónicas: 
la dote o suma de bienes, el fin especial al cual se adscriben, el instrumento 
de fundación (constancia fundacional, que se exige por escrito, lo mismo 
que defendía FERRARA para las fundaciones civiles), la fijación del régi- 
men del nuevo ente y la erección y concesión de personalidad por la Auto- 
ridad eclesiástica. 

En cuanto a la intervención de la autoridad en la constitución de las 
fundaciones, se hhan señalado en la doctrina civilista (23) tres sistemas: 
1) sistema de libre constitución (se reconoce al nuevo ente por la mera 
existencia del mismo); 2) sistema normativo (se le reconoce por la exis- 
tencia de ciertos requisitos legales, y el reconocimiento se atestigua por un 
acto de la autoridad); 3) sistema de la concesión (la autoridad puede, a su 
arbitrio, conceder o negar el reconocimiento). 


El Codex Iuris Canonici sigue el tercero de estos. sistemas. Esos ins- 
titutos Possunt ab Ordinario loci erigi et per eius decretum persona iuridica 
in Ecclesia constitui. Es necesario que existan ciertos requisitos; pero 
una vez que éstos existen, el reconocimiento y la concesión de personalidad 
se dejan como potestativos del Ordinario. 

Por lo que respecta al Derecho civil español, según el artículo 35 del 
Código civil, la personalidad de las fundaciones de interés público reco. 
nocidas por la Ley empieza en el instante mismo en que, con arreglo a 
Derecho, hubiesen quedado válidamente constituidas. El Tribunal Supre- 
mo, en sentencia de 7 de abril de 1920, ha aclarado que la frase funda: 
ciones de interés público reconocidas por la Ley, consignada en este ar- 
ticulo, no significa sino que han de ser lícitas y conforme a las leyes; por 
lo cual las fundaciones testamentarias tienen personalidad jurídica desde. 
el momento de la muerte del testador, aun antes de estar organizadas y 
reconocidas. 

En. realidad, ninguna norma de Derecho civil español prescribe para €] 
nacimiento de las fundaciones la aprobación del Estado; esto se admite en 
la sentencia del Tribunal Supremo de 7 de abril de 1920 y se ve en los 
artículos 9.” y ro del Real decreto de 27 de septiembre de 1912, relativos 


(23) Puede verse resumida en Castán, Derecho civil español común y foral, tomo I (Mas 
drid, 1943), pág. 225. : : 
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a las fundaciones benéficodocentes: tienen estas fundaciones capacidad ju 
ridica desde el momento de su constitución, entendiéndose constituidas 
desde que por cualquier motivo se acredita su existencia, aunque en el caso 
de estar dotadas cor. inmuebles o derechos reales será indispensable la es- 
critura pública. 

Es, por consiguiente, mucho más amplio que el canónico el sistema 
del Derecho civil español en este punto de la intervención de la autori- 
dad pública para el reconocimiento de la personalidad jurídica de las fun- 
daciones. 

En cambio, representa una mayor restricción, en cuanto contiene cier- 
tas limitaciones respecto a los bienes que constituyen su patrimoio; limi. 
taciones que no se dan en la legislación eclesiástica. 

Los artículos 14, 15 y 16 de la Ley desamortizadora de 1 de mayo 
de 1855 obligaron a las fundaciones a convertir los bienes inmuebles en 
inscripciones de la Deuda, salvo cuando se trate de inmuebles que les sean 
necesarios para los fines de su instituto. ! 

Pero la jurisprudencia ha interpretado rectamente esta exigencia con 
sentido restrictivo, entendiendo que los bienes no amortizados, es decir, 
aquellos sobre los que no está limitada la facultad de enajenar, no están 
sujetos a esta norma (24). Así lo afirmó el Tribunal Contencioso-Admi- 
nistrativo en resolución de 3 de febrero de 1899, confirmada en 7 de di- 
ciembre de 1908. También la Dirección General de los Registros, en re- 
solución de 13 de octubre de 1900, ha sostenido que para aplicar esos 
preceptos es necesario que se trate de bienes poseídos por manos muertas, 
es decir, por instituciones que carezcan de la facultad de enajenar. Y no 
hay que olvidar tampoco que el artículo 3 del Convenio de 25 de agosto 
de 1859 (Ley de 4 de abril de 1860) derogó la Ley de 1 de mayo de 1855 
en lo que se oponía a la Iglesia. 

Por otra parte, los bienes que constituyan el capital permanente de las 
fundaciones benéficas deben convertirse en inscripciones intransferib'es 
de, la renta perpetua del 4 por 100 interior. Si son inmuebles o derechos 
reales, deben inscribirse a nombre de la fundación hasta que se reali- 
ce la venta, cuando proceda (art. 8.” del Real decreto de 14 de marzo. 
de 1899). Tampoco las fundaciones benéficodocentes pueden retener más 
inmutbles que los necesarios a los fines de su institución; los demás debe- 
rán converür os en inscripciones transferibles de la Deuda del Estado, a 


nombre de la fundación (art. 11 del Real decreto de 27 de septiembre 
de 1912). 


(24) Véase CASTAN, OD. Cil., pág. 
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D) Régimen. 


El principio básico a que están sometidas estas instituciones, tanto 
en el régimen canónico como en el civil, es el respeto a la voluntad del 
fundador. El Ordinario vigilará para que estas voluntades plene serventur, 
dice el canon 1493 del Codex luris Canonici; en las fundaciones benéficas 
particulares se respetará siempre la voluntad de los fundadores, dice el 
artículo 6.” del Real decreto de 14 de marzo de 1899; las fundaciones 
benéficodocentes se regirán por la voluntad manifestada por el fundador, 
dice el artículo 5.” del Real decreto de 27 de septiembre de 1912. 

Su gestión está encomendada a las personas designadas en las reglas 
fundacionales. El respectivo rector de esos institutos administrará los bie- 
nes secundum. normas tabulae fundationes, dispone el $ 3 del canon 1489 
del Código; lo cual no es sino la aplicacidn~a estos casos de la norma del 
canon IOI, $ 2, según la cual los actos de las personas morales no colegia- 
das.se regirán por los estatutos particulares y las normas del Derecho 
comün que se refieran a esas personas. Los patronos serán protegidos en 
ei ejercicio de sus derechos, afirma el artículo 6.” del Real decreto de 14 de 
marzo de 1899. La representación de las fundaciones corresponde a las 
personas naturales o jurídicas designadas por el fundador, sienta el ar- 
ticulo 3.” del Real decreto de 27 de septiembre de 1912. 

El especial régimen jurídico de estas instituciones supone para ellas 
ciertos beneficios; en lo canónico, cuando son personas morales eclesiás- 
ticas, según el canon 100, se equiparan a los menores, y en el ámbito 
civil pueden litigar en concepto de pobres (art. 9." del Real decreto de 14 de- 
abril de 1899 y 16 del Real decreto de 27 de septiembre de 1912), y sus 
bienes no pueden ser objeto de procedimiento de apremio (arts. 10 y 16 de 
dichos Reales decretos, respectivamente). 

A conseguir una mayor defensa de las mismas están orientadas tanto 
la norma del canon 1494, según la cual no pueden esos institutos ser str 
primidos, unidos o destinados a usos extraños a la fundación sin licencia 
de la Sede Apostólica, a no ser que en la escritura fundacional se preven- 
ga otra cosa, como el precepto civil que mantiene la necesidad de autori- 
zación ministerial para que puedan litigar, hipotecar o vender sus bienes 
inmuebles, convertir en títulos al portador sus inscripciones intransferibles 
y negociar los demás valores representativos de su capital (todo ello según 
el art. 7." de la Instrucción de 14 de marzo de 1899, los arts. 17 y 20 del Real 
decreto de 27 de septiembre de 1912 y:la Instrucción de 24 de. julio 
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E) Vigilancia de la Autoridad. 


Viene impuesta por ambos Derechos y cada uno de ellos la encomien- 
da a sus organismos propios, dando lugar a dos instituciones orientadas 
en este sentido: la intervención del Ordinario eclesiástico y el llamado 
Protectorado del Gobierno del Estado. 

Por disposición del Derecho canónico, el Ordinario del lugar vigilará 
para que las pias voluntades de los fieles se observen puntualmente (ca- 
non 1493), visitará todas esas personas morales (can. 1491) y ellas le 
rendirán cuentas (can. 1492). Es más: aun cuando por fundación, prescrip- 
ción o privilegio apostólico se haya eximido al piadoso instituto de la ju- 
risdicción y visita del Ordinario local, tiene éste, sin embargo, derecho a 
que se le rindan cuentas, quedando reprobadas las costumbres contrarias; 
y si fuera el mismo fundador el que hubiese pretendido que los adminis- 
tradores no quedasen obligados a rendir cuentas al Ordinario del lugar, 
no se aceptarán esas fundaciones (can. 1492). 

La exigencia de que se rindan cuentas al Ordinario es, pues, conside- 
rada como fundamental por el Código canónico; aunque aqui no llega a 
imponerse a la voluntad contraria del mismo fundador (como hemos visto 
que sucedía en las pias voluntades del canon 1513, en las que, según el § 3 
del canon 1515, se tienen por no puestas las cláusulas contrarias al derecho 
de ejecución del Ordinario), sino que, sin derogar esa voluntad manifes- 
tada, se rechaza la fundación. 

La vigilancia del Ordinario del lugar se extiende a todos los institutos 
píos, eclesiásticos o laicales (puede y debe vigilarlos, dice el Código), aun- 
que estén erigidos en persona moral y de cualquier modo exentos; incluso 
si no son persona moral y están encomendados a una casa religiosa, si es 
religión de Derecho diocesano, y aun siendo religión de Derecho pontificio, 
quedan sometidos esos entes a la dicha vigilancia en lo relativo a la ense- 
ñanza religiosa, honestidad de costumbres, ejercicios piadosos y adminis- 
tración de Sacramentos (can. 1491). 

El Derecho secular, por su parte, establece otras garantias puramente 
civiles, a base del llamado Protectorado “del Gobierno sobre las fundacio- 
nes benéficas. Dicho Protectorado se extiende sobre todas las institucio- 
nes de beneficencia particular “que afecten a colectividades indetermi- 
nadas, y que por esto necesitan de tal representación” (art. 11 del. Real 
decreto de i4 de marzo de 1899). Se encomienda al Ministro de la Go- 
bernación y esta regulado en la Instrucción que también lleva fecha de 
14 de marzo de 1899, en cuyo detalle no vamos a entrar, la cual previene 
una extensa red de organismos (el Ministro, la Dirección General de Be- 
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neficencia, los gobernadores de provincia, las juntas y los administradores 
provinciales, las juntas y los administradores municipales) con competen- 
cia en esta materia. 


El Protectorado comprende, en general, las facultades necesarias para 
lograr que sea cumplida la voluntad de los fundadores en lo que interese 
a colectividades indeterminadas (art. 1.°) y abarca toda la extensa lista 
de atribuciones especificada en el artículo 5.” del Real decreto de 17 de 
octubre de 1919. Como se dijo en la Real orden de 20 de enero de 1871, 
el protector vigila la corducta del patrono, le corrige cuando de la Ley se 
aparta y conoce como en alzada de cuantas reclamaciones se interpongan 
contra los acuerdos del mismo; si bien, como reconoció la sentencia de 3 de 
febrero de 1908, carece de atribuciones para imponer su criterio y volun- 
tad al patrono y de facultades para interpretar las cláusulas fundaciona'es, 
cosa que compete a los Tribunales. 

Es interesante consignar (y ponerlo en relación con la disciplina canó- 
nica antes apuntada) que si el fundador releva a los patronos o adminis- 
tradores de la presentación de cuentas no tienen éstos la obligación de 
rendirlas regular y periódicamente, pero sí la de justificar el cumplimiento 
de las cargas de la fundación, siempre que sean requeridos al intento por 
la Autoridad competente (art. 5." de la Instrucción de 14 de marzo de 1899). 
y que, cuando por disposición explícita del fundador quedase el cumpli- 
miento de su voluntad “a la fe y conciencia” del patrono o administrador, 
sólo tendrán éstos la obligación de declarar solemnemente dicho cumpli- 
miento, acreditando que es ajustado a la moral y a las leyes (art. 6.” de 
la Instrucción). La sentencia de 20 de mayo de 1910 ha precisado que si 
el fundador confirió a los patronos facultades omnimodas para el régimen, 
administración y representación de la obra pía, prohibiendo toda interven- 
ción de la Autoridad, no tienen los patronos otra obligación con el Protec- 
torado que la de justificar, cuando sean requeridos para ello, el cumpli- 
miento de las cargas de la fundación, así como el de las disposiciones 
sobre higiene y moral públicas, y en cuanto a los valores que constituyen 
el capital de aquélla, la de conservarlos y custodiarlos como inalienables, 
a nombre de la expresada fundación, en uno de los establecimientos desti- 
nados al efecto. 

Resulta también de interés poner en relación el precepto civil del pa- 
rrafo 2.” del artículo 15 de la Ley de 20 de junio de 1894, según el cual 
puede el Gobierno, oyendo al Consejo Real y a los interesados, crear o 
suprimir, agregar o segregar las rentas, en todo o en parte, en los estable- 
cimientos particulares cuyo objeto haya caducado o no pueda llenarse cum- 
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plidamente por la disminución de sus rentas, Con la norma canónica del 
2 del canon 1517, que permite al Ordinario, oyendo a los interesados y 


O c 


'umpliendo del mejor modo posible la voluntad del fundador, disminuir 


as cargas cuando, por haber disminuido las rentas o por Otra causa, sin 
cu pa de los administradores, resultare imposible el levantamiento de las 
mismas. La reducción, moderación y cambio de últimas voluntades ya 
hemos dicho que las reserva a la Sede Apostólica el $ 1 del mismo canon. 


La ley civil atribuye también al Gobierno el Protectorado sobre las 
instituciones benéficodocentes; lo ejerce en su nombre el Ministro de Edu- 
cación Nacional (art. 6.” del Real decreto de 27 de septiembre de 1912) 
y está reglamentado en la Instrucción de 24 de junio de 1913. 

Claro que las fundaciones pías que tienen por objeto obras pías no 
be. éficas, sólo de religión y no de caridad, no caen en estas exigencias de 
la legislación secular especial que hemos ido reseñando. Así, por ejemplo, 
se dijo en la sentencia de 12 de octubre de 1888 que no era institución de 
beneficencia en el sentido civil una hermandad o cofradía que tiene por 
cbjeto la asistencia a los reos en capilla, cuidar de una iglesia y concurrir 


a varias procesiones. (En realidad, el primero de estos fines podía haberse 
considerado como benéfico.) 


Desde el lado de la legislación y jurisprudencia seculares se viene ha- 
blando de fundaciones benéficas, sometidas a la legislación especial de 
beneficencia y en las que la rendición de cuentas y el cumplimiento de 
cargas habrá de hacerse ante la Autoridad civil, conforme a las normas 
antes indicadas, y fundaciones de carácter piadoso, em las que, por concre- 
tarse a un fin religioso sin “matiz benéfico en el sentido civil, la rendición 
de cuentas y el cumplimiento de cargas reconoce el Derecho del Estado 
que se ha de efectuar ante la Autoridad eclesiástica respectiva, admitién- 
dose como bastante la certificación que ésta expida para el pago de los 
intereses de láminas o inscripciones. El problema puede surgir cuando el 
instituto esté destinado conjuntamente a unas obras de caridad, benéficas, 
y a otras obras puramente religiosas no benéficas; entonces emplea la 
técnica civil la denominación: de fundaciones piadoso-benéficas y tiene en 
cuenta el predominio de un fin respecto del otro; si el capital se puede di- 
vidir, el Derecho del Estado se limita a vigilar la parte dedicada al as- 
pecto benéfico, y si se trata de capitales pequeños, cuyas rentas para los 
fines benéfico y piadoso no llegan anualmente a 200 pesetas, la rendición 
de cuentas y la justificación de cargas se dejan a la Autoridad de la Igle- 
$13. Finalmente, si por falta de escritura, testamento o estatutos dados 
por quien las instituye, no es posible determinar con claridad a cuál de 
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estos tres tipos pertenece la fundación, el Ministerio de la Gobernación se 
atribuye la facultad de resolver lo que estime procedente, previa propuesta 
razonada de la Autoridad eclesiástica y oyendo a la Dirección General. 
El principio fundamental de Derecho secular es la sumisión a la voluntad 
de los fundadores, y de aquí que las fundaciones obligadas a rendir cuen- 
tas o a justificar el cumplimiento de cargas deban hacerlo o ante el Pro- 
tectorado civil o ante la Autoridad eclesiástica, si lo determina así la vo- 
luntad del fundador; pueden estar exentas de rendir cuentas, como ya se 
ha dicho antes, pero siempre hará falta la certificación oportuna, dada por 
uno u Otra según las reglas apuntadas, para la percepción de sus intereses, 

Toda esta doctrina de la Administración secular aparece expuesta y 
sistematizada en la Real orden de 16 de julio de 1929, que se dictó en 
respuesta a un escrito del Arzobispo de Toledo (25). Y es de notar que 
en la Real orden se dice que “es base obligada respetar las facultades que 
asume el Protectorado respecto a las instituciones benéficas, y de igual 
modo las que correspondan a la Autoridad eclesiástica en las de carácter 
piadoso, y regular lo concerniente a las de carácter mixto". 

Lógicamente deberían estar exentos del Protectorado civil todos los ins- 
titutos eclesiásticos o vigilados por la Iglesia de carácter pio; pero este 
problema sólo puede resolverse en una labor de ture comdendo. De mo- 
mento, los institutos o fundaciones pios que tengan carácter benéfico han 
de someterse a la vigilancia del Ordinario, por un lado, y al Protectorado 
del Gobierno, por otro. 


2. Aplicación de bienes sin crear wn ente eclesiástico 


Los bienes pueden aplicarse a causas pías por el disponente sim dar 
lugar a un nuevo ente eclesiástico. 

Así pueden hacerse entregas con esa finalidad a instituciones ya exis- 
tentes, para que apliquen esos nuevos bienes a su cometido peculiar. 

Así también puede haber institutos no eclesiásticos, meramente laica- 
les, destinados a algún fin pío. Se suele hacer notar en este sentido la dis- 
tinción que aparece en el canon 1489 entre los institutos erigidos por el 
Ordinario y otros aprobados por él, como en los cánones 684, 707 y 708 
se distingue, en otra materia, la aprobación o recomendación de la erec- 


ción. canónica. 


(25) No se encuentra en la “Gaceta”, pero se publicó en el “Boletín del Arzobispado de 
Toledo” (año 1929, pág. 350), y el P. REGATILLO la incluyó en el apéndice I (1930) de su In- 
terpretación y Jurisprudencia del Código Canónico (Santander, 1930), págs. 82-85. 
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Así, y ello es más importante todavía, pueden darse unos bienes tem- 
porales a una persona moral eclesiástica ya existente, con la carga, perpe- 
tua o por largo tiempo, de practicar determinadas obras pías o de caridad, 
Esto es lo que se llama en el Código canónico fundaciones pías, en sentido 
estricto, y de ellas se ocupa en los cánones 1544 y siguientes, dándoles 
un carácter contractual, escrito, con inversión precisa de los bienes y con 
la constante intervención e inspección del Ordinario del lugar. Su teoría 
canónica se ha tratado ya por otro ponente. En su relación con las nor- 
mas dei Derecho civil han dado lugar al enorme problema de las capella- 
nías, que no he de rozar siquiera, dada la autoridad de las manos que en 
nuestra reunión se han encargado de tratarlas en una ponencia especial, 
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PERSPECTIVA HISTORICA (*) 


CAPITULO PRIMERO 
TRONO CIO NUCA NO NGL Cc A 


I. Al encabezar este estudio con una introducción canónica, sólo pre- 
tendo exponer sencilla y llanamente la noción de los términos que hemos 
de usar a cada momento en el decurso de nuestro trabajo y que constituyen 
su principal objeto. i 

Y creo de abso'uta necesidad esta pequeña introducción, dada la diver- 
sidad de significados que con frecuencia suele darse a la palabra capellanía, 
la cual, no obstante, tiene su sentido y significado propio, inconfundible 
con ningún otro. Sin embargo, por la gran analogia que existe entre las 
capellanias y otras obras pias, tanto que no pocas de éstas son verdaderas 
capellanias, se ha acostumbrado a aplicar a éstas otros términos; y así se 
les llama, a veces, memorias de misas, aniversarios, fundaciones pias, lega- 
dos pios, etc. 

Una sencilla y clara explicación de estos términos nos dará a conocer 
cuándo con razón podremos aplicar estos nombres a las capellanías y cuán- 
do no. 


NOCIÓN ETIMOLÓGICA Y REAL DE LAS CAPELLANÍAS 


2. El nombre de capellanía proviene de la capilla, en donde suele ha- 


llarse el altar en el que se dicen las misas o se celebran los otros actos re- 
ligiosos en que consisten las cargas espirituales, para cuyo sostenimiento 
fué fundada la capellanía. 


(*) El presente estudio del doctor GonzALez Ruiz tiene su continuación para el siglo XIX en 
el artículo del mismo autor titulado Vicisitudes de la propiedad eclesiástica en España durante 
el siglo XIX, publicado en esta Revista, 1 (1946), p. 383-424, Con ello tiene el lector una in- 
troducción histórica completa al problema de las capellanías, cuya situación actual ha aide 
estudiada por el ilustrísimo señor MIGUÉLEZ en el numero 13, volumen 5 (1950), p. 311-336, de 
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En algunos autores antiguos se encuentran etimologías muy curiosas, 
pero más o menos exactas, de la palabra capellanía y en especial de capta 

Pérez DE Lara (1) hace derivar esta palabra de ' “capella” y “annus” 
por la obligación que llevan Co msigo de celebrar anualmente en determinada 
capilla cierto número de misas u otros actos religiosos. 

3. Sobre la palabra “capilla” ya el mismo SCHMALZGRUEBER (2) ad- 
vierte que No es exp "cado su origen igua'mente por los diversos autores; 
unos la hacen derivar del verbo latino “capio” y del sustantivo griego “laos”, 
porque contiene al puelZo cuando asiste a los divinos oficios (3); otros de 

capra" y "pellis", porque antiguamente se cubrian con piel de cabra los 
techos de los oratorios campestres (4); otros, finalmente (5), la hacen de- 
rivar de la palabra francesa "chapelle", que significa "capa pequeña” (di- 
minutivo de "chape", capa), y que se refiere a la media capa de San Martin 
de Tours. Históricamente éste es el origen de la palabra capilla. Mas ¿cómo 
pasó a aplicarse a los oratorios e iglesias? Marculfo, que vivió en el si- 
gio vir, fué el primero que dió el nombre de “capella” a la media capa de 
San Martin, que se conservaba en el palacio de los Reyes de Francia; y 
sobre la cual se prestaban los juramentos so'emnes en los pleitos y causas 
que lo requerian (6). Esta capa la llevaban consigo los reyes a todas par- 
tes (7), y ella era la que les aseguraba la victoria en las batallas (8). Como 
se conservaba en el oratorio del Rey, de ahí el que a dicho oratorio se le 
diese el nombre de capilla, nombre que pasó después a significar los ora- 
torios de los particulares y a veces las mismas iglesias e incluso las parro- 
quias (9). 


(1) Ne anniversariis el eapellaniis, lib. Tl, cap. 1, n. its 
(2) SCCHMALZGRUEBER, pars IV, iit. 37, n. 4. 


(3) Id. “Deducunt a verbo “capio”, quod populum ad divina confluentem capiat" (SCHMALZ- 
GRUEBER, | c.). 


(4) PEREZ DE LARA, 0. €., lib. Il, cap. 4. Cf. además: SCHMALZG., 1.0. 

(3) SCHMALZG., l. c.; THOMASSINUS, Vetus et nova Ecclesiae disciplina circa beneficio et be- 
neficiarios, pars I, lib. IT, cap. 109, m. 1: MGR. ANDRÉ, Dictionnaire de Droit Canonique, en la 
palabra “chapelle”; GCABROL-LEOLERCQ, Dictionnaire d'Archeologie Chretienne et de Liturgie, 
vol 2, en la palabra “chapelle”. 

(6) MaARGULEE, Formulae I, XXXVIII, edic. Zeumer,.p. 68: 
septima, tune in palatio nostro, super 
runt, debeat conjurare.” Formulae 
per altaria Saneti ilius, 
sunt, jurati dixerunt.” 

(2) Acta sanct Muy: t 4, ps 170, 
secum deferebat, ut mos est regni." 

(8) EL MONJE DE SAINT-GALL, Hist. AOC o NE 


«Fuit, judicatum ut... sua manu 
capella domini Martini, ubi reliqua sacramenta percur- 
Senonenses recentes, n. 3, edic. Zeumer, pp. 212-213: “Su- 
in illa capella quae est in curte fisci, ubi reliqua sacramenta soluta 


“Vila Bertharii?: “Rex pignora multa sanctorum quae 


c. 107: “In capellam suam asumpsit quem- 
dam optimum dictatorem et scriptorem quo nomine Francorum reges propter cappam Sci. Mar- 
tini, quam secum ob sui tuitionem et hostium oppressionem jugiter ad bella portabant, sancta 
sua appellare solebat.” WALAFRID STRABON, De exordiis, Ecclesiae, c. 32: “Dicti sunt autem 
primitus capellani a cappa S. Martini quam Reges Francorum ob adjutorium victoriae in 


proeliis solebant secum habere, quam ferentes et custodientes cum coeteris sanctorum reli- 
quiis cleri cappellani aoan vocari.” 


(9) C. 21, Quisquis, c: 17, q. 14. 
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4. Definición real.—Son las capellanías fundaciones perpetuas hechas 
con la obligación aneja de cierto número de misas u otras cargas espiritua- 
les en iglesia determinada que debe cumplir el obtentor en-la forma y lugar 
prescritos por el instituyente (10). 

Esta definición es general y abarca a todas las especies de capellanias, 
ya sean eclesiásticas, ya laicales. Otros autores dan definiciones que, dado 
el sentido que hoy en el Código se da a la palabra beneficio, sólo tienen 
aplicación a las capellanias colativas. Así algunos la definen: un beneficio 
anejo a un altar o capilla (11). No obstante, dada la distinción que solían 
hacer los canonistas antiguos de beneficios propios e impropios, puede apli- 
carse esta definición a todas las capellanias (12). Por último, tampoco es 
exacta la definición de algunos autores (13), que dicen ser la capellanía 
“una carga de celebrar anualmente misas en una capilla o altar determi- 
nado”. Como veremos, esta definición lo mismo puede aplicarse a una ca- 
pellanía que a un simple aniversario o memoria de misas. 


~ 


5. Decíamos, por tanto, que las capellanias son: 


a) Fundaciones. Esto es, una masa de bienes segregados de los demas 
de la familia, si se trata de una laical, y en poder de la Iglesia si de una 
eclesiástica, destinados por voluntad del fundador a los fines de la -cape- 
llanía. - 

b) Perpetuas. Cierta perpetuidad siempre es requerida por el concepto 
mismo de fundación, que de sí indica una cosa estable; no obstante, si se tra- 
ta de una laical, cuyos bienes, como más adelante veremos, siguen siendo 


(10) ALVAREZ, Manual de capellanías, p. 9. 

(11) MGR. ANDRÉ, l. ¢.; FERRARIS, Biblioteca canón., palabra “eapellanía”. 

(12) La acepción de “beneficios impropios” en el Derecho antiguo era muy amplia, enten- 
diéndose por tales, según los define GÓMEZ SaLazar (Disciplina eclesiástica, vol. II, p. 537), 
“los cargos eclesiásticos que no tienen la naturaleza y cualidades de los beneficios, aunque 
se asemejen a ellos; y Campos PULIDO (Legislación y jurisprudencia canónica novísima y dis- 
ciplina particular de España, vol. HI, p. 366) dice que son benefleios impropios aquellos que 
carecen de algunos de los requisitos que deben tener los beneficios, aunque tengan lodos los 
demás. Solían clasificarse entre los beneficios impropios los siguientes: capellanías colativas 
y laicales, aniversarios, memorias de misas, patronatos de legos, los beneficios manuales, las 
“coadjutorías, las pensiones eclesiásticas... Por estas enumeraciones se ve cuán amplio era 
el concepto de beneficio impropio y cómo entre éstos se indican algunos que verdaderamente 
son tales beneficios en todo el rigor de las palabras, como las capelanías colativas, y otros que 
sólo tienen con elos muy remota semejanza, como las pensiones eclesiásticas. Según el se- 
ñor ALVAREZ (0. €., apéndice, p. 11), “se Haman asi las capellanías colativas 0 oclestásticasio, 
porque, debiéndose a fundaciones particulares, no se hallan acomodadas de una manera estricta 
a la naturaleza y cualidades esenciales de los demás cargos eclesiásticos, sino que se ngm 
especialmente por las cláusulas de sus respectivas fundaciones; por eso se ae DS ME 
impropios; mientras que los propios están más sujetos a las reglas canónicas”. En DERE ee 
de esto, creo, no obstante, que las capellanías colativas, entendidas tal como las denme mas 
más adelante, son verdaderos beneficios propios, aunque simples, incluso según los An 
pios y normas del Derecho antiguo. Asf también MANJÓN, Derecho eclesiástico, vol. 1I, n. 1.207, 
y WERNZ-VIDAL, II, n. 142, III, 25 

(13) PÉREZ DE LARA, O. C., TD LIU G2 d Vs 
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profanos y seculares, no veo ningún inconveniente en que fuese la fundación 
temporal, por cierto número de años o durante la vida de ciertos indivi- 
duos (14). Mas si se trata de capellanias beneficios, claro está que requie- 
ren la perpetuidad propia de todo beneficio (15) 

c) Con la obligación aneja de cierto número de misas u otras cargas 
espirituales. La celebración de misas suele ser la obligación más ordinaria 
de todas las capellanías, dado el carácter peculiar de ellas, puesto que son 
fundadas ordinariamente para recabar sufragios por las almas de los fun- 
dadores. Muchas, no obstante, suelen tener otras determinadas cargas espi- 
rituales, como rezo coral del oficio divino, ciertos cultos más salons no- 
venarios, sermones, etc. 

d) Que debe cumplir el obtentor, ya por sí, ya por otro, según las cláu- 
sulas de la fundación y las normas del derecho común, Cuando se trate de 
capellantas beneficios (16). 

e) En la forma y lugar prescritos por el instituyente, pues tanto las 
obligaciones y cargas como el modo de cumplirlas dependen del fundador, 
el cua! puede poner todas las d'áusulas y condiciones que quiera, con tal 
que sean honestas, indluso contrarias al derecho. Y esto aun tratándose de 
capellanias erigidas en beneficio (17). De ordinario suele señalarse en la 
fundación la iglesia en la que se han de cumplir las cargas, y a veces incluso 
el mismo altar o capilla. 


DIVISION DE LAS CAPELLANÍAS 
A) Capellanias colativas 


6. Se dividen las capellanias en dos grandes grupos, entre si completa- 
mente distintos no sólo por algunos caracteres y notas peculiares, sino por 
su misma naturaleza, pues incluso tienen leyes y normas diversas, ya canó- 
nicas, ya civiles, como veremos en su lugar respectivo. 


Bl primer grupo lo forman las capellanías colativas; el segundo, las 
laicales, Las primeras son verdaderos beneficios idos debiéndose 


(14) Si dicha función sólo fuese para la vida de un in 


el carácter de una pensión particular. Cf. Ru: DE VELASCO, Memorias y aniversarios, p. 214. 


Adviértase que esto de la fundaciór 
vié 1 temporal s 
iphyacimoledins auionomas esie TA ae TAA es aplicado a las prorina o eclesiásticas 


(15) WERNZ-VIDAL, De personis, II, n. 140, 
(16). WERNZ-VIDAL, II, n. 216, 
(7) erdt 


dividuo, tendría más propiamente 
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observar en ellas, por consiguiente, las leyes sobre erección, innovación, pro- 
visión, obligaciones y demás extremos de los beneficios simples; mientras 
que en fas segundas se nota una gran analogía con los fideicomisos vincu- 
lares, y la autoridad eclesiástica sólo interviene para cuidar de que se le- 
vanten las cargas espirituales y piadosas, aplicándose en todo lo demás la 
voluntad del fundador. A estas capellanias díceseles también merelegas, mer- 
cenarias o cumplideras. 

Las capellanías colativas suelen subdividirse en familiares, ya sean de 
patronato activo, ya de pasivo, y no familiares, que pueden ser a su vez de 
patronato eclesiástico particular o de libre colación. 

Todavía, según las normas del Convenio-Ley de 1867, hemos de dividir 
las capellanias familiares en extinguidas y subsistentes, y éstas en congruas 
e incongruas. Digamos algo de cada una de estas especies para dejar, claros 
los conceptos fundamentales en esta materia, tan intrincada a veces por no 
tener ideas fijas y concretas de los términos y voces usados. 

7. Capellanías colativas en general.—Son las instituidas con interven- 
ción del Ordinario del lugar y erigidas por éste en beneficio eclesiástico me- 
diante la espiritualización de sus bienes, y por consiguiente han de pro- 
veerse mediante colación canónica (18). 


Por tanto, como verdaderos beneficios, estas capellanías han de reunir 
todas las condiciones señaladas por el canon 1.409, y en primer lugar se 
requiere que haya un oficio sagrado en sentido estricto, segün el canon 145; 
en nuestro caso, el oficio lo forma la obligación de celebrar misas a inten- 
ción dell fundador y la de levantar otras cargas espirituales (19). Como las 
capellanías son de fundación particular, cada una tendrá las cargas y obliga- 
ciones que el fundador quiso establecer en la fundación, sin que sea posible 
señalar una norma general sobre cuál sea en las capellanías el oficio sagrado 
al que esté anejo el derecho a percibir la dote asignada. En segundo lugar, 
estas capellanías han de ser perpetuas, como todos los beneficios. En tercer 
lugar, ha de existir la dote aneja al oficio, la cual ha de estar en poder de la 
Iglesia, y ésta es la nota característica que señalan los autores (20) para 
ver si una capellanía es eclesiástica o laical, si sus bienes estan espiritua- 
lizados o siguen siendo bienes meramente profanos o de propiedad particu- 


(18). WERNZ-ViDAL, IV De Rebus, n. 767. 3 
19) WERNZ-VIDAL, II De personis, n. 142, III, 2. ! , 
n ALVAREZ, 0. €., p. 10; FERRARIS, Bibliot. canon. “Capellanía”, n. 4; LEUREN, Forum bene 


ficiale, P. I, q. 85 s.; WERNZ-VIDAL, II De personis, 1. c. 
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lar (21). Por ültimo, se requiere la erección canónica por la autoridad com- 
petente, que en nuestro caso es el Ordinario del lugar; y no basta una mera 
aprobación de la fundación o una simple aceptación, sino que se requiere el 
decreto formal de erección, como en todo beneficio. Una capellanía que ten- 
ga todos los requisitos señalados, menos la erección canónica en beneficio, 


será eclesiástica, pero no colativa. 


8. Las capellanías colativas que no son familiares pueden ser o sim- 
plemente tales, confiriéndose libremente por el Ordinario, o de patronato 
eclesiástico particular, cuando su patronato va siempre unido o se halla in- 
corporado a una iglesia, dignidad u oficio eclesiástico. Las llamo de patro- 
nato eclesiástico para distinguirlas de las familiares que son de patronato 
laical (22). 


9. Las capellanías colativo-familiares.—Las capellanias colativo-fami- 
liares, llamadas también de sangre, son aquellas en cuya fundación se llama 
a ejercer el patronato activo o gozar del pasivo al pariente del fundador o 
a individuo de familia determinada. Las hay, por consiguiente, de patronato 
activo familiar y de patronato pasivo no familiar, y viceversa: de patronato 
activo no familiar y de patronato pasivo familiar (23). 

En las de patronato pasivo familiar, la colación ha de hacerse preci- 
samente a los individuos de una determinada familia en la forma preveni- 
da en las cláusulas de la fundación y siguiéndose, por consiguiente, el orden 
establecido en los llamamientos hechos por el fundador; puede darse tam- 
bién el caso de que en los llamamientos se ordene alternar en el goce de la 
capellanía a diferentes líneas, de suerte que en cada caso de vacante pase 
O debe pasar de una a otra; el establecimiento de tal alternativa no altera 
en nada el carácter de familiar que a la capellanía conviene y le corres- 
ponde. Si, además de los llamamientos familiares que la fundación contenga, 
se hicieren otros a personas extrañas y que no tengan relación de parentes- 
co, ni sea, por tanto, el motivo que determine el derecho de poder entrar 
en la posesión de lla capellanía el indicado vínculo familiar, no por ello 
desaparecerá en la capellania el carácter de familiar, sino que lo conser- 


(21) Los censos perpetuos impuestos sobre bienes profanos son bienes eclesiásticos sufi- 


cientes para la erección de un beneficio, y ? ieui 
€ à y | Y, por consiguiente, de una lástici 
CT. WERNZ-VIDAL, II De personis, 1. c., y IV De rebus, n 769 III M cpu 


(22) ALVAREZ, Apéndice, p. 12. 
(23) ALVAREZ, O. C., D. 10. 
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vará (24), y sólo en el caso de que se hubiesen extinguido completamente 
las líneas y, por consiguiente, sea imposible continuar el orden de llama- 
mientos, puesto que ya se han terminado los parientes designados al efec- 
to, podrá decirse que ha perdido la consideración de familiar (25). No pue- 
de decirse otro tanto de aquellas capellanías a cuyo goce son llamados los na- 
turales de un pueblo, aunque en igualdad de circunstancias haya establecido 
el fundador que sean preferidos sus parientes; dichas capellanías no pue- 
den decirse familiares de patronato pasivo (26). 


10. En cuanto a las de patronato familiar meramente activo, sólo hay 
que advertir que para que sean tenidas por familiares para todos los efectos 
es necesario que el llamado a ejercer dicho patronato activo sea de la 
familia del fundador; de no serlo, dicha capellanía no será familiar, aun- 
que el derecho de presentación competa a una familia determinada. Esta 
distinción es de escasa importancia en el Derecho canónico, que, tanto 
cuando el patrono que ha de presentar para el beneficio es de la familia 
del fundador como cuando es de otra familia, considera dicho beneficio 
como de patronato familiar; mas no en nuestro Derecho civil ni en el 
concordado, del que está tomada dicha distinción, pues es de suma impor- 
tancia para conocer el alcance de las leyes desamortizadoras, las cuales no 
se extendían a las capellanias familiares de patronato pasivo o activo en el 
sentido explicado (27). 


11. Capellanías extinguidas y subsistentes —Publicado en 24 de junio 
de 1867 el Convenio-Ley por el que se resuelve lo relativo a capellanías 
familiares, debe hacerse una ulterior clasificación de las mismas, al efecto 
de la conmutación de rentas y redención de sus cargas de naturaleza espi- 
ritual, en extinguidas y subsistentes. En efecto, el artículo 3.” de dicho Con- 
venio declara extinguidas completamente aquellas de cuyos bienes tratan 
los dos primeros artículos y que hayan sido o fueren adjudicados por los 
tribunales a las familias, cuyo patronato, desapareciendo a petición de 
las mismas la colectividad de bienes de que procedía, dejó de existir; y el 
artículo 4.” declara subsistentes, si bien con sujeción a las disposiciones del 


(24) El Tribunal Supremo, en Sentencia de 26 de noviembre de 1891, declaró no ser fami- 
liar la capellania colativa cuyo fundador nombró un capellán de su familia con poder de 
nombrar sucesor, bien de la familia, bien fuera de ella; dando la misma potested a los demás 
capellanes que gozasen de aquella capellania. En este caso dicha capellania puede clasificarse 
como de patronato eclesiástico particular, pues al capellán que actualmente goce de la cape- 
Jlanía queda reservado el derecho de proponer el nuevo capellán que le ha de suceder. 

(95). Cf. CAMPOS PULIDO, 0. C, Vol. III, p. SOS 

(26) R. D. S. del T. C. A. 25 noviembre 1879. 

(27) Ri D.'S. del T. C. A. 23 abril 1880. 
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propio Convenio, las capellanias cuyos bienes no hubiesen: sido reclamados 
a la publicación del Real decreto de 26 de noviembre de 1856 y sobre las. 
que no penda, por consiguiente, juicio ante los tribunales (28). 


B) Capellanías laicales 


12. Noción.—Las capellanías laicales son aquellas en cuya funda- 
ción no interviene la autoridad eclesiástica, por más que ésta tenga el de- 
recho y el deber de hacer que se cumplan las cargas espirituales impuestas 
por los fundadores. En éstas, por tanto, no hay decreto de erección del 
Ordinario, sino simple aceptación, y los bienes raíces permanecen en poder 
de los legos, aunque gravados con las cargas que el fundador les impu- 
siera (29). 

Para aclarar el concepto de capellanía laical será conveniente ver la 
relación que tiene con los legados píos, fundaciones pías, memorias de mi- 
sas, aniversarios y patronatos de legos, cosas que suelen entrar con bastante 
frecuencia bajo la denominación común de capellanias merelegas y que, sin 
embargo, no son total y adecuadamente una misma cosa con éstas (30). 


13. Fundaciones pias y capellanias laicales.—Empezando por las fun- 
daciones pías, que son las que más semejanza tienen con las capellanías lai- 
cales, pues ciertas fundaciones pias son con todo rigor verdaderas capella- 
nías, diremos que fundación pía, en su sentido general y amplio, es toda 
masa de bienes que, segregada de los demás del fundador, se destina per- 
petuamente, o al menos durante mudho tiempo, a un fin religioso, a saber: 
al culto divino o al bien espiritual o temporal del prójimo (31). Si dichos 
bienes con sus cargas, pasando al poder de la Iglesia, son erigidos en bene- 
ficios, supuesto que además concurran los otros requisitos necesarios, pier- 
den el nombre genérico de fundación, para tomar el específico de beneficio 
eclesiástico ; mas si, pasando dichos bienes a la Iglesia, no son erigidos en 
. beneficio, sino que se dan a una persona moral eclesiástica con la carga 

perpetua o largamente duradera de emplear la renta anual en cumplir lo 


(28) Convenio-ley 24 junio 1867, arts. 1-3 i 5 juni 
y , arts. 1-3, e Instrucción 2 ú 
Gf. CAMPOS PULIDO, O. C., p. 374; ALVAREZ, 0. C., p. 10. A 


E TA EN 
" ge a $4 l. des PÉREZ DE LARA, l. C., n. 34; REIFFENSTUEL, lib. IIT, tit. V, par. HI, 
E a RI, Bibliot. can. “Capellanía”; ALVAREZ, 0. C., P. 10; WERNZ-VIDAL, IV De rebus, 
. od . a 
(30) MANION, 0. €., II 
n. 65 $. 


(31) WERNZ-VIDAL, 1. €., n. 781. 


» Ty 1199; ALVAREZ, Apéndice, p. 12; Garcia, De beneficiis, pars. 9, 
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dispuesto por el fundador, tenemos entonces una fundación pía estricta- 
mente tal, a tenor del canon 1.544 (32). Más aún: si dicha masa de bienes 
espiritualizados son erigidos en persona moral eclesiástica, tenemos los que 
el Código llama “institutos eclesiásticos no colegiales” (33). Por último, 
si dichos bienes no pasan al poder de la Iglesia, sino que se dedican per- 
petuamente a un fin religioso, permaneciendo en poder del fundador y sus 
herederos, tenemos también una fundación pía en sentido lato (34). Estas 
últimas, cuando el fin religioso a que se dedican los bienes es la celebración 
de misa u otros actos de culto, son las llamadas capellanías merelegas, to- 
mando cuando se trata de otro fin, el nombre a dicho fin correspondiente, 
como hospitales, orfanotrofios, leproserías... (35) 

14. Por tanto, resumiendo, he aquí en una breve sinopsis las diversas 
clases de fundaciones pias: 


Erigidos en beneficio: beneficio ecle- 
| siástico 0 capellanía colativa. 


Erigidos en persona moral eclesiásti- 
ca autónoma: institutos eclesiásti- 
cos no colegiados. 


Los bienes Spe 
Fundaciones pías: siasticados ...... 


Dos elementos: 

Dados con sus cargas a una persona 
I. Masa de RN . moral eclesiástica: fundación pía 
nes. II. Fin reli- \ en sentido estricto. 
TUS diae voee Let 


Si el fin es celebrar misas o actos de 
e 4 culto en determinada iglesia: cape- 
Los bienes conti- iania. laical 
nüan profanos... 


Otro fin religioso: diversos nombres, 
(| según el fin. 


15. Aniversarios, memorias de misas y capellanías laicales.—Son las 
simples instituciones hechas para misas, sufragios y demás objetos espi- 
rituales por el alma de algún difunto, pero que no constituyen vinculacio- 


(32) VERMERSCH-CREUSEN, Epitome Juris Can., vol. II, n. 865; GUIDUS COCCHI, Commentarium 
in Codicem J. C., vol. VI, n. 227; WERNZ-VIDAL, l. €., n. 781; Postius, El Código canónico en 
España, p. 918. T 

(33) Suelen llamarse estas fundaciones sustantivas, o autónomas, en contraposición à lag 
anteriores, que son adjetivas. De éstas trata el Código bajo el título “De piis fundationibus , 
mientras que de las autónomas trata expresamente. bajo la rúbrica “De aliis institutis eclesias- 
ticis non collegialibus” (lib. III, pars V, tit. XXVI). Cf. WERNZ-VIDAL, 1. C. . 

(34) WERNZ-VIDAL, l: C., n. 781, III, IV y VI. j MAT 

(35) Distíngase bien entre estos hospitales, orfanotrofios, etc., que no son fundaciones e 
siásticas, con los que realmente lo son; la diferencia radica en la naturaleza de los hren ar 
gún que sean eclesiásticos 0 profanos, formarán una fundación eclesiástica o una nueva 


dación pía en sentido lato. Cf. WERNZ-VIDAL, l. C. 
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nes, sino un gravamen impuesto sobre bienes de propiedad particular (36). 
Cuando estas misas o 'actos de culto se han de celebrar todos los años, en 
un día determinado, para celebrar el aniversario de la muerte del fundador, 
tenemos los aniversarios; si sólo manda la celebración de cierto número 
de misas al año, tenemos las llamadas memorias de misas. 


Unas y otras se diferencian fundamentalmente de las capellanias lai- 
cales (37) en que la dotación de éstas queda segregada, formando un pa- 
trimonio aparte de la herencia del fundador, mientras que en los aniversa- 
rios y memorias de misas la dote se paga con la herencia, quedando ésta 
hipotecada (aunque quede hipotecada una sola finca) a la seguridad de 
aquélla, Consecuencias de esta diferencia fundamental son las siguientes: 
1) La capellanía se extingue con la pérdida de la cosa de donde sale la 
renta; los aniversarios y memorias no se extinguen mientras exista la he- 
rencia, aunque se pierda la cosa hipotecada especialmente. 2) Los bienes 
de la capellanía laical no pueden enajenarse sin cierta intervención de la. 
autoridad eclesiástica, que es la encargada de vigilar por el exacto cumpli- 
miento de todas las ültimas voluntades y fundaciones pias (39); la finca 
hipotecada para la seguridad del aniversario o memoria, sí. 3) Los herede- 
ros del fundador de una capellania segregarán de la herencia los bienes 
destinados a aquélla antes de hacer la partición; tratándose de aniversa- 
rios o memorias de misas, no hay necesidad de ello (39). 


16. Legados píos y capellanías laicales.—Legado en general es cual- 
quier donación dejada por un difunto para que sea efectuada por su he- 
redero (40), siendo, por consiguiente, legado pio una porción de rentas o 
bienes asignados por el testador para una obra de piedad o beneficen- 
cia (41); el fin es, por lo tanto, el que especifica al legado pío. Esto es el 
legado pío considerado como acto de donar y como cosa, o sea en cuanto 
al objeto; como acto, es la donación; como objeto, es la cosa donada (42), 
y como ésta puede ser de muchas clases, de ahí que incluso los mismos 
legados pios sean también de muchas clases, según el objeto de la donación; 
así, por un legado pío se pueden dejar bienes para un beneficio, para una 
capellanía, para una fundación pía y para otros muchos fines religiosos. 


(36) ALVAREZ, Apéndice, p. 13. 


(37) No se olvide que con frecuencia por memorias de mi 
f i 3 Sas suelen entenderse en el len- 
guaje vulgar e incluso en documentos y algunos autore T i 

UTE TES gu S verdaderas capellanías. 

(39) SEBASTIANELLI, Prelectiones Juris Can. De Rebus, p. 200. 


. (40) "Donatio quaedan a defuncto relicta ab haered y 
Puit ML 26, n. 446 | e praestanda". SCHMALZG., vol IIl, 


(41) MANJÓN, l. C.; COCCHI, l. €., n. 189; VERMERSCH-CREUSE 
(49) SCHMALZG., l: C., n. 146. Dueh DIR 
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De ahí que el legado pío es un término mucho más amplio que el de ca- 
pellanía, pues abarca a estas y otras muchas fundaciones, siempre que de- 
ban su origen a una disposición testamentaria de esta naturaleza. Esta doc: 
trina está confirmada por los canonistas antiguos, que desde este punto 
de vista clasifican a las capellanías en tres grupos: primero, las fundadas 
por última voluntad; segundo, las fundadas durante la vida, pero que 
no surtirán efecto sino después de la muerte del fundador, y tercero, las 
fundadas y efectuadas en vida del fundador (43). Sólo las primeras son 
legados píos, aunque, como advierten algunos autores, a veces suelen de- 
nominarse asi sólo las fundadas por última voluntad y cuyos bienes no 
hayan sido espiritualizados (44). 

17. Patronatos de legos y capellanías laicales.—Por último, los Ilama- 
dos patronatos de legos son las mismas capellanías laicales, y a veces 
los simples aniversarios y memorias de misas, llamados así porque los po- 
sesores era legos, y se consideraban como patronos, con derecho a nombrar 
cumplidores de las misas o a mandarlas celebrar a cualquier sacerdote sin 
necesidad de nombramiento (45). Obsérvese, sin embargo, que no es lo 
mismo patronato de legos que patronato laical; el primero es el que acaba- 
mos de indicar; el segundo existe cuando, instituido un beneficio eclesiás- 
tico, se concede el derecho de presentación con otros privilegios a los legos 
que lo fundaron (46). 


CRITERIOS PARA DISTINGUIR LAS CAPELLANÍAS COLATIVAS 
DE LAS LAICALES 


18. Antes de terminar estas nociones canónicas, quiero decir algo 
sobre los criterios, que nos han de conducir para, en la práctica, conocer 
si una capellanía es colativa o meramente laical. Es de suma importancia 
el distinguirlas claramente, dada la distinción tan radical que entre ellas 
existe, como por lo que queda dicho puede comprobarse; distinción que 
hace que sean muy diversas las normas y disposiciones de la autoridad, 
tanto eclesiástica como civil, aplicables a unas y a otras. Atendidos, pues, 
los términos en que la cuestión se plantea, debe atenderse, en primer 
lugar, a la voluntad del fundador, y ésta, expresada claramente, nos 


(43) García, De beneficios, VII, n. 108-111. 

' (44) PÉREZ DE LARA, l. €., D. 4; MANJÓN, l. C.; ALVAREZ, Apéndice, p. 12. 
(45) ALVAREZ, Manual de capellantas, p. 40; CAMPOS PULIDO, O. C., vol. III, p. 371: 
(46) Ce. 1448-1471; CAMPOS PULIDO, 1. C. 
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hará ver si el fundador sometió o no a la aprobación de la autoridad 
eclesiástica, la nueva pieza fundada, y como consecuencia de ello, si tuvo 
o no lugar su erección y canónica institución y la subsiguiente espiritua- 
lización de sus bienes, haciéndose los diferentes nombramientos de los ob- 
tentores o capellanes mediante la colación por el Ordinario en la forma 
requerida por el derecho. Estudiados estos particuares con el detenimiento 
que su interés e importancia requiere, si concurriese y se observase por 
lo tanto, que en la capellanía había existido la erección y la continuada 
colación canónica no interrumpida, de los distintos capellanes, en tal caso 
puede decirse que es colativa y en el contrario deberá calificarse como 
laical (47). 


19. Cuando estos requisitos no se conociesen por no existir el decreto 
de erección, o porque el fundador no expresa claramente su voluntad de 
que sea colativa, habría que deducir su naturaleza de las diversas cláusu- 
las puestas en el documento de fundación. Así, si dicho documento decla- 
ra establecerse la capellanía para que en ella se sirva a Dios, dicha cape 
llanía, aunque no conste de la erección, presúmese 'colativa (48); del mis- 
mo modo si el fundador declara instituir una capellanía con carga perpetua 
de misas y con lla obligación de inscribirla en los libros y tablas de la Igle- 
sia, y poniendo los bienes con que la dotaba bajo la vigilancia de la auto- 
ridad eclesiástica, también se ha de tener por colativa (49). Por el contra- 


rio, es evidentemente laical aquella capellanía, en cuya fundación se prohi- 


be a la autoridad eclesiástica entrometerse en el nombramiento de cape- 
llán (50), e igualmente sii se concede al patrono el derecho de remover al 
capellán a su placer y sin intervención del Ordinario(51). Estas y otras 
cláusulas semejantes nos darán a conocer la intención del fundador acer- 
ca de la naturaleza de la capellania por él fundada. 


20. Mas puede ocurrir, y de hecho ocurre muchas veces, que no se 
tenga el documento auténtico de la fundación, o que, a causa de cualquier 
accidente, hubiese desaparecido el documento original; en este caso la se- 
rie no interrumpida de colaciones canónicas hechas a diferentes capellanes 
por un espacio de tiempo de cuarenta años es motivo bastante, según en- 


(47) LEUKEN, F. B. I., 86, 1. 
(48) LEUREN, F. B. L, 87. 


(49) , Trib. Supr. Sent. de 24 septiembre 1864; CAMPOS PULIDO, I. C. 


(50) “A. S,.S., vol I, p. 634; REIFENSTUEL, lib. III, tí ; i 
tencia de 27 enero 1872; T. S. 17 marzo 1909. . ; tit. V, pars IM, n. 72; Trib. Supr. sen- 


(51) Trib. Supr., en sent. de 24 octubre 1861; LEUREN, F. B. I., 84. 
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tienden los canonistas (52), para considerarla colativa, y aunque el fun- 
dador reservase a cierta persona, familia o corporación la facultad de de- 
signar quién hubiese de ser nombrado para su goce y obtención, siempre 
que estuviese 'adornado de especiales requisitos, que él determinase o de 
los generales del derecho; si asimismo concurriesen las indicadas circuns- 
tancias, será del propio modo la capellanía colativa, pués su canónica ins- 
titución o erección y la colación es el principio determinante y diferen- 
cial (53). Por consiguiente, así como estas solemnidades deben concurrir en 
toda capellanía colativa, así también, cuando en una capellanía se dan di- 
chas solemnidades, con todo derecho podemos deducir, que es colativa, con 
tanta más razón, cuanto que nada impide, que una capellanía que quizá 
en su comienzo debió ser tenida por laical, en el transcurso del tiempo, 
por dicha colación canónica, se convierta en verdadero beneficio ede- 
Siastico (54). 


CA DURSUIVII 
EVOLUCION HISTORICA 


21. Noes mi intención al presentar estas notas históricas sobre cape- 
llanías en España hacer un estudio profundo de la materia, que me haría 
demasiado difuso y que, por lo demás, sería de sí sola suficiente para un 
extenso trabajo de investigación histórico-canónica. Pretendo solamente dar 
a conocer brevemente el estado y situación de las capellanías en España al 
comenzar la legislación eversiva, que echó por tierra estas fundaciones, 
para que sirva como de composición de lugar al estudio más extenso y 
detenido de dicha legislación (eversiva) y de la concordada subsiguiente. 


Artículo primero 
Las CAPELLANÍAS HASTA EL SIGLO XV INCLUSIVE 
22. Origen: época.—No es dable fijar la época desde la cual son cono- 


cidas en España las capellanías familiares y otras fundaciones piadosas de 
la propia índole, en la forma en que se hallaban, cuando a fines del siglo 


(52) LEUREN, F. B. I., 91; CAMPOS PULIDO, TAC 105 YU 
(53) S. C. Conc. 1n “Praenestina”. A. S. S., vol. 16, p. 444. 
GITA. SS: vol. J, p. 03%. 


= 49p — 


MANUEL GONZALEZ RUIZ 


XVI comenzaron a publicarse las leyes, que prohibieron la amortización 
de bienes. 

Enlazadas íntimamente con las vinculaciones en general, las reglas, 
que regulaban su constitución y naturaleza, se hallan esparcidas en dispo- 
siciones, que tratan, más o menos incidentalmente, de mayorazgos, patro- 
natos y legados pios. 

Todas las naciones católicas se han mostrado espléndidas para enri- 
quecer las Iglesias y capillas, estableciendo en ellas fundaciones piado- 
sas, que en España eran frecuentes, aun antes del siglo 1X, pues ya Fray 
Prudencio de Sandoval en su Crónica de Alfonso VIT dice, que antes del 
siglo rx era frecuente que los reyes y señores fundasen en los lugares de 
su propiedad Iglesias o capillas, dotándolas de uno o más clérigos. 


23. Mas ya antes de que se les aplicase el nombre de capellanías en- 
contramos muchas fundaciones a las que se las llamaba simplemente lega- 
dos pios o mandas, pero que en realidad eran verdaderas capellanías, aun- 
que meramente laicales, pues las eclesiásticas, en el sentido estricto, no se 
desarollaron hasta que en el siglo xir, una vez completamente perfeccio- 
nados los beneficios, las corporaciones y los particulares quisieron imitar 
aquel ejemplo, erigiendo a su vez capellanias, que tenian por objeto llenar, 
en algunos casos, ciertas necesidades espirituales de los fieles, y perpetuar 
la memoria de los instituyentes, favorecer a los individuos de sus familias 
que se inclinasen al estado eclesiástico, proveyéndolos al efecto de título 
de ordenación, y asegurar la celebración de misas y sufragios en beneficio 


. r v 
de sus almas (55). Encontramos, pues, los primeros orígenes de las capella- 
nías en los legados píos. 


24. Legados píos: en general.—Se hicieron muy frecuentes después 
de difundido el cristianismo. Se hacían a las Iglesias y oratorios (y aun 
a Nuestro Señor Jesucristo y a los Santos) por el alma del donador, y para 
! construir alguna Iglesia, capilla, altar o imagen, o para sufragios, o soste- 

nimiento del culto y sus Ministros y otros fines píos. Justiniano dispuso 
en una constitución del año 530 (56), que la acción para reclamar estos 
legados durase cien años, teniendo no sólo el carácter de personal, sino el 
de real e hipotecaria; añadiendo que los legados hechos a Jesucristo sin 
otra designación se entendiesen hechos a la Iglesia del lugar o domicilio 
del difunto para alimento de los pobres. En 545 el mismo Enid 


(55) ALVAREZ, Apéndice al Manual de capellanias, p. 12 s. Vito 


(56) Codex, lib. I, tit. V, ley 19 ut inter divinum. iur 
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dispuso que estos legados se pagasen íntegros por el heredero (sin redu- 
cirlos por causa de la falcidia o legítima) dentro de los seis meses con- 
tados desde la insinuación del testamento; rebajando, empero, a cuarenta 
años la prescripción de estos legados (37). 


25. En España.—En España la piedad de los monarcas y del pueblo 
multiplicó en gran manera las donaciones y legados a favor de las iglesias 
y monasterios. En los archivos eclesiásticos abundan las pruebas de la 
generosidad de reyes y particulares, que otorgan, en documentos públicos, 
bienes, mandas o legados, en cumplimiento de promesas o para devocio- 
nes que aseguren la salvación de su alma (58). 

En el mismo Fuero Juzgo, el Código legislativo más antiguo de Es- 
paña, se reconocen dichas mandas y legados en favor de las iglesias y 
para sufragios por las almas de los difuntos (59), y se incita e impulsa 
al pueblo a tales donaciones: “Si nos somos tenudos de gualardonar a 
los que nos sirven, ¿quánto más devemos dar de las cosas terrenales per 
redemiento de nuestras almas?" (60). 

Ninguna otra cosa sobre las ya dichas encontramos en las colecciones. 
legislativas anteriores al siglo xir, ni en los historiadores antiguos, que 
hablan de esta materia en aquellos tiempos,, pero sólo los dos hechos in- 
dicados, a saber, la multitud de donaciones y mandas hechas por los re- 
yes (61) y por los fieles a las iglesias, para sufragios por sus almas y 
otros fines píos, y el principio sentado en el F. J. sobre la obligación de 
todo cristiano de dejar bienes "para redemiento de nuestras almas", son 
indicios más que suficientes para conjeturar el incremento y pujanza que 
con el tiempo habían de tomar en España tal especie de fundaciones, y 
que, en efecto, tomaron a partir del siglo XIII, 


26. Siglos XIII-XV.—En el siglo x111 siguen aumentando y desarro- 
llándose estas fundaciones; simultáneamente con los beneficios, ya enton- 
ces completamente definidos tal y como están hoy, aparecen multitud de 
capellanias, muchas de las cuales se asemejaban completamente a los be- 
neficios, pero a las que no quería dárseles este nombre, porque, por ser 
de fundación particular y con cargas y oficios completamente según el 


(7) Codex, lib. I, tit. V7 ley 19. In authen...: Suas actiones. 

(58) BALLESTEROS, Historia de España, vol. III, p. 1421. 

(DO yee Viz. aD, chs 

me ais de muchos tomos del P. FLÓREZ, España Sagrada, pueden verse uu 
titud de instrumentos de donaciones, mandas y legados de todo género anteriores al siglo XIII 
hechas por los reyes a iglesias y monasterios. 
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arbitrio del fundador, parecía que no debía confundirsdles con los bene- 
ficios, que eran instituidos por la Iglesia y para fines de utilidad comun 
y no puramente particular, y con oficios y cargas ya determinados por el 
derecho canónico. Más aün, los bienes de muchas de tales fundaciones 
permanecían en poder del fundador o de sus herederos, los cuales se com- 
prometían sencillamente a no emplear el fruto de tales bienes más que 
en los fines piadosos señalados por el fundador. Ast se explican varias 
leyes de esta época en las que, al mismo tiempo que se prohibía a los que 
poseían bienes de realengo que los diesen o vendiesen a la Iglesia, se les 
permitía, sin embargo, "darlos o dejarlos por sus almas" (62). Dichos 
bienes, como de dominio particular y directo del rey, no debían pasar al 
dominio de la Iglesia y de los nobles, sustrayéndose así del dominio de 
su legítimo duefio, sin que el rey diese su licencia especial para ello (63); 
mas esto no impedía el que los poseedores de dichos bienes los dejasen 
a sus herederos (con lo cual seguirían bajo el dominio del rey), pero 
con la obligación de emplear sus frutos o rentas en favor de su alma y 
en sufragio por sus difuntos (64). 


27. Lo mismo que en los siglos anteriores, síguese dando gran im- 
portancia y extraordinarios favores a los legados y mandas dejados en 
favor de las almas para aniversarios, memorias de misas y capellanías, esta- 
bleciéndose tanto en el Fuero Real como en las Partidas que cuando algún 
individuo "faze donación a su finamiento por aniversarios o por misas 
cantar", “ tenudos son de lo cumplir... los que lo suyo heredassen o aque- 
llos en cuyas manos dejasen sus testamentos para lo cumplir”, y si no lo 
hicieren “deven los descomulgar por ende, pues que no guardan su derecho 
a Sancta Eglesia que son tenudos de guardar” (65). Más aún: era ley 
de las Partidas que ningún ejecutor de testamento podía solicitar en 
Juicio los bienes dejados en él para mandas o legados; esto sólo podía 
hacerlo. aquel a quien fuese hecha la tal manda y sólo podía exigirlo 
contra aquel que poseyese los bienes que, según dicho legado, le pertencian. 
Para los legados píos se hace una excepción: pueden pedirlos los mismos 
AS del testamento en juicio, y esto contra cualquiera de los here- 


(62) Alfonso IX de León, Cortes de Benave: 202; i 

.(63) Alfonso VII de Castilla en las o Na De e a A 

; (64) No deben confundirse los bienes de realengo con los bienes de legos, como sucedió a 
108 juristas del siglo XIX, Quienes para apoyar las disposiciones de la autoridad civil prohi- 
biendo hacer legados y mandas a la Iglesia para capellanías y fundaciones pías, se apoyaron 
en que los bienes de legos no deben pasar a la Iglesia, según disposiciones antiguas; dispo- 


AREG RU AR ARLA que Id pasar a la Iglesia y a los nobles los bienes 
e realengo, itan estas leyes. Véa É M. izaci 
es ed é se José M. ANTEQUERA, La desamortización 


(65) P. R., HI, 12, 4; p. I, 19, 68. 
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deros (66). Finalmente, otra excepción se establece en las Partidas favo- 
rable a los legados pios: “Sacar pueden los herederos de las mandas la 
su quarta parte legítima, a que llaman en latín falcidia... Empero man- 
das y a de tal naturaleza, de que la no podrán sacar e son estas; así como 
de las cosas, que dexa el fazedor del testamento a Eglesia o a otro lugar 
religioso, O a hospital, o a pobres, o a quitar captivos, o en alguna otra 
manera que fuese de piedad. Ca de tales mandas... non deve el heredero 
retener ninguna cosa para sí por razón de falcidia, antes deven ser dadas 
cumplidamente, así como el testador las mandó” (67). 


28. Por último, en el siglo xiv aparece la primera ley civil en Es- 
paña en la que expresamente se habla de capellanías, mandando que sean 
conservadas y que ninguno, so pena de muerte, sea osado de ser contra 
los bienes y tesoros que se dieron a llas capellanias para que se honrasen 
los cuerpos de los fundadores en el lugar en que se enterraron (68). Por 
esta ley se ve claramente el fin de las capellanías, que en su mayor parte 
estaban destinadas a honrar con actos de culto las capillas en las que 
se enterraban los fundadores, y al mismo tiempo recabar sufragios para 
sus almas. 


29. Vínculos y mayorazgos. Noción.—No quiero terminar las notas 
históricas de la materia que nos ocupa, referentes a los siglos XIII-Xv, sin 
decir algo sobre los vínculos y mayorazgos, dado que las memorias de 
misas, legados pios, patronatos de legos y obras pias que vulgarmente 
suelen entrar bajo la denominación común de capellanias merelegas o: 
laicales, son generalmente vinculaciones perpetuas, con prohibición de ena- 
jenar sus dotes, hechas a modo de mayorazgos con obligaciones ecle- 
siásticas y hasta con llamamientos de patronato activo y pasivo familiar 
o no familiar (69). 

Vinculaciones son el conjunto de todas aquellas instituciones en las 
que se hacía inalienable una masa de bieres, la sucesión en la cual se 
sujetaba a un orden predeterminado e inalterable. En España a las vincu- 
laciones se les llama mayorazgos. 

Los mayorazgos, por tanto, podemos definirlos así: “el derecho de 
suceder en los bienes dejados bajo la condición de que se conserven per- 
petuamente íntegros en la familia y que se defieran por orden sucesivo 


(66) P: VI, 10, 4. 
(67) "P. VI, 11, 4: Véase también P. VI, 3, 2; VI, 10, 7. 
Ca ord nde Ale, 32, 59; No Rz; I; 5, 4. Nótese, sin embargo, que en esta ley del Ordena- 
miento de Alcalá algunos códices ponen “sacristanías” en vez de “capellanías”. 
(69) ALVAREZ, Apéndice cit., p. 12. 
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al primogénito próximo" (70); según otros autores: “una vinculación 
civil y perpetua en que se sucede por el orden de la fundación o en su 
defecto por el que establece la ley de la Partida (71) para la sucesión a 
la corona” (72). Esta segunda definición es más completa, pues la: pri- 
mera sólo comprende los mayorazgos regulares u ordinarios, en los que 
el sucesor es de ordinario el primogénito de la familia; pero vo com- 
prende las innumerables excepciones que existen en dicha sucesión y que 
dan lugar a los mayorazgos irregulares. 


30. Su origen em Espaiia.—En España comienzan a fundarse los 
mayorazgos a partir del siglo xrrr. Fijado el orden de suceder a la co- 
rona en el reinado de D. Alfonso X (73) y hecho el reino indivisible, los 
magnates primeramente quisieron, a su imitación, perpetuar la sucesión 
en sus estados, y, con el transcurso del tiempo, hicieron lo mismo los 
particulares, y aunque el nombre de mayorazgos no aparece todavía en 
aquella época, la institución existe ya desde antes en los países forales. 

La primera vez que hallamos empleada en las leyes la palabra mayo- 
razgo es en una cláusula del testamento -de D. Enrique II, dirigida a 
disminuir los daños ocasionados por sus numerosas donaciones y mandada 
observar como ley general por los Reyes Católicos y D. Felipe II (74). 

Pero si en los siglos X111 y xiv fueron muy raros, en el siglo xv se 
extendieron con rapidez, obrando como principal causa el que desde esta 
época tomó estado y comenzó a constituir el nervio principal de la so- 
ciedad española la clase media, la cual, pagando tributo a las preocupa- 
ciones de su tiempo, sintió la necesidad de ilustrar sus apellidos, trarsmi- 
tiéndolos unidos a vinculaciones familiares, fundándose mayorazgos, ca- 
pellanías o patronatos. Ante estos hechos se dictaron las leyes 40 a 46 in- 
clusive de Toro (75), por las que se estableció la manera de fundar ma- 
yorazgos, bienes en que se podía hacer la institución, pruebas de su exis- 
tencia, modo de suceder, derechos comunes de sus poseedores y destino 


que debía darse a las mejores, dando así carácter legal a aquella cos- 
tumbre española (76). 


( Luis MOLINA, De Hispanorum pri is, li i 22 
RO TES: 1 primogeniis, lib. I, cap. T, n. 22. 
(72). GUTIÉRREZ FERNÁNDEZ, De los may 
el derecho civil, vol. II, p. 190: 
(o AL A 
n a ^ p n y ^ A 
mnl m P qx MUN en 16 febr. 1486, mandado guardar por ley en 1488; y D. Fe- 
o) NaRa SX. 1250/56: 


(76) Para un amplio y detallado conocimiento de esta institución pueden consultarse, entre 


3 otros, a más de los autores ya citados en notas anteriores, los siguientes: Luis MOLINA, De ma- 
goratibus el tributis (De justitia et jure, vol. II); MELCHOR PELÁEZ, Tractatus mejoratuum et 


orazgos en Códigos o estudios fundamentales sobre 
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Artículo segundo 
LAS CAPELLANÍAS DESDE EL SIGLO XVI AL XVIII INCLUSIVE 


31. Carácter general de este período —Nos encontramos en tiempos 
de apogeo en cierto sentido y de decadencia al mismo tiempo; de apogeo, 
por el gran número de capellanías que se agregaron a las existentes; de 
decadencia, por los múltiples abusos a que dió lugar un múmero tan ele- 
vado de capellanías, que a su vez dieron también lugar a represalias por 
parte de los reyes y legisladores, que no siempre se mantuvieron en su 
justo límite, sino qué se aprovecharon de la ocasión que se les presentaba 
para, al mismo tiempo que corregir los abusos introducidos,” sacar el 
mayor fruto económico posible para su propio tesoro, con perjuicio de 
los altos fines de aquellas fundaciones y evidente injusticia en contra de 
la Iglesia. 

Asi, pues, en este periodo, que abarca desde el siglo xvI hasta que’ 
comenzaron las leyes abiertamente desamortizadoras, o sea, hasta fines del 
siglo xviii, diremos algo sobre el número de capellanías y abusos intro- 
ducidos y sobre las diversas disposiciones de la autoridad civil, justas O 
injustas, para poner fin a tales abusos; a saber: reducción del número 
de capellanías, impuestos o tributos sobre sus bienes, limitación del .de- 
recho de fundar Otras nuevas y, finalmente, supresión de los vínculos y 
mayorazgos, incluyendo en ellas a las capellanias merelegas. 


32. Número y abusos.—En el prurito de fundaciones entraba mucho 
la vanidad. Hacianse no pocas innecesarias y de mero lujo, de modo que 
un escritor ascético de aquel tiempo se quejaba de que había prelados que 
“robaban la limosra que habían de dar a los pobres vivos para dársela 
a Otros que aun no habían nacido” (77). Esta frase terrible y dura mani- 
fiesta que no siempre la caridad en las fundaciones era verdadera ni bien 
entendida. 

La manía de fundar capellanías llegaba a tal punto, que las Cortes 
de Madrid de 1593 (78) se quejaron a Felipe II de que algunos obispos 
obligaban a los ordenandos a que convirtieran su patrimonio en capellanías 
eclesiásticas, de lo que resultaba que aquellos bienes eran arrebatados a la 


“meliorationum in Hispania, 9 vol, Lugduni, 1679; CARDINALIS DE Luca, De Majoratibus (thea- 
thum veritatis et justitiae, tom. X); JUAN SAMPERE Y GUARINOS, Historia de los vínculos y mayo- 


"üzgos, Madrid, 1847. M ^ E 
(77) Cit. por VICENTE LAFUENTE, Historia eclesiástica: de España, vol. 5, p. 419. 


Gio et 13. y. 39. 
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familia, y a la muerte del clérigo quedaban en la Iglesia. Felipe II prohibió 
aquel abuso y mandó que se tomaran informes (79). 

Examinado el inmenso número de capellanías y beneficios simples que 
había por entonces en nuestras iglesias, no parecerá exagerado calcularlo 
en más de doscientos mil (80). 


33. Por lo que respecta a las capellanias laicales, fundadas a manera 
de mayorazgos, también aumentó desproporcionadamente su nümero en 
este tiempo, principalmente en los siglos XVII y XVIII, por causas y mo- 
tivos no muy edificantes. El número excesivo de mayorazgos que se ha- 
bian erigido en Castilla había venido a desacreditar. la nobleza espafio'a 
Teníase por villanía el trabajar y la holgazanería se erigió en nobleza, 
Los juros y los censos habian llegado a ser un medio de comer sin traba- 
jar: oíase decir a los hidalgos, cuando fundaban un mayorazgo o daban 
a censo sus bienes: “Mi hijo no tendrá que estudiar ni trabajar para co- 
mer"; y el hijo, ignorante y holgazán, disipaba en pocos años el. caudal 
o era víctima de los censatarios. Cuando se prohibió la fundación de pe- 
queños vinculos (81), vista la torcida interpretación de las leyes de Toro 
y la inutilidad de sus disposiciones, la vanidad se disfrazó de hipocresía. 
Ya que no se fundaban mayorazgos, se fundaban: capellanias familiares, 
y por este medio se consiguió que los hijos no tuvieran que estudiar ni 
que trabajar. Cuantas combinaciones de mayorazgos abortaron las leyes 
y disposiciones reales, otras tantas se ingirieron en el Derecho canónico, 
contra el espíritu de la Iglesia y de sus cánones. Un patrono, por lo común 
de la familia misma, confería la capellanía a un niño tonsurado cuando 
más y que apenas sabia latir. Muchas veces no sólo no se necesitaba la 
presentación y colación por & Ordinario, sino que, incluso positivamente, 


se excluía cualquier intervención de la autoridad eclesiástica en estas fun- 
daciones. 


34. No todas las capellanías que entonces se fundaron adolecian de 
"e defectos; las que fundaban los Prelados o personas constituídas en 
E pror) : : , SANA 
g wiag eclesiástica generalmente obligaban a residencia, órdenes mayo- 
res, coro y cargas cumplidas personalmente; aun cuando quedaba la pre- 
sentación al patrono, sujetaban al presentado a la colación del Ordinario; 


en una palabra, procuraban asimilarlas en todo a los beneficios según el 
espíritu de los cánones. 


AIN wie) cil Gk 
(80) LAFUENTE, Hist. ecl. de España, 1. c. 
(CHD INGE O TS git} 
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Pero aun estas capellanias llegaron a ser gravosas cuando fueron en 
excesivo numero; y se fueron desacreditando según que sus rentas fueron 


decayendo O acaparandolas los que ya tenían otros beneficios pingiies y 
mayores (82). 


35. Tantas capellanias, cuyo objeto (al menos de muchas) era sólo 
asegurar el patrimonio a muchos jóvenes de familias acomodadas, dieron 
por resultado un aumento enorme en el número de clérigos. De éstos: 
decía cierto Prelado español: “Multi sacerdotes, pauci sacerdotes: multi 
nómine, pauci opere” (83). Y, no obstante, no por esto quedaron bien 
atendidas todas las fundaciones y cumplidas las últimas voluntades, pues 
aparte de que muchos de estos clérigos descuidaban el cumplimiento de 
las cargas, atentos sólo a percibir la renta del beneficio, como ya se que- 
jaba el Concilio provincial de Valencia de 1565 (84) y el de Toledo 
de 1582 (85), al mandar severamente que las misas de las fundaciones 
y últimas voluntades se cumpliesen a más tardar dentro del año para el 
que estaban designadas, sucedía además que muchos clérigos no se pre- 
ocupaban de ascender al presbiterado, pues les bastaba ser simples tonsu- 
rados para obtener las capellanias y demás beneficios, por lo que dificil- 
mente se encontraban sacerdotes que pudiesen celebrar las misas fundadas; 
eco de este hecho es la petición siguiente, presentada por el procurador 
de la Iglesia de Siguenza en el anteriormente citado Concilio de Toledo: 
“Suplico... mande proveer se ordenen clérigos presbiteros para que haya 
copia de ministros y se cumplan las voluntades de los testadores, a cuya 
falta hay algunos curados vacos, y muchas capellanias y muchas misas 
que decir, y no hay quien las diga, y así no se cumplen las voluntades de 
los testadores” (86). 


36. Reducción del número de capellanías.—De resultas de las altera- 
ciones de la moneda en tiempo de Felipe IIT y de las guerras y desastrosa 
administración de Felipe IV, vino el que muchos beneficios y capellanias 
quedasen tan tenues, que no alcanzaban a cubrir ni aun las congruas si- 
nodales más reducidas. De aquí, muchos clérigos se vieron precisados a 
trabajar en menesteres ajenos a su estado. El único remedio que a esto se 


(82) La FUENTE, Hist. ecl. de España, 1. c., p. 920 s. b 
(83) El Obispo de León D. Manuel Pérez, 1704-1714. Véase P. FLÓREZ, España Sagrada, 


vol. 36, p. 173. / : 
(84) e prov. de Valencia, sesión IV, cap. 11 del tít. 111. TEJADA, Colección de cánones 


ae la Iglesia española, vol. V, p. 801. é 
(85) Conc. prov. de Toledo, 1582, ses. II, Decreto 10. -TEJADA, 1. e., p. 458. 


(86) Congregación, n. 84. TEJADA, 15 05 pe 428% 
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puso fué la unión de beneficios incongruos por Carlos II (1677), hasta 
que vinieron a quedar con la suficiente congrua; la razón alegada por el 
rey para proceder a tall reducción fué que “la mayor causa de la relaja- 
ción del estado edlesiástico secular y crecido número de eclesiásticos nace 
de la multitud de capellanías que hay en estos reinos,, cuyas rentas, por 
la calamidad de los tiempos, se han extenuado de modo que los más que 
se han ordenado a título de ellas no pueden vivir con la decencia corres- 
pondiente a su estado y de que nace se mezdlen a tratos y ejercicios menos 
decorosos” ; por estos motivos el rey se interpuso con Su Santidad para 
que expidiera breves a todos los Obispos a fin de que en sus diócesis pu- 
dieran unir las capellanías, así de ordinaria colación como de patronato, 
hasta que se compusiese de dos o más capellanias congrua competente; 
dicha congrua debía quedar al arbitrio de los Ordinarios, los cuales se- 
fialarian en sus respectivas diócesis la que les pareciese suficiente, así para 
la sustentación como para poder vivir el eclesiástico honesta y decente- 
mente, pues, según la variedad de las provincias del reino, no podía ser 
igual la congrua en todas partes. En cuanto a los patronos, disponíase que 
“no puede ser de embarazo el que se considere pueda haber perjuicio de 
los patronos de estas capellanías, pues se les podrá por los Obispos dar 
alternativa en las presentaciones o señalar las voces que han de tener en 
la presentación, medios con que conforme a Derecho canónico se mantiene 
y conserva el patronato cuando pertenece a muchos”. Por último, en la 
misma ley se ordena la extinción completa de otras muchas capellanías 
por haber faltado enteramente las fincas sobre las que se fundaron (87). 


37. La ejecución de esta ley quedaba pendiente del consentimiento 
de Su Santidad, el cual sólo accedió bajo las repetidas instancias de Car- 
los II, expidiendo el Papa Inocencio XIII la Bula “Apostolici Ministerii” 
en 23 de mayo de 1723, accediendo a las peticiones del rey y mandando, 
además, que las capellanías y beneficios simples que quedaran incongruos 
no pudiesen servir más de título de ordenación. Y para que los derechos 
de los patronos quedasen ilesos, se acordó que sería lícito a los patronos, 
tanto eclesiásticos como seglares, hacer nombramientos de dichos benefi- 
cios y capellanías, no como de verdaderos beneficios, que exigen, alame 
nos, prima tonsura, sino como de legados píos, y que los nombrados pu- 
dieran poseerlos como tales legados, con la obligación de cumplir todas las 
cargas impuestas por los fundadores (88). 
^ (87) Carlos II en Madrid à cons. 


IN T2265: 
(88) ALVAREZ, Apéndice, p. 16-16. . 


9 diciembre 1677, 18 diciembre 1678 y 13 agosto 1691. 
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38. Impuestos y tributos.—Dado el primer paso en la supresión de 
capellanias, aunque todavía justo, pues se hizo de acuerdo con la Santa 
Sede, y necesario, además, por el incalculable número dé capellanías que 
existían, unas sin bienes, otras sin rentas fijas y otras, finalmente, com- 
p etamente insuficientes para la honesta sustentación del beneficiado, que- 
daba ya el camino abierto para nuevas y ulteriores injerencias del poder 
temporal en la materia que nos ocupa. Y, efectivamente, pocos años des-. 
pués de la Bula "Apostolici Ministeri”, el rey de España quiso dar un 
nuevo paso por medio de la imposición de tributos y otros impuestos a 
toda clase de bienes eclesiásticos, incluso a los de fundaciones pías y be- 
neficios. Es cierto que también al principio se hizo de acuerdo con la’ Santa 
Sede, que por mantener la paz y concordia cede muchas veces de sus de. 
rechos; mas no tardó el tiempo en que, sin que precediera acuerdo alguno 
con Roma, se cargó a los bienes de la Iglesia de varios y no pequeños 
tributos. 


39. Ya desde muy antiguo la legislación española reconocía a la Igle- 
sia este derecho de exención de tributos, y así en multitud de lugares 
queda expresada ya explicita, ya implícitamente. “Ca non deve ser apre- 
miada la Iglesia de ningün pecho nin otro embargo", dice el autor de las 
Partidas (89). Y en este mismo sentido encontramos disposiciones de 
Don Juan II (90), de los Reyes Católicos (91), de Felipe II (92) y otros 
reyes (93). El mismo Felipe II, al mandar, como ya vimos (94), que no 
se obligase a los ordenandos a fundar beneficios y capellanías y ordenarse 
a titulo de éstas, intentaba como fin. principal, no precisamente el que no 
aumentase el número de los ya existentes, sino impedir que los bienes 
se espiritualizasen, pties de esto resultaría, como dice expresamente dicha 
ley, “quedarse eclesiasticados los bienes y libres de pecho" (95). 


40. El primer rey que acudió a Roma para pedir que los bienes ecle- 
siásticos quedasen de una manera estable, y como los bienes de legos, so- 


(SAB, 11. 1: 3 
(90) D. Juan II en Zamora, año 1432, Pet. 29. N. R., VI, 18,3. Item en Burgos, año 1453, 


Peto. uN Re Xk, 7, 9. ’ 
(91) D. Fernamco y Dñ. Isabel en el Quaderno de las Alcabalas, 1401, ley 3. N. R., I, 9, 
8 y 9. 
ps D. Relipe II en Madrid, año 1566. N. R., VI, 18, 16. N 
(93) D. Carlos II en Madrid a cons. de 9 de diciembre 1677, 18 diciembre 1678 y 13 agos- 
fo 1691. N. R. I, 19, 9. D. Fernando VI en la Ordenanza de Intendentes 30 octubre 1749, 
Cap. bl. N= Re, X. 19, 75» (Este ültimo sólo habla de la exención de capellanías y beneflcios.) 


(94) -V. el n. 32. i ; 
(95). D. Felipe II en Cortes de Madrid de 1593, pet. 14 y 39. NA Bso 12,11; 
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metidos a los tributos e impuestos ordinarios (96), fué Felipe V. La Santa 
Sede accedió sólo en parte a las pretensiones del monarca, ordenando en 
el Concordato firmado a 26 de septiembre de 1737 (97) que todos los 
bienes que “en adelante adquiera por cualquier título (herencia, donación, 
compra, etc.) cualquiera iglesia, lugar pío o comunidad eclesiástica, y por 
esto cayesen en mano-muerta, queden perpetuamente sujetos a todos los 
impuestos y tributos regios que los legos pagan, a excepción de los: bienes 
de primera fundación” (98). 

Qué debía entenderse por bienes de primera fundación, quedó por 
entonces sin declararse, interpretándose esta cláusula en su sentido obvio, 
de todos aquellos bienes que servían para establecer una nueva fundación, 
bien fuese beneficio, capellanía o simple fundación pia; mas poco a poco 
fué restringiéndose el sentido de esta frase, hasta que en 1793 Carlos IV 
dedlaró que por bienes de primera fundación. debían entenderse “los de 
una iglesia, comunidad o congregación eclesiástica, capilla, ermita o lugar 
pío que se erige con autoridad del Ordinario, beneficio o capellania cola- 
tiva; pero no de las memorias de misas, aniversarios, festividades, advo- 
caciones o limosnas que los fieles fundasen, aunque todo su valor llegue 


a consumirse en la carga piadosa con que adquieren estos bienes las 
manos-muertas” (99). 


41. Un nuevo avance en este punto, mas sin contar ya con la San- 
ta Sede, dió el mismo Carlos IV en 1795 imponiendo la carga de un 
15 por 100 de su valor a los bienes adquiridos por manos-muertas. La ra- 
zon para tal proceder fué el tan \cacareado perjuicio grave que padece 
la nación en la cesación cdl comercio de los bienes que pasan a (la Iglesia, 


í (96) Digo “impuestos y tributos ordinarios”, porque acerca de ciertos impuestos extraor- 
dinarios, y principalmente de concesiones de parte de los frutos o renta de los bienes de la 
Iglesia en especial, de beneficios, a los monarcas ya se habían concedido varios privilegios por 
¡os Papas y se siguieron concediendo. He aquí algunos de ellos, que entraron en ]a NAR 
Bula de 16 octubre 1302: concede al Rey de Castilla por un trienio la tercera parte de los 
frutos eclesiásticos (N. Ro, I, 7, nota 1). Breve de 2 noviembre 1313: concede al Rey de Castilla 
por un trienio dos partes de las tercias de los diezmos (N. R., I, 7, nota II). Bula de 10 mayo 
de 1753: concede la media-annata eclesiástica para gastos de guerra contra infleles (N. R., I, 
24, Dota ID. Breve de 14 marzo 1780: faculta a Carlos IV para tomar la tercera parte 
de la renta anual de todos los beneficios eclesiásticos, excepto los obispados y curados, para 
destinar a obras. y casas de beneficencia (N. R., I, 25, L). Breve de 14 junio 1905: concede al 
Rey, facultad para enajenar bienes eclesiásticos, euantos sean los que correspondan a la renta 
libre anual de 200.000 ducados. Carlos IV ordenó que estos bienes se tomasen incluso de la 


venta de bienes de cofradías, capellanias, obras pias, benefici i 
Je as, a ; j inefleios, etc., en Geú. de 1 tu- 
bre 1905 inserta en la N. R., I, 5 1 (suplemento). - A i Meios 


(97) .Art.. VII, inserto -en-la N. R., I, 5, 14. 
. (98) Para la ejecución. de. este artículo del Concordato fueron dadas dos Instrucciones: la 


primera, por Felipe V por Real cédula de 24 octubre 1745, inserta en la N. R., I, 5, 14, y la 
segunda, por Carlos HI.en 16 junio 1760, inserta en la N. R., I, 5, 15. ' 


(99) Carlos IV, en Madrid, a 10 agosto 1793, inserta en la N. R., I, 5, 16. 
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pretexto éste inventado a fines del siglo XVIII, sin que antes se le hubiese 
ocurrido a ninguno de llos grandes monarcas y eximios legisladores de 
que gozó nuestro país, y que fué el motivo y razón que sirvió de apoyo 
para llevar a cabo la desamortización general de bienes eclesiásticos y 
laicales: “He resuelto que se imponga y exija un 15 por 100 de todos 
los bienes raíces y derechos reales que adquieran en adelante las manos- 
muertas en todos los reinos de Castilla y León y demás dominios en que 
no se halle establecida la ley de amortización (100) por cualquier título 
oneroso o lucrativo, por testamento o cualquiera última voluntad o acto 
entre vivos, debiendo esta imposición considerarse como un corto resar- 
cimiento de la pérdida de los reales derechos en las ventas o permutas que 
dejan de hacerse por tales, adquisiciones y como una pequeña recompensa 
del perjuicio que padece el público en la cesación del comercio de los bie- 
nes que pasan en este destino...; y los bienes con que se funden capellanias 
eclesiásticas o laicales, perpetuas o amovibles a voluntad, y las cargas o 
pensiones, sobre determinados bienes de legos, todos quedarán sujetos a 
esta contribución, pues por todos se excluyen del comercio temporal o per- 
petuamente los bienes o parte de ellos o de su valor” (ror). 


42. Limitación del derecho de fundar nuevas capellanías.—Al mismo 
tiempo que se imponían a los bienes de capellanías impuestos y graváme- 
nes que dificultasen 'su fundación, se intentaba de una manera directa el 
anular tal facultad de fundar capellanias y demás fundaciones, prohibier- 
do a la Iglesia la adquisición de bienes raíces, pues eran éstos ordinaria- 
mente los que constituían la base y la dote de tales fundaciones. 

En esto, como en todo lo demás, se procedió de una manera lenta y 
progresiva. Nuestros legisladores, para poder apoyarse en leyes y docu- 
mentos anteriores, comenzaron por remover y sacar del olvido leyes de 
monarcas anteriores en llas que, según ellos, se prohibía a la Iglesia el 
adquirir y poseer tales bienes (102). El rey Carlos II, en 1677, es el pri- 


(100) Las leyes de amortización a que se reflere son las dadas por Carlos III y por el 
mismo Carlos IV, a diversas regiones del reino, prohibiendo a la Iglesia la adquisición de bienes 
raíces sin una especialísima licencia real. Donde estuviese establecida esta ley, como es na- 
tural, era superflua la actual, dado que no podían adquirir bienes raíces, y en caso de que 
los adquiriesen, en cada caso tendría que intervenir el Consejo Real para otorgar la licencia 
requerida, y exigiendo los derechos e impuestos que creyese convenientes. Cf. N. R., I, 5, 1/77 
19 y 20. 

LOD Carlos IV por Real decreto de 21 agosto 1795. N. R., I, 1, 18. à 

(102) Las leyes antes citadas son, como dijimos en la nota 10 del capítulo anterior, las que 
prohiben que bienes de realengo pasen al abadengo. En estas leyes vieron los legisladores de 
tos siglos xvii y xix la prohibición de poseer bienes raíces de legos, cuando en realidad son 
cosas muy diversas. No es mí intención estudiar aquí el progreso y desarrollo de la legislación 
española sobre bienes de realengo, abadengo, behetrías y bienes raíces; estudio que no carece 
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meró en hacerlo, aunque no resolvió nada, pues, como él mismo reconocía, 
era muy fácil al intentar resolver este asunto violar la libertad o inmuni- 
dad eclesiástica, suspendiendo el tratar de esta materia, “dejándola re- 
servada para tiempo en que pueda promoverse con mayores esperanzas de 
conseguir efecto” (103). 


43. Nada, pues, se hizo sobre este particular hasta que, casi un siglo 
después, el rey Carlos III (104) prohibió terminantemente la adquisición: 
de bienes raíces a la Iglesia, de suerte que no se podrían fundar en ade- 
lante nuevas capellanías colativas ni beneficios eclesiásticos 'sin que prece- 
diese una licencia especial del rey, la cual sólo se concedería “por causas 
urgentisimas de necesidad y de piedad, que envuelvan en sí notorio y con- 
siderable beneficio a la causa pública, que por otro medio no se espera 
lograr”, añadiendo que en tal caso dichos bienes, aunque pasasen.a ser 
bienes de primera fundación (105), quedarían sometidos a todos los im- 
puestos y tributos que pagasen llos legos (106). Estas, disposiciones fueron 
confirmadas por Carlos IV, quien estableció ya la ley definitiva y sin 
excepciones de que la Iglesia no podría adquirir bienes raíces o inmue- 
bles (107). : 

Con estas disposiciones, bien claro se ve cuán menguada y casi anula- 
da quedaba la facultad de los particulares de fundar nuevas capellanias, 
especialmente colativas. 


44. Empiezan las leyes desamortizadoras.—Finalmente vino la des- 
aparición total de las capellanias merelegas al suprimirse en España las 
vinculaciones perpetuas o mayorazgos, supresión que por ley especial de- 
claróse extendida también a las capellanías, y las colativas, más adelante, 
fueron incorporadas al crédito púbico; mas estas dos cuestiones perte- 
necen ya de lleno a una segunda parte de este estudio, que ya hemos tratado 


de dificultad y que pretendo llevar a cabo más adelante, cuando el tiempo y las circunstancias. 
me lo permitan. Mientras tanto, baste saber que de la simple lectura de varias de las referen- 
cias que en las leyes de que tratamos se encuentran, aparece que no se trata en dichas refe- 


rencias de bienes raíces, sino de bienes de realeng i / 
, 0. Cf. Ley del Estil n 2915 BLSSVIS d 
L, I, 2; N. R., 1, 5, 20, etc. : VOR isi) SA EN 


(103) Carlos II en 1677. R. IV, auto 4. n. 39 y 33. 
(104) Carlos III, por R. res. 10 mayo 1763. N. R., 5, 17. 


(105) A tenor del art. 8 del Concordato de 1737 y Lev d 
e Carlos IV. de 10 a = 
N. R.; T, 5, 16. Véase más arriba el n. 40. WE acr 


(106) Carlos HI por Res. a Cons. 19 agosto 1796, 20 juli 
Cámara de 25 julio 1775.. N. R., I, 5, 19, j Nt re Bilt es NUS OBRUO 


(107) Carlos IV por Res. a Cons. de 23 septiembre 1° d i 
de: $0 dielemibre 1797; N. R., I, 5, 90. p e 1796 y Ced. del cons: de Hacienda 
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en nuestro artículo sobre las Vicisitudes de la propiedad eclesiástica en Es- 
paña durante el siglo XIX (108). 


45. Conclusión.—He aquí el estado general de las capellanías al co- 
menzar el siglo xix: de tener un inmenso e incluso sobrado número de 
capellanías, ibamos a pasar al extremo opuesto y estábamos próximos a 
su completa desaparición. Todavía, no obstante, los primeros años del si- 
glo XIX encontraron en buen estado a las ‘capellanias; sólo a partir del 
año 1820 habia de comenzar una legislación cuyo intento primero y ma- 
nifiesto sería lla abolición de estas fundaciones, que tanto decía en pro: 
de la arraigada fe de nuestro pueblo y de tanto provecho eran para las al~ 
mas de los fundadores y pdra el bien de lla Iglesia en general. 
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Canónigo Doctoral y Provisor del Obispado de Málaga 


(108) REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 1 (1946), p. 383-424. 
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1. Crisis de autoridad y deformación de la conciencia social.—2. Re- 
saca de la guerra.—3. Parte que en esta responsabilidad corresponde 
al Estado mismo.—4. La parte que corresponde a los moralistas.—5. La 
teoría de las leyes meramente penales ha tenido ciertamente una in- 
fluencia en esta crisis, por su origen y finalidad.—6. Síntoma: cómo 
plantean el problema de la obligación en conciencia de las leyes ci- 
viles los autores clásicos y los actuales.—7. Extremos inadmisibles a 
que algunos moralistas modernos llevan la teoría de las leyes mera- 
mente penales.—8. Inconvenientes que los mismos defensores de la 
teoría señalan en su aplicación práctica.—9. Estas acusaciones recaen 
particularmente sobre el P. Suárez. a) Por su influjo decisivo en la 
tradición de la teoría.—10. b) Porque algunos autores ven en la teo- 
ría de las leyes meramente penales una consecuencia lógica y una con- 
firmación del funesto “voluntarismo jurídico" que le imputan.— 
11. Problemas objeto de este estudio: 1.” ¿Voluntarismo jurídico de 
Suárez por defender las leyes meramente penales?, y 2.” ¿Cohesión 
lógica de la teoría de las leyes meramente penales en el conjunto de 
su doctrina jurídica?—12. Interés científico.—13. Interés práctico en 
el momento presente. 


1. Hace ya bastantes años que en las Semanas Sociales de Toulouse 
una voz autorizada—el P. GILLET, O. P.—clamaba por la formación de 
una conciencia social entre los católicos (1); “... Pexpression de légale a 
perdu beaucoup de sa valeur morale”, decía el mismo autor en otra 
parte (2). 

Podríamos preguntarnos ahora, y no sin motivo, si acaso tiene todavía 
algún valor lo moral entre nosotros. 

Es innegable que la postura normal del ciudadano frente al Estado es 
de recelo y con harta frecuencia de hostilidad. El Estado ya no es el ser 


(1) GILLET, M. S, O. P., Semaines Sociales de France, Toulouse, 1921, pp. 141, 241, 248, 


352, 451. M 

(2) GILLET, Conscience chrétienne et justice sociale, editions de la “Revue des Jeunes”, 
Paris, 1922, pp. 452 ss. Véase también DuTHorr, E., La crisis de l'autorité. Les sympthomes. 
Les causes. La recherche des solutions, “Semaines Sociales de France”, Lyon, 1925, pp. 33-67. 
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de entelequia “que lo debe todo al ciudadano y al que nada se le debe”. Es 
el autor de unas leyes que, al menos, se pueden burlar. Con frecuencia se 
creerá un deber burlarlas y boicotearlas. Aun cuando el objeto de tales 
leyes lo constituyan la necesaria reglamentación y ordenamiento de las 
relaciones de los ciudadanos entre sí. Determinen y concreten deberes in- 
alienables de justicia social o conmutativa. “Son leyes del Estado...—se 
dice—; la conciencia aquí no tiene nada que ver. La ley y la conciencia son 
dos cosas totalmente distintas; en planos separados por un abismo.” Una 
cosa €s la Moral y otra—así se cree con frecuencia en la práctica—el De- 
recho. 


Dejemos a un lado la evidente confusión entre Estado y Gobierno, que 
representa a aquél, que se esconde en el fondo de tal mentalidad. El Es- 
tado no es el Gobierno. Sea éste el que sea, “se debe trabajar por la sus- 
titución de la fórmula estrecha de una conciencia individualista que no 
reconoce más que individuos..., por una conciencia individual y social a la 
vez que, con la mirada fija en el bien de todos, lo respete como a bien 
privado y sienta la Obligación de reparar el daño eventual que hubiera po- 
dido causarle” (3). 


La labor es apremiante. Todos reconocemos—a poco que se ahonde 
en la visión del estado actual del mundo—que en vez de ir a aquella sus- 
titución de la conciencia individualista con un sano sentido de responsa- 
bilidad social, en vez de adquirir la ley humana fuerza moral en la. con- 
ciencia, por otra parte quizá timorata y recta de los cristianos, se ha re- 
crudecido de un modo alarmante el individualismo frente a todo lo que 
pueda amenazar los intereses personales. Y, la zanja que separaba la Moral 
del Derecho se ha hecho todavía mucho más profunda. 


Asistimos a un fenómeno de deformación tal de la conciencia colectiva 
y privada, que ha de exigir a cuantos sientan la responsabilidad del deber 
o la vocación de acudir en su remedio, un esfuerzo titánico y prolon- 


gado (4). 


(3) GILLET, Conscience chrétienne et justice sociale, p. 452. 

(4) “Des qu'il s'agit des rapports avec la communauté sociale, notre opinión publique est 
entachée d'un laxisme inflniment regrettable, auquel n'échappent malheuresement pas les bons 
catholiques euxmémes. Cette situation frappe particulierement quiconque rentre au pays apres 
avoir séjourné quelque temps dans certains pays étrangers." LITT, F., Les lois dites purement 
pénales, en “Revue Ecclesiastique de Liége”, 30 (1938), p. 153. eer v 
i La Unión Internacional de Estudios Sociales, de Malinas, en la que tomaban parte mora- 
listas, sociólogos nada sospechosos de hostilidad hacia las leyes meramente penales, no se con- 
tentó con deplorar el hecho innegable de esta deformación de la conciencia y pérdida del 
sentido social de los católicos. El artículo 121 del Código Social (París, 1927) dice: “Les-lois. 
fiscales justes et justement appliquées obligent en conscience. L’effort des catholiques sociaux 
doit tendre a corriger l'opinion abusée en cette matière et a provoquer au nom. de la justice 
sociale, une loyale participation des gens de bien aux charges de PEtat”, p. 115. i s BA 
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2. Es evidente que a ello ha contribuido con eficacia máxima el pro- 
longado y casi ininterrumpido estado de guerra en todo lo que llevamos 
de siglo, 

De todas las consecuencias de las guerras y de las grandes sacudidas 
del Orden social, quizá las menos importantes sean las que llenan de es- 
combros las ciudades y de heridos y mutilados los hospitales... Son 
heridas éstas que no tardan en cicatrizar, por horribles que sean, en la 
carne doliente de la humanidad. 

Estas grandes conmociones en el curso de la Historia, al trastornar la 
economía, al destruir la paz, al encender las pasiones en individuos y co- 
lectividades, provocan una disminución en unos y en otras del sentido 
moral. 

La guerra, sin embargo, aun con influjo decisivo, no se puede consi- 
derar como causa adecuada y única del fenómeno de la deformación de la 
conciencia, particularmente frente a la ley y al Estado. 


3. Al Estado mismo incumbe parte de esta culpa. Con repercusión remo- 
ta, pero segurisima, con su legislación totalmente laica en muchas partes 
y en frecuentes ocasiones, difícilmente podía inspirar la sumisión reve- 
rencial a sus leyes, como sancionadas por el mismo Dios, según ha venido 
enseñando luminosamente la Teología católica, el Estado que intentaba 
borrar de la vida jurídica, del ambiente y de las mentes toda huella de 
Dios y de cristianismo. 

Y de-manera no menos eficaz, con una sobreabundancia de leyes, cargas 
e impuestos, cuya inspiración en el bien común era difícil adivinar muchas 
veces. Cuando no se descubría una abierta oposición con el mismo bien 
común. Intereses personales de inconfesable egoísmo han dictado ro pocas 
leyes y han inspirado no pocas trabas a la actividad e iniciativas personales 
de los ciudadanos (5). 

A la tendencia natural a defenderse de la intromisión del Estado, un 
exceso cualquiera bastará para dar pretexto a toda ocultación y a todo 
fraude. El medio más eficaz para inducir a la mentira en una declaración 
jurada es imponer para cosas menudas o de dudosa justicia muchas decla- 


raciones juradas. : 
¡Es tan fácil pasar de la justa defensa en el caso particular de una 
ordenación legal y equitativa a la pasividad y hasta a la hostilidad y al 


(5) MAÑARICÚA, A. E., La obligatoriedad de la ley penal en Alfonso de Castro, en REVISTA 
ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 4 (1949), p. 57. : > 
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deseo de revancha respecto al conjunto legislativo que forman las relació- 
nes entre el Estado y el ciudadano! 


Es fácil cuando el opresor es un individuo, persona física concreta, y lo 
es mucho más cuando es algo anónimo, impalpable, que sólo por los medios 
técnicos con que debe procurar el cumplimiento de sus leyes puede y llega 
a hacerse odioso. Si a esto se añade que con alguna frecuencia se le puede 
o se le debe positivamente resistir en sus mandatos... DE 


Las funciones del Estado no tienen más razón de ser que la salva- 
guarda del bien común para la consecución de la finalidad individual en la 
comunidad civil. Aun el Estado más justo y mejor inspirado tendrá que 
enfrentar no pocas veces el bien comün al bien privado. Provocará una 
colisión entre los intereses de la comunidad y los personales de sus ciuda- 
danos. Debe esperarse, por tanto, que el egoísmo, con tan hondas raíces 
en la humana naturaleza, tienda siempre a ver un atropello de sus propios 
derechos, olvidando los propios deberes con !a sociedad, de la que forma 
parte y que le salvaguarda, aun en leyes fundamentalmente justas. 


Pero es fácil suponer lo que sucede cuando la misma autoridad se 
encarga de dar la razón a esta tendencia y poner en sus manos el arma 


potente de las leyes claramente injustas, de cargas excesivas o trabas total- 
mente injustificadas. 


La crisis de autoridad que vivimos, con su definitiva desvinculación del 
orden jurídico respecto al orden moral, es el fruto de un largo proceso 
histórico. 

A las causas apuntadas se les podrían añadir, sin duda, otras más, que, 


según los autores, serán juzgadas de más o menos decisiva influercia que 
aquélla. 


4. “Les moralistes y ont une. certaine responsabilité” (6). Moralista 
y sociólogo a su vez, el P. GILLET no podía lanzar esta acusación desde un 
principio-sin la sordina de un cierto eufemismo. Pero, prosiguiendo en su 
lectura, se llega a la conclusión de que no es una cierta responsabilidad, sino 


una casi totalidad de responsabilidad la que hace recaer en este punto sobre 
los moralistas católicos. i 


Su ataque a la teoría de las leyes llamadas puramente penales ( que no 
obligan en conciencia al acto que mandan, pero sí a la pena que imponen 
en el caso de omisión del acto mandado) es decidido, colocado siempre en 


(6) GILET, Conscience chrétienne et justice sociale, p. 141. 
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el punto de vista de las fatales consecuencias para la sociedad y para la 
formación de la conciencia ciudadana (7). 

Los moralistas se habrían encargado, según él, de practicar en el muro 
de las leyes una pequeña hendidura. El público, con mentalidad simplista 
y utilitaria, se encarga de hacer la brecha para que su conciencia pueda 
pasar entera y tranquilamente por ella. “Pas vu, pas pris”: es la fórmula 
vulgar ante todas las leyes del Estado. La teoría de las leyes meramente 
penales, admitida casi unánimemente por los moralistas católicos, consa- 
gra el reino del individualismo y la desaparición del sentido social (8). 


La acusación es todavía más dura y más firme en la pluma del bene- 
mérito jurista de la Universidad de Nancy, ingresado posteriormente en 
la Orden Dominicana, GEORGES RENARD (9). 

Dirige su ataque cerrado desde distintos puntos de vista. 


“Copiosamente explotada por rencores políticos, la teoría de las leyes 
meramente penales—dice—ha alimentado pérfidas campañas de opinión 
pública; ha servido de pretexto para alegar el derecho de defensa legíti- 
ma del Estado (10); sirve de asilo a la evasión ante el deber cívico, de 
refugio al fraude y, sobre todo, de excusa a los ocultamientos fiscales; en 
nuestros días particularmente se ofrece como medio preciso contra lo que 
se ha dado en llamar pomposamente "la revolución social por la legisla- 
cion fiscal...” (£1): 


¿No habrá que llegar a enumerar la teoría de las leyes meramente 
penales—se pregunta RENARD—entre los orígenes lejanos e indirectos de 
la teoría kantiana sobre la separación absoluta del Derecho v la Mo- 
fal? (12): 

Cierto que el mismo autor trata de buscar una explicación histórico- 
psicológica al éxito de la teoría a su juicio tan malhadada y, por tanto, una 


(7) “... ce sont eux (los moralistas) qui, longtemps aprés Saint Thomas et pour raisons 
cue je n'ai pas à rappeler ici, ont introduit en théologic ': fameuse distinction entre la loi 
morale et la loi penale. Restreinte d'abord à certaines lois, cette distinction a été peu à peu éten- 
due a presque toutes les lois par le public, qui y trovait son intérét. La plupart des citoyens, 
méme parmi les catholiques, s'imaginent aujourd'hui que les lois civiles ou humaines, surtout 
si elles sont édictées par un gouvernement qui n'a pas leur faveur, n'obligent pas en cons- 
cience, mais que l'on s'expose seulement à des peines en leur désobeissant. Si l'on ne tient 
pas compte de cette mentelité déplorable...” GILLET, Conscience chrétienne et justice so- 
ciale, p. 141. . e 

(8) GILLET, Conscience chrétienne et justice sociale, pp. 453 s. y 

(9) RENARD, G., La théorie des leges mere poenales, París, 1929. Las principales publica- 
ciones de G. RENARD, en las que de paso, aunque frecuentemente, alude a la teoría de las 
leyes meramente penales, son: La théorie de UInstitution, París, 1930; Le Droit, l'Ordre et la 
Raison, Paris, 1927; La valeur de la loi, Paris, 1928; Thomisme el Droit social, en “Revue des 
Sciences Philosophiques et Theologiques”, 23 (1934), pp. 40-81. 

(10) RENARD, La théorie..., p. 73. 

(11) RENARD, La théorie..., p. 7. 

(12) RENARD, La théorie..., pp. 15 y 74. 
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justificación para los moralistas que la han patrocinado, que la han difun- 
dido y le han prestado la firmeza de sus argumentos y de su autoridad. 
“La concebían—dice—como un medio de combate en tiempo de las Mo- 
narquías absolutas contra la tesis romanista de la omnipotencia de la auto- 
ridad civil. Y se la concibió como arma de combate el pasado siglo, contra 
la separación kantiana del Derecho y la Moral. Algo así como un argu- 
mento ad hominem que colocaba al teólogo em el mismo terreno de los 
adversarios. Si lo que el Príncipe quiere es ley, y la Moral nada tiene que 
ver con el Derecho, no peca el súbdito que desobedece a una ley que la 
autoridad quiere no obligue en conciencia... 


Por dos veces en la historia de las ideas políticas tuvo esta teoria de 
los moralistas la significación utilitaria de una brecha en la doctrina auto- 
ritaria de una soberanía irresponsable... Puede ser éste un nuevo título 
a las circunstancias atenuantes para los errores, de los que no está exenta, 
y para los servicios que ha prestado a causas menos recomendables” (13) 


5. ¿Es justa una apreciación tan severa sobre las consecuencias de la 
teoría de las leyes meramente penales ? 

“Ai posteri Parduo giudizio". ¿En los lamentables efectos que pal- 
pamos ha influído de modo tan decisivo una teoría de los moralistas, in- 
ventada no precisamente ayer, ni anteayer? Sistemáticamente expuesta y 
abiertamente defendida desde el siglo xv1, ¿sólo en nuestros tiempos y por 
su exclusiva influencia habría producido los frutos deplorables que en ger- 
men contenía? 


No obstante, alguna causalidad parece que debe admitirse. El proceso 
histórico, esbozado por RENARD y que el jesuita Brispors acepta plena- 
mente y confirma, el tránsito fácil de la legítima desobediencia a una ley 
civil injusta en un caso determinado a la desobediencia casi sistemática 
y a la resistencia pasiva a toda legislación civil, resultan, atentamente con- 
siderados, algo más que verosímiles. j 

"Se comprende fácilmente—dice BrisBors—que ciertos mcralistas, 
más preocupados de la práctica que de la teoría y demasiado inclinados a 
no ver en el Estado más que a un enemigo y en el orden social una fuerza 
fácilmente tiránica, no hayan dudado demasiado en dar este pasc. Nacida 
ae la práctica la concepción de la ley meramente penal, ha buscado inme- 
diatamente su racionalización” (14). Por eso cree justificada la posición 


(13) RENARD, La théorie..., p. 15. 


(14) BRISBOIS, E., S. J., A propos des lois pur « : de 
gique”, 65 (1938), pp. 1.072-74. purement pénales, en “Nouvelle Revue Théolo- 
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de RÉNARD, para quien “el concepto de la ley meramente penal implica una 
verdadera herejía filosófica, suponiendo entre la Moral y el Derecho una 
solución de continuidad que no puede menos de perjúdicar a una y 
otro” (15). 


6. Es sintomático el modo de proponer la cuestión de la obligatorie- 
dad de las leyes humanas en los moralistas y juristas católicos en el trans- 
curso de los siglos de vida de la teoría de las leyes meramente penales. 

Los autores clásicos—padres de la teoría—se preguntaban si podía ' 
haber alguna ley que no obligase en conciencia (16). 

Los actuales podrían preguntarse en sus tratados más o menos casuísti- 
cos si hay alguna ley civil que obligue en conciencia... (17). 

Aquéllos partían del principio inconcuso de que toda autoridad viene 
de Dios y que toda ley justa obliga en conciencia. Y encontraban una 
como atenuación a la rigurosidad aparente del principio, admitiendo la 
posibilidad y el hecho de las leyes humanas que no ligaran moralmente 
a los súbditos. 

Estos—los que admiten las leyes meramente penales y los que las com- 
baten—deben partir del hecho actual del descrédito de toda legislación 
civil y de la mentalidad común de un orden jurídico totalmente separado 
del orden moral..., y esforzarse en demostrar no sólo los principios a los 
que han sido fieles la totalidad de los moralistas y juristas católicos, sino 
el hecho de la obligación moral de algunas leyes civiles... 


7, Hay mas: sin negar que las leyes civiles puedan obligar y algunas 
obliguen en conciencia, algunos moralistas, quizá no del todo inconsecuen- 
tes con los’ principios comunes de la teoría de las leyes meramente penales, 
van más adelante: la obligación de tales leyes es sola y exclusivamente de 
carácter jurídico: no atan la conciencia en nada y para nada. Son normas 
jurídicas y jurídica es la culpa que nace de su infracción (18). 

Sólo falta un criterio un poco liberal para considerar penales la mayor 
parte o todas las leyes civiles, y se ha consumado el divorcio absoluto del 


(15) BnisBors, l. c., p. 1.072. da | 
-(16) Véanse, por ejemplo: ENRIQUE DE GANTE, Quodlibeta (2 vols.), Venetiis, 1613; Quodli- 
betum 3, quaestio 22; ALFONSO DE CASTRO, O. M., De potestate legis poenalis (2 vols.), Lug- 
duni; 1554, v. 1, caput 4; SUÁREZ, S: J., De legibus (tomos V y VI de la edición Vivés), Pa- 
ris, 1876, liber 5, c. 4, en el que se propone la cuestión: “An possint dari leges humanae 
nam obligantes.” 
ee ee er mor P. IA Cu. Mey Fe, -Cursusmbrevior Theologiae Moralis, I, Madrid, 1945, 
número 357. “De facto dantur leges civiles quae obligant in conscientia”, es la tesis que se 
propone demostrar, después de probada la posibilidad de que obliguen en conciencia las leyes 


civiles (n. 356). t £^ SN 
(18) : Cf. VERMEERSCH, A., S. J., Theologia Moralis, I, Romae, 1933, nn. 172-3. i 
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orden jurídico y del orden moral... ¡Aunque siga siendo incontrovertible 
que el legislador humano pueda dar leyes que obliguen en conciencia! (19) 

El orden jurídico, según estos autores, debe bastarse a sí mismo y a una 
infracción en este plano debe corresponder una sanción en el mismo plano, 
no en otro superior, como sería la obligación moral a la pena. Son dis- 
posiciones legales infra-racionales (como las reglas de los religiosos que 
se citan también como leyes meramente penales, lo son supra-racionales), 
de cuya infracción no puede derivarse, en modo alguno, una culpa moral. 

Porque la obligación de procurar el bien común incumbe a la autoridad 
legal. A ella incumbe la elección de medidas técnicas, coercitivas... Cons- 
tituyen un orden jurídico que da derecho a castigar a los transgresores (20). 


Con razón pueden alarmarse juristas y teólogos ante las consecuencias 
inevitables de semejantes conclusiones, por otra parte no totalmente faltas 
de lógica (21). Más bien parece el resultado final de un proceso largo, y 
tímido al principio por devota fidelidad a la tradición, de una teoría cuya 
estructura no resiste los embates actuales y el peso que lógicamente debería 
soportar. Cuando se estudia a fondo en su estado actual, apenas se puede 
evitar la impresión de estar ante un andamiaje endeble, sosteniendo una 
aparatosa construcción, pero cuyas apariencias de firmeza no pueden im- 
pedir el derrumbamiento inminente. 


8. Siendo esto así, no deben admirarnos lo más mínimo los hechos si- 
guientes, extraordinariamente significativos: 


a) La teoría de las leyes meramente penales nació en intima conexión 
con las Reglas de los religiosos. Tan intima que, comúnmente, se ha venido 
afirmando hasta ahora que fueron éstas las que le dieron origen. Casi todo 
el peso de la tradición en favor de la teoría de las leyes meramente penales 
gravita sobre la afirmación de esta otra proposición: “Como las Reglas 


i E pol P. VERMEERSCH aplica este criterio de la responsabilidad estrictamente jurídica a 
vd Lcd ente reconocidas por meramente penales y a la mayor parte de las pre- 
cep ivas. Gt ENECHEA, N., S. J., afirma que otros lo extienden a toda la legislación civil (Prin- 
cipia Turis Politici, 11, Romae, 1939, n. 250). 


(90) s 3 s z 
QUA a E ta a yo probleme des lois purement pénales, en “Nouvelle Revue 
(21) €... De ahí a la completa anarquía no media ni media pulgada, ni siquiera sería viable 
poniendo a cada uno un policía, porque como en semejante suposición las mismas leyes de 
policía no obligarían sino a sufrir la sanción, si ésta llegase a imponerse, flgürese la segu- 
ridad del cumplimiento de las mismas..." SOTILLO, L. R., S. J., La obligatoriedad de las leyes 
civiles en conciencia, en REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 1 (1946), Pp. 686 s. Véase 
también: Lrrr, Les lois dites purement pénales, en “Revue Ecclésiastique de Liége” 30 (1938) 
páginas 153 s.; VAN OBERDEKE, P., O. P., sin embargo, no aprecia este peligro en la teoría de 
las leyes puramente penales mientras se mantenga firme el principio de su obligación en con- 
ciencia @ algo (al acto o a la pena), aun aceptando la “culpa jurídica” proveniente de la in- 


fracción de las leyes meramente penales. Cf. De relati i i iuridi 
E y 5 "CIS atione inter ordinem iurid 
en "Ephemerides Theologicae Lovanienses", 11 (1934), pp. 289-346. | S ae CHUA i 
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de los religiosos son leyes meramente penales, que no obligan en conciencia 
al acto que mandan, pero sí a la pena que imponen, también algunas leyes 
civiles pueden ser consideradas como tales.” 

No obstante esto y aun sin negar la teoría en sí, lo que ya se niega ahora 
valientemente, en contra de las máximas autoridades y de toda una tra- 
dición que lo sostienen, es que sean leyes meramente penales las Reglas de 
los religiosos (22). 

b) No ha faltado moralista que previendo en la misma teoría que 
defendía las fatales consecuencias que podían deducirse en la práctica, ha 
querido poner un remedio (!) a las mismas. Después de enumerar entre las 
leyes que, probablemente, son meramente penales, las que se refieren al 
contrabando, tributos indirectos, aduanas, fielatos, etc., advierte que no es 
convemente hablar de esto públicamente a los fieles. Está muy expuesto 
quien falte a estas leyes, sobre todo si es habitualmente, a herir derechos 
de tercero, a dar escándalo y hasta a faltar a la caridad consigo mismo 
por el deber de hacerlas cumplir hasta por la violencia que incumbe al en- 
cargado de velar por el cumplimiento de las mismas (23). ` 


c) No son pedagógicas..., viene a decir un director espiritual del 
Colegio de Propaganda Fide de Roma, las leyes meramente penales apli- 
cadas a los Reglamentos de Colegios y Seminarios, aunque lo sean las 
Constituciones de los religiosos. Destruyen la sinceridad, base de la for- 
mación, y fomentan la vigilancia policíaca; impiden la visión de fe...; 
obligarán grave o levemente, pero no debe cabernos la menor duda que 
tales reglamentos obligan a los alumnos en conciencia. Pero las leyes me- 
ramente penales pueden existir y existen (24). 

¿No equivalen estos hechos a una confesión más o menos explícita 
y clara, en labios de los mismos propugnadores de la teoría, o de la inepti- 
tud práctica de la misma o de que no eran totalmente infundadas y aprio- 
rísticas las acusaciones de los que la impugnan, al creerla apta para la 
deletérea deformación de la conciencia frente a la autoridad humana le- 


gítima y frente a la ley? 


9. Ahora bien: 1) Por la representación e influencia del teólogo- 
moralista-jurista español FRANCISCO DE SUÁREZ, en toda la Filosofía del 
Derecho, y particularmente en este capítulo de las leyes meramente pena- 


f 


i E 

99) Toda la cuestión amplia y eruditamente tratada podrá verse en MAZON, C., 5. 

eee de los Religiosos. Su obligación y naturaleza jurídica, Roma, 1940; propugna la tesis: 
“Las reglas de los religiosos no son leyes puramente penales”, en el €. 3, pp. 291 Ss. 

(23) MERKELBACH, B. H., O. P., Summa Theologiae Moralis, I, París, 1931, n. 987. n 

(24) CANESTRI, A., De lege canonica mere poenali, en *Apollinaris", 3 (1930), pp. 318-322 
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les; y 2) Por la imputación nominal que sobre él hacen recaer los prin- 
cipales autores que las impugnan en uno o en otro sentido, viene a ser 
Suárez el blanco de estas acusaciones. Reconociendo su buena fe y su 
intención sanísima, no le consideran libre de culpa por su papel decisivo 
en la concepción, solidificación y difusión de una doctrina de frutos tan 
amargos y deplorables. 

1) Suárez ha sido llamado “hombre de encrucijada” (25). Su misión 
en la Historia y la proyección definitiva de su mente en los problemas 
complicados del espíritu y de la vida le han hecho acreedor a este excep- 
cional calificativo. Si no se le puede aplicar.en toda su exactitud en este 
punto concreto de su doctrina jurídica, pues existen antes de él propugna- 
dores de las leyes meramente penales, lo que sí puede afirmarse es que su 
influencia fué de las más decisivas para consagrarlas definitivamente entre 
los teólogos y juristas católicos. 

El monumento aere perennius de su tratado “De Legibus", "trabajo 
inmenso que bastaría él solo para llenar la vida de un escritor ordinario. 
suma o enciclopedia metódica del Derecho, le acredita como una de las 
inteligencias más robustas que actúan en la historia del Derecho natu- 
ral” (26). El influjo de su autoridad y de su doctrina le acreditan tam- 
bién en este punto como hombre de encrucijada. 

Mazon lo reconoce así y lo prueba amp'iamente, refiriéndose solamente 
a la tesis que considera a las Reglas de los religiosos como leyes mera 
mente penales. Con la misma o mayor razón se puede sostener refirién- 
donos al conjunto de toda la teoría, considerado su desarrollo histórico y la 
íntima vinculación que entre sí guardan ambas proposiciones en los teó- 
logos, a partir de ENRIQUE DE GANTE (+ 1293) hasta nuestros días (vy 

Si reconocen esta influencia de hombre de encrucijada los autores que 
siguen a SUÁREZ en la defensa de la teoría de las leyes meramente penales, 
implícita, aunque no menos claramente, la confiesan los que para impug- 
narlas tenen casi exclusivamente ante los ojos los argumentos del gran 
Jurista granadino (28). 


vu ARBOLEYA, E. G., F. Suárez, Granada, 1946, p. 6. 
À (26) FRANCK, A; Les publicistes du XVII siècle, citado por SCORRAILLE, R., S. J., El P. Fran- 
cisco EZ trad. esp. de HERNÁNDEZ, Po ends val Barcelona; 1917, v. 9 p. 148 

(27) “Los esfuerzos de Suárez para defender que las Reglas son verdaderas leyes no fue- 
ron inútiles. Gracias a ellos cambia casi por completo el rumbo de la discusión y ahora son 
va mayoría los que deflenden la tesis del Doctor Eximio. Y es tal el influjo de Suárez en este 
punto, que para muchos es ya como axiomático que las Reglas son leyes meramente penales; 
asientan esto como un principio...” Unos le citan, “otros no hacen sino repetir alguna de las 
razones que ha dado Suárez, y no son pocos los que no aducen más prueba que «el testimonio 
del Doctor Eximio...", MAZÓN, Las Reglas de los Religiosos, pp. 286 s. Se verá más adelante 


con Claridad cómo puede hacerse un argument 8 
C l o paralelo a éste para demostr 
toda la tradición posterior de las leyes meramente penales. i A 


(28) Cf, PEINADOR, Cursus brevior Theologiae Moralis, nn. 368, 371 
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2) Pero, además, SuÁrez es tenido por algunos autores como Padre 
del voluntarismo jurídico. Postura doctrinal ante la fuente de la obliga- 
toriedad de la ley, que le pondría, según estos autores, enfrente de SANTO 
Tomás y de la escuela genuinamente tomista. Según ellos, para SUÁREZ 
la razón última de la obligación de la ley esta en la voluntad del legisla- 
dor, mientras que para Santo Tomás y la escuela tomista, en la relación 
estrecha de la ley, que se supone justa, con el bien común. Base subjetiva 
aquélla; base objetiva, ésta. Nadie ignora, afirman, que SUAREZ definió la 
ley como acto de la voluntad del legislador. Y es interminable la enume- 
ración de las perniciosas consecuencias prácticas que de este error funda- 
mental derivan estos autores (29). 

Como era de suponer, no han caído en el vacio acusaciones de tanta 
envergadura en contra de SUÁREZ (30), y quizá podría darse por cerrado 
el debate ante la claridad y contundencia de fas razones en pro del objeti- 
vismo o idealismo, como quieren otros, de la concepción suareziana de la 
ley del más rancio abolengo tomista, de no terciar un elemento del que 
no se hace mención en estos ültimos estudios. Este elemento son precisa- 
mente las leyes meramente penales. 


(ngo 


t^ 


10. “La teoría de las leyes meramente penales es la expresión más 
osada de toda una concepción del acto jurídico fundamentalmente equivo- 
cada” (31). Semejante teoría, según RENARD, sólo es posible en el marco 
ideológico del voluntarismo jurídico; es decir, es posib'e mientras la obli- 
gación, efecto primario de la ley, dependa de la voluntad del legislador. 
Si la raíz última de la obligación de la ley fuese su intrínseca ordenación 
al bien común, no habría posibilidad de que el autor de la ley quisiese 
no obligar al acto que la ley determina y sí sólo a la pena o coacción de 


aquel acto. 


(29) Son los principales: DELOS, J. T., O. P., La societé internatiomelle et les principes de 
Droit Public, París, 1939, €. 6, pp. 226-283, en el que se puede encontrar abundante biblio - 
erafía sobre esta cuestión; IDEM, en “Bulletin Thomiste”, 3 (1929-30), pp. 491-406 (crítica del 
hbro de RowMEN, H., Die Staatslehre des Franz Suarez, S. J.); BESATDE, TH., O. P., Bulletin de 
Philosophie Sociale, en “Revue des Sciences Philosophiques et Theologiques”, 20 (1931), págl- 
nas 147-165; LACHANCE, L., O. P., Le concept de Droit selon Aristote et Saint Thomas, Montreal- 
Paris, 1933, pp. 396 S.; RENARD, D., La théorie des leges mere poenales, pp. 33, 48, 59» €103 

'(30) Han defendido à Suárez de la acusación de “voluntarista” y de “padre del volunta- 
rismo juridico" de Ios tiempos modernos, principalmente, JoMBART, E., S. J., Le voluntarisme 
de la loi d'apres Suárez, en *Nouvelle Revue Theologique", 59 (1932), pp. 38-44; BLIC, J. DE, Sad 
Le voluntarisme juridique chez Suárez, en “Revue de Phisolophie" (1930), pp. 913-930, y más 
recientemente, ESTEBAN ROMERO, A. A., Pbro., La concepción suareziana de la ley, tesis doctoral 
presentada en la Facultad Teológica de la Pontificia Universidad Gregoriana de Roma, Sevi- 


Na, 1944. 
(31) RENARD, La théorie..., pp. 33, 46, 48, etc. eee 
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Y como representante principalisimo y propugnador acérrimo de las le- 
yes meramente penales, SUÁREZ es, por este nuevo título, proclamado repre- 
sentante máximo—Padre—del voluntarismo jurídico. Junto a RENARD, al- 
gunos otros autores, según veremos oportunamente, han creido que no 
tiene cabida más que en una teoría voluntarista y subjetivista de la Ley 
y del Derecho. El Poder público pasa a ser formalmete “le pouvoir d'une 
vouloir” (32). ( 

Más o menos abiertamente oponen a esta concepción suareziana la con- 
cepción de Santo TomAs y de su escuela, cuyas fuentes objetivas de la 
fuerza moral en las leyes morales cierren el paso a toda arbitraria inter- 
vención del legislador para quitar o poner la obligación en conciencia al 
promulgar una ley. 


II. La teoría de las leyes meramente penales, causa de una profun- 
disima y lamentable crisis de la autoridad y de una no menos deplorable 
deformación de la conciencia cívica; SuÁREz—eminente jurista, filósofo, 
cofundador del Derecho de gentes—, defensor acérrimo de la teoría de las 
leyes meramente penales, y, por este motivo, padre de un supuesto “vo- 
luntarismo jurídico”, que permite a la voluntad de un Principe toda ar- 
bitrariedad en la confección de sus leyes; SUÁREZ, antitomista en punto 
tan vital y estratégico para la Filosofía del Derecho y la concepción política 
y social como el de la definición misma de la ley. 

Todo esto plantea una serie abundante de problemas, todos ellos inte- 
resantes y vitalisimos, en torno de una teoría todavía hoy común entre los 
moralistas católicos y en torno del eminente jesuíta español SUÁREZ, cuya 
figura y cuya resonancia agiganta con su paso e! tiempo. Problemas para 
el teólogo y el historiador, para el sociólogo y el director de conciencias, 
para el gobernante y el filósofo del Derecho; problemas para el simp'e 
hombre de la calle, súbdito de una autoridad que con sus leyes puede 
ligar ante Dios su conciencia cristiana. 

Descuellan entre todos ellos dos de sumo interés científico, por una 
parte, y no sin repercusión en el terreno de la práctica. Intimamente liga- 
dos entre sí. 

I. ¿Es voluntarista SUÁREZ por defender la teoria de las leyes me. 
ramente penales? ¿Viene a confirmar esta teoría el voluntarismo jurídico 
que se deduce lógicamente—dicen—de su definición de la ley? 

2." Si hay que aceptar algún voluntarismo en SUÁREZ por propugnar 
las leyes meramente penales, ¿las propugna lógicamente como consecuen- 


(32) DELOS, J. T., O, P.,Coniptes-rendues, en “Bulletin Thomiste”, 3 (1929-1930), p. 493, 
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cia de toda su doctrina jurídica o menos lógicamente respecto a este su 
conjunto doctrinal? (33). 

En otras palabras, las acusaciones en contra de SUÁREZ, jurista y teó- 
logo, en bloque, son de excesiva importancia para no ser tomadas en con- 
sideración y hasta para no ser puestas en tela de juicio. Y si no es cien- 
tífico acusar sin causa suficiente a un autor o a una doctrina, tampoco sería 
científica la defensa que de ellos se hiciera con afirmaciones ditirámbicas 
sin descender al análisis y a la crítica de aquellas acusaciones, rechazando, 
sólo por rechazar, todo lo que los adversarios afirman. 

Al proponernos estas dos cuestiones como objetivo de nuestro trabajo 
se desmenuza aquella requisitoria contra SUÁREZ, negando decididamente 
lo que en realidad de verdad debe negarse y aceptando para SUÁREZ lo 
que a nuestro parecer, sinceramente, se debe aceptar. 

La respuesta a la primera cuestión mostrará qué queda de las acusa- 
ciones—las de mayor trascendencia doctrinal—sobre el concepto equivo- 
cado antitomista que SUÁREZ ofrece de la ley y del Derecho, al demos- 
trar que la teoría de las leyes meramente penales que acepta y defiende 
no supone ni confirma el “voluntarismo jurídico” que se le atribuye. 

La respuesta a la segunda será un paso más: su concepción jurídica 
no sólo no exige el tener que admitir y defender la teoría de las leyes 
meramente penales, sino que lógicamente parece rechazarla, aunque SUÁREZ 
realmente las admite. 

Sea el que haya sido el influjo de SUÁREZ, los defensores de la teoría 
de las leyes meramente penales forman una tradición quizá no tan una- 
nime y universal como se cree, pero tradición al fin. 

Si la teoría de las leyes meramente penales ha tenio un influjo per- 
nicioso en la formación de las conciencias, hay que demostrarlo eliminando. 
otras causas históricas y probando la influencia efectiva de elementos doc- 
trinales que intrínsecamente aquélla contenga. 

Por esto, las acusaciones sobre las consecuencias perniciosas—una vez 
comprobadas—que la teoría de las leyes meramente penales haya podido 
tener en el transcurso de los tiempos: 


(33) El tema, refiriéndolo en general a la teoría de las leyes meramente penales en $1, 
ha sido tratado brevemente por VAN HOVE, A., De legibus ecclesiasticis, I, Romae, 1930, tells 
páginas 156 y s., y por KISELSTEIN, G., La repercussion de la loi civile dans la conscience, en 
“Revue Ecclésiastique de Liége”, 25 (1933-34), pp. 82-95. Pero dejan intacta, como oportunas 
mente podremos subrayar, la raíz de la dificultad, como los demás autores que se limitan 4 
afirmar que la teoría de las leyes meramente penales nada tiene que ver con el vounta emi 
Of., por ejemplo, LITT, F, Les lois dites purement pénales, en “Revue Ecclésiastique de Liége”, 


30 (1938), p. 141. 
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d) Pueden, con la misma o parecida razón con que se lanzan contra 
Suárzz, lanzarse contra todos y cada uno de los autores que las admiten 
y las propugnan. 

b) No debe echarse al olvido la aplicación personal que de la teoría 
haya hecho el mismo SUÁREZ. 

Pero si la teoría de las leyes meramente penales se presta, por una 
parte, por su imprecisión y peculiar estructura, a ampliaciones indefinidas 
v aplicaciones laxistas, y por otra tampocó parece sólido todo su armazón 
doctrinal, segün los mismos principios jurídicos de SUÁREZ, comunes a 
toda la escolástica, rechácese la teoría en hora buena y tiéndase a su sus. 
titución por otra que no ofrezca aquellos inconvenientes, pero no se haga 
ni a un autor ni a dicha teoría exclusivamente culpables de estados de cosas 
que reconocen una mültiple causalidad y un proceso no tan simplista como 
a veces se da a entender. 

Parece inevitable, deciamos, deber admitir una cierta relación entre e! 
hecho actual que lamentamos, aun entre los buenos católicos, y la teoria 
de las leyes meramente penales. Lo que no puede admitirse sin más prue- 
bas es el influjo hasta ser la causa ünica y el hacer objeto de estas acusa- 
ciones a un solo autor. 


12. El interés científico que entrañan una y otra cuestión estriba: 

q) En el estudio crítico que inevitablemente se nos impone de la doc- 
trina jurídica de Francisco SUÁREZ en relación con la doctrina común 
escolástica: la obligación efecto de la ley; causa próxima y remota de la 
obligación moral de las leyes humanas. 

b) En la precisión de términos con que se debe estudiar (en autor 
tan fecundo y a veces difuso como SUÁREZ y en los demás autores, los 
predecesores suyos, principalmente) teoría tan imprecisa en la mayor parte 
de ellos y tan discutida hoy como la teoría de las leyes meramente penales. 

c) En los elementos de juicio que ambas cuestiones ofrecen para juz- 
gar serena e imparcialmente el *voluntarismo jurídico" imputado a SUÁREZ 

Será una humilde aportación que viene a añadirse a los valiosos estu- | 


dios y trabajos científicos que a lo largo del IV Centenario de su naci- 
miento han visto la luz pública en España. 


13. El interés práctico de las dos cuestiones, objeto del presente es- 
tudio, se refiere a [a necesaria revisión de la teoría de las leyes mera- 
mente penales y a la contribución que a esta revisión pueda aportar el en- 
sayo de crítica que de la misma haremos en SUÁREZ. l 
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Para la crítica de esta teoría hay dos puntos de vista, dos enfoques 
distintos, que constituyen otros tantos problemas de vital interés. 

Uno, eminentemente practicista: sea lo que sea de la cuestión teórica 
(¿Pueden darse leyes meramente penales?"), en la práctica no se dan: 
a) Porque los criterios que se ofrecen para reconocerlas y determinar cuá- 
les son meramente penales son totalmente ineptos (34); y b) porque la teo- 
ría es inútil, al no servir para lo que fué concebida, y perjudicial, al pres- 
tarse a un total divorcio del orden jurídico y del orden moral. 

A los autores que enfocan así el problema incumbe, en consecuencia, la 
otra labor positiva, interesantísima, que consiste en dar explicación y so- 
lución al hecho de tantas ordenaciones de la autoridad civil, distinguiendo 
claramente por criterios de base objetiva cuáles son realmente leyes (por 
tanto, con Obligación en conciencia) y cuáles pueden y deben considerarse 
como normas de policía, que se refieren mas bien a los agentes de la auto- 
ridad para ayudar a los ciudadanos a la observancia de aquellas normas (35). 

Este es el punto de vista que no entra en la finalidad del presente tra- 
bajo. Pertenece a los moralistas, juristas y sociólogos que desde su punto de 
vista práctico quieran aportar su esfuerzo en esta labor de recuperación y 
formación del sentido social, aclarando conceptos y afianzando y aplicando 
a los tiempos presentes los principios perennes de la Teología y Filosofía 
cristianas del Derecho. 


(34) Este es el punto de vista de los notables artículos del P. ULPIANO LÓPEZ, S, J., Theoria 
legis mere poenalis et hodiernae leges civiles, en “Periodica de re morali, canonica, liturgica", 
27 (1938), pp. 203-216; 29 (1940), pp. 23-33. A este autor hay que considerar sin duda, pese 
a la excesiva modestia de sus artículos en “Periodica”, como el promotor de la creciente co- 
rrlente actual hacia una revisión de los principios de la moral católica, básicos para una eflcaz 
deontología civica y política. El mismo criterio práctico guía a Litt, F., Les lois dites purement 
pénales, en “Revue Ecclésiastique de Liége”, 30 (1938), pp. 141-156 y 359-379. 

(35) Cf. López, Theoria legis mere poenalis et hodiernae leges civiles, en “Periodica...” 
27 (1938), pp. 215-6, y GiLLET, La conscience chrélienne..., p. 435. Alguien podría objetar que 
prácticamente se va a una sustitución de nombres, quedando en pie la misma realidad: orde- 
naciones de la autoridad civil que no obligan en conciencia, llámense como se llamen. Sin pre- 
juzgar desde este momento la cuestión ni pretender dirimirla, observaremos, no obstante: 
1.9 Aunque laxismo y rigorismo pueden fácilmente compaginarse lo mismo con la teoría de las 
leyes meramente penales que con la tesis de los moralistas que de ellas prescinden, es evidente 
que por su misma naturaleza, la teoría de las leyes meramente penales se presta a una lenta 
y fácil relajación de los criterios morales frente a la autoridad y a la ley (cf. Lirr, Les lois 
dites. purement pénales, en "Revue Ecclésiastique de Liége", 30 (1938), p. T4151 IS Des 
tender ofrecer los criterios que en la práetica deben ayudarnos a distinguir las leves que no 
obligan en conciencia al acto objeto de la ley y los que entrafían esta obligación moral, los 
moralistas defensores de las leyes meramente penales vienen a recaer en el objetivismo que 
por sistema se excluye de aquella teoría, al decir que son tales las que da como tales el le- 
gislador. Ahora bien, como el legislador, en nuestros días por lo menos, en lo que menos 
piensa al dar una ley es en si quiere obligar o no con ellas en conciencia a sus súbditos, no 
queda más camino para averiguar (?) aquella intención—jque realmente no tiene !—que la re- 
lación más o menos estrecha que la materia de la ley guarde con el bien común. Es decir, 
hay que acudir al fundamento objetivo, que sin este rodeo de la teoría de las leyes mera- 
mente penales buscan los moralistas que las impugnan y tienden a sw suplantación. Como de 
ve, por tanto, sin fundamento suficiente se afirmaría que se trata de una discusión puramen e 


verbal. 
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Otro punto de vista, teórico en sí, pero íntimamente ligado con el an- 
terior, es éste: ¿Pueden existir leyes meramente penales? ¿No son una 
herejía filosófica, una contradicción en sí mismas? Así plantean la cues- 
tión, entre los autores modernos, PEINADOR (36), RENARD (37), LINSEN- 
MANN (38), Brispots (39), KocH (40), VAGNER (41), Asprazu (42), ARRO- 
yo (43), y entre los clásicos, ARAGÓN (44), SAN BELARMINO (45), SATRO (46), 
CONCINA (47). 


A esto equivale, concretándolo en SUÁREZ, el segundo punto del pre- 
sente trabajo. Equivale, porque dudamos pueda presentarse autor más re- 
presentativo y de más decisivo influjo en este punto que el gran jurista de 
Granada. Lo que pueda decirse de la teoría de las leyes meramente pe- 
nales en SUÁREZ se podrá aplicar casi enteramente a la misma teoría en 


general, por lo menos en lo que se refiere a los principios básicos de la 
misma. 


Si son eficaces y convincentes las razones que prueben la inconsis- 
tencia lógica de esta teoría, el interés práctico de nuestro trabajo consis- 
tira en aumentar la convicción de que puede y debe ser sustituida por 
una construcción doctrinal clara, sólida, que cierre el paso a tanta eva- 
siva fraudulenta de la ley cuando aquélla resulta no sólo prácticamente 
inepta, sino hasta teóricamente endeble. 


Y el P. SUÁREZ, que no procuraba otra cosa en todos sus trabajos, 
sin retroceder ante ninguna dificultad, que conocer y hacer conocer la 
verdad, y que no deseaba buscasen otra cosa los que leyesen sus obras, 


(36) PEINADOR, Cursus brevior Theologiae Moralis, I, n. 369: “Thesis: Leges pure poenales, 
quocumque intelligantur sensu, intrinsece repugnant." 

(37) RENARD, La théorie des leges mere poenales (cf. nota 9). 

(38) LINSENMANN, F. X., Lehrbuch der Moraltheologie, Freiburg, 1878, n. 169. 

i (39) Brispots, E., S. J, A propos des lois purement pénales, en “Nouvelle Revue Theolo- 
gique", 65 (1938), p. 1.073: “Dés lors, si on veut rester fldéle aux principes rationels qui sont 
à. la base de la morale, il faut conclure qu'une loi purement pénale n'est pas possible." 

(40) KocH, A., Zur den Lehre von den sog. Pónalgesetzen, en “Theologische Quartalschrift, 
82 (1900), p. 231. El mismo autor, sin embargo, presenta una tesis algo más mitigada en 
Lehrbuch der Moraltheologie, Freiburg, 1910, pp. 74-75. 


V rod F., Die sittlichen Grundsätze Bezüglich der Stenrpflicht, Regensburg, 1906, 
página 52. 
(42) ASPIAZU, J., S. J., Moral profesional católica, Madrid, 1941 i 
"s , , Fol , , pp. 29-31 (admite la posi- 
Dad vies leyes meramente penales en Los precios abusivos ante la moral, Madrid, 1941, 
página ó 
(43) ARROYO, B., Obligación de las leyes civiles, en “Ilustración del Clero", 35 (1949) 
páginas 10-15. ! 
(44) ARAGON, P. DE, O 
(45) BELARMINO, San 
ade ASC DEODATO: 


(46) SAYRUS, G., O. 5. B., Clavis regia sacerdotis ad Ccsus conscientiae. 


Car) MGONCINA, Do (©, P? Theologia christiana dogmati : ES : 
! 3 , ‘ ( co-moralis, De Iure »walura gen- 
Ue As De NS lO ^ : B OL EE MS 


ae As De Iustitia et iure, Venetiis, 1541, q. 62, a. 3. 
R, 8. J, De controversiis Christianae Fidei, Mediolani, 1721, t. 2, 
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tomará también como un homenaje a su memoria este trabajo llevado a 
cabo sobre una minima parte de su ingente labor científica. 

Siguiendo las huellas del teólogo “eximio y piadoso”, quisiéramos 
poder estampar con la verdad con que él las estampó en el proemio del 
Tratado “De Religione” (48) estas palabras: “Hic semper fuit meorum 
laborum scopus, ut Deus ab hominibus et cognoscatur magis, et arden- 
tius sanctiusque colatur.” 


co e 


(48) Suárez, De Religione, Ed. Vivés, v. 13, Proemium, p. 1. 
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CAPITULO PRIMERO 


DOCTRINA DE SUAREZ SOBRE LAS LEYES MERAMENTE 
PENALES 


SUMARIO 


1. El tratado “De Legibus" del P. Suárez.—2. División de las leyes 
humanas y ley meramente penal “condicional”.—3. Ley meramente 
penal *disyuntiva".—4. El legislador puede hacer leyes meramente pe- 
nales: no repugna al concepto y esencia de la ley.—5. No son además 
contra la justieia.—6. De hecho se dan leves que se tienen por me- 
ramente penales.—7. Aunque sea cuestión de nombre, pruébase que 
pueden llamarse “leyes”.—S. Obligación a la pena de las leyes mera- 
mente penales.—9. Criterios para discernirlas.—10. Extensión que del 
concepto de ley meramente penal hace Suárez; algunas de las que cree 
meramente penales o morales y penales a la vez.—11. El argumento 
de la autoridad en pro de la teoría de las leyes meramente penales 
segün el P. Suárez. 


I. Al inaugurarse el curso académico en la Universidad de Coimbra, 
el año 1601, el P. FRANCISCO SUÁREZ empezaba a dictar sus lecciones so- 
bre las leyes. El Rector de aquella Universidad había conseguido, a fuer- 
za de ruegos, enfocar la mente privilegiada del insigne teólogo granadino 
sobre la ciencia del Derecho (1). 

Diez años más tarde, abril de 1611, siendo ya Profesor de Prima, en 
la misma Coimbra, comunica el P. SUÁREZ al P. Juan FERRER, Rector 
Gel Colegio de Barceolna, que está preparando su obra sobre las leyes, 
estando ya en imprenta su primer volumen (2). 

Así nació esta Obra gigantesca, que abarca todos los aspectos de la 
ciencia jurídica. Es Filosofía del Derecho y es Casuística práctica, es un 


tratado teológico y obra de jurisconsulto, fundamento del Derecho inter- 
nacional y manual práctico de confesores. 


(1) UGARTE DE ERCILLA, E., S. J., El P. Suárez y el Trata x k 
BE ran z Y atado De Legibus, en “Razón y Fe”, 


(2) ¡SCORRATLEE, BH. de, S. J., 


El P. Francisco Suárez, trad. Her - 
NAPO n ernández, P., II, Barcelo 
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SUAREZ Y LAS LEYES MERAMENTE PENALES 


Una parte no despreciable del Tratado “De Legibus” es el objeto 
del presente estudio. Aunque en otras de sus obras se encuentran refe- 
rencias frecuentes a la doctrina jurídica, en este Tratado desarrolla am- 
pliamente su pensamiento acerca de las leyes meramente penales que que- 
remos sintetizar y sistematizar en este capítulo (3). 


2. Tomando la obligación moral como criterio en la distinción de 
leyes, éstas pueden ser: 

Ley moral: la que obliga en conciencia, sin añadir pena alguna. 

Ley penal mixta: moral y penal a la vez, que encierra virtualmente 
dos preceptos: uno, el de hacer o evitar tal acto; otro, el de sufrir la pena 
si aquello no se cumple. 

Ley meramente penal: la que no contiene más que un precepto casi 
hipotético de sufrir tal penalidad o molestia si no se cumple esto o aque- 
llo, aunque no se imponga la obligación de realizar el acto, del que de- 
pende tal condición (4). 

La ley meramente penal no impera algo de modo absoluto, sino bajo 
la condición de que no se haya cumplido el acto que primariamente cons- 
tituye la intención del legislador (5). 

La obligación moral afecta, por tanto, solamente a la pena, “cuasi 
pena” o molestia por la que se pretende hacer cumplir la ley (6). 

Puede compararse perfectamente con la obligación que en un voto pu- 
ramente penal surge, de verificarse la condición a que la pena se somete. 
Quien con voto se obliga a dar una limosna, si vuelve a jugar otra vez, 
no se obliga propiamente con voto a no jugar. De hecho, si juega no 
peca contra el voto. Pecaría si, habiendo jugado, no diera la limosna que 
con voto se obligó a dar (7). 

Sucede lo mismo con la proposición condicional. No se afirma de modo 
absoluto la verdad de ningún miembro; se afirma la ilación; es decir, si 
se cumple la condicional antepuesta (8). 


(3) Citamos, de no advertir otra cosa, la Edición Vivés, Paris, 1856, en la que los diez 
libros del Tratado De Legibus ocupan los tomos 5 y 6. 

(4) Lex pure moralis... “est illa quae obligat in conscientia, ef poenam mon adjicit", 
De Legibus, tomo 5, libro 5, capítulo 4, n. 2. 

«Mixta vero dicitur, quae simul moralis est et poenalis, et duo praecepta virtute includit, 
unum; faciendi vel vitandi talem actum; alium, sustinendi talem poenam si id non faciat” (ib.). 

“Lex autem pure poenalis dicitur, quae solum habet unum praeceptum. quasi hypothe- 
ticum sustinendi talem poenam, vel incommodum, si hoc vel illud fiat, etiamsi de actu substrato 
tali conditioni praeceptum non imponatur” (ib.). 

(IAS 10:892, di. 6. 

(IS CTO 17,785 I Os: Ce AS NA 

(e E TES 11:76, .8 cy. 10; 1. 5, c. 4, n. 8. Cf. también Tratado De virtute et statu 
retigionis, tomo 14, edic. Vivés, Tract. 6 De voto, 1..1, c. 3, nn. 3, 7 y 10: 


(8) De Legibus, l. 3, C. DE is tse 


— 521 — 


ANGEL MORTA FIGULS 


3. Puede concebirse también la fuerza moral de las leyes meramente 
penales—ya que viene a ser lo mismo, dice SUAREZ—como una obligación 
en conciencia a la disyuntiva que presenta: o hacer lo que manda (acto 
“primo intentus") o pagar—o sufrir, según los casos—la pena que im- 


pone (9). 

Tiene razón de ley respecto a su conjunto (10). Por esto la pena en 
estas leyes meramente penales no tiene carácter estricto de pena riguro- 
samente hablando, sino como de parte de un precepto disyuntivo..., o es 
una pena tal que sólo requiere una culpa civil (11). 


4. Siendo algo intrínseco a toda verdadera ley el obligar en concien- 
cia (12), lo es también a la ley humana que merezca este nombre (13). 
;Puede darse, por tanto, una ley que no obligue en conciencia ? 


(9) *... potest (legislator) hanc vel illam materiam, aut determinate, aut disjunctim, aut 
absolute, aut sub conditione praecipere... Quando ergo dicitur intendere non obligare in 
conscientia, sed ad puram poenam, hoc intelligitur respectu actus immediate praecepli vel 
prohibiti; tamen eo ipso talis actus non est adaequata materia ilius legis, sed vel hoc dis- 
junetum, aut facere tale opus, aut sustinere, vel exequi talem poenam, vel (et in idem redit) 
est lex conditionata solvendi talem poenam, si hoc flat, et tunc a toto disjuncto non exclu- 
aitur obligatio in: conscientia", 1. 3, c. 27, n. 3. 

(AO Ue: 299 mmis 

(11) L. 5, c. 19, n. 4: “Nam vel illa (poena) non est rigurosa poena, sed veluti pars dis- 
junctivi praecepti.., vel est talis poena quae solum requirit culpam: juridicam." Pueden verse 
además los textos siguientes: 1. 4, c. 14, n. 7; l. 9, e. 22m. 14; 4.5, c. 4, n. 9, 1 5, e« 13, n. 14. 

MAZÓN (Las reglas de los religiosos, p. 948, nota 28) recoge una idea bastante difundida 
entre los autores. (Cf. VERMEERSCH, Theologia Moralis, I, n. 172; GOENECHEA, Principia Iuris 
politici, IT, p. 58, quien después de citar los autores que conciben como disyuntivas las 
leyes meramente penales, añade: “Ast plures generatim antiqui doctores, post Suarez, non 
sic legem poenalem concipiunt.") “El concepto que de las leyes meramente penales—dice 
MAZÓN—se tuvo desde que se comenzó a hablar de ellas, (es) bien distinto del que prevaleció 
en el siglo pasado. Para los autores antiguos el legislador, al dictar una ley meramente penal, 
intentaba principalmente. que se cumpliese lo prescrito en aquella ley, y para conseguir su 
fin añadía una sanción penal, que no tenía otro objeto que dar eficacia a la parte dispositiva 
de la ley. Para una gran parte de los autores del siglo xrx, la ley puramente penal no signi- 
flea sino que al legislador le es indiferente que se cumpla lo preceptuado o que se pague la 
pena, de suerte que se deja a elección de los súbditos, o cumplir la ley o someterse a la 
sanción impuesta.” (Cita a BOUQUILLON y à D'ANNIBALE.) En nuestros días prevalece el concepto 
antiguo y tradicional. 

No de forma tan absoluta como 10 afirma MAzÓN de los autores del siglo xix, pero de que 
SUAREZ, junto a la forma condicional, admitía también—légica o ilógicamente—la forma dis- 
yuntiva, no hay, a nuestro parecer, lugar a duda. Para demostrar que no hay injusticia en 
una pena, que no es propiamente tal, afirma que el príncipe, si quiere, puede no permitir 
un acto sino mediante tal carga impuesta (De virtute et statu religionis, t. 16, De obliga- 
tione religiosorum, 1. 1, c. 9, n.. 5). Por lo que a Suárez se refiere, sólo impropiamente se 
puede hablar de “concepto antiguo y tradicional”, contraponiéndolo a la forma disyuntiva de 
la ley meramente penal. 2 

Así lo interpretan también Layman, P., S. J. (+ 1625), Theologia Moralis, Venetiis, 1719, 1. 1, 
d a tad cen Ue. recientemente RANWEZ, E., Sur la notion de loi purement pé- 

E : amurcenses", 19 (1 - 7 i i 
pénales, en “Revue Ecclesiastique de o ae! Me en a. P hes 
nali, Torino, 1948, p. 19. y PTA po d Ir 


(12) El capítulo 14 del 1. 1.2 está destinado a probar que la igaci 
adecuado de la ley. I q obligación moral es efecto 


(13) Que la ley civil puede obligar, y de hecho obliga, en concienci s 
capitulos 11 y 12 del l. 3. ga, en conciencia, lo prueba en los 
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Prescindiendo de la ley fundada en la presunción, cuando ésta no se 
verifica—ya que en este caso, y en la medida en que no se verifique, tam- 
poco Obligará y dejará de ser ley (14)—, la discusión se entabla en torno 
de las leyes meramente penales. 

Según el Doctor Eximio, hay aquí una doble cuestión: real la una: 
¿puede haber ordenaciones de un superior que no obliguen en conciencia ?; 
y puramente verbal la otra: si se dan, ¿pueden llamarse propiamente le- 
yes? (15). 

Las pruebas que aduce para probar la cuestión real o de fondo (“pue- 
den darse”), son las siguientes: 


I. Pueden darse leyes meramente penales: 

a) No repugnan a la razón o concepto recto de ley. 
b) No son contra justicia. 

a) No repugnan al concepto de ley. j 

Es cierto que la obligación es un efecto intrinseco y adecuado del he- 
cho jurídico, de modo que pudiendo el legislador hacer o no una ley, 
no puede impedir que obligue una vez ha legislado (16); pero el modo de 
la obligación, como su cantidad (grave o leve), depende de la intención 
del que hace la ley (17), de tal suerte que así como puede mandar sólo 
bajo pecado venial, aun cuando la materia de la ley sea en sí grave, 
puede hacer que esta obligación moral recaiga no en el acto, que princi- 
palmente se intenta, sino o en la pena, en caso que aquél no se cumpla, 
o disyuntivamente sobre el acto o sobre la pena. 

Ambos modos de obligar caen bajo su potestad (18); como está en la 
libre determinación del que hace un voto el obligarse de esta o de esta 
otra manera (19). 

Tampoco repugna por parte de la obligación esencialmente requerida 
por el concepto de ley. 

En cualquiera de las modalidades en que se la quiera concebir, como 
ley condicional o disyuntiva, hay obligación suficiente. para salvar este 
efecto intrínseco que posee toda verdadera ley. Siempre se resuelve en 
alguna obligación moral, la que afecta a la pena en caso de incumplimiento 
del acto primario, o también, indistintamente, o al acto o a la pena (20). 

Es un cierto modo de obligación (obligación en un sentido amplio) 


V1 T3 6199; m. 3. 

(05091363, 50:092, 1,9: 

(LOANS 10-422) D. 2: 

(13710029, mn. y 6; 1. 9, 6545 ms 3: 

(18). L. 5,0, & n. 3. 
(LIA ete, m. 8. Cir. además 1. 3, c. 27, n. 1%. 

(HO) Meee Bh Os CR, aval, Oy. LT VE yy CSA Jio ee 
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ésta con que el legislador puede coaccionar y presionar al súbdito al cum- 
plimiento de un precepto suyo (21). Aduce en confirmación de su tesis el 
ejemplo ya indicado del voto, haciendo notar en el tratado “De Virtute 
et statu religionis" (22) una diferencia que los distingue. En la ley or- 
dinariamente no surge la obligación a la pena mientras no la imponga el 
Juez, mientras que en el voto, que no se apoya en la fuerza coactiva, surge 
de la misma ley natural en conformidad con las exigencias de la materia 
del mismo. 


5. b) Las leyes meramente penales mo son contra justicia. 


Quien está exento de culpa, afirma SuAREz repetidas veces, en todo 
rigor está excusado de la pena, aunque inferida por el Derecho mismo. 
Hablamos de pena propiamente dicha (23). 

En este caso de las leyes meramente penales se trata no de una pena 
propiamente dicha, sino de una “cuasi pena" o coacción. Para merecer'a 
basta una causa justa, aunque no haya culpa. Podría llamársele “cierta culpa 
civil" suficiente para una.pena humana, leve (24). No tiene aquí la pena, 
como de ordinario sucede, carácter de vindicativa (25). 


6. IL Se dan de hecho leyes que sean meramente penales. | 

Líámeselas como se las:quiera llamar, el hecho es que existen leyes 
sin obligación en conciencia al acto inmediato que ordenan. A pesar de 
ser, a juicio de SUÁREZ, una cuestión puramente verbal, él averigua si son 
o no son leyes, argumenta ampliamente para demostrar que existen y que 
llenan perfectamente las exigencias de la definición de ley. 

Hecho de las leyes meramente penales. 

No sólo se da innegablemente este hecho en el uso de las constitucio- 
nes de muchas Ordenes religiosas (26), sino que en muchas leyes civiles 


prse - 
TE wap es eee ua poenalis disjunctivae) late obligat in conscientia ad talem 
v OMIM A we A m on otosi muchos lugares expresa SuArez la misma idea en formas 
o OIR PR AIA 3: “potest nolle obligare in conscientia, sed tantum alio modo 
A pies S r ie e E l. 3, IL IDA DEA possit aliquo modo inducere vel obligare 
l qua alia necessitate”; 1. 5, c. 4, n. 4: “ad rationem legis satis est, quod inducat neces- 
sitatem sive ad culpam, sive ad poenam”; 1. 5, c. 4, n. 6: Puede convenir “hoc tantum mod 
cogere ad actum alias convenientem communitati”. | ts p 
m^ s Tease e er eee une 18 14, tract. 6 de. voto, 152 4 ec. 4,7 me 16: 
M now z al e B CL tampien oro AS O IA UN 93 670015 
A TO 99 » pid. aus ic i 
od pc MI de n 197 Haec... causa, licet non sit eulpa apud Deum, tamen apud hu- 
| i ran atem, quatenus pars discordat a toto, saltem in exteriori seu civili obser 
Me culpa civilis, seu humana, ac proinde sufficiens ad levem poenam 
x A i E D: rn E NS n. 10). Es a modo de coacción para hacer obedecer a una 
Ñ 7 9 TL. 9, C-.0). GUIDA Civil o legal (1. 5, 6. 42, m. 4). “Poena late sumpta, requirit cul- 


pun eliam lato modo, scilicet civilem, seu in 3 3 - 
3 i 3 eo, fon , à A 
necessaria culpa in foro Dei” (Ll 5, c. 19, n. 3) oro in quo imponitur poena, esto non. sit 


(25) SUIT, 0:04 TIS. 
(26) L. 8, e» 22,1. 5. 
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puede suceder lo mismo. Son las leyes que no preceptúan algo de modo 
absoluto, sino bajo condición (27). | 

Las Reglas de los religiosos son verdaderas leyes, como emanadas 
de quien tiene potestad de jurisdicción, y no es injusta la pena porque 
puede considerarse como el precio de un permiso que el soberano no con- 
cede sino con aquella condición o carga (28). 

Por consiguiente, concluye SUÁREZ, de hecho se dan estas leyes me- 
ramente penales. i 

De modo parecido a como aconseja la prudencia en los Estatutos de 
los religiosos, mandar de esta forma y no con mayor severidad, puede 
aconsejarlo en la legislación civil el buen sentido para evitar peligros a 
las almas (29). 


7. ¿Pueden llamarse leyes? 

Si las Reglas de los religiosos son leyes, siendo meramente penales, 
no hay por qué dudar de que no lo sean también estas leyes civiles mera- 
mente penales. Lo son unas y otras, porque la obligación nace de la ju- 
risdicción y de ésta proceden ambas (30). 

Si las Reglas de los religiosos no fuesen leyes, arguye, serían meros 
consejos, ya que no se da entre ambos término medio (31). 

En las Ordenes religiosas—y lo mismo puede aplicarse a cualquier 
Comunidad o República—se supone un pacto virtualmente contenido en 
el voto de obediencia y en la profesión de aceptar tales penas si fuese 
sorprendido en la infracción de las Reglas. Puesto este pacto por la po- 
testad de jurisdicción, puede emplear el Superior esta forma de mandato 
e imponer semejante obligación, sin sombra siquiera de injusticia, en una 


pena sin culpa (32). 

(27) “Idem contingere potest sine dubio in multis legibus civilibus seu politicis, quae 
non absolute aliquid praecipiunt, sed quasi sub conditione statuunt, ut qui hoc fecerit solvat 
hanc vel illam poenam”? (1. 3, c. 92, n. 6); “... in legibus humanis, pure poenalis censetur 
illa quae poenam imponit fugienti de carcere, seindenti ligna de sylva communi, etc." (l. 5, 
e. 4, n. 7). A pesar de la unanimidad de las ediciones del Tratado de Legibus que hemos 
podido ver, creemos un “lapsus calami" el “regionibus” por "religionibus" en el texto de 
I. 3, c. 22, n. 3. En el transcurso de la obra no presenta Suárez una ley civil en que declare 
el legislador no querer obligar en conciencia, al paso que repite incesantemente el hecho de 
las Constituciones de los religiosos como argumento de la existencia de leyes meramente pe- 
nales: *tum etiam quia ita videmus observari in multis regionibus (religionibus) in quibus 
verae leges, seu statuta feruntur, et in eis declaratur non obligare ad culpam sed ad poenam”. 

(28) De virtute- et statu religionis, t. 16, ed. Vivés, De obligatione religiosorum, l. 1, 
comu» hic modus necessitatis non involvit repugnantiam, nec excedit humanam 
iurisdictionem, quia multo maior est necessitas sub obligatione ad culpam, et quia prin- 
ceps potest non permittere aliquem actum, nisi cum tali onere.” 

(29) De legibus, l. 5, C. 4, n. 6. 

OD Cd ad. 4, -y De obligatione religiosorum, 1. 1, c. 2, n. 1. 

(31) De Legibus, 1. 3, c. 22, n. 7. q y 

(32) “In quibus (communitatibus religiosorum) supponitur virtuale pactum in voto 
obedientiae et professione inclusum, acceptandi talem poenam, si jn hac vel ila regulae 
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8. Obligación a la pena en las leyes meramente penales. 

La pena a que vincula la conciencia del infractor una ley meramente 
penal puede ser latae o ferendae sententiae, Puede estar promulgada la 
ley con tal rigor que por el solo hecho de haber infringido el acto, objeto 
del primer miembro, surja la obligación de someterse a la pena (33). En sí 
no repugna, ya que cae plenamente bajo la potestad humana, si no en 
todas las penas, en alguna por lo menos (34). 

Prácticamente en las leyes civiles no existen leyes meramente penales 
que obliguen en conciencia antes de la sentencia del Juez (35). 

En las Constituciones de los PP. Dominicos la Regla que excluye la 
obligación en conciencia es universal. Siguiendo al Cardenal ToMAs DE 
Vío, CAYETANO, SUÁREZ sostiene que en este caso queda excluída toda 
obligación a la pena hasta que el Superior la imponga. 

En los posibles modos de ser impuesta será siempre ferendae. senten- 
tiae, Con estas diferencias: si la pena es determinada por la misma ley 
o regla y el Superior no la inflige, no hay mayor obligación a aplicarse 
la pena que a no faltar al precepto. Si, por el contrario, lo que la ley 
hace es dar al Superior derecho a que la señale e imponga, la obligación 
se ajustará a la forma de este segundo precepto. A su vez puede ser 
también de dos maneras: es una pena que debe ejecutar el mismo trans- 
gresor, o debe simplemente sufrirla, y en este caso ni de este precepto 
ulterior se dará obligación directa en conciencia como no sea la de no 
resistir por la violencia al que la inflige. 

Esquemáticamente (cuando hay una Regla general declarando unas le- 
yes como meramente penales): 


“latae sententiae” 
determinada en la ley m. penal: si no se 


Pena (su- inflige, ninguna obligación en conciencia. 
pues- 

tarla 1n- | “ferendae sententiae? <- . Pe PENS 
fracción) no determinada: gación a ejecutarla. 
derecho al Sup , bli 

para imponerla. A SUI SA DEMO 

gación a no resistir. 

transgressione, quis comprehendatur...; quod extendi etiam potest ad quamcumque com- 


munitatem, seu rempublicam, quia inter eam et singula membra eius intercedit, vel saltem 
supponitur talis conventio ad civilem unionem in uno corpore; ila tamen supposita, ex vi 
potestatis iurisdictionis, sequi potest talis modus imperandi et imponendi talem obligationem, 
„quia per se est justus et utilis communitati” (1. 5, c. 4, n. 6); 

(33) Cf., sobre todo, De voto, t. 14, 1. 4, c. 4, n. 16, y De Legibus, l. 5, c. 4, n. 4; 1. 3, 
(ic OPE mg TE ERR ET Cao Terie in y 


(34) cf. QI del 1. 5: "Utrum lex humana possit obligare in conscientia ad poenam ante. 
condemnationem judicis.” En los siguientes c. 6 y 7 explica ampliamente cómo poder deter- 
minar cuándo son de una u otra índole. 


(35) De voto, t. 14, l. 4, €. 4, n. 16. 
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Si el caso se diere, podría aplicarse a una legislación civil, como puede 
aplicarse evidentemente a cuantas reglas contengan esta declaración. Sien- 
do universal la exclusión, no deben buscarse excepciones y es suficiente 
esta Obligación, dice Suárez, saliendo al encuentro de una duda que se 
ocurre fácilmente; porque se funda “radicaliter” en la Regla. Ella hace 
que aquella penalidad, a modo de suplicio o vindicación, sea materia de 
obediencia justamente impuesta (36). 


9. Criterios para discernir las leyes meramente penales. 

Son leyes meramente penales las que el legislador quiere que sean 
tales, 

Esta es la mente de SUÁREZ. Esta es su concepción de ley meramente 
penal, porque /a que es verdadera ley, por su maturaleza, produce este 
efecto (obligación en conciencia) si no es excluído (37), y sólo puede este 
efecto natural, intrínseco, esencial de la ley, ser impedido por, la voluntad 
del legislador, que por razones de buen gobierno no quiera que la ley por 
él promulgada lo produzca. 

Toda la dificultad radica en la averiguación de esta intención en el 
autor de la ley: “Supuesta la necesidad de la intención, preguntamos cómo 
se conocerá y por dónde nos constará que la intención del legislador fué 
imponer un solo precepto hipotético”, y no un precepto moral con su san- 
ción correspondiente (38). 

a) La primera y más segura norma sería la declaración expresa del 
legislador hecha para una ley particular o por medio de una norma ge- 
neral, o también podría constar de tal interición por tradición o por cos- 
tumbre (39). 

b) La forma de la ley. 

Si las palabras de una ley que contiene una pena no declaran con 
suficiente claridad el precepto que propiamente obligaría al acto, debe pre- 
sumirse la intención del legislador de dar una ley meramente penal. 


(36) “... regula tunc facit ut illa poenalitas per modum supplicii et vindicationis sit ma- 

teria obedientiae juste impositae... Et ita obligatio in conscientia, quae ibi intervenire potest, 
radicaliter fundatur in regula, et in declaratione ejus? (De obligationibus religiosorum, l. 1, 
EO LIS 423). 
y To D a. L 3, c. 27, n. 1. El principio invocado para probar el carácter de. verda- 
dera ley y los efectos de obligación moral euando son dadas por un legislador inflel o que 
no piensa siquiera en la fuerza de obligar de sus propias leyes, tiene, por su universalidad, 
perfecta aplicación a nuestro Caso. qe 

Giaatambien 05, 0. 4, 129, donde declara depender de tal manera de la intención del 
legislador el que sea ley meramente penal o no, que es cuestión independiente de la que 
concede al principe facultad para obligar levemente, aun cuando sea grave la materia. 

(38) “Supposita ergo necessitate intentionis, inquirimus quomodo cognoscatur, et ange 
' constabit, intentionem principis fuisse, unum tantum praeceptum hypotheticum imponere , 
E Xe PR Sue. potest in aliqua republica... introduci, et illa erit optima inter- 


pres cujuscumque legis talis communitatis" (ib.). 
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Es decir, cuando ni las palabras son preceptivas, ni por la materia, 
circunstancias o la naturaleza de la pema pueda deducirse un precepto vir- 
tual, incluído en la prescripción penal, no consta suficientemente de la 
intención de obligar en el legislador. Lo mismo cabe suponer cuando las 
palabras suenan a condicional: “Si alguno fuera sorprendido sacando trigo 
del reino..., pierda aquel trigo o el doble.” A esta norma que toma de 
CASTRO, SUÁREZ no pone más limitación que la de una ley, cuya pena, 
gravísima, supone culpa ya de por sí (excomunión), pues en este caso 
es clara la intención del príncipe aunque suenen a condicional las palabras 
con que está formulada (40). 

c) La gravedad de la materia. 

Debe ser tenida ésta en cuenta, aunque las palabras de la ley o la 
pena y demás circunstancias no indicaran la intención de obligar en con- 
ciencia. Es de suponer que el legislador quiere ajustarse a las exigencias 
del bien común. Así, si la materia de la ley se refiere a las buenas cos- 
tumbres del reino, cohibir los vicios o a los medios necesarios para con- 
seguirlo, para la paz, para evitar graves inconvenientes a la sociedad, hay 
eran fundamento para presumir que se da la ley con la intención de 
obligar en conciencia, aunque por su forma literal pudiera parecer otra 
cosa (41). 


10. Extensión de las leyes meramente penales. 


Es interesante para reflejar fielmente la concepción y uso que de las 
leyes meramente penales propugna SUÁREZ conocer no sólo sus criterios 
para discernirlas, sino a qué leyes extendía esta presunción de la inten- 
ción del legislador. i 

A lo largo de su obra pone ejemplos de leyes que considera mera- 
mente penales o morales, dando los motivos de tal parecer. 


Considera meramente penales: 
a) Las Reglas de los religiosos que así lo establecen. 


b) Las leyes condicionales (42) o disyuntivas dadas como meramente 
penales por el legislador. 


c) Alguna ley irritante (43). | 


(40). -L. 5, C. £, nn. 9 y 10: 
(a) L. 5, c. 4 nn. 14. y, 19. 


(42) Por su forma y la costumbre que las tiene por tales, serían meramente penales las 


leyes dd ES T Pesca de no Contar leña en los bosques comunales, de no sacar algo determi- 
nado fuera del reino; etc., que ‘sunt multo minoris momenti (que los tributos) ordinarie 
loquendo et extra causas gravis necessitatis regni”, l. 5, c. 13, n. 12. 


7 E M irritationem inducunt in odium alterius transgressionis seu culpae”, l. 5, 
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d) Las que dan forma a los contratos (44). 

No considera como leyes meramente penales (de las que se podria 
dudar, o alguien opina lo contrario): 

a) La mayor parte de las leyes irritantes (45). 

b) La ley permisiva o que concede un privilegio privado (46). 

c) Lás leyes tributarias. No son penales ni meramente penales (47). 

d) Las leyes de la milicia (48). 

e) Las que tasan el precio de las cosas (40). 

f) Las que fijan jornales y sueldos de los soldados (50). 

g) Las que prescriben cierta formalidad para efectos legales (51). 


II. La vastísima erudición del P. SUÁREZ no podía prescindir del 
argumento de la autoridad en favor de su doctrina sobre las leyes mera- 
mente penales. A lo largo del desarrollo de las cuestiones cita con mucha 
frecuencia en pro o en contra de sus argumentos, aplicaciones, dificultades, 
a varios autores. Podríamos sistematizar así la visión que de ellos nos da 
SUÁREZ en torno de las leyes meramente penales: 


A) Adversarios 


a) Niegan la posibilidad de la ley humana sin obligación proporcio- 
nada a la materia de la tey: 

SILVESTRE PRIEIRAS, Summa, v. Inobedientia. 

Soto, Liber de Iustitia, quaestio 6, ats. 3. 

Esetio, Expositio decalogi, praeceptum 4, cap. 36, quien consecuen- 
temente parece afirmar que las Reglas de los religiosos no pueden obligar 
a la pena sin obligar a la culpa. 

A éstos hay que añadir a cuantos indistintamente niegan que la obli- 
gación en su calidad y cantidad pueda ser distinta de la que en sí lleva la 


materia de la ley (52). 


(CEL 3, c4 92, m. 9. 
G5) SL. 5, C. 19. 


(ACI. Cs 22, n.- 9. 
(47) El tributo “continet veluti justum stipendium, seu subsidium reddendum regibus 


ad sustentanda onera muneris sui", l. 5, C. 19, n. 7. Dedica a esta importante materia seis 
interesantísimos capítulos del 1. 5 (del 19 al 18). La causa, cantidad, duración de los tribu- 
tos están determinadas por su relación con el bien común, 1. 5, c. 15, n. 3: 


(AS ETC. 13, I 7. i 
(49) La ley humana en esta materia señala y determina el “medium virtutis”, en este 


caso, de justicia conmutativa, a la que hay que someterse; l5 EE Y 
(50) Ibid. | 


(DID Ce, Oly D. 9. s ‘ 
(Gove ies NCMO ml. AS Las referencias de estos autores se transcriben aqui literalmente 


de las citas de SUÁREZ. 
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b) Niegan la posibilidad de una ley penal sin culpa previa: 

SILVESTRE. 

ARMILLA, v. Lex; mas no parece hablar en consecuencia. 

Soro, que mas que en la sustancia, difiere en el modo de hablar si se 
lee con atención. ; 

SILVESTRE cita a STO. Tomás. 

BELARMINO, quien al parecer se aviene a la misma opinión, Liber 3 
de laicis, cap. 11, probat 6 (53). ; 

c) Rechazan, además, la distinción entre leyes morales, penales y 
mixtas : 

NAVARRO, como novedad. 


SILVESTRE y ARMILLA, como pueril, verbal e inútil (54). 


B) Fautores de las leyes meramente penales 


a) Admiten el hecho de ordenansas o estatutos que no obliguen en 
conciencia al acto inmediato que ordenan: 

SANTO Tomás, 2, 2, O. 186, art. 9 ad 2, 

ANGEL, Inobedientia, n. 1. 

ENRIQUE DE GANTE, Quodlibetum 3, Q. 1, 2, y 

Castro, L. 1, De lege poenali, c. 5, 8, 9 (55), quienes—los tres últi- 
mos—usan también la triple division de leyes meramente penales, mo- 
rales y mixtas (56). 

b) Pueden interpretarse como en favor de las leyes meramente penales 
todos los autores que, no excluyendo toda obligación moral de los efectos 
de la ley, dicen que ésta no obliga en conciencia si el príncipe declara su- 
ficientemente ser ésta su intención; ' 

CASTRO, quien lo explica profusamente, y lo admiten: 

SILVESTRE, V. Lex, Q. 9, casus 1; 

SOLO, OM MA 

NAVARRO, Casus 23, n. 48 et 49; 


COVARRUBIAS, In reg. peccatum, P. 2, $ 5, y 


O Deed 
(EA Ce 4, ms 2. 
Gay The ey Pe E 
(GB) 9 69 28 Wb SS 
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. 


Driepo, L. I, De libertate christiamorum, c. 3 (57). 
c) Suponen claramente la posibilidad de leyes que obliguen bajo pena, 


sin obligación moral al acto por cuya transgresión se impone: 
NAVARRO, 


VICTORIA, Relectiones de potestate civili, n. 20, 
CASTRO, y los que admiten la triple distinción de la ley (58). 


En otras cuestiones secundarias reseña SUÁREZ alguna que otra discre- 
pancia de opinión respecto a algún otro autor. 


En lo nuclear del problema de las leyes meramente penales lo referido 
refleja el estado de opinión de los teólogos principales según SUÁREZ. 


A AA 
(Bid) Us E AS 
(58) L. 5, C. 4, n. 2. 
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CAPITULO II 


PREDECESORES Y CONTEMPORANEOS DE SUAREZ EN LA 


16 


TEORIA DE LAS LEYES MERAMENTE PENALES 


S DIA O E 


1. Razón de un esbozo histórico sobre la teoría de las leyes me- 
ramente penales.—2. Constituciones de la Orden de Predicadores.— 
3. Humberto de Romanis, O. P.—4. Santo Tomás de Aquino, O. P.— 
5. Enrique de Gante.—6. Medios de averiguar la intención del legis- 
lador en Enrique de Gante.—7. Las “Summas” y otros documentos.— 
8. Silvestre Prieiras. — 9. Cardenal Cayetano, O. P.— 10. Juan Drie- 
do, S. J—-11. “Summa Armilla”, O. P.—12.- Francisco de Vitoria, O. P. 
13. Alfonso de Castro, O. F. M.—14. Domingo Soto, O. P.—15. Diego 
de Covarrubias.—16. Martín de Azpilcueta, Doctor Navarro.—17. Al- 


` gunos dudum de Suárez: Gregorio de Valencia, S. J., Ga- 


briel Vázquez, S. J., Juan de Salas, S. J., Bartolomé Miguel Salón, O. N fX 
Roberto Belarmino, S. J—18. Conclusiones del esbozo histórico de la 
teoría de las leyes meramente penales. I) Evolución del concepto de 
ley meramente penal.—19. El hecho que las origina y la teoría sobre 
este hecho.—20. II) Algunas observaciones sobre el origen histórico 
de la teoría de las leyes meramente penales.—21. Influencia de las 
Reglas de los religiosos en el origen de la teoría de las leyes mera- 
mente penales.—22. ¿Es Enrique de Gante el verdadero autor de esta 
teoría?— 298. III) Crítica del argumento de autoridad aducidu por Suá- 
rez en pro de las leyes meramente penales. 


RAZÓN DE UN ESBOZO HISTÓRICO SOBRE LA TEORÍA DE LAS LEYES 


MERAMENTE PENALES. 


RÉNARD (1) cree poder señalar como causa de la decadencia y crisis 


de la teoría de las leyes meramente penales, entre otras, su sutileza e im- ' 
precisión... 


Realmente, a poco que s 


e ahonde en el estudio de esta construcción 


jurídica en los auteres de hoy y en los de ayer, es inevitable la sensación 


de imprecisión de términos y con no poca frecuencia hasta de ambigüedad 
y confusión. 


(1) RENARD, Le théorie des leges mere poerales, p. 58. 
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Se citan autores precedentes y se repite fragmentariamente unas veces 
y Otras con sentido distinto la doctrina que se tiene por tradicional. 

El resultado es, desde luego, una confusión mayor y una diversidad 
de conceptos de ley meramente penal que bien poco o nada se parecen unos 
a Otros, salva la coincidencia en la nota sustancial generalisima: “Leyes 
que no obligan en conciencia”. , 

¿Cuál es el concepto verdadero de ley meramente penal? ¿A qué autor 
se puede atribuir la paternidad del verdadero concepto de modo que pueda. 
imponerlo como patrón o punto de referencia para los demás autores? 

La diferencia estriba en que unos autores se contentan con admitir las 
leyes meramente penales y dar su opinión en los puntos doctrinales o prác- 
ticos que plantean, mientras que otros tienen la preocupación de la lógica 
en la estructura ideológica que visten sobre la teoría. 

La crítica de la teoría de las leyes meramente penales exige, ante todo, 
la precisión de la noción misma de ley meramente penal. 

eputamos sería de la mayor importancia un estudio completo de la 
evolución histórica del concepto y de la teoría de las leyes meramente pe- 
nales (2). Imperfecto y todo, el esbozo que la indole de nuestro trabajo nos 
impone y permite dará pie a observaciones de gran utilidad no sólo para 
vislumbrar el proceso evolutivo de ley meramente penal, sino para la crí- 
tica que podría hacerse de la teoría en general y para la que intentaremos 
en SUÁREZ. 


2. (CONSTITUCIONES DE LA ORDEN DE PREDICADORES. (Capítulo Ge- 
neral de París, 1236.) 

“Recuerdo haber oído a los más antiguos, aun antes de ser escrita la 
declaración del Capítulo General de París, que ésta era la intención de la 
Orden, a saber: que las constituciones no obligasen bajo culpa. Por esto 
Sto. Domingo, en el Capítulo de Bolonia (1220 ?, 1221 ?), para con- 
suelo de los hermanos pusilánimes, declaró que las mismas Reglas no obli- 
gan siempre bajo pecado; pues que si esto se creyese, querría andar siem- 
pre por los claustros para borrar con su navajita todas las Reglas. Me lo 
dijo un hermano que lo oyó” (3). 

La declaración del Capítulo General de la Orden de Predicadores te- 
nido en París en 1236, a que hace referencia aquí el que fué su quinto 
Maestro General durante nueve años, HUMBERTO DE ROMANIS, y que cons- 


(2) Cf. los interesantes trabajos sobre el origen de las leyes meramente penales: VAN- 
GHELUWE, L., en “Ephemerides Theologicae Lovanienses”, 16 (1939), pp. 383-429, y MAZON, 


Las Reglas de los religiosos, pp. 237-266. > 
(3) HUMBERTO DE ROMANIS, Opera de vita regulari, II (Romae, 1888), p. 46. 
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tituía un caso insólito en la historia de la legislación eclesiástica, era la que 
declaraba ser voluntad del Capitulo que las constituciones no les obligasen 
bajo culpa, sino bajo pena, a no ser que intervimese algún precepto o se 
infringieran por desprecio (4). 


3. HUMBERTO DE Romanis (+ 1277) (5). 


Esta declaración capitular—según HUMBERTO DE RoMANIs—contri- 
buyó a la unidad de la Orden, eliminando la diversidad de pareceres acerca 
de la obligación moral de las constituciones, y a la paz de las conciencias 
turbadas por no pocos escrúpulos que nacian de aquí. 

Pero, se pregunta, ¿podía hacer esto el Capítulo? 

La respuesta afirmativa se basa en el principio de la voluntad o in- 
tención del legislador, que puede querer mandar de esta forma y no de 
otra (6). 

Y no es injusta, porque aunque es cierto que no se puede castigar a 
nadie sin culpa; quien lo .quiera puede perfectamente obligarse a la pena 
sin culpa previa. Así lo hacen los hermanos que se someten a esta ley (7). 


A nuestro propósito conviene subrayar particularmente dos ideas en 
este comentario de HUMBERTO DE Romanis a las constituciones: 

a) El principio de la necesidad de la intención del legislador para 
determinar el modo de la obligación de la ley (8). 


b) La libertad con que los religiosos se someten para su santificación 
a la legislación de una determinada Orden religiosa. 


¿Es esta constitución que comenta HUMBERTO DE Romanis la base y el 
fundamento de la teoría de las leyes meramente penales? 


(4) Item confirmamus hanc constitutionem, quod in constitutionibus ubi dicitur: “ea 
propter unitati et paci", etc. volumus et declaramus ut constitutiones nostrae non obligent 
nos ad culpam sed ad poenam, nisi propter contemptum vel praeceptum”, Monumenta His- 
Lorica O. P., T. 3, Acta Capitulorum Generalium, v. 1, p. 8. 

(5) Su comentario incompleto a las Constituciones parece haberlo escrito después del 
Capítulo de Londres de 1263, casi contemporáneamente a la Summa Theologica de Santo To- 
PRIME Cf. QUETIF-ECHARD, Scriptores Ordinis Praedicatorum, 1 (Parisiis, 1719), 
pp. -148. 

(6) "Respondeo: quod sie, quia in mandatis et statutis maxime attenditur intentio vo- 
luntatis mandantis vel statuentis. Unde si nullo modo vult ita obligare quod surgat ex trans- 
gressione peccatum, nullo modo ex transgressione sola incurretur peccatum”, Opera de vita 
regulari, II, p. 46. 


(7) a volens bene potest obligare se ad poenam sine culpa. Et sic faciunt fratres qui 
voluntarie se subiiciunt huic legi” (ib.) 

(8) “Con claridad meridiana—comenta Mazon (Las Reglas de los religiosos, p. 239)— 
establece un principio que, aunque será combatido con el correr de los tiempos, jamás será 
echado por tierra: la fuerza de obligar que tiene la ley, depende de la intención del legis- 
lador.” Pero HUMBERTO DE ROMANIS, como maniflesta el mismo MAZON (p. 241), “no menciona 
siquiera las leyes civiles”, Limitemos, por tanto, también a la legislación de los religiosos 
el principio “que jamás será echado por tierra”. No lo discutimos ahora, pero puede per- 
manecer intacto aplicado a una peculiar legislación y ajustarse menos lógicamente a otra... 
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4. Santo Tomás. (Summa Theologica, escrita entre 1265-1272.) 


Como en muchas cuestiones disputadas en el campo de la Teología 
católica, no podía suceder de otro modo con la teoría de las leyes mera- 
mente penales. Santo Tomás, ¿las defiende o las impugna? ¿Sus princi- 
pios, al menos, favorecen a la teoría de las leyes meramente penales? (9). 

Creemos sinceramente, con VANGHELUWE (10) y Mazon (11), que el 
Doctor Angélico, como HUMBERTO DE ROMANIS, no tuvo más preocupa- 
ción que el estudio de sus Reglas y las aplicaciones que sugería la peculiar 
declaración de sus propias constituciones. Y, además, es tan impreciso su 
lenguaje que, para sacar de sus afirmaciones alguna posible aplicación a 
las leyes civiles, deberán hacerse suposiciones y ver hipotéticas alusiones 
en donde positivamente no se puede probar que existan (12). 

Discute Santo Tomás (13) la obligación de las Reglas y Constitucio- 
nes religiosas y a la objeción que dice: Imponiéndose la Regla como ley, 
pecará mortalmente el monje que la quebranta, contesta: No todo lo que 
en la ley se contiene se dicta a modo de precepto, sino que algo en ellas se 
propone a modo de ordenación o estatuto que obliga a cierta pena; del 
mismo modo que la transgresión en la ley civil de un estatuto legal no hace 
siempre al culpable digno de la pena de muerte (14). 

SUÁREZ (14 bis) ve en estas palabras una confirmación del hecho de las 
leyes meramente penales, aunque el Angélico difiera en la cuestión pura- 
mente verbal, no llamando a las leyes sino ordenaciones o estatutos. 

Según SUÁREZ, se contrapone aquí el precepto estricto que obliga en 
conciencia y el estatuto y ordenación que no obliga. 

Esto no lo dice Santo Tomás. “Obligan—dice—a cierta pena"; no, 
sólo a la pena, 


(9) En favor de la teoría aducen la autoridad de Santo Tomás, VERMEERSCH, Theologia 
Moralis, I, n. 172; VAN Hove, De Legibus Ecclesiasticis, 1, Mechliniae-Romae, 1930, n. 148; 
en contra, invocan & Santo Tomás como propugnador de un concepto objetivo del derecho: 
RENARD, La theorie..., p. 22; GILLET, Conscience chrétienne..., p. 241; Kocu, Zur den Lhere 
den 80g. Pónalgesetze, in “Theologische Quartalschrift”, 82 (1900), p. 247; BRISBOIS, A propos 
des Lois purement pénales, en “Nouvelle Revue Théologique", 65 (1938), p. 1.072. 

(10) VANGHELUWE, De lege mere poenali, en *Ephemerides Theologicae Lovanienses”, 
16 (1939), p. 393. 

(11) MazoN, Las Reglas..., p. 246. 

(19) Así, a pesar de su afirmación anterior, MAzoN (p. 261), para confirmar su tesis, da 
como muy probable que Santo Tomás aluda en el lugar que vamos a citar de la Summa a 
ciertos estatutos y ordenaciones civiles que no obligaban más que a la pena. 

(13) Summa Theologica, 2, 2, q. 186, art. 9. 

(14) “Ad secundum, dicendum quod non oinnia quae continentur in lege traduntur per 
modum praecepti, sed quaedam proponuntur per modum ordinationis cuiusdam, vel statuti 
obligantis ad certam poenam: sicut in lege civili non facit semper dignum poena mortis cor- 
poralis transgressio legalis statuti. Ita nec in lege Ecclesiae omnes ordinationes vel statuta 
obligant ad mortale. Et similiter nec omnia statuta regulae” (ib. ad 2). Cf. casi con las 


mismas palabras en Quod. I pran 205 
(14 bis) De Legibus, l. 3, C. 22,1. 5. 
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Además. como veremos en su lugar, ¿es sólo cuestión de nombres lo 
que en este punto se debate ? 

El pensamiento del Doctor Angélico sobre punto tan importante de las 
doctrinas de las leyes no debe escudriñarse, a nuestro juicio, sometiendo al 
análisis de la lupa crítica un texto aislado, conciso en palabras-y vago en su 
sentido. ¿Cuál es su doctrina general sobre la ley positivo-humana ? ¿Qué 
principios rigen los efectos del acto jurídico? ¿Cuáles son las fuentes—cau- 
sas próximas y remotas—de la fuerza moral que tienen para ligar la con- 
ciencia de los súbditos? ¿Qué criterios prácticos ofrece para determinar la 
justicia interna y, por tanto, la relación de las leyes con el bien común ? 
Y si en el conjunto luminoso de toda su doctrina jurídico-moral, forman- 
do un todo lógico, solidisimo, no aparece ni una alusión clara a las leyes 
particulares que nos ocupan, ¿no será razón suficiente su silencio para al 
menos no invocar la autoridad de su doctrina en ‘favor de las mismas? 


5. ENRIQUE DE GANTE (i 1293). 

La historia de la teoría de las leyes meramente penales, puede decirse 
sin exageración, se desarrolla toda en torno a ENRIQUE DE GANTE, el Doc- 
tor Solemne. | 


El tercero de sus "quodlibetos", surgidos de las disputas públicas que 
se tenían en la Universidad de París, pocos afios después de la muerte de 
SANTO Tomás (15), lo consagra a esta cuestión: “¿Se pueden infringir, 
sin pecado, los estatutos puramente penales, pagando la pena?” (16). 


Veremos acudir a los textos que vamos a estudiar en este “quodlibeto”, 
de modo indefectible, a los defensores de las leyes meramente penales, y a 
los enemigos de la teoría para impugnarla, como primer sistematizador de 


la misma, aun cuando unos y otros deformen muchas veces su pensamiento 
y olviden el íntimo sentir del autor. 


Mientras no aparezcan vestigios doctrinales anteriores, habrá que re- 
conocerle como padre de la terminología, al menos en parte, de la teoría 
de las leyes meramente penales y de la doctrina misma, más que por ofre- 
cer ya en un todo lógico y perfecto la teoría de tales leyes, por ser el pri- 
mero en expresar las ideas que son indudablemente el principio sobre el que 


_las vistieron concienzudamente el franciscano ALFONSO DE CASTRO yal 
jesuíta FRANCISCO DE SUÁREZ. 


(15) Cf. GLORIEUX, Lg littérature quodlibeti cai 5 
tres en Théologie de Paris au XIII Ree (Paris Sarre i us 
encontrará abundante bibliografía en MAZON, Las Reglas : 

(16) “Utrum absque omni peccato, É 
poenalia”, Quodlibet., 3, q. 22. 


P. 350, y Repertoire des Mai- 
P. 388. Sobre Enrique de Gante se 
s. D. 246; nota 25. 

solvendo poenam, possit homo transgredi statuta pure 
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Como a máxima autoridad en la materia, le cita este último (17) entre 
los defensores de la triple división de las leyes y entre los que aceptan el 
hecho de ordenanzas que no obligan en conciencia. 

Pero probablemente el mismo ENRIQUE DE GANTE se habría espantado 
ante las proporciones que, cultivado por CASTRO y SUÁREZ, adquiría e iba 
a adquirir entre los autores modernos el grano de mostaza de aquellos 
principios expuestos con cierto temor vacilante y con las precauciones de 
mil distingos de conciencia timorata. 

Parece que obrando así (no obedeciendo a la ley penal, pero pagando 
la pena)—dice—no se peca. “Porque una cosa semejante, al parecer, acon- 
tece en los estatutos de los Príncipes y de las religiones. Y el que quebran- 
ta estos estatutos de los Príncipes pagando la pena, no peca desobedeciendo 
en algo al legislador... (“in aliquo provocando principem"); luego...” 

Pueden equipararse—viene a decir—las-Reglas de los religiosos a es- 
tos estatutos penales y civiles en los que, aunque no se cumplan, si se paga 
la pena que imponen, no se peca. 

“A los que obedecen hay que honrarles como a ángeles. Pero a los que 
desobedecen, azotarles como asnos. La intención principal del legislador en 
todo estatuto penal no mira a la pena; sería tiranía y cruéldad; mira, por 
el contrario, a la observancia de algün acto de virtud y de costumbres en 
materia de leyes; al que afiade una pena para forzar más eficazmente a los 
súbditos a que no lo infrinjan... Por consiguiente, de modo abso'uto de- 
bemos afirmar que no existe estatuto penal, sin que al propio tiempo obli- 
gue de algún modo bajo culpa a los que a él se sometan.” 

ero esto, ¿cuándo y cómo? i 

“Conviene saber, para inteligencia de lo que decimos, que el estatuto 
penal puede darse de dos maneras: una por separado del estatuto de la ob- 
servancia legal, de modo que sean dos estatutos (por ejemplo, nadie hable 
después de completas, y quien hablare, rece los salmos penitenciales)... Su 
transgresión obliga siempre bajo culpa... 

De otra manera, puede dictarse un estatuto penal, de modo que en uno 
mismo se encierre aquella observancia, por cuya transgresión se impone la 
pena, y así no sea más que un decreto (por ejemplo, quien hablare después 
de completas, rece los siete salmos penitenciales). Sobre este modo. de 
mandar conviene considerar dos cosas: la forma o modo de mandar y la 
intención del que manda. 

Considerando el estatuto penal en cuanto a la forma y al modo de 
mandar, obliga sólo a pagar aquella pena, y en modo alguno a la culpa, 


(17) De Legibus, l. 3, c. 22, nn. 5 y 105 12509 Con lle 2s 
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como no sea per accidens, si lo hace por desprecio o no quiere pagar la 
pena debida y establecida del modo como se señala en el estatuto. Pero si 
se considera un precepto semejante refiriéndolo a la intención del que 
manda, entonces hay que tener por entendido que en este o semejante es- 
tatuto la intención del legislador puede ser o reforzarlo por medio de aque- 
lla pena y por el temor de la misma conseguir que en modo alguno se falte 
en lo que la pena afecta, o puede ser la de refarzar e inducir con el temor 
de la pena no a que en modo alguno se quebrante, sino sólo a que no se 
haga a cada paso, y sin causa racional, o por una causa leve (18). 


Reducido a esquema: 


forma preceptiva=0bliga en conciencia. 


Estatuto si se considera sólo la forma, no obliga. 
penal. puede intentar que jamás se 
; forma penal { si se considera la falte. 
IMPENCLOM eeen eann que no se falte a cada paso 
\ y sin motivo. 


(18) “Circa primum arguitur quod absque omni peccato solvendo poenam possit homo 
transgredi statuta pure poenalia. Quia simile quoad hoc (ut videtur) est in statutis Princi- 
pum, et Religionum. Sed transgrediens statuta Principum, et solvens poenam non peccat in 
aliquo provocando principem... etc.” “Obedientes... oportet honorare ut angelos. Inobe- 
dientes autem flagellare ut asinos. In omni ergo statuto poenali, principalis intentio sta- 
tuentis non attendit ad poenam; hoc enim tyrannidis esset, et crudelitatis, sed attendit ad 
alicuius operis virtutis, et legalis consuetudinis observantiam, ad quam ut legi subjectos 
fortius astringat, ne per inobedientiam transgrediantur, poenam adiungit... Dicendum est 
igitur absolute, quod non est aliquod statutum poenale, quin etiam transgressores obliget 
aliquo modo ad culpam. Sed quando hoc, et quomodo? Ad cuius intellectum sciendum, quod 
statutum poenale dupliciter potest institui. Uno modo, seorsum a statuto observantiae legalis, 
ut sint duo statuta (v. g., nadie hable después de completas, y el que hable, rece los siete 
salmos penitenciales)... ejus transgressio obligat semper ad culpam... - 

e. Alio vero modo potest institui statutum poenale simul implicando circa ipsum obser- 
vantiam illam propter cujus custodiam poena statuitur propter ejus transgressores circa 
talem casum necessitatis iam dictum, ut non sit nisi unum statutum (v. g., el que hablare después 
de completas, rece los siete salmos penitenciales). In quo modo statuendi est duo considera- 
re, et formam el modum statuendi, et intentionem statuentis. Si quidem consideremus hu- 
jusmodi statutum primo modo, scil. quantum ad formam, et modum et formam statuendi 
patet quod in eo poena principaliter statuitur, et observantia propter quam statuitur scil. 
ne quis post completorium loquatur, nullo modo ex forma statuti instituitur, sed solum tam- 
quam factum materiale, quo contingente poena reddenda est, quae in statuto implicatur 
Et ideo dicendum quod hujusmodi praeceptum poenale, quantum ad formam, et modum sta- 
tuendi obligat solummodo ad poenam illam solvendam, et nullo modo ad culpam; nisi per 
accidens propter contemptum, si debita, et statuta poena ab eo modo quo statuta est, non 
solvatur. Si vero hujusmodi praeceptum consideretur, referendo ipsum ad intentionem sta- 
tuentis, tunc intelligendum quod in hujusmodi, vel consimili statuto intentio statuentis potest 
esse per poenam statutam astringere, et timore poenae ex obliquo inducere, ne omnino flat 


aia ae sche cujus transgressionem poena illa statuitur, vel potest esse ejus intentio 
astringere, et inducere timore poenae non ne omnino flat, sed solum ne flat passim, et si 
rationabili aut ex levi causa”. Quodlibet., 3, q. 22 : , sine 
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6. ¿Cómo llegar a conocer si la intención del legislador es absoluta- 
mente prohibitiva o sólo para que no se falte a cada paso y sin causa que 
lo justifique? 

El primer modo se da en cosas simplemente ilícitas y malas por su 
naturaleza (si alguno fuese acusado por el Sinodo de fornicación, pague 
nueve libras al Obispo). Aunque por la forma y calidad del estatuto no 
obligase más que a la pena, por la intención y naturaleza del objeto de la 
pena, obliga bajo culpa. 

El segundo modo es cuando se trata de cosas en sí indiferentes (hablar 
después de completas). 

Tratándose de algo indiferente en sí, la intención del que manda, si 
ha de ser racional, no puede ser que en modo alguno y por nada alguien 
hable después de completas, pues podría ser esto en algún caso de grave 
daño; sino que no se hable a cada paso y temerariamente por motivos leves. 

Cuando ocurre esta causa verdadera y racional, no sólo no peca el que 
habla rezando luego los siete salmos prescritos, ni desmerece, sino que 
obra meritoriamente. La pena entonces será cumplida, sin culpa, ciertamen- 
te, pero no sin causa (19). 

Esta es la doctrina del Doctor Solemne, ENRIQUE DE GANTE. Á su 
propósito queremos, de momento, subrayar las ideas siguientes, de mayor 
trascendencia en la materia que nos ocupa: 


a) Nótese la consideración verbal de la ley ante la que, sin embargo, 
prevalece la fuerza interna de la intención del legislador, que, a su vez, se 
supone querrá ajustarse a la naturaleza de la materia objeto de la ley. 

b) Por esto puede preguntarse: ¿el que un estatuto penal obligue 
siempre, sin excepción, o sólo cuando no hay causa racional para la in- 
fracción, de qué depende, en último término, de la intención del legislador 
o de la naturaleza de lo prescrito? Indudablemente, de. esta última, ya que 
es éste el criterio objetivo que ENRIQUE DE GANTE ofrece para la averi- 
guación de la intención del que la promulga. be supone que racionalmente 
no ha querido que obligase su ley, cuando ni la materia lo imponía, ni era 
racional] la obediencia por una causa objetiva excusante. La pena (sin cu pa, 


(19) “Secundum primum modum fit statutum poenale super illo, quod simpliciter sit 
illicitum, et de natura sua malum... Tale statutum poenale cum hoe, quod solum obligat ad 
poenam determinatam ex forma et qualitate statuti, tamen ex intentione statuentis, et natura 
rei, quia est de simpliciter malis, obligat ad culpam, quae ex solutione hujusmodi poenae non 
statim expiatur.” y - 

«secundum alium modum fit statutum poenale super illo quod est de se indifferens, ut 
in proposito est, loqui post completorium, quia hoc in casu aliquo potest vergere in mag- 
num damnum. Et etiam debet esse intentio ejus non solum ut non loquatur in casu magnae 
necessitatis, de quo iam dictum est, sed quod non loquatur in multis casibus inferioribus, 
scilicet ne passim, et temerarie, aut ex levi causa loquatur." Quodlibet., 3, q. 22. 
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pero no sin causa) tiene la misión de evitar que los súbditos consideren 
a cada paso como legítimas causas de poca monta. Sin embargo, hay en el 
Gamdavense una referencia clara,a la intención del legislador. 

c) Hay ordenanzas civiles que, al parecer, no obligan en conciencia, 
como sucede con las Reglas de los religiosos. Pero en uno y en otro caso 
vale el criterio ofrecido anteriormente: se supone que no urge la obliga- 
ción moral al acto cuando se trata de materia indiferente y no hay una 
causa legítima que excuse la obediencia hasta el punto de obrar meritoria- 
mente faltando a lo prescrito. Lo cual no es afirmar simplemente, como 
quiere SUÁREZ al alegar la autoridad del Doctor Solemne (20), que admita 
el hecho de ordenanzas que no obligan en conciencia, 


d) Aunque aplique su doctrina a ambas legislaciones (21), el ejemplo 
aducido para explicar cómo en algún caso el legislador puede haber tenido, 
dada la materia de la ley, la intención de obligar en aquellas condiciones. 
es siempre de las Reglas de los religiosos. 


7. Las "SUMMAS" Y OTROS DOCUMENTOS. 


Periodo de comentarios más o menos amplios y de referencias más 
o menos afortunadas a la doctrina sobre la ley del Doctor de Aquino o del 
Gandavense. 


a) Summa Confessorum (1314), de JUAN DE RUMSIK o de FRI- 
BURGO, O. P. (+ 1317). La recordamos porque en ella se apoya casi toda la 
serie de Summas que en siglos posteriores la siguieron (22). 

Su doctrina sobre la fuerza moral de la ley y sobre la obligación de las 
constituciones es la misma de Santo Tomás (23). 


b) Decretales Clementinas (1317), publicadas por el Papa 
Juan XXIII (24). A ellas alude Suárez (25), después de enumerar los 
autores que “admiten el hecho” de mandatos que no obligan en conciencia: 


(20) Be Legibus, J. 3, 0: 22, n. 5; 
B T. E tn. $n 
TA i mb simile est de statutis Principum, et Praelatorum in consimili materia”, Quodli- 
LEE RA por ejemplo, a la Summa Confessorum, la Summa Pisana, de F. BARTOLOMÉ 
DE ISA, aes ya como después se hizo comúnmente, por orden alfabético. Con los 
pr UEM AN DP Tomás demuestra la injusticia de algunas leyes imperiales de su tiempo, 
qu , p do s 0— ey no pueden obligar en conciencia, Summa Pisana (Venetiis, 1481), v. Lex 
ri SUPER RU s Casuum o Summa Baptistina de F. BAUTISTA TROVAMALA, O. F. M 
f ; 1516, que en Lex et constitutio: repr , doctri li obre 
E stir ei HEMOS ete Ll produce la doctrina del Angélico sobre 
3j - ; 
(93) RUMSIK, J., O. P., Summa Confessorum, Lugduni, 1519, De Legibus et consuetudine, 


1. II, tit. 5, q. 204, en la. que resume la q. 96, art. 4 i : ; 
praecepti, l. IH, tit. 33, q. 11. No PUB E OM UE LM 


(24) Cf. FRIEDBERG, AEMILIUS, Corpus Iuris Canonici ipsi 
E Petri amp Eg ici, II (Lipsiae, 1881), col. 1.194. 
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“Et sumitur ex Clementinis. Exivit de paradiso vers. Non tamen, de ver- 
borum significatione” (26). 

En el lugar citado, sin embargo, no se encuentra al propósito más afir- 
mación que ésta: no se puede creer que San Francisco quisiera obligar a 
sus hijos del mismo modo en todo lo contenido en su Regla; al contrario, 
claramente distinguió que acerca de algunas cosas la transgresión por la 
fuerza misma de las palabras es mortal, y de otras no; ya que para algunas 
usa palabras que deriotan un precepto o algo equivalente, y para otras se 
contenta con otras palabras” (27). 

Se trata, por tanto, del Superior religioso que en sus Reglas. puede 
obligar según las palabras que emplee, bajo pecado mortal o pecado venial. 

La extensión, primero, a la facultad de obligar no en grado distinto. 
sino a culpa o a pena, y segundo, en toda legislación —canónica o civil— 
es de SuÁREz, no de las Decretales Clementinas. 

c) Concilio Provincial de Toledo (1355). 

Por su singularidad merece ser recordado aquí este documento. Este 
Concilio provincial, presidido por el Arzobispo Blas, ordena que lo mis- 
mo las constituciones de sus predecesores que las que emanen en el por- 
venn, de no expresar en ellas claramente lo contrario, no obliguen bajo 
culpa, sino bajo pena, con la intención de no abrumar las conciencias de 
los fieles (28). 

No lo cita SUÁREZ, pero es un hecho histórico que puede ser indicio 
del conocimiento y difusión de la declaración de las constituciones de los 
PP. Dominicos, ya que parece tiene el mismo sentido de la declaración de 
aquellas constituciones y es en materia de legis'ación eclesiástica (29). 


(26) .C. 1, V, 11 in Clem., vers. Nec tamen, de verb. signif. 

(27) “Nec tamen putandum est quod B. Franciscus professores hujus regulae quantum 
ad omnia contenta in regula, modificantia tria vota, seu ad alia in ipsa expressa intenderit 
aequaliter esse obligatos; quin potius aperte discrevit (decernit), quoad quaedam ipsorum ex 
yi verbi transgressio est mortalis, et quoad quaedam alía non, quum ad quaedam ipsorum 
verbum apponat praecepti vel aequipollentis eidem, et quoad aliqua verbis illis sit conten- 
"mus Gls ic.) 

(28) “Ne onerentur culpae pondere ex transgressione constitutionum provincialium Chris- 
ti fideles, quibus (quos) divina pietas jugo suavi et oneri leviori sopponere misericorditer 
est dignata; sacro approbante concilio ordinamus, quod constitutiones provinciales praede- 
cessorum nostrorum, et quae in futurum condentur, nisi aliter in condendis expresse fuerit 
ordinatum, non ad culpam, sed ad poenam tantum, eorumdem obligent transgressores”, 
Mansi, T. 26, col. 411 (11-12, A). Cf. HEFELE-LECLERQ, Histoire des Conciles (Paris, 1915), VI, 

. 933. 
T (29) El Arzobispo Juan, predecesor de Blas, había promulgado las Constituciones del an- 
terior Concilio de Toledo (1324) referentes a disciplina eclesiástica, beneficios, etc., con 
estas palabras: “Praecipimus constitutiones per dominum legatum editas in concilio . per 
eundem apud Vallemoleti celebrato, cum infrascriptis, per nos in praesenti concilio editis, 
observari..." (MANSI, T. 25, c. 730). Por no contener algunas verdadero precepto, por faltar- 
les a todas, según el parecer de algunos, suficiente promulgación, parecía muy duro urgir la 
obligación en conciencia de aquellas Constituciones. Esto dió pie indudablemente a declaración 
tan semejante a la que el Concilio General de París añadió a las Constituciones de los Padres 


Dominicos. 


A 


ANGEL MORTA FIGULS 


d) Summa Angélica, de ANGEL CARLETI DE CLAVASIO, OT FAV: 
(+ 1493). 

La frecuencia con que en SUÁREZ y en general en los autores del si- 
glo xvi se la encuentra citada indica bien a las claras que la Summa An- 
gélica tuvo una enorme influencia. Lutero, por su parte, le concedió los 
honores de la pública combustión y el dicterio de la sustitución del título 
de Angélica por el de Plus quam diabólica (30). 

Hace un resumen claro, breve y fiel de la doctrina de ENRIQUE DE 
GANTE, al que cita, añadiendo sólo por su cuenta que en ninguno de los dos 
casos (dos preceptos en la misma ley o uno solo penal con el que el legis- 
lador quiere evitar la infracción injustificada y frecuente), la pena no 
obliga más que después de ser impuesta, supuesta la falta (31). 


En otro lugar (32), al enumerar las leyes que no obligan en concien- 
cia, repite esta idea: “Cuando la ley es penal: porque antes de la sentencia 
nadie tiene Obligación de pagar la pena en el fondo de la conciencia.” 


Su autoridad en materia de las leyes meramente penales puede ser in- 
vocada en la medida que le corresponda a ENRIQUE GANDAVENSE. 


8. SILVESTRE PRIEIRAsS (t. 1523). 


SUÁREZ cuenta al autor de la Summa Sylvestrina (“quae Summa sum- 
marum merito nuncupatur”, se dice en el mismo título de la obra) (33), 
entre los principales adversarios de su doctrina de la ley meramente penal. 
Niega—dice (34)—la posibilidad de una ley humana sin obligación pro- 
porcionada a su materia, la posibilidad de una ley penal sin culpa previa, 
y rechaza 'como pueril e inútil la triple distinción de ENRIQUE DE GANTE, 
pero—afirma en otra parte (35)—se puede interpretar su doctrina de modo 
favorable a la teoría de las leyes meramente penales, al decir que la ley no 


obliga en conciencia si el legislador no declara suficientemente la vo untad 
de obligar. 


Ponderemos estas afirmaciones de SUÁREZ, comprobándolas en la obra 
de PRIEIRAS. 


A A A 


eE lilterarius Theologiae Catholicae (Oeniponte, 1906), II, 1072-3. 
y is Ci LAVASIO, Summa Angelica (V ii 7 ienti 
Dy e AE A gelica (Venetiis, 1478), v. Inobedientia. 


SYLVESTRE PRIEIRAS, Summa Sylvestrina Lu i, 15 J : 
(oa) Ue egi So OO ene nim to e de E ACH Là baa 


c EE Nard boe 3, C. 22, n. 10: "Atque in hoc sensu dixerunt multi auctores legem 
CE Scientia, quando legislator sufficienter declarat, hane esse intentionem 
suam, ut tractat late Castro..., et admittunt sylvester, verb: Lex, g. On a. 1, ELO 
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I. Es cierto que rechaza la distinción de leyes expresadas con pa'a- 
bras imperativas o sólo con la conminación de la pena (36), y lo hace con 
un desenfado que Castro (37) le reprocha por ligero e inmodesto. Pero 
quizá por no haber leido a ENRIQUE DE GANTE O por haberlo hecho rápida- 
mente, como le reprocha ALFONSO DE CASTRO, también es cierto que la in- 
terpretación que PRrEiRAs da a la distinción del Gandavense es inexacta. 
Es para negar la distinción, pero la presenta insistiendo sólo en la forma 
externa del precepto, prescindiendo de la intención que según ENRIQUE DE 
GANTE, como hemos visto, era en el legislador de capital importancia. Te- 
nemos, a nuestro juicio, un paso, y no de poca trascendencia, en el proceso 
evolutivo en la formación de la teoría de las leyes meramente penales. La 
consideración de la forma verbal de la ley tenía en el Gandavense un sen- 
tido inocente que, a partir de SILVESTRE PRIEIRAS, no le darán los autores 
que le citen y en él se apoyen. 

2.” La segunda afirmación de SuAREz es que puede interpretarse al 
Prierate en favor de las leyes meramente penales cuando dice que una 
ley no obliga al acto si el legislador declara suficientemente ser ésta su 
intención. La referencia, a nuestro modo de ver, y la interpretación son 
inexactas. No vemos la aplicación posible del texto—si no es forzándole 
y dándole un sentido que no tiene—a la opinión de SUÁREZ. 

PRIEIRAS (38), copiando la Summa Angélica (39), enumera los once 
casos en los cuales una ley canónica o civil, hasta preceptiva, no obliga en 
conciencia. “El primero es cuando la ley civil distingue entre el fuero de la 
conciencia y el contencioso; porque no será observada en el fuero de la 
conciencia por la autoridad de la misma ley” (40). Y citan Prierras y la 
Summa Angélica el c. 26, X, de sponsalibus et matrimonio, IV, 1, de las 
Decretales de Gregorio IX. 

Se trata de una causa matrimonial en la que se presume en el fuero 
externo el consentimiento dado con palabras ambiguas, simulando el nom- 
bre del contrayente; evidentemente, en el fuero interno la ob'igación sigue 


(36) “... ista distinctio est verbalis tantum et puerilis; quía nullus apponit poenam sta- 
tuto, nisi quia vult aliquid fleri vel omitti; ideo dic indistincte cum Sto. Thoma, quod omnes 
leges humanae obligant in conscientia sive ad culpam, modo sint justae... Summa Sylvestrina, 
T E 287. tamen rem hanc legitime tractasset, debuisset prius Henrici litteram legere, et 
bene illius sensum perscrutari, qui si ili ob aliquam iustam causam displicuisset, merito ab 
illo discedere potuisset; sed cum modestia et christiana urbanitate, qualis decet virum theo- 
logum...”, De potestate legis poenalis, 2 v. (Lugduni, 1554), 1. 3, n. 9. 

(38) Summa Sylvestrina, v. Lex, quaer. On Cas. Ts 


39) Summa Angelica, v. Lex, 4. ; ; 
(Hh Aa Bist lidera lex canonica, civilis aut etiam praeceptiva, in foro conscientiae 


non est servanda. Primo quando lex civilis distinguit inter forum conscientiae et contentio- 
nis, quia non servabitur in foro conscientiae auctoritate ipsius legis, c. tua, et quod ibi no- 
tatur de spons.” (ib.). Cf. FRIEDBERG, Æ., Corpus Iuris Canonici, II (Lipsiae, 1881), col. 670. 
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a la verdad, siendo. ilícito atenerse a la sentencia del contencioso. SUÁREZ 
mismo expone este caso clarísimamente en el l. 3, c. 23, mn. 1-2 del Tra- 
tado De Legibus. 

;Puede decirse ésta una ley que no obligue en conciencia por excluir 
esta obligación la intención del legislador ? 

Además, si el sentido de este texto de PRIEIRAS es el que SUÁREZ le 
da, ¿es compatible con las ideas que según el mismo SUÁREZ le constituyen 
impugnador y adversario de las leyes meramente penales y que hemos 
transcrito más arriba? (41). Rechaza como pueril e inütil una distinción 
que él mismo explícitamente enseñaría más adelante. 


9. CARDENAL CAYETANO, ToMÁs DE Vio, O. P. (t 1534). 


SUÁREZ. (42) asiente p'enamente a las afirmaciones del célebre comen- 
tarista de la Summa, sobre la universalidad de la constitución que quita 
toda obligación en conciencia de las Reglas de la Orden de Predicadores: 
a la culpa y a la pena. (43). 


I0." Juan Drrepo, S., J. (1480-1535): 
En su obra inacabada De Libertate Christiana ofrece el jesuita DRIEDO 


una fase más adelantada e importantísima en el desarrollo de la teoría de 
las leyes meramente penales. 


No sin razón le puede citar SUÁREZ entre los propugnadores del prin- 
cipio: la obligación en conciencia de una ley depende de la intención del 
legislador. 


Sin citarle, se ve claramente que glosa, paso a paso, el conocido pasaje 
de ENRIQUE DE GANTE, para determinar la obligación que hay a la pena. 

Cuando en la ley penal hay dos preceptos—dice (44)—, el transgresor, 
aunque faltando al acto mandado peque, no tiene obligación de cumplir la 
pena, a no ser que la intención del legislador hubiese sido que el tal pre- 


(41) véase la nota 36 de este mismo capítulo. 
a oe et statu religionis, T. 16, De obligat. MENOS le AS 
f t. 2 LE Commentaria in Summa Theologica, Ed. Leonina (Romae, 1899), in 2, 2 
oe pp And sciendum est, quod in statuto poenali plerumque duo sunt in praecepto 
f icatur : tatuimus he quis tale quid faciat, quod si fecerit talis imponatur illi poena 
aut aul arbitrium superioris sic vel sic puniatur. Transgressor constitutionis hujus. generis non 
obligatur poenam solvere, nisi ad solvendam ilam condemnetur, quamvis peccet etiam, -etsi 
paratus sit poenam solvere, nisi intentio statuentis fuerit tale statutum non obligare transgres- 
sorem ad ullam culpam, sed solum ad solvendum poenam, ubi a superiore fuerit taxata et 
IPM xd dep EN statuta Praedicatorum in quorum regula dicitur: nolumus quod statuta 
nostra on igent ad culpam, sed solum àd poenam. Quod si vigor statuti poenam taxet et Impo- 
sitam explicet secundum rationabilem statuentis intentionem, jubens transgressorem debere 
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cepto no obligue al que ha faltado, bajo culpa alguna, sino a pagar la 
pena..., etc. Si el rigor del estatuto da a entender que la intención del le- 
gislador ha sido imponerla de modo que el que falta tenga que pagar es- 
pontáneamente, antes de que nadie se la imponga, peca si no obra. Cita en 
ambos casos las constituciones de los PP. Dominicos y el ejemplo de los 
siete salmos penitenciales. 

Cuando la constitución penal no tiene más que un precepto solo, si no 
se falta por desprecio a la ley no se peca, con tal que se esté dispuesto a pa- 
gar la pena si fuera sorprendido infringiendo ocultamente aquel estatuto pe- 
nal (45). Tales son los estatutos de los Rectores de las Universidades y de los 
Magistrados, que imponen el asistir a la misa solemne “sub poena trium 
grossorum” o prohiben andar sin luz por la calle después del toque del An- 
gelus, bajo pena de un ducado, o que nadie lleye armas, bajo pena de 
perder las armas o los vestidos. 

Es fácil observar en el texto transcrito de JUAN DRIEDO, con una cia- 
ridad que no hemos visto en ningún autor precedente: 

I. Depende de. la intención del legis'ador el que la ley obligue sólo 
a la pena, o a la pena y al acto, y la clara aplicación de este principio a 
otros estatutos civiles del mismo modo que se verifica en las constituciones 
dominicanas. 

2." Considera casi exclusivamente la forma de la ley sin tener en 
cuenta la intención primaria del autor de la misma: que se cumpla el acto 
por cuya transgresión la pena se impone. Por esto hay que suponer e in- 


poenam ultro et ex semetipso debere solvere sub reatu culpae, jam peccat transgressor non 
solvens poenam, etiam ad illam non condemnatus per Superiorem, veluti si dicatur horis et 
locis debitis silentium teneatur, si quís in oratorio fregerit silentium, legat septem psalmos 
poenitentiales. 

Interdum vero constitutio poenalis continet unum solum praeceptum, veluti cum dicitur: 
statuimus si quis tale quid fecerit, talem luat poenam. Et transgressor statuti hujus generis 
non peccat, modo absque contemptu transgrediatur, paratus poenam solvere aut luere, ubi 
fuerit deprehensus. Et quia nemo obligatur ante condemnationem solvere poenam, quae aut 
lege taxata non est, aut si lege sit taxata, decernitur imponenda a Superiore, ideo non peccat 
sine contemptu transgrediens OCCULTE poenale illud statutum. Hujuscemodi sunt statuta et 
praecepta rectorum in Universitatibus, quibus praecipitur unumquemque generalibus conclliis 
congregationibus et missarum solemniis debere adesse, sub poena trium grossorum, aut ne- 
minem post pulsum campanae posse foras ire sine lumine, sub poena unius ducati, et alterius 
mulctae pecuniariae, aut nemo posse portare arma sub poena amissionis armorum et vestum.” 
De Libertate christiana (Lovanii, 1540), 1. 1, art. 3. 

(45) Por todo comentario a estas palabras de Drigpo, reflejando y traduciendo a la rea- 
lidad práctica el concepto teórico de ley meramente penal, véanse estas ideas de JANSSEN, 
Des lois pénales, en “Nouvelle Revue Theologique”, 50 (1923), p. 122: “On rendrait, done très 
mal le veritable aspect d'une loi pénale, on la caractériserait très imparfaitement, en disant 
qu'elle se contente de déclarer au citoyen: *Evite de te laisser prendre en faute; pour le 
reste fais ce que tu veux." Jamais, pensons-nous, un theologien sérieux, un moraliste conscient 
de sa mission n'a avancé une pareille énormité; tous les auteurs, au contraire, sont d'accord 
pour insister sur la nécessité Wobeir à la loi, .qu’elle soit pénale ou non; il faut, si la Cds 
et le devoir ne sont pas de mobiles suffisants, qu’on le fasse au moins pour éviter la peme 
*[] faut"; “amour z la loi", “devoir”... ¡sin ninguna obligación moral para la conciencia: 


ae 
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terpretar que el legislador las ha dado con esta intención cuando no la ma- 
nifiesta claramente. 

3.° De aquí la conclusión que saca el mismo. DRIEDO: con tal que esté 
dispuesto a pagar la pena, si es sorprendido, no peca el que ocultamente 
la infringe. 

Cierto es—y es fuerza reconocerlo—que los ejemplos que Juan DRIE- 
po aduce de leyes meramente penales son un tanto inocentes y no sería 
difícil explicar su misma existencia y naturaleza sin esta teoría, pero no 
es menos cierto que los principios quedan sentados y que de la aplicación 
a Otros casos menos inocentes se encargarán los autores posteriores y la 
opinión pública por ellos formada. La cosa se reduce a una mayor o menor 
destreza para poder obrar ocultamente en contra de lo que la ley establece. 

Aquí aparece, a nuestro juicio, en esqueleto, pero ya formado y tra- 
bado, la verdadera teoría de las leyes meramente penales. 


11. Summa Armilla de BARTOLOMÉ “Fummus”, (Qe Cr peas): 

De gran prestigio e influencia en su tiempo. Según SUÁREZ (46), nie- 
ga la posibilidad de una ley penal sin previa culpa: “Licet non videatur 
consequenter loqui"; no dice por qué, pero entendemos que se refiere a que 
rechaza como inútil la distinción del Gandevense (47). Aunque en otra 
parte (48) refiere la misma distinción sin que parezca rechazarla. 

Advirtamos que ARMILLA apoya el principio de la intención que limita 


la obligación en las Reglas de los religiosos, concretamente, las de su 
Orden. 


12. FRANCISCO DE VITORIA, O. P. (1480-1546). 
La posición en este punto jurídico del eminente fundador del Derecho 
Internacional es rectilínea, y Vitoria—segün SUÁREZ (49)—supone clara- 


mente la posibilidad de leyes que obliguen bajo pena. Veamos la doctrina: 
de FRANCISCO DE VITORIA: 


[11 . d . 
En cuanto a la obligación, no importa que las leyes sean humanas o 
sean divinas" (50). 


—À 


(46) De Legibus, l. 5, €. 4, n. 1. 


[11 i 7 
Ae de sicut en est de praeceptis statutorum, est de praeceptis praelatorum, quod 
ea au, SUPRA FARE qw Sint poenalia, sive non, nisi quando lex vel praeceptum de- 
1 a 'ulpam, sed tantum ad po i i itutioni 
RO CHER poenam, sicut fit in Constitutionibus Fratum 


: LS ponit Henricus de Gandavo in qua de praeceptis statut " 
est inutilis", Summa Armilla (Venetiis, 1578), v. Inobedientiae. ^ i d S VB Y 


(48) Ib., v. Constitutio. 
(49) De Legibus, 1..5, c. 4, n. 9 J 


Le 


(90) VITORIA, F. de, O. P., Relecciones teológi iti 
i , ^ } icas, ed. Cr ó Ma- 
drid-Valencia, 1934. Relectio de potestate civili, A 17 PRENNE EEUU E 
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¿Bajo pecado mortal o venial? “Hay que deducirlo totalmente de la 
matera de Ja ley;..". “No depende esto de la voluntad del legislador, sino 
de la naturaleza y cualidad de la cosa y la materia” (31). 


¿Y si el Rey no quiere obligar en conciencia? “Puede indudablemente 
hacerlo, lo mismo que el legislador eclesiástico, pues a veces lo mismo en 
uno que en otro no quieren exigir obediencia, sino simplemente ordenan 
lo que hay que hacer, indicando y dirigiendo más que mandando; como, 
según parece, pasa con muchas leyes y pragmáticas civiles y eclesiásticas, 
lo mismo que cuando un acreedor pide el dinero no siempre le pide como 
queriendo obligar” (32). 


o 


I... VITORIA no habla de obligación alguna a la pena: “Sine quaqum- 
que obligatione.” 


o 


2. Cuando el legislador ordena así, "dicens, dirigens, quid facien- 
dum sit potius quam praecipiens", ¿hace propiamente una ley, según los 
principios tomistas sobre la ley a los que es tan fiel FRANCISCO DE VITORIA? 


13. ALFONSO DE Castro, O. F. M. (7 1558). 


La significación e influjo de la persona y de la obra del franciscano 
acompañante y predicador de Felipe IT, ALFonso DE CASTRO, han mereci- 
do ya abundante y reciente literatura (53). Para SuAREz, en el punto de 
las leyes meramente penales constituye Castro como el nervio de la ar- 
gumentación y el apoyo principal (54). Hay, no obstante, entre la doctrina 
de ambos diferencias no despreciables, como será fácil apreciar. 


La intención principal que guió a ALFONSO DE CASTRO en su obra, con- 
siderada por algunos como la base del Derecho Penal, De Potestate legis 
poenalis, fué la de un apologista del carácter obligatorio de la ley civil 
contra estados de opinión que minaban su fuerza y su eficacia. 


DUNA 1. 19. 

ae “Sed adhuc superest dubium: Si rex vellet non obligare ad culpam, an posset? Respon- 
detur, quod non est dubium, sicut potest ecclesiasticus legislator, qui quandoque facit aliqua 
statuta, sine quacumque obligatione, ut praelatus religiosorum inter fratres suos. Esset enim 
contra rationem dicere, quod constitutiones Praelati ecclesiastici, non semper obligent ad cul- 
pam, et saecularium non possint non obligare. Aliquando enim legislator, sive ecclesiasticus, 
sive saecularis non vult in suis legibus exigere obedientiam debitam a subditis, sed simpli- 
citer ordinat quid faciendum sit, dicens, et dirigens potius quam praecipiens, qualiter multa — 
videntur esse in legibus et pragmaticis civilibus, et ecclesiasticis, sicut non semper cum petit 
pecuniam creditor, exigit tamquam volens obligare" (ib., n. 20). z 

(53) Cf. MañaricÚa, La obligatoriedad de la ley penal en Alfonso de Castro, en REVISTA 
ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 4 (1949), pp. 35-64; CASTILLO, S., Alfonso de Castro y el pro- 
blema de las leyes penales o la obligatoriedad moral de las leyes humanas, Salamanca, 1940; 
OLARTE, T., Alfonso de Castro (1495-1568): su vida, su tiempo y sus ideas filosófico-jurídicas, 
San José de Costa Rica, 1946; CORTS Y GRAU, J., Los juristas clásicos españoles, Madrid, 1948, 
páginas 101-6; RosAL, J. DEL, Acerca del pensamiento penal espafiol, Madrid, 1948, pp. 17-32. 

(54) De Legibus, l. 3, c. 22, nn. ARO DN COE, ETE eS 
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Habrá quien piense que, lejos de conseguir la finalidad propuesta en el 
transcurso de unos siglos por lo menos, lo que Castro ha conseguido ha 
sido todo lo contrario, lo más opuesto que se pueda imaginar a su sanisi- 
‘na intención: corroborar y dar consistencia doctrinal a los errores mis- 
mos que quería debelar y combatir estructurando la teoría de las leyes 
meramente penales. 

Sea de esto lo que fuere, consignamos su propósito: 

En el primer libro quiere combatir abiertamente el error de los que 
dicen que ninguna ley penal obliga a las conciencias de los súbditos bajo 
culpa, sobre todo bajo culpa grave, y en el segundo el de los que quieren 
que la ley penal no obligue nunca antes de la sentencia del juez (55). Es ya 
un estado de opinión proverbial, asegura en el mismo prólogo, que ningu- 
na ley penal obligue en conciencia y que ya es bastante que el transgresor 
se exponga al peligro de la pena impuesta. 

Podemos reducir lo más importante de CASTRO, a nuestro propósito, en 
los puntos siguientes: 


I' La ley meramente penal en cuanto tal nunca obliga en conciencia, 
porque sus palabras no contienen ningún precepto (56) (a veces la grave- 
dad de la pena puede dar a entender que por otro motivo está mandado 
o prohibido). Nadie puede estar obligado por la ley que no exprese sufi- 
cientemente la obligación a la culpa, como ley insuficientemente promul- 
gada (57). De obligar por sí misma la ley penal al acto por el que castiga, 
podría suceder que castigara un acto no prohibido o mandado antes por 
ninguna ley moral precedente, humana o divina, y esto es imposible (38). 


2.” De que la ley contenga una pena no se sigue—dice—, como pre- 
tenden ENRIQUE DE GANTE y SILVESTRE, que el legislador quiera que se 
haga lo que manda o se omita lo que prohibe. Puede quererlo sólo por el 
temor de la pena, como en las Constituciones de los frailes menores y de 
los PP. Dominicos (59), si es que pueden estas Constituciones llamarse 
leyes (60). 

ad Es verdadera ley, porque contiene o la obligación para el juez que 
ha de imponer la pena o para el transgresor si ha de pagarla espontánea- 
mente. Es cierto, como dice Santo Tomás, que las leyes obligan en con- 


(55) CASTRO, De potestate legis poenalis, 2 v i ici i 
Nis, . Lugduni 54, + qu 
de no advertir lo contrario, I Praefatio, fol. 9 C. à E oi qu p NM e oe 


(56) "Lex pure poenalis est illa quae nihil facer i i i 
ponit poenam illi qui aut aliquid Tetea aut facere EREA Ay OS E eden 

(57) De potest. leg. poen., 1. 1, c. 9, fol. 49 I4 MM PS gai ; 

(oS METDS ELON 59 | 

(59) Ib., fol. 50. 

(60) ibe Lol sot B, ys lode ic. 3; fol. 14 De 
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ciencia, pero no más allá que lo que la ley determina, y en la ley penal no 
se manda otra cosa que la pena (61). 

4.” La ley penal mixta obligará o no en conciencia al acto del precep- 
to moral según contenga o no esta misma parte de la ley palabras que in- 
diquen mandato o prohibición, o equivalgan (menos en el caso que sea 
muy grave la pena que impone) (62). 

5. En todo caso, la obligación en conciencia depende de la intención 
del legislador, que “no puede provenir de otra parte más que de la libertad 
e intención del que establece la ley, como la bondad del acto exterior de- 
pende del acto interior que lo impera” (63). i 

Esta parece la etapa definitiva hacia la construcción de una teoría cuyo 
éxito hasta nuestros días no se puede negar. 

SUÁREZ perfilará algún razonamiento, mitigará algún extremismo, in- 
troducirá modificaciones accidentales que contribuirán—dado el influjo de 
su autor—a darle firmeza y prestigio: Pero substancialmente puede decirse 
que su doctrina de las leyes meramente penales será la de ALFONSO DE 
Castro (64). 

A la simple lectura de la síntesis anterior salta a la vista y llama la 
atención : 

a) La consideración casi exclusiva de la forma externa de la ley. 
Esto dicen y esto no dicen las palabras contenidas en ella. La intención del 
legislador de que se cumpla el acto que manda desaparece casi por com- 
pleto. Exceptúa el caso de una pena muy grave. Y entonces —dice—la obli- 
gación vendrá siempre de un precepto moral anterior, o habrá que con- 
venir que el legislador no ha expresado debidamente su pensamiento al ha- 
cer aquella ley penal (65). Este extremo es el que SUÁREZ suaviza dando 
más importancia a esta intención primaria, para la que ofrece algunos cri- 
terios más para averiguarla: la pena, la materia, las circunstancias, además 
de los términos en que está concebida. 

La consideración puramente verbal de la ley ha sido una pendiente, 
insinuada con timidez por ENRIQUE DE GANTE, y que CasTRrO ha recorrido 
hasta el final. En aquél la intención de que se cumpliese el acto lo era todo 
o casi todo; en éste, es nada o casi nada. 


(61) Ib., fol. 52 C. 


(CA E. 12; fol. 60. : 
(63) “... illa (obligatio) aliunde pendere non potest, quam ex intentione et voluntate le- 


gislatoris, quia vult obligare illos quibus legem statuit... sicut bonitas actus exterioris pendet 
ab interiori actu imperanti, sic obligatio legis scriptae vel prolatae ab intentione legislatoris 
pendet 1 1, c. 12, Tol. 60. : A 
(64) Cf. VANGHELUWE, De lege Mere poenali, en “Ephemerides Theologicae Lovanienses”, 
16 (1939), p. 429. 
(65) De potest leg. poen., 1. 1, C. 12, fol: 60. 
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Pero una vez introducida, para interpretar la fuerza de una ley, la 
intención subjetiva de su autor, ocurre preguntar si lo más lógico no es 
acaso atenerse a la manifestación natural de esta intención, que son las 
palabras... 

b) Son leyes—CasrRo tiene la preocupación de demostrarlo—por ‘a 
obligación moral que imponen al juez o al culpable si debe expiarla espon- 
táneamente. También este punto lo modifica SUÁREZ. ¿Más o menos con- 
secuentemente? Porque SUÁREZ quiere demostrar que son leyes en relación 
con los súbditos. 


14: DOMINGO, Soro, O. P. (+ 1560). 

Dos años más tarde que ALFONSO DE CASTRO, moría el eminente autor 
del De Iustitia et Iure. Constaba en ella con disgusto la creencia común en 
el vulgo de que una ley con una pena no obliga en conciencia, 


Realmente, como SuAREz advirtió ya (66), su disgusto se traduce en 
una enérgica conclusión: “No hay ninguna ley penal, si ha de merecer el 
nombre de penal, que no obligue en conciencia.” Pero deja abierta la 
misma puerta e intacta la cuestión cuando añade: “Si el legislador no ex- 
presa una intención contraria diciendo: no pretendemos obligar en concien- 
cia, o algo semejante” (67). 

Que es lo mismo que dice SUÁREZ. Si una ley penal no obliga en con- 
ciencia, es porque ésta y no otra es la intención del legislador. 

Pero conviene advertirlo, pues Domtnco Soto puede salvar toda la 
lógica en esta cuestión, haciendo constar que en este caso la ley tiene más 
bien carácter de concesión o dispensa y la pena, más que de pena, tiene 
de precio o convenio. Con la pena impuesta al que saque trigo del reino, 
puede querer dos cosas distintas—dice Soro—: o que en modo alguno se 
saque el trigo, o recoger dinero por este medio. Lo primero sería una ley 
moral y lo segundo—decimos nosotros—jun permiso de exportación! 

Por esto las penas de los religiosos por infracciones de su Regla son 


como acuerdos mutuos y pactos por los que los monjes se obligan a ello 
en caso de faltar (68). 


En la ley civil son una especie de pacto, a elección del súbdito, con- 
forme a las ventajas que le reporte un miembro u otro. 


(66) De Legibus, Y 5, C. 4, n. 1. 


(63) TNT D., O. P., De Iustitia et Iure, Lugduni, 1582, 1. 4, (OO ane be 
I 
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I5. DIEGO. DE COVARRUBIAS (t. 1577). 

Colocado en un terreno más bien práctico, supuesta y admitida la teo- 
ría y sin discutir el carácter de leyes en las meramente penales, el gran 
maestro DIEGO DE COVARRUBIAS acepta que por la sola fuerza de los tér- 
minos—"ex ipsa verborum forma”—no obligan en conciencia las leyes 
meramente penales, pero “opino que muchas veces de ellas se puede dedu- 
cir la intención en el legislador de obligar a culpa mortal o venial” (69). 

SUÁREZ (70) le enumera justamente entre los que admiten la posibi- 
lidad de tales leyes. 


I6. MARTÍN DE AZPILCUETA, Doctor NAVARRO (t 1586). 

Rechaza como pueril la triple división de las leyes, pero su doctrina 
supone evidentemente las leyes ¡meramente penales. Esta referencia de 
SUÁREZ (71) €s. exacta: : 

En su famosa “Summa Confesorum”, el Doctor NAVARRO, mora- 
lista práctico, deja reducida la cuestión a una ampliación de criterios para 
conocer esta intención de excluir-la obligación bajo culpa, el hecho de ha- 
ber añadido la pena (72). 

El GANDAVENSE apenas veía diferencia—mirando la intención de obli- 
gar al acto—entre la ley penal mixta y la ley meramente penal. NAVARRO, 
por la presencia de la pena en ambas, tampoco ve entre ellas una mayor 
diferencia. ¡Sólo que interpreta la pena como señal de no obligación moral! 


17. ALGUNOS OTROS AUTORES CONTEMPORÁNEOS DE SUÁREZ. 

a) GREGORIO DE VALENCIA, S. J. (+ 1603). 

Construye toda una filosofía de la ley para encuadrar en ella las leyes 
meramente penales, buscando su coordinación lógica con los mismos prin- 
cipios que ha comentado de la “Prima Secundae" del ANGÉLICO. 

El concepto de ley, para VALENCIA, es más amplio que el de ley que 
obliga en conciencia, como cuando la ley obliga a hacer algo para evitar 
la pena. En este caso no son preceptos “simpliciter”, sino “secundum quid”, 
ya que no proceden “adaequate a Superioris auctoritate, secundum totam 
suam rationem” (73). Son dos órdenes, dos planos distintos de obligación. 

Equivale, diríamos, a confesar que no son propiamente leyes; y además 
podría averiguarse cómo se puede probar por los principios de SANTO To- 


(69) COVARRUBIAS, D. DE, Opera D. Covarrubias, 2 vols., Genevae, 1540, pars II, relect: c. Pec- 
catum, de reg. iuris in 6, § V, De gabellis et vectigalibus solvendis, t. I, p- 617. 

(70) De Legibus, 1. 3, c. 22, n. 10 

(71) De Legibus, 1. c. y 1. 5, C. 4, n. 2. 

(72) NAVARRO (MARTÍN DE AZPILCUETA), Opera, 3 vols., Romae, 1590, Summa Confessorum, Ca- 
sus 23, nn. 48 y 49, y C. Fraternitas, 12, q. 2, n. 22. 

(73) VALENTIA, G. DE, S. J., Commentaria Theologica in 1, 2, 4 vol, Venetiis, 1608, t. 2, 


disp..7, q. 1, punct. 2. 
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más el principio "legem veram latius patere quam legem obligantem in 
conscientia". 

Sigue en la concepción de las leyes meramente penales a NAVARRO, cuya 
doctrina en este punto explica y defiende extensamente. 

b) GaBrIEL VÁZQUEZ, S. J. (+ 1604). 

Según VÁZQUEZ, las leyes meramente penales tienen fuerza "cuiusdam 
ordinationis" propuesta más que impuesta: en la potestad del Superior está 
no el que puesto el precepto pueda obligar o no, sino en mandar o sólo 
proponer, orientar y dirigir por medio de consejos (74). Así se observa en 
las Órdenes religiosas (75). 


En una palabra : no son leyes. 
CO) JUAN DE, SALAS, S.J; (1 1012): 


Para percatarse de las proporciones que va adquiriendo entre tedlogos 
y juristas la discusión sobre este punto del Tratado de leyes hay que hojear 
al jesuita español, de tan vasta erudición como el P. JUAN DE SALAS. 
Hace ya una clasificación de las diversas opiniones en este punto, siendo 
su doctrina fundamentalmente la que considera tradicional; entre las dos 


tendencias extremas, la que tiende a considerar principalmente la intención 
que inspira toda pena y la que tiende a interpretar el sentido literal de la 
ley, se inclina más hacia la primera que a la segunda: Cuestión de matiz, 
pues la teoría sigue en pie. 


Cuando el legislador no quiere obligar en conciencia, lo expresa en la 
misma ley (Reglas de los frailes menores, de los PP. Dominicos y de la 
Compañia de Jesús), por lo cual —añade—MEDINA, SALON, ARAGÓN, SOTO: 
y Castro dicen que dichas constituciones no son propiamente leyes (76). 


Si en la ley aparece la sanción y no manifiesta lo contrario, obliga en 
conciencia: Esta es ley propiamente penal. 


Otras veces no es penal, sino condidional, cuando no permite algo, si 
no es con la condición de pagar o sufrir una pena si fueran sorprendidos. 


son convencionales o pactos. En caso de duda hay que inclinarse por es- 
tas, últimas. 


, TEM ae G., S. J., Commentarium ac disputationes in 1, 2 Sti. Thomae, 2 vol., Lug- 
TEI c 1. 2, disp. 159, €. 2, n. 17: “... hoc autem non fit, quia in potestate legislatoris 
sit, posito praecepto, obligare aut non obligare subditos, sed quia in potestate ipstus est prae- 


cipere, ut superior praecipit inferioribus, vel solu ici i 
IDs um proponere et (ut dici 
dirigere per modum consilii." D nee Spt) crane 


(75) Ib., C.-3, n. 12. 


(76) 


e iras J. DE, S. J., Tractatus de Legibus, In 1, 2 Sti. Thomae, Lugduni, 1611, disp. 15, 
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d) BARTOLOMÉ MIGUEL SALÓN, O. S. A. (1538-1620). 

El sabio agustino, al que dedica tan lisonjero juicio el P. MonrEs (77), 
sigue en su largo estudio sobre la ley penal las huellas de ENRIQUE DE 
GANTE. Pone especial interés en interpretar fielmente su pensamiento. 


Desde el momento en que una ley tiene una pena, es señal que obliga 
en conciencia, salvo que el legislador manifieste abiertamente su intención 
contraria; en este caso, no obligará posiblemente bajo pecado mortal, pero 
si, aunque leve, bajo pecado. Porque toda ley, desde el momento en que 
contiene alguna sanción, es que obliga bajo alguna culpa en conciencia. 

Defiende resueltamente su Opinión como respondiendo ciertamente al 
pensamiento del Gandavense. Si por la forma escueta de la ley no obligan 
más que a la pena, no obstante por la asignación de la pena—signo de la 
intención diría el Gandavense—siempre obligan (78). Hace una magnífica 
aplicación de esta doctrina en materia de tributos (79). 

e) El Cardenal ROBERTO BELARMINO, S. J. (1542-1621). 


Niega, en efecto, el Cardenal BELARMINO, como dice SuÁnzz (80), la 
posibilidad de una ley meramente penal que imponga una sanción sin culpa 
previa, y al propio tiempo las leyes que podrían llamarse meramente pe- 
nales, como las constituciones, obligan “per modum pacti". Más que pena 
es “poenalis afflictio suscepta in. auxilium spiritus" (81). 


18. CONCLUSIONES DEL ESBOZO HISTÓRICO DE LA TEORÍA DE LAS LE- 
YES MERAMENTE PENALES. 

I. EVOLUCIÓN DEL CONCEPTO DE LEY MERAMENTE PENAL. 

A pesar de la pequefia minoría de autores (82) que actualmente com- 
baten la teoría de las leyes meramente penales, puede decirse todavia co- 
munísima entre los actuales teólogos y juristas católicos (83). 


(77) MONTES, J., O. S. A., Estudios de los jurisconsultos y moralistas españoles acerca de 
la ley penal, en “La Ciudad de Dios”, 122 (1920), p. 247. t 
(78) SALON, M. DE, O. S. A., Controversiae de justitia et jure, Lugduni, 1582, art. 1, n. 17. 


(79). Ib., n. 12. 


(80) De Legibus, 1. b.e <4) TEE, i Á 
(81) BELLARMINUS, S. R., S. J., De Controversiis Christianae Fidei, 3 vol, Mediolani, 1721, 

1. 2, 1. 3 de laicis, c. 11 probatur 6. : 
(82) Véanse enumerados en la Introducción, pp. 517-518, notas 34 a 47. 


(83) Así AERTNYS-DAMEN, C. SS. R., Theologia Moralis, I, Taurini, 1932, n. 155; S- ALFONS 
sus M. DE LIGORIO, Theologis Moralis, I, Romae (Ed. Gaudé), 1905, n. 145; D'ANNIBALE, Card. J., 
Summula "Theologiae Moralis, I, Romae, 1894, n. 207; BILLUART, C. R., O. P., Cursus Theo- 
logiae, MI, Lyón-París, 1852, n. 495; BOUQUILLON, TH., Theologia Fundamentalis, 1, Bru- 
gis, 1890, n. 131; BUCCERONI, J., S. J., Institutiones Theologiae Moralis, I, Romae, 1908, pági- 
nas 110-111; GENICOT, E., Theologiae Moralis Institutiones, I, Lovanii, 1900, n. 106; MARO- 
TO, Pn., C. M. F., Institutiones Iuris Canonici, I, Romae, 1921, n. 220; MERKELBACH, B., O. P. 
lis, I, Oeniponte, 1939, n. 164; PRÜMMER, D., O. P. Manuale Theologiae Moralis, I, Fri-- 
burg, 1923, nn. 209 s.; VERMEERSCH, Theologia Moralis, I, Romae, 1933, n. 173. 
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Divide a estos defensores entre sí el modo de concebirlas. La forma 
de las leyes meramente penales que más priva es indudablemente la que 
llamaríamos condicional: la obligación moral afecta a la pena si se falta al 
acto que la ley ordena (84). 

Se rechaza la llamada forma disyuntiva, patrocinada por D'ANNIBA- 
LE (85) y BououiLton (86), porque estiman incongruente y cruel que el 
legislador esté indiferente a la pena o al acto. Lo racional, según la mayor 
parte de los autores, es que desee sinceramente un fin y a ello ponga los 
medios conducentes, en este caso la sanción de la ley (87). 

Con mayor energía se ha rechazado la más reciente opinión del P. VER- 
MEERSCH (88), que en las leyes meramente penales no admite más que la 
obligación jurídica, al tenor que CAYETANO (89) lo hizo para las Reglas 
de los religiosos que contienen una norma general que declara la intención 
de que no obliguen en conciencia aquellas constituciones. 

Se ve, consumada en esta última sentencia, la separación del orden 
moral y el orden jurídico, sobre todo cuando el concepto de ley meramente 
penal se extiende a todas o casi todas las leyes del Estado (90). 

Si en la concepción misma de la ley no hay unanimidad, mucho más 
se hace desear cuando se trata de la extensión de este concepto. ¿Qué crite- 
rios ofrecen los autores de hoy para conocer cuáles son y cuáles no son 
meramente penales y qué leyes en las vigentes legislaciones civiles se con- 
sideran tales, las de tasa, milicia, tributos, circulación, etc., etc., o cuáles 
no se consideran meramente penales? | 

Ahora bien, sea de esto lo que fuere, es cierto que hasta llegar a la 
completa formación de esta noción de ley “que no obliga en conciencia por 


3 Danes S. ALFONSO, O. C., D. 145; WERNZ-VIDAL, Ius Canonicum, I, Romae, 1938, n. 165, 
10ta 152. 


(85) D'ANNIBALE, O. C, n. 207. 
(86) BOUQUILLON, 0. C., n. 144. 


(87) ¿No será injustificado el gesto de escándalo con que rechazan hoy comúnmente los 
autores la forma disyuntiva de la ley, que, según vimos, SUÁREZ admite junto a la forma 
condicional? Por razones de orden metafísico, estos dos conceptos difleren sin duda alguna. 
Teóricamente, no es lo mismo una condicional (ley o proposición) que una disyuntiva. Pero 
estos autores no lo rechazan por razones de este género, sino de orden práctico: la intención 
del legislador no puede estar indiferente... Y ]la intención, argüímos, se exterioriza por 1a 
ley que da. Prácticamente, y así lo ve lógicamente SUÁREZ, si el legislador dicta una ley con- 
dicional, para el súbdito ¿no será lo mismo estar obligado a pagar una pena si falta a lo 
mandado por la ley, o bien estar obligado o a cumplir el acto mandado o; si no quiere cum- 


plirlo, a someterse a la ley que impone? (Cf. Lirr, Les lois dites puremen “Re- 
vue Ecclesiastique de Liége”, 30 (1938), p. 146). | a pe OS 


(88) VERMEERSCH, Theologia Moralis, n. 172. 
(89) CAYETANUS, In 2, 2, q. 186, art. 9. 


ON M a opinión, ecléctica (la del P, Roprico, L., S. J., Praelectiones theologico- 
DEM ^ T er, 1944, n. 346), que distingue entre obligación jurídica al acto principal 
que el legislador intenta y la obligación moral o jurídica que a su determinación puede afec- 


lar la intención subsidiaria de la sanción viene ine 
1 a recaer n tabl 
, Vl emente en alguna de 1a3 


may rct 
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ser ésta la intención del legislador” (ésta es la nota esencial y común), ha 
pasado por un proceso evolutivo interesantísimo y aleccionador. 


19. Los teólogos del siglo xui, como nuestros moralistas de hoy, sc 
encontraban frente a un hecho, el de una autoridad civil, de la que ema- 
naban órdenes de distinta trascendencia, unas veces justas, otras quizá 
injustas, cuyo cumplimiento en una y en otra hipótesis exigía aquella auto- 
ridad mediante la represión coactiva externa. Todas estas circunstancias 
que rodeaban y rodean este hecho de todos los tiempos exigían una distin- 
ción en algunos casos bien determinados y claros entre el fuero de la con- 
ciencia y el exterior. Nadie podía negar la obligación, donde existía esta 
ley municipal, de pagar la multa impuesta por haber salido de la ciudad 
sin luz después del toque de Angelus. Ningún confesor creemos arguiria 
de pecado, ni grave ni leve, al que por precipitación o descuido hubiera 
caído por este motivo en manos de los alguaciles... Unos tributos injusta- 
mente impuestos por la autoridad podían ser negados en conciencia enton- 
ces y ahora... 

Para este hecho había que buscar una explicación: ¿Obligan o no obli- 
gan en conciencia semejantes estatutos? ¿Cuáles y por qué? 

ENRIQUE DE GANTE tantea una explicación, busca en principio: la in- 
tención del legislador no puede ser la de obligar en conciencia cuando esto 
es irracional. Sería irracional cuando hay una causa justa que legitima 
la transgresión. En la misma forma de la ley se ve que a veces, cuando se 
trata de cosas indiferentes, no indica más que la pena, para que no que- 
brante a cada paso y sin causa: Esto sucede en las constituciones de los 
religiosos. La intención del Superior determina si es de una u otra natu- 
raleza la ley penal que promulga. 

Luego aquellas normas o estatutos civiles tampoco obligan de un modo 
absoluto, porque se supone, por la materia y los términos en que están 
concebidos, que ésta es la intención del que los dictó. 

Algunos autores rechazarán, otros aceptarán la distinción del Ganda- 
vense fundada en la consideración verbal de la ley; unos y otros le darán 
carta de naturaleza, así como a los principios que hacen depender la obli- 
gación de la voluntad del que legisla, como en las constituciones de las 


Ordenes religiosas. 

Salvo los pocos autores que rechazan los principios básicos de la teo- 
ría, los retoques accidentales no modificarán estos elementos; mayor o me- 
nor amplitud en está interpretación de la intención, las palabras y la pena; 
menor o mayor rigor en la obligación de la pena; apreciación diversa de su 


— 555 — 


ANGEL MORTA FIGULS 


verdadero carácter de leyes...; con diferencias, no pocas veces puramente 
«verbales, seguirán aplicando y construyendo sobre el hecho que la vida 
social les ofrece, la teoría de unas leyes que ño son más que meramente 
penales. 

Un paso más—más. reciente—será perder de vista la misma considera- 
ción verbal de la ley y suponer como penales leyes que por su materia, su 
expresión —diríamos, y su intención, si el legislador moderno tuviera en 
cuenta la obligación moral—son claramente preceptivas, morales o mix- 
tas si se quiere. Pero en modo alguno meramente penales, ni penales si- 
quiera. 

Que en esta evolución del concepto de ley meramente penal han influí- 
do de modo poderosísimo las constituciones de las Ordenes religiosas y 
más en concreto la declaración del Capitulo General de Paris en 1236 para 
las constituciones de los PP. Dominicos, es cosa que está totalmente fuera 
de duda. Basta leer superficialmente los autores que en la materia se con- 
sideran clásicos dando una ojeada a la breve sintesis que de algunos de ellos 
acabamos de ofrecer para convencerse plenamente de ello. A partir de 
DniEDo y CASTRO no hay defensor de las leyes meramente penales que no 
acuda para demostrar su posibilidad a la declaración de la voluntad de uo 
obligar en conciencia en las constituciones de los religiosos. 

Y ellas han influido poderosamente a ensanchar los criterios de apli- 
cación de este concepto a otras leyes (91). 


¿Han influido sólo en la evolución del concepto de ley meramente pe- 
nal o también en su génesis misma? ¿El origen de la teoría de las leyes 
meramente penales no hay que buscarlo en último término en las leyes de 
los religiosos? 

Aunque un poco al margen de nuestro intento en este estudio, no que- 
remos dejar de ofrecer unas observaciones sobre el origen de la teoría de 


las leyes meramente penales, que, sin ánimo de dirimir la cuestión, pueden 
ayudar a esclarecerla. 


207 ILE MATL GUNAS OBSERVACIONES SOBRE EL ORIGEN DE LAS LEYES 
MERAMENTE PENALES, 


La opinión más extendida es, sin género de duda, la que señala como 
base y fundamento de la teoría de las leyes meramente penales las cons- 
tituciones de los religiosos. Así, por ejemplo, Van Hove (92) Mri- 


(91) MAZÓN, Las reglas..., p. 265. 
(92) VAN HOVE, De legibus ecclesiasticis, p. 153. 
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CHIELS (93), HARMIGNIE (94), RENARD (95), GrswoNpi (96), CASTI- 
BLD-(97),+ LITT (98)... 

Santo Tomás será invocado o no como favorable a la teoría, pero 
difícilmente habrá autor que le proponga en serio como padre de la misma. 

Recientemente, Mazon, en su libro Las Reglas de los religiosos, rompe 
lanzas contra la opinión común hasta ahora. 

Pone empeño especialisimo—jacaso porque favorece a la conclusión 
general de su tesis: las reglas de los religiosos no son leyes meramente pe- 
nales?—en demostrar (99): 

a) “Que sin hacer violencia a los argumentos... se puede señalar a 
ENRIQUE DE GANTE como autor de la teoría de las leyes meramente pe- 
nales" (100). 

b) “Que las Reglas de los religiosos no influyeron en el origen de la 
teoría de las leyes puramente penales; brotó ésta independientemente de 
aquéllas” (101). 

Para pronunciarse sobre el origen de la teoría de las leyes meramente 
penales hay que fijar ante todo la noción de cuyo origen se trata. 

¿Qué se entiende por “origen de la ley meramente penal”? La frase 
puede tener un doble sentido—sospechamos que en realidad lo tiene—, 
resultando así poco menos que imposible coincidir en el juicio que se dé. 

A) LEY MERAMENTE PENAL puede significar, simplemente, “ley que 
se estima no obliga en conciencia”. Es decir, un hecho real, que puede 
obedecer a una múltiple causalidad: materia leve, de simple orden públi- 
co, presunción o duda de injusticia, deformación de las conciencias, etcé- 
tera. En este sentido podemos afirmar que antes de nacer la teoría exis- 
tía el hecho que ésta quiere explicar, encuadrándolo en el conjunto de 
una doctrina jurídica. El mismo hecho real que el Gandavense explicaba 
con su distinción sobre la forma de la ley, debía explicar, por ejemplo, 


(93) MICHIELS, Normae generales iuris canonici, I, Lublín, 1929, p. 261, n. 8. 

(94) HARMIGNIE, Ordonnances humaines et obligation de conscience, en “Revue Neo-Scho- 
lastique”, 32 (1930), p. 276. 

(95) RENARD, La théorie mea D 18: 

(96) GiswOoNDI, P., Le leggi puramente penali e te leggi puramente morali per la Chiesa 
e per lo Stato, en “Rivista Italiana per le Scienze Giuridiche”, 2 (1936), pp. 237, 346. 

(97) CASTELO, S., La ley puramente penal y la legislación eclesiástica, en “Ciencia To- 


mista”, 64 (1943), p- 30. , "gn l 
(98) Lirr, Les lois dites purement pénales, en “Revue Ecclesiastique de Liége”, 30 (1938), 


página 142. A AT r 4 

(99) Después de repetir varias veces esta afirmación, insiste en ella al terminar su E 
bro (p. 355), “como resultado de valor secundario” de su trabajo, digno de “especial mención”. 

(100) Mazon, Las reglas de los religiosos, p. 256: “Lo que sin duda se puede afirmar es: 
primero, que en las obras de Enrique se encuentra por vez primera propuesta y iratada de- 
ienidamente esta cuestión; segundo, que à él deben su nombre las leyes puramente penales, 
y tercero, y esto es indiscutible, que el Doctor Solemne ha ejercido decisivo influjo en los 


tedlogos y juristas posteriores en esta materia." 
(101) Jem, p. 265. 
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Virorta, rechazando la teoría y diciendo que eran consejos, y VAZQUEZ 
relegándola a la categoría de orientaciones o pactos, y deben explicar hoy 
los autores que repudian la construcción de la teoría de que hablamos, 

B) LEY MERAMENTE PENAL significa también “ley que no obliga en 
conciencia por haberla dictado el legislador con esta intención". 

Es “ley meramente penal”—teoria—para explicar aquel hecho. Es 
decir, ¿quién y por qué empezó a aplicar a las leyes civiles el principio: el 
legislador puede hacer una ley con la intención de que no obligue en con- 
ciencia ? 


21. Hecha esta distinción, muy real a nuestro juicio, entre “la ley me- 
ramente penal"—hecho-—(impropiamente llamada así, porque supone lo 
que se trata de demostrar) y “la ley meramente penal”—teoria—, pregun- 
tamos: 

A) ¿No tuvieron las constituciones de los religiosos ninguna influen- 
cia en el origen de la teoría de las leyes meramente penales? 

La razón de la negativa en Mazon (102) es la siguiente: ENRIQUE DE 
GANTE, para probar que no se peca no obedeciendo a lo mandado y cum- 
pliendo la pena, supone que algunos estatutos penales de los Príncipes no 
obligan bajo pena de pecado, habiendo el transgresor de cumplir la pena 
que en ellos se señala. “Et simile est—dice ENRIQUE—de statutis principum 
et praelatorum in consimili materia.” 

El punto de arranque de la argumentación, según Mazon, son los es- 
tatutos penales de los Príncipes, no las Reglas de los religiosos. 

Es cierto: se trata de un si'ogismo a pari que afirma una semejanza 
entre los estatutos penales y las Reglas de los religiosos. 

En el plano de los hechos. Como se dan en los estatutos civiles, pueden 
darse en las Reglas de las religiones. Y para la argumentación no necesita 
más. Por esto en el argumento no apela a ninguna otra cosa. 

En la constatación del hecho, ciertamente el argumento procede como 
indica el P. Mazon. 

Más adelante, al querer dar una explicación de este hecho, viste En- 
RIQUE DE GANTE la teoría. Y en este punto, el solo ejemplo que cita es 
sacado de las constituciones religiosas, el de quebrantar el silencio después 
de comp'etas. 

Es cierto que el solo hecho de aducir un ejemplo de las constituciones 
religiosas para ilustrar la argumentación no es prueba apodictica de que 
de las Reglas de los religiosos. precisamente saque el principio sobre el ' 


(102) Idem, p. 958. 
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que viste toda la explicación, base de la teoría de las leyes meramente 
penaels. Pero: a 

1... Es muy sintomático, cuando el curso natural de la argumentación 
exigía más bien un ejemplo de la ley civil en la que se viera la intención 
de no obligar. 

2. La aplicación de la doctrina del Gandavense sobre la intención 
de la pena para obligar en modo absoluto o sólo cuando no hay causa que 
justifique la transgresión, es decir, para que no se fa'te sin razón y a cada 
paso, se aplica muy bien a las constituciones monásticas; al paso que resulta 
bastante más difícil en la legislación civil, en la que no se dan penas “latae 
sententiae" que obliguen "ipso facto" en cuanto se falta a lo que la ley 
sefiala. Es, por tanto, más probable que el principio lo dedujera de aqué- 
llas que de éstas. 

3^ Es muy improbable que en la legislación civil de aquel tiempo—de 
hecho no sabemos de un caso siquiera—hubiese algün estatuto en el que 
el legislador declarase tener la intención de que en ciertos casos no obliga- 
sen sus leves, mientras que sabemos era perfectamente conocido y no podía 
ignorarlo ENRIQUE DE GANTE, que en las constituciones de los PP. Domini- 
cos había una declaración explícita de esta intención de no obligar sino 
a la pena. 

;De qué legislación, por tanto, era más fácil aducir el principio de la 
intención del legislador? 

Concluímos, por consiguiente, que, por una parte, no parece suficiente- 
mente apodíctico el razonamiento de Mazón para probar que en el origen 
de la teoría de las leves meramente penales no influyeron para nada las 
Reolas de los religiosos, ya que el argumento del Gandavense no exige 
más que una paridad de hechos, y en este plano el proceso de stt argumen- 
tación va de los estatutos civiles a Jos religiosos, y que, por otra, juzgamos 
no sólo probable, sino mucho más probable, natural y lógico, que en el 
p'ano de los principios, acudiese a la legislación que se los ofrecía clara 
e indudablemente: las constituciones de los religiosos. 

Si se nos arguye todavía diciendo que propiamente no afirma ENRIQUE 
DE GANTE en su ejemplo que son meramente penales unos y otros esta- 
tutos porque ésta es la intención del legislador y esto se demuestra (103), 


(103) Esto supondría dar a todo el argumento del Gandavense una base puramente obje- 
tiva; el sentido sería: no obligan en conciencia en este caso porque hay causa suficiente que 
excusa. Y a la verdad no parece ser éste el sentido de todo el argumento, sino: no obligan 
en conciencia en este caso, porque hay motivo para pensar que el legislador no hà tenido 
la intención de obligar de modo absoluto. Si no ha tenido esta intención, tampoco obliga, 
porque el efecto de la ley no sobrepasa los límites de la intención del legislador. 

Históricamente, es claro, que todos los grandes autores lo interpretaron así. 
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no tendremos en este caso ningún inconveniente en asentir. Pero entonces 
no es ENRIQUE DE GANTE el autor de las leyes meramente penales. Se con- 
tentaria, en esta hipótesis, con afirmar un hecho que se da fuera y dentro 
de los conventos. Y la teoría de las leyes meramente penales nacería dos 
siglos y medio más tarde con la aparición de la Summa Armilla y, sobre 
todo, de las obras del jesuita JUAN DE DRIEDO, en las que se citan las 
constituciones de los PP. Dominicos y en ellas se apoyan para demostrar 
su posibilidad. Es decir, nacería de las Reglas de los religiosos (104). 


22. B) ¿Es ENRIQUE DE GANTE el verdadero autor de la teoría ? 

Históricamente, sí; es decir, los autores de más decisiva influencia en 
este punto le citan y se apoyan en él. En su doctrina han encontrado el 
principio que en germen—quizá muy al margen de la intención del Gan- 
davense—contiene la teoría de las leyes meramente penales. 

Doctrinalmente, también con mucha probabilidad. La interpretación 
más obvia de sus palabras es la que damos más arriba, vislumbrándose en 
ella una alusión a las Reglas de los religiosos como fuente del principio 
básico de la teoría de las leyes meramente penales (105). 

La consideración casi exclusivamente verbal de la ley es también suya, 
aunque su preocupación por la intención del legislador de que se cumpla 
lo mandado mitigue en su conjunto doctrinal, extremos que en otros auto- 
res aparecerán sin mitigación de ninguna clase. 

Tampoco demuestra el interés que después demostrarán algunos autores 
clásicos, entre ellos SUÁREZ, para probar que son verdaderas leyes. 


23. III. CRÍTICA DEL ARGUMENTO DE AUTORIDAD ADUCIDO POR 
SUÁREZ EN PRO DE LAS LEYES MERAMENTE PENALES. 

Por cuanto antecede puede justipreciarse el valor del argumento de 
autoridad con que SuAREz refrenda su doctrina sobre las leyes meramente 
penales (106). 

1. Invoca el idéntico parecer de otros autores para probar distintos 
extremos de su teoría: “Admiten el hecho—dice—de ordenaciones que no 
obligan en conciencia", "suponen la posibilidad de leyes que obliguen bajo 
pena”, etc. Pero el verdadero elemento esencial en la teoría de las leyes 
meramente penales es: “El legislador puede dar leyes (verdaderas leyes) 
con la intención de obligar bajo pena.” Y a esta idea hay que buscarle los 


(104) Cf. Mazon, Las reglas de los religiosos, p. 959. 
(105) Así lo ha defendido últimamente, además de RENARD (La théorie..., pp. 20 y 24), 
VANGHELUWE, V., De lege mere poenali, en “Ephemerides Theologicae Lovanienses”, 16 


(1939), P. 400, aunque ni uno ni otro se ha isi 
f i S yan propuesto el análisi 5 
maciones y argumentos del Gandavense que hace Mn ‘edi Ask eS. pi 


(106) Cf. Pats, G.: Le leggi mere penali, Sei-Torino; 4 
Y DL V al , 948 
critica del argumento de autoridad en pro de las leyes merame 
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precedentes doctrinales para que tengamos un verdadero argumento de 
autoridad en favor de la teoría. 

2.” Y en este sentido el argumento de autoridad queda muy reducido: 

a) Es cierto que el principio: “La obligación de la ley depende de la 
intención del legislador” goza en la tradición teológica casi de carta de 
naturaleza. No faltan autores que lo nieguen en cuanto a la cantidad, o 
también al modo de la obligación, por ejemplo, VITORIA. 

Otros, admitiendo el principio, les niegan abierta o equivalentemente, 
como acabamos de ver, el verdadero carácter de leyes (VITORIA, SOTO, 
VALENCIA, VÁZQUEZ, BELARMINO...). 

La mayoría de los autores que admiten o defienden la teoría de las leyes 
meramente penales (excepto Castro y SUÁREZ, y quizá algún otro) no se 
preocupan de puntualizar si son o no verdaderas leyes aquellos estatutos 
que se tienen como que no obligan en conciencia. 

3^ No se puede ni ocultar ni paliar la dependencia que se observa en 
Suárez de las obras de ALFONSO DE Castro (107). El mismo Doctor 
Eximio no lo disimula: “Ut tractat late Castro", "eam etiam late osten- 
dit Castro" (108). 

Y en verdad, aunque el armazón de las ideas esenciales se encuentra 
ya en autores anteriores (JUAN Drrepo, por ejemplo), la primera síntesis 
completa—con sus puntos discutibles, naturalmente—es obra personal de 
Castro (109). Autor tan eminente como FRANCISCO SUÁREZ no podía me- 
nos de dejar su huella de coloso en ésta como en otras parcelas de la cien- 
cia jurídica. Y modificó notablemente en algunos puntos la construcción 
de CasrRo en ansias de una mayor trabazón lógica y, diríamos, de una 
menor estridencia en algunas de sus conclusiones. 

SuÁREZ no suscribiría sin más estas afirmaciones de Castro: "la ley que 
impone una pena por sí misma, nunca obliga en conciencia” (110). La ley 
mixta puede no obligar en conciencia. La ley penal es ley por la obligación 
que impone el juez, según vimos al exponer más arriba su doctrina. 

En otra cosa coincidirían plenamente, entusiásticamente: en la inten- 
ción recta y el celo de apóstol con que, para el mayor servicio de Dios, in- 
vestigaban, enseñaban en la cátedra y difundían en sus libros, la Ciencia 
sagrada y la filosofía del Derecho, el franciscano, profesor en la Univer- 
sidad de Salamanca, y el jesuíta, profesor de Prima en Coimbra. 


i} 


(107) Cf. supra p. 547. 


(108) Cf. supra pp. 547, 549. : 
(109) Cf. VANGHELUWE, l. C D. 429: “Omnibus ergo inspectis concludendum apparet Al- 


phonsum de Castro, quamquam praecedentium auctorum sententiis doctrinisque largo modo 
est usus, primam tamen synthesim doctrinae poenalis, licet defectibus et confusionibus non 
. destitutam, ita personali modo composuisse, ut ipse Suárez, auctor in hac re praeclarissimus, 
doctrinam inter se utriusque conferenti, in multis ab eo dependere est dicendus," 


(110) De Legibus, 1. 3, c. 22, n. 10. Mt 
= so = 
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CAPITULO III 


LAS LEYES MERAMENTE PENALES Y EL “VOLUNTARISMO 


Te 


JURIDICO” DE SUAREZ 


S IM AR. 1:00 


1. Doble corriente: *Objetivista" y “voluntarista” en la concep- 
ción de la ley.—2. Suárez, “voluntarista” en su filosofía del Derecho 
por defender las leyes meramente penales, segün algunos autores.— 
3. Independeneia de las dos doctrinas, concepción de la ley y ley me- 
ramente penal, según otros.—4. Concepción y definición que de la 
ley da Suárez.—5. La ley natural, causa remota de la obligación 
moral de la ley humana.—6. Opinión de Suárez en la controversia 
escolástica sobre el acto mental esencia de la ley. Alcance de la mis- 
ma.—7. Coincidencias y discrepancias de la doctrina jurídica de Suá- 
rez en relación con Sto. Tomás y algunos de sus comentaristas.— 
8. “Objetivismo” del concepto de ley en Suárez.—9. Distinto “vo- 
luntarismo” de las leyes meramente penales, si alguno supone, en 
relación con el anteriormente refutado.—10. Tres funciones de la vo- 
luntad, según Suárez, en la concepción de una ley.—11. Análisis del 
principio: “la obligación de la ley depende de la intención del le- 
gislador”. Su aplicación a la gravedad mayor o menor de la ley.— 
12. Su aplicación al modo de la obligación.—13. Conclusiones: 1.* Las 
leyes meramente penales no pueden confirmar, con el “voluntaris- 
mo” que supongan, un “voluntarismo jurídico” inexistente en Suá- 
rez. 2. Según las conclusiones del capítulo siguiente, la concepción 
y definición suareziana de la ley parecen rechazar lógicamente hasta 


este mismo voluntarismo que suponen las leyes meramente penales 
admitidas por Suárez. 


Son bien conocidas las dos corrientes en la concepción del Derecho 


y de la Ley. La corriente llamada subjetivista: ley, acto de la voluntad, 
expresión de un querer. La objetivista: ley, acto del entendimiento, ma- 


nifestación de un orden racional, de una idea cuya fuerza objetivamente se 
impone a los súbditos. 


Al frente de las dos corrientes, como autores y símbolos a la vez, han 


colocado a los dos grandes fundadores españoles del Derecho Internacio- 
nal: SUÁREZ y VITORIA. 
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Representante éste de la escuela tomista más pura. Y SUÁREZ de esta 
otra tendencia “voluntarista”, con las funestas consecuencias fáciles de 
deducir para la política interior e internacional, para toda la doctrina ju- 
rídico-legal y para la misma Filosofía del Derecho. Es la voluntad del 
legislador—arbitraria o no—la que causa la obligación de la ley y deter- 
mina la fuerza del Derecho. Al paso que en la concepción tomista de la ley, 
dicen, es el bien común el que da a ésta en la medida de graduación que 
guarda con aquél, toda la fuerza moral para imponerse a las conciencias: 


Ahora bien; la teoría de las leyes meramente penales “nous conduite 
sur le theatre où s’affrontent avec le plus de violence les deux conceptions 
que nous avons appelée—en prenant ces mots, le second surtout, dans un 
sens un peu particulier—le voluntarisme et l’idealisme” (1). 


Sería esta teoría—al juicio del antiguo y benemérito profesor de Nan- 
cy —la manifestación más clara y violenta de estos dos modos de concebir 
el Derecho. Sería la aplicación que hace ver con mayor claridad las fu- 
nestas consecuencias de una y la incompatibilidad absoluta de ambas. Una 
prueba irrefragable del “voluntarismo jurídico” del sabio jesuita de Gra- 
nada. Porque realmente no se puede negar que SuÁrEz defiende las leyes 
meramente penales y que de la voluntad del legislador nace la posibilidad 
de las mismas. 


Realmente, ¿las leyes meramente penales en SUAREZ son una confirma- 
ción de este “voluntarismo”? Este es el tema del presente capitulo. 


2. No son pocos los autores de distintas escuelas que así lo han creído. 
Al ya citado RÉNARD deben añadirse el P. GuILLET (2), que lo propugna 
en distintas Obras suyas con notable decisión y vehemencia, Kocn (3); 
así, entiendo, los jesuítas Leprts (4), Brissors (5) y Du Passace (6). 


Lo que quizá en unos autores podía parecer entusiasmo y apasiona- 
miento de escuela—puede haberlos en la contraposición acentuada de la 
doctrina del P. Virorta, O. P., a la del P. SUÁREZ, S. J.—, en otros, 
la misma afirmación es sentada por exigencias de la lógica: 


(1) RENARD, La théorie..., p. 33. 
(2) GLET, Conscience chrétienne et justice sociale, p. 454, nota. y 
(3) KocH, Zur den Lehre von den sog. Ponalgesetzen, en “Theologische Quartalschrift”, 
82 (1900), p. 258. - E y t 
(4) LEDRUs, Le probleme des lois purement pénales, en “Nouvelle Revue Theologique”, 59 
(1939), p. 45. » 65 
(9) BRisBOIS, A “propos des lois purement pénales, en “Nouvelle Reyue Theologique”, 65 
1938), p. 1072. 
(6) te PASSAGE, recensión del libro de RENARD, La valeur de la loi, en “Etudes”, 196 (1998), 
p. 490. 
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“Cette position—la de Rénarp al considerar estas leyes meramente 
nous parait pleinement justifiée, parce 
I Pp 


penales como una herejía filosófica 
que la plus logique au point de vue des principes, et la plus conforme a la 
doctrine thomiste de la loi... Des lors, si on veut rester fidele aux princi- 
pes rationnels qui sont a la base de la morale, il faut conclure qu'une loi 
purement pénale n'est pas possible”, así el P. Brīsgors (7). 

Y el P, Du .PassAGE 

“en despit des autorités qui l'appuient, nous semblait finalement as- 
sez peu satisfaisante au regard de la logique" (8). 

Para construir su teoría, obligación puramente jurídica de las leyes 
meramente penales como normas infra-racionales, el P. LebrÚús plantea 
con absoluta sinceridad y claridad de términos la dificultad: 

“La loi est ordo rationis: comment concevoir une infraction de l'orden 
rationnel qui ne soit pas un acte irrationnel, donc un acte moralement 
coupable, un péché? La loi purement penale n'est-elle pas la quadrature 
du cercle?" (9). 

Evidentemente, para estos autores, ley meramente penal y "volunta- 
rismo” están tan íntimamente ligados entre sí como efecto y causa. Apli- 
cación clara, consecuencia lógica de un principio que las contenía. 

Y por consiguiente, SUÁREZ es “voluntarista”; una vez más padre del 
"voluntarismo jurídico" por su construcción doctrinal de la teoria de las 
leyes meramente penales. 


3. No falta quien defienda todo lo contrario. La teoria de las leyes 
meramente penales no supone necesariamente un concepto voluntarista de 
la ley. Colocados en distintos puntos de enfoque, con finalidad inmediata 
también distinta y con argumentación de valor desigual entre estos autores, 
coinciden en considerar las leyes meramente penales dentro de la escuela 
del tomismo más puro. 

Para Dominco Soro, O. P., no fué, por ejemplo, obstáculo alguno su 
opinión sobre el acto del entendimiento esencia de la ley (10) para defender 
el principio: la ley penal obliga ¡a la culpa si no expresa una intención opues- 
ta el legislador diciendo: no queremos obligar a la culpa (11). No consi- 
deraba, por tanto, la facultad de dictar leyes meramente penales como una 
consecuencia de una concepción voluntarista de la ley. 


(7) BnisBOIS, l. c. 

(8) Du PASSAGE, l. c. 

("MR ALEDRUS, cl CS 

(10). Soro, De Iustitia et Iure, 1. 1, q. 1, art. 1. 


1 i Cf. SUÁREZ, De Legibus " 
(11) Véase más arriba, p. 550. vAREZ, De Legibus, 1. 1, c. 5, n. 4. 
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"Voluntarista" e “idealista”, afirma Lrrr, pueden ser o contrarios o 
partidarios de la teoría de las leyes meramente penales (12). 

De modo parecido concluye HARMIGNIE (13). 

Otros—JANSSEN (14), Van Hove (15), KisELSTEIN (16) y Da- 
BIN (17)—sostienen la misma tesis intentando demostrar la relación de las 
leyes meramente penales con el bien común, es decir: buscan una base 
objetiva a las leyes meramente penales. El bien común las exige y las exige 
así. Puede ponerse en duda si algunos de estos autores tocan la raíz de la 
dificultad o si, por el contrario, afirmando lo que hay que probar, dejan 
intacta la que indudablemente palpita en toda esta cuestión. 

Estudiemos gradualmente la cuestión para sacar las conclusiones que 
dicen relación con la finalidad de este trabajo. 


4: I) ¿LA CONCEPCIÓN SUAREZIANA DE LA LEY ADMITE EL “VOLUN- 
TARISMO JURÍDICO" QUE SE LE IMPUTA? (18). 
SuÁREz define la ley como acto de la voluntad del Príncipe que quiere 
obligar a sus súbditos (19) cuando se trata de precisar su posición en la 
discusión secular sobre el acto psíquico, esencia de la ley. 


Pero ésta es la definición que da SuAREz de la ley, considerada en un as- 
pecto parcial y secundario en el conjunto de la doctrina teológica sobre el 
derecho positivo humano. 


Es evidente que el análisis minucioso hecho sobre un texto que no quie- 
re ser la definición completa, y larrancado del sentido que tiene toda la 
doctrina del autor, ha de dar por resultado un desenfoque de su pensa- 
miento. Define allí, como él mismo dice, la ley mental. 


(12) “Elle (la teoría de las leyes meramente penales) n'est pas davantage un aspect ou 
*^;ne conséquence de la fameuse Opposition entre les conceptions idéaliste et volontariste de 
la loi, opposition qu'on a sans doute parfois exagérée et souvent mal comprise, mais que 
n'est pas moins trés profonde, quoi qu'on en dise. Si un tenanf de la conception idéaliste de 
la loi peut assez malaisément s'accomoder de la théorie, le volontariste le plus décidé .ne 
trouve dans sa position aucun obstacle à son reject", LITT, Les lois dites purément pénales, 
en “Revue Ecclesiastique de Liége”, 30 (1938), p. 141. 
(13) HARMIGNIE, Ordonnances humaines et obligation de conscience, en “Revue Neo- 
Scholastique”, 32 (1930), p. 300. »- 
(14) JANSSEN, De lege mere poenali, en “Jus Pontificium", 4 (1925), p. 189. 
(15) VAN Hove, De legibus ecclesiasticis, I (Mechliniae-Romae, 1930), p. 155.- : 
(16) KISELSTEIN, La répercusion de la loi civile dans la conscience, en “Revue Ecclesias- 
tique de Liége”, 25 (1933), p. 89. aes a ij i 
(17) DaBIN, La philosophie de Uordre juridique positif (Paris, 1929), pp. 640, 644, 665. 
(18) Bibliografía abundante sobre este punto se encontrará en ESTEBAN ROMERO, Pbro., La 
concepción suareziana de la ley (Sevilla, 1944). Todo el libro de ESTEBAN ROMERO tiene por 
objeto combatir, con un amplio estudio de la doctrina jurídica de Suárez y de Sto. Tomás, 
este “voluntarismo” del que se hace autor al jurista de Granada. : 
(19) '*... addo tertio, spectando ad rem ipsam melius intelligi, et facilius defendi, legem 
mentalem (ut sic dicam) in ipso legislatore esse actum voluntatis justae et rectae, quo supe- 
rior vult inferiorem obligare ad hoc vel illud faciendum", De Legibus, l. 1, c. 5, n. 24. 
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Por esto, aunque sea muy concisamente, no podemos prescindir de 
reflejar fielmente su pensamiento: 

“Tex est commune praeceptum, justum et stabile sufficienter promul- 
gatum" (20). 

Al corregir así la definición del Angélico : “Ordinatio rationis ad bonum 
commune ab eo qui curam habet communitatis promulgata" (21), no le 
mueve, explica él mismo (22), la opinión que pueda tener sobre el acto 
psíquico esencia de la ley, puesto que la voluntad puede llamarse razón por 
ser potencia racional y por tener que ir regida por aquélla, sino el deseo y la 
necesidad de expresar más claramente el sentido activo y la estabilidad de 
aquella ordenación de la razón hacia el bien común. 

La obligación en conciencia es para SUÁREZ efecto adecuado de toda 
ley (23). No hay ley sin obligación en conciencia, ni ésta puede reconocer 
más causa que la ley. 

Supuestas las condiciones extrínsecas que todo acto legislativo debe 
tener para poder obligar: justicia por parte de la materia (24) y de la for- 
ma (25), demuestra SuAREz la potestad que la ley humana t:ene para pro- 
ducir este efecto en el fuero de la conciencia. Cree poder calificar esta pro- 
posición como cierta y de fe (26), en contra de la temeraria y errónea 
opinión del Canciller de la Universidad de Paris, GERSÓN (27), que decía 
tener la ley humana la misma fuerza del precepto del médico a su cliente: 
"No beba usted vino puro si no se quiere morir." La obligación nacería 
espontáneamente, pero no del mandato del médico, sino del precepto na- 
tural de no exponer sin razón la propia vida. | 

Algo muy parecido a la concepción neokantiana de la ley de algunos 
modernos filósofos del Derecho (28). 


La ley humana es la causa próxima (29); la ley natural, el bien común, 
la causa remota de la obligación moral. . 


(¿UD e Gegious, ta oom 
RUS: SDH ade ae, quU ATUS 
(22) ED ee Legions ls SS: 


(29) E do O14 nee a 

(METTE SIDES OS 

(95) E E ce OF nee 5; 

(XD) Vy A OE 

(27) Cf. GERSON, J., Opera omnia, 3 v. (Antwerpiae, 1706), III Tract. “de vita spirituali 


Bee ea tendencias neo-kantianas en Filosofía del Derecho, sobre la fuente de la 
gació de la ey, pucden consultarse: SOTILLO, La obligatoriedad de las leyes civiles en 
conciencia, en REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 1 (1946), pp. 135-171; 669-696; 2 (1947) 
pp. 767-802, donde se encontrará abundante bibliografía. DEL " VECCHIO G ' Lezioni di Filos 
[ia del pie (Citta di Castello, 1932), p. 129; LuNo PENA, E., Essai critique sur les notions de 
Loi éternelle et de Loi naturelle, en “Archives de Philosophie du Droit et de i j 
dique", 1-2 (1936), pp. 92-130. Quee true 


(COC Tis Cy T CON mayor precisión filosófica en 1. 2, c 4, n. 8. 
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Si la materia de la ley es ya honesta y buena en sí, la ley humana no 
produce Otro efecto inmediato que la obligación. Si es en sí indiferente, 
determina al propio tiempo el “medium virtutis”, lo que es virtud en aquella 
materia indiferente en sí: “Id enim facit imponendo necessitatem operandi 
in talibus materiis juxta exigentiam earum” (30), como cuando, por ejem- 
plo, señala justamente el precio de algo constituyendo el “medium virtu- 
tis" (31). Es el “justum legale" de ARISTÓTELES: “Quod a principio nihil 
refert: postquam autem positivum est multum refert” (32). 


5. “Ningún hombre tiene en sí o de suyo de dónde pueda sujetar 
la voluntad libre de los demás con los vínculos de este imperio” (33). 

Esta fuerza le viene a la ley humana de la ley matural, calificada por 
SUÁREZ de causa remota de la obligación (34). 

Esta derivación que de la ley natural eterna hace la ley humana reviste 
una doble modalidad: o es sólo declarativa de la obligación natural, como 
la ley civil que prohibe el hurto o el homicidio, o determina una obligación 
especial que no se deduce, ni de modo evidente ni probable, de los solos 
principios de la ley natural: son cosas que podrían ser no mandadas. 
A modo de conclusión lógica de unos principios, la primera; a modo de 
determinación, la segunda (35). 

Los principios de la ley natural sancionan la necesidad de someterse 
a esta determinación hecha por el bien común por la razón prudente del 
que ostenta la autoridad (36) en esta lucha de los intereses privados y 
comunes encontrados (37). 

A su vez es doble esta sanción de la ley natural a la obligación de la 
ley positiva humana: 

La que llama SUÁREZ extrínseca, la autoridad misma, los principios 
éticos naturales que dicen: “Hay que obedecer a los superiores” (38). 

Y aquella relación intrínseca, por la misma justicia de la ley, por la 
ley eterna y natural, que hacen que el mismo legislador esté obligado a 


(0T. 3, Cc. 12, n. 20: 

SE 3; cs 24, MD. 3e 

Ee CE 1.71; C 3, TL. 117512855 009 19, ee 187 

(33) LEÓN XIII, Diuturnum illud (29 de junio de 1881), ASS, 14, p. 6; ef. ASPIAZU, J., S. J., 
Direcciones pontificias (Madrid, 1933), p. 192: 

(34) ued, Co 9,1. 18; véanse también entre muchos otros: 1. 3, c. 91, n. 14, y 1. 3, 
CREDO EI 15; 

C TE. 2, 6. 21, n 
(36), Le 2, C. 9, n. 

n 


3S3, C 1, D. 9- ; 
E En. 8. Ct. 1-2, € O a 24, n. 2; L 3, c. 35, n. 12. La existencia 


de tales principios es clara por Sus equivalentes en la ley divina: Rom., 13, 1: “Omnis anima 
potestatibus sublimioribus subdita sit; non est enim potestas nisi a Deo”, y Prov., 8, 15: 
“Per me reges regnant et legum conditores justa decernunt." 


0. Gf..S- Th. bet. q. 90, arise ze ad &- 
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cumplir sus propias leyes (39). También para él su ley ha determinado el 
“medium virtutis”. 

De modo que no puede haber ley verdadera con obligación en con- 
ciencia que no sea justa. De otra suerte no derivaría de la ley natural 
y no participaría de su eficacia. Toda ley justa reconoce un principio 
intrínseco como base indispensable de su obligación. 

Aunque a veces la elección de un determinado modo de ley tenga que 
ser casi arbitraria, advierte SUÁREZ, esto no quiere decir que la voluntad 
sustituya a la razón, sino que todos aquellos modos distintos, razonables 
en sí, corresponden cada uno, según su modalidad, a alguna exigencia 
razonable del bien común (40). 

Son “ciertas reglas” generales medida de todo lo que el hombre debe 
hacer, según enseña Sto. Tomás (41). 


La derivación de la materia de la ley meramente penal de estos prin- 
cipios éticos de la ley natural es lo que la hace justa, conforme a recta razón 
y al criterio supremo de moralidad de la ley eterna (42). 


6. La piedra de escándalo que da pie a todas las acusaciones del 
“voluntarismo” lanzadas contra la doctrina jurídica de SUÁREZ es, según 
dijimos, la definición psicológica de la ley. En el proceso espiritual de su 
formación entran los siguientes actos intelectivo-volitivos (43): 


T— PREPARACION (n. 6). Momento intencional. 


11.  Voluntad.—"Intención habitual o actual del bien 
Concurren re- común o de gobernar bien”. I 
motamente ...) 2. Entendimiento.—" Consulta (mental) sobre lal o cual 
ley justa y eonveniente a la sociedad". 


H.-—FORMACION (nn. 6-7). Momento constitucional. 


/1. Entendimiento.—"Juicio por el eual declara el le- 

» gislador ser conveniente a la república una cosa 
Concurren pró- determinada”. 

ximamente ...)2. Voluntad.—“Acto por el que el príncipe acepta, eli- 


ge y quiere que los súbditos observen lo que el 
entendimiento prejuzgó”. 


(39) L. 3, c. 35, nn. 6, 8 y 12. 


(40) L. 2, c. 20, n. 2. Acerca de la m imi inci a 
pecto a, la ley natural, véase L 1, c. 13 M o menor proximidad de estos principios res- 


1 AA o O . 5. 
nds 3 (Bn, di E CS aa. a 3 AS 
(42) CAYETANO, Comment. in 4, 2, q. 95, art 

: | : 292212505. 8. 9,. TT. 
(43) Reducimos a esquema el capítulo 4 del libro 4. 
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IIT.—INTIMACION (nn. 4 ss). Momento manifestativo. 


1. Entendimiento —“El acto necesario para comuni- 
car al súbdito la ley concebida”. 


2. Voluntad—-“... de formular el signo manifestativo 
Perfeccionan,) de la voluntad anterior”. 
completan ...|3. Entendimiento. —“Acto por el que ve el legislador 


la materia por él ordenada, de la cual juzga dis- 
tintamente que en el signo antecedente al man- 
dato”. 


La sola lectura del esquema precedente coloca en e. marco justo toda 
la discusión escolástica sobre el acto mental esencia de ha ley. 

Entendimiento y voluntad en funciones esenciales insustituibles. El 
mismo SUAREZ enseña: una cosa es cierta: que la ley humana “o consta 
de un acto del entendimiento y voluntad o ciertamente no sin uno de los 
dos; de tal manera que si es uno solo de ellos, sin embargo depende in- 
trinsecamente del otro (44). 

La disputa escolástica es ésta: ¿en qué acto mental hay que poner la 
esencia de la ley en su fase de formación o constitucional? 

, La polémica alcanza casi los vuelos de las grandes controversias es- 
colásticas. Da una idea de ello la extensión con que SUÁREZ la trata y el 
número de autores que cita para cada una de las opiniones (45). 

Mientras Sto. Tomás (46), CAYETANO, CONRADO, SOTO, TORQUEMA- 
DA, ALEJANDRO DE ALES, RICARDO, SAN ANTONINO, GUILLERMO DE PA- 
ris, CÓRDOBA, se deciden por el acto del entendimiento, SUAREZ, con Ex- 
RIQUE DE GANTE, GABRIEL OCKAM, ALMAINO, SAN BUENAVENTURA, Cas- 
TRO, Scoro, pone la esencia de la ley en el acto de la voluntad (47). 

El juicio de Suárez, justo y ponderado. sobre la controversia es el 
siguiente: 

1^ La enumeración de los actos intelectivo-volitivos y sus funciones 
respectivas en la constitución de la ley (48) dan a entender fácilmente que 
toda la discusión se reduce casi a modos de hablar (49). 

2^ Ambas opiniones son probables (50) y ninguno de estos modos de 
hablar puede probarse con eficacia. Los argumentos dados por la primera 
opinión demuestran que no hay ley sin la dirección de la prudencia del 


(EAN CS 40, - Tis 22 . 

(45) Véase todo el capítulo 5 del libro 1. 

(CE 9x2 q. 90, EO e 

(ar EL 2902055 nn- dy 8. 

(48) Todo el.cap. 4. ' | 
(20 EE. 1200.25, M. d. | 
(Ol C 5, 11.20. d E «n 
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juicio regulador del acto volitivo, y los de la segunda propiamente no 
prueban sino que !a obligación proviene de la voluntad del legislador al 
modo como se dice del que observa la ley de Dios que cumple su volun- 


tad (51). 


^ El acto de la voluntad por el que el Príncipe acepta, elige y quiere 
que los súbditos observen lo que el entendimiento prejuzgó, reúne, según 
SuÁREZ, mucho mejor que el del entendimiento, las características esen- 
ciales de la ley. Por esto prueba: a) que el acto de la voluntad es nece- 
sario absolutamente (52); y b) que en este acto se encierra la esencia de 


la ley (53). 


No se crea que es esta opinión sobre la trascendencia de la discusión, 
opinión personal, exclusiva de SUÁREZ. No se encuentra en los autores que 
siguen al ANGÉLICO ni en los que impugnan su sentencia el menor indicio 
de que creyeran de mayor trascendencia el debate que nos ocupa. 


Ww 


Más, defendida con interés su propia opinión, no parece infundirles 
recelo alguno la terminología que pudiera ser la de un acérrimo volun- 
tarista (54). CET 


Y de un modo explícito, VALENCIA: “La controversia es sólo de pa- 


labras: “utrum scilicet actum potius legis vocabulum primario significet, in- 
tellectus ne an voluntatis" (55). 


Y éste es el alcance objetivo de aquella discusión de escuela: cargar 
el acento sobre uno u otro acto mental en conformidad con las propias 
opiniones sobre las funciones de ambas facultades en el proceso psicológico 
de su formación. Ninguno (excepto MOLINA), y menos SUÁREZ, al defender 


su opinión, reduce la importancia e influjo real, indispensables, de ambas 
facultades. 


(CIO O. 102 


(E2) L. 1, €. 4, n. 8. Sólo MEDINA (Comment. in 1, 2, Venetiis, 1590, q. 90, art. 7,, al defen- 
der la opinión contraria, llega a negar la necesidad del acto de la voluntad en la confección 


p n i x quiera NO obligar..., si hace ley, obliga." Suárez le refuta ampliamente 


(53) El argumento principal estriba en que, según SUÁREZ, el “imperium”, tanto aquel 
por el que ordenamos nuestros propios actos, como con el que mandamos los ajenos, perte- 
nece a la voluntad. El entendimiento es facultad cognoscitiva; la moción—y el “imperium” 
lo es esencialmente—pertenece a la facultad volitiva. Véanse los lugares principales en 
Mm IT De essentia praedestinationis, 1-1, c. 16, nn. 5-605 T: Il, De angelis, I 7, 6» 6; Do 3) ay IV. 
De usu et imperio, disp. 9, sect. 3; T. XXV, Dispulationes metaphysicae, disp. 19, sect. 6, n. 7. 

2) Ct. S. Th. 1, 2; q. 9, arts. 1 ad 2: “Omnis lex proficiscitur a ratione et voluntate 
legislatoris: lex quidem divina et naturalis a rationali Dei voluntate; lex autem humana a 
voluntate hominis ratione regulata”, y CAYETANO, “... à voluntate vero principis sicut a de- 
lerminante causam universalem ad effectum specialem” (Comment. in 1, 2, q. 96, art. 5, VII) 

(99) VALENCIA, Comment. Theol. in 1, 2, disp. S15 punctum. 
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7. A la misma conclusión llegamos si establecemos un cotejo de toda 
la doctrina jurídica de SuAREz con la de Sto. Tomás (56) y la de sus in- 
térpretes ALFONSO DE CASTRO (57), CAYETANO (58), FRANCISCO DE VI- 
TORIA (59), GREGORIO DE VALENCIA (60), SAN BELARMINO (61) y VAz- 
QUEZ (62). 

Un estudio atento de.la posición de cada uno de ellos permite llegar 
a estas conclusiones: 

Doctrina común y fundamental en la escuela jurídico-moral católica es: 

1) La ley humana de sí puede obligar en conciencia. 

2) La fuerza para obligar en este orden le viene de la ley natural cuya 
determinación es. 

3) La ley natural obliga mediante la ley humana: a) por ser de ley 
natural los principios universales que el legislador humano aplica a casos 
concretos; por ellos son justos y honestos los actos de por sí indiferen- 
tes; b) porque la misma ley natural sanciona la autoridad humana me- 
diante principios que intiman la obediencia y sujeción a sus leyes. 

4) Para hacer esta determinación se requiere en la mente del legis- 
lador un acto del entendimiento y un acto de la voluntad (elección racional 
de actos que concurran al bien común). 

5) La obligación moral es efecto necesario e intrínseco de la ley hu- 
mana. 

No es unánime el parecer: 

1) En precisar cuál es el acto mental que constituye la esencia de la 
ley, según vimos anteriormente. 

2) En el mayor o menor margen que se concede a la causa segunda 
para determinar la cantidad y modo de la obligación. 


8. Podemos ya contestar a modo de conclusión a la pregunta for- 
mulada : 


(56) El Doctor Angélico dedica a esta cuestión de la obligación de la ley y sus causas 
las cuestiones 90 a 96 de la 1, 2, de la Summa. Cf. sobre el pensamiento de Sto. Tomás sobre 
este punto de su doctrina del Derecho: Lorrin, O., O. S. B., L'ordre moral et l'ordre logique 
d'après S. Thomas d'Aquin, en *Annales de Philosophie", Louvain, 5 (1994), pp. 303-399; 
LACHANCHE, Le concept de Droit selon Aristote et Saint Thomas, Montréal-Paris, 1933. 

(57) Castro, De potestate legis poenalis, 1. 1, c. 1 y 2: "Lex est recta voluntas eius qui 
vicem populi gerit, voce aut scripto promulgata, cum intentione obligandi subditos ad pa- 


rendum illi" (cap. 1). 

(58) CAYETANO, Comment. in 1, 2, q. 96, art. 5, VII: “... ex propria voluntate principis et 
ex aeterna lege, vim obligativam principis in foro conscientiae lex humana habet”, y CAYETANO 
pone la esencia de la ley en el acto intelectual. ` 

(59) Vrroria, Relectio de potestate civili, n. 17. 

(60) VALENCIA, Comment. Theol. (T. 2), in 1, 2, disp. 7, q. 5, punct. 1. También para este 
autor la esencia de la ley radica en el acto del entendimiento. 

(61) BELARMINO, De controversiis..., 2, De licis, l: 3, C. 11. 


(62) Vázquez, Disput. in 1, 2, disp. 158, c. 4. 
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¿Supone una teoría voluntarista de la ley el sostener en el marco de la 
discusión escolástica que esencialmente consiste en el acto de la voluntad 
antes que en el del entendimiento? 

Es evidentemente arrancar las palabras del Docror EximMI0 de su sen- 
tido propio contextual apoyar acusaciones de tal gravedad sobre la base 
efímera de una definición parcial, o de una que otra frase, dándole un 
sentido que no tuvo ni en la pluma ni en la intención del autor (63). 

El bien común ocupa en la definición y concepción suareziana de la ley el 
mismo puesto y tiene la misma trascendencia en la producción de su efecto 
próximo que en la doctrina de toda la escuela tomista. Para unos y para otros 
la ley es “ordinatio rationis". 

Sro. Tomás dirá que la voluntad es ley cuando es recta. 

Suárez, que la ley es la voluntad justa y recta. Para unos y otros la 
ley jamás obligará, jamás será ley si carece de rectitud y de justicia, es 
decir, si no deriva su fuerza de algún principio intrínseco de ley natural. 
Esta derivación del principio de ley natural a la materia de ley humana 
es el entendimiento, el recto juicio del legislador quien tiene que descu- 
brirla... Sólo por este acto, también esencial a-la ley, puede obtenerse 
aquella derivación racional. 

Por consiguiente, por esta. posición particular, que es la de muchos 
otros doctores escolásticos, SUÁREZ no puede con justicia ser tildado de 
“voluntarista”, y menos puede señalársele como “padre del voluntarismo 
jurídico”. Y la expresión nació precisamente para designar aquella corriente 
subjetivista originada por una desafortunada y errónea definición de la 
ley: la de SuAREz en contraposición de aquella otra tendencia objetivista, 
fruto de una recta definición de “loi a fondement objectif”. 

Deduzcamos, por tanto, que son de todo punto injustificadas ‘as acu- 
saciones que sobre SuÁREZ y su doctrina jurídica arrojan sus adversarios. 


9. ll) "VOLUNTARISMO" y LEYES MERAMENTE PENALES. 

Queda en pie la afirmación de aquellos autores citados en la página 563: 

“SUAREZ es voluntarista por defender las leyes meramente penales”, es de- 

cir, ven en la teoría desarrollada y defendida por SuAREz sobre 'as leves 

meramente penales la prueba más contundente de aquel voluntarismo.” 
Ahora bien, rechazada esta acusación de “voluntarista” por lo que se 

refiere a su concepción general de la ley, mal pueden corroborar las leyes 


(63) En este sentido no nos parece suficientemente sólida la impugnación que de la tra- 


bazón doctrinal en SUÁREZ hace el P, D a ae ah $ Wap 
París, 1929, p. 230-1). ELOS, O. P. (La societé et les principes de Droit public, 


— 372 = 


SUAREZ Y LAS LEYES MERAMENTE PENALES 


meramente penales un voluntarismo inexistente. El bien común—digámoslo 
una vez mas—ocupa en la definición suareziana de la ley, como en la de 
Sto. Tomás, el puesto de causa remota, pero verdadera causa de la obli- 
gación. Nos parecen totalmente injustificadas las acusaciones de separación 
entre la bondad y la obligación arrojadas contra el Docror Extmio (64). 

Si la teoría de las leyes meramente penales supone algún “voluntaris- 
mo”-—que es lo que ahora vamos a estudiar—, nunca será como conse- 
cuencia de la definición de la ley por haber dado en ella más importancia 
al acto de la voluntad que al del entendimiento. Será otro “voluntarismo” 
—preferiríamos no usar siquiera esta expresión—, de naturaleza distinta, 
cuyas consecuencias se limitarán a las que la teoría en sí pueda tener, pero 
no confirmación de un “voluntarismo” que hemos comprobado inexistente 
en SUÁREZ. Y la causa de este “voluntarismo” deberá buscarse en otra 
parte. 


IO. El segundo punto en que hemos visto opinar a SUÁREZ y otros 
autores contra la sentencia no común, sino discutida, de algunos otros teó- 
logos, ha sido el mayor margen que en la determinación de la cantidad 
(grave o leve) y modo (bajo culpa o bajo pena) de la obligación conceden 
a la causa segunda, el legislador, y, en consecuencia, a la voluntad del 
mismo. 

La influencia de esta voluntad se extiende, segün SUÁREZ, para deter- 
minar: 

1) La existencia de la ley concreta. 

2) La cantidad del efecto de la ley (gravedad de la obligación). 

3) El modo de este efecto (ley moral, penal o mixta). 


El principio de que SUÁREZ deduce estas tres funciones es: "En los 
efectos morales que dependen de la voluntad, los efectos no pueden sur- 
gir sin la intención o más allá de la intención del agente.” Obligar es 
un efecto moral que estará, por tanto, sujeto a la voluntad del operante. 
Toda la fuerza del acto proviene de la voluntad o mediante ella. Como el 
acto exterior sin intención no es verdadero acto moral, sing una ficción, 
y sin ella no hay absolución, voto, matrimonio, excomunión, así tampoce 


hay ley (65). 


(64) Con tanta mayor fuerza de palabras y tanta menor fuerza de argumentos, TON- 
NEAU, J., O. P., en “Bulletin Thomiste”, 3 (1931-32), p. 535, habla de una concepción de la 
ley “idole suarézienne”, de la “monstruosité” en tomismo, de la disyunción vulgar entre el 
‘orden del bien racional y el orden de la obligación moral, del que sería culpable SUÁREZ na- 
turalmente: “... on sait que selon Suárez l'intelligence n'intervient pas dans la confection 


méme du precepte...” 
(65) De Legibus, l. 1, c. 5, n. 17. 
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Si se diese éste caso: querer dar una ley sin intención de obligar, lo 
intentaría el legislador, pero no haría ley, porque la intención “fertur in 
rem ut apprehensam, effectio autem terminari debet ad rem ut in se pos- 
sibilis est” (66). Es decir, según la posibilidad de la materia objeto de 
la ley. 

Dependiendo el efecto de la ley de la voluntad que la dicta, dependen 
también de ella la cantidad (67) y la posibilidad delas leyes meramente 
penales. 


II. ¿No es esto “voluntarismo”? Respondemos: 

1.7 Todos los autores que admiten las leyes meramente penales pro- 
piamente dichas, y son la mayor parte, admiten este principio: “La obli- 
gación de la ley depende de la intención del legislador”, aun cuando, si- 
guiendo al AncéLico en la discusión escolástica sobre la esencia de la ley, 
la pongan en el acto del entendimiento. Así, Soro (68), CavETANo (69), 
VALENCIA (70), TOLEDO (71), SATRO (72)..., para no citar más que al- 
gunos. Luego no veían en las leyes meramente penales necesariamente un 
margen excesivo dado a la voluntad en la definición y concepción de la 
misma ley ni una repugnancia intrínseca con los principios de la doctrina 
tomista. 

2. No apareciendo la repugnancia interna en sus propios términos 
del principio: “La obligación depende de la intención”, la crítica del mismo 
debe limitarse a sus aplicaciones: “La obligación de la ley depende de 'a 
intención del legislador si ésta no termina en cosas imposibles.” Es decir, 
concedido el carácter de verdadera causalidad a la voluntad del legislador. 
sobre todo cuando la materia de la ley es indiferente en sí, no se ve la 
epugnancia intrínseca de aquel principio si esta voluntad no pretende co- 
sas imposibles (lo serían, por ejemplo, querer que empezara a ob'igar si- 
multáneamente en todas partes sin suficiente promulgación (73) si fuera 


injusta la ley, etc), aunque intentara obligar, porque repugna al derecho 
natural. 


(CORTO. 8 te 79058. Os 


yes Lo S prueba.ampliamente esta afirmación en el c. 97 del libro 3. 
(68) soto, Su doctrina sobre las leyes meramente penales, cf. p. 550. La ley, ac 
entendimiento, en De justitia, et iure, lh 4 Ge Amant i b iu CD #5 
(69) CAYETANO, su doctrina sobre las le yes neramen | 
OLAND, "trina s as 's meram E : . 944. La ley, ac 
Pee ich aliento DOM IE ae Ae A » vente penales, en p. 544. La ley, acto 
(70) . VALENCIA. Sobre la ley meramente penal, cf. p 
T. 2, disp. 6, quaest. 1, punctum 1. ` 
(71) ToLEDO, F., S. J., Instructio Sacerd 
re , erdotum | (Romae, 1618); le 
y sobre el acto esencia de la ley, en 1. SE dO TI ee 207 MALTI 4 eu wc ee 
s oa de ad casus conscientiae (Venetiis, 1625); doctrina sobre 
Ain da , - 9, €. 9, n. 3; acto intelectual, esencia de la ley, senes 
(73) De Legibus, l. 3, c. 17, nn. 3-4. 


. 551. La lev, acto del entendimiento. 
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3. Para algunos autores este imposible sería también pretender ob!i- 
gar "sub levi" cuando la materia en sí es grave. Segün ellos, la deriva- 
ción de la ley natural no permite esta disminución en la gravedad de la 
obligación al arbitrio del que legisla. SUÁREZ cita a VÁZQUEZ (74), DRIE- 
DO (75), SALMERÓN (76). Debe ajustarse a la capacidad de la materia. 

Si realmente prueban que lo que en este caso el legislador intenta es 
algo imposible, habrán demostrado la falsedad del principio; la obligación 
no depende de la voluntad del legislador cuando pretende disminuir su obli- 
gación. 

Podemos prescindir de entrar en la discusión porque no atañe directa- 
mente a nuestro objetivo y por considerarla, como SUÁREZ (77), VAz- 
QUEZ, DrRIEDO (78) la consideran, independiente de la facultad de dictar 
leyes meramente penales. 


I2. 4. La teoría de las leyes meramente penales implicará un mayor 
margen para la voluntad del legislador en la confección de la ley, y, por 
tanto, la falsedad en este caso del principio: “la obligación depende de la 
intención", si se demuestra que son algo imposible en sí las leyes mera- 
menie penales, dados los principios jurídicos comunes a toda la tradición 
escolástica. Si las leyes meramente penales, tal como las expone SUÁREZ, 
encajan menos lógicamente en toda su concepción jurídica o implican a!l- 
guna contradicción con aquellos principios generales, admitimos este “vo- 
luntarismo sui géneris”, que no procederá de concebir y definir equivoca- 
damente la ley, sino de apartarse por otros motivos, que no es del caso 
averiguar ahora, de sw misma doctrina jurídica plena y absolutamente 
ortodoxa. 


13. Podemos concluir, por tanto: 

1) Es evidente la injusticia que con SUÁREZ se comete cuando, apo- 
yándose en su defensa de la teoría de las leyes meramente penales, se le 
llama fundador de la escuela subjetivista en la Filosofía del Derecho, precur- 
sor del neokantismo, etc. Con el mismo derecho podría llamárseles tales a 


(74) Vázquez, Disput. in 1, 2, disp. 158, C. 4. i 

(75) DRIEDO, De libertate christiana ai 3, C4 80 ad 5. 

(76) SALMERÓN, T. 4, Evangel., p. 3, tract. 12. “Differt autem...”. ; 

(77) Suárez admite y propugna con amplitud las dos aplicaciones. Más, saca “e cada 
una de ellas un argumento—no exclusivo—en favor de la otra (l. 3, c. 27, n. 12, y 1. 3, e. 22, 
n. 3). Afirma, no obstante, categóricamente, que son dos problemas independientes el uno 


delfotro (i. 5, C- 4, n. 8). x Mr ; 
ora DRIEDO y Cuantos rechazan la primera aplicación, admitiendo la segunda, 


implícitamente dan a entender que asimismo consideran totalmente independiente; ambas 


* Cuestiones. 
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cuantos anteriores y posteriores a SUÁREZ, de una y otra familia religiosa, 
han defendido esta teoría o admiten, por lo menos, el principio base de 
la teoría y piedra de escándalo: “la obligación de la ley depende de la in- 
tención del legislador”. Serán con frecuencia exageraciones de lenguaje, 
no por retóricas menos injustas y anticientificas. 

Las perniciosas consecuencias de la teoría de las leyes meramente pe- 
nales a través de los tiempos recaerán, eliminadas otras posibles causas 
más eficaces quizá que esta teoría, sobre SUÁREZ como sobre cuantos y en 
cuanto hayan contribuido a formarlas, sostenerlas y difundirlas, pero no 
serán de la naturaleza y envergadura de las. del llamado “voluntarismo ju- 
rídico”. 

2) Si son eficaces y convincentes las razones con que en el capítulo 
próximo intentaremos demostrar que las leyes meramente penales en SuA- 
REZ, y tal como él las defiende, son posibles sólo apartándose de.sus pro- 
pios principios jurídicos, confirmaremos con un nuevo argumento la con- 
clusión anterior. Su genuina concepción y definición de la ley rechazan ló- 
gicamente hasta este “voluntarismo” de las leyes meramente penales. 
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GATTEUTOREV 


LAS LEYES MERAMENTE PENALES DE SUAREZ EN 
EL CONJUNTO DE SU DOCTRINA JURIDICA 


SUMARIO: 


1. Las leyes meramente penales de-Suárez.—2. Proposición pri- 
mera: no es puramente verbal la cuestión sobre si las leyes meramen- 
te penales son o no verdaderas leyes.— 3. Proposición segunda: el 
concepto de la ley meramente penal no es totalmente uniforme en el 
mismo Suárez.—4. La forma “disyuntiva” de la ley meramente pe- 
nal.—5. Proposición tercera: la ley meramente penal de Suárez no 
parece tener la nota esencial de obligatoriedad que exigen en toda 
verdadera ley sus mismos principios jurídicos.—6. La obligación de 
la ley meramente penal en forma “condicional”.—7. Proposición 
cuarta: si la ley meramente penal obligara por sí misma a la pena, el 
principio intrínseco de esta obligación, la induciría “a priori" al acto 
ordenado primariamente por la misma ley.—8. Proposición quinta: 
los hechos aducidos como base de la teoría suareziana de las leyes 
meramente penales no parecen fundamento suficiente.—9. El hecho de 
leyes civiles tenidas por meramente penales.—10. El ejemplo del voto 
penal.—11. Proposición sexta: la aplicación a la práctica de la teoría 
de las leyes meramente penales resulta poco menos que imposible 
aun en el supuesto de que tales leyes se dieran en la legislación civil.— 
12. Ineptitud de los criterios para discernir las leyes meramente pe- 
nales.—13. La teoría recae en el objetivismo del que por definición se 
aparta.—14. Conclusión: ¿Por qué defiende Suárez las leyes meramen- 
te penales?—15. Epílogo. 


I. Una crítica eficaz de la teoria de las leyes meramente penales exige 
una concreción minuciosa de su concepto. No se dice tan fácilmente ni con 
pocas palabras qué se entiende en general y qué atiende cada autor por ley 
meramente penal. En las críticas que se han hecho de esta teoría puede 
observarse que o concretan extremadamente el punto de enfoque desde el 
aue se las quiere estudiar (1) o forzosamente hay que multiplicar los razo- 


(1) Cf. Introducción, notas 33 y 34. 
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namientos, dejando siempre sin refutar una posible manera nueva de con- 
cebir las leyes meramente penales (2). 

Si aun tratándose de un mismo autor—SUÁREZ en nuestro caso—no 
resulta tarea fácil esta indispensable determinación del concepto de ley me- 
ramente penal, es fácil imaginar cuál será el resultado con la adición de 
las explicaciones subsiguientes, parciales a veces, desenfocadas otras, con 
referencias no siempre exactas de otros autores, aplicaciones nuevas, etc. 

El objeto del ensayo crítico que emprendemos en este capítulo tiene 
por objeto exclusivo las leyes meramente penales tal como las entiende y 
propugna SUÁREZ, no como puede defenderlas o las haya podido defender 
algún otro autor. Es natural que por tener esta teoría unas notas comunes 
en todos los autores, lo que sobre ellas se diga en SUÁREZ podrá aplicarse 
en buena parte a los demás. Pero reconocemos que los reparos que se 
puedan hacer a la concepción de SuAREz quizá no puedan hacerse a la de 
otros. Estos pueden salvar una dificultad, aunque sea quizá creando otras 
mayores, que por su parte salva SUÁREZ perfectamente. 

Y, además, en el conjunto de su doctrina jurídica. Estudio más bien 
especulativo, por tanto, pero no exclusivamente, por atender con preferen- 
cia a la conexión lógica de la teoria de las leyes meramente penales en el 
conjunto de sus principios doctrinales sobre la ley. 

Procederemos en la argumentación demostrando gradualmente propo- 
siciones parciales. 


2. PROPOSICIÓN PRIMERA. 

No es puramente verbal la cuestión sobre si las leyes meramente penales 
son 0 no son verdaderas leyes. | 

Hay en este punto, dice SUÁREZ, una cuestión. real. (¿Pueden darse es- 
tatutos que obliguen en alguna otra necesidad que no sea la obligación mo- 
ral?). Y una cuestión verbal (¿Pueden o no pueden llamarse leyes?) (3). 

Prosiguiendo, no obstante, en la lectura de SUÁREZ, no tarda uno en 
convencerse de que allí palpita, y en primer lugar para el mismo SUÁREZ, 
algo más que una cuestión verbal. 

En efecto: 1) Toda su argumentación para demostrar que no están en 
pugna con la razón de ley, que no se desvian de la noción que de ella ha 


(2) Uf. PEINADOR, Cursus brevior Theolog. Mor., I 
pénales, en "Revue Ecclesiastique de Liége”, 30 ü 
(3). De Legibus, 1. 3, c. 29, n. 5. Tàmbién 
&utores. Pero con esta singular coincidencia 


, N. 369, y LITT, Les lois dittes purement 
1938), pp. 141-151 y 359-379. 

en esta afirmación siguen à SUÁREZ innumerables 
: al paso que afirman que es una c i : 
puro nombre—llamarlas o no leyes—, ponen ioa EA en KE pea que canes i 
son: P. e., JANSSEN, De lege mere poenali, en “Jus Pontificium”, 4 (1995), p. 187, y PRÜMMER: 
Manuale Theolog. Mor., I (Friburgis, 1993), n. 209: “Sed de verbis solis non vacat disputare 
ceterum nihil obstat, quominus leges p. p. sint leges in stricto sensu...” ; 5 T 
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defendido y que no es inconsecuente con los principios generales al admitir 
las leyes meramente penales se basa en la demostración de que la razón 
de ley no exige obligación mayor de la que tienen las leyes meramente 
penales (4). 

2) No tiene sentido, como será fácil comprobar a lo largo de este 
capitulo, toda su construcción doctrinal en torno a las leyes meramente 
penales, si no hay inconveniente en afirmar que no son leyes: paridad con 
las reglas de los religiosos, que son, segün él, verdaderas leyes (5); obli- 
gación radical de la ley meramente penal a la pena cuando, dada la in- 
fracción, debe imponerla el legislador (6); pacto implícito, como entre los 
religiosos, de todos los ciudadanos para aceptar una pena sin culpa (7); el 
rechazar por juzgarla insuficiente la explicación de Castro a que bastaba 
la obligación que la ley meramente penal impone al juez o superior (8), etc. 

3) Se da por supuesto el hecho de ordénaciones civiles que por su 
materia, su poca o ninguna relación con el bien comün, etc., no obliguen 
la conciencia de los ciudadanos. Nadie niega que el legislador pueda no 
mandar, sino orientar, buscar procedimientos técnicos para el mejor cum- 
plimiento de sus leyes. Y que de alguna manera habrá que explicar este 
hecho, se llamen leyes meramente penales o de otro modo. Pero aquí se 
trata de si son o no son verdaderas leyes las que SUÁREZ como tales pro- 
pugna al construir la teoría de las leyes meramente penales y segün sus 
mismos principios generales. De paso quedará demostrado si es o no es 
apta para explicar lo que pretende. 

No se trata, por consiguiente, de un problema puramente verbal. Si efec- 
tivamente se demuestra que no son leyes, se habrá demostrado algo más 
que la impropiedad de una expresión. Se habrá demostrado la inutilidad de 
toda una complicada teoría y su incoherencia doctrinal. 


3. PROPOSICIÓN SEGUNDA. 

El concepto de ley meramente penal no es totalmente umforme en el 
mismo SUÁREZ. 

Las leyes meramente penales en la obra de Suárez, con la obligación 
en conciencia a la pena y no al acto “primo intentus”, dan pie a un con- 
cepto equívoco de obligación. 


(Ac 22, nn: 2-6; cf. también 1. 1, c. 14, nn. 2 ss. 
(oy bs 5; €; 4, n. 4. 

(6) De obligatio. religios. T. LETAL CAOS 
(7) De Legibus, l. 5, c. 4, n. 6. 

(S NETT CS ma 4: 
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Junto a la propiamente dicha obligación moral o en conciencia, efecto 
primario y adecuado de la ley (9), aparece esta otra obligación análoga, 
coacción por la pena, necesidad de obrar si se quiere evitar la pena, que, 
no obstante, no siendo obligación de la conciencia delante de Dios, no es 
tal obligación. Sólo muy impropiamente, y dando pie a confusiones, se la 
podrá llamar así. 

La diferencia no es poca: la obligación moral es la que se requiere 
y basta para que haya verdadera ley. La coacción de la pena ni se requiere 
ni basta, al juicio de SUÁREZ mismo, para que haya ley. Si en la ley 
meramente penal no encontrara SUÁREZ alguna fuerza moral para la con- 
ciencia, por remota que fuese, no las defendería como leyes verdaderas. 

La ambigüedad del lenguaje que en toda la teoría—en SUÁREZ y ac- 
tualmente—se puede observar proviene casi en su totalidad de esta noción 
de pseudo-obligación. Y ha sido con no poca frecuencia causa de confu- 
sionismo y de inexactitudes. 

Da lugar en el mismo Tratado “De Legibus” suareziano a expresiones 
como éstas: “culpa civil”, “doble manera de obligar”, “obligación bajo 


972: 


pena”, “obligación en un sentido amplio” y, con frecuencia, “obligación” 
simplemente, cuando en realidad no es tal obligación (10). 


4. En SuArez, además, trae, a nuestro entender, una ampliación del 
concepto de ley meramente penal no suficientemente justificada: 

a) Es un hecho innegable que SuAREz explica la obligación de las 
leyes meramente penales presentándolas preferentemente en forma condi- 


s (9) Ley y obligación se completan mutuamente, según los principios de SUÁREZ y de 
STO. Tomás. Tan inseparables, que si en los deberes no estrictamente jurídicos, relaciones de 
caridad, p. e., hay alguna obligación, será efecto de alguna ley. Toda ley humana participa de la 
naturaleza de la Ley por esencia, la voluntad de Dios como Creador y Autor de la Ley Eterna, 
por esto, la obligación, efecto de una y otra, participará de su misma naturaleza. Lógica- 


mente, la obligación de la iey es siempre en conciencia. Cf. De Legibus, l. 1, c. 14, y l. 3, 
Cd Sh» 00506 


(10) Cf. De Legibus, l. 3, c. 22, n. 3, “un modo de obligación"; n. 5, “sub aliqua alia 
necessitate"; n. 8, “non praecipitur simpliciter"; 1. 5, c. 4, n. 9, “obligat sub poena", “sub 
oe at one poenae”; n. 5, “como coacción para que se cumpla”; n. 6, “modo útil de: 
a ; n. 13, “tiene eficacia demandar del modo dicho”, “su infracción produce culpa 
civil s YANG TE los autores modernos: KISELSTEIN (La repercussion de la loi civile dans la cons- 
cience... en "Revue Ecclesiastique de Liége", 95 [1933]), p. 93): "Elle (la ley meramente 
penal) est comme toute loi plus que conseiller: il intime un ordre. Seulement cet ordre il 
ne le pousse pas jusqu'au champ de la conscience: il lui donne 28 seul caractère d'Obligation 
juridique, au for externe. Il importe donc de ne pas restreinare !e mot obligation au sens 
strict de’ devoir de conscience: on peut Ventendre d'une necessité imposée par la lai" (!); 
M mes. tots pénales, en “Nouvelle Revue Theologique”, 50 [1923], p. 120): “obliga in- 
ee esa misma idea en VAN HOVE (De legibus ecclesiasticis, Mechliniae-Romae, I 
A 30], p. 157); VAN OBERDEKE (De relatione inter ordinem iuridicum et ordinem moralem, en 

Ephemerides Theol. Lov.”, 11 [1934]), p. 329): “Usu vero receptum est intelligendi culpam 


iuridicam de culpa promanante ex inobse i : : 1 
rvatione illius, quod a lege poenali pr i 
ut non observandum in conscientia.” d ae? praescribitur 
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cional, pero también—y para él viene a ser lo mismo—en forma “disyun- 
tiva” (11). 

b) Otra cosa muy distinta es si lógicamente debería dar esta explica- 
ción de la obligación de las leyes meramente penales como en forma “dis- 
yuntiva” o “cuasi-disyuntiva”, como dice alguna vez (12). Su concepción 
sería más nítida y más constante si, prescindiendo de la fácil solución que 
a alguna dificultad le brindaba la forma “disyuntiva” de las leyes mera- 
mente penales, hubiera permanecido en la concepción exclusivamente “con- 
dicional”, que es la que consecuentemente se deriva de su argumentación : 

aa) El argumento sacado de las Reglas de los religiosos no permite 
una Obligación estrictamente “disyuntiva”. El acto “primo intentus” ja- 
más será objeto de obligación moral ni “disyuntivamente” siquiera, con la 
pena o segundo miembro de la regla. Lo excluye el principio general que 
precede a muchas de ellas: estas Reglas no obligan a culpa, sing a pena. 

bb) Digase lo mismo del argumento sacado del voto hecho en forma 
puramente penal: haré una limosna si juego otra vez, y de la proposición 
“condicional”. “No jugar” no será nunca, hecho' así el voto, objeto de 
obligación estricta. 

cc) La misma definición suareziana de ley meramente penal la ex- 
cluye. Es ésta una ley que, por voluntad del legislador, no obliga por el 
acto que manda, sino por la pena que impone. No obstante, si la forma de 
ley meramente penal es estrictamente “disyuntiva”, quien cumple el acto 
cumple una obligación moral disyuntiva, ciertamente, pero obligación en 
conciencia al fin. 

c) La confusión nace del equívoco señalado anteriormente. SUÁREZ 
admite, en primer lugar, la forma “disyuntiva”, porque resolvía fácil- 
mente la dificultad de la carencia de obligación suficiente en la ley mera- 
mente penal. No la tiene con respecto al acto primo intentus, pero sí con 
respecto al conjunto: Obliga o bien a una cosa, 0 bien a otra. La réplica, 
no obstante, es fácil: pero con obligación muy distinta. Mejor dicho: no 
obliga más que a una cosa; si tenemos que ser fieles a los principios suare- 
zianos. 

Para el sübdito, en la práctica, ciertamente, viene a ser lo mismo, 
y ésta es la segunda razón por la que admite SUAREZ sin tantos reparos 
como han tenido algunos autores posteriores, la forma disyuntiva de la 
obligación en las leyes meramente penales. Entre: “Quien viaje sin do- 
cumentación pagará una multa", y “O se viaja con documentación o se 


(1105 GE. p. 522. 
(12) De Legibus, 1. 3, c. 22, n. 10. 
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pagará una multa”, realmente, para el interesado que ha olvidado los do- 
cumentos en casa no hay mucha diferencia. "Disyuntiva" y “condicional” 
coinciden en la práctica en que la obligación al segundo miembro no es 
absoluta, 

Pero difieren én su concepto en que mientras en la “condicional” la 
obligación moral afecta sólo al segundo, supuesta la verificación de la 
condición, en la “disyuntiva” afecta o al primero o al segundo: quien 
cumple el primer miembro de una ley “condicional” sólo evita una sanción; 
en rigor no cumple ninguna ley, porque no tiene ninguna obligación mo- 
ral. Quien cumple el primer miembro de una ley “disyuntiva”, cumple una 
ley, aunque pudiese también cumplirla sometiéndose al segundo miembro. 

Porque prácticamente viene a ser lo mismo, dió SUÁREZ indistintamen- 
te una u otra explicación de las leyes meramente penales. Pero en «igor, al 
admitirla, el concepto de ley meramente penal sufre una ampliación. Aque- 
lla pseudo-obligación al acto ha dado pie a la forma “disyuntiva” de la 
fuerza de las leyes meramente penales, cuando por sus mismos principios 
y argumentos debía ser solo y exclusivamente “condicional”. 

No obstante, porque realmente ofrece SUÁREZ, y no en un texto aisla- 
do, esta concepción, deberemos tenerla presente en la crítica de su teoría 


como una posible explicación, más o menos lógica, de las leyes meramente 
penales, 


5. PROPOSICIÓN TERCERA: 


Las leyes meramente penales de SUÁREZ no parecen tener la nota esen- 
cial de obligatoriedad que exigen en toda verdadera ley sus principios ju- 
rídicos. 

A) La obligación en las leyes meramente penales concebidas en forma 
“disyuntiva”. : 

Suponiendo que alguna vez algún legislador haya podido dar o dé al- 
guna ley con la intención de obligar en conciencia en la forma disyuntiva 
de su ley, habría que conceder que tiene en sí la obligatoriedad esencial 
que reclama el concepto genuino de ley. 

Seria, si se quiere, técnicamente desastrosa y estaría mal inspirado el 
legislador al dictarla; pero el fin que pretende con aquella ley es una cosa 
vaste los medios para conseguir aquel fin. El cree, equivocadamente qui- 
za, que aquellos medios son suficientes para el fin que se propone. No por 


eso estará indiferente al fin que le inspira la ley, aunque la formule a modo 
de disyuntiva. 


Teóricamente es posible. y | 
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Técnicamente discutible (13). 

Juridicamente, así concebida, no es ley meramente penal, ni penal si- 
quiera. Es, para el mismo SUÁREZ y para nosotros, el precio de un permiso. 
Una carga sin la cual no quiere permitir el legislador lo que en la primera 
parte de la ley prohibe. Si tiene carácter de penalidad, recae en la forma 
“condicional” de la ley, de la que vamos a tratar en el párrafo siguiente. 

Es evidente que sería desenfocar totalmente el problema querer ex- 
plicar todas las leyes meramente penales en esta forma por otra parte tan 
mal vista por teólogos y juristas (14). Y de querer explicar así alguna de 
ellas, decimos simplemente que tal concepto rebasa ya la noción de ley me- 
ramente penal y es una ampliación injustificada del concepto dado por el 
mismo SUÁREZ. 

Este mismo desplazamiento doctrinal lo delatan una serie abundante 
de frases, que, en modo alguno, encajan con semejante concepción. Habla 
SuÁREZ repetidamente del acto primo intentus por la ley meramente pe- 
nal (15); en una ley estrictamente “disyuntiva” no se puede decir que lo 
que primariamente intenta el legislador sea precisamente el acto del primer 
miembro de la ley, sino la “disyuntiva”. 


6. B) La obligación de la ley meramente penal en forma * condi- 
cional”. 

Puede darse, según SUÁREZ, una ley meramente penal cuya obligación 
a la pena surja por el mero hecho de la infracción, sin tener que esperar 
a que el Superior o el legislador la imponga (16). Lo que propiamente se 
entiende por pena “latae sententie”. 

Tratándose, como en nuestro caso, de leyes civiles, y no dándose leyes 
semejantes en esta legislación (17), podríamos prescindir por completo de 
su crítica. 

En las Reglas de los religiosos no se da una sola declaración por la 
que se quiera obligar a la pena en conciencia y en virtud de las Reglas 
mismas (18). 

Si se diese algún caso y hablando en un plano puramente teórico, ha- 
bría que reconocerle suficiente obligación moral y admitir que son verda- 
deras leyes, pero entonces la contradicción surge, como se verá en la pro- 


(13) Cf. Lrrr, Les lois diftes purement pénales, en “Revue Ecclesiastique de Liége”, 30 
(1938), pp. 143 SS: 

(14) VERMEERSCH, Theolog. Mor., I, n. 172; PEINADOR, Cursus brevior Theol. Mor., I, n. 368. 

(18) Cf. De Legibus, l. 3, c. 22, n. 11. 

(16) De Legibus, l. 5, C. 9, n. 1; De obligat. religios., T. 16, tract. 8, l. 1, C. 2 STU: 13. j 

(17) De obligat. religios., l 4, c. 4, n. 16. Cf. Lopos, F., Las penas “latae sententiae’ 
en Suárez, en “Estudios Eclesiásticos”, 22 (1948), p. 425: “En las legislaciones segulares de 
hoy no hay ninguna ley penal “latae sententiae”. : 

(18) Dos T. qu E COR Hl 16; MAZON, Las Regias..., p. 309. 
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posición siguiente, del principio intrínseco del que le provendría a la san- 
ción una fuerza que no le vendría al acto primo intentus* objeto de la 
misma ley. : 

La pena que en las leyes civiles provendrá por la infracción de una 
ley meramente penal es "ferendae sententiae". Es decir: la obligación 
a la pena no surge hasta después que el Superior o legislador la ha im- 
puesto. 

El mismo Doctor Eximio, comentando a SANTO Tomás (19), enseña 
que para imponer una pena es siempre indispensable al legislador la ju- 
risdicción, porque la sentencia es una ley particular y tiene fuerza coer- 
citiva (20). 

E] castigo, en estas circunstancias, no es más que un efecto remoto 
de la ley meramente penal, afirma también en otro lugar (21). 

De todo lo cual es fácil deducir: 

I' Debiendo ser efecto próximo adecuado, intrínseco, la obligación 
que según SUÁREZ reclama esencialmente la noción de ley (22), la obliga- 
ción a la pena que en las leyes meramente penales debe ser impuesta, 
no es suficiente para que se verifique aquella noción de ley. Les falta la 
obligatoriedad que entra, según la común doctrina de SUÁREZ y de toda la 
escolástica, en la esencia misma del acto legislativo. 

2. “La obligación en conciencia que en este caso se da—explica SUÁ- 
REZ—radicalmente se funda en la ley meramente penal, hace que aquella 
pena sea materia de Obediencia justamente impuesta” (23). 

Dudamos mucho de si esta explicación para resolver la dificultad an- 
teriormente mencionada convencería mucho al mismo autor. El delimitar 
el campo en que puede moverse la obediencia y la autoridad no es precisa- 
mente crear inmediatamente un vínculo moral a algún acto (24). 


3. Tampoco basta la obligación que la ley meramente penal impone 
al juez o agente de la autoridad para castigar, como pretende CASTRO. 
Seria ley, y así lo reconoce SUÁREZ, tan sólo respecto al juez; aquí se trata 
de la obligación para con el súbdito (25). : 


QUU) S L e RE ale 


(20) De obligatio. religios., 1. 3, c. 1, n. 9: *Divus Thomas... probat ad ferendam senten- 


liam esse necessariam jurisdictionem €x eo quod ad legem est necessaria, quia sententia et 
est lex particularis et vim habet coercitivam.” 


(UD RED SL egibus Ved ee 12 xm ls sos me cie 

(22) De. legibus, 1. 1, c. 14, n. 1, WII M 15, n. 14. ; 

(23) De obligatio. religios., l. 1, c. PES EC 

(24) Aplicado a las Reglas de los reliei i 
^ l : giosos, MAZON (Las Reglas..., pp. 318-9) esgrime 
&guda y finamente este argumento. Por la misma razón que SUÁREZ dice que las Reglas de los 


I eligiosos son leyes meramente penales deduce MA i i 
, AZ 1 ié e 
o 1 ON Con toda lógica que ambién pu den. 


(25) De Legibus, 1, 5, c. 4, n. 4. 
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4. No basta la obligación a no resistir violentamente al agente que 
impone la pena; como la de someterse a la pena, nace de la ley particular, 
que es la sentencia judicial. 


~ 


5. Las constituciones de los PP. Dominicos constituyen para FRAN- 
cisco SUÁREZ el principal argumento para fundamentar esta teoría (26). 
Si en el campo religioso se pueden dar ordenaciones de esta naturaleza y 
son verdaderas leyes, arguye, ¿qué impide que se den en el campo civil y 
tengan como aquéllas las características de verdaderas leyes? 

En aquellas constituciones, como es sabido, hay una declaración que 
dice que no se quiere obligar bajo culpa, sino sólo bajo pena. Vimos cómo, 
siguiendo al Cardenal CAYETANO, SUÁREZ interpreta esta declaración en el 
sentido universal que tiene: las Reglas de los PP. Dominicos no obligan 
en conciencia ni “ad culpam" ni “ad poenam". 

Luego, decimos nosotros, no son verdaderas leyes (27). 

No a pari, sino a fortiori, no lo serán las leyes meramente penales en 
la legislación civil. El Superior religioso tiene títulos para obligar a los 
súbditos, que el legislador civil no tiene. Su única fuerza es la de la ley 
que dicta en orden al bien comün. 

Concluyamos, pues: 

a) La forma lógica de las leyes meramente penales en SUÁREZ es la 
“condicional”. Obligan en conciencia a la pena, si no se acata su primera 
parte. 

b) La pena es ordinariamente—en la ley civil siempre—de tal natu- 
raleza, que no obliga sino después de impuesta por la autoridad compe- 
tente. 

c) Luego la obligación moral a la pena nace no de la ley meramente 
penal, sino de la ley particular que es la sentencia. Y como ley y obliga- 
ción se completan mutuamente, cuando no hay verdadera obligación en 
conciencia, tampoco hay verdadera ley. 

Y éste es el caso de las leyes meramente penales en SUÁREZ. 


7. PROPOSICIÓN CUARTA: 

Si la ley meramente penal obligara por sí misma a la pena, el principio 
intrínseco de esta obligación la induciría “a priori” al acto ordenado pri- 
mariamente por la misma ley. 


(COC Dp.) 524s. j 
(27) Cf. Mazon, Las Reglas..., P. 306. 
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Estamos en el caso hipotético de una ley dictada de tal forma, con tal 
severidad, que cometida la falta surgiera en conciencia el deber de pagar, 
sin previa imposición, la pena establecida. 

Supuesta la hipótesis, decimos : 


1" Según el mismo SUÁREZ, sería éste un modo extraordinario de 
mandar que indicaria también una mayor rigurosidad de obligación (28). 
Y aplicando sus mismos criterios para distinguir una ley meramente penal 
y averiguar la intención del legislador (29), llegamos a la misma conclu- 
sión: no es ley meramente penal; es una ley moral que obliga, por tanto, 
en conciencia a los súbditos. La forma extraordinaria en que está dictada 
lo demuestra claramente (30). 


0 


2. Pero supongamos más: el legislador da una ley meramente penal 
con obligación en conciencia a la pena "ipso facto" de la infracción. 


La anomalía no está en que, como dice SuAREz, el Superior pueda re- 
forzar su voluntad de que se cumpla lo que manda con una pena o sanción 
que le coaccione, que le obligue (en sentido amplio) (31). La anomalía ra- 
dica en que imponga una misma ley, una obligación en conciencia por un 
acto moralmente libre. 

Esta obligación moral le viene a la ley de un principio intrinseco; la 
relación que tiene el objeto de la misma con el bien comün; ahora bien, 
¿cómo puede concebirse que esta relación con el bien común la tenga la 
pena y no el acto por el que la pena se impone, objeto de la misma ley? 

¿Con qué argumentos se puede probar que la voluntad del legislador 
puede racional y justamente, mirando al bien común, obligar en conciencia 
a una pena por un acto que él declara moralmente libre? 

| Por esto algunos autores modernos, entre ellos el P. VERMEERSCH, como 
vimos, han dado un paso más para evitar esta anomalía y esta injusticia: 


es una Obligación jurídica a la pena, como era una obligación jurídica a la 
culpa, 


(28) Der hegtousyele: G7 N T 
(29) De Legibus, 1. 5, c. 4, nn. 10-12. 


(30) Suárez ofrece de esta su doctrina un ejemplo claro e interesante: aun 
: 4 38 que por la 
eii Dis Fd que ha sido dictada la ley, pudiera considerarse como meramente pu 
OBI aere T eres Y, sobre todo, de la pena y el modo de la misma, hay que 
iie: naan d iA ey moral (De Legibus, l. 5, c. 7, n. 7). Se trata de la ley que cita el 
dris s n yee UA legislación” española—dice—(l. 2, tit. 18, 1. 1), y en la que se 
del TR (Me oq I que acepten regalos, em conciencia y sin esperar sentencia 
HEB rade beonelenals in cuádruplo. La singularidad de esta ley, que urge expresamente un 
ie dae , llamó la atención de Domino Soro, quien critica por esto al legislador 
AE no pertenece a príncipes seculares juzgar de cosas de conciencia” (De Iustitia 


e* Iure, 1. 1, q. 6, art. 6, y 1. 4, q. 5, art. 3 ad 4) 

) , E408 QUE, : . SUÁREZ, a su vez, reprende a Soro, porque 

no se pueden criticar tan a la ligera leyes hechas e i i ML 
(Gi Dal Legibus 1-58, € 4, ny3. y on tàn grande mesura y consideración... (ib.). 
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Como en las Reglas de los religiosos, no hay lugar para la obligación 
en conciencia en las leyes meramente penales de la legislación civil. 

3 No se le escapó al entendimiento perspicaz del P. SUÁREZ esta di- 
ficultad. Por esto multiplica los rodeos, las explicaciones vagas, las frases 
atenuantes. 

En otras palabras, se ve en la precisión de rebajar el concepto de pena, 
ya que ha rebajado el concepto de culpa. 

Era sólo culpa civil; luego tampoco es verdadera pena (32). 

No hay necesidad de tomar siempre el término “pena”—dice—en el 
sentido vindicativo que ordinariamente se le da. Puede llamarse tal toda 
molestia que se imponga a modo de coacción para que se cumpla lo que 
manda la ley (33). Es pena tomada en un sentido amplio, como en un 
sentido amplio se toma la culpa no en el fuero de Dios (34). Y las citas se 
podrian multiplicar... 

Pero la dificultad queda intacta. Y apareec de nuevo el equívoco de la 
pseudo-obligación. Según su doctrina jurídica, no hay más obligación que 
la moral, la de la conciencia. 

Preguntamos: ¿esta pseudo-pena o coacción, o como se la quiera lla- 
mar, obliga en conciencia o no? Si no obliga, tenemos ley sin obligación : 
no tenemos ley. 

Si obliga, ¿cómo puede una ley obligar en conciencia a cumplir una 
pena por un acto que la misma ley, por definición y fuerza de su concepto, 
declara totalmente libre en conciencia? 

Si obliga, o la pena dice relación con el bien común, y en este caso obli- 
ga “a priori” el acto por el que la pena se impone (“Propter quod unum- 
quodque tale, et illud magis”), y tenemos una ley moral con obligación en 
conciencia a uno y otro extremo (el legislador habrá pretendido una cosa 
irracional, y, según nos ha enseñado SUÁREZ (35), la intención habrá 
afectado a la cosa como es, posible en sí misma, no como aprehendida, y 
será ley moral), o la pena no reconoce ningún principio intrínseco en el 
que apoye su justicia, no dice relación con el bien común, y en este caso la 
ley es injusta, no tenemos ley. 

Lo que en ningun caso tendremos será una ley meramente penal. 

4. Otra solución ofrecida por SUÁREZ. Siguiendo el paralelismo de 
las Reglas de los religiosos y las leyes civiles, afirma: No hay injusticia en 


Gypsies uc. 22, n. 10. 

(39981205. 6. A D. 9. 

(sewer 5, ch 49, n. 3- La misma idea de “pena” y de “ley” analógicas puede verse €n 
PELÁEZ, G., La sanción penal en la moral tomista, en “La Ciencia Tomista”, 35 (1927), p. 54. 


(300088510779 7, Te” 7. 
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el hecho de una pena sin culpa precedente, tratándose de los religiosos, 
porque se supone entre ellos un pacto implícito, al entrar en religión, por el 
que se obligan a sufrir la pena en aquellas condiciones. 

De modo parecido, añade, se puede suponer un pacto implícito entre to- 
dos los miembros de la sociedad civil (36). 

La disparidad es evidente. La naturaleza de ambas sociedades, sus 
fines, los medios que emplean para conseguirlos hacen admisible en una lo 
que en otra no se puede admitir sino por una afirmación gratuita. 

Considérese pacto implícito, si se quiere, el hecho de ingresar en una 
Orden, comprometerse libremente a los medios para alcanzar la perfec- 
ción, a que el individuo aspira. Pero no aparece, ni implícito ni explícito, 
pacto alguno en la reunión necesaria para las exigencias de la misma na- 
turaleza del hombre (37), en las que las normas del bien común no han sido 
aceptadas ni por sufragio universal ni por la libre incorporación de los 
hombres al organismo social. Introducir para justificar la justicia y racio- 
nabilidad intrínseca que falta a las leyes meramente penales un pacto im- 
plicito, aparece inevitablemente como una “sanatio in radice”, de la ano- 
malia observada en el concepto de ley meramente penal, por medio de una 
suposición más gratuita que científicamente sólida. 


8. PROPOSICIÓN QUINTA: 


Los hechos aducidos como base de toda la teoría suareziana de las le- 
yes meramente penales no parecen fundamento suficiente para la misma. 

Los principios anteriormente criticados son en la teoría suareziaa de 
las leyes meramente penales las pruebas de la posibilidad intrínseca de tales 
leyes. 

No puede contentarse con esto para probar su existencia. Para ello ne- 
cesita argumentos positivos que se reducen a la constatación de un hecho: 
a) leyes semejantes se dan en la legislación de los religiosos; b) en la legisla- 
ción civil, algunas ordenaciones y estatutos se tienen por tales; y c) el ejem- 
plo del voto penal. 


a) Las Reglas de los religiosos. 

1) El ya citado P. Mazón prueba en su obra Las Reglas de los reli- 
grosos, y a muestro humilde parecer, eficazmente contra SUÁREZ y el casi 
común parecer de los autores, que las Reglas de los religiosos no son leyes 


meramente penales precisamente porque ni siquiera son leyes. Les falta la 
obligatoriedad esencial a toda ley. 
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Esto nos bastaría o para negar la paridad entre ambas legislaciones que 
el argumento de SUÁREZ supone, o para concluir: luego tampoco serán le- 
yes, y por la misma razón, las llamadas leyes meramente penales civiles. 

2) Pero permanece en pie el principio que concede al legislador la 
facultad de dictar leyes de esta naturaleza. 

Principio que SUÁREZ basa, prescindiendo de los argumentos especula- 
tivos ya criticados, en el hecho de la paridad entre el Superior religioso y la 
autoridad civil. En las constituciones de los religiosos hay una declaración 
desligando de obligación moral a los súbditos; luego también puede hacer- 
lo, y se supone que lo quiere hacer, el legislador civil. 

Este principio, ya establecido claramente por el comentador de las 
constituciones de los PP. Dominicos, HUMBERTO DE RoMawis en el si- 
glo x11, “aunque será combatido —dice Mazon (38)—con el correr de los 
tiempos, jamás será echado por tierra”. 

Y es precisamente en el mismo plano de este principio en el que hay 
motivo para negar la paridad entre una y otra legislación, entre una y otra 
sociedad. 

No pretendemos ser nosotros quien eche por tierra después de tantos 
siglos de vida el principio: “La obligación depende de la intención del le- 
gislador.” Lo que sí puede negarse es la legitimidad de la aplicación de 
este principio cuando siendo posible en una sociedad. (la religiosa) no lo es 
en otra dla civil), o cuando se quiere hacer depender de la intención del 
legislador lo que en sí es imposible. 

Nadie negará a los religiosos el derecho de someterse en una Orden 
a unas Reglas que obligan de un modo determinado. Quieren alcanzar en 
el estado religioso la perfección evangélica, y estos medios les parecen efie 
caces y aptos; por esto los aceptan y libremente se los imponen. 

La suprema razón de obligación semejante para que nadie pueda ver la 
mienor injusticia es, según Santo Tomás, esta que acabamos de apuntar: 
en la Orden de Santo Domingo la transgresión de la Regla de por sí no 
obliga bajo pecado ni mortal ni venial, sino sólo a la pena: "Quia per 
hunc modum ad talia observanda obligantur" (39). 

Y con mayor claridad, si cabe, el gran comentarista de las constitu- 
ciones de los PP. Dominicos, HUMBERTO DE Romanis: Es cierto que no 
se puede imponer la pena sin culpa, “sed volens bene potest obligare se 
ad poznam sine culpa. Et sic faciunt fratres qui voluntarie se subiiciunt 
huic legi" (40). 

* (38) MAZON, Las Reglas..., pp. 239-40. 


EGO SA Eb 2. 2, g. 186, art. 9. ; 4 
(40) HUMBERTO DE ROMANIS, Opera de vita regulari, II, p. 47. 
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¿Puede decirse lo mismo de las leyes civiles? 


En orden a imponer con una misma ley una pena en conciencia por una 
infracción no culpable en conciencia, se puede admitir el principio: la obli- 
gación de la ley depende de la intención del legislador, cuando los súbditos 
aceptan libremente o se someten por su libre elección a esta autoridad en 
una sociedad totalmente voluntaria. La voluntad de los súbditos al aceptarlo 
así suple la potestad que no tendría de por sí el legislador. Pero no vemos los 
motivos serios por los que puede admitirse cuando se trata de una sociedad 
que responde a las naturales exigencias del hombre, cuyo fin es necesario 
y por la fuerza de este fin, se impondrán también los medios colectivos e 
individuales necesarios para su consecución. 


Luego lo que es posible en las Reglas de los religiosos no lo es nece- 
sariamente en la legislación civil. La paridad entre ambas autoridades, en 
orden a la posibilidad de dictar leyes meramente penales, se afirma sola- 
mente, pero no se prueba. Más; la naturaleza, fines y medios distintos de 
la sociedad civil hacen inadmisibles o imposibles leyes que quizá sean ad- 
misibles y posibles en las Reglas de los religiosos (41). 


9. b) El hecho de las leyes civiles tenidas por meramente penales. 

Aunque en plano secundario, apela también SUÁREZ, como ENRIQUE 
DE GANTE lo hizo dos siglos y medio antes, al hecho de leyes civiles que 
comúnmente se consideran meramente penales. , 

A tenor de lo expuesto más arriba, la respuesta es fácil: 

Había en tiempo de SUÁREZ, como hoy, estatutos y normas civiles, de 
poca monta la mayor parte, que se consideraban como sin obligación en 
conciencia. Es el hecho que doctrinalmente hay que explicar. 

¿Había verdaderas leyes dadas por la autoridad civil con la intención 
de no obligar en conciencia? Se supone, se dice; se interpreta así su in- 
tención. Pero—replicamos nosotros—no se prueba. 

Y si se pudiera probar que hubo en aquellos tiempos (en que el legis- 
lador, pensando en el lugar que ocupaba como ministro de Dios, podia 
urgir en una ley, por ejemplo, la conciencia de los secretarios reales a no 
recibir regalos) (43) alguna ley dada con esta intención de no obligar 
mora mente la conciencia de los súbditos más que a la pena, todavía habría 
que demostrar la posibilidad intrínseca de tal mandato que, segün los 
principios de SUÁREZ y los autores escolásticos, hemos negado más arriba. 


SA TEM Les lois dittes purement pénales, en "Revue Ecclesiastique de Liége", 30 


(43) Cf. p. 586, nota 30. 
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10. c) El ejemplo del voto penal. 


Lo dicho de las constituciones de los religiosos puede aplicarse perfec- 
tamente al voto penal tantas veces aducido por SUÁREZ en confirmación de 
su doctrina sobre la obligación de la ley dependiendo de la voluntad del 
legislador. 

La obligación en el voto depende toda ella de la voluntad del que lo 
emite. No puede haber voto si no quiere obligarse a nada, es cierto. Pero 
puede obligarse a lo que quiera (si es posible en sí) y como quiera. 

Sup'e aquí la voluntad privada y por razones que pueda tener, lo que 
en las Reglas de los religiosos puede suplir la voluntad colectiva al con- 
gregarse libremente y lo que en la sociedad civil nada puede dar más que la 
fuerza intrínseca de la relación de la materia con el bien común, descu- 
bierta y establecida como ley por el legislador humano. 

CoNCLUSIÓN : No son fundamento suficiente para la teoría de las leyes 
meramente penales los hechos aducidos a este fin. 


11. [PROPOSICIÓN SEXTA: 

La aplicación a la práctica de la teoría de las leyes meramente pena- 
les resulta poco menos que imposible aun en el supuesto de que tales leyes se 
dieran en la legislación civil. 

Dos razones principales apoyan la afirmación: a) Necesidad de la 
intención en el legislador. b) Ineptitud de los criterios aducidos para ave- 
riguarla, 

a) Necesidad de la intención en el legislador. 

Y esto se olvida a cada paso. Si son leyes meramente penales las que 
el legislador ha dado con esta intención de no obligar al acto y sí sólo 
bajo pena, lo que hay que probar, ante todo, es esta intención en el que da 
la ley; y esto se supone, no se prueba. 

Todos confiesan que sería mejor una declaración expresa de esta vo- 
luntad, como las constituciones de los PP. Dominicos (44). 

Faltando ésta, hay que suponer!a, sospecharla a través de otros medios. 

Prescindamos ahora de que el legislador pueda tener esta intención. 
¿De hecho la tiene? 

Cuando el legislador, dice SUÁREZ, no piensa en la obligación en con- 
ciencia o es infiel, para dar verdadera ley no debe tener precisamente la 
intención formal de obligar en conciencia, o bajo pecado mortal; basta que 
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quiera mandar y de hecho dé una ley con relación al bien común (45). Esta 
ley obliga, añade, porque la ley por su misma naturaleza tiene este efecto de 
la obligación moral, si no es excluído; luego por el mero hecho de intentar 
dar una verdadera ley no excluye este efecto, es suficientemente intentado 
y, por tanto, producido por la ley misma. 

Por esto reclama SuAREz una voluntad expresa de no querer obligar 
más que a la pena para que haya ley meramente penal (46). 

Y, ¿no es éste el caso de nuestras legis'aciones actuales? El legislador, 
aun cristiano, tendrá la preocupación de la eficacia técnica de sus leyes, no 
de la obligación en conciencia. Y esto mueho más hoy que en los tiempos 
de SUÁREZ. 

Cuando el legislador no piensa en la ob'igación de su ley ni en la 
gravedad de la misma, ésta produce su efecto según la capacidad de la 
materia (47). Es un efecto natural y esencial de la ley que no seve impe- 
dido por una intención contraria del legislador. 

Luego lo mismo hay que decir respecto a la obligación al acto o a 
la pena. 

Cuando el legislador no piensa en la fuerza moral de sus leyes—y éste 
es el caso de todas las leyes civiles actuales—ésta se acomoda y es deter- 
minada por la materia de lo legislado. Obligará en conciencia si es justa 
y en cuanto sea justa. 2 


Toda la teoría de las leyes meramente penales resulta inútil. Y, según 


los principios. de SUÁREZ, actualmente no se puede considerar como me- 
ramente penal ninguna ley civil (48). 


12. b) /Ineptitud de los criterios para discernir las leyes meramente 
penales, 


Sentada la conclusión precedente, se sigue también lógicamente que 
los criterios que se brindan para averiguar cuál ha sido la intención del 
legislador al dar aquellas leyes, son totalmente inútiles. Con ellos se su- 
plantará, se inventará una intención que no existe. 


— 


9 z -" A - " 4 A 1 
ns E P s 27, n. 1: "Neque est semper necessaria formalis intentio obligandi in cons- 
ORG AE mortali; immo vero hoc vix venit in mentem legislatoris civilis, et maximè 
de 8, de quibus est eadem ratio... Vera lex natura sua habet hune effectum, si non 


excludatur, unde 5; eO 1pso quod intentio ert V e , 
nten fer ur ad eram 1 gem et hic effectus non exclu 
litur , st sufflci nter int ntus 6 efficitur per . 
e e e ffic v le » P , » 
( , gem (ib. n 2) 


(47) Ib. n. 2. 


(48) Aplicadas a la teoría en general sientan ane A 
oe, i. cn proposiciones parecidas, LÓPEZ, Theoria legis 

mere poenalis el hodiernae leges civiles, en “Periodica”, 27 (1938), p. 203; Lirr, Les lois dittes 
purement pénales, en “Revue Ecclesiastique de Liége”, 30 (1938), p é 
que, por los términos empleados en los códig s : 


à OS penales, podrían ser P 3 d 
como las del aborto y la alta traición, y obliga p » D an ser meramente penales leyes 


lorias en conciencia las leyes de pesca (!), p. 154. 
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Pero admitamos por un momento que se pueda suponer en un legisla- 
dor que no piensa en la obligación de conciencia, una intención general de 
dar algunas leyes que sean meramente penales y otras no. 

Los criterios para esta hipótesis en la doctrina de SUÁREZ, expuestos 
en el capítulo segundo, serían: 1) Las palabras con que está expresada la 
ley que impone la pena; 2) La pena adjunta; y 3) La materia de la misma. 

1) Los términos de la ley que impone una pena. 

El tono preceptivo en los términos que emplea para dictar la ley pueden 
dar a entender cuál ha sido la intención del legislador, enseña el Doctor 
Eximio (49). Si no declara abiertamente la obligación moral, debe suponer- 
se ley meramente penal (50). ¿Por qué? Según los principios generales de 
la teoría, debería ser todo lo contrario, como vimos anteriormente. 

Se necesita una voluntad expresa de impedir un efecto natural de la 
ley. Es de suponer en todo caso que quieren con la pena reforzar la obli- 
gación del acto primario. 

¿Y cuando indistintamente se usan unas mismas palabras y ‘formas de 
ordenar ? 

No es de extrañar, pues, que entre los autores anteriores y posteriores a 
Suárez que defienden las leyes meramente penales, haya la diversidad 
más absoluta y caótica de maneras de aplicar este principio. Por su impre- 
cisión se pueden presumir con las mismas palabras, las intenciones más 
opuestas en la mente de un legislador, que en realidad no tuvo ninguna (51). 

2) La pena que inflige. 

Digase lo mismo de esta segunda norma. Para unos, el hecho de im- 
poner la pena será señal de que el legislador se contenta con la pena, sin 


ONIL: 5,764 £v Mo Be 
(Oy Cb. 5, c. 4; n. 8: t i 
Vd 5 C 99r SuÁBEz (1. c.): Si no consta suficientemente de la intención, hay 


que suponer la ley como meramente penal. BILLUART (Summa Sti. Thomae, tan. 10, te 4, 
Paris, 1852, pp. 495 ss.), por los mismos principios: Si no consta, bay que suponer la inten- 
ción de obligar en conciencia. VERMEERSCH (Theolog. Mor., 1, 174): es de suponer la intención 
de no querer obligar a nada. Siguiendo a SUÁREZ, BCUQUILLON, KENRIK, KONINGS, SALETTI, NOL- 
DIN, SLATER, GENICOT, SALSMANS, Du PASSAGE, GOPFERT, LEHMKUHL, PRÜMMER, citados por JANSSEN 
(De lege mere poenali, en “Jus Pontificium”, 2 [1925], p. 24). Algunos de estos autores aflr- 
man que hoy pueden admitirse más fácilmente leyes meramente penales, porque el legislador 
moderno en general es indiferente en materia religiosa (!). Véase la dificultad en ofrecer es- 
tos criterios con base objetiva que se observa en SoTILLO (La obligatoriedad de las leyes civiles 
en conciencia, en REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 1 [1946], p. 686), y la arbitrariedad 
(al menos a nosotros se nos escapan los motivos que pueda tener) con que otro autor de- 
clara leyes meramente penales 0 morales: “... on peut trouver des exemples ou la méme loi 
intéresse ou n'intéresse pas la conscience, suivant les cas: on ne doit pas chasser sans port 
d'armes, loi purement pénale; on ne doit pas chasser avant Page de seize ans, loi qui prue 
en conscience) (?!), MoLigu, en “Dict. Theol. Cat.", v. Lois, col. 907. Cf. Pack, Le leggi mere 
penali (Torino, 1948), pp. 88 ss. ; 
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querer obligar; mientras que otros dirán que es sintoma de todo lo con- 
trario: de que la materia en sí es importante y, por tanto, quiere obligar en 
conciencia. 

3) La materia de la misma ley. 

Cuando ni los términos en que está expresada ni la gravedad de la 
pena indican suficiente intención de obligación en conciencia, habrá que 
deducirlo de la materia misma, porque hay que suponer que el legislador ha 
querido acomodarse a ella (52). Cuando afecta a las buenas costumbres, 
a la represión del vicio y los medios necesarios para ello; para la paz, para 
evitar graves daños comunes “magna presumptio est, legem poni sub in- 
tentione obligandi in conscientia”. 

Es decir, según su relación con el bien común. A esto mismo, sin todo 
el complicado rodeo de la teoría de las leyes meramente penales, acudirá 
quien quiera saber si una ley obliga o no en conciencia y cuánto obliga, 
prescindiendo de la intención del legislador. No hay motivo para suponer 
que haya querido suprimir, si esto fuese posible, el efecto natural e inme- 
diato de una ley justa. 


13. Rénarp lo ha observado justamente: la teoría de las leyes me- 
ramente penales acude a unos criterios Objetivistas, de los que se separa 
y que abandona al introducir en el mecanismo de la ley el elemento in- 
tención con eficacia para impedir su efecto permaneciendo ley (53). 

Y, además, ha dejado abierta la puerta de numerosas presunciones de 
leyes meramente penales en la mente del legislador, según la amplitud o 
estrechez de criterios en los distintos autores. 

Esta observación es mucho más notable aplicada al caso de SUÁREZ. 
Habiendo defendido y, en parte, construído el artificio de esta teoría. 
siendo sin duda el autor del más profundo influjo en la difusión de la 
misma, es quizá uno de los más objetivistas en la aplicación de los crite- 
rios para discernirlas (54). Que su teoría es preste a una ampliación exce- 
siva será verdad; pero lo será también que personalmente la restringía a 


(52) L 5, C. 4, n. 9: “Credendum est legistatorem in his casibus velle obligare modo 
magis conveniente et necessario reipublicae; in tali autem materia, et occasione, maxime ex- 
pedit cogere obligando in conscientia, enel 

(53) RENARD, La théorie.., p. 53. Un defensor de las leyes meramente penales conflesa 
llanamente lo mismo: “Quant aux présomptions qu’on imagine, elles dissimulent mal ce 
eae eee ee ae i aA à savoir la recherche d'un critère objectif, tiré de la matiére 

, s, ur idée inspiratri but.” phi i : 
DU quas an eere i ice et de leur but.” DABIN, La philosophie de l'ordre 

(94) DABIN (0. €.) intenta construir una teoría de leyes meramente penales -con base ob- 
jetiva. Las leyes meramente penales, según DABIN, serían todas aquellas reglas de policía o 
de orden jurídico que no entran en el terreno de la moral (“préscriptions a-morales ou extra- 
morales”) y sólo en el caso en que no digan relación con el bien común. El legislador da un 
sistema de reglamentación abstracta, El bien común, unas veces no exigirá y otras se opon- 
drá positivamente al cumplimiento de aquella prescripción. Para distinguir cuáles son me- 
ramente penales y cuáles no, “es inútil recurrir a la interpretación de la voluntad del le- 
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muy pocas leyes, y éstas sin mucha importancia; también es cierto y jus- 
tisimo el constatarlo. 


Para convencerse de ello basta tener en cuenta, más que la lista de las 
que consideraba leyes meramente penales y las que no consideraba tales, 
las razones por las que no las considera meramente penales. Veamos al- 
gunos ejemplos: 

a) La ley que prohibe algún acto “irritans illum intuitu boni com- 
munis vel privatorum, non est poenalis” (55) Menos puede ser mera- 
mente penal. 


b) Las leyes tributarias no son meramente penales (exprésense como 
se expresen) porque su fin es el bien común de la república; su materia 
es materia de justicia, gravísima en sí, perteneciente al bien común y 
moralmente necesaria para la conservación del reino (56). A continua- 
ción (57) da normas prácticas para juzgar en cada caso particular sobre 
su equidad y para el recto consejo de los confesores en los casos dudosos. 

c) Estas leyes de los tributos no son de la misma naturaleza de las 
que se consideran meramente penales, tales como la prohibición de cazar, 
cortar leña en los bosques comunales, sacar algo fuera de la nación..., 
que son de mucha menos importancia de ordinario y fuera de causas de 
grave necesidad del reino (58). 

No cabe la menor duda; si en un momento histórico o en circunstan- 
cias especiales el contrabando pudiera lesionar el bien común, SUÁREZ, 
aplicando al caso la teoría de las leyes meramente penales, diría que hay 
que suponer en el legislador la intención de obligar en conciencia. 


ConcLusión: Si en algún punto de la teoría de las leyes meramente 
penales se acentúa especialmente la imprecisión en la terminología y la 
vaguedad en las ideas, es en lo que concierne a los criterios para determi- 
nar qué leyes en la práctica son meramente penales y cuáles no, dando 
lugar a las conclusiones más contradictorias. 


Personalmente Suárez hace en su obra una aplicación muy reducida 
por criterios objetivistas, al fin, de la teoría de las leyes meramente penales. 


gislador". La mayoría de las veces ignora hasta la noción de ley meramente penal. Hasta 
aquí DABIN. Son realmente unas leyes meramente penales muy objetivas. Pero ¿qué queda 
de la teoría clásica? ¿Son leyes? ¿Dónde está el principio esencial que entra €n su defini- 
ción? Y en este caso, ¿para qué conservar el nombre? 

Mo cs 119,0. 6: 

(56) L. 3, c. 13, n. 12. 

C L 5, C718, 1. 26: e 

Gels aca ts, ns 12: «gunt multo minoris momenti ordinarie loquendo, et extra causas 


gravis necessitatis regni..." 
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14. ConcLusión: ¿Por qué defiende SUAREZ las leyes meramente 
penales? 

La pregunta puede parecer ociosa y. desplazada. El sentido de la pre- 
gunta es: en muchas ocasiones hemos visto a SUÁREZ en la precisión de 
buscar soluciones inmediatas a las dificultades que se le ofrecían al paso 
que iba explanando el concepto, pruebas, criterios, etc., de las leyes meramen- 
te penales. Estas soluciones 


es fácil apreciarlo ley endo su obra magistral 
De Legibus—, casi siempre intermedias, algo vagas e imprecisas, empa- 
ñan aquella nitidez y precisión de líneas que presenta la estructura de toda 
su doctrina jurídica. 

Además de los argumentos internos para él convincentes, ¿no hubo 
alguna Otra causa que influyera en él para aceptarlas? 

RÉNARD y GUILLET dirán que no podía menos de admitirlas, ya que 
no eran más que una consecuencia clara e inevitable de su definición y con- 
cepción equivocadas de la ley, 

Originariamente viciada, dicen, por el “voluntarismo jurídico”, por 
atribuir a la voluntad una función que en modo alguno le compete frente 
a las exigencias objetivistas del bien común en la materia de la ley, las 
leyes meramente penales no son más que una manifestación evidente de 
aquel mismo “voluntarismo”. Siendo la ley efecto de la voluntad, ésta 
puede hacer que obliguen o no obliguen, que lo hagan de un modo o de 
otro. Todo depende de la intención del legislador. 

La primera conclusión de nuestro estudio demostrada en el capítulo 
anterior era ésta: 

Por su definición y concepción de la ley, SUÁREZ está plenamente den- 
tro de lo más ortodoxo de la escolástica. Su 'posición en la discusión sobre 
el acto mental, esencia de la ley, no compromete en lo más mínimo el 
objetivismo de su definición. 

Las leyes meramente penales no son fruto de este “voluntarismo ju- 
rídico”. SUÁREZ no las acepta ni las defiende por esta razón. 

Mas, y ésta es la segunda conclusión, en conformidad con los princi- 
pios de su doctrina jurídica, creemos, según hemos intentado demostrar, 
debía no admitirlas. Nos parece muy difícil, por no decir imposible, el 
acoplamiento de la teoría de las leyes meramente penales en el conjunto 
doctrinal de SUÁREZ en su tratado De Legibus. |. 

El solo “vo'untarismo”, si así se le puede llamar, que en SUÁREZ se 
puede admitir es el que supone la potestad en el legislador de dictar leyes 
meramente penales como él las presenta, porque no caben en su concep- 


ción de la ley ni las admiten los principios jurídicos tradicionales en la 
escolástica. 
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¿Qué motivos pudieron influir en que, a pesar de estas dificultades 
e imprecisiones que no le pasaban inadvertidas, las admitiese? 

I) Citariamos en primer lugar la necesidad objetiva de dar una ex- 
plicación doetrinal a tantas normas civiles como, a pesar del principio 
teológico “la ley humana obliga en conciencia", se han tenido y se tienen 
como si no obligasen en conciencia. 

“... Cest una necessité practique d'admettre des lois purement pénales", 
escribía hace unos veinticinco anos A. MoLIEU (59). 

Era una necesidad práctica en tiempos de SUÁREZ y en los nuestros 
precisar por qué y en qué medida obligan en conciencia las leyes emana- 
das del poder civil. 

SUÁREZ cree, como comúnmente después de él han creido los autores, 
que una explicación fácil era la teoría de las leyes meramente penales. 

2) De hecho, ya una tradición en la teología 'se la ofrecía como la 
solución deseada (60), y el peso de la autoridad, aun en maestro tan per- 
sonal como, es SUAREZ, contribuyó no poco a que aceptara los principales 
elementos con que él vestiría y completaría el sistema: 

El hecho de las constituciones de los PP. Dominicos con una decla- 
ración tan categórica y dando más fuerza y amplitud al principio: “La 
obligación como efecto de la causa segunda humana depende de la inten- 
ción del legislador, como ocurre en todo acto moral”; 

ENRIQUE DE GANTE con la consideración verbal de la ley penal y la 
distinción en la intención del legislador; 

Juan Drrepo y Castro, sobre todo, consagrando aquel modo de aten- 
der a la forma externa, y por ella a la intención del legislador, para presu- 
mirla en uno u otro sentido... 

No le fué difícil al P. SUÁREZ, al tener que dar una explicación al 
hecho práctico citado, completar y retocar estos elementos de la tradición 
hasta formar una teoría completa y extensa. 

Era una explicación que, ante todo, parecía benigna e impedía que se 
abrumaran las conciencias de los súbditos con tal multiplicidad de leyes ci- 
viles como entonces y ahora emanan del Estado. 


(69) MOLIEU, A., "Dict. Theol. Cat.", v. Lois, col. 907. ~ 

(60) Lo que aflrmamos de SUÁREZ se puede afirmar, guardando las proporciones, de on 
mayoria de moralistas y juristas actuales que deflienden las leyes meramente penales Hay, 
evidentemente, una fidelidad (“toute séntimental”, diría RENARD, La theorie..., p. 57) a los 
grandes maestros. Hay el peso de una tradición. Aunque de la teoría propiamente dicha ape- 
nas quede nada—en algunos de ellos—en sus aplicaciones el explicaciones de las Jeyes re 
'ramente penates, que han admitido y defendido.... Es justificada la duda de D (Les loi 
dittes purement pénales, en “Revue Ecclesiastique de Liége”, 30 [1938], p. 143): dE 
ajouter que ses adversaires honteux sont peut-étre notablement plus nombreux? 
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Su sano criterio y su conciencia recta hicieron que la aplicación de.su 
teoría fuese, como acabamos de ver, sumamente restringida y—hasta en lo 
que permitían los principios de la teoria—sumamente objetivista. 

Creemos, sinceramente, que las acusaciones contra SUAREZ por sus leyes 
meramente penales, que son por otra parte comunes a casi todos los teólo- 
gos de todas las escuelas, se han dramatizado mucho. Se nos presenta un 
SUÁREZ deformado, laxista..., como consecuencia de apartarse del sano to- 
mismo en su doctrina sobre la ley y el Derecho. 

Ojalá, a pesar de disentir de su parecer en lo que a la teoría de las 
leyes meramente penales afecta, nuestro trabajo pueda contribuir a poner 
más en evidencia la falta de fundamento para aquellas imputaciones que le 
hacen poco menos que precursor de Kant y del neo-kantismo jurídico, al 
tiempo que ofrezca alguna luz para la solución de un problema de interés 


científico e importancia práctica, para la formación de las conciencias de 
los fieles. 


rg. Epitoco. | ur 


Permanece vivo, quizá más agudo que nunca, el problema que la teoría 
de las leyes meramentae penales pretende resolver: una multitud de normas 
y prescripciones de la autoridad civil que de obligar en conciencia harían 
imposible la carga de la vida cristiana en sociedad. Los autores están más 
afanosos de dar con una verdadera solución, que de conservar instituciones 
tradicionales; y muchos, según hemos observado en libros y discusiones, se 
ponen en guardia ante todo intento de eliminar la de las leyes meramente 
penales por entender—erróneamente creemos— que negar la teoría de las 
leyes meramente penales es afirmar que todas las leyes civiles obligan en 
conciencia. ] 

Si el fundamento científico de la teoría es endeble, si en la práctica 
resulta vaga e inadaptable, no aumentemos por la veneración de las fór- 
mulas, las dificultades que ya el problema en sí presenta. ` 

Busquemos, sinceramente, conocer los derechos y deberes de orden social 
que al individuo le incumben, el orden esencial y la relación con el bien 
común que toda ley civil, justa, tiene en sí. Difundamos la verdad católica 
de todos los tiempos sobre el valor y la fuerza de la autoridad, que en esta 
ordenación hacia el bien común ocupa el lugar de Dios. 

Todo consiste en que el trabajo, que hasta ahora se ha puesto en averi- 
guar cuál puede haber sido la intención del legislador al dar tal o cual ley, 
convencidos de que toda la que lo sea verdaderamente por su relación con el 
bien común obliga en conciencia, se ponga en determinar en general y en 
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los casos particulares que se presenten, esta misma relación con el bien 
común, en señalar quién es el destinatario inmediato de la ley-y la gravedad 
de la misma, en infundir en las conciencias el sentido social y de responsabi- 
lidad colectiva, cuya crisis todos lamentan tan viva y justamente. 

Y para todo ello, como para un tratado completo de Deonto'ogia polí- 
tica—que también la autoridad tiene un puesto importante en este movi- 
miento de revalorización del sentido cristiano de las leyes y de la autori- 
dad—, ofrece elementos abundantisimos y seguros el genial autor del tratado 
De Legibus cuando interpreta y esclarece el pensamiento tradicional de la 
Filosofía perenne y de la Teología católica. 


ANGEL MORTA FIGUES, Pbro. 


Consejero eclesiástico de la Embajada-de España ante la Santa Sede 


ORIGEN, DESARROLLO Y VICISITUDES 
DE LA JURISDICCION ECLESIASTICA 
CASTRENSE (*) 


I. Mucho se habla hoy de la jurisdicción eclesiástica castrense; pero 
no todos tienen una idea clara de lo que es, de su naturaleza y vicisitudes 
históricas. Sabemos, además, que están en marcha las negociaciones para 
su restauración. De ahí que consideremos oportuno recordar los motivos 
que para su otorgamiento han aducido los Romanos Pontífices y los funda. 
mentos canónicos de la misma. El tema es amp'io y fecundo; pero nos limi- 
taremos a apuntar los principales jalones del Derecho castrense en nuestra 
Patria. 

2. ¿Qué es la jurisdicción castrense? Analicemos los términos: 

a) En primer lugar hemos de advertir que la palabra jurisdicción no 
ha de entenderse aquí en el sentido estricto que le dan los juristas, tomán- 
dola como facultad de administrar justicia, sino en el sentido amplio que le 
dan los Breves pontificios; esto es, en cuanto significa toda potestad pública 
de que Cristo invistió a su Iglesia en orden al gobierno de los fieles. Esta 
potestad se ha de entender en ambos fueros: en el externo, que abarca las 
funciones legislativa, judicial y coactiva (1), dirigidas principalmente al 
bien común; y en el fuero interno, encaminado directamente al bien espiri- 
tual de los fieles, con la absolución de los pecados, dispensa de votos o pre- 
ceptos y otras obligaciones de conciencia. 

Así vemos en los Breves que Su Santidad el Papa concede al Vicario 
General y a los Subdelegados apostólicos la facultad privativa de conocer 
y fallar los litigios que surjan entre militares, siempre que aquéllos perte- 
nezcan al fuero eclesiástico, otorgándoles también autoridad para imponer 
censuras y absolver de ellas. Se les autoriza para ejercer jurisdicción gu- 
bernativa y correctiva sobre los Presbíteros regulares o seculares que ejer 


(*) Nota de la R.—El presente estudio fué redactado por. su autor con anterioridad al Con- 
venio entre la Santa Sede y el Gobierno español sobre el servicio religioso del Ejército, que se 
ha hecho público al iniciarse la tirada de este número. Nuestra Revista publicará en un pró- 
ximo número el oportuno comentario a dicho documento. 

(1) Los autores, especificando más las funciones de la jurisdicción, hablan generalmente y 
con más propiedad de la potestad legislativa, judicial y ejecutiva. Esta última comprende la 
gubernativa, que se dirige a las personas; la administrativa, que se refiere a las cosas; y 'a 
coactiva (MIGUÉLEZ-ALONSO-CABREROS, Código de Derecho Canónico bilingüe y comentado, nota 
al canon 196). ^ 
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zan su ministerio en el Ejército. Vemos, en fin, a estos sacerdotes actuando 
como verdaderos Párrocos, con amplísimos privilegios en el fuero interno. 
A esta extensión de facultades debe responder una igual amplitud del con- 
cepto jurisdiccional (2). 

b) El calificativo de “castrense” (deriva etimológicamente de “cas- 
tra”, campamento) se aplica a las cosas que pertenecen al Ejército y al esta- 
do o profesión militar. 

Dábase, por ejemplo, el nombre de castrenses nummi o moneta castren- 
sis a la acuñada por el general en jefe de un ejército en campaña y para 
atender a las necesidades del mismo, que solía llevar la inscripción 

“Fides militum—Fides exercitus—Fides legionum—Concordia mi- 
litum." 


y el nombre de la legión o una contraseña para darles un valor excepcional 
y superior al normal (“incusa signa"). 

Aplícase también a las personas (3), y así dícese "Vicario castrense", 
clero castrense o Cuerpo Eclesiástico del Ejército. 


2 


3. En gran nümero existieron en Espana las jurisdicciones exentas, 
hasta tal punto que, segün las referencias que de ellas hace el canonista espa- 
ñol señor GOLMAYo, se elevaban a 17 antes del Concordato de 1851. Para evi- 
tar los inconvenientes que de las exenciones se originaban por la extraordi- 
naria multiplicación de éstas y la de los territorios que de ellas gozaban, e! 
Concordato hubo de restringir su número, quedando reducido a las que se 
mencionan expresamente en su artículo 11. De las cinco exenciones que 
mantiene, la segunda es la jurisdicción apostólica castrense. 

Podemos ya precisar sus características. Es una jurisdicción privilegia- 
da, porque, siguiendo a la condición de las personas, sólo accidentalmente 
puede estar ligada al territorio (4). Y privativa, por estar fundada en pri- 
vilegios pontificios que separan de la potestad de los Obispos u Ordinarios 


(2) PLÁCIDO ZAYDÍN, Colección de Breves y Rescriptos Pontificios de la Jurisdicción Ecle. 
ziüstica Castrense de España. Madrid, 1925, sece. E a 19r 

$ (3) Ministri castrenses: durante los primeros años del Imperio Romano se designaba con 
este nombre a ciertos empleados de la casa del Emperador, no sólo por ser éste el jefe supremo 
del ejército, sino también por estar considerado el campamento como residencia militar por 
excelencia. Estos funcionarios, pertenecientes a la casa militar (praetorium), eran en todo dis- 
tintos de los que formaban parte de la casa civil (palatium). Entre los castrenses, Lampride 
(ata los fullones, los vestitores, los pistores y los pincernae, división que está demostrada por 
distintas Inscripciones; una de éstas, encontrada en Africa, cita a un esclavo imperial perte- 
neciente a la familia castrensis, ex numero vestiariorum. El jefe era el procurator castrensis, 


llamado también procurator rationis castrensi ; isci i i i 
I Ke IS sis o procurator fisci castrensis. En las inscripcio- 
aes se le menciona desde Claudio hasta Cómodo. : j : 


nd E as sentada por el Breve de 1764, por ejemplo, es la percepción de 
‘ tar à seguir en paz y en guerra 1 jg j pi 
E g paz y g a sue He del ejército, impidiéndole 
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determinadas cosas y personas para entregarlas al gobierno y administra- 
ción de un Delegado apostólico, con facultad de subdelegar. 

De lo expuesto es fácil deducin que, con relación a su origen, la juris- 
dicción castrense es de derecho humano eclesiástico. Y en relación al título, 
vicaria porque se ejerce en nombre del Papa, y ordinaria a la vez porque 
se obtiene en virtud de un oficio público. 


4. Este último concepto ha sido muy discutido y merece especial con- 
sideración. Para que la jurisdicción sea ordinaria es menester que se cum- 
p'an estrictamente las tres condiciones señaladas por el canon 197. Es decir : 
impuesta por el mismo derecho a un oficio en sentido propio. ¿Se dan estas 
tres condiciones en la jurisdicción castrense ? 

A primera vista parece que no. Pues no se consideran concedidas por el 
mismo derecho las facultades otorgadas por privilegio o indulto apostólico 
Mas ¿qué se entiende aquí por derecho? Por derecho se entiende la ley 
general o particular y la costumbre (5). 

Ahora bien, no hay que olvidar que los Breves que regulan la juris- 
dicción castrense son leyes especiales. No son rescriptos, ni siquiera privi- 
legios concedidos a un particular, sino verdaderas leyes que afectan a una 
jurisdicción muy extensa por razones de las personas y aun por razón de 
los lugares rigurosamente sometidos al fuero militar. i 

Por otra parte, resulta ocioso añadir que el Vicario General y los Te- 
nientes Vicarios son verdaderos Ordinarios. Ordinario castrense se llama 
al Vicario general en todos los documentos emanados de la Sede Apostólica 
relativos a la jurisdicción; y siempre que las Sagradas Congregaciones Ro- 
manas encomiendan a las Tenencias Vicarias la ejecución de alguna gra- 
cia, dirigen los escritos al “Ordinario castrense matritense, hispalense, etc ”. 

La jurisdicción eclesiástica castrense era plena y absoluta como la ordi- 
naria. Y era la que tenía derecho a administrar los sacramentos y a verifi- 
car los entierros y funerales de los individuos (y de sus esposas e hijos) 
que ya habían ingresado en Caja y todavía no habían pasado a la segunda 
situación del servicio activo, aun cuando estuvieran en sus pueblos esperan- 
do la orden de incorporación o bien con la licencia temporal y aunque no 
hubiera representante de la castrense en el lugar de su residencia (0). 


5. En los primeros Breves se hablaba en general de Capellanes Ma- 
yores. Podía, por tanto, dudarse si las facultades extraordinarias que se 


(5) Código de Derecho Canónico bilingüe y comentado, nota al canon 197. 
(6) VILLAPLANA, Cuestiones Castrenses, “Anuario Eclesiástico” de 1917. 
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les otorgaban debían regir de modo exclusivo y en todo tiempo, o más bien 
cumulativamente y cuando mo era fácil el recurso de los militares a los Pá- 
rrocos y a los Obispos territoriales. 

Pero el Breve de 1762, que sirvió de base al restablecimiento del Vi- 
cariato en tiempos de Clemente XIII y al cual se refieren todas las pos- 
teriores prórrogas jurisdiccionales, desvanece cualquier duda posible en 
el mero hecho de llamar Vicario de los Ejércitos al Capellán Mayor. Es 
decir, Vicario del Papa, por asumir éste de los Ordinarios la jurisdicción 
que delega en aquél. Es, pues, evidente que al asumir la jurisdicción el Su- 
premo Jerarca, los Obispos territoriales quedaban privados de ella. 

También expresaban los Breves claramente la extensión de la autori- 
dad del Vicario en los órdenes jurisdiccional y sacramental. En realidad, 
le conferían toda la jurisdicción castrense en los fueros interno y exter- 
no, permitiéndole ejercerla en favor de los fieles, solamente “por sí o. por 
otro u otras personas constituidas en dignidad, u otros Sacerdotes que cl 
Capellán Mayor... hubiere hallado y aprobado por buenos e idóneos”. Es 
por consiguiente general con relación al fuero, cosas y personas castrenses, 
la jurisdicción del Vicario de los Ejércitos; y esta es la razón de que lleve 
el título de Vicario General castrense. 


6. Después de haber dado una noción de lo que fué la jurisdicción 
castrense, y de sus características, nos cuidaremos de trazar su historia, 
en la cual conviene distinguir tres épocas bien marcadas por los Breves de 
Inocencio X, Clemente XII y Clemente XIII. 

Comencemos señalando sus antecedentes históricos. 


I. GENESIS DE LA JURISDICCIÓN EXENTA 


7. La jurisdicción castrense tiene su razón de ser en la movilidad de 
los ejércitos. La milicia modifica de tal suerte la vida del soldado, que así 
como en lo gubernativo y judicial ha de estar regulado por una legislación 
especial, así también ha de disfrutar en lo espiritual de ciertas exenciones. 
La independencia jurisdiccional está exigida y reclamada por la misma ín- 
dole de la vida militar, ajena a todo carácter sedentario, y por las necesida- 
des religiosas de los que de la misma participan. En ellas hemos de buscar 


la causa y el fundamento de la jurisdicción exenta y personal, que ha de 
tener la doble condición de eclesiástica y militar. 


td Jm bv S Rs 
8. Pero la movilidad como caracteristica de la profesion militar es en 
Espana relativamente moderna. 
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Durante la Reconquista, los cristianos todos, sin distinción de clases, 
manejaban la esteva o la espada defendiendo su vida a la par que su honor 
e independencia. “Nada era y menos significaba, en aquellas ocho centurias, 
quien se mostraba indigno e incapaz de empuñar las armas, como caballero 
0 como peón, cuando sonaba la trompeta de guerra, convocando a la lid 
contra el infiel agareno” (7). Los pecheros acudían al fonsado para realizar 
una cabalgada o una algara, o para defender la tierra amenazada. Los pre- 
lados y los nobles atendían al llamamiento del rey, y alzaban sus pendones 
de recluta; y lo mismo hacían los concejos. Formadas las milicias, se con- 
gregaban en un sitio determinado de antemano; unianse las Milicias selec- 
tas de las Ordenes Militares, que aportaban los ardores cruciferos embraza- 
dos con la belicosidad, y se disponían, con rápido o lento caminar, contra el 
enemigo, Un acto religioso, que ya el “Liber Ordinum" gótico describía mi- 
nuciosamente, abría la marcha hacia la frontera y un jubiloso “Te Deum” 
cerraba la campaña agradeciendo sus favores al Dios de los Ejércitos. 

Las campañas eran cortas, aprovechando el verano o el otoño. Ni los 
ardores del estio ni las heladas invernales se conceptuaban propicios para 
combatir; pero si el enemigo planteaba el conflicto en aquellas estaciones, 
era Obligado el pelear. 

La lucha, en fin, no separaba la grey de los pastores. Eran precisamente 
éstos los que más la fomentaban, los mantenedores de aquel espíritu comba- 
tivo, de abnegación y de sacrificio, que se necesitaba para cosechar las vic- 
torias y llevar a feliz término la gigantesca empresa. Con los avances sur- 
gen los reinos, señoríos, abadengos y behetrías; y con éstos, la erección de 
nuevas diócesis y parroquias. E 

En una palabra, durante toda la Edad Media las milicias españolas es- 
tán afectas al territorio y sólo se las moviliza con propósitos de conquista 
que, cuando se realizan felizmente, ocasionan la creación de organismos 
similares en el territorio conquistado. 


9. Los señores GÓMEZ SALAZAR y La FUENTE han querido ver algo 
semejante a jurisdicción eclesiástica castrense en aquellos tiempos tan re- 
- motos. “El Papa Pascual II envió a España un legado pontificio para que 
interviniese en los ejércitos de Castilla. MasbÉu, al citar este hecho, lo 
considera como una intrusión, sin tener en cuenta que aquél legado no era 
a principios del siglo XIL, sino lo que es el Vicario General castrense desde 
principios del siglo x111” (8). 


(7) ANDRES GoNzÁLEZ, Funcionamiento y apostolado de los Cuerpos Eclesiásticos Castrenses, 
en “Ya” del día 12 de febrero de 1950. . iM 

(8) FRANCISCO GÓMEZ SALAZAR Y VICENTE DE LA FUENTE, Tratado teórico-práctico de procedi- 
mientos eclesiásticos, 1, 9 (Madrid, 1868), tít. V, cap. 1I, pág. 100. 
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Sin que ‘haya de atribuirse a intrusión del Pontificado, como lo hace 
Maspfu, es evidente que el Papa Pascual II pudo tener gravísimos mo- 
tivos para enviar un legado que imterviniese en los ejércitos de Castilla; 
por ejemplo, la división de los territorios conquistados entre las diócesis 
fronterizas, que no siempre se realizaba de un modo pacífico, ya que los 
Prelados con frecuencia mandaban grandes mesnadas y eran hombres muy 
de su tiempo. 

Lo menos verosímil, por tanto, es suponer que aquél legado “era a prin- 
cipios del siglo x11 lo que el Vicario General castrense desde el principio 
del siglo xir", porque esto implicaría necesariamente una exención per- 
sonal o territorial. En el primer caso, el privilegio habría separado de la 
jurisdicción de los Obispos la totalidad de la nobleza; y en el segundo, supo- 
niendo castrenses las fortalezas, los mejores condados de Castilla conin- 
clusión de las mismas sedes episcopales (9). 

' Consideramos, pues, poco fundada la referida opinión. Cuando los triun- 
fos permiten avanzar, el pueblo, acompañado siempre de sacerdotes, se po- 
sesiona del territorio, reanudando su anterior vida social y religiosa. Esto 
es lo que aparece durante toda la época de la Reconquista. La historia se 
repite desde’ Covadonga a Granada, sin que se interrumpa la unión del 
pueblo con sus Pastores Ordinarios. Quienes le daban pasto espiritual en la 
paz, estaban con él en la guerra. 


TO. Cuando el ejército vencedor de los Reyes Católicos partiera de 
los reales de Santa Fe para tomar posesión de Granada y se dieron al aire 
las banderas, se adelantó a todos el gran Cardenal de España don Pedro 
González de Mendoza, a quien podemos considerar como el último símbolo 
de la gallarda actitud que en aquellos tiempos de Cruzada había manteni- 
do la Jerarquía, poniéndose a la cabeza de los ejércitos cristianos. Así 
habiase visto; caer prisioneros en la rota de Valdejunquera a Dulcidio de 
Salamanca y Hermogio de Túy. En la batalla de Las Navas de Tolosa .es- 
taba al lado del rey de Castilla el Arzobispo de Toledo don Rodrigo Xi- 


ménez de Rada, mientras el Rey de Aragón traía a su lado'a los Obispos 
Je Tarazona y Barcelona. 


Forjóse de esta manera la alianza de la Cruz y la Espada que la tra- 
dición fué consolidando y dorando com pátina de siglo. Pero la asistencia 
espiritual no estaba organizada ni tenía carácter de exención. ~ 


(9) ZAYDIN, Bulario de la Jurisdicción Castrense, Preliminares, pág. 8. 
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11. La organización que los Reyes Católicos fueron dando a la mili- 
cia correspondió a su política general. Con la mira siempre de fortalecer 
el poder de la corona, apoyándose en el pueblo, cuidaron de organizar la 


fuerza pública sobre una base diferente de la que hasta entonces había te- 


nido levantando cuerpos ordinarios y permanentes de caballería y haciendo 
después un alistamiento general del reino para el servicio militar con arre- 
glo a la población, destinando a la milicia la duodécima parte de los vecinos 
útiles, desde la edad de veinte a cuarenta y cinco años, excluyendo o excep- 
tuando los individuos de los municipios, los clérigos, los hidalgos, los 
pobres de solemnidad, y nombrando los mismos pueblos a los que habían 
de hacer el servicio efectivo (10). 


12. La formación de Cuerpos de caballería y el alistamiento de la gente 
de a pie fueron dos grandes pasos y una buena preparación para el estable- 
cimiento de un ejército permanente. 

Tal vez el ejemplo de la infantería suiza, de aquellos cuerpos mercena- 
rios que en 1486 vinieron al servicio de los Reyes de España y que por 
su excelente táctica y disciplina llegaron a ser nombrados por algunos los. 
maestros de Europa (11), dió a conocer la importancia de la infantería que 
tan mal se comprendió en la Edad Media y que tardó ya poco en mirarse 
como el nervio y fuerza principal de los ejércitos. Lo cierto es que la teoría 
del arte militar obtuvo grandes adelantos en esta época, operándose una 
verdadera revolución en la organización, en la ordenanza, en la táctica y 
en la disciplina de los ejércitos. : 

Sólo entonces pudo aparecer la jurisdicción exenta, al desligarse la 
milicia del territorio, al transformarse las milicias en Compañías y agru- 
parse éstas en Tercios y Cuerpos de Ejército; es decir, al unificarse el 
mando militar. 


13. En este momento entra en escena el Cardenal Cisneros, a quien 
realmente corresponde la gloria de esa trasformación de las fuerzas arma- 


‘das al crear las milicias plebeyas. 


Según su famosa pragmática, la milieia ciudadana había de formarse 
por el alistamiento de la gente llamada de ordenanza, pagada de los fondos 
públicos, la cual se había de ensayar ciertos días de cada mes en ejercicios 
militares. Esta fuerza, que llegó ia constituir un Cuerpo de más de 30.000 


(10) MODESTO LAFUENTE, Historia General de España t. 7 (Barcelona, 1889), cap. X, pág. 87. 
sobre esta materia se hallan extensas noticias en la obra del CONDE DE CLONARD Historia orga 
nica del Ejército y en las memorias de José APARICI insertas en el “Memorial de Ingenieros". 


(11) FELIPE DE COMINES, Memorias, cap. Xi, 
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hombres, a la cual se dió su correspondiente organización, fué la base de 
los ejércitos permanentes. 

De esta manera surgió el soldado profesional, habitualmente separado 
de la diócesis y parroquia de origen. Y sólo entonces comenzó a pensarse 
en la forma de proveer con clero especial a su servicio religioso. 

El CONDE DE CLONARD cita el primer documento que responde a esta pre- 
ocupación: es la Ordenanza que en 1535 dirigió el Emperador Carlos V 
al Marqués de Basto, Virrey y Capitán General de Nápoles, disponiendo 
que se destine al servicio espiritual de cada compañía un sacerdote secu- 
lar (12). ; 


14. Pero en este tiempo todavía es circunstancial el reclutamiento 
de los ejércitos, que se rigen por pragmáticas y provisiones, respondiendo 
en cada caso a la necesidad del momento: por eso la exención no aparece 
hasta que el progreso de los ejércitos extranjeros impone nuestra reorgani- 
zación militar. 


Entonces es cuando, a instancias de Felipe IV, da el Papa Inocencio X 
el Breve “Cum sicut majestatis tuae" que exime, para el tiempo de guerra, 
de la jurisdicción de los Ordinarios territoriales los ejércitos que tenga el 
Rey de España: “Nunc et pro tempore existentibus Hispaniarum regnis", 


Este Breve, que fué dado en 26 de septiembre de 1645 (13), es el primer 
documento pontificio que a este respecto conocemos. Afectaba el privilegio 
a Cuantos viven y se hallan—commiorantur et degunt—(son términos que 
luego veremos reproducidos en todos los Breves castrenses del siglo XVIII), 
en los campamentos: es decir, en los ejércitos de operaciones y separados 
de sus propias diócesis. Y la jurisdicción recae en los Capellanes Mayores, 
a quienes el Rey confiere destinos en campaña; es decir, en presbíteros real- 
mente incorporados al Ejército de Operaciones para dirigir y unifidar el 
servicio espiritual; sacerdotes que, al terminar las guerras sostenidas con 
Portugal, fueron espléndidamente remunerados con altas dignidades ecle- 
siásticas. Podían subdelegar, ejercer la jurisdicción “sin estrépito forense" 
y con ciertas limitaciones, entender en las causas eclesiásticas, imponer san- 
ciones, absolver de reservados y censuras u otras penas canónicas. Y todas 
estas facultades se concedían de modo permanente, mientras hubiera gue- 


(19) CONDE DE CLONARD, en su Historia de los Tercios viejos. 
en el Archivo Histórico de Simancas. 
(13) Esta es la verdadera data. Equivocaron la fecha: FERNÁNDEZ DE Duro, en el “Boletín 


de la Real Academia de la Historia”, t. 7, que sin duda tomó el dato de MORONI, y V: DE LÀ 


WD ML AMA. t. 4, cap. IV, y en Lecciones de Disciplina Eclesiástica, que. pu- 
Micó en 1874 y 1877 en colaboración eon GÓMEZ SALAZAR, lecc. XXXVI, pág. 217 
, . AME 4 D * B 


El decreto original se conserva 
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tra y la Santa Sede no retirase la gracia otorgada, “ad nostrum et Aposto- 
licae Sedis beneplacitum”. 


I5. La exención, como salta a la vista, era incompleta y limitada al 
tiempo de guerra; suficiente, sin embargo, para permitir una reglamenta- 
ción y una organización permanente del servicio eclesiástico. Por lo cual 
escribe ZAYDÍN: "Si un Monarca tan laborioso como Felipe II hubiera 
recabado de la Sede Apostólica los privilegios que fueron otorgados a su 
nieto, es indudable que este Breve habría determinado de un modo inme- 
diato el rápido desarrollo de la jurisdicción eclesiástica castrense, y ¡aún 
puede asegurarse que se habria confiado su ejercicio a un Vicario General 
que, residiendo al lado del Soberano, conociera la organización de los ejérci- 
tos y sus necesidades espirituales. Por desgracia, la jurisdicción castrense 
española nació en el siglo de los Validos” (14). 

Lo cierto es que se creó la jurisdicción sin unificar su ejercicio: y este 
error directivo determinó la ineficacia del Breve en el orden orgánico. Ni 
el celo personal de los Capellanes Mayores, ni los esfuerzos aislados pudie- 
ron producir nada parecido a una reglamentación. Y así se explica que ha- 
biendo tenido España desde la publicación del Breve tantas guerras (en 
Italia, Flandes, Francia, Portugal y Cataluña, sublevaciones en Nápo- 
les, etc.) no se encuentre en los Archivos del Vicariato castrense un solo 
libro de defunciones anterior al siglo xv111, fuera de los procedentes de pla- 
zas O fortalezas. 


Il. DERECHO ANTIGUO CASTRENSE 


16. El advenimiento de la Casa Real de Borbón trajo consigo, entre 
otras cosas, la nueva organización del Ejército. Como para Felipe V la pri- 
mera y más urgente necesidad fuera afianzar su trono, por tantos enemi- 
gos ya combatido y por tantos otros amenazado, y esto no pudiera hacerse 
sin levantar y organizar respetables Cuerpos de ejército, desnuda como halló 
a España y comp!etamente desprovista de fuerzas militares, a esto consagró 


con preferencia sus afanes y cuidados (15). En una serie de acertadas dis- 


posiciones se estableció la creación de las Secretarías de Guerra y Marina 
que centralizaron la dirección de los elementos armados. Consecuencia ló- 


(14) Zaypin, 1. c., Prelim., 8 II, págs. 16 y 17. = 
(15) M. LAFUENTE, Hist. de España, t. XIII, lib. IV, cap. IH, págs. 6 y 7; citando a MACANAZ, 


Memorias Manuscrilas, cap. XI. 
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gica de esta medida fué la reorganización y centralización de los servi- 
cios eclesiásticos militares en el Vicariato General castrense (16). 

No poco se ganó en sentido orgánico con esto: la dirección del clero 
castrense se unificó en provecho del servicio espiritual. Y seguramente se 
hubiera llegado pronto a una reglamentación perfecta si, como sospechan: 
los señores SALAZAR y LAFUENTE, se hubiera a la vez renovado y ampliado 
el Breve. Desgraciadamente no fué así (17). 


17. Graves eran los inconvenientes que ofrecía la jurisdicción limitada 
al tiempo de guerra, sobre todo dividiendo las facultades espirituales otor- 
gadas por la Sede Apostólica entre distintos Vicarios Generales. 

a) Como es sabido, no siempre coinciden la paz oficial y el término de 
las hostilidades: de (ahí que fuera difícil determinar el momento en que 
terminaba la delegación de los Capellanes Mayores. 

b) Resulta, además, evidente que cuando la paz fuera un hecho y es- 
tuviera oficialmente reconocida, la jurisdicción sobre los militares en ge- 
neral debía volver a los Prelados territoriales, así como también el conoci- 
miento de las causas y controversias pertenecientes al fuero eclesiástico 
que se hubieran suscitado durante la campaña entre ellos.. De donde proce- 
dian los subterfugios y medios dilatorios a que podían apelar las partes 
interesadas en impedir la acción de la justicia al ocurrir un cambio de ju- 
risdicción. Si los autos estaban concluidos para sentencia, la parte interesa- 
da en la dilación podía promover un incidente de incompetencia por inhi- 
bitoria o por declinatoria, según le conviniese. Si, por el contrario, se en- 
contraba el pleito en período de prueba, y habia de hacerse cargo de los 
autos el Prelado Ordinario, cualquier cambio de guarnición o un traslado 
oportuno a otro ejército movilizado para una nueva campaña podía eter- 
nizar el asunto más sencillo. 

Es verdad que en el fuero externo podían resolverse las dificultades 
mediante la aplicación del procedimiento sumario; pero el Breve no auto- 
rizaba a los Capellanes Mayores para proceder siempre sumariamente, sino 
sólo cuando lo consintiesen las circunstancias del litigio. Luego cuando el 


esclarecimiento de los hechos exigiera proceder en forma de derecho, no 
podía prescindirse del estrépito judicial. 


. (16) La dirección de los servicios en la Arm 
1695, al Obispo de Cádiz. En 1705 fué 
don Carlos de Borja Centella y Ponce 


ada se confió primeramente, por decreto de 
a a Vicario general del Ejército y de la Armada 
MB xaT | de Leon, Obispo titular de Trebisonda “in partibus infi- 
Rs RAN ME volvió la dirección espiritual de la Armada a un Obispo territorial, que fué 
Enn ofiedo, el cual en 1707 fué nombrado Patriarca de las Indias y posteriormente 


(17) Como demuestran claramente las notas a la i “al i 
PD ‘ ley II, tit. VI, lib. II de la “Novisima Re- 
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c) Mayores eran las dificultades practicas que entorpecian la buena 
marcha del servicio parroquial. Aunque los privilegios del Breve facilitaban 
extraordinariamente la misión de los Capellanes en cuanto a la administra- 
ción de la Penitencia, las palabras “qui ibi pro sacramentis ecclesiasticis mi- 
litibus ministrandis pro tempore erunt” podían interpretarse tan ampliamen- 
te que alcanzasen aún a los sacramentos 'estrictamente parroquiales o res- 
tringirse nada más que a los últimos auxilios religiosos. 

d) Añadamos a esto que los libros sacramentales ja cargo de los Cape- 
llanes, se recogían, al terminar la guerra, en archivos de la jurisdicción 
ordinaria distribuidos en toda la extensión de la dominación española. Por 
esta razón los curas territoriales en tiempo de paz y los Capellanes castren- 
ses en el de campaña, habían de proceder muchas veces al matrimonio 
de los militares a base de informaciones testificales y prescindiendo de 
la necesaria prueba documental, sobre todo cuando los contrayentes, para 
lograr sus deseos y evitar dilaciones, pretextaban obligaciones de conciencia 
o apelaban a demandas convenidas de esponsales, sin que los graves cas- 
tigos con que se les conminaba bastasen a impedirlo. ¡A qué abusos no daría 
lugar esta dualidad jurisdiccional !... 

No creemos necesario demostrar que estos males se paliaban, pero no 
se remediaban con el nombramiento de-un solo Vicario General. Buena 
prueba de ello es que, siendo ya Patriarca de las Indias y gozando de gran 
favor en la Corte don Carlos de Borja, se llegó a discutir hasta su juris- 
dicción sobre los Capellanes del Ejército de operaciones, tan claramente es- 
tablecida en el Breve de Inocencio X ; siendo necesario que por Real reso- 
lución, a consultas de 20 de junio de 1712 y 8 de enero de 1713, se orde- 
nara a| Provisor de Pamplona la inhibición a favor del Vicario Generai 
castrense en el procedimiento que se seguía contra un Capellán del Ejército 
por deuda de maravedises a un particular (18). 


18.. Resumiendo todo lo dicho, podemos afirmar que, aunque históri- 
camente la jurisdicción castrense española existe desde 1645, orgánica- 
mente no tuvo existencia real hasta que las dificultades prácticas que im- 
pedían el buen funcionamiento del Vicariato General castrense determinaron 
la petición de un nuevo Breve que extendiese la jurisdicción a todos los 
actos parroquiales en tiempo de paz y de guerra. 

Tal fué el Breve “ Quum in exercitibus”. de Clemente XII, fechado en 
4 de febrero de 1736, por el que se constituye con plena exención la juris- 
dicción eclesiástica castrense por el plazo de siete años. Si el Breve ante- 


(18) Autos 7-y 8, tit. I, lib. 4, Rec. 
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rior se basaba en la movilidad de los ejércitos en campaña, ahora el. Papa 
funda la concesión de aquellas concesiones al tiempo de paz en el hecho 
de que tal movilidad es la característica de los ejércitos permanentes, y en 
que no es menos dificil adaptar el servicio parroquial ordinario a las nece- 
sidades de una campaña que a las exigencias de su preparación. Por eso 
limita únicamente la exención a los ejércitos propiamente dichos, con ex- 
clusión de las milicias cuando no están movilizadas como tropas auxiliares. 
Establecida así la permanencia de la jurisdicción castrense, se hizo necesa- 
rio cambiar radicalmente la organización. 


Ahora es el Papa quien asume la jurisdicción sobre todas las tropas 
móviles, delegándola en un Prelado—que por eso recibe el título de V ica- 
rio—con facutad de subdelegar. La única condición que se establece no 
puede ser más razonable: los Subdelegados Apostólicos han de ser versa- 
dos en Derecho canónico. El Capellán Mayor de los Ejércitos no solamen- 
te puede nombrarles sino también comunicarles su propia condición prelati- 
cia, que les permite obrar, gubernativa y judicialmente, como si fuesen 
verdaderos Obispos de los Capellanes seculares o Superiores generales de 
los regulares; pero a condición de que se cerciore antes de su aptitud por 
informes que se han de pedir a sus Ordinarios y a otras personas fidedignas. 

Otro de los beneficiosos efectos fué la incorporación de los Capellanes 
de la Armada al Vicariato, desapareciendo todos los inconvenientes con 
la creación de las Tenencias Vicarías por Departamentos, que permitió 


se Organizara el servicio eclesiástico de la Armada de un modo uniforme 
y permanente. 


Por otra parte, la redacción de este Breve jamás deja lugar a dudas: 
dispone que el Capellán Mayor compruebe personalmente, per se ipsum, 
la idoneidad de los sacerdotes que hayan de auxiliarle en el servicio; espe- 
cifica que los Capellanes podrán administrar todos los Sacramentos de 
la Iglesia, aun los estrictamente parroquiales, con la ünica excepción de 
aquellos cuyo Ministro deba tener consagración episcopal; suprime toda 
reserva en la administración de la Penitencia; autoriza a los Capellanes 
para absolver de censuras en el fuero de la conciencia, y a los subdelegados 
para absolver en el fuero externo, sin limitaciones, Y las restricciones que 
existían en lo relativo a la administración del matrimonio desaparecen, 
haciéndose privativa la jurisdicción y extendiéndose a todos los lugares en 


que hay tropas, sin distinción de tiempo de paz y de guerra, lo mismo en 
marcha que en guarnición, E 
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19. Esto da idea de la importancia de la reforma. Una innovación 
tan radical no podía menos de hallar resistencia y de encontrar obstáculos. 
Y tales debieron ser, que hasta 1741 no se dió a conocer el Breve de ma- 
nera oficial, ni se proveyó el cargo de Vicario General, hasta que al Obispo 
de Barcelona, don Francisco del Castillo y Vintimilla—Marqués de Cro- 
pani, Conde del Peñón de Vega y caballero profeso de la Militar Orden de 
Santiago—, se le nombró, por Real decreto de 20 de febrero de 1741, “Ca- 
pellán Mayor y Vicario General de los Ejércitos de mar y tierra, con la 
jurisdicción, privilegios y prerrogativas de este empleo, teniendo su residen- 
cia en Barcelona”. 

Muy extrafio—comenta ZavpIN—es ver separado el Vicariato General 
de la Pía Capellanía Mayor de Su Majestad precisamente cuando la 5. Sede, 
accediendo a las demandas del Poder real, instituye la jurisdicción privile- 
eiada castrense fija y privativamente. Más extraña todavía la provisión del 
Vicariato en un Obispo territorial, dignísimo sin duda, pero a quien sus 
deberes residenciales impedía la comunicación fácil con la dirección técnica 
y administrativa de los Ejércitos” (19). Lo cierto es que el señor Vintimi- 
lla supo atender a los compromisos inherentes a la implantación de las 
nuevas bases jurisdiccionales, superando con gran habilidad y energía todas 
las dificultades; y que, estimulados por él, pronto se percataron los Capella- . 
nes de las ventajas que del nuevo régimen se derivaban para el Ejército, 
así como de los deberes que les imponía; y obrando como verdaderos pá- 
rrocos, cooperaron a la labor desarrollada por las Subdelegaciones, con lo 
cual la unificación del servicio y la formación de archivos no tardó en ser 
una consoladora realidad (20). ; 


20. Al encargarse del Vicariato el Obispo de Barcelona, hacía un año 
que había fallecido el Papa Clemente XII; y como al Breve sólo le resta- 
ban dos años de vigencia, el señor Vintimilla se apresuró a pedir la prórro- 
ea a fin de poder desarrollar todos sus planes. Accedió enseguida el sabio y 
complaciente Benedicto XIV que, en Breve expedido en 2 de junio de 1741, 
reproducción exacta del anterior, prorrogó la gracia por otros siete años. 
El nuevo Breve “Quoniam in exercitibus", lujosamente editado con el es- 


(19) . ZAYDIN, O. C. Prelim., págs. 39-40. t 

"(90)" Una inspección detenida del archivo del Vicariato demuestra que este organismo cast 
no tuvo existencia real ni aun en tiempos del Cardenal don Carlos de Borja. Sólo la indepen- 
dencia jurisdiccional pudo lograr que afluyeran a él los libros sacramentales que antes engro- 
saban los archivos diocesanos. Ni la guerra de Sucesión, ni los sitios de Gibraltar, ni las expe- 
diciones a Italia en busca de trono para los hijos de Felipe V aportaron al Vicariato un solo 
documento anterior a 1736. Desde esta fecha hasta 1762 únicamente ingresaron libros sacra- 
mentales, procedentes de Cuerpos armados, ocupando el primer lugar los del Regimiento de 


: Farnesio, 5.° de Caballería. 
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cudo de armas del señor Vintimilla, produjo, al ser conocido, la natural sor- 
presa, y hasta hubo alguna diócesis que pidió a la Curia Romana copia 
auténtica de la minuta original. i 

El día 4 de febrero de 1750 terminó su vigencia este Breve, sin que de 
un modo exacto podamos explicarnos por qué no se pidió su prórroga, que 
el bondadoso Pontífice habría otorgado sin dificultad; pero los organismos 
reformados por el señor Vintimilla sobrevivieron, al menos de hecho, al 
Vicariato y ia los Breves mismos, pues éstos mo se renovaron hasta 1762, y, 
no obstante, persistió el uso de la exención. Aunque los jurisconsultos aúli- 
cos del siglo xvirr interpretaban siempre a favor de la Corona el axioma 
jurídico que considera permanentes los beneficios recibidos del Pontifice 
—beneficium a Principe concessum oportet esse mansurum—, no sabemos 
cómo pudo existir el uso de la exención prescindiéndose del Breve, es decir, 
de su único fundamento canónico. Se necesitaba mucha laxitud hermeneútica 
para suponer perpetuo lo que había sido concedido para un tiempo deter: 
minado. if 

La explicación a tan raro fenómeno hay que buscarla en la política re- 
galista de nuestros Gobiernos, y en las gestiones que con tenaz perseveran- 
cia llevaron a cabo en la Curia romana hasta conseguir el Concordato de 
.1753, por el que se reconoció en toda su extensión el Patronato Regio. Y 
como-es práctica general entre diplomáticos no complicar jamás los nego 
cios de verdadera importancia con asuntos de poca monta, se concibe que los 
Gobiernos omitiesen toda gestión acerca del Breve castrense y considerar 
la prórroga jurisdiccional tanto más baladi cuanto que de hecho jamás 
renunciaron a ella. 


TS 
BREVES CONSTITUCIONALES 


21. Como es sabido, Carlos III llegó al trono acompañado de personas | 
de notoria capacidad, que se encargaron de reformar las distintas ramas 
de la administración. Se dió gran impulso a las construcciones navales. 
Se reorganizó el Ejército, promulgándose las célebres Ordenanzas (21), cuyo 
autor es desconocido, pero no se desconoce que su inspirador fué el mismo 


(21) "Aunque en coyuntura de regalismo nacen las Ordenanzas del Ejército, las prácticas 
religiosas en los institutos armados quedan no sólo a salvo, sino prescritas con minucioso ri- 
gor; un tanto sorprendente para quien desconozca las contradicciones de esta época incubadora 
de revoluciones en que la Enciclopedia aún no había desbancado plenamente al libro de horas 
veposando en la misma mesa en amigable consorcio” (A. GONZÁLEZ en el artículo citado de “Ya”), 
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Carlos III; el Conde O'Reilly introdujo la táctica prusiana; el de Gazola re- 
organizó la artillería y Sabatini la ingeniería militar. El Rey y su Ministro 
de Guerra, Wallt—un irlandés que había servido a España en uno de los 
regimientos desde su juventud—, se encerraban de noche en el despacho 
regio, y de aquellas largas veladas, amenizadas con sendas tazas de soco- 
fisco y sorbos nasales de rapé, salían las reformas (22). - l 

Como base de la reorganización castrense se solicitó de la Sede Apostó- 
lica un nuevo Breve en que se de'egasen todas las facultades directamente 
al Patriarca de las Indias, con lo cual se daba mayor autoridad al Prelado 


-y el cargo adquiría cierto carácter de inmovilidad. Acogió benignamente 


esta súplica el Papa Clemente XIII, confirmando los privilegios de la ju- 
risdicción castrense por el Breve “ Quoniam. in Exercitibus”, expedido el 10 
de marzo de 1762. El Rey, por su parte, comunicó al Consejo el restable- 
cimiento del Vicariato por Decreto de 11 de mayo del mismo año, que 
dice así: 


n *Restablecimiento del empleo de Capéllán Mayor Vicario. General 
de los Reales Exércitos a favor del Patriarca de las Indias, con la ju- 
- risdicción eclesiástica militar. Para ocurrir a las urgencias y casos 
que frecuentemente suceden en mis Exércitos,'a la asistencia y direc- 
ción de las almas de los que sirven en ellos y conocer y decidir en sus 
causas y controversias pertenecientes al fuero eclesiástico, tuve a bien 
establecer el empleo de Capellán Mayor Vicario General de mis Exér- 
citos de mar y tierra en la persona de mi actual Patriarca de las Indias, 
a cuyo fin hice impetrar de la santidad del Pontífice reinante el Breve 
Apostólico correspondiente, que me concedió y he aceptado, sin perjui- 
cio de lo favorable en los anteriormente concedidos. Tendráse entendido 
en mi Consejo para todo lo que mira a la referida jurisdicción eclesiás- 
tica militar, saliendo mis fiscales a la voz y defensa de cualquier re- 
curso sobre ella; y a fin de que en todas partes se observe esta resolu- 
ción, protegiendo al expresado Capellán Mayor Vicario General de mis 
Exércitos, a sus subdelegados y a los que sucediesen en este empleo en 
lo concerniente al uso y exercicio de quanto por él le pertenezca, la he 
comunicado a todos los Tribunales, a los Arzobispos y Obispos, a los 
Capitanes y Comandantes Generales y a los Presidentes de mis Canci- 
llerías y Audiencias” (23). rn 


+» Este Breve era en su parte dispositiva, salvo escasísimas diferencias, 
transcripción literal del de Clemente XII. Pero añadía dos cosas importan- 
tes: la revalidación de los actos jurisdiccionales llevados a cabo despues 


$ j 1 


: (29). General Luis BERMUDEZ DE CASTRO, Las reformas militares de Carlos III, en “Guión”. 


«86; (julio 1949), pags. 21-26. 5 " ; «dy tte 
A ae Este actue la ley I, tit. VI, lib. II de la *Novísima Recopilación". 
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de terminar la prórroga concedida por Benedicto XIV y la unión del Vi- 
cariato con el Patriarcado. 

Clemente XIII confirió las facultades contenidas en el nuevo Breve ju- 
risdiccional directamente al Cardenal Dr. Buenaventura de Córdoba Spí- 
nola de la Cerda, “actual Patriarca de las Indias..., y al que por tiempo 
lo fuere, el cual ahora y en adelante deberá ser Capellán Mayor o Vicario 
de los Exércitos del referido Rey Carlos”. 


22. La dificultad de determinar lo que debía entenderse por cuarte- 
les de invierno y de verano (24), por guarniciones accidentales y perma- 
nentes, por milicias provinciales (25) y batallones fijos (26), había dado 
lugar a grandes discusiones que duraron más de medio siglo. Los Ordina- 
rios defendían con tesón la jurisdicción sobre unas fuerzas tan esencialmen- 
te afectas al territorio; a su vez, los militares oponían que ni los batallones 
ni las milicias funcionaban de un modo independiente y que dependían de 
los Gobernadores militares y de las Planas Mayores de las plazas, constituí- 
das por oficiales “vivos y efectivos”, como entonces se les llamaba. 

Clemente XIII dirimió la contienda por su Breve “Apostolicae Benig- 
mitatis”, de 14 de marzo de 1764. El principio sentado por el Santo Padre es 
que deben pertenecer a la jurisdicción castrense todos los que en paz y en 
guerra militan bajo las banderas del Rey y se mantienen de sueldo militar, 
y los que por legítima causa van en su seguimiento. Quedaban, por consi- 
guiente, exceptuados las milicias de toda especie, no estando movilizadas, y 
los retirados, así como los matriculados de Marina mientras no cubren plaza 
a bordo de los barcos de guerra. 


23. Siendo este segundo Breve meramente interpretativo, no prorro- 
gó la jurisdicción; por eso pronto hubo que solicitar Otro que Su Santidad 
expidió el 27 de agosto de 1768. Es el primero, que va encabezado con las 
palabras “Cum in exercitibus”, y no ofrece más novedad que la de resumir 
los dos anteriores y la de ser para nosotros la mejor fuente canónica de 
interpretación, puesto que todos los Breves siguientes no fueron más que 
copias del mismo con algunas diferencias de poca monta. 

(24) Este Breve 


suprime las palabras “et temporaneis si i is si ivi i 
IN NU 5 PE 1 sive hibernis sive aestivis aut etiam 
praesidialibus”, al hablar de las mansiones temporales del Ejército activo. 


ut pM PNE locales y provinciales, aunque en alguna ocasión se utilizaran como reser- 
EM AUG des eui ES Sea no pertenecieron al Ejército hasta que se promulgó la ley de 31 de ju- 
ey 59, cuyos artículos 86 y 88 dicen: “Los jefes, oficiales e individuos de tropa de mili- 


cias provinciales estarán sujeto Ri 
Vu enáles;? Jetos a las ordenanzas militares... y a las leyes, decretos y órdenes 


(26) Los Obispos de Ceuta y Málaga sostenían su derecho respecto a las tropas fjas de 


Africa, por carecer aquellas fuerzas. c 
: , COMO su nom , i ida ilitar: 
tundamento de la exención. bre mismo indica, de la movilidad militar, 
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Esto nos excusaría de citar todas las prorrogaciones posteriores. En 
tiempo de Pío VI se concedieron las de 6 de octubre de 1775, 21 de enero 
de 1783, 20 de abril de 1790 y 11 de octubre de 1795. En este último Breve 
“Quum in Regis Hispaniarum" se fijaron de nuevo las facultades otorgadas 
al Vicario General y a los sacerdotes de su jurisdicción, entre ellas absolver 
y dispensar en muchos casos graves, hasta de herejía y apostasía ; hacer los 
Tenientes Vicarios lo que los Jueces eclesiásticos ordinarios, y los Cape- 
llanes lo mismo que los Párrocos. 

De Pío VII son las prórrogas de 1803, 1810, 1817 y 1823. Es nota- 
ble el Breve dado en 28 de julio de 1817: “Majestatis tuae nomine”, pues 
en él se fijaron los derechos respectivos de las autoridades eclesiásticas 
Ordinaria y castrense. 


24. Pío VIII concedió la prórroga de 4 de mayo de 1830 por el Bre- 
ve “Majestatis tuae", 

No se publicó ya nuevo Breve hasta el advenimiento de Pio IX, por 
no consentirlo las circunstancias políticas de España, que determinaron la 
retirada del Nuncio en 1835 y el cierre de la Nunciatura en 1840. Esto 
no obstante, la Sede Apostólica prorrogó lla vigencia del Breve de Pio VIII 
mediante dos rescriptos, cuyos originales retuvo el Ministerio de Estado, 
limitándose a dar cuenta de la concesión a los de Guerra y Marina. 


Aunque las Reales Órdenes dan el nombre de Breve a los dos docu- 
mentos pontificios, éstos no fueron mas que sencillos rescriptos obtenidos 
oficiosamente en 27 de junio de 1837 y 18 de marzo de 1843. Dedúcese 
del silencio del Breve de 1848, que reproduce el de 1830, sin hacer la me- 
nor alusión a estos indultos. 


25. De Pío IX son los Breves de prórroga “Majestates tuae”, de 14 
de abril de 1848 y 21 de agosto de 1855. En este último vuelve el Papa 
^a determinar las personas que gozan del fuero eclesiástico castrense y en 
qué manera. Y también el "Carissima in Christo", de 8 de abril de 1862: 

“Casi no se explica—escribe ZAvDíx—cómo en un período histórico cu- 
yas fechas se marcan por las asonadas y motines callejeros, en que los Go- 
biernos cambian y las situaciones se suceden entre el estampido del cañón 


y la música ratonera del himno de Riego, pudo llegar el fuero eclesiástico, 


sin mayores trastornos, a los días de la restauración de septiembre” (27). 


t 


. (27) ZAYDIN, O. C., pág. 164 


y Se: 
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26. Treinta y cinco años de conspiraciones y pronunciamientos; sin 
más finalidad que la de escalar el Poder, no pudieron menos de acabar con 
todo lo que se pareciera a disciplina en el Ejército y en el pueblo. Los mi- 
litares sublevados en septiembre de 1868, probablemente sólo se propu- 
sieron efectuar un pronunciamiento más que derribase a González Brabo; 
pero después de la batalla de Alcolea no lograron encauzar el movimiento 
revolucionario y fueron arrastrados por él. 

All constituirse un Gobierno provisional bajo la presidencia del Duque 
de la Torre, resultaba inaplazable la prórroga del Breve, cuya vigencia ter- 
minó en 8 de abril de 1869. Pero, dado el furor antirreligioso de las Jun- 
tas revolucionarias (28) y la composición del mismo Gobierno, era impo- 
sible que el Ministerio del Estado se entendiera directamente con la Curia 
Romana. Sin arredrarse por tamañas dificultades, acometió el Vicariato 
la prórroga, practicando gestiones privadas en Roma e innovando después 
el acostumbrado expediente oficial en 12 de abril de 1869. 

La Sagrada Congregación de Negociaciones Eelesiásticas había ya con- 
cedido el rescripto de prórroga en 16 de marzo; es decir, casi un mes antes 
de que se incoata el expediente oficial. Pero ni el Ministerio de Estado ni 
la Subsecretaría de Guerra hicieron la menor alusión a la fecha, y el Pa- 
triarca D. Tomás Iglesias y Barcones, que estaba en el secreto de aquella 
desusada rapidez, exigió que se publicase con la traducción oficial; :con- 
ducta prudentisima en aquellas difíciles circunstancias, como demostró 
bien -pronto la intentona cismática de Pulido. 


27. Ei Ministerio de Pi y Margall suprimió, por Decreto de 21 de 
junio de 1873, el Vicariato y sus dependencias. Pero la Restauración res- 
tableció el régimen anterior, reglamentando por separado el Cuerpo Ecle- 
siástico del Ejército y de la Armada. qe: 

Por el Breve de León XIII de 1885, y con motivo de la erección de 
la diócesis de Madrid, se adjudicó el título de Patriarca de las Indias a la 
sede primacial de Toledo. Y así, al año siguiente, fué nombrado Vicario. 
General Castrense el Arzobispo de dicha sede, Cardenal Payá. Al morir 
éste, en 1891, su sucesor en el Vicariato Castrense, don Valeriano Méndez 
Conde, Obispo auxiliar de Tamosso, no ostentó el título de Patriarca de 


las Indias, que siguió anejo al Arzobispado de Toledo hasta là muerte del 
Cardenal Guisasola, -en 1910. . [3 sm 
Erud Garin Rivers pate Sentral, manejada hábilmente por el alcalde de .Madrid don 
Bote tact on da B más completo programa revolucionario. Fruto de su celo an- 


al Ll ón de las asociacion iei i ifieaci 
ros; dado el 6 de diciembre de 1868. lones religiosas y el decreto de unificación de fue- 
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Más tarde, la dignidad del pro-Vicario General castrense «fué con- 
ferida al Obispo de Sión, quedando éste facultado por Breve de 2 de 
agosto de 1897, para encargar en todo o en parte la jurisdicción castrense 
a cualquiera de los Tenientes Vicarios o Subdelegados que prestasen ser- 
vicio activo y que lle pareciere más idóneo para desempeñar dicho cargo. 

Por fin vuelve a restablecerse la anterior disciplina en virtud de las 
Letras apostólicas de 9 de diciembre de 1920, disponiendo que en lo suce- 
sivo el Obispo de Sión, Capellán General castrense de los Ejércitos de 
España, pro tempore, goce del título honorífico de Patriarca de las Indias 
occidentales; es decir, quedando unidos en una misma persona el Patriar- 
cado y el Vicariato General castrense, que serán ejercidos por el Obispo 
de Sión. 


28. En el pontificado de Pío X hubo dos prórrogas, que son otorga- 
das en 21 de julio de 1904 y en 23 de mayo de 1911, la primera por el 
Breve “Tuae Majestatis" y la segunda por el "In. summo Ecclesiasticae", 
declarando que la jurisdicción castrense emana de cuatro títulos o fuentes y 
determinando, según esto, las personas sujetas a la misma: 

a} Por razón del servicio militar activo, los que pertenecen a la mi- 
licia activa. 

b) Por razón de servicios, los que siguen a los Ejércitos y les sirven. 

c) Por razón de lugar, los que viven en sitios sujetos al mando militar. 

d) Por razón del cargo, los que lo desempeñan en el mismo Vicariato. 


29. Los dos últimos Breves fueron los que empiezan con las palabras 
“Quae catholico nominis", concedidos por Benedicto XV en 1 de mayo 
de 1918 y por Pio XI en 1 de abril de 1926. 

Expiró este Último Breve en 1933 y no se renovó porque la segunda 
República, tan laica y anticristiana como la primera, había disuelto el 
Cuerpo Eclesiástico Castrense por Ley de 30 de junio de 1932. Asi dejo 
de existir, como en Circular de 30 de marzo de 1933 declaró el Nuncio de 
Su Santidad en España, la jurisdicción castrense para el Ejército español. 


30. Después advino el Movimiento nacional de 18 de julio de 1936: 
“Movimiento entrañablemente popular, pero que no se hizo viable hasta 
que el Ejército, como guardián insobornable de la seguridad del país, lo 
vertebró, encuadrándolo y dirigiéndolo”. 

* "Aeddieron en masa a las filas nacionales los sacerdotes, unos como 
comprendidos en la movilización y otros como voluntarios. Pronto el ser- 
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vicio religioso-castrense fué organizado; la Santa Sede, como consecuencia 
de una exposición del Cardenal Gomá, confirió a este insigne Purpurado, 
por documento que se publicó en el “Boletín del Arzobispado de Toledo” 
el 28 de febrero de 1937, “el encargo de proveer temporalmente, hasta nue- 
va disposición de la Santa Sede y del mejor modo que las circunstancias lo 
permitan, a la asistencia religiosa de los militares de Tierra, Mar y Je. 
Es particularmente interesante esta delegación, pues ha sido la base de toda 
la amplísima organización eclesiástica castrense durante la guerra civil, y 
aun sigue en pie a los trece años de vigencia. 

El Decreto 270, que pudiéramos calificar de concordado, dió cauce le- 
gal a la delegación pontificia, permitiendo el aprovechamiento de más. de 
3.000 «sacerdotes del clero secular y regular, a los cuales se dió la consi- 
deración de alférez. 


31. Terminada la guerra de Liberación, se restauró el Cuerpo Ecle- 
siástico del Ejércio por Ley de 12 de julio de 1940. El día 22 de agosto de 
ese mismo año acaeció la muerte del Cardenal Gomá, y en el telegrama que 
el Nuncio Apostólico dirigió al hasta entonces Obispo Auxiliar de Toledo 
y pro-Vicario castrense, doctor Modrego, nombrándole Administrador 
Apostólico de la archidiócesis, se añadía que la Santa Sede le otorgaba al 
mismo tiempo “las facultades de que gozaba el Cardenal acerca del clero 
castrense. Trasladado a la diócesis de Barcelona, el doctor Modrego ha 
seguido ejerciendo las funciones de Vicario General Castrense. 

De esta manera quedó reorganizado el clero castrense en régimen pro- 
visional, en tanto sea reanudada la jurisdicción exenta. 


El año 1945 celebróse con gran solemnidad el tercer centenario de la 
publicación del Breve “Cum sicut majestatis tuae”, y desde entonces viene 
propugnándose lla necesidad de restablecer la independencia jurisdiccional 
que ha de inaugurar una nueva época de esplendor para el Clero castrense, 
que de una manera ejemplar ejerce su sagrado ministerio en los Ejércitos, 
desarrollando el más eficaz de los apostolados, como están poniendo de re. 
lieve las Jornadas Nacionales de Apostolado Castremse, celebradas el año pa- 
sado en Madrid y este año en Avila, y como se ha demostrado también 
en el Congreso Catequístico de Valencia, en el que llamó poderosamente 
la atención de la Jerarquía la ponencia castrense. 


No vamos a prejuzgar lo que habrá de ser la jurisdicción resucitada; 
pero creemos que será fundamentalmente idéntica a la que no fué suprimida, 
sino que quedó en suspenso all agotarse la vigencia del Breve de Pío XI el 
año 1933. Las dificultades que su restauración ha encontrado no son insus 
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perables, y no ha de tardar en llegar, pues responde a una verdadera nece- 
sidad, como fácilmente comprenderá todo el que se ponga a considerar los 
inconvenientes y dificultades que los militares encuentran en el desarrollo 
de su vida religiosa y las ventajas que para éstos encierra una jurisdicción 
adaptada en todo a sus necesidades espirituales. 


32. Como habrá podido notarse a través de esta síntesis histórica, de- 
biendo la jurisdicción castrense acomodarse a la organización militar im- 
puesta por las circunstancias, no es posible dotarla de un código fijo y de- 
finitivo. A los cambios en la constitución de los Ejércitos responden siempre 


variaciones iguales en los títulos jurisdiccionales. Esto no obstante, hay que | 


convenir que la Santa Sede acertó a resumir en los Breves cuanto de inva- 
riable y fijo pudiera idearse para el régimen de una jurisdicción esencialmente 
personal. Estos constituyen, como ha dicho el Dr. MopnnEGO, “un monu- 
mento insigne del amor y predilección de la Santa Sede a nuestros heroicos 
Ejércitos, a España y a sus Reyes; hicieron más fácil el ministerio de los 
Capellanes y pusieron en sus manos eficaces medios de apostolado". 


MANUEL GARCIA CASTRO 


Comandante Capellán 


ES 


DO EUMENTOS 
Yeu RS PRUDENCIA 
COMENTADOS 


I CANONICOS 


RESEÑA JURIDICO-CANONICA (*) 


I. CIRCUNSCRIPCIONES ECLESIÁSTICAS 


I. La nueva diócesis de Yingkozw (1).—Comprende esta nueva diócesis 
las provincias civiles de Haiskan, Taian, Pechen, Panshan, Haicheng, 
Ying-kow, Kaiping y Fuhsier. La nueva diócesis será sufragánea de la 
metropolitana de Mukden, de la cual ha sido disgregada. En ella habrá 
Consultores diocesanos en lugar del Cabildo Catedral, y ordena el Papa 
que se erija en ella lo antes posible un Seminario para la formación de los 
sacerdotes. El beneficio episcopal lo constituyen: las oblaciones de los 
fieles, los emolumentos de la Curia y la parte proporcional que correspon- 
da de los bienes de la archidiócesis de Mukden, así como el subsidio que 
dé a la misión la Obra Pontificia de la Propagación de la Fe (2). 


2. Una nueva diócesis en el Massachussetts.—Este importante Es- 
tado de la Unión Norteamericana, cuya sede metropolitana se halla en la 
ciudad de Boston, ha visto aumentado el número de sus sedes episcopales 
con la erección de la diócesis de Worcester, cuyo territorio ha sido des- 
membrado de la diócesis de Springfield-Massachussetts. En la actualidad, 
por tasto, existen en el Massachussetts, además de la archidiócesis de 
Boston, las diócesis de Fall River, Springfield y Worcester (3). 


3. Nuevas circunscripciones en Filipinas (4).—La extensa diócesis 
filipina de Lipa ha visto desmembrar su territorio, del cual se han sepa- 
rado la provincia de Quezón, la isla de Marinduque y el archipiélago de 
Polillo. Con el territorio separado se han erigido dos circunscripciones, 
a saber, la diócesis de Lucena, integrada por la provincia de Quezón y la 
isla de Marinduque, y la Prelatura “nullius” de Infanta, que comprende 
el archipiélago de Polillo. Ambas circunscripciones serán sufragáneas de 


la metropolitana de Manila. 


(*) En esta reseña se recogen los diversos hechos y documentos que vieron la luz en el 


. cuatrimestre enero-abril de 1950. 


(1) Cfr. REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 4 (1949), p. 796. 
(AA So 1950, 1:69: 

(3) “L'Osservatore Romano” 2 febrero 1950. 

(4) “L'Osservatore Romano” 27 abril 1950. 
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4. Erección de la Jerarquía episcopal. en el Africa occidental ane 
nica (5).—Un importantísimo Decreto de la Sagrada Congregación de 
Propaganda Fide de fecha 18 de abril de 1950 ha erigido, por soberana 
disposición de Su Santidad, la jerarquía episcopal en los territorios de 
Misión existentes en el Africa occidental británica y em los Mandatos del 
Togo y del Camerún. 

Hoy, jurídicamente, el territorio africano se halla agrupado bajo la 
vigilancia de diversas Delegaciones Apostólicas, cuya jurisdicción se halla 
determinada por la homogeneidad política de los territorios respectivos 
Estas Delegaciones «se hallan en Etiopía, Dakar, Mombasa, Leopoldville, 
Pretonia y la Internunciatura de Egipto, junto con la Internunciatura de 
Liberia. 

De la Delegación de Mombasa dependen los territorios de Basutoland, 
el Vicariato de Buea en el Camerún, Costa de Oro, Gambia, isla Mauricio, 
Kenya, Nigeria; los Vicariatos de Bangueolo, Lwangwa, y las Prefecturas 
de Fort Jameson, Lusaka y Victoria Falls, en la Rhodesia; las islas Sey- 
chelles, Sierra Leona, Sudán anglo-egipcio, Tanganika, Uganda y Zan- 
zibar. 

Una parte de estos territorios estará ahora regida por jerarquías de 
derecho común con sedes episcopales propias. 

En la Nigeria oriental ha sido erigida una provincia eclesiástica, que 
tendrá como sede metropolitana a Onitsha, habiendo sido erigido en ar- 
chidiócesis metropolitana el antiguo Vicariato del mismo nombre. Los 
Vicariatos de Owerri y Calabar han sido elevados a diócesis sufragáneas 
de Onitsha. Asimismo, el Vicariato de Buea, en el Camerún británico, 
ha sido elevado a diócesis, sufragánea a su vez de Onitsha. 

En. la Nigeria occidental ha sido erigida otra provincia eclesiástica, con 
sede metropolitana en Lagos, habiendo sido elevado a archidiócesis el an- 
tiguo Vicariato de Costa de Benin y recientemente ya denominado de 
Lagos. Los Vicariatos de Ondo-Ilorin y Asaba-Benin han sido erigidos en 
diócesis con los nombres respectivos de Ondo y Benin City. 

Estos territorios continúan confiados a los mismos misioneros que 
hasta ahora y dependerán de la Sagrada Congregación de Propaganda 
Fide. Continuaran como hasta ahora en Nigeria las Prefecturas Apostó- 
licas de Jos, Kaduna, Ogoja y Oyo, y la Prefectura Apostólica de Benue 
se denominará en adelante de Oturnpo. 

Ha sido erigida una tercera provincia eclesiástica en la Costa de Oro. 
La sede metropolitana residirá en Cape Coast, siendo éste el nombre de 


(5) “L'Osservatore Romano” 29-30 mayo 1950. 
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la archidiócesis, que está integrada por el territorio del hasta ahora Vi- 
cariato de Costa de Oro. Los Vicariatos de Accra, Kumasi y Navrongo, 
todos en Costa de Oro, y el de Volta inferior, en el Togo británico, han 
sido elevados a diócesis, sufragáneas todas de Cape Coast, conservando 
los des primeros su primitiva denominación y llamándose en adelante los 
segundos diócesis de Tamale y Keta, respectivamente. 

Finalmente, el Vicariato de Sierra Leona ha sido también elevado a 
diócesis, inmediatamente sujeta a la Santa Sede, con el nombre de Free- 
town y Bo. 


s. El Vicariato Apostólico de Mbeya (Tanganika) (6).—Ha sido 
publicada ya la bula de erección (7). 


6. Una Prelatura “nullius” en Filipinas (8)—Ha sido erigida con 
territorio separado de la Prelatura de Davao, la cual será sufragánea de 
la metropolitana de Cebú. 


7. Nuevo Vicariato en Colombia (9).—La Prefectura Apostólica de 
San Jorge, confiada al Instituto Español de San Francisco Javier para las 
Misiones Extranjeras de Burgos, ha sido elevada a Vicariato. Con ello se 
ha nombrado el primer Vicario Apostólico, misionero secular español. 


8. El muevo Vicariato de Livingstone (Rhodesia septentriomal).—La 
Prefectura Apostólica de Victoria Falls, en la Rhodesia del Norte, con- 
fiada a los misioneros capuchinos, ha sido elevada a Vicariato con el nom- 
bre de su capital, Livingstone (10). 


9. La mueva diócesis de Hungtung (China) (11).—En la región de 
Shansi (China), la Prefectura Apostólica de Hungtung, confiada al Clero 
secular, indígena, ha sido elevada a diócesis, sufragánea de la metropoli- 
tana de Taiyuan, por Decreto de 18 de abril de 1950. 


10. El nuevo Vicariato de Barranca Bermeja (Colombia) (12).—Por 
Decreto de 18 de abril de 1950, la Prefectura de Rio Magdalena, confia- 
da a los misioneros jesuítas, ha sido elevada a Vicariato, cuyo nombre 
será el de la capital de la circunscripción. 


II. La nueva Prefectura de Tanga (13).—El Vicariato Apostólico 
de Kilima-Njaro, en el territorio del Tanganyika. ha sido dividido, eri- 


(6) Cfr. REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 4 (1949), 796. 
(i) As As S., 42,1950, 282. 
(8) “L'Osservatore Romano” 18 enero 1950. 
(9) “L'Osservatore Romano” 19 abril 1950. 
(10) “L'Osservatore Romano” 10 mayo 1950. 
(11) “L'Osservatore Romano” 10 mayo 1950. 
(12) “L'Osservatore Romano” 10 mayo 1950: 
. (13) “L'Osservatore Romano" 10 mayo 1950. 
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giendo la nueva Prefectura de Tanga, que ha sido confiada a los misio- 
neros Rosminianos. 


12. La Prelatura “nullius” de Corocoro (14).—La ha erigido el Papa 
en Bolivia y será sufragánea de la metropolitana desDaup az: 


13. La nueva Prefectura de Cape Palmas (15).—Ha sido erigida por 
Decreto de 2 de febrero de 1950, segregando una parte del Vicariato 
Apostólico de Liberia. En adelante el Vicariato de Liberia se llamará de 
Monrovia, el nombre de la capital. 


14. Otras modificaciones.—Por Decreto de 2 de febrero de 1950 han 
sido rectificados los límites entre los Vicariatos de Karema y Mbeya, en 
el Tanganyika (16). El Vicariato de Batavia, en Indonesia, se llamará en 
adelante de Djakarta (17). También han sido rectificados los límites entre 
el Vicariato de Livingstone y el de Windoeck, en la Rhodesia (18). EI 
Vicariato Apostólico de Hanoi, en el Vietnam, ha sido cedido al clero 
secular indigena (19). Finalmente, han sido modificados los limites entre 
las diócesis de Veszprem y la Abadía de San Martín de Pannonia, en 
Hungría (20). 


oL WC O Nese iesetuG. E NOS 


I. Consistorio secreto (21).—Tuvo lugar el día 16 de marzo. En este 
Consistorio, el Emmo. Cardenal Canali fué designado camarlengo del Sacro 
Colegio para este año, se proveyeron algunas diócesis y se preconizaron las 
provisiones hechas desde el anterior Consistorio y, finalmente, tuvo lugar 
la relación de las Causas de Canonización de diversos Beatos, terminando 
con la concesión de los palios a los Metropolitanos recientemente nom- 


brados. Fueron preconizados en este Consistorio los Obispos de Coria, 
Ibiza, Ciudad Rodrigo y Barbastro. 


i Consistorio püblico (22).—Se celebró a continuación del Consis- 
orio secreto el mismo día 16 de marzo, perorando en él los Abogados 
Consistoriales distintas Causas de Canonización. 


(14) "L'Osservatore Romano" 16- $ 

(15) “L’Osservatore Romano” 5 hs N A 
(16) “L’Osservatore Romano” 7 marzo 1950. 
(17) “L’Osservatore Romano” 7 marzo 1950. 
(18) “L’Osservatore Romano” 10 mayo 1950 
(19) “L'Osservatore Romano” 10 mayo 1950. 
(90). A. Av S., 42, 1950, 308. d 
COMANA SS 42, 1950, 273. 
(22) A. A. S., 42, 1950, 276. 
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3. Consistorio semipúblico (23).—El día 27 de marzo se celebró este 
Consistorio, en el cual Su Santidad hizo püblica de modo solemne su vo- 
luntad de canonizar en este Año Santo a los Beatos Antonio María Claret, 
Vicente Strambi, María Goretti, María Guillerma Emilia De Rodat y Ma- 
ria Ana de Jesüs de Paredes. 


3. EL “MOVIMIENTO ECuMENICO” 


La Suprema Sagrada Congregación del Santo Oficio ha publicado con 
fecha 20 de diciembre de 1949 una importantísima Instrucción acerca del 
-llamado "Movimiento Ecuménico" y la manera de proceder de los cató- 
licos respecto del mismo, la cual encontrará en las páginas de la REVISTA 
adecuado y especial comentario (24). 


4. DERECHO PROCESAL 


Un acontecimiento que puede calificarse de extraordinario es el de la 
publicación del libro "De Iudicis" del Código de Derecho canónico para 
la Iglesia oriental (25), puesto que, aparte del interés jurídico-legal para los 
católicos orientales, el hecho de haber sido redactado siguiendo el orden 
exacto del Código latino y de haberse planteado en esta redacción los di- 
versos problemas que la práctica y la doctrina canónicas habian hecho 
surgir en el curso de veinte años, hacen de este precioso monumento legal 
un documento cuyo estudio provocará sin duda diversos artículos, obliga- 
rá a una revisión de conceptos a cuantos escriban en libros o revistas mate- 
rias de derecho procesal canónico y aun a los mismos jueces eclesiásticos, 
incluso latinos, les servirá de orientación y faro en no pocos de los varios 
problemas que plantea la vida procesal cotidiana. 


5. DERECHO PENAL 


E I. Excomunión.—La Sagrada Congregación Consistorial, con De- 

-creto de 18 de febrero (26), ha excomulgado al sacerdote Juan Dechet 
por haber aceptado del poder laico el oficio de Administrador de la diócesis 
- de Neusohl, en Checoslovaquia. 


(93) A. A. S., 42, 1950, 277. 
(94) A. A. S., 49, 1950, 142. 

(25) A. A. S., 49, 1950, 5-120. 

(26) A. A. S., 42, 1950, 195. jc eS REP 
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Se trata, en primer lugar de un intruso y usurpador de la jurisdic- 
ción eclesiástica, ya que tal nombramiento de Administrador es inválido, 
puesto que no ha habido provisión canónica (can. 147, $ 1). El delito co- 
metido por el antedicho sacerdote se encuentra definido en el canon 2.394: 
“Oui... officium vel dignitatem ecclesiasticam propria auctoritate occu- 
paverit...” Ipso iure dicho sacerdote es inhábil para ser Administrador de 
la diócesis en adelante y, además, ha de ser castigado. Si se hubiera tra- 
tado de un simple clérigo o, mejor, de la usurpación de un oficio eclesiás- ` 
tico sujeto al Ordinario del lugar, éste habría podido proceder ya sus- 
pendiendo al eclesiástico, ya llegando incluso a la deposición. Al tratarse 
de un oficio casiepiscopal, ha procedido la Sagrada Congregación: Consis- 
torial infligiendo al mencionado sacerdote la pena de excomunión reser- 
vada speciali modo la la Santa Sede; además, ha sido declarado vitando. 
Nos encontramos en un caso en que se ha aplicado el principio del ca- 
non 2.222, aun cuando no sea necesario invocarlo, puesto que ya el citado 
canon 2.394 establece que el delincuente “pro gravitate culpae puniatur". 

La censura ha sido infligida por Decreto. La declaración de vitando se 
ha hecho expresamente según establece el canon 2.258, $ 2. El excomul- 
gado mo tiene derecho a asistir en adelante a los divinos oficios (ca- 
non 2.259, $ 1), y, si asiste, ha de ser expulsado, y si no se le pudiere 
expulsar, se han de suspender los oficios (can. 2.259, $ 2); asimismo no 
puede recibir Sacramentos ni Sacramentales (can. 2.260, $ 1), ha de ser 
privado de la sepultura eclesiástica (can. 1.240, $ 1, n. 2); no puede ad- 
ministrar Sacramentos ni Sacramentales. Expresamente el Decreto recuer- 
da a los clérigos y fieles la obligación que les impone el canon 2.261, $ 3, 
en virtud de la cual sólo podrían recibir los Sacramentos del sacerdote de- 
clarado vitando en peligro de muerte, y, aun para ello, a no ser la absolu- 
ción, se requiere que no haya otro ministro. 


2. La negociación de los clérigos (27).—El canon 2.380, al tipificar el 


delito que resulta de la transgresión del canon 142, deja al arbitrio del 
Ordinario la sanción “pro gravitate culpae”, y más bien se refiere a penas 
que se pueden infligir para obligar al culpable a no reincidir o a cesar en la 
transgresión. Un Decreto de la Sagrada Congregación del Concilio de fe- 
cha 22 de marzo de 1950 comunica y hace público que Su Santidad Pío XII 
se ha dignado establecer que los transgresores del canon 142, clérigos 
seculares, religiosos, pertenecientes a sociedades de vida común sin votos 
e Institutos seculares, con tal que sean clérigos o religiosos, incluso en los 
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casos de negocio monetario, en utilidad propia o ajena, incurren en exco- 
munión “latae sententiae”, reservada “speciali modo“ a la Santa Sede. 

La disposición, por tratarse de una norma legislativa penal, excede las 
facultades ordinarias de la Sagrada Congregación del Concilio, que ha 
dado el Decreto, y por ello la Sagrada Congregación, en su Decreto, se 
limita a hacer pública la soberana disposición de Su Santidad. No está 
el Papa limitado por norma alguna en la manera de manifestar su. vo- 
luntad legislativa, y bien puede valerse para ello de una Sagrada Con- 
gregación, a la cual, por otra parte, está encomendado el vigilar la disci- 
plina del clero y pueblo cristiano. “Tampoco pertenecería de por sí a esta 
Sagrada Congregación dar una disposición que afectara a los religiosos; 
por ello insistimos en afirmar que, respecto a la censura establecida de 
nuevo, el Decreto se limita a hacer pública la disposición del Santo Padre. 


El hecho de que tal disposición soberana sé haya promulgado por un 
medio hasta ahora desacostumbrado acaso indique que de por sí la nueva 
pena se establece indefinidamente, pero con un cierto carácter temporal. 


A pesar de este Decreto continúa en su vigor el canon 2.380, en virtud 
del cual el Ordinario del lugar o el regular deben sancionar a aquellos de 
sus súbditos que fueren reos de tal delito “pro gravitate culpae”; sola- 
mente deberán los Ordinarios ponderar si basta la declaración de la ex- 
comunión “latae sententiae” incurrida por los delincuentes, o si, siendo el 
caso más grave, han de ser sancionados con la degradación, nueva pena con 
la que el Papa se ha dignado concretar el “congruis poenis” del canon 2.380 
y que vale para todos, incluso religiosos, por razón de ser disposición 
soberana del Sumo Pontífice. 


Ya no queda tan claro el ámbito de obligación de lo establecido en 
la última parte del Decreto, en el que se establece que han de ser sancio- 
nados los Superiores que no impidieren tales delitos “pro munere suo ac 
facultate”. La lógica interna de la ley parece inclinar a pensar que se ha 
dado con especiales facultades del Santo Padre, y en este caso obliga 
aún a los religiosos exentos, los cuales, a tenor del canon 2.380, han de 
ser sancionados por Su Ordinario; ciertamente, obliga a los Ordinarios 
del lugar responsables de sancionar a los clérigos seculares y a todos los 
clérigos religiosos, de sociedades sin votos o de institutos seculares que 
no gozaren de exención. Tales Superiores, eclesiásticos o religiosos, han 
de ser destituidos de su cargo y declarados inhábiles para todo cargo de 
régimen O administración. 

Finalmente, recuerda el Decreto la obligación que queda siempre al 
responsable de tales delitos de reparar el daño producido, y nótese que 
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con ellos pueden lesionar a los terceros y a las mismas personas morales 
eclesiásticas, reparación que podrá exigirse judicialmente. 


6. (CAUSAS DE CANONIZACIÓN Y BEATIFICACIÓN 


1. Revista de escritos. —Tuvo lugar el día 24 de enero la de los del 
Siervo de Dios Jorge Bellanger. 

2. Congregación para la Introducción de la Causa de Beatificación.— 
En la Congregación ordinaria de 7 de febrero se discutió la del Siervo 
de Dios Francisco Gárate, religioso coadjutor de la Compañía de Jesús (28). 


3. Decreto de Introducción de la Causa de Beatificación.—Se ha pu- 
blicado el de la Sierva de Dios María Teresa Scherer, cofundadora y pri- 
mera Superiora general de la Congregación de las Religiosas de la Caridad 
de la Santa Cruz, de Ingenbohl, Terciarias franciscanas. Esta religiosa 
suiza, nacida en 1825, fué el brazo derecho del Padre Teodosio Florentina, 
Capuchino, en la fundación de la Congregación religiosa, de la que fué 
primera Superiora general, y que a su muerte contaba con 422 casas reli- 
giosas y 1.689 religiosas profesas. Se dedica la Congregación a la ense- 
ñanza, jardines infantiles, orfelinatos, casas de expósitos, obras de jóvenes 
dependientes o dedicadas al servicio doméstico, cárceles, ciegos, manico- 
mios y hospitales. La Sierva de Dios falleció el año 1888. Millares de 
personas acuden en peregrinación todos los años a su sepulcro. Promovió 
esta causa en su origen el Cardenal Van Rossum. Es Ponente de la misma 
el Eminentísimo Cardenal Verde y firmó el Papa el Decreto de Intro- 
ducción el día 11 de diciembre de 1949 (29). 


4. Congregación preparatoria para el martirio.—Se celebró el día 21 
de febrero en orden al de los Siervos de Dios José Díaz Sanjurjo, de la 
Orden de Predicadores, Obispo titular de Platea, Vicario apostólico del 
Tonquín Central; Melchor García Sampedro, de la misma Orden, Obispo 
titular de TE sucesor del anterior en el mismo Vicariato apostólico, 
y otros veintitrés de la Orden de Predicadores y seglares, asesinados por 
odio a la fe en los años 1856-1862 (30). 


5. Congregación general para el martirio—Tuvo lugar el dia 28 de 
febrero en orden al del Siervo de Dios Venerable Alberico Crescitelli, 
Misionero apostólico, asesinado en China en 1900 (31). 


(98) A. A. S., 42, 1950, 919. 
(29) A. A. S., 42, 1950, 399. 
(30) A. A. S., 49, 1950, 919. 
(31) A. A. S., 49, 1950, 319. 
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6. Congregación preparatoria de milagros para la Beatificación.— 
Se celebró el día 24 de enero para la Venerable Margarita Bourgeoys, 
fundadora de la Congregación de las Religiosas de Nuestra Señora (32). 

Asimismo, el día 7 de febrero tuvo lugar en orden a la Beatificación 
del Venerable Francisco Antonio Fasani, sacerdote profeso de la Orden 
de Frailes Menores Conventuales (33). 

El día 18 de abril se estudiaron en Congregación preparatoria los mi- 
lagros para la Beatificación de la Venerable Plácida Viel, Superiora ge- 
neral del Instituto de Religiosas de las Escuelas Cristianas de Miseri- 
cordia (34). 

7. Congregación general de milagros para la Beatificación. —En la 
del día 28 de febrero, en presencia del Santo Padre, se estudiaron los de 
la Venerable María de Mattias, fundadora de las Esclavas de la Precio- 
sísima Sangre (35). 

8. Decreto aprobando el martirio.—Lo dió el Papa el día 5 de marzo 
para el Venerable Alberico Crescitelli. 

9. Decreto aprobando los milagros para la Beatificación.—El día 5 
de marzo aprobó el Papa los realizados por intercesión de la Venerable 
Madre María de Mattias. 

10. Decretos deciarando que se puede proceder a la Beatificación.— 
El día 12 de enero declaró el Papa que se podía proceder a la de la Venerable 
Vicenta María López Vicuña, fundadora del Instituto de Hijas de María 
Inmaculada para el Servicio Doméstico (36). 

El mismo día declaró el Papa que se podía proceder a la Beatificación 
del Venerable Domingo Savio (37). 

11. Beatificaciones.—El día 22 de enero (38) tuvo lugar la del nuevo 
Beato Vicente Pallotti, sacerdote romano, fundador de la Sociedad del 


Apostolado Católico. 
El domingo de Septuagésima, 5 de febrero, se celebró la de la nueva 


Beata Soledad (en el siglo Manuela) Torres Acosta, Virgen, fundadora 
del Instituto de las Religiosas Siervas de María (39). ; 


(32) A. A. S., 42, 1950, 212. 
(33) A. A.'S., 42, 1950, 212. 
(34) A. A. S., 42, 1950, 406. 
(35) A. A. S., 42, 1950, 319. 
(36) A. A. S., 42, 1950, 264. 
(37) A. A. S., 42, 1950, 266. 
(38) A. Av S., 42, 1950, 176. 
(39) A. A. S., 42, 1950, 182. 


— 633 — 


MANUEL BONET MUIXI 


El domingo de Quincuagésima, dia 19 de febrero, fué beatificada la 
Venerable Madre Vicenta María López Vicuña, Virgen, fundadora del 
Instituto de Hijas de María Inmaculada para el Servicio Doméstico (40). 

El segundo domingo de Cuaresma, 5 de marzo, se celebró la Beatifica- 
ción del nuevo Beato Domingo Savio, adolescente seglar (41). 

Finalmente, el cuarto domingo de Cuaresma, 19 de marzo, tuvo lugar 
la Beatificación de la nueva Beata Paula Elisabeth (en el siglo Constancia) 
Cerioli, viuda Buzechi-Tassis, fundadora del Instituto de la Sagrada Fa- 
milia de Bérgamo (42). 


12. Congregaciones para la reasunción de causas de Beatificación en 
orden a la Canonización:—Se celebró una el dia 21 de febrero, discutiendo 
la causa de la Beata Beatriz de Silva, fundadora de las Monjas de la 
Santísima Concepción (43). 


Tuvo lugar otra el día 28 de marzo, discutiéndose la causa del Beato 
Antonio Baldinucci, sacerdote profeso de la Compañía de Jesús (44). 


13. Congregaciones preparatorias de milagros para la Canonización. 
Se celebró el día 3 de enero para la causa del Beato Francisco Javier María 
Bianchi, confesor, de la Congregación de los Bernabitas (45). 


El día 10 de enero se celebró para la causa del Beato Antonio María 
Giannelli, Obispo de Bobbio, fundador de las Religiosas de la Virgen 
de "l'Orto" (46). 

l El día 4 de marzo tuvo lugar para la causa de la Beata María Do- 
minga Mazzarello, Virgen, cofundadora del Instituto de las Hijas de Ma- 
ría Auxiliadora (47). 

El día 28 de marzo se celebró para la causa de la Beata Emilia de 


Vialar, Virgen, fundadora del Instittuo de Religiosas de San José de la 
Aparición (48) (49). 


14. Decretos aprobando milagros para la Canonización.—El dia 12 
de enero aprobó el Papa los que han servido para canonizar al Beato An- 


(40) A. A. S., 42, 1950, 237. 
(41). A. A. S., 42, 1950, 949. 
(42) A. A. S., 42, 1950, 990. 
(43) A, A. S., 42, 1950, 212. 
(44) A. A. S., 42, 1950, 320. 
(48) A. A. S., 42, 1950, 911. 
(46) A. A. S., 42, 1950, 211. 
(47) A. A. S., 42, 1950, 319. 
(48) A. A. S., 42, 1950, 319. 


(49) No se ha celebrado ninguna Congregación general de milagros. Hay cinco causas 
pendientes de esta Congregación general, las cuales, una vez aprobados los milagros, ya no 
requieren para su resolución definitiva más que el Decreto de “Tuto” y los Consistorios, or lo 
que podrían resultar en 1951 cinco canonizaciones. : i 
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tonio María Claret (50). Se trata de la cuzación de una religiosa de tumor 
canceroso varias veces reproducido y de la instantánea y perfecta curación 
de una hemiplejía orgánica. 

El mismo día aprobó el Papa los de la Beata María Guillermina Emi- 
lia de Rodat, Virgen, fundadora de la Congregación de Religiosas de la 
Sagrada Familia (51). Se trata le la curación de una grave polisierositis 
tuberculosa y de la casi instantánea curación de una peritonitis aguda 
con bronconeumonía y oclusión intestinal. 

Finalmente, en la misma fecha aprobó el Papa los milagros que han 
servido para canonizar a la Beata María Ana de Paredes (52). Se trata 
de la curación de la ptosis del abdomen con dilatación gastro-intestinal 
y de un ataque de apendicitis aguda. 


Is. Congregación general llamada del “Tuto” para la Canonización. 
Tuvo lugar el día 28 de febrero en orden a las siguientes causas: Beato 
Antonio María Claret, Beata Guillermina Emilia de Rodat y Beata María 
Ana de Paredes (53). 


16. Decreto llamado del “Tuto”.—Con fecha 5 de marzo dió el Papa 
los siguientes: para el Beato Antonio Maria Claret (54), para la Beata 
María Guillerma Emilia de Rodat:(55) y para la Beata María Ana de 
Jesús Paredes (56). 


17. Consistorio Secret de marzo (57) dieron su voto: 
los Cardenales para las causas de los futuros Santos Antonio María Claret, 
Vicente María Strambi, María Goretti, María Guillerma de Rodat y Ma- 
ría Ana de Jesús Paredes. 

18. Consistorio Püblico.—En el del mismo día 17 de marzo se pero- 
raron las causas de los Beatos antedichos (58). 

19. Consistorio Semipúblico.—Se celebró el día 27 de marzo y en él 
el Papa, después de la votación, hizo pública su decisión de proceder a la 
Canonización de los nuevos Santos (59). 

20. Canonizaciones.—Se ha celebrado la de la Beata María Guillerma 
Emilia de Rodat el día 23 de abril (60). 


(50) A. A. S., 42, 1950, 268. 
(51) A: A. S., 42, 1950, 270. 
(52) A. A. S., 42, 1950, 332. 
(53) A. A. S., 42, 1950, 319. 
(54) A. A. S., 42, 1950, 314. 
(55) A. A. S., 42, 1950, 316. 
(56) A. A. S., 42, 1950, 402. 
(57) A. A. S., 42, 1950, 273. 
(58), A. A. S., 42, 1950, 276. 
(59) A. A. S., 42, 1950, 277. 
(60) A: A. S.,.42, 1950, 321. ` 
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7. DIPLOMACIA VATICANA 


1. Indonesia—La Santa Sede, después de haber reconocido a los 
Estados Unidos de Indonesia (61), ha erigido una Internunciatura Apos- 
tólica, convirtiendo en tal la Delegación Apostólica hasta ahora exis- 
tente (62). 


2. Panamá—El día 26 de enero presentó sus cartas credenciales a 
Su Santidad el Excmo. Sr. Dr. D. Julio Alemán Bermüdez, en su calidad 
de Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario de la Repüblica 
del Panamá (63). 


3. Líbano.—El día 8 de marzo presentó sus cartas credenciales a! 
Santo Padre, como Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotericiario 
de la Repüblica del Líbano, el Excmo. Sr. Dr. D. José Harfouche (64). 


4. Mónaco.—El día 18 de marzo, Su Santidad el Papa recibió en 
audiencia solemne a Su Alteza Serenisima Raniero III, Príncipe Soberano 
de Mónaco (65). 


5. Luwemburgo.—El día 26 de abril fué recibida por Su Santidad 
en audiencia solemne Su Alteza Real la Gran Duquesa Carlota de Lu- 
xemburgo, acompañada de Su Alteza Real el Principe Félix, su Augusto 


Consorte (66). 


6. Irlanda.—El día 28 de abril, el Papa recibió en solemne audiencia 
al Presidente de Irlanda, Excmo. Sr. Sean T. O’Ceallaigh, con su Exce- 
lentisima Consorte (67). ; 


8. CULTURA CATÓLICA 


OL Prensa católica.—El día 17 de febrero pronunció el Papa un 
importantisimo discurso a los participantes en el Congreso Internacional 
de Periodistas Católicos, celebrado en Roma, en el cual expuso Su San- 


- tidad claras y concretas normas acerca de la posición de los Estados y de 
los católicos en orden a la Prensa (68). 


(61) “L'Osservatore Romano” 7-8 enero 1950 
(62) “L'Osservatore Romano” 18 marzo 1950. 


(63) A. A. S., 42, 1950, 160. 
(64) A. A. S., 49, 1950, 319. 
(65) A. A. S., 49, 1950, 319. 
(66) A. A««S.. 49, 4950, 406; E 
(67) A. A. Sv 49, 1950, 406. 
(68) A. A. S., 42, 1950, 951. 
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2. La cultura católica en Francia.—Es notable el discurso pronun- 
ciado por Su Santidad, el día 10 de abril, ante los profesores y alumnos 
de las Universidades y Escuelas de Francia peregrinos a Roma (69). 


9. ACCIÓN CATÓLICA Y PROFESIONAL 


I. Acción Católica.—Una importantísima Exhortación Apostó'ica, pu- 
blicada con fecha 25 de enero, ha sido dirigida a los Ordinarios de Italia. 
En ella el Papa reconoce de nuevo la trascendencia de la Acción Católica, 
y basándose en dos principios fundamentales, procede a dar nuevas orien- 
taciones. Los principios en que se basa son los siguientes: a) la Acción 
- Católica debe tener un sentido vivo y respetuoso de la autoridad de la Igle- 

sia; b) se requiere una ordenación racional de todos los seglares que se 
acogen bajo las banderas de la milicia espiritual del apostolado cristiano. 

Al pasar a las orientaciones prácticas empieza el Papa por hacer constar 
el hecho de la organización existente, nacional e internacional, de las aso- 
ciaciones de Acción Católica, la cual es llamada por el Papa “el tejido 
mismo de la Acción Católica". Coxstata en seguida otro hecho, a saber, 
la exigencia de los tiempos presentes de que se dé una solidaridad y una 
cooperación en las intenciones y en la misma acción. 

Constatados estos dos hechos, con una gran lógica, el Papa subraya 
el falso concepto de la organización oficial de Acción Católica. Tal sería, 
dice el Papa, una organización de tipo burocrático o puramente utilitario 
y exterior, así como el de una coordinación mecánica impuesta por la 
fuerza o el temor, y ahogando, por tanto, toda llama de libertad y de 
impulso persoral, haciendo a los hcmbres incapaces de la verdadera gran- 
deza humana y del progreso espiritual. 

Y al instante da el Papa el concepto positivo de la organización en la 
Acción Católica, que encuentra su razón de ser en Jesucristo y en su 
Amor. El socio tiene conciencia de ser miembro del Cuerpo Místico y 
trabaja con confianza para su desarrollo y para sus conquistas espirituales. 
La orgarización de Acción Católica, y ello vale para los organismos na- 
cionales, diocesanos y parrcquiales, ha de estar animada de un profundo 
respeto para con la persona humana y ha de tener por objetivo hacer de 

“sus socios amigos y hermanos que trabajen gozosos de la obediencia que 
se les exige y de la libertad que se les concede. 

Y es única y exclusivamente con los presupuestos anteriores que pasa 
el Papa a dar la consigna de que se promueva el establecimiento de las 


(69) A. A. S., 42, 1950, 395. 
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cuatro Asociaciones fundamentales de la Acción Católica Italiana: Ju- 
ventud Masculina, Juventud Femenina, Unión de Hombres, Unión de 
Mujeres, en el ámbito parroquial, y de las Asociaciones Universitarias 
“Movimento Laureati” y “Movimento Maestri”, en el ámbito diocesano. 
Sería, por tanto, una inconsecuencia y casi diríamos una desvirtuación 
del pensamiento pontificio urgir el establecimiento de la Acción Católica 
de una manera puramente burocrática o valiéndose de la coacción que tiene 
en su mano el Superior (70). 


2. Las Congregaciones Marsanas.—Con: fecha 15 de abril ha dirigido 
el Papa una muy interesante Carta al Superior general de la Compañía 
de Jesús sobre las Congregaciones Marianas (71). La ocasión ha sido el 
celebrarse en Roma un Congreso de “Promotores” de Congregaciones 
Marianas, regidas por la Compañía. 7 

Reconoce el Papa que son una minoría las Congregaciones Marianas 
que dependen inmediatamente de la Compañía, pero les indica que han de 
ser el ejemplar para las demás Congregaciones, ya que si bien es cierto 
que las Congregaciones son de la Iglesia Universal y no cosa peculiar de 
la Compañía, no cabe duda que su espíritu lo han recibido de los hijos 
de San Ignacio. 

En el documento se hace un resumen de anteriores documentos pon- 
tificios en los cuales se trataba: de la conveniencia de su propagación (72); 
acomodación a los tiempos presentes (73); de cómo poseen las notas de 
la Acción Católica (74); de la posición de la Iglesia favoreciendo un 
apostolado multiforme bajo la dirección de los Obispos (75); formación 
de apóstoles selectos (76); que se puedan llamar Acción Católica (77), etc. 

Finalmente da el Papa unas cuantas consignas prácticas: selección 
en los congregantes ; importancia de la formación interior; trabajo apostó- 
lico; devoción a la Virgen Santísima y sentido mariano de la vida; con- 
quista de las masas y del mundo obrero en particular. 


cad Otros documentos.—Sea lícito notar la Exhortación de Su San- 
tidad, con fecha 5 de enero, a las Asociaciones “Guide Italiane” (78), y 


el Discurso al Patriciado y Nobleza Romana de 12 de enero (79). 


(70) JA. A. S., 42, 1950, 247. 

(VL) A. A: S. 49, 1950, 437. 

(229). ACA. S., 40, «1948, 399. 

(uo) T A A S540) 1948, 305! 

(74) “AL A. Su, 40, 1948, 398. 

(75) A. A. S., 40, 1948, 398-399. 

(76) TAS 39, 1947, 639, 

(UA) E AS Sap 40), OAR AO A AU Gy 98; 

(78) “L'Osservatore Romano” a ones des di Pet SUN MET 
(79) “L'Osservatore Romano" 13 enero 1950. 
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Subrayemos el discurso del Papa, el 23 de abril, sobre la alta función 
social e individual de la Banca (80). Asimismo, el discurso al Congreso 
Mundial de las Cámaras de Comercio, de 27 de abril (81). 


nox JB X SP O IN JE 


A los Párrocos de Roma.—Como otros años, recibió el Papa el día 2 
de marzo a los Párrocos y predicadores cuaresmales de la Ciudad Eter- 
na (82). Nos limitamos a hacer un elenco de los pensamientos pontificios 
pastorales indicados en el discurso pronunciado por el Papa en esta ocasión. 

El ministerio pastoral en una ciudad de dos millones de habitantes, 
de los cuales muchos viven en suburbios, no pocos en condiciones mise- 
rables, entre la agitación y disipación de la gran urbe, donde hay tantas 
preocupaciones de orden material, tantas pasiones fomentadas, tanta con- 
cupiscencia y tantas rivalidades, es un trabajo duro, que sin carecer de 
consuelos y alegrías, produce a menudo en el Ministro del Sefior des- 
ilusiones y amarguras. Para ello sólo hay un remedio: /a alegría de la 
propia vocación. 

Hoy se da en Roma, como en el mundo, un formidable encuentro en- 
tre los que afirman y los que niegan la fe cristiana. Para esta lucha sólo 
hay un sistema, a saber, que el sacerdote posea el espíritu de San Pedro 
celo inextinguible para el bien de las almas. Los hombres no resisten al 
sacerdote puramente sacerdote. 

Para el apostolado y la predicación en medio del mundo hay un ele- 
mento imprescindible: la unción de la caridad. Es posible un apostolado 
sin elocuencia; es una contradicción un apostolado sin amor. 


II. ANO SANTO 


Excede a esta Resefia hacer una crónica de los acontecimientos del 


Año Santo. Nos limitamos a subrayar los documentos y hechos de más 


trascendencia. 


" 


El día de Año Nuevo celebró el Papa la Misa en el Vaticano (83), 


recibiendo aquel mismo día el homenaje del Municipio de Roma. El día 4 


(80) “L'Osservatore Romano” 27 abril 1950. 


(81) “L'Osservatore Romano” 28 abril 1950. 


(CIA A So, 11990, 302. 
(83) D? Osser vatore Romano” 2-3 enero 1950. 
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de enero recibía a Su Majestad la Reina Madre de Bélgica (84), ET 13:del 
mismo mes recibía al Primer Ministro de Irlanda (85). 

Ya se han referido en otro lugar las Beatificaciones y Canonizaciones 
que han tenido lugar en el primer cuatrimestre del, Año Santo. 

El día 1 de febrero recibió el Papa al Ministro de Asuntos Exteriores 
de la Gran Bretana (86). 

El día 10 de febrero se celebró Capilla Papal con exequias solemnes 
en sufragio de Su Santidad Pío XI (87). 

. El día. 13 de marzo se celebró solemne Capilla Papal con motivo del 
undécimo aniversario de la Coronación del Sumo Pontífice (88). 

El Domingo de Pasión, 26 de marzo, se celebró el solemne dia de 
expiación, pronunciando una Alocución Su Santidad (89), que había 
invitado a la penitencia a todos los católicos del mundo con la Encíclica 
“Anni Sacri" (90); El Domingo de Ramos, 2 de abril, tuvo lugar el: 
acostumbrado ofrecimiento de las Palmas al Soberano Pontífice (91). 

Finalmente, el día de Pascua de Resurrección celebró solemne Misa 
Pontifical el Papa en la Basílica de San Pedro, pronunciando una intere 
sante Homilía (92). 


12. OTROS ASPECTOS 


1. Jubileo episdopal—Con fecha 19 de enero dirigió Su Santidad 
una Carta al Excmo. y Rvdmo. Mons. Cayetano Cicognani, Arzobispo 
titular. de Ancira y Nuncio Apostólico en España, al celebrar sus bodas 
de plata episcopales (93). 


2. Centenario Carmelitano.—Con fecha 11 de febrero, ha enviado 
el Papa una Carta al Rvdmo. P. Kiliano Lynch, Prior general de los Car- 
melitas Calzados, y al Rvdmo. P. Silverio de Santa Teresa, Superior 
general de los Carmelitas Descalzos, acerca del Séptimo Centenario del 
Sagrado Escapulario del Carmen (94). 


3. Centenario de San Juan de Dios.—Al celebrarse el Cuarto Cen- 
tenario de la muerte de San Juan de Dios, ha enviado el Papa una Carta 


(84) "L'Osservatore Romano” 5 enero 1950. 
(85) "L'Osservatore Romano” 14 enero 1950. 
' (86) “L’Osservatore Romano” 2 febrero 1950. 
(87) "L'Osservatore Romano” 11 febrero 1950 
(88) "L'Osservatore Romano” 13-14 marzo 1950 
(89) "L'Osservatore Romano” 97-98 marzo 1950. 
(90) A. A. S., 49, 1950, 917. 
(91) “L'Osservatore Romano” 3-4 abril 1950. 
(92) A. A. S4 49, 1950, 979. 
(93) A. A. S., 42, 1950, 190. 
(94) A. A. S., 42, 1950, 390. 
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al Rvdmo. P. Efrén Blandeau, Superior general de la Orden Hospitala- 
ria (95). 

4. Centenario Muratoriano.—El día 15 de febrero envió el Papa 
una Carta a Mons. César Buccoleri, Arzobispo de Módena, acerca del 
Segundo Centenario de la muerte de Luis Antonio Muratori (96). 


s. Centenario de San Alferio.—Con motivo de la celebración del 
Noveno Centenario de la muerte de San Alferio envió el Papa una Carta 
al Rvdmo. P. D. Mauro De Caro, Abad de la Abadía de la Santísima 
Trinidad de Cava dei Tirreni (97). 


6.- Jubileo episcopal.—A] celebrarlo el Excmo. Sr. Nuncio Apostó- 
lico en París, Mons. Angel José Roncalli, Arzobispo titular de Mesembria, 
con fecha 19 de marzo le ha enviado una Carta-Su Santidad (98). 


7. Centenario de “La Civiltá Cattolica".—La prestigiosa revista que 
con tanto acierto dirigen desde hace un siglo los Padres Jesuítas y que 
ve la luz en Roma merecía e! laudatorio documento que Su Santidad el 
Papa ha dirigido a los Padres redactores con motivo de su centenario (99) 


8. Bodas de oro sacerdotales.—Las ha celebrado Su Eminencia el 
Cardenal Nicolás Canali, Protodiácono de San Nicolás in Carcere, Peni- 
tenciario Mayor de la Santa Iglesia Romana y Presidente de la Comisión 
Pontificia para el gobierno del Estado de la Ciudad del Vaticano (100). 

Asimismo, las ha celebrado Su Eminencia el Cardenal Máximo Mas- 
simi, del título de Santa María in Porticu, Prefecto del Supremo Tribunal 
de la Signatura Apostólica y Presidente de la Comisión para la Inter- 
pretación del Código de Derecho canónico, así como de la Comisión para la 
confección del Código de la Iglesia Oriental (101). 

9. Otros jubileos episcopales.—Los han celebrado el Excmo. Sr. Nun- 
cio Apostólico en Holanda, Mons. Pablo Giobbe, Arzobispo titular de 
Tolemaida (102), y Su Beatitud el Patriarca de los Caldeos, Mons. José VII 
Ghanima (103). 

ManuEL | BONET MUIXI, Pbro. 


Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca 


(95) A. A. S., 42, 1950, 294. 
(96) A. A. S., 42, 1950, 296. 
(97) As A. S., 42, 1950, 300. 
(98) A. A. S., 49, 1950, 401. 
(99) A. A. S., 42, 1950, 391. 


(100) A. A. S., 42, 1950, 393. 
(101) A, A. S., 42, 1950, 435. 
(102) A. A. S., 42, 1950, 436. 
(103) A. A. S., 42, 1950, 440. 
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UNA RESPUESTA DEL SANTO OFICIO 


SOBRE LOS IMPEDIMENTOS 
MATRIMONIALES 


Con motivo de las actuales circunstancias por las cuales atraviesa la 
nación china, el Obispo de Kinghsien elevó a la Santa Sede unas consultas 


-relativas a los impedimentos matrimoniales. La Sagrada Congregación del 


Santo Oficio redactó la respuesta, que fué comunicada a todos los Ordina- 
rios de China por medio del Internuncio Apostólico de aquella nación. He 
aqui el texto de esta comunicación : 


(1) 


“Exc.me ac Rev.me Domine, 

Rev.mus D. Leopoldus Brellinger, Episcopus de Kinghsien, mense 
iulio 1948, haec dubia ad Supremam Sacram Congregationem Sancti 
Officii referebat: 

1. an fideles in terra Sinarum a Comunistis occupata, impedi- 
menlis ab Ecclesia statutis, imprimis aetatis et cultus disparitatis, 
teneantur, si debitam dispensationem vel omnino non, vel non nisi 
cum gravissimo incommodo petere, neque a matrimonio contrahen- 
do abstinere vel illud differre possint; 

2. an teneantur impedimento disparitatis cultus in casu in quo 
requisitae cautiones ob ignorantiam, oblivionem, aliamve causam in- 
culpabilem non dantur, aut a parte non catholica recusantur. 

Suprema Sacra Congregatio die 27 ianuarii 1949 sie dignata est 
respondere: Rerum adiunctis attente consideratis, Suprema haec Sa- 
cra Congregatio, in plenario conventu Feria IV die 26, huius men- 
sis habito, praefatis dubiis respondendum censuit: 

1. In expositis circunstantiis, matrimonia sine forma canonica 
et cum quovis impedimento iuris ecclesiastici a quo Ecclesia dispen- 
sare solet habenda esse uli valida. 

2. Matrimoniis*quibus obstat impedimentum disparitatis cultus 
aplicanda esse ea quae a S. Officio statuta fuerunt quoad cautiones 
aequipollentes (cfr. Sylloge S. C. de Propaganda Fide, a. 1939, pági- 
nas 561-566). 

Quam decisionem Sanelissimus in Audientia diei 27, currentis men- 
sis, benigne adprobare dignatus est. 

De his omnibus edoceantur fideles ut possint validitati malrimo- 
niorum providere et a conscientiae angoribus liberari. Si autem quoad 
aliquod matrimonium sie initum exurgant in posterum specialia du- 
bia ob peculiaria casus singularis adiuncta, Ordinarius poterit rem 
ad hane Supremam Congregationem deferre" (1). 


"Periodica de re morali, canonica, liturgica", t. 38 (1949), p. 187-188. 


AS 


NARCISO JUBANY 


La misma carta del Internuncio Apostólico contenía unas aclaraciones 


hechas por el P. Francisco Hürth, S. I., profesor de la Pontificia Univer- 


sidad Gregoriana y Consultor del Sto. Oficio, que son del tenor literal 


siguiente: 


“Hane responsionem Rev.mus P. D. Franciscus Hurth, Consultor 
Congregationis S. Officii, de mandato Em.mi Card. Secretarii necnon 
Exe.mi Assessoris eiusdem Supremae S. Congregationis, his verbis 
explanavil: 

I. Verba “in expositis circumstantiis” significant: “his circum- 
stantiis perdurantibus” seu “perdurante hac circumstantiarum con- 
ditione”. 

Il. “Cautiones aequipollentes” secundum aliquod S. Officii Res- 
ponsum, datum pro Iaponia, habentur, quando pars catholica sincere 
manifestat firmum propositum faciendi ex sua parte quod facere po- 
test, ut universa proles in fide catholica baptizetur et educetur. Quod- 
sj pars acatholica recusat, idem propositum concipere et manifes- 
tare, “cautiones aequipollentes" secundum allegatum Responsum eo 
non destruuntur. 


III. Liberantur fideles non solum ab impedimentis aetatis et dis- 
paritatis cultus, sed ab omnibus iuris ecclesiastici impedimentis nec- 
non ab omni (tum ordinaria tum extraordinaria) forma canonica. At 
impedimentum sacri‘ordinis presbyteratus neenon impedimentum af- 
finitatis in linea reeta, consummato matrimonio, non suspenduntur, 
sed eliam in expositis cireumstantiis in pleno vigore manent. 

Eadem Suprema Congregatio me rogat haec omnia Ordinariis Si- 
nensibus nuntiare, ipsisque auctoritatem facere his facultatibus frui 
in eisdem rerum adiunetis. 

Quae dum, praesentibus litteris, executioni mando, impensos aesti- 
mations meae sensus Tibi offero meque profiteor 

Excellentiae Tuae addictissimum, Ant. Riberi, Internuntium Apos- 
tolicum” (2). 


Hay que subrayar el valor de las anotaciones del P. Hürth. La carta 
del Internuncio Apostólico advierte que han sido redactadas “de mandato 
Em.mi Card. Secretarii necnon Exc.mi Assessoris eiusdem S. Congrega- 
tionis”. Teniendo en cuenta que se trata de una comunicación hecha en 
nombre de la Sta. Sede y de un documento particular no promulgado en 
el “Acta Apostolicae Sedis”, merecen, por lo menos, el calificativo de “ofi- 
ciosas” : manifiestan y aclaran la mente de la Santa Sede en las respuestas 
dadas con motivo de la consulta del Ordinario de Kinghsien. 


(2) 


EPerigdigd ence SI. 


ARRE 


UNA RESPUESTA DEL SANTO OFICIO SOBRE LOS IMPEDIMENTOS MATRIMONIALES 


I. (OBSERVACIONES GENERALES 


He aquí lo que hay que notar: 

a) Se trata de un documento que, aunque haya sido redactado con 
motivo de la consulta de un Ordinario de China, se aplica a toda la nación, 
hoy ocupada casi íntegramente por los comunistas. Lo dice claramente el 
texto de la respuesta: “an fideles in terra Sinarum a Communistis occupa- 
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ta", "rerum adiunctis attente consideratis", 
tus. (3). 

b) Por otra parte, la aplicación de las normas establecidas por este 
documento queda limitada por la duración de las circunstancias derivadas 
de la actual ocupación roja. Las aclaraciones del P. Hürth lo advierten 
muy concretamente: “verba im expositis circumstantiis significant has cir- 
cumstantiis perdurantibus seu perdurante hac circumstantiarum condi: 
tione” 

c) En esta materia, el argumento de paridad no vale: por lo tanto, 
las normas dadas concretamente para la China ocupada por los comunistas 
no pueden aplicarse a Otras naciones, quizá en idénticas circunstancias (no 
sería difícil citar más de un ejemplo). Parece inútil intentar una sencilla 
demostración de este aserto: las “leges datae in similibus”, de que trata 
el canon 20, se refieren a las lagunas del derecho, a la constitución de un 
derecho supletorio, que no es el caso presente. Por otra parte, la creación 
de un derecho normativo especial, lo mismo si encierra una derogación 
formal del derecho común (como en nuestro caso), como si no la supone, 
seguirá siendo un acto positivo del legislador: el “nec debent ad casus. 
alios praeter expressos extendi” del canon 49 encuentra un eco profundo 
en la regula iuris 78 del Sexto: “In argumentum trahi nequeunt, quae 
propter necessitatem aliquando sunt concessa.” En todo caso la argumen- 
tación vaidria para el “ius condendum”, pero no para afirmar ya un “us 


conditum” (4). 


€ 


“in expositis circumstan- 


I 

(3) En el comentario publicado por el mismo P. HÜRTH en “Periodica”, l. €., y que, dada 
. su autoridad, hay que tener muy en cuenta para la recta interpretación de estas normas del 
Santo Oficio, dice a este respecto: “Ex dictis deduci debet: 1) normas datas non valere nist 
pro territorio pro quo datae sunt, et pro hoc territorio solum tamdiu, quamdiu circumstantiae, 
propter quas Responsum fuerit datum, perdurent. In casu dubii, ut evitentur graves incer- 
tutudines et conscientiarum anxietates, standum est pro valore et applicabilitate Decreti" (p. 190). 
(4) He aquí las palabras del P. HUrra en el mencionado comentario: “2) si in alio terri- 
torio extra Sinam eaedem condiciones habentur, Decretum ad hoc territorium vi considerationis 
theoreticae supra allegatorum theologorum iransferri et applicari non posse." Es necesario 
subrayar también la atinada observación del mismo P. HúrTH, que viene a aplicar concreti- 
mente la norma de interpretación consignada en el canon 18 y repetida por el canon 49, 
según la cual “intelligenda sunt (las leyes' y los rescriptos) secundum propriam verborum 
significationem”: “3) neque hanc de principiis considerationem adhiberi posse tamquam nor- 


mam interpretationis Decreti, quasi esset eius fundamentum, quo innitatur et ex quo eius sen- 
sus et ambitus erui queat” (“Periodica”, Tec fb, oae eA ; 2 
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d) La intimación de las disposiciones de la Santa Sede ha sido he- 
cha, según antes dijimos, por carta del Internuncio Apostólico en China 
Por lo tanto, no tienen valor ni pueden aplicarse hasta el momento de su 
comunicación oficial. Sin embargo, como no toda la materia de que tratan 
puede circunscribirse puramente al derecho eclesiástico, es necesario hacer 
una salvedad para todo aquello que sea declaración del derecho divino. Es 
natural que entonces la obligatoriedad, en sí misma, nazca de algo más 
que de la simple comunicación pontificia. Y es natural también que sea 
anterior a su mismo comunicado. En este sentido puede hablarse de efectos 
retroactivos del decreto (5). 


2. LA CESACIÓN DE LA FORMA Y DE LOS IMPEDIMENTOS DE DERECHO 


ECLESIÁSTICO 


No puede negarse la importancia de la consulta hecha por el Ordinario 
de Kinghsien, que tiene su plena justificación en las circunstancias trági- 
cas de su país. El pidió a la Santa Sede, en la primera de sus consultas, si 
los fieles de la China ocupada por los comunistas están obligados a los 
impedimentos de derecho eclesiástico, y, singularmente, a los impedimen- 
tos de edad y de disparidad de cultos, cuando “vel omnino non, vel non 
nisi cum gravissimo incommodo petere, neque a matrimonio contrahendo 
abstinere vel illud diferre possint". Las razones de la petición son dos, 
que tienen lugar simultáneamente: imposibilidad absoluta o gravisima 
difieultad de obtener una dispensa, e imposibilidad de diferir o de abste- 
nerse del matrimonio. La Santa Sede no hace hincapié en otras circuns- 
tancias, porque al menos avisado no se le oculta su frecuencia, en naciones 
en que la persecución está a la orden del día. Por otra parte, tratándose de 
extremos de orden moral, no es posible insistir exageradamente sobre ellos. 
cuando está en juego la validez de un acto jurídico: basta con enumerarlos. 

En cuanto a] ámbito de la declaración del Santo Oficio, hay que hacer 
notar que se extiende más allá de los términos de la consulta. Dice que rin 
expositis circumstantiis, matrimonia sine forma canonica et cum quovis 


impedimento iuris ecclesiastici a quo Ecclesia dispensare solet habenda esse 


ee Sg nites Ee a este respecto: “Quod attinet. ad quaestionem, a quo die vim 
xserat n reium, et an retrotrahi possit, respondendum est: in quantum agitur de po- 
siliva aliqua auctoritatis ecclesiasticae dispositione, et non solum de authentica norma iam 
aniea ex lege naturae vel ex saltem tacito Ecclesiae consensu vigentis, non valet ante diem 
quo haec dispositio positiva ab auctoritate competente fuerit facta. Quomodo vero as officio- 
novum Decretum velit considerari utrum ut mera applicatio sententiae iam antea valentis, 


an ut nova et positiva ab ipso facta dispositio: ex icti i 
< D OS DH ietis 4 aP (qu ‘ 
dica? WTC, p 194) I supra dietis sufficienter elucet? (“Perio- 
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uti valida”. El Ordinario de Kinghsien preguntaba, sobre todo, por los 
impedimentos de edad y de disparidad de cultos. El carácter práctico de 
la consulta es evidente, teniendo en cuenta las circunstancias concretas del 
pueblo chino. La Santa Sede contesta diciendo que no obligan ni la forma 
canónica, ni los impedimentos eclesiásticos de los cuales la Iglesia suele 
dispensar: todo ello, de derecho positivo humano (6). 


Es necesario examinar ambos extremos de la respuesta. 


a) La forma canónica ordinaria está prevista en el canon 1.094 y con- 
siste en que el párroco y dos testigos estén presentes en el acto de la emi- 
sión del consentimiento matrimonial. La forma extraordinaria puede ima- 
ginarse en dos hipótesis: cuando están presentes los dos testigos, pero no 
el sacerdote autorizante; y cuando un sacerdote recibe el consentimiento 
sin que se halle ningün testigo. La primera hipótesis está consignada en 
el canon 1.098, para el peligro de muerte y para el caso en que "prudenter 
praevideatur eam rerum conditionem esse per mensem duraturam". La 
segunda hipótesis la encontramos descrita en los cánones 1.043 y 1.044, 
“urgente mortis periculo", si el sacerdote dispensa de la forma. Ambas 
hipótesis están previstas para las circunstancias especiales de unos casos 
concretos. Nos parece innecesario, para nuestro objetivo, analizar los tér- 
minos y la amplitud de las normas trazadas en los cánones mencionados, 
a la luz de las disposiciones posteriores de la Santa Sede (7). 

El actual documento del Santo Oficio excluye la obligatoriedad de cua.- 
quier clase de forma canónica, tanto ordinaria como extraordinaria. Se 
trata, por lo tanto, de una vuelta al derecho común anterior al decreto Ta- 
metsi, exigida por unas circunstancias gravísimas; se trata de una supre- 
sión de todo derecho positivo humano, sobreafiadido a los elementos exigi- 
dos por ei derecho natural, en el contrato de los dos cónyuges. Anterior- 
mente, a los Ordinarios de China se les había concedido, en 31 de agosto 
de 1908, la facultad de dispensar de la forma, "pro casibus tantum verae 
necessitatis". Esta facultad podían subdelegarla los Ordinarios incluso ha- 
 bitua'mente a los rectores de misiones y a sus vicarios cooperadores (8). 


(6) “Liberantur fldeles non solum ab impedimentis aetalis et disparitatis cultus, sed ab 
emnibus iuris ecclesiastici impedimentis necnon ab omni (tum ordinaria tum extraordinaria) 
forma canonica", dice la carta del Internuncio Apostólico (“Periodica”, l. c., p. 189). ; 

(7) Cf., por ejemplo, la reciente obra de E. F. REGATILLO Interpretatio et iurisprudentia 
Codicis Iuris Canonici (Santander, 1949). i ; 

(8) No nos ha sido posible consultar directamente el texto de la concesión de 1908. Sin 
embargo, se halla mencionado en la siguiente respuesta de la Sagrada Congregación de Pro- 
paganda Fide, de 12 de abril de 1933: “Utrum in facultate data Ordinariis sinensibus die 31 

. augusti 1908 dispensandi a forma substantiali matrimonii pro casibus tantum verae necessi- 
tatis, cum potestate hanc facultatem etiam habitualiter subdelegandi missionum rectoribus in 
locis missionum, ubi quasiparociae canonice erectae exsistunt, comprehendantur etiam vicarii 
cooperatores. Resp. Affirmative. Nempe: Ordinarii Sinarum, iuxta dispositum decreti 109 primi 
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Por otra parte, en atención a las circunstancias gravísimas de muchas nd- 
ciones, la Comisión de Intérpretes del Código, en 25 de julio de 1931, en- 
tendió que era suficiente la ausencia moral del párroco para los efectos de 
la forma extraordinaria del canon 1.098 (9). Ya antes, el decreto Ne temere. 
del 2 de agosto de 1907, había previsto la posibilidad de una forma extra- 
ordinaria, con una cierta amplitud. "In aliqua regione" podía existir la 
imposibilidad de hallar un sacerdote y "ea rerum conditio a mense iant 
perseveret"; entonces era válido el matrimonio contraído ante solos dos 
testigos (10). 

Estas soluciones, para el caso de China, son insuficientes. Por esto, la 
respuesta del Santo Oficio es mucho más amplia en su objeto. Podrá im- 
pugnarse, por lo tanto, la validez de un matrimonio por .faltarle los ele- 
mentos requeridos por el derecho natural (consentimiento, libertad, mani- 
festación externa, etc.); pero no, porque se haya contraído sin la forma 
canónica. Es verdad que esto abre un ancho cauce a la casuística más di- 
versa: desde el matrimonio contraido formalmente ante la autoridad civil, 
hasta el matrimonio sin ningün requisito legal. Es natural que ello sea ast 
Sin embargo, un examen de esta indole no nos parece propio de este lugar: 
rebasaría los limites de un simple comentario. 


b) No solamente deja de obligar la forma canónica: también cesan los 


impedimentos de derecho eclesiástico, de los cuales “Ecclesia dispensare 
solet". 


En esta materia, para el caso de China, no era suficiente la potestad 
amplísima otorgada por el Código en los casos previstos en los cáno: 
nes 1.044 y 1.045, en relación con el canon 81. Tampoco bastaba la facul- 
tad dada por la Sagrada Congregación de Propaganda Fide a los Ordinarios 
de las misiones, en el número 21 de su fórmula tercera: “Dispensandi, 


Concilii Sinensis possunt, servatis servandis, subdelegare facultatem de qua agitur, etiam 
PT cooperatoribus quasiparochorum” (*Sylloge Documentorum Cong. Propaganda Fide" 
3 (Dic : 

(9) “An ad physicam parochi vel Ordinarii absentiam, de qua in interpretatione diei 10 
martii 1928 ad canonem 1098, referendus sit etiam casus, quo parochus vel Ordinarius, licet 
materialiter praesens in loco, ob grave tamen incommodum celebrationi matrimonii assistere 
nequeat, requirens el excipiens contrahentium consensum. Resp. Affirmative” (AAS, 20 (1928) 
120). Es notable la respuesta dada por la Sagrada Congregación de Sacramentos, en 24 de abril 
‘ie 1935, en relacion con la respuesta anterior: “An ratione habita responsi dati a Pont Com- 
missione ad Codicis Canones authentice interpretandos diei 25 iul. 1931 relate ad can. 1098 
ad hunc eundem canonem referendus sit casus, quo parochus vel Ordinarius celebrationi ma- 
trimonii religiosi assistere nequit, quia lege civili prohibetur, etiam sub poena, matrimonium 
coram ecclesia celebrare, nisi praecesserit matrimonium sic dictum civile; et hoc ab auctoritate 


civiti omnino recusatur, v. er. ob defe i n" 
EAE MSI fectum instrumentor iri 
tirmative” (“Periodica”, 97 (1938), 45). i rae CRUE SMD Oe Bh) ALS 


il à 1 to: 7 1 d 

( ON ne aqui el texto concreto: “VIII. Si contingat, 
Ordinarius, aut sacerdos ab iis deleg 
possit, eaque rerum conditio a men 
test emisso a sponsis formali conse 


ut in aliqua regione parochus locive 
atus, coram quo matrimonium celebrari queat, haberi non 
se iam perseveret, matrimonium valide ac licite iniri po- 
nsu coram duobus testibus” (GASPARRI, Fontes, 6, p. 869). 
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canonicis existentibus causis, super impedimentis matrimonialibus sive mi- 
noris sive maioris gradus (c. 1.042), tam publicis quam occultis, etiam mul- 
tiplicibus, iuris tamen ecclesiastici: exceptis impedimentis provenientibus 
ex sacro presbyteratus ordine, ex defectu praescriptae aetatis et ex affini- 
tate in linea recta, consummato matrimonio" (11). Las circunstancias con. 
cretas de China han exigido la amplia disposición del Santo Oficio que es- 
tamos comentando. 

Es interesante recordar algunas concesiones concretas, con el fin de 
conocer la mente de la Santa Sede en esta materia. Hay un caso famoso en 
que el Santo Oficio declaró la validez de unos matrimonios, a pesar de la 
existencia de un impedimento dirimente de derecho eclesiástico. Es el que 
se refiere en su respuesta de 4 de junio de 1851, en relación con China 
precisamente. Muchos cristianos emigraban a regiones donde no era posi- 
ble hallar ningün católico ni obtener dispensa alguna del impedimento de 
disparidad de cultos. “Quid iuris in hoc casu?”, preguntaba el consultante. 
“Tenenturne impedimento disparitatis cultus? Quid iuris ubi fides eorum 
est in tuto, ut fit aliquando, et ubi sunt in bona fide, ut plurimum evenit?”. 
El Santo Oficio respondió: “In propositis circumstantiis non esse inquie- 
tandos, facto verbo cum Ssmo. Ssmus. approbavit" (12). 

Quizá éste sea el caso más notable de cuantos podrían citarse sobre 
esta materia. En efecto, una consulta muy parecida hecha al Santo Oficio 
en 1878, con motivo de la persecución sufrida en Corea, relativa a los 
matrimonios contraídos sin dispensa de la disparidad de cultos, obtuvo 
una solución práctica de carácter jurisdiccional positivo: la sanación "in 
radice". “Quoad matrimonia contracta vel ob impedimentum disparitatis 
cultus vel ob aliud impedimentum iuris mere ecclesiastici, supplicandum 
Ssmo. pro gratia sanationis im radice... Ssmus. ... benigne annuit pro 


gratia" (13). 


(11) Véase el texto y un comentario al mismo en G. VROMANT, Pacultites Apostolicae. Com- 
mentaria in [ormulam tertiam, París, 19382, p. 55 y SS. ; 

(19) El texto completo de la pregunta es el siguiente: “In his diffleillimis dissitisque re- 
gionibus saepius Occurrunt christiani, qui sive persecutionis vitandae causa, sive propter pe- 
cuniae necessitatem, sive etiam propter aliam causam eatis incauti, ut sunt plerumque Si- 
nenses, e locis christianorum, ubi habitant ipsi sive nati sunt, ad loca longinqua proficiscuntur 
ad quadraginta vel quinquaginta et amplius dies itineris simul cum uxore et flliis. In quibus 
locis non sunt christiani, nec inveniri possunt, nec ullus fuit unquam rumor de religione 
christiana per circuitum. Grandiores facti fllii el flliae nubunt cum paganis sine dispensatione : 
possibili. Pro moribus gentis, filiae praesertim, et saepissime etiam fllii, sunt in impossibilitate 
absoluta transmigrandi ad loca christianorum, sicque debent omnino vel nubere cum paganis, 
vel manere innuptae aut caelibes. Quid iuris in hoc casu? Tenenturne impedimento disparitatis 
cultus? Quid iuris ubi fides eorum est in tuto, ut fit aliquando, et ubi sunt in bona fide, ut 
plurimum evenint? S. C., die 4 iunii 1851, reposuit: In propositis circumstantiis non esse in- 
quietandos, facto verbo cum Ssmo. Ssmus. approbavit." El texto está tomado de GASPARRI, 
Tractatus canonicus de matrimonio, Roma, 19392, p. 361-362. 

(13) Vale la pena leer íntegra la consulta, en lo que se reflere a los impedimentos: “A no- 
vem iam annis Coreana Missio immani persecutione premitur, nec ullum habet sacerdotem 
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Es claro que los casos anteriormente citados se refieren a matrimonios 
contraídos antes. Cuando las consultas versan sobre matrimonios que han 
de contraerse aún, la Santa Sede ha respuesto de manera muy diferente, 
Por ejemp'o, una consulta igual, en casi todos sus detalles, a la de 1851, 
es la que se refiere en la Instrucción dada por el Santo Oficio a los Vi- 
carios Apostólicos de la Oceanía Central, en 18 de diciembre de 1872 
Allá la Santa Sede concede facultades para dispensar: “Mens est, ut con: 
sulatur Ssmo., ut provideat per opportunas facultates Vicario Ap. conce- 


dendas pro duobus vel tribus casibus dispensandi..." Por otra parte, no 


quiere resolver la cuestión teórica de si, en aquel caso concreto, cesa o no 
el impedimento: *utrum pronuntiari possit impedimentum disparitatis cul- 
tus, quod est ecclesiasticum, in eo casu non existere?... Provisum in pri- 
mo" (14). 


qui christianos instruere ipsisque sacramenta ministrare valeat. Iam plura christianorum mil- 
‘lia ferro perseeutoris sublata sunt, aliique dispersi et errantes vix locum invenire possunt ubi 
sine mortis periculo habitare possint. Exinde factum est ut plures ex illis matrimonia cum 
paganis contrahere coacti fuerint, et quidem sine dispensatione disparitatis cultus, cum nullus 
esset missionarius qui talem dispensationem concederet. Item quandoque accidit ut, in usu 
privilegii fldei coniux infldelis conversus et baptizatus interpellationem omiserit ad coniugem 
in infldelitate remanentem, licet in pluribus casibus haec interpellatio esset vel forsan neces- 
saria vel saltem dubiae obligationis. Denique notandum est quod, donec durabit persecutionis 
rabies, nequaquam fleri poterit huiusmodi interpellatio ad priorem coniugem infldelem quin 
eravioris persecutionis et Torsan mortis periculo grex fldelium exponatur. Ut igitur praedictis 
incommodis tum pro praeterito, tum pro futuro provideatur, praelaudatus orator humillime 
supplicat pro duplici gratia quae sequitur: 

1. Pro praeterito, ut Sanctitas Vestra sanare in radice dignetur matrimonia iam contracta 
in Corea, quae nulla vel dubia evaserunt, propter omissionem interpellationis, vel propter 
cultus disparitatem aut aliud impedimentum iuris mere ecclesiastici. 

2. Pro futuro, et donec durabit persecutio (dignetur S. V.) facultatem concedere dispen- 
sandi ab interpellatione coniugum in infidelitate relictorum, non solum pro casibus ordina- 
riis, sed etiam extraordinariis, nempe quando adiri quidem potest coniux infldelis, sed de com- 
parte iam facta christiana interpellari nequit sine evidenti gravis damni ei vel christianis in- 
ferendi periculo. 


R. Ad. 1. Quoad matrimonia nulliter contracta vel ob impedimentum disparitatis cultus, 
vel ob aliud impedimentum iuris mere ecclesiastici, supplicandum Ssmo. pro gratia sanationis 
in radice..." (GASPARRI, Fontes, v. 4, n. 1057). 

(14) "Quidam neophytus ex infldeli insula oriundus revertens in suam patriam, ubi for- 
san viam fldei praeparabit, postulat, utrum ipse possit matrimonium inire in illa insula valde 
distante, ubi nullus est missionarius, nullusque recursus ad missionarium erit possibilis per 
unum, vel duos, vel tres annos. Neophytus continere non posset, praesertim. inter dissolutos 
mores paganorum, et longe a sacramentis. Ibi vero nulla invenitur puella baptizata, aut, si 
qua sil, haec illi forsan non convenit. Quaeritur, utrum valide, utrum licite in eo casu par- 
liculari, et pro uno, aut altero tantum dari possit illi neophyto dispensatio anticipatim super 
impedimento disparitatis -cultus absque nominatione personae, quae est ipsi unienda, quae 
quidem nondum est determinata. Si negative, utrum pronuntiare possit impedimentum dispa- 
ralis cultus, quod est ecclesiasticum, in eo casu non existere? S. C. respondit: Ad primum: 
.Cuoad primam partem, Negative, et ad mentem. Mens est, ut consulatur Ssmo., ut provideat 
per opportunas facultates Vicario Ap. concedendas pro duobus vel tribus casibus dispensandi, 
reophytum sive per se, sive per suum adiutorem anticipatim absque nominatione personae 
super impedimento cognationis spiritualis, quatenus mulier convertatur, et deficiente alia per- 
sona catholica, ab ipso baptizata fuerit; quatenus vero converti renuat, ab impedimento dis- 
paritatis cultus, sub hisce tamen hoe altero casu conditionibus eidem neophyto imponendis, 


ut omni studio curet conversionem mulieris a se electae, et interim promissionem iuratam 


ab ea exigat, se Curaturam, ut proles educetur in religione catholica, neque ullum unquam 


ilaturam esse impedimentum sive sibi, hoc est ipsi neophyto, sive proli in religionis chris- 
tianae exercitio. Quoad alteram partem. Provisum in prima. Praedictas vero facultates Sancti- 
tas Sua benigne impertiri dignata est pro tribus casibus" (GASPARRI, Fontes, v. 4, n. 1094) 
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De estos tres casos, relativos todos ellos al impedimento de disparidad 
de cultos y citados aquí a manera de ejemplo, aparece claro que el Santo 
Oficio, en relación con los casos de futuro, ha exigido la dispensa; para 
los casos de pretérito, ha fallado, o sanando in radice, o diciendo non in- 
quietandos esse, facto verbo cum Ssmo. En nuestro caso, la respuesta es 
más amplia: los matrimonios contraídos, aún existiendo un impedimento 
dirimente de derecho eclesiástico, habenda esse uti valida. Se trata clara- 
mente de una norma práctica, en orden a juzgar sobre la validez de cual- 
quier matrimonio, contraído durante las actuales circunstancias, por las 
cuales atraviesa la nación china (15). 


Existe, sin embargo, una salvedad: no dejan de obligar los impedi- 
mentos, de los cuales la Iglesia no suele dispensar. Concretamente, según 
las adiciones del Consultor del Santo Oficio, son las dos siguientes, de 
sobra conocidas: el del presbiterado y el de afinidad en línea recta, consu- 
mado el matrimonio. No es de extrañar esta limitación, que ya se halla 
consignada en el gravísimo caso del peligro de muerte, previsto en el ca- 
non 1.043, y que luego se encuentra también reproducida en el caso per- 
plejo de que trata el canon 1.045. Antes hemos visto la misma excepción, 
junto con el impedimento de edad, en las facultades dadas por la Sagrada 
Congregación de Propaganda Fide a los Ordinarios de las Misiones. El 
origen de esta excepción hay que buscarlo, por lo menos, en las letras 
encíclicas del Santo Oficio de 20 de febrero de 1888, en que por primera 
vez se concedió a los Ordinarios la facultad de dispensar en peligro de 
muerte (16). fA 


3. UNA CUESTIÓN TEÓRICA 


El P. HúRTH, en sus comentarios a nuestro documento del Santo Oficio, 
insiste en el valor de la frase “matrimonia... habenda esse uti valida”. 
Subraya que se trata solamente de dar una “norma practica quoad effectus 


(15) Quizá podría preguntarse a este respecto si el “habenda esse uti valida” del decreto 
encierra implícitamente una dispensa o una sanación. Nos parece clara la respuesta negativa. 
Asi parecen indicarlo: la ausencia de la fórmula “facto verbo cum Ssmo.”, que aparece en 
las demás respuestas; el mismo texto de la parte dispositiva de la respuesta; el “liberantur 
fideles” y el “non suspenduntur” de las anotaciones del P. HÜRTH. 

(16) “... aegrotos in gravissimo mortis periculo constitutos, quando non suppetit tempus 
recurrendi ad S. Sedem, super impedimentis quantumvis publicis matrimonium iure ecclesias- 
tico dirimentibus, excepto Sacro Presbyteratus ordine, et affinitate lineae rectae ex copula 
licita proveniente" (GASPARRI, Fontes, v. 4, n. 1409). Cf. un comentario sobre estas excepciones, 
dentro del marco trazado por el canon 1043, en REGATILLO, Cuestiones canónicas (Santan- 
der, 1928, v. 2, p. 543, y 35.). 


=> 
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“uridicos et morales secundum quam in vita tuto procedatur” (17). No se 
puede negar la exactitud de estas afirmaciones. En realidad, la Santa Sede 
ha querido dictar normas concretas de conducta: a este propósito ha de- 
clarado que no obligaban las disposiciones de carácter positivo eclesiástico 
relativas a la forma canónica y a los impedimentos dirimentes. En este 
sentido, es exacto observar que no queda excluido el examen concreto de 
un caso que presente serias dificultades prácticas: podría discutirse su va- 
lidez o su invalidez, en orden a caer o no dentro del ámbito previsto por 
el decreto del Santo Oficio. Por otra parte, es preciso recordar que la no 
obligatoriedad de las leyes eclesiásticas tiene lugar “si debitam dispensa- - 
tionem vel omnino non, vel non nisi cum gravissimo incommodo petere. 
neque a matrimonio contrahendo abstinere vel illud differre possint" ; y es 
posible. que, en ciertos casos concretos, estas circunstancias no se veri- 
fiquen. 

Advierte también el P. HUrt que el decreto ha querido prescindir en 
absoluto de una cuestión teórica: de si, en las circunstancias descritas por 
el consultante, cesa o no la ley eclesiástica. Encuentra apoyo para su afir- 
mación en los hechos siguientes: el consultante nada dice de tal cuestión; 
no se puede deducir del decreto que el Santo Oficio opte por una deter- 
minada opinión en esta materia (18). Nos parece sólida esta manera de 
argumentar: no dudamos del criterio del P. HúrTH, dadas la autoridad de 
su autor y el mismo tenor del decreto. 2 

Sin embargo, ¿nos estará permitido examinar la mencionada cuestión, 
teniendo ante la vista el reciente documento del Santo Oficio? En otras 
palabras: ante la resolución de la Santa Sede, ¿se podrá deducir alguna 


(17) Las palabras del sabio Consultor son éstas: “Accurate perpendenda sunt verba, qui- 
Pus utitur. Decretum: "matrimonia celebrata sine forma et cum quovis impedimento iuris 
ecclesiastici... habenda esse uti valida". Non dicitur “synt valida”. Ponitnr norma practica 
quoad effectus iuridicos et morales, secundum quam in vita tuto procedatur. Certum est: 
matrimonia cum huiusmodi impedimento vel sine forma inita, non ideo habenda esse invalida; 
tune Decretum sibi ipsi contradiceret. At, non est exclusa omnis probatio contraria, vi cuius 
in casu particulari ostendatur: fuisse condiciones in quibus ad datum Decretum non potuerit 
provocari cum mens Ecclesiae non fuerit huiusmodi casum Decreto comprehendere. Verba 
A ME ita pue Intellegenda, sufficienter apparet ex ultima eius propositione: “Si autem quoad 
SA CURE Oe UD NE in poriu specialia dubia ob peculiaria casus 
` 5 € D M C ^ € ` y vey g 8 S Y yp " H p » [11 a 
poda bean dU I it rem ad hanc Supremam Congregationem deferre" (“Pe- 

(18) "Excellentissimus Orator, Ordinarius Kinghsiensis, in libello supplici ad hanc quo- 
rundam sententiam non provocavit; neque ex Responso erui potest, S. Offleium hanc senten- 
tiam fecisse suam; eam potius silentio transit et, missa facta hac quaestione de principio 
ponit normas practicas secundum quas in vita tuto procedi possit? (“Periodica”, l. c. 190). 
Más aún: el P. HÜRTH afirma que el decreto no es una aplicación de una teoría. Dice en-las 
páginas 193-194: “NB. Ex quo Supplemento confirmatur quod ad supra dietum esse sel recens 
Decretum non esse applicationem ilius quorundam theologorum opinionem de cessatione le- 
gum mick EEEN oar in territorio, in quo gubernatio secundum leges ecclesiasticas prop- 
ter absentiam vel plenam Ordinariorum et Missionariorum evasit impossibilis. Tota enim lex 
de cautionibus, in quantum excedit naturalem parentum obligationem educandi prolem in 
religione, est lex ecclesiastica; et nihilominus in Decreto pro Sina urgetur.” Ms 
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conclusión en el problema teórico de la cesación de la ley irritante en de- 
terminadas circunstancias, sobre todo colectivas? La legitimidad de este 
procedimiento no puede ponerse en duda. Sería larga tarea detallar todas 
las materias en las cuales se ha usado, de una forma u otra, el procedi- 
miento de pasar del hecho al derecho: a fin de cuentas no es más que una 
aplicación del principio de que “de facto ad posse valet illatio” (19). 

Ahora bien, concretandonos a nuestro objeto, teóricamente existe la 
cuestión de si pueden cesar en algún caso las leyes irritantes de derecho 
puramente eclesiástico. HÜRTH detalla la teoría que sostiene la opinión afir- 
mativa, sin cita alguna de autores (20). De hecho, la cuestión es difícil 
y no todos los canonistas la tratan de la misma manera y con la misma 
amplitud. Sin la pretensión de agotar la materia, séanos permitido penetrar 
un poco por este terreno. 

Son varios los pareceres y los puntos de vista que andan escritos en 
los libros. Los tratadistas de la ley, al estudiar la posibilidad de su cesa- 
ción, cuando aquélla es irritante e inhabilitante, parten de la epikeia o de 
la imposibilidad. . 

En la aplicabilidad de la epikeia a la ley irritante eclesiástica existen 
dos corrientes opuestas: la primera, negativa, esta defendida por Mı- 
CHIELS; la segunda afirmativa, la propugna Van Hove. MICHIELS, en 
esto, sigue a SUÁREZ. Los argumentos parecen ser tres: la ley irritante 
encierra la imposibilidad de un acto, cosa que no puede suprimirse única- 
mente mediante la excusa de la ley; la epikeia, como criterio subjetivo, 
no basta para dar al sujeto una habilidad que la ley ha suprimido; la ley 
irritante exige una uniformidad en los actos, que no se requiere tan rigu- 

(19). En a campo del Derecho público eclesiástico, por ejemplo, el argumento más sólido 
en favor de la teoría que niega el poder de la Iglesia de imponer la pena de muerte está en * 
el no ejercicio. Al contrario, uno de los mejores argumenlos para defender su potestad coer- 
citiva temporal está precisamente en su ejercicio secular. Para no multiplicar las citas, ¿no €s 
un buen argumento para sostener que no es de derecho natural el impedimento de consan- 
guinidad en primer grado de línea colateral la declaración del Santo Oficio de 13 de diciembre 
de 1916? En el caso de dos hermanos uterinos casados en la infidelidad, convertidos después 


al catolicismo y que renovaron el consentimiento en peligro de muerte, respondió la Sagrada 
Congregación “non esse inquietandos”. Cf. GASPARRI, Tractatus. canonicus de matrimonio, 


Roma, 19322, p. 433, nota 1. 

(20) He aquí sus palabras: “Non desunt quidem theologici, optimae etiam notac, quí cen- 
seant; leges mere ecclesiasticas cessar, vim exerere, si quando in integro quodam territorio 
(id est non tantummodo in uno et altero casu particulari) gubernatio Ecclesiae iuxta ipsius 
leges fleri nequit, cum Ordinarii et Missionarii e territorio sint expulsi vel in territorio com- 
morantes sint incarcerati, vel alio modo ab exercitio muneris totaliter impediti. Censent hi 
theologi: in huiusmodi conditionibus cessare aliquod essentiale praerequisitum; leges eat 
Ecclesiae dari, ut normae sint, secundum quas fideles per superiores ecclesiasticos megantuy 
et propiam vitam componant; ideo Ecclesiam nolle urgere suas leges, si et quamdiu dictus 
ünis obtineri non iam queat" (“Periodica”, WA dog Alea DS : 
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rosamente para la ley preceptiva (21). VAN Hove, por el contrario, cree 
que la epikeia es posible en la ley irritante. Afirma que la ley positiva 
humana establece la invalidez de un acto que valdría por sólo la ley na- 
tural: “ablata autem per legitimam epikeiam lege positiva, 1pso iure na- 
turae actus valebit, quin requiratur actus positivus legislatoris ut subsi- 
stat” (22). Más bien inclinándose al parecer de Van Hove, aunque con 
alguna reserva, se encuentra RODRIGO. Afirma que no se puede decir que, 
en el terreno de la ley irritante, esté absolutamente excluida la epikeia, 
“quamvis difficilius ea de facto dabitur". Su posibilidad se fundamenta 
en la defectibilidad, tanto de la forma legal, como de la voluntad del legis- 
lador; su dificultad se halla en su naturaleza misma, que hace que la ley 
irritante no admita fácilmente excepciones y que la voluntad del legisla- 
dor sea racionalmente contraria a ellas (23). í 

El punto de vista de la imposibilidad de cumplir la ley irritante halla 
en los autores una doble consideración: la más estudiada se refiere a los 
casos individuales; en cambio, son pocos los que plantean el problema 
de una imposibilidad general, a toda una comunidad o a todo un territorio. 
En este aspecto, MICHIELS exige que, además de la imposibilidad del cum- 
plimiento de la ley irritante, se siga un daño común; entonces, la ley 
“est supra potestatem legislatoris ac proinde pro ista regione vi destituta", 
En tal caso, la cesación es directa (24). VAN Hove no matiza tanto: dice 
sencillamente que, según opinión común de los autores, "lex irritans ces- 
sat in communi necessitate alicuius provinciae aut regionis" (25). Ambos 
autores están de acuerdo en recomendar, "post factum", un recurso a la 
autoridad legitima para asegurar la validez del acto jurídico. 

Los tratadistas del matrimonio centran esta cuestión al estudiar el im- 
pedimento de disparidad de cultos. La mayoría hace un examen de la im- 
posibilidad particular que encuentra para obtener una dispensa el que, por 

(21) G. MICHIELS, Normae generales Turis Canonici, París-Tournai, Roma, 19492, v. 1, p: 441. 
Hay que añadir por su autoridad y por su característica profundidad de ingenio, . D'ANNIBALE: 
"Deinde nullam epikeiam recipiunt (leges ipritantes); atque ideo nullum incommodum, ne era- 


vissimum quidem, ab eis servandis excusat.” Y en la nota 19 dice: “... quia capacitas personis 
vis actibus per leges ademptae restitui, nisi per leges, non potest..." (Summula Theologiae 
Moralis, Roma, 1896, ed. 4.2, p. 1, p. 206.) i 
(22) A. VAN HOVE, De legibus ecclesiasticis, Malinas-Roma, 1930, p. 301. Puede citarse, en 
este mismo sentido, a AERTYS-DAMEN, Theologia Moralis, Turín; 1928, ed. 11, v. 1, p. 124. Sin em- 
bargo, al tratar de la absolución del cómplice (uno de los casos típicos, admitidos por la mavor 
parte a EE este autor se muestra un poco dudoso: “Codex autem, hac de re, om- 
nino silet; unde dubitari potest an haec interpretati E 8 ineri 
; 0 o legis in posterum sustiner at^ 
OA 209: ENS PE K E orcas ara 


(23) L. RODRIGO, Praelectiones teologico-morales comillenses, Santa 

3 illen nd 5 
(24) G. MICHIELS, Ox C., V. 1, p. 467-468, $ aera 
E (25)* As dre D 0. C., p. 302. En este punto no hemos visto claro el criterio de RODRIGO. 
Sólo hemos podido leer lo siguiente: “In lege irritante aut inhabilitante quandoque poterit 


impotentia excusare eius vim adnexam prohibitivam, saltem quoad m m imputabili m 
; ani , q oral 
inobservantiae, salva vi irritativa aut inhabilitante”, o, c., v. 2 p. 334, DU 
IC o QNID. , 
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ejemplo, se halla en territorio totalmente lleno de infieles, lejos del mi- 
sionero, sin otra persona católica con quien casarse y sin poder diferir 
el matrimonio. ¡Tanta ha sido la influencia del famoso caso resuelto por 
el Santo Oficio en el año 1851, del que antes ya hicimos mención! Gas- 
PARRI dice que entonces “iuri ecclesiastico praevalet ius naturae ad matri- 
monium" (26). CHELopI añade que una opinión contraria no podría de- 
mostrar "quomodo Principium generale de vi legis ecclesiasticae in con- 
flictu cum lege naturali subverti possit" (27). DE SMEDT se adhiere al 
mismo criterio, por creer que se trata de una necesidad urgentísima ; aun- 
que con la salvedad de que ello tiene lugar "saltem quod spectat impedi- 
menta in quibus Ecclesia dispensare solet" (28). 

Quizá el autor que, después del Código, más claramente ha planteado 
el problema de la cesación de los impedimentos dirimentes en los casos 
de imposibilidad común es CAPPELLO (29). Después de la enumeración de 
las distintas opiniones posibles, da su criterio personal. Dice sencillamente : 
“a) ob simplicem impossibilitatem, nisi concurrat simul gravis necessitas, 
ex seu impedimentum non cessat; b) si finis legis cesset contrarie pro 
communitate, i. e., si damnum commune inde sequatur, lex non urget quia 
merito censetur suspendi ex benigna mentis legislatoris interpretatione" (30). 
En el fondo, por lo tanto, exige la existencia de un daño común; con ello, 
su opinión coincide con la de MICHIELS. 


Ahora bien, la respuesta del Santo Oficio a los Ordinarios de China, 
ipresta algün elemento para la solución de esta cuestión teórica? Nos pa- 
rece que sí. He aquí, en primer lugar, algunas observaciones: a) el régimen 
comunista, con toda la serie de actos persecutorios que lleva consigo, crea 


(26)" P. GASPARRI, 0. C, V. 1, p: 361: 

(27) I. CHELODI, Jus matrimoniale, Trento, 1921, p. 84. 

(28) A. DE SMEDT, De Sponsalibus et Matrimonio, Brujas, 1927, ed. 4.4, p. 413-414; WERNZ- 
VIDAL, Ius Matrimoniale, Roma, 1928, ed. 2.4, p. 312, nota 41, sólo se atreve a conceder proba- 
bilidad a esta opinion. 

(29) Basta citar, por ejemplo, a De SMEDT, el cual nos dice sólo que los impedimentos 
“passim... cessare ex epikeia, ob impossibilitatem communem”, 0. ©, p. 413, con nota 5. 
VLAMING deflende que “eiusmodi impedimentum, ratione damni communis inde secuturi, me- 
rito censeretur suspendi ex benigna mentis legislatoris interpretatione". Sin embargo, parece 
que este autor ciñe su sentir al caso concreto del impedimento. de disparidad de cultos, 
según las circunstancias del documento del Santo Oficio de 1851. En efecto, antes de las pa- 
labras citadas, tiene afirmaciones tan rotundas como la siguiente: "Quod. non tantum valet 
(que las leyes irritantes no cesan) si impossibilitas dispensationem petendi sit partieularis..., 
sed etiam si sit communis, e. g. in aliquo regno, tempore persecutionis vel perturbationis” 
(De matrimonio, p. 171). E 

(30) F. CaPPELLO, De matrimonio, Roma, 1927?, p. 225. VROMANT viene à afirmar. lo mismo. 
Sin embargo, este autor, por fundamentar su aserto en la respuesta del Santo Oflcio de 1851, 
se entretiene en analizar las circunstancias que rodean el caso: no basta el mero hecho de 
que “inter infldeles abducatur, vel per aliquod tempus cum missionario communicare ne- 
queat”; no se requiere la necesidad de una gran provincia, sino que “sufficit ex. gr. locus 
dissitus paucas etiam familias complectens"; el Ordinario debe juzgar Sobre la distancia del 
lugar y el tiempo de la necesidad (De Matrimonio, Bruselas, 1938?, p. 63-64). 
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un estado de imposibilidad moral, y, a veces, física, de obtener la dispensa 
que requiere el cumplimiento de una ley inhabilitante; b) en nuestro caso, 
el cumplimiento de las leyes relativas a los impedimentos matrimoniales 
lleva consigo circunstancias interesantísimas, ya que “vel omnino non, vel 
non nisi cum gravissimo incommodo” se puede pedir la dispensa, y, por 
otra parte, “neque a matrimonio contrahendo abstinere vel illud diferre 
possint"; c) todos estos extremos no solamente afectan a casos concretos 
y particulares, sino a toda la nación, la cual, a medida que se consolide 
el régimen comunista, irá sintiendo cada vez más el peso de la persecución 
religiosa. Es difícil imaginar circunstancias más graves que puedan en- 
trañar una cesación de la ley irritante. Pues bien, el Santo Oficio ha di- 
cho, dando una norma práctica, que entonces no obligan, ni la forma ca- 
nónica, ni los impedimentos eclesiásticos en los cuales la Iglesia suele dis- 
pensar. Sabemos, por ello, que quedan exceptuados los impedimentos pro- 
venientes del Orden sagrado del presbiterado y de la afinidad en línea 
recta, consumado el matrimonio: ambos de derecho eclesiástico. 

¿Qué es posible deducir de aquí? En primer lugar, que no se puede 
centrar el problema de la cesación común de una ley irritante, colocándolo 
en la esfera de la epikeia: el carácter subjetivo y moral de ésta nos parece 
que la hacen apta para solucionar casos particulares, pero no casos co- 
lectivos. En este sentido, puédense aún discutir las teorías defendidas por 
Van Hove y Micuiets. El problema debe examinarse, en todo caso, desde 
el punto de vista de la imposibilidad común de observar la ley irritante. 
Entonces puede aceptarse el criterio expuesto por MICHIELS y CAPPELLO, 
en el sentido de exigir, además, que se siga un daño positivo del cumpli- 
miento de la ley irritante. Pero ¿acaba todo aquí? No; de lo contrario 
deberíamos concluir que en la China comunista cesan todos los impedi- 
mentos eclesiásticos, incluso aquellos en los cuales la Iglesia no suele dis- 
pensar. El decreto del Santo Oficio, dado con pleno conocimiento de la 
realidad, nos impide tal afirmación. Creemos que hay que atender al ca- 
rácter objetivo de la imposibilidad común y del daño positivo que se sigue 
de la observancia de la ley irritante. Ahora bien, ¿quién tiene derecho a 
juzgar sobre la existencia de aquéllos? ¿Quién puede determinar su am- 
plitud? ¿Quién puede medir su importancia en relación con otras normas 


del mismo orden o de orden superior? La autoridad legítima, que, en nues- 
tra materia, no es Otra que la pontificia. 


De aquí que, tomando pie en el documento del Santo Oficio, creemos 
que puede afirmarse que la cesación común de una ley irritante tiene lugar, 
sólo cuando es imposible su cumplimiento, por seguir algún daño grave. 
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Entonces, como escribe exactamente MICHrELS, urgir su cumplimiento 
sería “supra potestatem legislatoris”. Determinar, empero, la realidad ob- 
jetiva de tales circunstancias y el grado en que la urgencia de la ley está 
sobre la potestad del legislador, únicamente éste puede hacerlo. Faltando 
esta determinación legal, hay que estar en favor de la obligatoriedad de 
la ley irritante para toda la comunidad (31). A lo sumo, para solucionar 
algún que otro caso concreto y particular, podría recurrirse a los principios 
que rigen la aplicación de la epikeia (32). 

Del caso solucionado por el Santo Oficio en 1851 creemos que nada 
se puede deducir, sino es una confirmación de nuestro aserto. El tenor de 
la respuesta (“In propositis circunstantiis non esse inquietandos, facto 
verbo cum Ssmo.; Ssmus. approbavit) hace pensar más bien en una gracia 
concedida "post factum", que no en la aprobación teórica de un principio, 
como observa CAPPELLO (33). Aun suponiendo la existencia de las circuns- 
tancias exigidas para la cesación común del impedimento de disparidad de 
cultos, no se habría hecho una declaración legal en este sentido (la reso- 
lución es posterior, no anterior a los casos de los cuales se trataba). 


4 Las CAUCIONES EN LOS MATRIMONIOS MIXTOS 


A 


La segunda de las consultas efectuadas por el Ordinario de Kinghsien 
se refiere a las cauciones que deben prestar los cónyuges cuando el ma- 
trimonio es mixto. La pregunta está concebida en estos términos: "An 
teneantur impedimento disparitatis cultus in casu in quo requisitae cau- 
tiones ob ignorantiam, oblivionem, aliamve causam inculpabilem non dan- 
tur, aut a parte non catholica recusantur." En su respuesta, el Santo Oficio 


(31) A más de un lector podrá parecerle que la intervención previa de la autoridad com- 
petente, que estamos exigiendo, equivale a una verdadera dispensa o a una verdadera revo- 
-cación parcial de la ley. Entonces, en vez de nuestra manera de hablar, sería preferible decir 
que no se da la cesación común de las leyes irritantes, sino, en todo caso, una dispensa 
«colectiva o una revocación. Es posible que sea así. De todas maneras, se trata de una sutileza 
teórica que puede ser discutida. 

(32) ¿No apunta a esta solución el aviso práctico que varios autores añaden después de 
cus afirmaciones? VROMANT, por ejemplo, dice: * Caeterum praedicta hypotesis, pro congrua 
solutione, haud ita raro requirit vel suadet interventum Sedis Apostolicae" (De Matrimonio, 
Bruselas, 19382, p. 64. MICHIELS, à Su vez, recomienda: “... in iis et similibus casibus tamen, 
juxta communem aa. doctrinam, post factum, si fleri possit, per dispensationem vel sa- 
nationem providendum est validitati actus” (o. C., V. 1, p. 468). Cf. VAN HOVE, O. C., p. 202. 
¿A qué viene la necesidad o la conveniencia de este recurso? No de que se trate de una 
opinión sólidamente probable: entonces con aplicar el canon 209 habría bastante, porque se 
trataría de un “dubium positivum et probabile iuris", en el cual “certo supplet Ecclesia”. 

(33) Dice así: “Ex verbis liquet, R. Pontificem non dedisse aliquam declarationem de im- 
pedimento iam sublato, sed potius aliquam gratiam" (0. €., p. 226, nota 11). En el mismo 
“sentido, cf. CHELODT, 0. C., p. 84. GASPARRI se muestra menos decidido: *Hac responsione 
S. C. declarat in propositis circunstantiis matrimonium validum et licitum esse, sive dicas in 
casu impedimentum disparitatis cultus non urgere ob allatam validam rationem, sive dicas 
aion urgere ob obtentam pontificiam dispensationem..." (0. C., V. 1, p. 361-362). 
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remite a lo ordenado en su decreto de 30 de marzo de 1938, en relación 
con las llamadas "cautiones aequipollentes ". 

Partiendo del principio de que las cauciones son de derecho eclesiástico, 
establecidas por la autoridad positiva con el fin de asegurar el cumplimiento 
de las condiciones exigidas por el derecho natural, es obvio que pueda 
señalarse una evolución y hasta una mitigación en la disciplina de la Igle- 
sia. Con el fin de fijar exactamente el lugar que corresponde a las “cau- 
tiones aequipollentes” de nuestro decreto del Santo Oficio, será conve- 
niente subrayar algunos extremos de la legislación eclesiástica. 

a) La necesidad de las cauciones en los matrimonios mixtos ha sido 
vindicada siempre por la Iglesia. Desde muy antiguo, pasando por el de- 
creto del Santo Oficio de 12 de enero de 1769, hasta los documentos más 
recientes, la jurisprudencia de la Santa Sede es, en este punto, uniforme: 
“Dispensationem super impedimento disparitatis cultus nunquam concedi, 
nisi expressis omnibus conditionibus seu cautionibus...”, decía el Santo 
Oficio en su decreto de 21 de junio de 1912 (34). La Instrucción de 3 de 
enero de 1871, distinguiendo las condiciones de las cauciones, afirma que 
“neque ab huiusmodi faciendis admonitionibus et instructionibus propte- 
rea se excusare posset parochus”: ya que en este punto, “bona fides in 
parte catholica esse non potest...” (35). Más aún, el decreto del Santo 


(34) GASPARRI, Fontes, v. 4, n. 1292; AAS. 4, 442, He aquí el texto del decreto de 12 de 
enero de 1769, en relación con los matrimonios ya contraídos, sin dispensa del impedimento 
de disparidad de cultos: “II. Si matrimonia iam inita fuerint inter catholicos et infideles sine 
previa dispensatione impedimenti disparitatis cultus, tune missionarius sequenti modo se ge- 
rat; curet nempe: ... 4. Ut in concessione, coniugi catholico commendetur atque iniungatur 
catholica quoque prolis educatio, et quod curare debeat, modo quo fleri poterit, coniugis in- 
fidelis conversionem" (Fontes, v. 4, n. 822). 

(35) “3. Neminem latet quantopere sancta Mater Ecclesia semper abhorruerit a mixtis 
nuptiis inter unam partem catholicam et alteram vel haereticam vel schismaticam: quod ex 
Tere omnibus Apostolicae Sedis documentis ad hanc rem spectantibus manifestissime patet. 
Nihilominus iustis quandoque et gravibus de causis huiusmodi matrimonia licita fleri pos- 
sunt. Ad quem effectum tria potissimum requiruntur: et primo quidem ut dispensatio impe- 
tretur ab Apostolica Sede, ad quam unice spectat facultas dispensandi super mixtae religionis. 
impedimento: secundo ut mixta coniugia extra Ecclesiam et absque parochi benedictione ul- 
loque alio ecclesiastico ritu celebrari debeant: et tertio ut in tuto positae omnino sint con- 
citiones, quae in iisdem connubiis iure naturali ac divino requiruntur, nempe ut exclusum 
sit a parte fldeli quodlibet perversionis periculum, et universa proles utriusque sexus im 
sancta religione educetur, et suscipiatur a parte catholica onus curandi ut alteram acatho- 
licam partem ad veram fldem unitatemque catholicam perducat... 6. Conditiones omnino ne- 
cessariae quae ideo in promiscuis nuptiis requiruntur, quia in naturali ac divino iure fun- 
dantur, huiusmodi sunt, quae remitti seu dispensari numquam possunt. Iure igitur meri- 
toque factum est, ut mixtae nuptiae in ista dioecesi numquam sint permissae, uti refers, quin 
hisce conditionibus cautum prorsus fuerit. Iamvero si qua mulier catholica viro schismatico 
nubere, aut vir catholicus mulierem schismaticam ducere, haud praemissis hisce conditionibus 
obstinate velit, omni aptiori atque opportuniori, quo poterit, modo ab sacrilego huiusmodi 
proposito per parochum catholicum deterreri debet, atque instrui de aeternae salutis discri- 
mine, cui se suamque prolem committeret. Neque ab huiusmodi faciendis admonitionibus et 
instructionibus propterea se excusare posset parochus, quia pars catholica in bona flde ver- 
satur, et quia cavendum est ne peccatum materiale flat formale. In gravissimo enim scelere 
permittendi educationem prolis in schismate, bona fldes in parte catholica esse non potest 
Neque sine scandalo populus fidelis conspiceret eos ad sacramentorum participationem ad- 
mitti, qui tam immane facinus patrare praesumunt” (GASPARRI, Fontes, V. 4, n. 1013). 
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Oficio de 18 de marzo de 1891 exige formalmente la prestación de las 
cauciones cuando uno de los contrayentes está en peligro de muerte: deben 
versar sobre la educación católica de los hijos y el cónyuge católico debe 
prometer, aunque no sea más que privadamente, que cuidará de la conver- 
sión del cónyuge infiel (36). 

Consecuencia de esta última doctrina es la resolución adoptada por el 
Santo Oficio en el caso propuesto por un Obispo. La respuesta data del 
12 de abril de 1891. Estando uno de los cónyuges en peligro de muerte 
y viviendo los dos en concubinato, pregunta el Ordinario cuál debe ser su 
conducta. La Santa Sede responde, partiendo de una doble hipótesis: si se 
prestan las debidas cauciones y hay seguridad de su cumplimiento, que 
se pida la facultad de dispensar del impedimento; de lo contrario, que se 
solicite la potestad de sanar “in radice” el matrimonio contraído antes ci- 
vilmente o ante un ministro hereje. Deben, empero, quedar a salvo las 
condiciones exigidas por el derecho natural (37). 

b) Ahora bien, las cauciones que exige la Iglesia supone un valor de 
certeza moral en el superior que concede la dispensa del impedimento. Es 
clásica a este respecto la noción que, de la “cautio opportuna”, dió el Santo 
Oficio en 30 de junio de 1842: importa “talem promissionem, quae in pac- 
tum deducta praebeat morale fundamentum de veritate executionis, ita ut 
prudenter eiusmodi executio expectari possi” (38). Ahora bien, tres son 


(36) “Relate ad facultates Episcopis a Sanctitate sua concessas (quae etiam parochis sub- 
delegari possunt) dispensandi un articulo mortis in impedimentis matrimonium dirimentibus, 
rogo (ego Archiepiscopus) quoad impedimenta mixtae religionis et disparitatis cultus benignis- 
simam declarationem, an in istis etiam in articulo mortis non aliter dispensari possit nisi 1.— 
ambo contrahentes promittant educationem omnis prolis in religione catholica; et quidem 2.— 
non solum prolis forte adhuc suscipiendae, sed etiam antea (in concubinatu vel civili ma- 
trimonio) iam susceptae, in quantum scilicet hoc a parentibus adhuc dependet; atque nisi 
etiam 3.—pars catholica (licet privatim tantum) promittat quod, in quantum poterit, conver- 
sionem partis non catholicae procurare sataget. 

R. Cautiones etiam in articulo mortis esse exigendas; disparitatem cultus utpote impedi- 
mentum dirimens in Encyclica Sancti Officii 20 februarii 1888 comprehendi: mixtam vero re- 
ligionem, uti impedimentum impediens, non comprehendi” (GASPARRI, Fontes, v. 4, n. 1132). 

(37) “... Quoad dispensationem super impedimento mixtae religionis, pro casibus in qui- 
bus omnes dentur cautiones, et Episcopus moraliter certus sit easdem impletum iri, suppli- 
candum Ssmo. pro facultate dispensandi ad triennium. Pro casibus vero, in quibus vel praeha- 
bito actu mere civili, vel contractum coram ministro haeretico, vel utroque simul, non omnes 
praestantur cautiones, vel Episcopus moraliter certus non sit easdem impletum iri, suppli- 
candum pariter Ssmo. pro facultate sanandi in radice matrimonia itidem ad triennium, 
constito in huiusmodi casibus de perseverantia consensus utriusque partis, facta ab Episcopo 
singulis vicibus expressa S. Sedis delegationis mentione, praevia absolutione a censuris, si 
opus sit, et monito morituro de gravissimo patrato scelere, eoque certiorato, ob talem dis- 
pensationis gratiam ab ipso acceptatam, matrimonium validum ac legitimum et prolem sus- 
ceptam utriusque sexus legitimam habenda esse, cuius in religione catholica educationem, 
nec non prolis pariter utriusque sexus forsan suscipiendae, una cum viri ad catholicam fldem 
conversione si moriens convaluerit, pro viribus curare, gravissima ac continua obligatione 
tenebitur, descripto tandem in Regestis matrimonio, simulque adservato in Curia documento 
huiusmodi concessionis, communicationis, acceptationis, absolutionis et declarationis morituri, 
servatis de cetero decretis. Contrariis quibuscumque non obstantibus. Ssmus adprobavit, et 
petitas facultates benigne concessit" (GASPARRI, Fontes, v. 4, n. 1219). 

(38) GASPARRI, Fontes, v. 4, n. 890. 
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los elementos que encierra esta definición: el pactum, expresión concreta 
de la promesa; la sinceridad de la manifestación externa del ánimo del 
contrayente y la certeza moral del cumplimiento de la palabra dada. Es 
claro que el primero de estos tres elementos afecta a una forma externa, 
susceptible de variación: los otros dos, en cambio, tienen mayor impor- 
tancia y se refieren a la misma esencia de la caución. 

En efecto, en la Instrucción dada por la Santa Sede al Primado de 
Hungría le exigió que “superior ecclesiasticus moralem certitudinem ha- 
beat, sive de cautionum sinceritate pro praesenti, sive de earum imple- 
mento pro futuro...” (39). Y no de otra manera se halla consignada la 
misma distinción en la resolución del Santo Oficio de 10 de diciembre 
de 1902 (40). En este sentido, es exacta la afirmación de VERMEERSCH- 
CREUSEN, segün la cual "haec moralis certitudo conditio validitatis dis- 
pensationis est...", porque es cierto que existe una razón de bien común 
que obliga a la Iglesia a usar de tanta severidad (41). El examen detenido 
de esta certeza moral, en todos sus aspectos, no es de este lugar, y, por 
otra parte, nos llevaría demasiado lejos: encierra en sí, entre otros, el 
complicado problema de las cauciones "fictae" (42). Basta (y con ello nos 
adherimos al parecer de VROMANT) que no quede en el ánimo del superior 
ninguna duda seria en relación con la sinceridad de la manifestación ex- 
terna de los contrayentes y con el cumplimiento futuro de las promesas. 
Tal certeza mora] depende de numerosas circunstancias concretas, que no 
es posible detallar (43). 

Un caso especialmente delicado es el propuesto al Santo Oficio en 30 de 
junio de 1832. Se refiere a la previsión cierta del incumplimiento de las 
cauciones en relación con su objeto más importante: la educación católica 
de los hijos. La respuesta del Santo Oficio fué negativa, a pesar de haber 
sido prestadas las cauciones por ambos esposos. Estaban en contra dos 
elementos de importancia: la ley civil que declaraba nulas tales promesas 


- (39) Cfr. VLAMING, De matrimonio (Bussum, 1919) 9 vets pe q941- 

(40) es Mens est: Quod si in aliquo casu extraordinario talia concurrant adiuncta, ut 
Episcopus valeat sibi comparare moralem certitudinem tam de huiusmodi cautionum since- 
ritate pro praesenti, quam de earum adimplemento pro futuro, specialesque omnino adsint 
nations dl Impedientes ne consueto modo cautiones praestentur, ipsius conscientiae et pru- 
dentiae (GASPARRI, Fontes, v. 4, n. 1262). Véanse también, a este respecto, los demás documentos 
de 12 de abril de 1899 (nota 37), 17 de febrero de 1875 (nota 45), y 17 de abril de 1879 (nota 46). 

(41) Epitome Turis Canonici, v. 2 (Malinas-Roma, 1940, ed. 6.2, p. 232. Con ello no hace más 
que dar una exacta interpretación del c. 106188. j 

(42) Cf. "Ius Pontificium”, 1934, p. 270 ss., y 1935, p. 66 ss. y. 191 88: 

(43) Cf. VROMANT, De matrimonio, Bruselas, París, 1938, ed. 9.3, p. 85. En la página 134 de 
esta misma obra nos hace notar que esta certeza moral no excluye una “prudentem erroris 
formidinem", pero sí es un “dubium positivum grave et prudens". En cuanto a las circunstan- 
cias concretas que pueden engendrar tal certeza, véase el texto de TOMÁS DE BENGEN en su 
iratado De Matrimonio, t. 4, p. 16 ss. Ha sido reproducido por MAROTO en su comentario: 
a! documento del Sto Oficio de 24 de enero de 1932, aparecido en "Apollinaris", 5 (1939), 7-8. 
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y la necesidad de entregar los hijos a ministros acatólicos (44). Es claro 
que esta resolución responde a los principios sentados antes: en nuestro 
caso no existía ninguna certeza moral sobre su cumplimiento formal, sino 
todo lo contrario. De aquí la declaración de que no procedía la dispensa. 


c) La mamfestación externa de las cauciones no deja de tener su 
importancia. Hoy, nuestro Código canónico ha fijado su criterio en el ca- 
non 1.061, $ 2: “Cautiones regulariter in scriptis exigantur.” Por esto hay 
que considerar la escritura como un elemento accidental, que no afecta a: 
la misma sustancia de la caución. Así lo estableció el Santo Oficio, en 17 de 
febrero de 1875, en relación con el juramento. Entendió que lo único esen- 
cial era la “promissio consuetarum cautionum”, y que el juramento era 
algo accesorio, “a quo aliquando abstinere licet, si circumstantiae id con- 
cedant” (45). Esto no significa, sin embargo, que en algunas ocasiones la 
Santa Sede no haya exigido, con mayor o menor rigor, el cumplimiento 
de estas condiciones accidentales. Tal cosa hizo, por ejemplo, en la res- 
puesta del Santo Oficio de 17 de abril de 1879, dirigida al Obispo de 
Ottawa, en el Canadá (46). De manera semejante, la Santa Sede urgió 
la escritura de las cauciones en su decreto de 10 de diciembre de 1902. 
El caso era muy interesante, por cuanto la ley civil prohibía la prestación 
de cauciones, por parte de los militares, en forma de letras reversales, con 
juramento o sin él. Sin embargo, hay que notar la mitigación introducida 
por el mismo Santo Oficio en su respuesta: el Ordinario en los diversos 
casos concretos podía adquirir la certeza moral que exige la caución, aun 
sin que ésta constase por escrito. Entonces la Santa Sede lo dejaba “ipsius 
conscientiae et prudentiae”, en orden a conceder la dispensa del impedi- 


mento (47). 4 


(44) *Utrum matrimonia mixta, si vir est acatholicus, benedici licite possint a parocho, 
etiamsi coniuges promittant se educaturos, prolem in religione catholica, cum hace promissio 
irrita declaretur a lege civili, et pueri instituendi debeant tradi ministellis protestantibus.— 
Ad. 1. Negative" (GASPARRI, Fontes, v. 4, n. 890). 

(45) “Conditio iuramenti (praestandi in matrimoniis mixtis a parte heterodoxa in promit- 
tendis consuetis cautionibus) est praescriptio mere ecclesiastica a qua aliquando abstinere 
licet, si circumstantiae id concedant; quia, ut dispensatio locum habeat in matrimoniis mixtis, 
sola est essentialis promissio consuetarum cautionum, quae ita seria debet esse, ut Episco- 
pus valeat sibi comparare moralem certitudinem, quod ab heterodoxo coniuge fldeliter obser- 
vabitur atque implebitur; et quando ipse sive ob subiecti qualitates sive ob alias circumstan- 
tías talem certitudinem aequirere non valet, iure potest exigere ut iureiurando promissio 
firmetur” (GASPARRI, Tractatus canonicus de matrimonio, Roma, 1932, ed. 9.2, v. 1, p. 267, nota 3). 

(46) *Emmi. Inquisitores Generales reposuerunt quod, non obstantibus civilis legis dispo- 
sitionibus, Episcopi istius Dominii curare debeant ut in matrimoniis mixtis) consuetae cautio- 
nes semper scripturae tradantur, sicut iam fleri solet; et quoties in casu peculiari persua- 
sum habeant easdem cautiones non sincere praestari, dispensationem minime largiantur” 
(GASPARRI, 1. c., n. 268, nota 1). E j 

- (47) “Cautionibus ab Ecclesia requisitis de conditionibus implendis (in matrimoniis mix- 
tis) ad hunc usque diem scriptis satisfactum est. Attamen magna oritur difficultas pro obti- 
pendis his cautionibus, quando mulier catholica matrimonium inire intendit cum milite aca- 
iholico in gradu saltem maiore constituto. Viget enim in N... regionibus decretum regium 
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d) Después del Código, son varios los documentos que se refieren 
a la certeza moral acerca del cumplimiento de las condiciones relativas a la 
educación de la prole. En 20 de julio de 1930, la Sagrada Congregación 
de Propaganda Fide avisó a los Ordinarios la necesidad de observar, ad 
validitatem, la cláusula con que aparecen redactadas las facultades conce- 
didas para sanar los matrimonios inválidos: “Dummodo moraliter certum 
sit partem acatholicam universae prolis, tam natae quam nasciturae, catho- 
licam educationem non esse impedituram" (48). Casi con idénticas pala- 
bras, escribía la misma Sagrada Congregación al Delegado Apostólico de 
Turquía, en 4 de septiembre de 1931 (49). Estos dos documentos no 
versan sobre casos de dispensa de impedimentos, sino de sanación “in ra- 
dice”. Una respuesta de valor particular y que se refiere a las cauciones 
previas a la dispensa del impedimento de disparidad de cultos es la del 
Santo Oficio de 21 de abril de 1938. Entre otras cosas, preguntaban los 
Ordinarios del Japón si era válida la dispensa concedida cuando los dos 
cónyuges no podían garantizar la educación católica de sus hijos a cau- 
sa de las disposiciones de la ley civil. La dificultad estaba en que aqué- 
llas obligaban “unam aliamque prolem nascituram parentibus aut tutori- 
bus paganis necnon mahometanis tradere”. La respuesta fué afirmativa, 
“dummodo partes paratae sint facere quod in se est ad obtinendam ca- 
tholicam educationem universae prolis” (50). Es claro que aquí existe una 


sub gravibus poenis prohibens quominus milites ullas cautiones praestent per litteras rever- 
sales, sive iuramentum, sive per simplicem promissionem. Quare ad pedes Sanctitatis Ves- 
trae provolutus Ordinarius N. directionem certam hisce in casibus expostulat, et quidem 
quaerit: 

1.—An ab impedimento mixtae religionis dispensari possit, si pars acatholica (quaecum- 
que est) cautiones requisitas per litteras reversales, sive per iuramentum, sive per promis- 
sionem sallem omnimode recuset. 

2.—An sufficiat assertio partis catholicae sub iuramento data, partem acatholicam de 
conditionibus implendis sibi fidem praestitisse... R. Ad 1. Negative, et detur Instructio 15 
Novembris 1858 1. Per se et generatim negative, et ad mentem. Mens est: Quod si in aliquo 
casu extraordinario talia concurrant adiuncta, ut Episcopus valeat sibi comparare moralem 
certitudinem tam de huiusmodi cautionum sinceritate pro praesenti, quam de earum adim- 
plemento pro futuro, specialesque omnino adsint rationes impedientes ne consueto modo 
cautiones praestentur, ipsius conscientiae et prudentiae. Caeteroquin non obstante decreto 
regio, opportune exhibeantur in scriptis cautiones, sicut hucusque factum est; neque detur 


MEE. nisi Episcopus moraliter certus sit eas impletum iri" (GASPARRI, Fontes, v. 4, 


NDS PA REGATILLO, Interpretatio et Iurisprudentim Codicis Iuris Canonici, Santander, 
(49) E... Iuxta ultimas dispositiones St. Officii, non posse sanari in radice mixta coniu- 


Hose Nea kou beer o ee partem acatholicam universae prolis tam natae quae 
1aSscit ucationem non esse impedituram” (GASPARRI, Tractatus ca i 
Matrimonio, Roma, 1932, ed. 2.2, y, 2, p. 269). : ; à Salo oa 
149 faa? s: " 1 

n) a pelis Missionarii baptizare possint parentes catechumenos, quorum proles 
ee Bae non vult CRM aut qui super prolem minorem iuxta mores terrae omne ius 
amiserun I e eam tradere tenentur parentibus suis paganis necnon mahumetanis, qui im- 
PE ms lonem catholicam et hac de causa ipsi (coniuges) conversionem aut educatio- 
nem ca olicam universae prolis promittere non possunt.—2. Utrum missionarii in matrimo- 
nium coniungere possint catholieos qui iuxia morem terrae unam aut aliam prolem nascituram 
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verdadera mitigación de la disciplina positiva, que la Santa Sede juzgó 
oportuno conceder, dadas las circunstancias concretas del Japón en el 
año 1938. El Santo Oficio solamente quiere dejar asegurado el cumpli- 
miento de un deber que incumbe a los padres por derecho natural: el 
hacer lo posible en favor de la educación católica de la prole. No exige la 
caución propiamente dicha, porque sería inútil: la legislación civil del país, 
evidentemente injusta, suprime la posibilidad de ejercer un derecho y un 
deber de Orden superior. Por otra parte, está en juego un derecho natural 
inalienable: el de contraer matrimonio (51). 

e) En cuanto a las mismas cauciones, es necesario señalar tres docu- 
mentos muy importantes, promulgados después del Código. El primero de 
ellos es el de 14 de enero de 1932. En un decreto de carácter general, el 
Santo Oficio exige la prestación de las cauciones, siempre que se trate de 
conceder una dispensa para un matrimonio mixto: “Ne dispensationes 
huiusmodi unquam impertiantur, nisi praestitis antea a nupturientibus cau- 
tionibus...” Más aún, quiere que el cumplimiento de tales cauciones no 
pueda ser suspendido por las leyes civiles: por esto, urge que sean presta- 
das en forma que la ley civil admita como válida (52). Maroto ha ad- 


parentibus aut tutoribus paganis neenon mahumetanis tradere tenentur qui educationem ca- 
tholicam impedire praevidentur.—3. Utrum valide dispensari possit super impedimento dis- 
paritatis cultus cum iis qui super maiores natu potestatem amiserunt, aut qui iuxta mores 
terrae unam aliamque prolem nascituram parentibus aut tutoribus paganis necnon mahume- 
tanis tradere tenentur qui educationem catholicam impedire praevidentur, et propter hoc 
contrahentes educationem catholicam universae prolis promittere non possunt. Quibus dubiis 
S. C. S. Offleii, 21 aprilis 1938 ita respondit: Ad I et II, aflrmative, dummodo partes paratae 
sint facere quod in se est ad fovendam conversionem et obtinendam catholicam educationem 
universae prolis. Ad III. Afirmative, quoad primam partem (seu quoad casus in quibus proles 
catholica iam est natu maior); quoad secundam partem (seu in aliis casibus) afflrmative, dum- 
modo partes paratae sint facere quod in se est ad obtinendam catholicam educationem uni- 
versae prolis? (CORONATA, Interpretatio Authentica Codicis Iuris Canonici, Roma, 1947, ea 
p. 119-120). 

(51) Vienen muy a propósito las notas colocadas al pie del decreto del Sto. Oficio de 30 de 
enero de 1938: “Si ipsi (id est “parentes”) nullo modo sunt causa (nec positiva, nec negativa, 
neque mediata neque inmediata) cur... catholica educatio dubía vel impossibilis evadat; si 
insuper illis non est optio alterius connubii, in quo non sit eadem incertitudo vel impos- 
sibilitas, ita ut, si hoc damnum prolis evitare vellent, omnino innupti manere deberent 
(haud raro cum notabili salutis aeternae periculo): hisce in circumstantiis coniuges vel sponsi 
a dicto matrimonio arcendi non sunt, neque deneganda sunt iis sacramenta neque necessariae 
ab impedimentis matrimonialibus dispensationes. Dei enim lex, qua parentes ad catholicam 
omnis prolis educationem obligantur, non ad impossibilia illos ligare intendit... Naturale 
scilicet (est) hominis ius ad matrimonium et ad matrimonii naturalem usum. Quo iure et 
usu, nisi intercesserit grave delictum aut intervenerit hominis libera omnino renuntiatio, 
nemo, qui ceteroquin matrimonii est capax, privari debet. Est matrimonii celebratio et usus 
in tali casu actio cum duplici effectu, bono scilicet et malo, qui inter se uniuntur, ut bonus 
sine malo obtineri non valeat. Nam in circumstantiis de quibus agitur propter gentis mores 
et consuetudines defectus baptismatis et catholicae educationis separari non potest ab usu 
iuris ad statum, matrimonialem—(et non solum: ad hoc determinatum matrimonium)—ineun- 
Cum, qui est effectus bonus, unice intentus", Sylloge de Propaganda Fide, p. 565-566, cit. por 
Hurry, “Periodica de re morali, canonica, liturgica", v. 38 (1949), p. 192-193. 

(59) "... omnium Sacrorum Antistitum nec non parochorum aliorumque, de quibus 
in canone 1044, qui super mixtae religionis ac disparis cultus impedimentis dispensandi 
facultate aucti sunt, attentionem excitare et conscientiam convenire, ne dispensationes huius- 
modi unquam impertiantur, nisi praestitis antea a nupturientibus cautionibus quarum fide- 
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vertido, al comentar este decreto, que, a pesar de haber sido siempre ésta 
la mente de la Iglesia, no existía aún un documento que lo mandara ex- 
presamente (53). 

El carácter general de este decreto no significa que intentase revocar 
las normas existentes en ciertos países, ni tampoco los indultos particulares. 
concedidos por la Santa Sede (54). 

f) El rigor del anterior documento pontificio fué notablemente mi- 
tigado para el Japón con la introducción de las llamadas “cautiones aequi- 
pollentes”. Preguntaban los Ordinarios de aquel país si.se podia con- 
ceder la dispensa de los impedimentos de mixta religión o de disparidad 
de cultos cuando no era posible obtener la prestación de cauciones for- 
males, pero sí de cauciones equivalentes. El Santo Oficio, en 30 de marzo 
de 1938, respondió afirmativamente y dió una descripción exacta de tales 
cauciones: que la parte católica estuviera sinceramente dispuesta a hacer 
cuanto pudiera en favor de la educación católica de sus hijos (55). Es claro 
que en tales circunstancias puede existir una perfecta negativa en la parte 
acatólica en relación con el mismo contenido de las cauciones: esto, sin 
embargo, no quitaría nada al valor de las "cautiones aequipollentes". 

Como antecedente de la disciplina introducida por la Santa Sede por 
medio del anterior documento, cabe señalar el decreto del Santo Oficio 
dirigido a los Ordinarios de China en 5 de abril de 1918. En él se esta- 
blece que, en el caso de no ser posible obtener de la mujer infiel la pres- 
tación escrita de las cauciones, se hiciera de viva voz; y si no, los Vica- 
rios Apostólicos debian considerar en cada caso concreto si se daban o no 
las cauciones equipolentes (56). De manera parecida, VROMANT nos ad- 


lem exsecutionem, etiam vi legum civilium, quibus alteruter subiectus sit, vigentium in loco 

&ctaulis vel (si forte alio discessuri praevideantur) futurae eorum commorationis, nemo prae- 

pedire valeat; secus ipsa dispensatio sit prorsus nulla et invalida”, AAS, 94, 95. CORONATA,. 

? LC, p. 171, nota 2 ad c. 1044, da la siguiente advertencia, que quizá no resulte muy exacta: 

“Generale Decretum in textu relatum... valet tantum pro illis nationibus in quibus cautiones 

valent etiam pro foro civili, dummodo in forma in civili legislatione determinata datae fuerint.” 
(os) Cf. Apollinaris" 1 cy ps 9: 

(54) Asi fué determinado por la Sda. Congregación de Propaganda Fide en 9 de no- 
viembre de 1932, en relación con los territorios de Nigeria y del Africa. Cf. Sylloge de Pro- 
raganda Fide, Roma, 1939, p. 462. Véase también CORONATA, l. C., p. 172, nota 3 ad e.' 1061. 

(55) He aquí el texto completo de este importantísimo documento: “Utrum Ordinarii 
Japoniae, attentis. conditionibus particularibus illius regionis, in concedenda dispensatione 
super impedimentis mixtae religionis aut disparitatis cultus contenti esse possint cautionibus 
aequipollentibus, i cautiones formales haberi non possint, aut non expediat eas exigere": 
die 30 martii 1938, respondit: (Afflrmative, graviter onerata conscientia Ordinariorum localium 
€t dummodo pars catholica sincere parata sit praestare quod potest ut proles catholice bap- 
pect Age educetur”. eue p. 961. Es claro, por otra parte, que bajo el mismo concepto de 

8 iones aequipollentes” está redac ) i i 
QR iai Disc NOUS UE OC S0 tada la respuesta del Sto. Ofleio de 21 de abril de 1938, 

(56) “Si cautiones a muliere infideli scripto exigi nequeant, viva saltem voce exigan- 
tur. Siquidem neque hoc obtineri queat, remittitur prudentiae et conscientiae uniuscuiusque 
Vicariorum Apostolicorum iudicare, in singulis casibus, an cautiones ipsae aequipollenter 
contineantur sive in seria mulieris promissione amplectendi catholicam fidem; sive in eius 
adscriptione inter catechumenas; vel demum in legibus vel moribus populi, qui nullam con- 
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vierte la existencia de una concesión hecha a China en relación con la con- 
validación de matrimonios: si el cónyuge pagano se obstina en no querer 
prestar ninguna caución, “saltem postuletur ut remotum sit grave perver- 
sionis periculum a parte catholica, haec autem serio promittat, ad nor- 
mam C. 1.061, se curaturam esse pro viribus de universa prole catholica 
tantum baptizanda atque educanda” (57). Se trataba también de verdade- 
ras “cautiones aequipollentes”. 

g) El último documento de mayor trascendencia en esta materia es 
el relativo a las "cautiones implicitae”. Fué promulgado por el Santo Oficio 
con carácter general y lleva fecha de 10 de mayo de 1941. En él, la Santa 
Sede recuerda la obligación de prestar formal y explícitamente las cau- 
ciones matrimoniales, pero afirma que la dispensa de un impedimento no 
puede decirse inválida si ha precedido su prestación implícita. ¿En qué 
consisten? En un conjunto de actos externos, positivos, de los cuales se 
pueda deducir en el fuero externo que las partes conocen la obligación de 
cumplir las condiciones y que manifiestan suficientemente su voluntad de 
ponerlas en práctica (58). La mitigación de la disciplina positiva es clara: 
aqui no se exige ni la escritura de las cauciones, ni su promesa, ni su 
juramento. Han sido las circunstancias actuales las que han exigido estas 
disposiciones de la Santa Sede. 

He aquí los puntos que nos ha*parecido interesante señalar, con el 
fin de valorar exactamente el reciente decreto del Santo Oficio que esta- 
mos comentando. Se trata, como aparece claro, de una extensión a China 
de la legislación establecida especialmente para el Japón en 1938. Por 
consiguiente : 


cedunt mulieri potestatem circa religiosam prolis educationem, sed haec a sola viri voluntate 
dependet; firma tamen omnibus hisce in casibus obligatione exigendi cautiones a parte ca- 


tholica, et non concedendi dispensationem nisi moralis habeatur certitudo de ipsarum im- 
plemento” (REGATILLO, Interpretatio et Iurisprudentia Codicis Iuris Canonici, Santander, 1949, 
p. 347). 


(57) De Matrimonio, Bruselas-París, 19382, p. 131. 

(58) “I. An validum habendum sit matrimonium celebratum inter partem catholicam et 
partem acatholicam certe non baptizatam, cum dispensatione ab impedimento disparitatis. 
cultus, si sola pars acatholica cautiones ad normam c. 1061: Sod, mb 4 07139 C. TAO TDPRESE 
criptas praestiterit. II. An validum habendum sit matrimonium celebratum inter partem ca- 
tholicam et partem acatholicam certe non baptizatam, cum eadem dispensatione, ante Codicis 
luris Canonici promulgationem, si sola pars acatholica cautiones praescriptas praestiterit; et 
quatenus negative ad I et II dubium. III. Utrum iractandae sint tales causae nullitatis ma- 
trimonii ad normam can. 1990-1992 C. I. C., an coram tribunali collegiali ad ordinarium 
tramitem iuris. Resp. Ad I et II: Negative, nisi pars catholica cautiones saltem implicite praes- 
titerit. Ad III: Negative ad primam partem, affirmative ad secundam, nisi in casu particulari 
certo constet de requisitis in can. 1990; et ad mentem. Mens autem est: Etsi S. Sedes e praxi 
immemoriali exigerit, et nunc stricte exigat, ut conditionibus adimplendis in quibuslibet ma- 
irimoniis mixtis cautum sit per formalem promissionem ab utraque parte explicite requisitam 
ei praestitam (c. 1061, 1071); tamen usus facultatis dispensandi, sive ordinariae sive delega- 
iae, invalidus dici nequit, si utraque pars saltem implicite cautiones praestiterit; i. e. eos 
actus posuerit, e quibus concludendum sit et in foro externo constare possit eam. cognoscere 
cbligationem adiplendi conditiones et manifestasse firmum propositum illi obligationi satisfa- 


ciendi” (AAS, 32, 294). 


Ga 


NARCISO JUBANY 


a) Las circunstancias de la persecución roja del inmenso país del Asia 
no son tales que permitan afirmar la no obligatoriedad absoluta de las cau 
ciones introducidas por la legislación positiva de la Iglesia; al contrario, 
la Santa Sede las urge, aunque no sea sino en la forma más mitigada, como 
es la de las “cautiones aequipollentes”. 

b) Estas cauciones suponen en el Ordinario una certeza moral por lo 
que se refiere a la sinceridad personal del cónyuge católico y a la voluntad 
de su cumplimiento futuro, en lo que esté de su parte. Ambos extremos 
están exigidos por la misma naturaleza de la caución. 

c) Las “cautiones aequipollentes” deben recaer, como en su objeto 
principal, sobre la educación católica de los hijos. En este punto podría 
dudarse acerca de la aplicabilidad a China del decreto del Santo Oficio 
de 21 de abril de 1938, relativo al caso en que, por causas ajenas a los 
padres, es cosa cierta que los hijos no podrán recibir una educación cató- 
lica. A priori, hubiéramos contestado en sentido afirmativo, dada la evi- 
dente ilación, tanto histórica como doctrinal, de aquel decreto con el de 
30 de marzo del mismo año, referente a las "cautiones aequipollentes”. 
Sin embargo, el P. HUrTH nos ha transcrito la comunicación enviada a los 
Ordinarios de China en 12 de febrero de 1949, por mandato del mismo 
Santo Oficio. He aquí su texto: “Cautiones aequipollentes tunc tantum 
sufficientes habendae sunt ad matrimonium cum parte pagana aut cum 
parte baptizata acatholica ineundum, si, consideratis singulorum casuum 
conditionibus, moraliter certo constat: manifestatam sinceram partis ca- 
tholicae voluntatem de universa prole catholice baptizanda et educanda, 
etiam effectum habituram esse” (59). De aquí que la respuesta deba ser 
forzosamente negativa. 

d) En cuanto a la forma, la “cautio aequipollens” nada parece su- 
poner en concreto. Por esto no hay inconveniente alguno en que se le apli- 
que el concepto expresado en el decreto de 7 de mayo de 1941, relativo a 
la “cautio implicita”. Más aún, parece que las dos son complementarias. 
En efecto, si la “cautio aequipollens” supone en el cónyuge católico que 
“paratus sit praestare quod potest”, ello puede obtenerse de una manera 
explícita o de una manera implícita: en el primer caso, existirá una for; 
malidad positiva; en el segundo, sólo existirán aquellos actos que supon- 
drán en el cónyuge el conocimiento de las cauciones y la sincera voluntad 
de cumplirlas (60). . 


Narciso JUBANY, Pbro. 


Profesor del Seminario de Barcelona 


(59) “Periodica de re morali, canonica, liturgica", v. 38 (1949 19 
(90) Gf, Hirn, Periodica, L'c. polos el Pa NNUS 
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DOCUMENTO DEL SANTO OFICIO 
SOBRE LA RECTA INTERPRETACION 
IDE SSENCIGEICAC-MEDIATOR. DEIS 


DO CU-MENTO(Í) 


SUPREMA SACRA CONGREGATIO SANCTI OFFICII 
(Protoc. núm. 142/48) 
Ex aedibus S. Officii, die 25 nov. 1948. 


Excellentissime ac Rev.me Domine: 


Litteris, die 5 Julii ha. datis, Excellentia Tua Rev.ma quod attinet 
ad articulum in ephemeride “Klerusblatt” mense aprili huius anni a 
Rev.mo Abbate BENEDICTO REETZ, O. S. B., poe aes difficultates 
exposuit quae obstarent novae editioni textus vulgaris (in lingua germa- 
nica) Litterarum Encyclicarum “Mediator Dei”, cum lectores ephemeri- 
dis integrum textum earundem in aliis Pierce ecclesiasticis iam 
diu legissent. Qua de causa Excellentia Tua S. Officium rogabat, ut lo- 
cos quos Abbas Reetz non bene interpretavisset, singulatim indicaret. 

Haec Suprema Sacra Congregatio, desidcriis Excellentiae Tuae an- 
nuens, haec quae sequuntur considerationi Tuae opportunum subicere 
ducit : 

1) Bene Auctor.scribit Summum Pontificem In Encycl. Litt. rejice- 
re Oppositionem inter devotionem objectivam et subjectivam; at ipse vi- 
detur falso putare hoc tantummodo spectare ad cultum liturgicum 
(cfr. nn. r et 2 articuli Abbatis Reetz). 

2) Haud dubio reprobanda sunt quae ab Auctore affirmantir in 
ue? sub €) circa distinctionem inter consilia et praecepta quasi qan 
tis consilia "et opera, quae cum S. Liturgia arcte non conjunguntur" o 


(1) Documento hecho público en la revista “Korrespondenzenblatt der Priestergebet Ve- 
reinigung Theologisches Konvikte Canisianum”, de Innsbruck, 83 (1949), julio, p. oí 
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essent tantum laudabilia, atnon—ut revera ipsae Encycl. Litt. docent— 
prorsus" necessaria” (cir AWA. 545 TOA VO XXXIX, Pp. 534): 

Excellentia Tua profecto noscit non solum quam utilia, sed etiam quam 
necessaria sint, praesertim sacerdotibus et religiosis, quaedam opera pie- 
tatis personalis seu privatae, ut pia meditatio, examen conscientiae, exer- 
citia spiritualia, etc. 

Maxime vero dolendum est Auctorem, cum in eodem loco affirmet: 
*Sanctus Pater non potuisset clarius loqui", innuere suam falsam sen- 
tentiam esse ipsius Summi Pontificis. 

Valde igitur opportunum erit, sive scriptis sive sermonibus, de hac 
re verum sensum Encycl. Litterarum declarare. (Prae oculis habenda sunt 
quae dicuntur a p. 532 ad p. 537, praesertim pp. 536-537, A. A. S. 1947.) 

3) Alio in loco (cfr. nn. 19 et 20 eiusdem articuli) Auctor sententiam 
Encycl. Litterarum haud fideliter refert. Ipse enim citat verba: "Myste- 
ria... praesentia continenter adsunt atque operantur", quasi doctrinae eorum 
adsentirent qui docent "mysteria" in culto liturgico praesentia esse non 
historice, sed mystice ac sacramentaliter, famen realiter. 

Verus autem sensus Encycl. Litterarum clare apparet ex integro textu: 
"Mysteria, non incerto ac subobscuro eo modo, quo recentiores quidam 
scriptores effutiunt, sed quo modo catholica doctrina nos docet, praesentia 
continenter adsunt atque operantur; quandoquidem, ex Ecclesiae Doctorum 
sententia, et eximia sunt christianae perfectionis exempla, et divinae gra-: 
tiae sut fontes ob merita deprecationesque Christi, et effectu suo in no- 
bis perdurant, cum singu'a nostrae salutis causa suo modo existant" 
(A. A. S., ibidem, p. 580). 

Hanc occasionem nactus, impensos aestimationis meae sensus Tibi 
Obstestor meque profiteor. 

Excellentiae Tuae Rev.mae 
Addictissimum 
F. Card. MARCHETTI-SELVAGGIANI, m. p., Secret. 


LI 
INTRODUCCION 
I. La ENCÍCLICA “MEDIATOR DEI” 


Entre las preciosas encíclicas que nos va regalando nuestro Santo Pa- 
dre, Pio XII, ocupa, sin duda, lugar destacadísimo la “Mediator Dei”. La 
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materia de la encíclica era de por sí interesante; las circunstancias, favorables 
a todo género de movimientos litúrgicos, no podían ser mejores; las dis- 
cusiones acaloradas en torno a ideas o a prácticas litúrgicas adoptadas, 
habían creado un ambiente propicio para que el dictamen del Maestro y Le- 
gislador supremo cobrara palpitante actualidad. 

Pues bien. El 20 de noviembre de 1947, firmaba en Castelgandolfo 
Pio XII esta encíclica, auténtica “Charta magna” de la Liturgia, que no 
dudamos en calificarla con THIRY, de “uno de los documentos mayores 
del pontificado de Pío XII” y, sin duda, como la obra más importante 
que nos ha sido dada sobre la Liturgia por el Magisterio supremo” (2). 

Nadie esperaría encontrarse en ella profundas disertaciones que die- 
sen la clave de problemas críticos aún por resolver, ni siquiera que agotase 
la materia litúrgica. Mas, lo que sí esperaban todos era un capitulo dedi- 
cado a llamar paternalmente la atención a cuantos llevados quizá por un 
celo indiscreto, en ocasiones demasiado influenciados por el ambiente, o. 
finalmente, dotados de un criterio excesivamente rígido y exclusivista, ha- 
bían llegado a extremos no bien vistos por la Iglesia, ya que comprometian 
más o menos sus dogmas o costumbres. 

Semejante capitulo siempre es apasionante, y más cuando se encuentra 
con un ambiente caldeado, cuyos bandos tratarán de apoyarse en las ideas 
pontificias o, cuando menos, de hurtar el bulto a cualquiera posible conde- 
nación. Aunque bien sabemos que lo que caracteriza, al menos en las en- 
cíclicas, todas las intervenciones del Magisterio supremo que tratan de des- 
cubrir un error es lo paternal de su tono y, en consecuencia, lo impersonal 
de la condenación: no obstante no resulta difícil algunas veces el adivinar 
el blanco al que se dirigen. 

Todo esto tiene aplicación respecto a la “Mediator Dei”. En ella se 
reclama para la Santa Sede el derecho exclusivo de cuidar de los ritos y 
de introducir reformas; se corrigen ciertas nociones equivocadas y estre- 
chas de Liturgia; se censuran modernas teorías acerca de la piedad obje- 
tiva y subjetiva, privada y pública; se precisan conceptos un tanto ambi- 
guos o francamente erróneos acerca del sacerdocio de los fieles y el Año 
litúrgico; se templa un tanto cierto afán excesivo, ora por lo antiguo, ora 
por las novedades... 

Esto supuesto, nada tiene de extraño que, llegado el momento de la 
renuncia a posturas ya tomadas, se levante la discordia entre quienes todo 
lo ven condenado y quienes con una crítica minuciosa o con un espíritu 


[NAAA RS L'Encyclique “Mediator Dei” sur la Liturgie, en “Nouvelle Revue Theo- 
logique”, 70 (1948), p. 113. 
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algo laxo tratan de restringir el ámbito de lo prohibido. A nadie sorpren- 

derá, por tanto, la intervención del Santo Oficio enjuiciando el acierto 
o desacierto de algunas interpretaciones de puntos concretos de la Encicli- 
ca. Mas, como la publicación de la carta requiere alguna explicación, co- 
mencemos por hacer luz sobre las circunstancias de su aparición. 


IL. La CARTA DEL S. O.: MOTIVOS DE SU APARICIÓN 


Uno de los puntos que, sin duda, ofrece más interés en el documento 
que vamos a comentar es la postura de Roma frente a la llamada “M yste- 
rienlehre”, cuyo representante principal es Dom. CasEL. En realidad, como 
hemos de verlo, la Encíclica había hablado ya del tema, mas donde pare- . 
cía esconderse una condenación ha habido quienes han llegado a ver una 
aprobación. Uno de ellos fué el Abad de Seckau, Dom. BENEDICTO REETZ, 
en una conferencia que tuvo lugar en Salzburgo y que más tarde llegó a 
publicarse en la revista eclesiástica de la misma ciudad “Klerusblatt” (10 de 
abril de 1948, núm. 81, pág. 58 ss.). 

Hizose eco de los sentimientos del Abad REETZ, al que hizo alusión, 
un monje benedictino de Claraval, poco tiempo después. En la semana 
litúrgica lovaniense, celebrada del 15 al 17 de junio del mismo año de 1948, 
cuyos temas giraban alrededor de la “Mediator Dei”, Dom. HiLD, O. S. B., 
disertó acerca del tema: “La encíclica “Mediator Dei” y la sacramentali- 
dad de ios actos litúrgicos”, donde se permitió decir lo que sigue: “Indi- 
quemos primeramente con rapidez la orientación de la opinión sobre la En- 
cíclica y la Mysterienlehre. Dom CasEL, como bien se sabe, no es el único 
en reconocer en la Encíclica “Mediator Dei” la enseñanza positiva del mis- 
terio del culto. Podríamos citar aquí a discreción testimonios fehacientes 
en la materia, testimonios recogidos en la correspondencia de Dom. CasEL 
provenientes de todas las partes del mundo, emanados de la pluma de teó- 
logos y Obispos. En Salzburgo, ante la comisión litúrgica austríaca, pre- 
sidida por el Obispo de Linz, el reverendisimo Dom REETZ, Abad de Sec- 
kau, se complació, ante la satisfacción general, en destacar las relaciones 
intimas entre la Encíclica y la Mysterienlehre. Mas existe un juicio que 
sobre los demás nos interesa y reviste para nosotros una importancia de- 
cisiva. Proviene de Roma. En la fuente más autorizada se ha declarado 
que las tentativas de explotar la Encíclica contra Dom CASEL eran total- 
mente injustificadas. Como se trata aquí manifiestamente de dos lugares 
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cuyo tenor negativo podría prestarse a discusiones, nos encontramos plena- 
ménte tranquilos por lo que toca a los aspectos positivos” (3). 

Estos dos botones de muestra nos pueden dar una idea del ambiente 
que aun después de la Encíclica existía respecto a un problema concreto. 
Roma se veía comprometida, porque unos y otros se acogían a su magis- 
terio para defender propias posturas; debía, por tanto, dejar Oír su voz 

La ocasión para ello la dió la carta dirigida por el Arzobispo de Salz- 
burgo el 5 de junio de 1948 al Santo Oficio, pidiendo el parecer del mis- 
mo sobre la interpretación que de algunos puntos de la Encíclica había dado 
el citado Abad REETz en el artículo también citado de la “Klerusblatt” 

| Santo Oficio respondió el 25 de noviembre del mismo año. En rea- 
lidad, el documento no se hizo público en su texto oficial, sino que apa- 
reció una paráfrasis del mismo en el número del 25 de diciembre de la 
“Klerusblatt”, de la que tradujeron otras revistas, y entre otras la “Ephe- 
merides Liturgicae”. No ha faltado quien haya manifestado su protesta 
por la infidelidad de la misma respecto al texto original. 

Este apareció, finalmente, en el órgano del Convicto Canisiano de Inns- 
bruck, ya mencionado, el mes de julio de 1949, precedido de unas letras 
de la redacción en las que se indica que el señor Arzobispo ha concedido 
gustoso el permiso de publicación del mismo, manifestándose por ello agra- 
decido. 

Como la carta del Santo Oficio hace alusión a párrafos concretos de 
Dom. REETZ, la revista austríaca los pone a continuación de la carta. Nos- 
otros los traduciremos al final del presente trabajo en forma de apéndice. 


III. TENOR GENERAL DE LA CARTA 


No podemos olvidar que la carta dictamina no sobre ideas que puedan 
existir, sino sobre las expuestas en un artículo concreto. Esto quiere decir 
que pueden existir, además de los aquí enumerados, otras interpretaciones 
que no comulguen fielmente con la mente romana. 

Notemos que el tenor de la carta nos indica bien a las claras que no 
se trata de una condenación solemne, sino de una llamada de atención sobre 
errores de apreciación de Dom. REETZ, que comprometian ciertamente a 
Roma, al presentarse como intérpretes genuinos de la misma. Ello no quiere 
decir que falte en ella su tono de gravedad. 


(3) Traducimos estos párrafos de la breve introducción que publicó AS liture 
gicae ante la paráfrasis de la Carta. Cir, “Eph, Lit. 63) (1949), De 223. 
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Por ello, con todos nuestros respetos al Abad de Seckau, debemos 
agradecer a la Sagrada Congregación, que ha manifestado su pensamiento 
auténtico sobre puntos que tienen positivo interés. Pasemos a tratarlos in- 
dividualmente. 


Tie 
(XC) MISES Nan eRe RO 
I. - PIEDAD SUBJETIVA Y OBJETIVA 


La cuestión de la piedad o devoción subjetiva y objetiva es una cues- 
tión que estamos por calificarla de netamente alemana; al menos lo es en 
su origen, y tiene su explicación. El movimiento litúrgico alemán se dis- 
tinguió por su solidez y profundidad proverbiales, y buena parte de su 
éxito lo obtuvo por encajar perfectamente sus ideales de comunidad espi- 
ritual, etc., en el ambiente de una Alemania deshecha por la guerra del 14 
y, sobre todo, en el espíritu de una masa agotada ya tras largo forcejeo 
con los más diversos sistemas filosóficos (4). El subjetivismo, agnosticismo 
y relativismo hicieron razzia en las juventudes alemanas, y si no como 
sistema, eran aceptados como desemboque final de largas etapas de lucha, 
cargadas de angustia, y al fin, de desaliento. 

.. El movimiento litúrgico que tan bien supo encajar, precisamente por 
«su adaptación no habia de quedar al margen del problema. Como solución 
apuntó hacia la piedad objetiva. Como prueba de cuanto llevamos dicho 
aducimos el precioso testimonio de Dow. HAMMENSTEDE, O. S. B., Abad 
entonces de María Laach: “Resumiendo, por tanto, señores, podemos ase- 
gurar que con la ayuda del movimiento litúrgico tratamos de arrastrar los 
espíritus a subordinarlo todo a la objetividad, es decir, a todo aquello que 
nos es dado autoritativamente por nuestro Salvador y por su Iglesia. Y por 


esta respetuosa consideración por las ideas de valor absoluto esperamos 


vencer el relativismo y el subjetivismo de nuestros días, que tanto en el 
campo de la filosofía como en el de la religión ha ganado terreno. En esta 
cuestión €s preciso tener en cuenta la situación actual en Alemania, donde 
sobre todo la juventud moderna busca en todos los aspectos de la vida lo 
que es esencial y fundamental y donde esta misma juventud se encuentra 


(4) ROUES SUR QR M., S. J., El renacimiento litúrgico moderno ay su manifestación 
alemana, en “Razón y Fé”, 106 (1934), p. 96 y 328 ss. Gfr. Introducción de F: García, O. S. A. 
a la obra de GUARDINI, El espíritu de la Liturgia, trad. e introd. de GARCÍA, FÉLIX, Barcelona, 1933. 
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fatigada por prácticas secundarias y superficiales, que han jugado en el 
pasado, según su Opinión, un papel excesivamente destacado. Si aquellos, 
por tanto, que se ocupan—entre nosotros—de la educación de los jóvenes 
insisten con demasía sobre aquello que es periférico en lo religioso y des- 
cuidan el hacer comprender a la juventud que la liturgia es en verdad el 
meollo de nuestra santa fe, verán bien pronto que esta juventud saldrá 
rápidamente de la Iglesia” (5). La cita es larga, pero muy significativa. 

La objetividad, nos ha dicho el Abad, la constituye todo aquello que 
encontramos ya fuera de nosotros y de nuestra actividad creadora subje- 
tiva; lo recibimos de Cristo y de la Iglesia como depósito precioso. En rea- 
lidad es un conjunto de elementos—una ideología realizada en un culto— 
con el que trataba de mantener junto. a Cristo unas almas desesperanzadas 
y prontas a alejarse de cuanto no se presentase con el marchamo de lo 
absoluto, objetivo, trascendente. 

Frente al relativismo y agnosticismo, que habian consumido los jugos 
mejores del espíritu humano, se presenta una síntesis teológica de líneas 
precisas a la vez que cautivadoras por su halo de misterio. Frente al in- 
dividualismo que invadía la piedad católica bajo la forma de un pietismo 
siempre cambiante se oponían: las sólidas formas litúrgicas, plenas de sen- 
tido comunitario e inmunizadas contra la variabilidad fácil por la vigilancia 
de la autoridad de la Iglesia y por la vacuna de largos siglos. En favor 
de la objetividad de las formas litúrgicas estaban, además de su condición, 
de canales comunicadores de gracia ex opere operato, instituidos por Cristo, 
la ausencia de todo predominio del elemento subjetivo, en la Liturgia con- 
siderada como conjunto, ya que si bien llega a dominar este elemento en 
determinados ambientes restringidos, no llega fácilmente a constituir una 
modalidad religiosa católica en el tiempo y en el espacio (6). 

Esta corriente, que en lo que tenía de positivo albergaba gérmenes 
sanos, tales como una renovación de la vida sacramental, una viva con- 
ciencia de nuestra incorporación a Cristo, formando cuerpo, fué desvián- 
dose del recto camino cuando tomó marcado cariz exclusivista. Por ello 
hubo de llamar la atención el Supremo Pastor cuando, después de haber 
inculcado la necesidad del elemento interno de la Liturgia, se expresó en 
los siguientes términos en la mencionada “Mediator Dei” : 


. 


“Quam ad rem cupimus, Venerabiles Fratres, uf animum inten- 
datis vestrum ad novas illas cogitandi iuducendique rationes de chris- 


; (5) HAMMENSTEDE, A. O. S. B., Rapport sur le mouvement liturgique en Allemagne en 
2» 


“Cours et Conferences des Semaines liturgiques", IX (1931), p. 93. E 
(6) Nada tiene que ver lo afirmado con la cuestión del personalismo en la liturgia. GUAR- 


DINI, que sostiene estas ideas, defende también el personalismo. Ver p. 66. 
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tiana pietate, quam “objectivam” vocant; quae quidem rationes, dum 
Mystiei Corporis mysterium, itemque veracem gratiae actionem sanc- 
titatis effectricem divinosque sacramentorum et Eucharistici Sacri- 
ficii actus in perspicuo ponere conantur, eotamen contendere viden- 
tur, ut “sujectivam” seu “personalem” quam dicunt, pietatem im- 
minuant, vel omnino praetermitant” (7). 


A continuacién pasa el Pontifice a bosquejar la virtud objetiva, esto 
es, ex opere operato de los actos litúrgicos, para a continuación llamar la 
atención a quienes van demasiado lejos en sus conclusiones: 


“Quibus ex acutis argumentis nonnulli concludunt christiana om- 
nis pietas in Mystici Corporis Mysterio consistat oportere, nulla ha- 
bita “personali” seu “subjectiva”, ut aiunt, rationes atque adeo ce- 
tera religionis opera neglegenda reputant, quae cum sacra Liturgia 
arcte non devinciantur et extra cultum publicum absolvantur. 

Quas tamen circa duplicis pietatis genera conclusiones, quamvis 
optima sint, quae supra proponuntur, principia, fallaces omnino esse, 
insidiosas ac perniciosissimas nemo est qui non videat” (8). 


Claramente, como vemos, no condena el Papa el fin bueno de “poner 
de manifiesto el misterio del Cuerpo Mistico, la realidad efectiva de la 
gracia santificante y la acción divina de los sacramentos y del Sacrificio 
Eucarístico”; mas, aun reconociendo la bondad de los principios, no com- 
parte la rectitud de las conclusiones. Porque, como dirá más adelante, aun 
admitiendo la objetividad de los actos litúrgicos, esto es, la virtud intrín- 
seca de los mismos, no podemos olvidar que siempre exigen el esfuerzo 
personal y la disposición previa para percibir los frutos, en la que des- 
empeña importante papel la piedad extralitúrgica (9). 

Dos conclusiones brotan espontáneas de cuanto vamos viendo: 

1, Es reprobable toda piedad privada que no respete y reconozca la 


supremacía de la litúrgica, ya que está, por lo mismo, abocada a la este- 
rilidad : 


; ‘Si privata atque interna singulorum pietas Augustum altaris Sa- 
crificium ac Sacramenta neglexerit, seseque a salutifera vi substra- 


xerit, quae ex Capite in membra profluit, ea procul dubio repro- 
banda ac sterilis erit” (40) 


IIA BARES; aco LO Ep 582538 
(8) A, A. S., Ib., p. 533. Nótese de paso que cuantas vece 
? AL - 5: s alude el Padre Santo a la 
piedad Dionys y subjetiva, lo hace siempre con cierto tono reticente—“quam vocant”, 
ut aiunt”, “quam dicunt"—con lo que parece manifestar cierto disgusto por estos califl- 


cativos que han venido a ser categorias de valor, y cierta aversión por conceder carta de - 


ciudadanía entre nuestro léxico a los expresados términos 
(9) A. A. S., Ib., p. 533 ss. i 
GRD) ¿do 1 ID Oh Hae 
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a 


2." Se debe rechazar todo exclusivismo que, en aras de un afán por 
revalorizar lo litúrgico, tratase de oponer lo litúrgico todo (comprendiendo 
en ello lo objetivo y lo subjetivo unido estrechamente a lo litúrgico) a lo 
extralitúrgico, calificando todo aquello de objetivo, mientras que lo segundo 
es apodado algo despectivamente de subjetivo. Esto es precisamente lo que 
condena la Carta del Santo Oficio cuando llama la atención a REETz, ya 
que cuando decía que la Liturgia es algo externo e interno a la vez, obje- 
tivo y subjetivo, no decía ninguna falsedad, mas no así cuando parecía 
restringir con ello la condenación pontificia exclusivamente al ámbito de 
lo litúrgico (11). 

Como el punto siguiente sirve de complemento y aclaración de esto 
último, pasemos ya a comentarlo. 


II. ¿NECESIDAD O CONSEJO DE PIEDAD PRIVADA? 


El segundo punto aclarado por la Carta se refiere a la postura ponti- 
ficia frente a la oposición entre piedad litúrgica y extralitúrgica. En rea- 
lidad, se trata en este segundo punto de aquilatar algo que ya está resuelto, 

El problema se plantea en cuanto, llevados de un afecto excesivo a la 
piedad litúrgica, llegamos a formularnos la pregunta del destino de la 
piedad extralitúrgica o privada. ¿Debemos llegar a abandonarla, en aras 
de una sobreestima de la litúrgica? Así lo llegaron a creer quienes, arras- 
trados por los valores objetivos, hubieran querido que desapareciesen estas 
formas de piedad nueva (12), llámese estrictamente privada (meditación, 
examen, visitas al Santísimo...) o pública, pero no directamente litúrgica 
(ejercicios, Rosario, novenas...). } 

Contra ello clamó ya la “Mystici Corporis", a quien no escapó el pe- 
ligro que podían encerrar estas ideas; por ello dedicó al asunto un largo 
párrafo, cuya doctrina se resume en los siguientes puntos (13): 

I. Es un error creerla de poca monta. 

2.' Porque cada fiel está unido a Cristo en la Iglesia. 

3. Y ‘aunque la oración pública lleva la ventaja en dignidad, por re- 
presentar a la Iglesia, Esposa de Cristo, 

4. no por eso carece la oración privada de dignidad y de virtud, ya 
que contribuye mucho a la utilidad del Cuerpo Mistico. 


(41) Cfr. Apéndice n. 2. [ PM 
(19) Las llamamos nuevas no porque no existiesen ya de antiguo muchas de ellas, por 
to menos en su fundamento, sino porque han venido a desarrollarse y aleanzar volumen en 
nuestros tiempos. También aquí tendrían aplicación los principios del Padre Santo sobre el 
pecado de arqueologismo. : 
(43) As A. S., 30 (1943). 
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Finalmente, tiene un pequeño toque de atención acerca del valor de læ 
meditación. 

En la “Mediator Dei” vuelve con insistencia sobre el particular, pro- 
digando los párrafos. Dos son los lugares que especialmente nos interesan; 
la doctrina en ellos expuesta viene a reducirse a los puntos siguientes : 


1. La obra de la Redención requiere el esfuerzo de la voluntad (“Jn- 
termus animi nostri nisum requirere, ut sempiternam nos salutem assequi 
possimus” ) (14). 

2. Aunque la Liturgia sea superior (“privatis praecibus potiore ex. 
cellentia praestat” ), no puede haber repugnancia entre ellas (“mulla inter- 
cedere potest discrepantia sew repugnantia" ), como tampoco entre la efi 
cacia ex opere operato y la ex opere operantis, entre acción y contempla- 
ción, vida ascética y piedad litürgica, entre magisterio y jurisdicción y 
ministerio (15). 


3. Recomienda vivamente la meditación, los retiros, las visitas, ora- 
ciones a la Virgen Santísima, novenas, Mes de María, etc., y aconseja a 
los Prelados que fomenten estas formas de piedad, en las que: no puede 
menos de actuar la inspiración del Espiritu Santo ("Spiritus Sancti af- 
flatus et actio non adesse mon possunt" ) (16). 

4. Estos actos de piedad privada dirigen nuestros ánimos a Dios, es- 
timulan a la penitencia y a apartarse del pecado, conducen a la virtud y 
a la santidad, descubren los peligros, acostumbran a meditar las verdades 
eternas y a adaptarse a la consideración de los misterios de la Vida y Muerte 
de Cristo. Por todo lo cual, son de gran utilidad tanto para el individuo: 
como para el Cuerpo Mistico todo (17). 

5. Finalmente, son medio eficaz para una mejor participación em el 
culto litúrgico (18). Hasta tal punto que la obligación concreta de ciertas 
prácticas individuales de los clérigos obedece a sus funciones de ministro 
litúrgico en el Santo Sacrificio y Oficio divino. 

< Ahora bien, cuanto vamos diciendo, ¿lleva sesgo de no pasar de la 
categoría de simples consejos, o pasa ya al rigor del precepto? poy REETZ 
TRA ver lo primero cuando afirmó que el Papa “recomienda”, “no im- 
pone" (19),; de ello sacó en conclusión que la piedad ree se veía. 


elevada a la categoría Des obligatoria, mientras que tan Sel el consejo. 


AA SS Ip 584, 
(0b) A. AS 8., Tb;,p. 597. 
(AG), ATAS ty Ib., p. 583-5 
(19) A ASS. ID D: 0084 SS. y 596-7. 
(18) A.A. s, Ib., p. 584-5. 

Ve 


(19) er Apéndice n. 22. 
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abonaba la piedad privada. Bien convencido de la rectitud de su interpre- 
tación, se creyó obligado a rendir públicamente gracias al Sumo Pontífice 
por haber hablado tan diáfanamente, que más claro no podía hacerlo. 

Nosotros pensamos con REETz que es bien diáfana la palabra del Papa, 
pero no vemos que diga lo que afirma el Abad benedictino. Nuestro pa- 
recer se ve corroborado por el decreto del Santo Oficio. 

¿Podemos hablar de consejos y recomendaciones cuando el Papa se 
expresó en la “Mediator Dei” en los siguientes términos? : 


“Sed cum omnia pietatis consilia et opera, quae cum sacra Li- 
turgia arcte non conjunguntur, idcirco dumtaxat ad humanos actus 
respiciunt ut eos nempe ad coelestem Patrem erigant, utque homi- 
nes ad poenitentiam et ad sanctum Dei timorem salutariter excitent, 
atque ex mundi vitiorumque illecebris aversos ad sanctitatis verticem 
per arduum iter feliciter reducant, tum profecto eadem non modo sum- 
mis laudibus digna, sed prorsus necessaria sunt... (subrayamos nos- 


otros) (20). 


Sin las prácticas de la piedad privada, la Liturgia se vería reducida 
a puro ritualismo: 

“Ac praeterea, cum impensius in christifidelibus spiritualem vi- 
tam alant, eos ad publica participanda sacra uberioribus cum True- 
tibus inducunt, atque a peiculo prohibent, quominus liturgicae pre- 
ces im inanes ritus dilabantur” (21). 


Y unas líneas más atrás, hablando de los mismos ejercicios: 
"Suecidendi igitur sunt ut vitalis arboris sucus suaves queat so- 
lummodo optimosque alere fructus." 
No tiene inconveniente en fustigar duramente a cuantos 
“vel renovandae Liturgiae specie decepti vel effutientes litur- 


gicos dumtaxat ritus efficatia dignitateque pollere..." 


trataban de impedir ciertas prácticas privadas: visitas al Santísimo, culto 
a Virgen... (22). 
“Istiusmodi agendi rationes venenati sunt fructus christianae 


pietati detrimentosi quam maxime quie ex infectis sanae arboris ra- 
mis oriuntur..." (23). 


(20) A AS. Ib.,.p. 534. 
(91) A. A. S., ID, p. 584. 
(22) A. A. S., Ib., p. 584-5. 
(95 AA DIS. IDE D. 585: 
E. — 677 — 


NM 


JOSE IGNACIO TELLECHEA IDIGORAS 


Poco más adelante califica de empresa perniciosa y llena de falacia 
* berniciosam. rem egerit et fallacia plenam..." el arrogarse "temerario 
ausu" la reforma de estas prácticas. 

¿Qué deduciremos de la lectura de estas frases? Es justo que el Santo 
Oficio trate de “reprobanda” las afirmaciones de REETZ respecto al con- 
sejo u obligación de estas formas de piedad y lamente el que se proponga 
semejante interpretación como si fuese la recta y genuina. Nada de ex- 
trafio que recomiende, por lo mismo, que por escrito y de palabra se dé al 
pueblo el verdadero sentido de la Encíclica. 

En conclusión, podemos reducir lo ya expresado a dos puntos fun- 
damentales : 

a) Negativo. No es legítimo pretender destituir definitivamente de los 
cánones de la auténtica piedad toda forma de piedad privada, dejándose 
arrastrar por cierto purismo liturgista. Esta piedad privada, que Santo 
Tomás define “la que ofrece cada uno en su nombre propio, por sí o por 
otro" (S. T., IL-IT", q. 83, a. 12), es una forma religiosa aprobada por la 
Iglesia. 

No es inútil, porque nos une con Dios, nos hace reflexionar sobre 
nuestras faltas y corregirnos de las mismas y, ademas, nos dispone para 
la Liturgia. Ni tampoco es algo que guarde resabios protestantes; después 
de todo, aunque engarzados en la Iglesia, guardamos siempre nuestra per- 
sonalidad. La economia de la salvación que nos atañe como a individuos 
fundamenta nuestras relaciones personales para con Dios y aun da sen- 
- tido sobrenatural a nuestra innata exigencia de afirmación personal. 


b) Positivo. Como alimento de esta exigencia natural, como fuente 
de frutos sobrenaturales, como cosa practicada por la Iglesia en todos: los 
tiempos, sobre todo en aquellas formas especialmente queridas por la Igle- 
sia. Ella es la que nos ha de disponer a una más abundante participación 
en los frutos que nos reporta el culto oficial de la Iglesia, supuesto que 
lleva el alma a la devotio, pronta entrega a las cosas de Dios. 

Esto no obsta para que la piedad litúrgica lleve sin disputa la pri- 
macía; por ello puédese suscribir sin reparos esta frase de JUNGMANN: 
“La oración con la Iglesia tiene sobre la oración privada, más o menos 
exclusiva del alma aislada, la ventaja de que no se entrega a las contingen- 
cias y pequeñeces de una quizá más estrecha vida del alma, sino que entra 
en una gran ordenación objetiva: en la ordenación que Dios mismo, en 
su economía de salvación, ha dispuesto para los hombres” (24). 


(24) JUNGMANN, J. A., S. J., Die Kirche im religiose Leben d . Ó 
festschrift. Eine helige Kirche (Paderborn, 1939), p. AST. Rubus n M 
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Prácticamente, nos interesa más la incorporación de todos los elemen- 
tos útiles a una síntesis superior que la defensa a ultranza de posiciones 
extremas y exclusivistas por añadidura. 

I. Por eso hemos de procurar, por una parte, llenar de espíritu co- 
munitario la oración privada. Que la dignidad del cristiano como. miem- 
bro de la Iglesia trascienda a su vida práctica y culmine en un espíritu 
de cuerpo, aun en los actos privados. Aquí como en otros casos es fácil 
que, abogando con calor por lo externo y formal, quedemos al fin ayunos 
de lo interno. El carácter bautismal, la confirmación, la Eucaristía, la 
incorporación a Cristo en su Iglesia..., son dogmas que deben gravitar 
sobre el espíritu cristiano y hacer que éste ore siempre en, don y por la 
Iglesia. 

2. De igual suerte interesa afirmar los valores personales en el culto, 
sin aficionarse, con menoscabo del esfuerzo propio, a la vaga objetividad 
impersonal. Todo esfuerzo personal en el terreno de las virtudes teologales 
y cardinales, en la meditación de los misterios litúrgicos, en el examen 
de las deficiencias propias hará más llena nuestra participación en la Li- 
turgia. Por eso, no tomándola en sentido exclusivista es exacta la postura 
de PANFOEDER: “No necesitamos un culto privado de lo personal, sino 
una adoración en espiritu y en vida, una vida litúrgica personal, pro- 
fundamente enraizada. Llevemos a la Liturgia toda la personalidad de 
que son capaces nuestro espíritu y muestro corazón, nuestro deseo ar- 
diente y tierna cordialidad con Dios, nuestro inflamado fuego de sacri- 
ficio y nuestro amor gozoso” (25). 

Esbozo histórico acerca de la piedad privada.—Siguiendo la breve obrita 
de ROESER, daremos a continuación las líneas generales del desarrollo de la 
oración privada (26): 

I. Cristo es Maestro y Ejemplo de oración privada. En su vida sin 
duda predomina la oración privada, sin más testigos que el silencio noc- 
turno, las montañas y los campos (Mc. I, 35; Mt. 6, 46; 14, 23; Lc. 5, 16; 
6, 12; 9, 28; 22, 39, 41). A veces lleva la compañía de sus discípulos, 
pero más que para formar un cuerpo orante con ellos es para hacerles ba- 
rruntar los secretos de su oración personal. 

En una ocasión, nos da cuenta el Evangelio (Mt. 26, 30; Mc. 14, 26), 
oró Jesás en unión real con sus apóstoles; fué con motivo de la plegaria 
ritual de la Cena pascual. Claro que ello nos da pie para pensar que no 
sería raro el caso, sobre todo en las oraciones salmodiadas. Por otra parte, 


(25) PANFOEDER, G., Das persónliche in der diturgie (Mainz, 1925), p. 21. : 
(26) RósER, EDMUND, Liturgisches Gebet und Privatgebet. Begriff geschichtliches Verheltnis 
und Wertung (Wien, 1940). € 
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conocemos el aprecio de la oración comunitaria que inculcó a sus discípulos 
al decirles: “Donde os congreguéis dos en mi nombre...” (Mt. 18, 19-20). 
Este espíritu comunitario lo patentizó en la oración por El enseñada, la 
oración domínica por antonomasia (Mt. 6, 9), donde se traspone el yo 
para dejar paso a un vivo sentimiento de solidaridad. 

2. En las primitivas comunidades cristianas, junto a la oración pú- 
blica y en común aparece también la privada. El Apóstol nos legó su con- 
sejo y aun su ejemplo (I Cor. 16, 22; Act. 16, 25-18, 9-22, 17, 21). Tam: 
bién nos consta que Saw PABLO oraba en privado (Act. To, 9). Aun pe- 
demos citar testimonios de la Santa Escritura en que se nos muestra a 
San Parro orando, no precisamente por la comunidad, sino por sus pro- 
blemas y dificultades personales. 

Junto al carácter privado de lo que podemos considerar como origen 
de nuestras horas canónicas, guardamos el testimonio precioso y muy Co- 
nocido de TERTULIANO, evocador de otro texto paulino y clave de la pre- 
sencia de Dios del cristiano y alma de la santidad en la vida normal 
(De corona, c. 3) (26 b). 

3. En los siglos de los Padres florece sobremanera la piedad litürgica 
y comunitaria con la salmodia en la que el pueblo repetia un estribillo. 
Los siglos iv y v aportan la popularidad de la devoción mariana y del 
culto a los mártires y confesores. Esta corriente perdura y culmina en 
algunas partes con el predominio de lo litúrgico en la alta Edad Media 
con motivo de la restauración del Oficio coral dentro del movimiento mo- 
nacal, al que también se unieron algunas catedrales y colegiatas. Por los 
siglos XII y XIII, San BERNARDO y SAN FRANCISCO marcan la orienta- 
ción de la piedad popular con su devoción a los misterios de la Santa Hu- 
manidad de Cristo; con ello, junto con la traducción a la lengua vulgar 
de piadosas meditaciones, se prepara el ambiente a la devoción del Rosario, 
la oración popular por antonomasia, que ha de suplantar al rezo del Oficio 
coral entre los fieles. 

4. Junto al holandés GerarDo Grocio, traductor de textos litúrgicos, 
y dentro del amplio movimiento de la llamada devotio moderna, aparecen 
marcados caracteres de piedad individualista que han de desarrollarse en 
el periodo renacentista. 

Los Ejercicios espirituales ignacianos, con su meditación y examen, 
significan un afianzamiento de la oración individual, continuado por la 
escuela francesa y cuyo coronamiento constituye la espiritualidad de San 


(26 b) “Ad omnem progressum alque pro i i i 
: JBl 65; i motum, ad omnem adit cit & itum 
ad calciatum, ad lavacra, ad mensas, ad lumina , aditum et exitum, ad vestitum, 
; 


| ad cubilia, ad sedilia quacumque nos, € 

versatio exercet, frontem signaculo terimus”. 1 r SL e 
OP - TERTULLIANUS, De coror à i ] 

( ut TENE . y coro na; €. à ed., AE. Kroymann 
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FRANCISCO DE SALES con su oración afectiva (27). Como resultado final, 
y ya en nuestros días, un exceso de personalismo, ayuno de lo litúrgico, 
y el movimiento pietista protestante, a la vez que en parte el racionalismo, 
han sido las ocasiones propicias para la reacción violenta a la que aludíamos 
al comienzo del presente trabajo. Ua imperiosa necesidad de calor de fa- 
milia ha conducido a las almas a una unión más estrecha con la Madre 
Iglesia en su piedad. 


TIT. La “MEDIATOR DEI” Y LA TEORÍA DE LOS MISTERIOS 


Llegamos con esto al tercero de los puntos barajados en la Carta del 
Santo Oficio. Cuantos hayan seguido con interés el curso de la llamada 
"teoria de los misterios", las dificultades-en medio de las cuales se ha 
abierto paso y las controversias a que ha dado lugar, se percatará bien 
pronto de la importancia de este tercer punto, que, por lo mismo, ha 
atraido sobre si, más que ningün otro, la atención de los estudiosos. Dow 
DEKKERS, conocido caselista, llega a sugerir que en la mente de su autor 
las dos primeras cuestiones serian de poca monta y más bien habrían de 
ser consideradas como pretexto para la tercera (28). Quizá no sea equi- 
vocado si tenemos en cuenta los antecedentes de la Carta, de los que hi- 
cimos mención, esto es, las intervenciones de Dom Hirp y Dom REETZ. 
Adentrémonos sin más en su estudio. 

Pero para una inteligencia de la cuestión a tratar creemos elemental 
ciertos conocimientos previos sobre la vida y obra de CASEL, considerando 
a éste como la figura prócer de la doctrina, ya que él le dió el ser y aun 
el nombre, pues es conocida generalmente bajo el nombre de Teoría de 
los misterios del P. CasEL (29). Una amplia exposición de la misma, ade- 
más de requerir mucho y profundo estudio, rebasaría con mucho los lí- 
mites de este comentario y aun los de la misma Revista. Por ello, ha- 
ciendo uso de la bibliografía pertinente al tema que hemos podido alcanzar, 
expondremos sucintamente los hechos más significativos de su desarrollo 
histórico y los puntos sobresalientes del sistema (30). 


(27) RosER anota la recomendación del Obispo de Ginebra de rezar el rosario durante 
la misa dominical. O. c., p. 28. 

(28) DEKKERS, Dom ELOT, O. S. B., La doctrine du mystére condamnée?, en "Paroisse et 
Liturgie”, XXXI (1949), n. 5, p. 314, nota 2. 

(29) Es verdaderamente lamentable el desconocimiento del nombre de Dom CASEL que 
se observa entre nosotros. Sus doctrinas que tanto interés han despertado, aún fuera de 
las fronteras germánicas, nos son casi por completo desconocidas. Además de no haber líbro, 
ni artículo sobre su obra, dice muy poco en nuestro favor el que ni siquiera con ocasión 
de su muerte acaecida el año de 1948, se haya publicado en revistas españolas una simple 
nota necrológica para honrar la memoria de este sabio liturgista, insigne entre los' insignes. 
Sirvan estas líneas de público desagravio a tanto olvido. 


(30) A continuación damos cuenta de la bibliografía que hemos tenido .a mano; podria 


. 
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a) Dom ODO CASEL. 


Datos biográficos: Opo CasEL nació en Koblenz-Lútzel el 27 de sep- 
tiempre del año 1886; cursó Humanidades en Koblenz, Málmedy y An- 
dernach. Cuando estudiaba Filología clásica en Bonn, bajo el impulso de 
Dom Hrrwecen ingresó en la Abadía benedictina de María Laach, el 
año 1905. Una vez obtenido el doctorado en Teología pudo dedicarse 
a profundizar en el campo de la Filología clásica, Patrística e Historia 
antigua de la Iglesia, comenzando su larga serie de publicaciones. En 1922 
fué nombrado confesor de las monjas de Herstelle, en la Renania, donde 
le sorprendió la muerte en 1948. En el entre tanto ha ido publicando sus 
obras fundamentales y artículos numerosisimos. 

Entre los años de 1922 y 1930 publica sus obras Die Liturgie als Mys- 
terien feier, Mysterion y variados artículos en su famosa publicación pe- 
riódica “Jahrbuch fúr Liturgienwissenschaft”. Su concepción del misterio 
cultual origina una dura polémica con el jesuíta P. UmMBERG. Más tarde 
tiene lugar el debate con EISENHOFER sobre el sacerdocio de la antigua 
Iglesia y su relación con los profetas. 

A la publicación, en 1932, de la obra Das Christliche Kultmysterium 
replica, manteniendo la postura de UMBERG, el P. Hanssens, S. J. Más 
tarde se enzarzó en la controversia con el P. Prumm, S. J., quien discutió 
las relaciones establecidas por CasEL entre los misterios paganos y los 
cristianos, dando a la luz pública su Glaube, Gnosis und Mysterium, pu- 
blicado en 1941. En esta obra, la última de carácter polémico, trató de 
dilucidar su posición frente a SOHNGENS, quien a su vez había querido 
modificar la tesis caselista. 

Tras una vida consagrada al estudio (DEKKERS cuenta siete obras y 
115 artículos) el 21 de marzo de 1948, inmediatamente después de la 
Misa pascual sufrió un ataque cerebral que le ocasionó la muerte. En un 
acto litúrgico grande como pocos entregó su alma a Dios, después de 
haber entregado su vida a la causa litürgica. 


sin duda ser más completa, sobre todo por lo que se reflere a la obra del mismo CASEL, 
pero por ser exclusivamente extranjera se hace difícil su adquisición : 

CASEL, ODO, O. S. B., Das Gedüchnis des Herrn in der Altehristlicher Liturgie, 8 ed., Frei- 
burg v. Br., 1922. Col., Ecclesia Ormms. Diversos números del “Jahrbuch für Lit. Wiss.". 

Obras sobre Casel: FILTHAUT, THEODOR von, Die Kontroverse uber die Mysterienlehre, Wa- 
rendorf Westfalien, 1947, 199 págs. (obra de máximo interés por darnos en ella: el Dr. Erts 
HAUT el desarrollo histórico de la controversia junto con el proceso ideológico). 

Prümm, K.. S. J. Crítrica de la obra anterior, en “Scholastik”, XX-XXIV (1949), p. 586-591. 
EBEL; Basilius, O. S. B., Das Kirchenjahr nach der Enzyklica “Mediator Dei", en “Liturgie 
und Monehtum”, 1950, fasc. 5. BERNAREGGI, A., Il movimento liturgico da Pio X alla “Media- 
tor Dei", en “La Scuola Cattolica”, LXXVIII (1950), p. 81-102. SARTORI, G., Le concezioni sa- 
cramentali del sacrificio della Messa. Ib., p. 3-24. DEKKERS, Eloi, O. S. B., La doctrine du mys 
tere condamnée?, en “Paroisse et Liturgie”, XXI (1950), n. 5, p. 314-315, y Dom Opo CASEL, 


en “Ephaem. Lit.”, LXII (1948), p. 371-378. BOYER, Luts, Le Mystere pascal (Lex Orandi 
Paris, 1946, en el Apéndice A trata de la cuestión. y d ( ndi, n. 6), 
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b) IDEAS FUNDAMENTALES. 


Tras una somera lectura de la literatura de los expositores de la Teoría 
de los misterios nos percatamos de la insistencia con que los citados au- 
tores traen y llevan los términos de misterio, hacer presente, modo sacra- 
mental... Estos mismos términos pueden servirnos de puntales en orden 
a una sistematización de tan vasta doctrina. 

A. Muisterio—Nuestro concepto teológico del misterio—algo que en 
el orden racional supera las posibilidades de todo entender creado—es para 
CASEL un concepto nuevo dentro del cristianismo; el autor benedictino en- 
tendía otra cosa: o bien comprendía dentro de esta denominación, en un 
sentido amplio, a Dios manifestándose en Cristo y su Iglesia-Economía 
salvifica, o bien, y con más propiedad, comprendía bajo el nombre de 
misterio los actos santificadores, la obra redentora de Cristo, ocurrida 
como hecho histórico en circunstancias concretas y reales y actualmente 
operante y presente en la Liturgia, en el culto. Por eso define la Liturgia 
como “el misterio del culto de la Iglesia” (31). 

Esta visión del misterio cultual contrapuesta a la del misterio intelec- 
tual o racional le valió a CASEL el ataque de UMBERG, HANSENS y PRUMM. 
Por ello hubo de reivindicar su abolengo escrituristico y patristico con 
pacientes trabajos y aun hoy ha visto la luz un trabajo póstumo de enorme 
interés (32). 

En justificación de su tesis, y como medio para comprender más a 
fondo el sentido del misterio cultual cristiano, estudió detenidamente Ca- 
SEL los misterios helénicos y su relación con' los cristianos. Dentro de se- 
mejanzas notables como son la consideración del culto como parte esencial 
de la religión, su carácter social y objetivo, el tono esotérico, el elemento 
de presencia de Dios en el misterio, que hacen ver al cristianismo como un 
perfeccionamiento, aunque esencialmente supericr al misterio pagano; ad- 
vierte CASEL profundas diferencias entre los misterios helénicos y los pa- 
ganos, éstos al fin humanos y aquéllos originariamente celestes y divinos 
con una proyección sobre la vida y la moralidad. 

Dentro de su tesis general, confirmada por el trabajo antes citado, 
queda aún imprecisa la determinación de la medida en que en su lenguaje, 
en sus formas, se ha inspirado el culto cristiano en el griego; pero siempre 
se sale de los limites de la justa exactitud la creencia de que Case defiende 
una esencial dependencia del cristianismo con relación al helenismo, tanto 
en la realidad de los hechos como tan sólo en orden a penetrar su sentido, 


31) Jahrb. fur Lit. Wiss, VIII, p. 212. PAARE it d 
— (32) Nos referimos al trabajo publicado en la nueva publicación “Archiv fur Liturgie 
Wissenschaft", I (1950), p. 1-64, bajo el título de Zur Kultsprache des heiligen Paulus. 
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B. Presencia —E] concepto de presencia del misterio nos hace pene- 
trar mejor en el sentido de aquél. En el culto vivimos religados de alguna 
forma a hechos históricos de la vida de Cristo. La realidad de una pre- 
sencia nos une, saltando sobre los siglos, o mejor aún, al margen de los 
siglos, a la persona y a la obra de Cristo. No es la gracia abstracta, el 
efecto o el fruto de la acción redentora del Salvador; es su persona, el 
conjunto de sus misterios (Encarnación, Pasión, Resurrección...) recor- 
dados en la Anamnesis de todas las liturgias lo que se hace presente, se- 
gún el P. CaseL. El concepto de representación, "facere praesentem” (Ge- 
genwürtigung), que sustituye al de “repetitio, renovatio", en pugna con 
el carácter histórico del hecho representado, es muy frecuente, según el 
benedictino, en la Tradición católica, sobre todo entre los Padres griegos. 
El rito—y Casev hace extensiva la teoría a Misa, sacramentos, Año li- 
túrgico...—hace presente la obra redentora de Cristo; con ello se destaca 
la dependencia del misterio cultual del histórico y puede considerar a la 
vez los aspectos de "repraesentans". y “repraesentatum” del misterio: 


a) - Objeto representado. Según esto, no se nos hace presente el ele- 
mento espiritual de la Muerte de Cristo—por poner un ejemplo—sino el 
misterio mismo, o por decirlo más claro, Cristo muriendo. La razón pro- 
funda que late bajo esta origina] concepción está en que no se concibe al 
cristianismo como la mera adhesión a una doctrina, ni siquiera a una 
persona, sino como un enraizamiento profundo, un injertarse, vivir con 
( Mitleben) Cristo, en unión misteriosa. 

b) Medio de representación. El medio por el que se nos hace pre- 
.Sente, es el rito. Las palabras y símbolos litúrgicos—todos los sacramen- 
tos, aunque especialmente se ha insistido en la Misa, en el Bautismo y en 
el Ano litúrgico—nos hacen presente a Cristo en su misterio, concebido 
este último como totalidad indivisible (Ganzheit). Para Case el miste- 
rio cultual es con relación a Cristo lo que Este fué para nosotros con 
relación al Padre; es símbolo de lo invisible, es memoria o presencia real 


y objetiva, no sclo del orden intencional. El cristianismo en la Liturgia 
vive el misterio del culto. 


c) odo de representación. Si por algo cuadra a la Liturgia el nom- 
bre de misterio es por el modo de representarnos el misterio de Cristo. 
En eiecto; nos hace presente un hecho histórico, más los defensores de la 
teoría tienen buen cuidado de calificar de misterioso, sacramental, invi- 
sible, pneumático..., el modo de presencia. Con todo esto tratan de hurtar 
el bulto a la dificultad de tipo filosófico que inmediatamente se les presen- 
ta: ¿es posible la contemporaneidad de un hecho pasado? 
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Ha habido algunas tentativas por solventar la cuestión, presentando 
"un concepto de “Ouandocatio” análogo al de “ubicatio”, mas no ha sa: 
tisfecho al afán crítico de los adversarios. Por otra parte y sintetizada la 
teoría en la breve frase: el misterio del culto es el misterio histórico re- 
presentado bajo forma sacramental; ha parecido lo más apto para posi- 
bles soluciones insistir en el carácter simultáneamente histórico y meta- 
histórico (ubergeschiegtlich) del misterio representado, esto es, la atem- 
poralidad y la especialidad, no del rito, sino del misterio. Al representar 
el misterio cultual como absoluto misterio racional, el calificar el con- 
cepto aristotélico de causa como insuficiente para comprender la teoría, 
el aparecer a hombros de concienzudos argumentos estriturísticos y pa- 
trísticos. etc, harían problemático todo ataque de tipo filosófico o por 
, reducción ad absurdum, tachado quizá con algo de razón de tocado de na- 


[ 


"turalismo. 


La verdad es que hombres ajenos a la controversia como el oratoriano 
Luts Boyer han visto la necesidad de estudiar el problema no filosófica, sino 
teológicamente, y cree que lo que no sea esto, es desenfocarlo. Sus palabras 
son categóricas: "Se trata, en el fondo, del problema primero de la sote- 
riología y la cristologia: en qué y cómo Cristo, siendo perfecto hombre, 
no es un hombre entre otros, sino el Hombre-Dios, el segundo Adán, en 
quien se encuentra toda la Humanidad, si bien sus actos tienen una im- 
portancia colectiva, "católica", y su existencia contiene en potencia la de 
la Humanidad nueva, que, en retorno, no hará sino reproducir la de su 


Cabeza" (23). 


c) RESONANCIA DE LA TEORÍA. 


a) En el orden de la ciencia. Una innegable tendencia, en la moderna 
teología, a ciertas posturas de respeto ante la trascendencia de todo lo divino 
y una reacción contra cierto tinte racionalista dentro del dogma, fomen- 
taban un ambiente propicio a la teoría expuesta. Por eso en sus líneas 
fundamentales se hace aceptar y aun agrada. Los nombres de CASEL, 
 Prxsk, WARNACH, SOHNGEN, DEKKERS y la llamada escuela de María 
Laach han continuado con simpatía la obra de CasEL, imprimiendo al 
mismo tiempo su tono propio al movimiento litúrgico alemán. En con 
traposición al austríaco, de matiz más popular, el alemán ha conservado 
siempre gran altura, y ello conscientemente, si hemos de creer a Dom Haw- 
MENSTEDE, O. S. B. El ilustre Abad de María Laach afirmaba que la 


s (33) Boyer, Luis, 0. C., p. 452. 
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razón que obligaba a esta orientación era el fenómeno de que en Ale- 
mania el conjunto de fieles es conquistado a una idea cuando ésta ha sido 
bien acogida por los medios según los cuales se rige la masa (34). 


b) En el orden práctico. Es innegable que esta concepción de la Li- 
turgia como participación en la vida y misterio de Cristo no sólo en su 
gracia y frutos, ese convivir (mitleben) en Cristo, en misterio, es una 
base fecunda en aplicaciones de tipo ascético, pastoral y litúrgico. Enri- 
quecida con los mejores jugos de la Tradición católica, llega al alma 
misma y a la esencia misma de la Liturgia, dejando a un lado otros en- 
foques de la misma, quizás más superficiales por entretenerse en cuestio- 
nes arqueológicas, históricas y jurídicas. Por ello, nada tiene de extraño 
que movimientos de renovación litürgica tan pujantes como el alemán y 
el mismo austriaco, dirigido por Pío PArscH, se adhieran fervientemente 
a la teoría caseliana (35). En Francia mismo va dominando el ambiente: 
litúrgico, comunicándole su recia contextura dogmática, su sustancia cris- 
tológica, su nuevo espíritu. 


d) La voz DE La IGLESIA. 


La Encíclica “Mediator Dei". Era lógico esperar que Roma tomara 
posición tras larga controversia de veinticinco años en una Encíclica con- 
sagrada toda ella al tema litúrgico. En efecto, hay un texto que guarda 
relación con ei particular, por lo que lo hemos de citar integro. Dice así: 


“Quapropter liturgicus annus, quem Ecelesiae pietas alit ac co- 
mitatur, non frigide atque iners earum rerum repraesentatio est, 
quae ad praeterita tempora pertinent, vel simplex ac nuda superio- 
ris aetatis rerum, recordatio. Sed potius est Christus ipse, qui in sua 
Ecclesia perseverat, quique immensae misericordiae suae iter per- 
git, quod quidem in hae mortali vita cum pertransiit benefaciendo 
ipse pientissimo consilio incepit, ut hominum animi mysteria sua 
attingerent ac per eadem quodam modo viverent, quae profecto mys- 
teria non incerto ae suboseuro modo, quo recentiores quidam scrip- 
tores effutiunt, sed quo modo catholica doctrina nos docet, praesen- 
tia continenter adsunt atque operantur; quandoquidem, ex Ecclesiae 
Doetorum Sententia, et eximia sunt christianeae perfectionis exem- 
pla, et divinae gratiae sunt fontes ob merita deprecationesque Chris- 


(94) HAMMENSTEDE, A. O. S. B. Art. cit., p. 92. 

(35) pls re nealiy | el presente texto de PINSK; “Si al juzgar y precisar la esencia. 
de la Liturgia me he esforzado en delinear rígida y claramente los contornos de la llamada 
teoría de los misterios... lo hago porque estoy persuadido de que solamente por ese ca- 


mino se puede comprender y hacer fructífero todo el sent i i 
to liturgico." "LIturgisches Zeitschrift”, 1930-1, p. 397: ido, profundidad y extensión de 
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ti, et effectu suo in nobis perdurant, cum singula mostrae salutis 
causa suo modo existant" (36). 
di 


Después de la aparición de la Encíclica ha habido comentadores de la 
misma que han dejado pasar el asunto, aün deteniéndose largamente en 
el capítulo de errores condenados por el documento pontificio (37). 

No así los interesados directamente en la cuestión. Mientras unos veían 
la condenación expresa y formal de la teoría de los misterios en la se- 
gunda parte del texto citado, así PRUMM en la recensión citada, otros como 
REETz creyeron que la primera parte del texto canonizaba definitivamente 
su posición. Con ello se dejaban a un lado los argumentos válidos para 
comenzar a complicar a Roma en la disputa, atrayéndola a su bandera. 

2. La Carta del Santo Oficio. Por eso vino la Carta del Santo Oficio. 
Nuevamente se volvió sobre el asunto, aunque de modo indirecto, ya que 
según puede verse en la Carta, se corrige una falsa interpretación de la 
Encíclica dada por Rretz. Ha habido quien aún después de todo esto ha 
acudido al subterfugio de que la carta tan sólo corrige una interpretación 
viciosa de la Encíclica y por ello no tiene mayores alcances que ésta (38). 

La verdad es que el “quasi doctrinae eorum adsentirent” de la Carta 
parece expresar de algún modo la disconformidad de Roma con respecto 
a la nueva doctrina. Por otra parte las palabras del texto de la Enci- 
clica citada parecen exponer la mente de Roma sobre el particular, y se- 
gún ella mo se casa la doctrina católica con la forma “obscura e incierta” 
de concebir las cosas en que se expresan CasEL y los suyos. Por el con- 
trario, la relación que los misterios guardan para con los cristianos se re- 
ducirían a la de ejemplos vivos de perfección, fuentes de gracia que per- 
duran en nosotros por sus efectos. 

¿Cabe deducir de todo esto que la teoría de los misterios ha sido, sin 
más, condenada? ¿Contraría, acaso, al dogma y al sentir católicos? 

Es un tanto aventurada cualquier respuesta a la pregunta propuesta. 
Personalmente nos sentíamos inclinados a una poctura que hemos visto 
más tarde defendida por otros autores (39). Según ella, Roma mo se ha- 
bría pronunciado de modo definitivo sobre la materia; todo se reduciría 
a una llamada de atención a toda tentativa de envolver 'a la autoridad 
pontificia en la contienda. No podría acogerse al patronato papal la nue- 


(36) A. A. S. Ib. p. 580. 1 
(37) HANSSENS, M., S. J., Annotationes in Lit. Enc. “Mediator Dei", “Periodica de re mo- 


rali et canonico-liturgica", 1, 48-XXXVII (1948), p. 86. THIRY, art. Cit. 

(38) Así DEKKERS, art. cit, p. 315. Claro está que DEKKERS nO cree en la condenación de 
la Teoría por la Encíclica. Llega a asentar que en la parte dogmática de la misma que ver- 
sa sobre el sacrificio de la misa se emplean fórmulas que se aproximan à la doctrina de CASEL. 

(89) Así BERNAREGGI, quien à su vez se apoya en EBEL, el prestigioso Abad actual de María 


Láach. Cfr. arts. cits. 
== 587: 
18 


JOSE IGNACIO TELLECHEA IDIGORAS 


va doctrina, aún no común entre los teólogos. El Padre Santo ha censu- 
rado cierta obscuridad dentro de la concepción y expresión de la doc- 
trina, y se mantiene dentro de los límites de la doctrina católica tradicio- 
nal, o cuando menos usual, como en posición más segura. Mas con ello 
parece que invita, o al menos no prohibe, proseguir la investigación en 
torno a esa presencia real, objetiva, pero sacramental, del misterio. “Esto 
nos indica a satisfacción la Carta del Cardenal Marchetti—diremos con 
EzeL—. Tratar de deducir más del documento romano, no procede. Cier- 
tamente, de cualquier suerte, no han sido cerrados los caminos a ulterio- 
res aclaraciones desde el punto de vista teológico” (40). 

Nada obsta para que se prosigan los delicados trabajos de investiga- 
ción que vayan haciendo luz, y con ello haciendo posible una perfilación 
cada vez más exacta de la doctrina. Nadie podrá negar un avance a partir 
de los primeros trabajos de CasEL, en el sentido de precisión de ideas, 
de claridad en la exposición y aun prudente circunscripción en la contro- 
versia, aun cuando tampoco se puede negar que el monje alemán pre- 
sentó ya desde un comienzo la estructura o armazón de su teoría comple- 
tos en sus líneas general. Mas es el argumento escrituristico-patristico 
el que ha de decidir la contienda, y a la verdad, aún queda mucho por re- 
correr en este campo. 

Sea lo que sea, de su valor de probabilidad como sentencia explicativa 
de profundos problemas sacramentales, está fuera de discusión su mé. 
rito al enfocar de forma nueva el problema de la concepción del Sacrificio 
de la Misa. Quizá haya perdido fuerza por eso la concepción de la Teo- 
logía post-tridentina que trataba de penetrar el sentido de la Misa a base 
de un concepto genérico de sacrificio establecido filosóficamente o por pro- 
cedimientos dialécticos a la luz de los sacrificios del Antiguo Testamento. 
“El verdadero camino para comprender el sacrificio eucaristico—que es un 
sacrificio sut gemeris—es el ver cómo lo ha concebido la Tradición litúr- 
gica" (41). | 

La dificultad se nos presentará cuando queramos precisar la relación 
exacta entre el misterio litürgico y el misterio histórico; la Tradición 


tiene la palabra. A nosotros nos toca el adentrarnos por el camino, aün 
solamente abierto. 
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(40) EBEL, B., O. S. B. Art. cit., fere in fine 


(41) SARTORI, G. Art. cit., p. 23. Véase a este res pecto 1 i | 
> l, p. 23. se i ] } as finas páginas d - 
SURE en su obra Prétres Diocésaines, Lille, 1947, p. lo! zi ips 
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M EDWARD 
(Dr. BENEDICTO REETZ, Abad de Seckau) 


I. ¿Qué dice el Santo Padre en general sobre la renovación litárgica? 


Pronuncia un sí cuando se trata de los grandes éxitos y de las deman- 
das fundamentales de la renovación litúrgica, y pronuncia un no a varias 
exageraciones v a toda exclusividad, es decir, al repudio de la piedad ex- 
tralitürgica. 

El “sí” del Papa se refiere a los efectos innegablemente profundos que 
ha producido el movimiento litúrgico: el Santo Sacrificio de la Misa se ha 
convertido de nuevo en el centro de la piedad cristiana; la revalorización 
y la inteligencia de este santo suceso han cobrado gran incremento; se ha 
fomentado la comunión frecuente y diaria; se ha cobrado nuevamente gusto 
a las oraciones litúrgicas, siempre tan admirables; se: nos ha presentado 
otra vez la doctrina de la Iglesia sobre el Cuerpo mistico y, finalmente, el 
pueblo cristiano se ha visto incorporado a la activa solemnización de los 
santos misterios. Todo esto es lo que alaba el Santo Padre e invita a pro- 
seguir el camino comenzado. 

El “no” del Papa atañe al repudio, hecho con menosprecio, de las prác- , 
ticas particulares de piedad, que son calificadas de extralitúrgicas, a las ex- 
travagancias en la doctrina del Sacerdocio laicu de los fieles, a las falsas 
doctrinas sobre el Cristo histórico, eucarístico y glorioso, a la oposición 
entre la piedad subjetiva y objetiva, a las innovaciones introducidas sin 


o contra la autoridad eclesiástica, a la lucha contra la lengua latina, a la 


malsana manía de pretender reducirlo todo a la antigúedad. 


2. ¿Qué es la Liturgia? 


La encíclica responde a esta pregunta con la definición siguiente: “La 


Santa Liturgia representa el culto público que nuestro Salvador, Cabeza de 


la Iglesia, ofrece al Padre celestial; culto que la Iglesia creyente rinde a su 
Autor y por medio de Este al Padre Eterno; en breves palabras: la Litur- 

gia representa el culto integral del Cuerpo místico de Jesucristo, es decir. 
de la Cabeza y de los miembros.” De esta definición se desprende con cla- 
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ridad que la Liturgia es un culto visible a lo exterior (“cultus externus") 
y objetivo. Pero sería equivocado el querer sacar la conclusión de que la 
Liturgia es tan sólo externa y solamente objetiva. Por eso el Santo Padre 
subraya especialisimamente que la Liturgia no consiste sólo en lo externo, 
sino que, además de eso, se necesita con rigor'el elemento interno del culto: 
que la piedad subjetiva y objetiva se fundan en una unidad; que se debe 
añadir al “opus operatum" realizado por Cristo, el "opus operantis" de la 
Iglesia y de los fieles. 


19. ¿Qué se dice sobre el Año litúrgico de la Iglesia? 


Pio XII recorre con nosotros todos los ciclos santos del Año litúrgico 
que hacen desfilar palpitantes ante nuestra alma todos los misterios del 
Salvador, para que por ellos vaya acrecentándose en nosotros constante- 
mente el sentimiento del sacrificio v para que por la celebración de los mis- 
terios lleguemos a ser semejantes al Señor. Pero la celebración de los 
misterios de nuestro Salvador es mucho más que un recuerdo "frio" v "sin 
vida", más que un "sencillo, desnudo v simple" recuerdo de lo que acon- 
teció en Palestina hace dos milenios. Nosotros nos acercamos a las fiestas 
de la Redención en viva relación con los misterios de Cristo, que actual- 
mente se nos hacen presentes y obran sobre nosotros (" Mysteria... prae- 
sentia continenter adsunt atque operantur"). 


20. Según esto, ¿se ha dicho algo de la llamada doctrina de los mis- 
terios? 


_ Tal como el texto citado se nos ofrece, esta doctrina—se puede ase- 
gurar—no está condenada, sino que las expresiones de la encíclica están 
calcadas totalmente sobre las líneas generales de la doctrina de los miste- 
rios. E] nücleo propio de la doctrina de los misterios está definido por el 
dogma: que Cristo está presente en la Eucaristía verdadera, real y sustan- 
cialmente con su cuerpo y su alma, con su divinidad «y humanidad. Pero 
aún algo más está definido: también se hace presente (“wird gegenwärtig”) 
la acción sacrifical de Cristo en la Cruz, conforme debe creer todo cristia- 
no. De esta definición de la presencia del Misterio de la Redención en la 
Cruz hasta el afirmar la presencia de todo el “opus redemptionis” media 
sólo un paso. A mi parecer, nuestra santa Liturgia no habla “como si” es- 
tos misterios de la Redención se hiciesen presentes, sino que cuenta en sus 


textos con la: presencia mística, es decir, sacramental (no histórica) de los 
misterios de la Redención. 
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22. ¿Qué dice el Santo Padre sobre las prácticas de piedad, no estric- 
tamente litúrgicas? 

Nombra expresamente: meditación, examen de conciencia, ejercicios, 
visitas al Santísimo, rosario, Vía-Crucis, mes de Mayo, mes del Corazón 
de Jesús, novenas, triduos, etc. Es digno de notar lo que el Santo Padre dice 
sobre estas prácticas extralitúrgicas y ejercicios piadosos: 

a) Insiste expresamente en que estas prácticas no son estrictamente 
litúrgicas, pero en más de un lugar pide que estén llenas del espíritu de la 
oración litúrgica. 

b) Dice, además, que deben ser un camino para la Liturgia y para la 
participación en los santos misterios. Si no es así, debe colegirse que estos 
ejercicios no se han conservado en el recto espíritu. 

c) Dice también que estas prácticas no han de contraponerse a la 
Liturgia, lo que ocurriría si, por ejemplo, perjudicasen a la Liturgia o la 
descartasen o, finalmente, se valorasen en más que ésta. 

d) El Santo Padre coloca la Liturgia y la oración litúrgica por enci- 
ma de las formas de oración que no son rigurosamente litúrgicas, y dice 
textualmente: “Sin duda la oración litúrgica se cierne sobre la privada, 
pues aquélla es la oración pública de la Esposa de Cristo. Boslos cuales 
reconocida claramente la supremacía de la Liturgia. 

e) El Santo Padre recomienda las prácticas extralitúrgicas, pero no 
las impone. En esto observamos una diferencia fundamental entre la piedad 
litúrgica y la extralitúrgica; la primera es una obligación; la segunda, un 
consejo. ¿Se debe convertir el consejo en obligación? La Iglesia no lo hace, 
sino que Ella defiende la libertad humana, la “dulcis libertas”, como di- 
jeron los Obispos en una carta dirigida al Emperador Constantino en el 
siglo 1v. Las dificultades surgen siempre cuando los consejos se transfor- 
man en obligaciones. Una costosa obligación para los sacerdotes constituye 
el rezo del Santo Oficio. Además, se abre un vasto campo de acción para 
los sacerdotes y seglares en la participación más o menos intensiva y exten- 
siva en las fiestas litúrgicas del Año eclesiástico y en las prácticas y ejer- 
cicios piadosos que la Iglesia nos recomienda y ha adornado copiosamente 
de indulgencias. Las formas litúrgicas de la piedad de la Iglesia apenas es- 
tán enriquecidas de indulgencias, y con razón, ciertamente, ya que la Li- 
turgia de la Iglesia aporta principalmente la posibilidad de ganar una in- 
dulgencia, en cuanto que ella llena y enriquece siempre de nuevo el tesoro 
de la Iglesia. No pudo hablar más claramente el Santo Padre; por eso le 
agradecemos sobremanera el que haya hablado con tanta diafanidad. 


(“Klerusblatt”, año 81, n. 8, 10 abril 1948, p. 57-59.) 
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ll ESTATALES 


RESEÑA DE DERECHO DEL ESTADO 
SOBRE MATERIAS ECLESIASTICAS 


Entre las disposiciones publicadas en el PRIMER CUATRIMESTRE DEL 
AÑO 1950 hay varias que interesan desde el punto de vista eclesiástico. 


LAS NUEVAS DIÓCESIS ESPAÑOLAS 


La Santa Sede comunicó oficialmente al Gobierno español, en 20 de 
diciembre de 1949, la erección de las diócesis de Albacete (se forma con 
parte de la de Murcia y parte de la de Orihuela), Barbastro (antes era 
regida por Administrador Apostólico), Bilbao (se forma con parte de la de 
Vitoria y Santander), Ciudad Rodrigo (antes era regida por Administrador 
Apostólico), Ibiza (antes era regida por Administrador Apostólico) y San 
Sebastián (se forma con parte de la de Vitoria), y por un Decreto-Ley de 
9 de enero de 1950 (1) se han determinado los efectos que en el orden jurí- 
dico nacional ha de producir tal decisión de la Santa Sede. En él se dispone 
que las seis nuevas sedes episcopales gozarán de los mismos derechos y bene- 
ficios que disfrutan las demás diócesis españolas, y que por el Ministro de 
Hacienda se habilitarán los créditos necesarios para su dotación. Se auto- 
riza también al Ministro de Justicia para dictar las disposiciones precisas 
ipara la ejecución del Decreto-Ley, del que se dará cuenta a las Cortes. 


INTERVENCIÓN DE ECLESIÁSTICOS EN ORGANISMOS DEL ESTADO 


En cumplimiento de la base VII de la Ley de 16 de julio de 1949, 
recogida ya en la Orden de 19 del mismo mes (2), se ha dictado ahora, 
por una Orden de 30 de diciembre de 1949 (3), el Reglamento de los Pa- 
tronatos nacional y provinciales de Enseñanza Media y Profesional. Del 
nacional forman parte dos representantes de las Ordenes y Congregacio- 
nes religiosas docentes, a propuesta del Obispo de Madrid-Alcalá, y de 
(1) “Boletín Oficial del Estado” de 25 de enero de 1950. i 

(2) Ver REVISTA ESPANOLA DE DERECHO CANÓNICO, IV (1949), núm. 12, págs. 946 y 943 res- 


pectivamente. 
(3) - “Boletín Oficial del Estado” de 17 de enero de 1950. : 
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cada uno de los provinciales, un representante de esas Ordenes y Con- 
gregaciones, designado por el Ordinario de la diócesis correspondiente. ` 

Se ha creado, por Decreto de 10 de marzo de 1950 (4), una Junta 
Nacional contra el Analfabetismo, con objeto de que redacte las normas 
convenientes para que se lleve a cabo una amplia y rápida campaña de 
extensión cultural que, encauzada y dirigida por la Junta, consiga la eli- 
minación del analfabetismo. Vocal de esa Junta es el excelentísimo y re- 
verendísimo señor Patriarca Obispo de Madrid-Alcalá, Presidente de la 
Sección Tercera del Consejo Nacional de Educación. Es de notar que 
también figura como vocal un representante de la Confederación Católica 
de Padres de Familia. 


CLERO CASTRENSE 


Al clero castrense se refiere la Orden de 2 de febrero de 1950 del Mi- 
nisterio del Ejército (5), que modifica el artículo 6.” del Reglamento de 
27 de noviembre de 1942, relativo a casas militares, incluyéndose en el 
apartado e) al capellán, a efectos de la ocupación de pabellones en los 
hospitales militares. También el artículo 34 del Reglamento de la Escuela 
de Estado Mayor, promulgado por Orden de 22 de marzo de 1950 (6), se 
refiere al clero castrense al especificar que el capellán de dicha Escuela 
ejercerá las funciones de su cargo que prescribe el Reglamento para el 
Régimen Interior de los Cuerpos y que el General Director podrá reque- 
.rir su colaboración “en aquellos cometidos que, por su indole, considere 
convenientes”, como dice el párrafo segundo del artículo. 

Para el Cuerpo Eclesiástico del Aire es de interés el artículo 24 del 
Decreto-Ley de 9 de diciembre de 1949 (7), que crea y reglamenta la 
Asociación Mutuo-Benéfica del Aire; en dicho artículo se establece espe- 
cialmente que los asociados que pertenezcan al dicho Cuerpo Eclesiástico, 
con los cuales vivan a sus expensas hermanos suyos, legarán a estos her- 
manos la misma pensión que, en otros casos, corresponde a los padres, 
disfrutable en las mismas condiciones establecidas en general para los 
huérfanos. Es un precepto semejante al ya antes establecido para el Cuer- 
po Eclesiástico de la Armada, del que dimos cuenta en su día (8). 


z 


(4) “Boletín Oficial del Estado” de 31 de marzo de 1950. 
(5) “Diario Oficial del Ejército” de 3 de febrero de 1950. 
(6) “Diario Oficial del Ejército” de 30 de marzo de 1950. 
(7) “Boletín Oficial del Estado” de 17 de enero de 1950. 
(8) Ver REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, IV (1949), num. 2, pag. 945. 
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MATRIMONIO 


Es muy importante en esta materia la Orden de 15 de diciembre de 
1949 (9), por la cual, y precisamente para adaptarse al sistema del Código 
Canónico, como dice en el preámbulo, derogando el artículo 1.” de la Real 
Orden de 26 de abril de 1889, se dispone que será competente para la 
inscripción del matrimonio canónico el Registro Civil correspondiente al 
lugar donde se haya efectuado su celebración; así se pretende asegurar el 
conveniente paralelismo entre el Registro Civil y el Parroquial. Se declara 
también en esta Orden competente para la instrucción de los expedientes 
de inscripción fuera de plazo al Juzgado correspondiente al lugar donde 
el acta del estado civil debió inscribirse, o al del domicilio de la parte a 
quien afecte la inscripción, el cual, en su caso, lo remitirá a aquél. Contie- 
ne alguna otra disposición relativa a nacionalidad, que no afecta directa- 
mente a nuestra materia, y se refiere a las informaciones de notoriedad 
de estado civil, que pueden instruirse en casos de destrucción o interrup- 
ción pública en el funcionamiento del Registro, o de fuerza mayor que 
produzca imposibilidad de acceso o comunicación con el mismo. 

Por estimar de gran interés la parte relativa a la inscripción del ma- 
trimonio canónico, hemos solicitado un comentario especial sobre esta 
Orden de quien con más alta calificación y autoridad puede tratar de ella. 
En este mismo número se publica ese comentario, y por ello no entramos 
aquí en más detalle sobre tal punto. 

Merece también consignarse la Orden de 14 de marzo de 1950 (10), 
relativa a los actos concernientes al estado civil de los españoles que ocu- 
rran en país Extranjero donde no exista representación diplomática o 
consular española y que con arreglo a las leyes deban inscribirse en el 
Registro. Civil. Es aplicable, por consiguiente, a los matrimonios, aunque 
no los menciona expresamente. Tales actos podrán inscribirse provisio- 
nalmente en el Registro de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, mediante la presentación por los interesados de la certificación de 
su inscripción en el registro territorial, debidamente traducida. Si esta certi- 
ficación presentada estuviere además legalizada por la representación diplo- 
mática o consular que tenga a su cargo la defensa de los intereses españoles 
en aquel territorio, el asiento que se practique tendrá carácter definitivo; 
en otro caso, la Dirección General apreciará discrecionalmente la autentici- 
dad del documento, pudiendo recabar del interesado otra prueba docu- 


(9) “Boletín Oficial del Estado” de 7 de enero de 1950. 
(10) “Boletín Oficial del Estado” de 28 de marzo de 1950. 


— 695 — 


JOSE MALDONADO Y FERNÁNDEZ DEL TORCO 


mental útil para acreditar la certeza del hecho o acto base de la inscrip- 
ción, la cual sólo tendrá carácter provisional, 

Entendemos que en el caso de matrimonios canónicos, únicos que pue- 
den contraer los españoles católicos, aunque estén fuera de España, ese 
registro territorial a que se refiere la Orden será el registro eclesiástico; 
no sería lógico pedir la certificación de una inscripción civil extranjera 
intermedia entre el acto canónico, único que interesa a nuestro Derecho 
civil, y el Registro español, ni se puede inmiscuir para nada la inscripción 
de un matrimonio civil, que no tiene valor para los españoles católicos. 
Este criterio es el más conforme con el espíritu del artículo 77 del Código 
Civil, pero, para evitar confusiones, debería haberse hecho constar expre- 
samente en la Orden, formulando en ella una regla especial para la ins- 
cripción de los matrimonios canónicos. 


DÍAS FESTIVOS 


El respeto a las fiestas religiosas aparece en el nuevo texto refundido: 
de la Reglamentación Nacional de Trabajo en la Banca Privada, aprobada 
por Orden de 3 de marzo de 1950 (11), cuyo artículo 35, al decir que 
mientras estén de guardia los subalternos los dias de fiesta realizarán los 
trabajos apropiados a su condición (franquear correspondencia, foliar li- 
bros, preparar material de trabajo, etc), exceptúa expresamente de ello. 
"los domingos y dias de precepto", en los cuales, si bien se hace un turno 
de guardia necesario, no se emplea el tiempo de la misma en otro trabajo; 

respeto al precepto cristiano que debe ser alabado. . 


También en la Reglamentación Nacional de Trabajo en las Peluque- 
rías, aprobada por Orden de 16 de marzo de 1950 (12), se mantiene una 
actitud de cierto respeto a la fiesta religiosa cuando se establece, después 
de remitirse a la legislación general de descanso, que cuando haya dos días 
inhábiles consecutivos se podrá trabajar el primero de dichos días si no 
fuere domingo, y el segundo en caso de serlo aquél; aunque se autoriza al 
Delegado de Trabajo para cambiar excepcionalmente esta nórma (art. 34). 
De todos modos, tanto en los dias festivos como en los domingos en que 
` excepcionalmente se trabaje, tiene derecho el personal a una hora libre 


dentro de la jornada, sin merma alguna en sus haberes, para el cumpli-- 
miento de sus deberes religiosos (art. 36). 


(11) “Boletín Oficial del Estado” de 16 de marzo de 1950. 
(12) “Boletín Oficial del Estado” de 23 de marzo de 1950. 
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SANTOS PATRONOS 


Bajo el patrocinio de San Juan Bosco se han colocado todas las Es- 
cuelas oficiales Obreras de Formación Profesional y Técnica y se ha reco- 
mendado esta advocación a los centros similares subvencionados. Con la 
denominación de “día de San Juan Bosco y del obrero estudiante” se ha 
incorporado al calendario escolar la fiesta, que se celebrará el 31 de enero, 
con vacación, funciones religiosas y actos académicos y deportivos, en los 
referidos centros docentes. En las mencionadas escuelas y en todas las 
oficiales de enseñanza primaria se dedicará una sesión lectiva anterior a 
explicar la vida de San Juan Bosco y los procedimientos y métodos que 
constituyeron la base de su sistema pedagógico. Todo ello:se ha dispuesta 
asi en la Orden de 25 de enero de 1950 (13). 

En el artículo 5.” del nuevo Reglamento de las Escuelas Especiales de 
Ingenieros Industriales, aprobado por la Orden de 4 de marzo de 1950 (14). 
se ponen estas escuelas bajo la advocación y patrocinio de San José y la 
Sagrada Familia del Taller de Nazaret, cuyo día de fiesta se Ordena cele- 
brar con actos religiosos y académicos. 


Cabe mencionar también aquí la emisión de sellos de correos con las 
efigies de San Francisco Javier y del Beato Antonio Claret, o caracterís- 
ticas que, referidas a sus obras, puedan contribuir a su exaltación, dis- 
puesta por la Orden de 17 de marzo de 1950 (15). También se echa de 
menos en ella, como en alguna otra ocasión análoga (16), que junto al 
informe de la Oficina Filatélica del Estado no se requiera el juicio de la 
Autoridad eclesiástica, conforme a la norma del canon. 1385, antes de 
aprobar los modelos. 


ENSEÑANZA RELIGIOSA 


Se han dictado nuevas disposiciones relativas a la llamada Enseñanza 
Media y Profesional. Ya se ha dado cuenta más arriba de la Orden dictada 
en 30 de diciembre de 1949, reglamentando los patronatos. El Decreto de 
23 de diciembre de 1949 (17) aprobó, en cumplimiento de la base IIT de la 
Ley de 16 de julio de 1949, el plan general de distribución y creación de cen- 
tros, y en su preámbulo se hace constar que para su redacción mantuvo el Pá> 
tronato nacional contacto con los organismos interesados de la Iglesia. Otro 


(13) “Boletín Oficial del Estado” de 28 de enero de 1950. 
(14) “Boletín Oficial del Estado” de 15 de abril de 1950. 
(15) “Boletín Oficial del Estado” de 24 de marzo de 1950 
(16) Ver REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, IV (1949), núm. 11, pág. 632. 
(17. “Boletín Oficial del Estado” de 45 de enero de 1950. 
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Decreto de 24 de marzo de 1950 (18) dispuso expresamente que, cumplien- 
do la base VIII de la Ley, en dichos centros, así estatales como no esta- 
tales, se desarrollarán preceptivamente estudios de Formación religiosa 
(art. 1.5), la cual tendrá por objeto la enseñanza de los dogmas fundamen- 
tales de la Fe y la práctica de la moral católica (art. 2.°), debiendo infor- 
mar estos principios el conjunto de la tarea escolar (art. 5.°); la Autoridad 
eclesiástica propondrá al Ministerio de Educación Nacional, para su apro- 
bación, la extensión de los estudios y los programas y orientaciones para 
dicha formación (art. 6.”); para tomar parte en el examen final, necesario 
para la obtención del título de Bachiller profesional en las distintas moda- 
lidades, será necesaria la previa declaración de aptitud en la disciplina de 
Formación religiosa (art. 8.”). Así, en otro Decreto de 24 de marzo de 
1950 (19), la misma fecha, dictado para regular el plan de estudios de 
las diversas modalidades de este Bachillerato especial, se incluye, dentro 
de las que llama materias generales, la Formación religiosa, para lo rela- 
tivo a la cual se remite a esas disposiciones especiales del otro Decreto 
acabado de citar (art. 5.°), y en los cuadros de estudios de todas las dichas 
modalidades (agrícola y ganadera, industrial y minera, marítima y pes- 
quera y femenina) la Formación religiosa figura en cada uno de los cinco 
cursos a que se extienden en total las enseñanzas. 

También en el artículo 30 del Reglamento de las Escuelas de Ingenie- 
ros Industriales antes mencionado (20), que dispone la distribución de ma- 
terias en los distintos cursos de esta carrera, se hace constar, en primer 
lugar, la disciplina de Formación religiosa, común a todas las enseñanzas 
de grado superior. 

Por Orden de 25 de enero de 1950 (21) se han hecho extensivos los 
beneficios de la Orden de 22 de mayo de 1944 (22), sobre exención de la 
enseñanza religiosa en los estudios universitarios, a los miembros del Ins- 
tituto de Hermanos del Sagrado Corazón, los cuales deberán presentar, 
a tal efecto, un certificado del Superior Provincial de la Congregación en 
el que conste que el interesado tiene aprobados todos los estudios de 
Religión propios del Instituto. 

Finalmente, puede mencionarse que en el Reglamento de las Escuelas 
Normales del Magisterio de Marruecos, aprobado por Decreto de la Alta 

i Comisaría de 10 de febrero de 1950 (23), se incluyen dos horas semana- 


(18) “Boletín Oficial del Estado” de 10 de abril de 1950. 

(19) “Boletín Oficial del Estado” de 49 de abril de 1950 

(20) Orden de 4 de marzo de 1950. Véase más arriba la nota 14. 
(21) “Boletín Oficial del Estado” de 1 de marzo de 1950. 

(22) “Boletín Oficial del Estado” de 12 de junio de 1944. 

(23) “Boletín Oficial de Marruecos” de 10 de marzo de 1950. 
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les de clases de Religión (hay que entender que musulmana, aunque no 
se hace constar así), en cada uno de los dos cursos teóricos, en el plan 
de estudios para obtener el título de Maestro o Maestra de Enseñanza 
Primaria Musulmana. 


BIENES TEMPORALES ECLESIÁSTICOS 


En otra “Reseña” anterior dimos cuenta de la Orden de 3 de febrero 
de 1949, que limitó, dando un plazo, que terminaba en 31 de diciembre 
de 1949, la posibilidad de interponer las demandas, para inscribir en el 
Registro de la Propiedad a favor de la Iglesia, Ordenes y Congregaciones 
religiosas los bienes inmuebles y derechos reales registrados a nombre de 
personas interpuestas, autorizadas por la Ley de 11 de julio de 1941, la 
cual no señalaba límite alguno para ello (24). Ahora, por una nueva Orden 
de 21 de diciembre de 1949 (25), se ha prorrogado por Otro año el plazo 
señalado en dicha Orden; advirtiéndose, de paso, que lo dispuesto en aque- 
lla Ley será extensivo a todo caso de inscripción de bienes inmuebles y de- 
rechos reales a favor de la Iglesia, Ordenes y Congregaciones religiosas 
que por cualquier causa y en cualquier época se vieron obligadas a regis- 
trarlos a nombre de personas interpuestas, actualmente fallecidas o des- 
aparecidas. Como se trata, también ahora, sólo de una Orden, debemos re- 
petir los reparos que, al dar cuenta de la otra Orden anterior, hicimos al 
hecho de que se limite el plazo de vigencia de una Ley por una disposición 
de inferior rango legislativo (26). 

En el artículo 7.” de la Circular de la Comisaría General de Abasteci- 
mientos y Transportes de 8 de febreno de 1950 (27), que contiene la últi- 
ma regulación de la reserva de productos alimenticios (28), se sigue in- 
cluyendo entre los beneficiarios que pueden solicitar los derechos de reser- 
va a los hospitales y sanatorios y a las comunidades religiosas, asilos y co- 
legios. 


REPRESION DE LA BLASFEMIA 


Tanto en la Reglamentación de Trabajo en la Banca Privada como en 
la Reglamentación de Trabajo en Peluquerías, antes citadas, aparece cas- 


(24) Ver, REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, IV (1949), núm. 11, págs. 635-636. 

(25) “Boletín Oficial del Estado” de 1 de enero de 1950. 

(26) Véase lo dicho en la pág. 633, del núm. 11 de la REVISTA, citada más arriba en la 
nota 24. 

(27) “Boletín Oficial del Estado” de 17 de febrero de 1950. 

(28) Puede verse la referencia a las circulares anteriores sobre esta materia en nuestras 
pasadas “Reseñas”: REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, III (1948), num. 8, pág. 743, Y 


IV (1949,) núm. 10, pág. 252. 
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tigada la blasfemia como falta de las calificadas de muy graves, si bien en 
la segunda se requiere para ello la habitualidad (29). 


TU RTSPRUDENGCIA 


Puede tener interés recoger dos declaraciones de la Sala Primera del 
Tribunal Supremo, ambas relativas a materia matrimonial, 

Una de ellas está en la Sentencia de 6 de jumio de 1949, que, con: rela- 
ción a las sentencias de separación y divorcio vincular dictadas durante el 
dominio rojo, declaró que no están comprendidas en el recurso de revista 
concedido en general por los artículos 1 y 2 de la Ley de 8 de mayo de 1939 
contra todas las resoluciones judiciales dictadas durante la época roja por 
funcionarios extraños al Movimiento Nacional, basado en la ilegalidad de 
la jurisdicción que ejercían. Otro artículo de dicha Ley, el número 6, que, 
mencionando sola y -especialmente las actuaciones practicadas en las mis- 
mas condiciones en los pleitos de separación y divorcio, las declara nulas, 
no anulables, fundándose en la injusticia de la Ley del Divorcio de 2 de 
mayo de 1932, es el que ha de aplicarse en estos casos; porque, debido 
a que regula exclusivamente esas actuaciones judiciales de divorcio y se- 
paración, constituye una excepción de las normas más generales que deter- 
minan la situación y recurso de las demás sentencias pronunciadas en te- 
rritorio dóminado por los marxistas. Siendo nulas por declaración de la 
Ley tales sentencias de divorcio, no puede tramitarse pleito alguno para 
hacer la misma declaración. ; 

Otra es de la SS'atencia de 9 de junio de 1949, que, ante un convenio 
privado suscrito por dos cónyuges en el que se regulaban las relaciones 
entre ambos y el cuidado de los hijos sobre la base de su separación, decla- 
ró que dicho convenio es carente de toda eficacia legal, como contrario 
a las normas de la institución familiar, que están confiadas a la salva- 
guardia de los tribunales, y aun sin petición expresa de los litigantes puede 
y debe ser reputado como falto de todo valor. 


. Joss MALDONADO Y FERNANDEZ DEL TORCO 


Catedrático y Letrado del Consejo de Estado 


(29) Art. 44 de la Orden de 3 de marzo de 1950 (véase más arriba la 
zo de 19 i nota 11 
la Orden de 15 de marzo de 1950 (véase más arriba la nota 13). MAI 
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INSCRIPCION DE LOS MATRIMONIOS 
CANONICOS 


La Orden del Ministerio de Justicia de 15 de diciembre de 1949 es- 
tablece: “Será competente para la inscripción del matrimonio canónico el 
Registro civil correspondiente al lugar donde tenga lugar su celebración. 
Queda derogado el artículo 1.” de la Real orden de 26 de abril de 1889.” 

En el preámbulo se dice que “las frecuentes dudas y confusiones que 
producen las vigentes normas sobre el Registro civil competente para la 
inscripción del matrimonio. canónico, aconseja volver al antiguo criterio, 
ya mantenido por la Instrucción de 29 (1) de febrero de 1875, de terri- 
torialidad, el cual, además de su sencillez, presenta la ventaja sobre el 
criterio domiciliar de adaptarse al sistema del Código de Derecho Canó- 
nico de 1817, que, innovando el antiguo derecho, sienta plenamente en 
esta materia el criterio de territorialidad, y con lo cual se asegura el para- 
lelismo entre el Registro civil y el parroquial”. 

El Código civil, al establecer en el artículo 77 la necesidad del aviso 
previo a la celebración del matrimonio canónico, no reglamentó a qué 
juez municipal encargado del Registro debía darse en los casos dudosos 
de distintos domicilios entre los contrayentes: ser éstos sin domicilio, ce- 
lebrarse el acto en otro lugar distinto al propio, etc. La Instrucción que 
para la ejecución de los artículos 77, 78, 79 y 82 del Código civil se dictó 
por Real orden de 26 de abril de 1889, estableció que “la inscripción de 
los matrimonios canónicos se verificará en: la oficina del Registro civil 
en cuya demarcación esté enclavada la parroquia de que sea Párroco el 
sacerdote que, por sí o por medio de delegado, lo haya autorizado”. 

La Circular de la Dirección de 8 de mayo de 1889 hubo de resolver 
varias cuestiones: Si la demarcación de la parroquia donde se celebre el 
matrimonio corresponde a diversos juzgados municipales de un mismo 
Ayuntamiento, la inscripción se verificaría en la oficina del Registro ci- 


(1) Debe ser 19. Establece que la inscripción del matrimonio canónico se verificará a soli- 
citud verbal de los interesados, presentando la partida sacramental que lo justifique en el Re- 
gistro Civil del lugar o distrito a que corresponda la parroquia en que aquél se haya celebrado. 
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vil a cargo del juez municipal del domicilio o residencia de cualquiera de 
los contrayentes, a elección de los mismos; en el caso de que el matri- 
monio se celebrara fuera del término municipal por delegación del Pa- 
rroco propio de los contrayentes, el acta se remitiría al Registro del do- 
micilio del marido y, en su defecto, al de : la mujer; en éste se transcri- 
biría la partida sacramental cuando se hubiere celebrado el matrimonio 
sin asistencia del juez municipal; conservando el juez que asistió copia 
de la partida para suplirla caso de extravío (Res. 28 de febrero de 1903). 
El problema más delicado era el que se planteaba en caso de delegación 
canónica para la celebración del matrimonio; ello imponía también fatal. 
mente una especie de delegación en el funcionario del Registro civil. La 
Dirección, en 28 de abril de 1909, confirma: Al acto del matrimonio asis- 
tirá siempre el juez municipal del territorio en que esté enclavada la pa- 
rroquia o iglesia en que aquél se celebre, pero “los contrayentes darán 
siempre el aviso al juez municipal de su domicilio, y si éste fuera distin- 
to, al de cualquiera de ellos, el cual, bien por conducto de los interesados 
o por el más rápido y adecuado de que disponga, lo transmitirá al juez 
municipal del territorio en que haya de verificarse el matrimonio, a fin 
de que asista a él por sí o por medio de delegado, levante el acta corres- 
pondiente y se la remita”. La inscripción se verificaría en el Registro del 
domicilio, y si fuere distinto, en aquel en que se hubiere dado el aviso 
conforme a lo anterior. La Dirección sigue insistiendo en este criterio 
(Res. 4 de julio de 1911) porque “así los cónyuges hallan más fácilmente 
la prueba de este acto y el domicilio sirve de guía segura a cuantos ex- 
traños interese conocerlo” (Res. 4 de julio de 1911 y 14 mayo de 1912). 

La Real orden de 10 de noviembre de 1916 hubo de resolver el caso: 
tratándose de la transcripción de un matrimonio celebrado sin aviso por 
un párroco que, careciendo de delegación, no era tampoco el correspon- 
diente al domicilio civil de los contrayentes. El supuesto era posible, como 
dice uno de sus considerandos, “por la posibilidad de diferencia en las 
bases para la determinación del Párroco propio, según el Derecho canó. 
nico en general y en especial segün el Decreto de la Sagrada Congrega- 
ción del Concilio de 2 de agosto de 1907, y para la adquisición del do- 
micilio civil"; esto es, que puede darse el caso de que obrando un sacer. 
dote sin delegación, los contrayentes tengan su domicilio o residencia ha- 
bitual en nO distinto de aquel a que pertenece la parroquia. Se re- 
suelve que “para estimar procedente o improcedente la trascripción en el 
Registro civil de las partidas sacramentales de matrimonio, los encar- 
gados de aquél deben atenerse, con abstracción de toda otra circunstan- 
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cia de domicilio o residencia de los contrayentes mismos, o la del lugar 
en que se halle situada la parroquia del sacerdote que por-sí o por medio 
de delegado autorice el matrimonio, y, por tanto, que cuando crea que 
se ha celebrado el matrimonio en lugar distinto de aquel domicilio o re- 
sidencia, lo único que tiene que comprobar—si no se expresa claramente 
en la partida sacramental—es si el matrimonio se autorizó con o sin de- 
legación; pues en este último caso, y tratándose de una iglesia parroquial 
enclavada en su distrito, procede la transcripción en el Registro civil del 
mismo”. 

La Resolución de 23 de marzo de 1922 se refiere al caso de que a 
la demarcación de la parroquia correspondan diversos juzgados munici 
pales, o mejor dicho, barrios y calles de distintos juzgados municipales 
de una misma población, dándose la particularidad de que en un Registro 
civil no existe en su territorio ninguna parroquia y sienta que en él sólo 
pueden inscribirse los matrimonios canónicos que se celebren en las pa- 
rroquias enclavadas en su demarcación sin delegación de otro Párroco, 
cuando ambos contrayentes tengan su domicilio o residencia en barrios 
o calles de dicho distrito, o cuando teniéndolo uno sólo de aquéllos, elijan 
la inscripción en el Registro civil de este distrito. En el fondo, esta Re- 
solución se aparta un tanto de la doctrina sentada por la Instrucción de 

-26 de abril de 1889. 
“La Real orden de 21 de junio de 1922 sienta las consecuencias de la 
inscripción de matrimonio canónico en Registro incompetente con arreglo 
a la anterior doctrina. El Juzgado que hizo la inscripción remitirá el acta 
original del matrimonio canónico levantada por el funcionario civil asis- 
tente a dicho efecto, a fin de que se transcriba en el Registro civil com- 
petente. Para la cancelación del asiento incompetente deberá ponerse en 
conocimiento del Fiscal de la Audiencia territorial para que por medio | 
del representante que designe, pueda reclamarse la nulidad de dicho asien- 
to en el juicio declarativo correspondiente, con arreglo al artículo 18 de 
la Ley del Registro civil. : 

Respecto al matrimonio secreto rigen normas especiales, que en este 
caso se encuentran en el Código civil; su inscripción se hace en el Regis- 
tro secreto a cargo de la Dirección, “hasta que los interesados soliciten 
darles publicidad, trasladandolas al Registro municipal de su domicilio” 
(art. 79, in fine). En la práctica, este matrimonio no se inscribe en el 
Registro. correspondiente al domicilio al tiempo de la celebración, sino en 
el correspondiente al que tenían al tiempo de la publicación. ( 

"También la inscripción de los matrimonios celebrados en el extran- 
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jero (art. 70 de la Ley), o por militar in articulo mortis estando en cam- 
paña (art. 71 de la Ley), o in articulo mortis en viaje por mar (art. 72 
de la Ley) tienen normas especiales; se inscriben en el Registro de la 
Dirección si los contrayentes no tienen domicilio conocido en España, y 
en otro caso, en el de su domicilio. 

El criterio es mantenido después de la guerra: La Resolución de 3 de 
mayo de 1946; en ella se hacen algunas afirmaciones interesantes: “esta- 
bleciendo el artículo 77 del Código civil que no se procederá a la celebra- 
ción de ningún matrimonio canónico sin la presentación del recibo que 
el Juez debe dar a los contrayentes..., existe una presunción de derecho 
de que los contrayentes cumplieron la obligación que el mencionado ar- 
tículo les imponía” ; “el artículo 77 del Código civil es de cumplimiento 
normal cuando el matrimonio se inscribe en la misma población, pero 
existen dificultades para su aplicación cuando se inscribe en lugar distin- 
to, siendo en este caso necesario discriminar si existe delegación del Juez 
de procedencia al del lugar de la celebración, si existe la aceptación o no, 
pues ninguna disposición le impone claramente tal obligación, no siendo 
correcto hacer a los contrayentes responsables de esta laguna de la le- 
gislación". Se discutía, al parecer, en el recurso la responsabilidad de las 
partes por el posible incumplimiento de la obligación de avisar, y la Re- 
solución dice que para ello "sería necesario probar si el Juez asistió al 
matrimonio; en caso afirmativo, si remitió el acta al domicilio del varón 
o de la mujer o si aquélla sufrió extravío, extremos difíciles de probar 
al cabo de veinticuatro años, ya que al no inscribirse el matrimonio sería 
preciso revisar los legajos correspondientes”. Ninguna disposición auto- 
riza a hacer constar en la inscripción la fecha en que ha de producir sus 
efectos, prescribiendo sólo la constancia en la misma del hecho de si die- 
ron o no el oportuno aviso, dejando a los organismos oficiales corres- 
pondientes ]a calificación de la fecha de nacimiento de los efectos civiles. 
La Dirección resuelve, por tanto, que no procede hacer constar en el acta 
otra circunstancia que la de que se levanta en virtud del expediente regu- 
lado por el Real decreto de 19 de marzo de 1906. Entre los fundamentos 
de esta doctrina se cita que "el matrimonio canónico, una vez que se 
convalida por la inscripción en el Registro civil, produce todos los efectos 
civiles en cuanto a las personas y bienes de los cónyuges e hijos; que el 
cónyuge varón, en el caso de que existan bienes en el matrimonio, sa- 
biendo que estaba unido en matrimonio válido, habrá procedido con arre- 
glo a las normas que regulan la disposición de los mismos, según su dis- 
tinta: naturaleza; que los terceros, al contratar con el mismo, lo habrán 
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efectuado considerándolo como casado, tanto por la posesión de estado 
como por la inscripción de nacimiento de todos sus hijos con la condición 
de legítimos, no existiendo, por lo tanto, tampoco perjuicio para éstos; 
que en el extranjero se inscriben los certificados de matrimonio canónico 
sin que asista a ellos el Cónsul correspondiente en funciones de Juez mu- 
micipal; que el Registro eclesiástico es supletorio del civil en el caso de 
que no se hubiera practicado la inscripción dentro del plazo señalado, se- 
gún el artículo 327 del Código civil y Resoluciones de 11 de enero de 1933 
y 2 de febrero y 4 de abril de 1935” 

La doctrina expuesta revela la complejidad práctica del principio se- 
miterritorial que inspiraba en cuanto a la competencia del Registro para 
la inscripción del matrimonio centrado en el lugar de celebración que co- 
rrespondiera al Párroco delegante. : 

Sabido es que, según el derecho tridentino, el Párroco, cuando los fe- 
ligreses querían que los casara otro sacerdote, dentro o fuera de la pa- 
rroquia, tenía que delegar en este último, y ello afectaba a la validez del 
matrimonio, que en otro caso quedaba visado de clandestino. Tan rígida 
interpretación del famoso capítulo Tametsi estuvo en vigor hasta la pro- 
mulgación del Decreto Ne temere, de 2 de agosto de 1907, cuya doctrina 
ha pasado a inspirar el Codex Iuris Canonici. En él ha desaparecido la 
facultad del Párroco propio de casar a sus feligreses dentro o fuera de 
su parroquia (principio de la personalidad). Se limita la facultad del Pá- 
rroco a celebrar nupcias válidas a los límites de su territorio parroquial; 
pero en él puede celebrarlas incluso para los no feligreses (principio terri- 
torial), como establece el canon 1.095, $ 2: "Parochus et loci Ordinarius 
qui matrimonio possunt. valide assistere, possunt quoque alii sacerdoti li- 
centiam dare ut intra fines sui territorii matrimonio valide assistat.” Por 
tanto, la licentia assistendi matrimonio ya no juega como da antigua de- 
legación. 

Ello no impide que como: mero requisito de licitud se exija por el ca- 


non 1.097 que por lo menos uno de los contrayentes tenga su domicilio 


propio o su cuasi domicilio en el lugar de celebración del matrimonio, o 
haya vivido en él durante un mes, o en otro caso medie la autorización 
del Párroco propio de los contrayentes; pero no afecta a la validez. 

El matrimonio debe inscribirse (can. 1.103) en el Registro matrimo- 
nial de la parroquia del lugar de celebración. Esta alteración en el Dere- 
cho canónico imponía un cambio de criterio en cuanto a la inscripción en 
los Registros civiles de Estado; ello es lo que, con considerable retraso 
se ha efectuado por la Orden que glosamos de 15 de diciembre de 1949. 
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Con la nueva reforma se hace más fácil la rectificación del Registro 
civil; en el caso de errores, se simplifica extraordinariamente la grave 
cuestión de la especie de delegación, que paralelamente a la canónica se exi- 
gia por las disposiciones citadas, y, en suma, en el orden práctico es de 
esperar se eviten las frecuentísimas cuestiones que en este orden se pro- 
ducian y que han hecho precisas tantas aclaraciones administrativas y tan- 
tos retrasos en la inscripción. 

¿Inconvenientes? También tiene algunos, aunque los estimamos me- 
nores que las ventajas y de indole más bien ilusoria. Nos referimos a que, 
dada la falta de centralización de los datos del Registro civil (que única- 
mente y en teoría puede decirse se encuentran anotados en la partida de 
nacimiento), cuando se desee saber si una persona está o no casada, con 
el sistema anterior bastaba conocer los lugares donde hubiera estado do- 
miciliada para encontrar en ellos la inscripción deseada, si existía. Pero 
tal creencia sería errónea, puesto que, como hemos visto, el criterio que 
dominaba no era el domiciliar puro, sino el mismo territorial, únicamente 
alterado en los casos de delegación. 
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P Letrado de la Dirección General de los Registros 
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EL “FAVOR APOSTOLICUS” EN 
INOCENCIO II 


La sucesión a la corona imperial de Alemania a la muerte de Enri- 
que VI se caracterizó por las complicaciones que produjo; los príncipes 
electores se dividieron en dos bandos, partidarios unos de Felipe de Sua- 
bia y Otros de Otón. La intervención del Legado Apostólico en favor de 
Otón IV levantó una polvoreda de protestas entre los secuaces de Felipe. 
¿Con qué derecho—se preguntaban—la Santa Sede, con su decisión en 
favor de Otón se ha entrometido en los asuntos del Imperio (1) no siendo 
elector ni juez de la elección? “... Personam cognitoris gestare non po- 
tuit, Romanorum enim regis electio, si in se scissa fuerit, non est supe- 
rior judex cujus ipsa sententia integranda, sed eligentium voluntate spon- 
tanea consuenda" (2). 

Sin embargo, no era de esta opinión el Papa Inocencio III, porque en 
la bula "Venerabilem" enviada al duque de Záringen (3) sostiene lo con- 
trario: “cum in electione vota principum dividun- 
tur, post ammonitionem et expectationem alteri partium. fa- 
vere possimus” (4). ¿Puede conciliarse esta afirmación del Papa 
con los derechos de los príncipes electores? La dificultad salta a la vista 
porque al reconocer el Papa a uno de los elegidos parecía negar los de- 
rechos que asistían a los príncipes que se declararon por Felipe. 

En la Bula “Venerabilem” encontraremos sintetizada y sistematizada 
la doctrina o el pensamiento de Inocencio sobre este punto; la misma doc- 
trina hallaremos diseminada en los diversos escritos dirigidos a los prín- 
cipes de Alemania. 

Reconoce en la Bula el derecho de los príncipes electores (5), pero 
sostiene al mismo tiempo el suyo propio de examinar al candidato toman- 
do como fundamento la coronación imperial. “... jus et auctoritas era- 


(1) Véase la carta escrita por los príncipes partidarios de Felipe con fecha de enero de 1202. 
P. Kempr, Regestum Innocentii 111 Papae super negotio Romani Imperii, n. 61, p. 162 sq. 

(2) UL. €., p. 165, 8-10. 

(3) Le C., 1. 62, ip. 167- Sq: 

(Ae. 3D 20477257407 , 

(5) Jus principum nobis nolumus vendicare; l. C., P. 168, 3-4. Véase además p. 92, 15: “Ne 
tamen principum dignitatem ignorare vel ledere videremur expectavimus.” 
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minandi personam electam in regem et promovendam ad imperium ad nos 
spectat, qui eam inungimus, consecramus et coronamus” (6). 

Este derecho de examen le correspondía, según dice en la carta diri- 
gida a los príncipes alemanes un año antes (7), principaliter porque el Im- 
perio había sido trasladado de Grecia a Occidente para defensa de la Igle- 
sia católica, y finaliter porque era el Papa quien colocaba la corona sobre 
la cabeza del Rey de Alemania (8). Derecho inconcuso y patente cuando 
se trataba de un solo candidato, pero más discutido cuando fueran varios 
los aspirantes. 

Precisamente para este caso aduce el Sumo Pontífice como argumento 
en pro de la intervención de la Santa Sede la necesidad en que se encon- 
traba la Iglesia de tener un defensor; si existiera un desacuerdo entre los 
príncipes, el Papa debía proveer: “Numquid enim, si principes ammoniti 
et expectati vel non poterint; vel noluerint convenire, apostolica sedes ad. 
vocato et defensore carebit eorumque culpa ipsi redundabit in penam?" (9). 

Pone como ejemplo la decisión pontificia en favor de Lotario en 1133, 
pero debemos confesar que no es este un caso idéntico, toda vez que la 
elección de Conrado en contra de Lotario sobrevino dos años más tarde; 
no se daba, por lo tanto. el caso de elección doble (10). 

Pero prescindiendo de esto, lo cierto es que el Papa no hizo valer su 
derecho de decidir sobre la persona del elegido sino después de repetidas 
amonestaciones. i 

En 1199 advierte ya a los principes que cuando trataran de hallar so- 
lución al problema planteado tuvieran presente la autoridad de la Santa 
Sede (11); y en la alocución del Consistorio el año 1200 dijo expresa- 
mente que en el caso de una divergencia de opiniones debieran acudir a 
él (12). Planteado el problema de la elección doble, Inocencio se juzga 
competente para imponer su decisión, concediendo su “favor” a la per- 
sona que juzga más digna a la corona imperial: “Quod autem, cum in 
electione vota principum dividuntur post ammonitionem et expectationem 
alteri partium. favere possimus, maxime que postquam a nobis unc- 
tio, consecratio et coronatio postulantur..." (13). 


(6) L. c., p. 168, 11-12; 169, 1-2. Véase además en la p. 97: “Neminem magis quam Roma- 


num Pontificem super hoc decet vos mediatorem habere... cum negotium imperii ad nos prin- 
vipaliter pertinere noscatur." 


(7) Enero de 1201. 

(8) L. c., p. 75, 5-10; 97, 10-13; 168, 6-12; 169, 1-3. 

(9) “Ls c., 172 43-16; 

CON Eei; nota A7. 

(UNO 06 8, 9; 103, 4-6; 97, 1-3; 104, 14-16. 

(12) L. c., 90, 13-15: “Vel conveniant in personam idoneam vel se judicio aut arbitrio nos- 
ire committant.” | 

(CES) SDA WP 298 2447 
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La solución del “favor apostolicus” resaltando el derecho del Papa 
al examen del elegido, dejaba a salvo los de los príncipes electores (14). 


Actitud del Papa 


Inocencio III no se apresuró a formular la solución mencionada. Como 
primera medida aconsejó a los principes que tuvieran presente la autoridad 
pontificia (15), que en caso de conflidto había de ser la salvaguardia del 
Imperio, porque ella más que nadie tenía interés en conservarlo y exaltarlo. 
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... non... ad imperii destructionem. vel depressionem intendimus, sed 
ad exaltationem et conservationem ipsius potius aspiramus” (16). 


Es más: ni siquiera el Papa quiso imponer de-un modo absoluto el re- 
curso a la Santa Sede; les invitó a que antes se esforzaran ellos mismos en 
encontrar la solución del problema por medio de un acuerdo entre ambas 
partes. Solamente en el caso de que este acuerdo no llegara debían acudir 
a él en favor del bien común. Presenta, por lo tanto, primeramente la so- 
lución que ellos tienen que dar: “vos ipsi"; en segundo lugar, el recurso: 
“ad nostrum recurretis auxilium", y por fin, caso de que no fueran viables 
dos caminos, su intervención: “allioquin... ei curabimus favorem apostoli- 
cum impertiri..." 


El “auxilium” propuesto por el Papa 


Inocencio III procedió en todo este asunto con gran cautela; sabía bien 
la acogida que podía encontrar entre los príncipes una decisión suya pre- 
matura, y por ello no dudó en dar todos los pasos posibles para evitar 
que se hiciera necesaria la última alternativa propuesta, Fracasada la pri- 
` mera solución, el acuerdo de los príncipes entre sí, el Papa lanza la segunda, 
a saber: el recurso a la Santa Sede, cuya autoridad podía resolver, las. des- 
. aveniencias surgidas. Sin determinar en qué había de consistir la interven- 
ción de la Santa Sede, la define con el término genérico de “auxilium”. 


(14) “Jus principum nobis nolumus vendicare. Unde illis principibus jus et potestatem ele- 
gendi regem in imperatorem postmodum promovendum, recognoscimus ut debemus, ad quos de 
jure ac antiqua consuetudine noscitur pertinere.” L. c., 168, 3-7. 

(15) “Expectantes autem expectavimus, si forte vos ipsi saniori ducti consilio, tantis ma- 
lis finem imponere curaretis, vel ad nostrum recurretis auxilium, ut per nos, ad quos ipsum 
uegotium principaliter et finaliter noscitur pertinere, vestro studio mediante, tanta dissensio 
sopiretur.” L. C., 8, 24; 9, T 

(16) L. c., 8, 19-22. 
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“Expectantes autem expectavimus, ¡si forte vos ipsi saniori ducti con- 
silio, tantis malis finem imponere curaretis vel ad nostrum recurretus au- 
xilium” (17). 

Esta ayuda, ofrecida primero en general y después mas definida, no se 
oponia a los derechos de los principes. La primera determinación del "auxi- 
lium" general es el consilium. (18). Escribe el Papa a los príncipes que, 
dejando a salvo su libertad para conducirse del modo que creyeran más 
conveniente, tenían la obligación moral de pedirle consejo en asuntos de 
tanta trascendencia : 

“Ne tamen expectavimus aliquamdiu dignitatem ignorare vel laedere 
viderimus, expectavimus aliquamdiu si forsan... super noc saltem. nostrum 
consilium implorarent ut per eorum studium nobis mediantibus dis- 
cordie malum bono concordie purgaretur..." (19). 

El “consilium” del Papa no suponía una intervención jurídica; los prin- 
cipes dirían la última palabra; pero debían darla no ciegamente, sino des- 
pués de haber consultado con la Santa Sede: 

“Ut per vos ipsos cum eorum / scil. Legatorum / si necesse fuerit c o n - 
sito et presidio..." (20). 

"Si necesse fuerit..." ;Podia ser más manifiesta la necesidad que en 
caso de discordia? ; Y quién era más llamado que el Papa a actuar de me- 
diador en tales circunstancias? "... nobis mediantibus" (21), "cum ne- 
minen magis quam Romanum Pontificem super hoc decet vos mediatorem 
habere" (22). Por esto precisamente esperaba el Papa que los principes 
acudieran a él y se pudieran desvanecer los peligros que amenazaban al Im- 
perio (23). Sin embargo, fracasó el "consilium", primera demostración o 


manifestación del "auxilium" que el Papa noblemente ofrecía a los prín- 
cipes alemanes. 


El “arbitrium” del Papa ` 


Eran muchos los males que amenazaban a la misma Iglesia para que 
el Papa, después de su primer fracaso, se cruzara de brazos. Inocencio III 


(17) L. e, 8, 24-26. 


(18) “... consilum nostrum eis duxerimus ex i i 
de onendum, ne videamur eoru - 
diam." L. c., 90, 16-18. Š ee RM M 


(19) L. c., 92, 14-19. 

(20) L. c., 96, 30-32; 104, 13-15. 
(91) L. €., 92, 18. 

(22) L. c., 97, 4. 

(93): 17,4 9: 
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impertérrito, da un paso más, y, pasando del consejo extrajudicial, propone 
un arbitraje: 

“Nostro vos saltem consilio vel arbitrio committatis” (24). 

Esta forma de mediación jurídica ofrecía la ventaja de resolver la cues- 
tión, dejando también a salvo la libertad de los principes. No proponía el 
Papa este arbitraje basándose en una facultad suya—no podía ni intentaba 
intervenir em los asuntos del Imperio directamente—, sino en el acuerdo de 
los principes, quienes le habían de conferir “committant” el poder de decidir 
el problema con el compromiso de someterse a su "judicium". Este fué el 
nuevo camino de solución presentado por Inocencio y considerado más ex- 
peditivo y eficaz, suponiendo siempre el desacuerdo existente entre los prin- 
cipes sobre la persona que había de designarse a la corona imperial. 

“Vel conveniant in personam idoneam vel se judicio aut arbitrio nostro 
committant” (25). 


Observemos, antes de pasar adelante, la actitud sabia y prudente del Papa. 
A pesar de los males que se cernían sobre la Iglesia y el Imperio (26), ma- 
nifestaba en cuantas ocasiones se le ofrecían el respeto a la libertad y auto- 
nomía de los príncipes. Esperaba, es verdad, que los príncipes acudieran a 
él en demanda de consejo o le designaran árbitro (27) para poder dar una 
solución justa y conveniente (28). Pero para que la proposición fuera viable 
se requería la delegación de facultades hecha por los mismos príncipes. Sin 
esta entrega de poderes nada podía hacer el Papa: “Ut per nos... vestro. 
studio mediante tanta dissensio sopiretur” (29). 


El “favor apostolicus” 


Los príncipes no pidieron consejo, y menos aún le nombraron árbitro 
en la contienda; pero Inocencio III, que no podía abandonar a la Iglesia 
y verla privada del defensor, se decide a intervenir más directamente: 

“Verum quia vos in hac parte negligentes et desides hactenus exististis, 
nos... officii nostri debitum exequi cupientes, universitatem vestram mone- 
muy attentius et exhortamus in Domino... ne per vos imperialis sublimitas 
destruatur, que per vestrum deberet studium conservari” (30). 


(Oa) Bete, 97,33 104, 15-16: *... nostro vos committeretis arbitrio vel consilio, salva in om- 
nibus tam libertate vestra quam imperii dignitate.” 
(25) E. €., 90, 13 sq. 


(26) L. C., 8, 5-24. 
(97) 51:005 97, 3: 104, 15. 
(COCO 7 


COC 8 26519, 45° 02, 47-49: “Ut per eorum studium nobis mediantibus discordie ma- 


jum bono concordie purgaretur...” ' 
(SO) Medes, 9704-417 
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Ante el carácter alarmante que presentaba la situación, el Papa deja a 
un lado el lenguaje benévolo y amenaza con designar a la corona imperial, 
mediante el “favor”, a la persona más digna. 

En mayo de 1199 escribe: “Allioquin quia mora de cetero trahit ad se 
grave periculum, nos quod expedire noverimus procurantes, el curabimus 
favoret apostolicum impertiri quem credemus majoribus studiis et meritis 
adjuvart” (31). 

Era la insinuación de la tercera alternativa, solución inusitada hasta en- 
tonces, que consistía en la gratificación del “favor apostolicus” a uno de 
los elegidos. 

Dos años más tarde (32), Inocencio III pone en conocimiento del Le- 
gado Apostólico su determinación de proceder por esta última vía y de 
conceder el “favor” a Otón IV: “cum in electione vota prin- 
cipum dividantur, post'ammonitionem et éxpec- 
tationem alteri partium favere possimus (33). 

El Papa esperó, por lo tanto, por espacio de dos años; pero durante este 
compás de espera no se llegó a ninguna solución; las voluntades de los | 
príncipes electores seguían obstinadas en los dos candidatos. 

Respecto al candidato elegido, el Papa, según expuso en 1199, se fijó 
en la mayor idoneidad de las personas (34) 0, lo que es lo mismo, en la 
mayor dignidad del sujeto para el desempeño de la misión imperial. 

Aun adoptando esta mueva postura de mayor intervención, no quería 
con ello conculcar los derechos de los electores; por eso, previendo el es- 
cándalo que semejante medida podía ocasionar, en la misma Bula “Venera- 
bilem” hace destacar su manera de pensar sobre este punto, expuesto ya 
anteriormente en muchas ocasiones: 

“Jus principum. nobis nolumus véndicare. Unde illis, principibus jus et 
potestatem eligendi regem in imperatorem promovendum recognoscimus, ut 
debemus, ad quos de jure et antiqua consuetudine noscitur pertinere 55). 

Esta mayor intervención del Pontífice no estaba en contradicción con 
las doctrinas expuestas anteriormente. Antes y ahora (36), Inocencio res- 
peta las prerrogativas de los electores y solamente pone de relieve la mayor 
dignidad de uno de ellos. Esta declaración incluía la aprobación de uno y, 


(34) L. €. 9, 12-15. 

(32) L. c. carta n. 51, 136 sq 

(33) L. c. 172, 9 sq. 

(34) L. c., 100, nota 5; 9, 12-15; 92, 10, etc. 

(35) L. c., 168, 3-7. ; \ 
(36). “Ne 


y tamen principum dignitatem ignorare vel ledere videremur, expectavimus...”, 
i, c; 92, 14 sq. “Salva in omnibus libertate vestra quam imperii dignitate”, 1. c., 104, 16. 
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como consecuencia, la reprobación de otro; pero aun en la fórmula de apro- 
bación que emplea se observa una extremada prudencia (37). 

“Te in regem recipimus, et regalem tibi precipimus de cetero reveren- 
tiam exhiberi” (38). 

El Papa reconocía a Otón como rey y le concedía los honores reales que 
el pueblo cristiano debía tributarle; esto y no otra cosa significaba la apro- 
bación, fórmula que ponía de manifiesto a los principes el peso de su auto- 
ridad moral y eliminaba todo acto de arbitrariedad que podía encerrarse 
en cuaquier otra expresión. En pocas palabras el Papa acogía sobre el tro- 
no imperial a Otón IV, elegido por los príncipes rey de Alemania. 

Contrariamente, la reprobación de Felipe no podía ser más explícita: 
“Personam Ph/ilippi/ tanquam indignam quoad impertum, paesertim hoc 
tempore, obtinendum penitus reprobamus, et juramenta quae 
ratione regni sunt ei prestita decernimus non-servanda" (39). 

Se reprueba, por lo tanto, explicitamente a uno y se le recibe como rey 
al otro, declarándole idonea, es decir, digna de la dignidad imperial: 

' "/Legatus/ personam regis ipsius /scl. Ottonis/ denuntiavit idoneam 
quoad imperium obtinendum (40). 

Precisamente en la idoneidad que se requería en la persona para ocupar 
puesto tan elevado y de tanta responsabilidad, estribaba el derecho de 
examen del Sumo Pontífice, sin que éste redundara en menoscabo de los 
derechos de los electores (41). 

El problema queda planteado. ¿Qué significa en el campo jurídico la 
aprobación de uno de los elegidos? Encierra la anulación de la otra elec- 
ción. Pero antes de adentrarnos en la solución del problema conviene ex- 
poner y explicar el concepto jurídico del "favcr". 


Interpretaciones del "favor apostolicus" 
1) Fundándose en la glosa posterior (42), HUGELMANN (43) inter. 


pretó el “favor apostolicus" como un nombramiento hecho por el Papa 
en virtud de! derecho de devolución; se puede admitir que pensara en ello 


(iy E e, 100, 701225: 

(38) L. €., 100, 47; 101, 1; 94, 1-3; 109, 12 sq. 
(69)/ Mic 108, 15-18. 

Ce dee tes 170, 10-12. 

(eli ea Geena 0). "6) y 7: f 


(42) Los glosadores posteriores a este tiempo dieron al “favor apostolicus” un sentido ju- 
cicial en su afán de adaptar sus doctrinas a la nueva orientación que tomó el poder del Papa 


con relación al Imperio. ; bf : 
(43) ° G: HUGELMANN, Die Deutsche kónigswahl in Corpus Juris Canonici. Breslau, 1949; 51 sq. 


Cfr. P. KEMPF, l. c., 100, nota 5. 
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el año 1201, como se ve en las cartas 32 y 33, P*ro la rectificación en 1202 
en la Bula es también patente; no podemos tomar, por lo tanto, esta in- 
terpretación como solución definitiva, sino como solución intentada (44). 

2) Hubo también quienes pretendieron dar al "favor" un carácter Ju- 
dicial; pero ¿cómo compaginar con las frecuentes confesiones del Papa de 
los derechos que asistían a los electores? (45). Inocencio no puso por de- 
lante la autoridad de la Santa Sede de juzgar de la validez o nulidad de 
la elección, muy al contrario en la Bula "Venerabilem", hace resaltar que 
el Legado Apostóico no se mezcló para nada en este asunto (46) y si hace 
constar más tarde el carácter abusivo de la elección de Felipe y la confor- 
midad de la de Otón, según las normas en vigor (47), no se hace otra cosa 
que recoger la voz común en Roma sin hacer de él un argumento en pro 
de la intervención de la Santa Sede; la prueba palpable de ello tenemos 
en el hecho de que este pasaje no fué insertado en las Decretales de Gre. 
gorio IX (48). Correspondía, pues, a los príncipes, según expone el gran 
canonista contemporáneo Hucuccio (49), elegir el soberano que había 
de ser propuesto como candidato a la corona imperial (50). 

Por otra parte el arbitraje propuesto por Inocencio miraba únicamen- 
te a resolver la dificultad en la conformidad más absoluta con los derechos 
de los electores, toda vez que se basaba en una entrega voluntaria de po- 
deres de las partes contendientes. t 

3) La auténtica interpretación del favor hemos de buscarla en las 
mismas circunstancias que la rodearon. Como magníficamente expone Hu- 
GUCCIO (51), en el caso de que la elección recayera exclusivamente sobre 
una persona, al Papa le correspondía la confirmación y unción del elegido, 
pero como en nuestro caso la elección recaía sobre dos, el Papa antes de 
proceder a la confirmación y unción imperial (52) debía elegir la persona 
más digna; además, debía conducirse de tal manera que los electores acep- 


(Ci E18 DAD 

(45) P. KEMPF, l. c., 170, 6-8. 

(46) "Ne cognitoris personam exhibuit, cum neutrius electionem quoad factum eligentium 
confirmandam duxerit vel etiam infirmandam...”, ]. €., 170, 6-8. 

ESE AAs, 940 12992 dass 

CAS) OO TREO Ca dle 

(49) L. ¢., 168, 3-7. 


(50) “Ego autem credo quod imperator potestatem gladii et dignitatem imerialem habet 1on 
ab apostolico sed a principibus et populo per electionem...” Glosa Imperatorem, ad c. 24, D. 93, 
publicada por MAASSEN en S. B. der Wiener Akademie, phil. hist. Kl, 24 /1857/, 68, nota 1. 
ufr. G. HUGELMANN, Die Wirkung der Kaiserweihe nach dem Sachsenspiegel en Zeitschrift Sa- 
vigny, “Kan. Abt.", 40, 1919. E 

(91) "Si ergo alicubi inveniatur et iinuatur quod imperator habet potestatem gladii a 
Papa sic intelligo i. e. unctionem et confirmationem; quam a Papa accipit et jurat ei fidelita- 
tem. Ante quidem imperator est quoad dignitatem sed non quoad functionem licet ante non 
dicatur imperator: et ante habet potestatem gladii et eam exercet.” Citado por MAASSEN, l. C., 


y G. HUGELMANN, Die Wirkung der Kaiseweihe nach dem Sachsenpiegel, 1. c., 23. 
(52) Véase la nota precedente. À 
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taran el candidato sin sentirse ofendidos; tarea ardua, en verdad, que 
Inocencio se decidió a emprender. 


x OK ck 


El término “favor” empleado por el Papa no lleva el sentido que tie- 
ne en el lenguaje moderno, sino que encierra un contenido jurídico con- 
creto. 

Para desentranar debidamente el sentido juridico de éste término, sería 
indispensable bucear en las fuentes en que se inspiró el gran canonista ; 
estudio interesantísimo que resolvería muchisimas cuestiones, y virgen hasta 
el presente, pero fuera de las pretensiones de este pequeño trabajo; nos 
limitaremos, por lo tanto, a recoger unos cuantos datos suficientes y nece- 
sarios para explicar la actitud de Inocencio y fundamentar la solución 
auténtica del “favor” en este punto tan controvertido. Pero antes, con el 
fin de que no se nos juzgue de arbitrarios, creemos conveniente presentar 
unos cuantos textos de Derecho Romano que arrojan bastante luz sobre 
la materia que traemos entre manos. 

a) Origen del “favor”. 

A nuestro parecer, el “favor apostolicus” tiene su origen último en 
el “favor juris” del Derecho romano. En el Derecho romano este concepto 
jurídico, que tiene como fundamento la misma naturaleza humana, ad- 
quiere singular importancia con respecto a persona e institutos de inte- 
rés público. El “Corpus Juris” nos habla en concreto del “favor libertatis, 
favor dotium, favor pupillorum, favor testamenti, etc.” (53). 


b) Definición. 

El *favor juris" es un derecho que expresa de una manera eficaz y 
constante la benevolencia a una persona o a una institución. Normalmente 
se escapa de la rigidez y severidad del Derecho antiguo y tiende a ampliar- 
lo como si fuera una legislación adicional; de este modo le cabe el honor 
de haber contribuido al desarrollo del Derecho romano como elemento de 
primer orden. $ 

Aplicación. Algunos ejemplos nos mostrarán la importancia que te- 
nía en el Derecho romano: 

Un patricio, pongamos el caso, manifiesta a su esclavo el propósito 
de concederle la libertad; pero he aquí que antes de llevarlo a cabo, muere; 
según las normas del Derecho antiguo, el esclavo no podía cambiar de 


(53) Vocabularium Jurisprudentiae Romanae, 1. II, col. 815 sq. Berolini, 1933.—R. MAYER, 
Vocabularium Codicis Justiniani, t. I, col. 1092 sq.—E. ALBERTARIO, Conceptus pro jam nato ha- 
betur, *Bolletino dell'Istituto del Diritto Romano", t. 33, 1923, p. 50-65. 
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condición, a pesar de las buenas intenciones de su patrono; pero el “favor 
libertatis” sale en su ayuda, y fundándose en un principio general y de 
derecho natural cual es la igualdad de la naturaleza humana de los hom- 
bres, llena, podíamos llamar, esta laguna jurídica, concediendo la liber- 
tad al esclavo. Just. 2, 7, 4, dice a este propósito: "Cujus /scl. libertatis/ 
favore et antiquos legislatores multa et contra communes regulas statuisse 
manifestatissumum. est”. 

Un caso semejante ocurría con el "favor testamenti". Todos conoce- 
mos la importancia tan grande que tenía en el Derecho romano la Institu- 
ción de la familia. El “favor testamenti" velaba de tal manera por esta 
institución, que el heredero designado para asumir la responsabilidad de 
cabeza de familia, siempre y a pesar del incumplimiento de cualesquiera 
formalidades exigidas por la ley, quedaba incólume en sus derechos de 
sucesión (54). 


En el primer caso se beneficiaba a la persona basándose en un principio 
de derecho natural, en éste se favorecía y se velaba por un instituto de in- 
terés püblico, cual era el Instituto de la familia; en ambos, el "favor" daba 
al Derecho antiguo rígido una elasticidad y una comprensión que equivalía 
a una nueva legislación, sin la cual el esclavo continuaría esclavo y la fa- 
milia sin heredero. Para dar todavia mayor fundamento juridico al "fa- 
vor" en la práctica, se recurría a ficciones, presunciones, criterios o nor- 
mas de interpretación para casos dudosos. Por ejemplo: St idem servus et 
legatus et liber esse jussus sit, favor libertatis prevalet". Dig. L. 31, tut. I4. 

Tal vez el Código de Derecho canónico se basó en este principio al 
establecer en el canon 1014 que: " Matrimonium gaudet favore iuris; quare 
in dubio standum est pro valore matrimonii". 


* ok ox 


Según hemos dicho más arriba, el “favor apostolicus” no tenía sentido 
de arbitraje al no contar con la cesión de poderes de los litigantes ni pre- 
tendía ser una sentencia judicial, en oposición a las repetidas expresiones 
del Pontífice. En su sentido jurídico podríamos definirlo como expresión 
de una benevolencia eficaz hacia uno de los elegidos en virtud de la cual 
se le declaraba más idóneo para el cargo imperial. En otros términos, pre- 
vio examen de los méritos de las partes, concedía su benevolencia al que 
juzgaba más digno para misión tan sublime como era la defensa de la 


(94). BIONDO BIONDI, Successioni testamentarie. Danazioni, Milano, 1944 
] : S ; , p. 12.—4A. y 
Favor testamenti et voluntas testantium. Roma, 1916, p. 5. Mum Ss 
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Iglesia. No negaba el derecho que le podía asistir a la parte no “favoreci- 
da”, porque también éste provenía de la elección (55). 

¿No se ve, por lo tanto, en el favor apostolicus una aplicación del fa- 
vor juris romano, en la necesidad de salvaguardar el Imperio, una seme- 
janza con la familia salvaguardada por el “favor testamenti? Si con el 
favor testamenti se pretendía salvar lo que no se hubiera podido con la 
aplicación de las normas de Derecho, ¿no podía suceder que el “favor juris” 
fuera la única solución en nuestro caso que hiciera sobrevivir la existen- 
cia del Imperio amenazado de muerte por las divisiones de los príncipes 
y creado precisamente para defensa de los intereses de la Iglesia? 

Esta solución no lesionaba los derechos de los príncipes electores; per- 
manecían éstos gozando de su autonomía en la elección real. 


“Non enim elegimus, dice Inocencio, nos personam sed electo ad eorum 
parte majori, qui vocem habere in imperatoris electione noscuntur, et ubi 
debuit et a quo debuit coronato favorem  praestitimus et prestamus, 
cum apostolica sedes illum in imperatorem debeat coronare qui rite fuerit 
coronatus in regem" (56). 


A] mismo tiempo hace constar, sin embargo, que la promoción del ele- 
gido a Emperador venía ultimada por la unción y coronación, acciones am- 
bas que pertenecían al Pontífice Romano (57), y sobre quien recaía, por con- 
Siguiente, la responsabilidad; de ahi el que debiera conocer a la persona 
designada y tuviera derecho de examinarla (58) y aprobarla cuando ofrecía 
garantia suficiente. 


“Numquid enim si principes, non solum in discordia sed etiam in con- 
cordia, sacrilegum quemcumque vel excommunicatum in regem, tirannum 
vel fatuum, hereticum eligerent aut paganum, nos inungere consecrare ac 
coronare hominem hujusmodi deberemus? Absit omnino!" (59). 


La decisión del Pontífice se basaba en los méritos de los pretendien- 
tes (60); en la situación actual era de todo punto indispensable tal designa- 


(55) Véanse las glosas de Hucuccio, notas 50 y 51. La dignidad imperial correspondía a los 
dos elegidos, pero como solamente uno debía ser coronado se fijaba en el más digno de ser 
nombrado defensor de la Iglesia. 

(56109 193065448, 10; 149,3; 401315; hes 

(57) “Imperator a Summo Pontifice finalem sive ultimam manus impositionem promotionis 
propiae accipit dum ab eo benedicitur, coronatur et de impero imperii recipit diadema in ple- 
nitudinem potestatis", 1. c., 102, 26-28.—P. KEMPF, 1. c., 169, nota 7, hace destacar la influencia 
de Huguccio en el criterio de Inocencio III.—M. MACCARRONE, Chiesa e Stato nella dottrina di 
Papa Innocenzo III, Roma, 1911, 77 8 

(58) P. KEMPF, l. c., 75, nota 5. 

(59) L.c., 169, 4-8. v, 

(60) “Ei curabimus favorem apostolicum impertiri quem crederemus majoribus studiis et 
meritis adjuvari", 1. c., 9, 13-15. 
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ción, pues solamente uno podía ser coronado emperador (61). Al no ser igua- 
les los méritos de los dos, lo más conducente al caso, dar la aprobación 
al que parecía pudiera corresponder mejor a las esperanzas de la Iglesia. 
Entre Felipe y, Otón no cabía duda; el primero era manifiestamente indig- 
no (62). El favor incluía, por lo tanto, encerraba, la aprobación del más 
dieno y la reprobación del otro (63); para nada se entrometía en la elec- 
ción, que caía fuera del margen de acción de la Iglesia. 

Fijémonos en un detalle que pudiera pasar inadvertido, que mide la 
prudencia y serenidad de Inocencio; es la cláusula “hoc tempore” (64), es 
decir, en estas circunstancias concretas; y mientras no defraude con su pro- 
ceder la confianza puesta en él (65), fórmulas incluídas en la fórmula de 
aprobación. Conocía bien Inocencio hasta dónde puede llegar la hipocresía 
del hombre y la confianza que se podía prestar a ciertas promesas hechas 
para conseguir la satisfacción de una ambición, como, dicho sea de paso, 
ocurrió en el caso presente. 

¿Qué le movió a Inocencio a adoptar la última alternativa propuesta a 
los príncipes? El mismo lo dice insistentemente, y se puede ver en casi todas 
las cartas: la necesidad de un Emperador que defendiera los intereses de la 
Iglesia (66); vió el fracaso de las soluciones propuestas; vió la institución 
imperial en un callejón sin salida; veía los males que amenazaba a la Igle- 
sia; la no intervención equivalía al abandono; en la intervención había que 
evitar toda intromisión en el terreno temporal y cualquier lesión de los prin- 
cipes e Inocencio IIT halló en el “favor iuris” del Derecho romano la 
única solución viable que solucionando el problema no saliera de la esfera 
de sus atribuciones, y valientemente lo aplicó con el nombre de “favor apos- 
tolicus”, aun suponiendo que los electores no alcanzaran el significado y el 
carácter de esta norma jurídica. Aprueba, por medio de la unción, al de- 
fensor de la Iglesia más digno de entre los elegidos por los príncipes. He 
aquí el fundamento jurídico del “favor apostolicus”. 


Los glosadores. 


No podemos pasar por alto en este trabajo a los glosadores; ellos, me- 


jor que ninguno, pueden reflejar el pensamiento de la época sobre este 
punto. Al comentar la palabra “favore”, nos dicen: 


(61) “Duobus ad habendum simul imperium fayere n 

1" dur i ; debemus... ad hoc 
üignior reputatur, qui magis idoneius reperi ? e 40:132 E30 od 

, CUCA , 10-13; 20; 2 Š 
Eos ey p 1. c., 108, 10-13; 180, 20; 915, 8-9. 
(63) Cfr. Bula “Venerabilem”, 1. c., 173, 8 s 
, 1. C. À .* 149, 4-5. 

(64) “Hoc tempore”, 1. c., 108, 15. x : 

CARGO) LESA ere oe ) i 


(66) Véase la teoría de la traslación del Imperio a Occidente:-M.'MACCARONE, 1. Chet conss 
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"Si favet ergo non est judex" (67). Descarta, por lo tanto, la idea de 
sentencia judicial; puede incluso prescindir de la legislación vigente, como 
ocurría en el Derecho romano. 

Sed dic quod in dubio potest favere cui vult (68) vel “potest cogere partes 
ad concordiam" (69). “Tum demun debet favere, cum merita electorum. et 
eligentium paria sunt” (70). 

Una vez que las partes no se pusieron de acuerdo, a pesar de los esfuer- 
zos del Papa, no restaba otra cosa que favorecer a quien reuniera las con- 
diciones necesarias, aun en el caso de que los méritos de los elegidos y elec- 
tores tuvieran el mismo peso, circunstancia que no existía en nuestro caso. 

En todos estos comentarios y glosas se observa la tendencia de la Iglesia 
a encuadrar la elección imperial en el’ Derecho canónico (71). Como obser- 
va el P. Kempr (72), ya Inocencio III notó la analogía que existía entre el 
“favor apostolicus” y la elección doble episcopal, en la cual correspondía 
al Metropolitano la elección de uno de los dos, y así podemos constar que 
del canon 36, Dist. 63 del Decreto de Graciano, recoge las palabras que 
en 1199 dirigió a los príncipes de Alemania: “El curabimus favorem. apos- 
tolicum impertiri, quem credemus majoribus studiis et meritis adjuva. 

(73) 

En efecto; parece ser que esta preferencia del Metropolitano sobre uno 
de los elegidos puede compararse con el “favor juris” del Derecho romano, 
llamado, como hemos dicho, a resolver cuestiones no previstas en la legisla- 
ción; o en términos más técnicos: a llenar las lagunas jurídicas. Así no nos 
ha de extrañar que el glosador de la frase “si favet ergo nom est judex" 
cite la disposición de Alejandro III, como adelantándose a esta tendencia de 
dar un marcado sello canónico a la elección imperial (74). 

Presenta además la Glosa otras analogías con el “favor apostolicus" ; por 
ejemplo: con la donación que había de reservarse en caso de duda al benefi- 
ciario que poseyera mayores méritos (75), con los derechos del tutor ( 76) o 


REW. Decretales Gregorii p fum glosis ordinariis... Venetiis, 1572, 105, 1. I, tit. VI, €. 34, 
de electione. f 

(68) Ibídem. 

(69) Ibídem. 

(70) Ibídem. Al * Ñ 

(71) Véase la observación de G. HUGELMANN, Die deutsche Kónigswahl in Corpus Juris Ca- 
nonici, 86. 

(79) 17.1 6:, 9, nota 9. 

(ASI 16. 9) 543-15. 

(74) Supra, p. 10. 

(75) Glosa a X, l. III, tit. 39, c. 28, de censibus: “Legatus potest reservare suae donationi 
primam vacaturam.” el 

(76) Gea ad. X, 1. V, tit. 5, c. 1, decmagistris. 
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del delegado (77); con el “jus patronatus” (78); en este caso, por la rela- 
ción de igualdad que existía entre los derechos de los príncipes electores 
y los de las diversas personas poseedoras del “jus”, cuando se tratara de 
tomar parte en la elección del titular de un beneficio. 

Esta tendencia de juzgar desde el punto de vista canónico las relaciones 
del Papa con el Imperio, llevó a los glosadores a orientar desde el punto de 
vista canónico la elección imperial, según la misma terminología empleada : 

“Papa misit quemdam legatum in Alemaniam ut alteram electionem 
praedictam, quam canonicam. inveniret, cofirmaret" (79). 

Sin embargo, este comentario a la Bula se halla en manifiesta contradic- 
ción con el pensamiento de Inocencio, quien insistentemente manifestó que su. 
Legado no estaba llamado a exponer la opinión de la Santa Sede sobre la 
elección, por no violentar los derechos de los electores. Poco a poco, en virtud 
de esta tendencia de los canonistas de atraer y comparar la elección imperial 
con la de los Obispos, fué evolucionando la elección real y aplicándosele las 
normas canónicas de la presencia obligatoria de los electores en un lugar 
determinado y las del escrutinio canónico (80); de este modo el tiempo se 
encargó de eliminar el método tradicional del consentimiento consecutivo de 
los electores y sustituirlo por el simultáneo (81). 

Más notable fué todavía el cambio introducido sobre la validez o nulidad 
de la elección. Inspirándose la glosa en las disposiciones de Alejandro III 
sobre la elección episcopal llegó a declarar nula toda elección realizada con 
posterioridad a otra no anulada : 

“Ergo fuit haec secunda electio irrita ipso jure... quia prima non cassata 
secunda non potuit nec debuit attentari, etiamsi prima ipso jure nulla fui- 
sset” (82). 

Según este criterio, opuesto diametralmente al método tradicional, para 
que la elección de Otón pudiera ser confirmada por el Papa, hubiera sido 
necesaria la anulación de la de Felipe, que fué la primera; los glosadores tal 
vez dedujeran esto de las observaciones de Inocencio III a propósito del 
carácter abusivo de la elección de Felipe (83). 

La glosa, finalmente, reconoce en. el Papa un poder de devolución : 

“Vel cum eligendi potestas devoluta est ad ipsum” (84). No nos inte- 
resa insistir en este punto porque nada tiene que ver con nuestro caso. 


(17) Glosa cad X7 1. IT, tit, 23) e 44% 
jurisdictione.” 
(78) Glosa ad X, 1. IIT, tit. 38, c. 24, de jure patronatus. 


(79) Citado por G. HUGELMANN, Die Deutsche Kénigswahl in Corpus Juris ca ici 
(80) P. KEMPF, l. cy, 86. g A ol 


(St) E 655) Rota 18.: 

(82) G. HUGELMANN, Die Deutsche Kónigswahl in Corpus Juris Canonici, 89. 
(83) Véase en la página 6. 

(84) Decretales Gregorii IX cum glossis ordinariis, 1. e. 


“Delegatus (potest esse arbiter retenta etiam delegata 
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Precisamente se basó en esta glosa HUGELMANN (85) al afirmar que el 
“favor apostolicus” y la solución del problema no era sino un nombra- 
miento del Papa en virtud del derecho de devolución, solución carente de 
fundamento, como hemos podido ver anteriormente. 


Aplicación práctica del “favor apostolicus” 


La decisión del Papa de conceder el “favor” a Otón traía consigo la 
siguiente dificultad: si se diera el caso de que el Sumo Pontífice retirara 
el “favor” al elegido, como de hecho retiró unos años más tarde, log par- 
tidarios seguirían ligados a él por el juramento prestado; de modo aná- 
logo, los partidarios de Felipe se consideraban ligados a él a pesar de la 
desaprobación del Papa. 

¿Cómo resolvió Inocencio esta dificultad? Conviene que distingamos 
a los príncipes electores seglares de los eclesiásticos. En éstos era más es- 
trecho el vínculo que les unía a! Papa como cabeza suprema de la jerar- 
quía. Podía éste mediante una simple intimación obligarles a adoptar la 
decisión del Superior y aceptar en concreto la persona preferida para la 
corona imperial. De hecho, así lo hizo, segün consta en la carta dirigida 
a los Obispos de Alemania en 1201: : 

"Universitati vestrae per apostolic scripta mandamus et in 
virtute obedientiae districte praecipimus, quatinus ei, /scl 
Ottoni/ de cetero adhaereatis fideliter et patenter... non obstante jura- 
mento si quod ratione regni predicto duci /Philippo/ forsitan praestitis- 
tis cum nos illud eo reprobato -decrevimus non servandum" (86). 

Observemos que los términos empleados en esta carta: mandamus et 
in virtute obedientiae districte praecipimus" son más du- 
ros y fuertes que los de *praecipiendo mandamus" empleados por el mis- 
mo Inocencio unos meses antes, a saber: el mes de marzo de 1201 (87); 
de donde claramente se deduce que el Papa quería hacer valer su auto- 
ridad frente al clero (88). 

Los príncipes seglares, en cambio, no tenían las mismas obligaciones 
con respecto a la cabeza suprema de la jerarquía eclesiástica; por eso el 
Papa les recuerda el derecho que les asistía de juzgar de la conveniencia 


(85) Die Deutsche Kónigswahl in Corpus Juris Canonici, 51 s.; P. KEMPF, l. C., 100, nota 5. 
(86) P. KEMPF, l. C., 457, 12-18: 
o dd 25) S05) 117, 19) 118, 255 126, 11; 129,5 
(88) L.c., 157, nota 6. 
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o inconveniencia del juramento dado (89). Además, mientras el mes de 
marzo aun a ellos les dirigió el “praecipiendo mandamus” (90), el otoño 
sustituyó por un simple “mandamus” (91). 

El juramento prestado a Felipe, ligaba a los príncipes en concien- 
cia (92), pero a pesar de ello el Papa podía dispensarles si quisieran se- 
guir a Otón: 

“Neminem magis quam Romanum Pontificem mediatorem in hoc vos 
habere deceret, qui voluntatibus et rationibus intellectis provideret quod 
esset justum et utile, vosque per: auctoritatem coelitus sibi da- 
tam super juramentis exhibitis quoad famam et conscientiam liberaret” (93). 

Este proceder dió facilidades a la causa de Otón; por la obediencia 
exigida a los príncipes eclesiásticos y por la dispensa concedida a todo el 
que quisiera abandonar a Felipe para encuadrarse en las filas del aprobado 
por el Papa. Además, la decisión del Pontífice suponía un gran estímulo 
moral y gran peso para mover la opinión de los príncipes, sobre todo si 
se tiene presente el método tradicional de elección que a la sazón se seguía. 
Los electores no se reunían en una sala para dar su voto al candidato, sino 
que uno a uno, y según las circunstancias, manifestaban su reconocimiento 
acompañándolo con el juramento. 

Inocencio declaró que era de competencia exclusiva suya el juzgar de 
la licitud o ilicitud del juramento prestado a Felipe: | 

“Utrum vero dictum juramentum licitum fuerit an illicitum et ideo ser- 
vandum an non servandum extiterit, nemo sane mentis ignorat ad nostrum 
judicium pertinere" (94). 

Para que los principes reconocieran esta prerrogativa se dirigió sepa- 
radamente a cada uno de ellos; así, por ejemplo, al duque de Záringen le 
hizo saber que en más de una ocasión se dirigió a la Santa Sede decla- 
rando la ineptitud de Felipe para el desempeño de la misión imperial. 

E] Papa se sirvió del peso de su autoridad para apoyar una candida- 
tura que "de jure" no podia imponer a los príncipes. Pero toda su actua- 
ción fué sabia y en extremo prudente y supo compaginar sus derechos con 
los de los principes electores; de este modo se libró la dificultad que pre- 
sentaba la cuestión sucesoria y evitó a la Iglesia el que quedara sin defensor. 


Pepro ALCORTA MAIZ, Pbro. 


Profesor del Seminario de Saturrarán (Guipúzcoa) 


(SOC 8, 12-165 1205 99" 

(90) LC. 445, 6: 114, 120: 

(91): Véase la nota 88. 

(92) “Nam etsi juramentum illud videatur vi 
NCAA 0008. ; 

(99) us Gp. 04245 717291; 

(94) L: C 174, 8-5. 


olenter extortum, non est ideo non servandum", 


— 724 — 


BIBLIOGRAFLA 


DRA ESTA 
I. RECENSIONES (*) 


LA REVOLUCION ESPAÑOLA Y LAS VOCACIONES ECLESIASTICAS (**) 


El respetable sociólogo cristiano, que acaba de cumplir sus ochenta años, 
no descansa por ello de sus continuas labores que, siempre con el ideal de 
llevar a Cristo al pueblo y el pueblo a Cristo, emprendiera, hace cerca de me- 
dio siglo. Y, ciertamente que la obra que tenemos sobre la mesa no se hace 
indigna de las muchas que precedentemente brotaron de su pluma ocupán- 
dose de sociología cristiana, cuando ello suponía una novedad, que algunos 
en su inconsciencia calificaban desenvueltamente de peligrosa. Su tema debe 
ser simpático para todo católico y en especial para el clero; prescindiendo de 
actitudes avestrucescas y de datos anticuados, se trata de estudiar el mo- 
vimiento de las vocaciones eclesiásticas durante los últimos lustros, para 
que todos meditemos sobre este magno problema y tratemos de mejorar la si- 
tuación, interesante en todas las diócesis, grave en muchas, alarmante en 
algunas, que a estas calendas presenta el problema del reclutamiento sacer- 
dotal. Y para ello don Severino ha reunido datos, ha contado con la colabora- 
ción de la comisión episcopal de seminarios, de los prelados y superiores, y ha 
redactado un curiosísimo trabajo que aún cuando puede, como todo lo humano, 
ser mejorado, denota un arrollador avance en el conocimiento de la situación, 
base necesaria de toda solución en asuntos de esta índole. Vamos, pues, bre- 
vemente a resumir la obra, a significar algunas pequeñas equivocaciones y 
lapsus, y a indicar algunos detalles que podrían complementarla, para que 
todos veamos claro, cómo estamos y cómo podemos mejorar, al objeto de dar 
a nuestras diócesis el clero que necesitan, y que esperamos que con la ayuda 
divina tendrán, como único medio de conservación y reconquista de la fe y bue- 
nas costumbres. Y sin más, entremos a resumir el estudio. 

El origen inicial de esta obra fué aquélla semana pro-seminario que el 
Eminentísimo Cardenal Gomá convocara y celebrara en su Sede Toledana a 
fines de 1935. En tan difíciles circunstancias, deseando Su Eminencia que todos 
diesen la importancia debida a problemas que muchos católicos españoles 
aun desconocían (y Dios quiera que de todos se pudiera hablar en pretérito), 
convocó aquélla memorable Semana pro-seminario e hizo actuar en ella a 
eminentes oradores católicos, así eclesiásticos como seglares; de los primeros, 
= .(*) Según la práctica usual, daremos aquí una recensión de cuantos libros de Derecho 
canónico o materias afines se nos envíen en doble ejemplar (caso de no tratarse de obras de 
subido precio). De las demás obras daremos únicamente noticia de haberlas recibido. 

(**) Ecos del catolicismo social de España. La revolución española y las vocaciones ecle- 
siásticas, por SEVERINO AZNAR, de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, ex catedrá- 


tico de la Universidad de Madrid, de la Unión Internacional de Malinas y director del Instituto 
Balmes de Sociología. Madrid (Instituto de Estudios Políticos), 1949. Un vol. en 4.° de 288 págs. 


EE 
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a Fernández Vaquero, Esténaga, Martínez Vega, Cortés, Pildaín, Gamero, Rojo, 
Rodríguez, González, Ruiz de los Paños, Bonilla, Mateo, Polo Benito, Vidal, 
Molina, Alareón, P. Peiró..; de los segundos, a Requejo, Pemán, Marín, García 
Sanchiz, y el que, aunque entonces no vestía aún sotana, hoy ciñe la mitra 
de Málaga, don Angel Herrera... Entre tantos ilustres tribunos fué desig- 
nado don Severino para pronunciar, en el magno escenario de la Catedral to- 
ledana, la noche del 8 de noviembre de 1935, un discurso sobre “La familia 
como semillero de vocaciones”. Seguramente que otros, más 0 menos gran- 
dilocuentes declamadores, hubiesen cumplido su papel entre exclamaciones ad- 
mirativas y generalidades tópicas, matizadas con jeremiadas y lamentos. Don 
Severino tomó por otro camino, si más difícil, no menos acertado. Sin dejar 
de exponer de modo general los deberes de los católicos para con la Iglesia 
en este asunto en su magnífico prólogo, quiso conocer profundamente el pro- 
blema “hic et nunc”, interrogando a los rectores de los seminarios sobre los 
actuales efectivos de sus respectivos alumnados, y la procedencia social de 
ellos, complementándole con comparaciones de cinco años antes, diócesis por 
diócesis. Y cuando hubo reunido todo ello, exponer claramente la situación, 
los graves males y sus posibles remedios, indicando el camino, que a su juicio, 
había de seguirse. Y todo ello aderezado por una palabra de fuego que hace 
ver que el problema le hiere en las entrañas. 


Aquel discurso (que los curiosos pueden ver reproducido en las pági 
nas 208 a 248 de la crónica de aquella memorable Asamblea, incrementado con 
anexos que van de la página 338 a la 372, lo que hace que ocupe la labor del 
señor Aznar, casi la cuarta parte de aquel abultado tomo), ha servido (debi- 
damente complementado) de base al lindo volumen que hoy examinamos. 
Y ciertamente que gracias a nuevos datos comparativos que iremos exa- 
minando, este tomo completa en gran manera las conclusiones de aquella me- 
ritísima y documentada memoria que hoy, cuajada de estadísticas polifacé- 
ticas, pero todas relacionadas con la cuestión del fomento de vocaciones, es 
la base indispensable para todo el que pretenda estudiar con sus características 
el personal cursante en nuestros Seminarios de 1930 a 1947. E 


* * * 


Comienza la obra, su primera parte, reproduciendo el magnífico prólogo 
de la conferencia de Toledo con el sugestivo tema de *Por qué la Familia debe 
sustituir al Estado, si el Estado abandona al Sacerdote”. ‘Después de varias 
y atinadas consideraciones comienza el punto 45, exponiendo la doble manera 
de cumplir este deber: económicamente y facilitando vocaciones. Y después pasa 
à desarrollar lo que ha de constituir el asunto central de la obra: la familia y 
la clase social y las vocaciones eclesiásticas. Comienza asentando el princi- 
pio, quizá algo olvidado, de que “dar sus propios hijos, si se hace con pureza 
de intención, es más generoso, más eficaz y más cristiano. Hijos es más y 
mejor que cuotas”. Y comienza a reproducir sus “enquéts” de 1935, que más 
tarde ha de completar situándolas en 1947. Examina primero la archidióce- 
sis toledana, para pasar luego a su provincia eclesiástica y terminar con el 
cuadro general, empezando a sustentar un tema que parece el “leit-motiv” 
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de todas sus estadísticas: mayor disminución de seminaristas en las regiones 
agrícolas, menor en las de mayor vida cultural y económica. 


Con este motivo del fenómeno, que todos lamentamos, de la disminución de 
las vocaciones del agro, y del otro, que nos satisface, del aumento de las vocacio- 
nes en las clases cultas, me parece oportuno recordar una de las causas que 
a nuestro juicio puede influir en ambos, y que creo merece la pena de una 
digresión, y que, aunque menor que el de la influencia familiar, sin embargo 
es factor esencial en el problema de que tratamos: la influencia de los Cole- 
gios de Religiosos en las vocaciones. 


Fijémonos a manera de ejemplo, como ya lo hicimos recientemente en la 
revista “Incunable”, en la ciudad de Vitoria, en la que escribimos. De otras 
podríamos decir lo mismo y tendríamos datos para corroborarlo, pero no 
con la misma precisión y abundancia. Las cifras que utilizaremos para Vitoria 
son enteramente actuales: del curso 1949-1950. La ciudad tiene hoy para sus 
cincuenta y tantos mil habitantes de su caseo urbano (prescindamos de los 
47 pueblos que forman su término municipal, y que por cierto abundan en se- 
minaristas, según luego veremos), 58 seminaristas feligreses de sus cinco 
parroquias, a saber: 45 teólogos, 19 filósofos y 24 latinos, de los que son fe- 
ligreses de la parroquia de Santa María, Catedral, 15; de la de San Migue! 
Arcángel, 11; de la de San Pedro Apóstol, 17; de la de San Vicente Mártir, 11, 
y finalmente, de la de San Cristóbal Mártir, 4. De esos 58 alumnos aspirantes 
al sacerdocio secular (1 en Salamanca, 3 en Comillas, y los restantes en los 
Seminarios diocesanos, a saber: 39 en el Seminario de Vitoria, 8 en el Menor 
de Nuestra Señora de Begoña en Castillo Elejabeitia, y los 7 restantes en la 
preceptoría de Laguardia), pocos en número si se compara con el centenar de 
hace medio siglo, bastantes (aunque, ojalá sigan aumentando) si se tiene en 
cuenta que todos están a diferencia de “in illo tempore” en régimen de rigu- 
roso internado, ¿cuántos cursaron sus estudios anteriores al abrazar el es- 
tado eclesiástico en cada centro de enseñanza? Hemos podido hacer esa es- 
tadística que pudiera completarse y sacar conclusiones de carácter general. 
Tenemos que advertir que prescindimos de la enseñanza superior (hay dos se- 
minaristas que la han cursado) y nos referimos exclusivamente a la enseñanza 
media (a más de esos dos, otros cuatro bachilleres completos y once con más 0 
menos estudios secundarios) o primaria (de donde proceden los 41 restantes) y 
que como hay alumnos que han cursado en distintos centros de enseñanza, v. gT., 
primera enseñanza en un sitio y segunda en otro, me voy a limitar a conside- 
rar el último en que cursaban al solicitar su ingreso en el Seminario. Pues. 


bien, la procedencia es: 


Del Colegio de San José (Clérigos de San Viator) ... ... 1. cee cee ooo... 2 
Del Colegio del Sagrado Corazón de Jesús (Hermanos del mismo título). 
Del Colegio de Santa María (Religiosos Mariatistas it... mapu cad 

De la Escuela de acólitos y tiples de la S. I. Catedral ... ... se cee vee ee 


De las Escuelas publicas ... tee «oe eee cee nmm non PM EC AE 
De las Escuelas profesionales de Jesús Obrero (P. ESTA as 


E OF 
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De la Escuela de Acólitos y tiples de la parroquia de San Miguel ... ... ... 1 
De la Escolanía municipal de tiples del Conservatorio ... s.. ... ser oo... 1 
Totali neat 98 


Por lo que hace a la abundancia, ya sefialada, de vocaciones en los pue- 
blos del término municipal, cabe señalar, sin descender a dar datos más con- 
cretos, que la bicicleta y las buenas comunicaciones son causa de que abun- 
den los nifios que desde ellos acuden a los colegios de la ciudad, constándonos 
que de esta forma han brotado muchas y muy buenas vocaciones. 


¿Consecuencias que pueden sacarse de estos datos que, si por particula- 
res no pueden servir de regla, por lo que conocemos ‘podrían generalizarse 
más o menos? La primera es: en Vitoria, las escuelas püblieas no dan semi- 
naristas con relación al número de sus alumnos, en la proporción que los da, 
v. gT., la Escuela de acólitos y tiples de la Santa Iglesia Catedral. Hemos de 
considerar que gran parte de los niños, en edad de ser seminaristas, padeció el 
laicismo de la escuela pública, en más o menos tiempo; igualmente hemos de 
pensar que las familias piadosas, de las que en su inmensa mayoría proceden, 
como es natural, los seminaristas, procuran, por modestas que sean, enviar sus 
hijos a los colegios religiosos, haciendo para ello muchos y verdaderos sacrifi- 
cios. No trato, por consiguiente, de censurar al profesorado oficial (precisamente 
hemos visto ingresar en el Seminario Diocesano tres hijos de maestros, sólo en 
nuestra ciudad, digámoslo en honra suya); nos.limitamos a considerar hechos 
y, repitámoslo, desear se hiciera una estadística general de vocaciones sali- 
das de cada colegio de Ordenes y Congregaciones religiosas, pues seguramente 
nos serviría para que el clero secular tuviese una ocasión más de apreciar 
¿a labor de esos tan beneméritos auxiliares nuestros. 


Después de reproducir su interesante trabajo de 1935, pasa don Severino 
4 añadir nuevos y no menos curiosos datos, desde el capítulo cuarto, “Nuevas 
sombras y brotes de esperanza”, para desarroliaríos ampliamente en el si- 
guiente, “Evolución cuantitativa de los Seminarios españoles desde 1930 a 
1947”. Y en esta estadística me permito hacer algunas observaciones en lo 
referente a nuestra diócesis de Vitoria, de la que, como nos consta que ha ma- 
nifestado el propio señor Aznar, no se le enviaron más datos que los referentes 
al Seminario Mayor y que vamos a tratar de completar con los correspondien- 


ves a los Seminarios Menores. Los datos que da la obra a que nos referimos, 
son: 


Número de seminaristas: en 1930, 617; en 1934, 580; en 1947, 693. Núme- 
ros índices correspondientes: 106, 100 y 119. Siendo actualmente 0,70 semina- 


ristas por mil habitantes, y 0,64 por parroquia, clasificándose así: 374 latinos, 


189 filósofos y 133 teólogos. Vamos a dar los nuevos datos que necesariamente 
cambiarán esas cifras. 
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Según el Anuario eclesiástico de Subirana (publicación que tanto desea- 
ríamos ver reanudada), de 1931, págs. 412 y siguientes, el número de alumnos 
matriculados era: 


PA eis. BRA 
FOSA TUE il eerte 163 
Fa Gastilla Wlelapeivin a xs. 129 

TO LA Co Re LR e AS 926 


Según el mismo Anuario de 1935-1936, el movimiento escolar de nuestro 
Seminario Diocesano (pág. 124), en esa fecha era: 


3 


inm. O ESO DONNE NC oo ST C MS 607 
POS AUT. RE CREE m rt 54. 
En Castillo Hlejabéllla ———.. ER eee 65 

TOLL Re E E d 726 


Según la Memoria del curso 1947-1948 (datos facilitados por el dignísimo Se- 
eretario de Estudios, don Félix de Zárate), son: 


A O E OA Cee reer 539 
E BOE Eel EE A E IO AA 
Ea Castillo r Ele apela o ao ias: 149 
Pe ed eoiardia ta A rene ped rra 23 
En Gorndejuelai eere ERE norm 28 

Dorm a su dm. o 1015 


De ellos 184 son teólogos, 146 filósofos y 785 latinos. 

Completados los datos del Anuario de Subirana con estos ültimos datos del 
Seminario, vamos a rectificar las estadísticas del señor Aznar. 

Siendo 926 los alumnos en 1930, 726 en 1934 y 1.015 en 1947, y sefialando 
el nümero índice 100 para 1934, resultarán los nuevos datos así: 


ASIE, See. s c see Co 126 
Tr TANE CEU ADO 
AOL MR O 138 


Ahora bien: con esta rectificación, la cifra total de seminaristas en dichos 
años en la provincia eclesiástica de Burgos, se rectifica así: 


oro ade) poses. Rob 2.215 
os cake age son) Pa oo 1.484 
PEW ting one coo Pua anya 3.152 
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y los números índices serán: 


1030 m ee Fone one 149 
LO As har Sota 100 
1947 e jx 212 


por cierto, uno casi igual, y otro exactamente al precedente. 


Si rectificamos esas cifras en el cuadro general, tendremos: 
Número total de seminaristas en España. 


LITO coo estt EE: 13.040 
pe T E E a sce 7.547 
LUN car ti M DNA: 16.639 


con lo que los námeros índices quedan así en total: 


1930 AAA Ll SEs 172 
10940 PEE Ur ab tent :100 
1047 4 ES ege s. oe s 220 


También casi sin cambio. 


Si aplicamos las' cifras actuales de seminaristas en la diócesis de Vitoria 
1.015, con relación al número de habitantes, corresponde por cada millar de 
almas, 1,11, y aplicando el mismo sistema a la provincia eclesiástica de Bur- 
gos, 1,21 en vez de 1,09, y a España, 0,59. 

Aplicándola al número de parroquias, corresponde a Vitoria 1,40 semina- 
ristas por parroquia, 0,71 a la provincia eclesiástica y 0,86 a España. 

Igualmente la estadística del número de habitantes por seminaristas en la 
provincia eclesiástica de Burgos (cuadro XXXVII) pasa a ser de 822. 

Hasta aquí la serie de rectificaciones a que da lugar solamente el añadir a 
una diócesis sus seminarios menores. 


En el capítulo VII, uno de los más interesantes, se limita a poner al día 
un tema ya tratado ampliamente en la semana toledana. De dónde vienen: 
“Aportaciones de las diferentes clases sociales a las vocaciones eclesiásticas”. 
Una serie de estadísticas acompañadas de gráficos y de curiosísimas informa- 
ciones y resúmenes sobre cada una de las provincias eclesiásticas sumamen- 
te atinadas e instructivas. Y como respecto a este asunto no tenemos datos 
de los Seminarios Menores de Vitoria, no podemos completarlos como lo hi- 
cimos en los anteriores. Viene el capítulo siguiente a completar esa. infor- 
mación con la "Aportación de los distintos grupos de familias a las voca- 
ciones eclesiásticas”. Comienza con unas acertadísimas consideraciones so- 
bre la influencia familiar en los futuros sacerdotes, entre las cuales no es 
la menos adecuada la que con discretísimas consideraciones alude a un tema 
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referente a nuestra diócesis, acerca del cual, con la mejor buena fe, se ha 
caído en profundos errores y se sabe vindicar a una respetable Prelado. 


Viene luego el capítulo IX dedicado al triste problema de las parroquias 
sin sacerdote, en el que, sin duda por no haberle facilitado los oportunos datos, 
figuran como sin ninguna vacante las diócesis de Vitoria y Calahorra, cuando 
según las respectivas guías diocesanas de dicho año 1947, la primera tenía 152 y 
la segunda 126, lo que hace elevar el total de parroquias vacantes en la pro- 
vincia eclesiástica de Burgos a 1.416, y el total de España a 5.529; hace fijar 
los respectivos porcentajes de parroquias vacantes en 21,08 para la diócesis 
de Vitoria, y 35,11 para la de Calahorra y La Calzada, haciendo subir a 31,47 
el total de vacantes en la provincia eclesiástica de Burgos, y a 28,88 el total 
de España, sin contar las vacantes que de igual manera pudiera haber en 
otras diócesis en las que no aparece ninguna vacante en la estadística, pero 
que en la realidad puede ser por no habérsele comunicado datos. Sólo el tener 
a la mano las guías diocesanas de ese año en los dos obispados citados nos ha 
permitido hacer estas rectificaciones, que hacen cambiar la posición de ambas 
diócesis en el cuadro XCIX, pasando de la primera columna a la cuarta. 


Viene luego la calificación de los seminaristas clasificados en tres grandes 
grupos de Humanidades, Filosofía y Teología, y si rectificamos con arreglo 
a los datos ya citados de nuestra diócesis, pasará su porcentaje a 77,33 de 
latinos, 14,58 de filósofos y 12,19 de teólogos, teniendo para la provincia 
eclesiástica de Burgos un total de 2.226 latinos, 614 filósofos y 412 teólogos, 
con los respectivos porcentajes de 68,47, 18,88 y 12,33, y para toda España 
las cifras de 10.865, 33.774 y 2.100, con un total de 16.739, correspondiendo, por 
tanto, los porcentajes de 64,93 por 100 de latinos, 22,53 de filósofos y 12,54 de 
teólogos. Tras unas acertadas observaciones sobre las clases altas y las vo- 
caciones eclesiásticas, pasa a tratar de las vocaciones en las órdenes y congre- 
gaciones religiosas, si bien en éstas, al no poder adquirir datos completos como 
en el clero secular o diocesano, da informes sobre algunas de las más im- 
portantes en cada tipo, enseñanza, beneficencia, predicación, etc. Como apén- 
dice: habla de las Universidades Pontificias, publicando, respecto a la de 
Comillas, el “Número de seminaristas que las diócesis de España tenían ha- 
ciendo allí sus estudios en 1947”, clasificándolos por Facultades, y lo mismo las 
Ordenes religiosas, lamentándose el autor de no poseer datos análogos sobre la de 
Salamanca. Pues bien: con la Memoria de la misma, correspondiente al curso de 
1947-1948 a la vista, voy a completar esos datos en igual forma en que publica 
los de Comillas, con lo que terminaremos las pequeñas adiciones a este bene- 
mérito libro. 


Según dicha Memoria, la Pontificia Universidad Eclesiástica de Salamanca 
tenía esé curso matriculados 238 alumnos, de los que 158 pertenecían a la Facul- 
tad de Sagrada Teología, 24 a la de Derecho canónico y 56 a la de Filosofía, más 
12 en el curso propedéutico para esta última. Considerando estos últimos 
como filósofos, lo que eleva el total de alumnos a 250, vamos a: clasificarlos 
por diócesis y Congregaciones y Facultades, en igual forma que don Severino 
lo hace con los de Comillas. 
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Pontificia Universidad eclesiástica de Salamanca. 
Número de alumnos que las diócesis de España tenían allí haciendo sus 
estudios: 


EN 1947-1948 


Didegcsis Filósofos Teólogos Canonistas Total 


De la provincia eclesiástica de Burgos. 


Burgos ... E 0 5 0 5 
A LIU ere 2 5 0 7 
OSMA o oe SIE il 1 0 D 
Santander 0 1 0 1 
ALOE 3 2 3 8 

BOLA 6 14 3 20 


De la provincia eclesiástica de Granada. 


Granada eon ee CENE 0 1 0 4 
Guadix ... 1 0 0 1 
Málaga ... 1 1 0 2 
Murcia a.. 1 4 0 5 
Total AS n us 3 6 0 9 
De la provincia eclesiastica de Santiago. 
Esc ei mL 2 8 0 10 
Mondoñedo es E "s 1 6 1 8 
Orense ... 2 2 0 4 
Oviedo ... Totes 4 2 1 qi 
XU SEO E oat 1 0 1 2 
IA ARE s tale e 0 2 0 2 
TEX sa ee 10 20 3 33 
De la provincia eclesiástica de Sevilla. 
Badajoz A 0 2 0 2 
DOLO AAA 0 2 0 2 
De la provincia eclesidstica de Tarragona. 
Barcelóngl GM a 0 4 0 4 
Gerona e LE ay 0 3 0 3 
TOLOSA 0 i 0 7 
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Diócesis Filósofos Teólogos Canonistas Total 


De la provincia eclesiástica de Toledo. 


A e sies 1 3 0 4 
CUECA de MAN M od D 0 3 0 3 
Madrid-Alcalá ... ... a 1 6 1 8 
AO e 1 DCN 0 7 0 7 
MEAM vA ee P DN 0 0 0 0 
Toledo ... 2 6 0 8 
TOTO gene 8 PE 4 25 1 30 
De la provincia eclesiástica de Valencia. 
[SQUE I I E 1 0 0 1 
E A soi nce 0 2 0 2 
Rana des eso 0 1 0 1 
Walencia RE. 0 3 0 3 
TIO TO 1 6 0 7 
De la provincia eclesiástica de Valladolid. 
ASOREI A arcem oe 4 1 0 5 
TGI ied ese mere: 0 1 0 1 
Ciudad: Rodrigo... as. i 0 3 3 6 
Stamane g tonta 13 6 1 20 
OP ON ta P MCI ER RE 0 4 1 5 
Valladolid 0 3 0 3 
LANA Coca a: 0 4 0 4 
DONA 17 22 5 44 
De la provincia eclesiástica de Zaragoza. 
Huetar ia ae 0 1 0 1 
daos d eere pies ORI eee 1 0 0 1 
Pamplonaan uc 0 2 1 3 
LALALA CP. 4.994. 5 e 1 6 0 7 
Total PEE E 2 9 1 12 
De la Prelatura nullius. 
Cudd Real.. ts. gee see 0 5 0 | 5 
Del Vicariato. 
Capellanes castrenses ... 0 RU 4 4 
Total de alumnos de 
diócesis españolas .. 43 116 1T 176 
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Número de alumnos procedentes de diócesis de fuera de España que estu- 
diaban en Salamanca en 1947-1948: 


Doi ófcre stus - Filósofos Teólogos Canonistas Total 


ac 


De Portugal. 


IBrasaneagee MM 0 0 1 1 
Coumnbra Ge saree eae aes: 1 1 0 2 
AO ER Ko TE 1 1 0 2 
ATMEL OMe taa Kase 1 0 0 1 
TADO ni 0 0 4 1 
| AOS AOE rs A moos 1 0 0 T 

AO LOL LAS AA 4 2 2 8 


Número de estudiantes de Ordenes religiosas que estaban haciendo allí sus 
estudios en 1947-1948: 


Agustinos . AA SINN 1 0 0 1 
Agustinos Racclsies ate 0 0 4 1 
Capuchinos a gc5°6d5. coe 0 2 4 3 
Carmelitas Desc A" 1 7 1 9 

Colegio Mayor Beato 
Juan de Avila (O. D.). 15 24 0 39 
BEranoiscano s. E ashe 1 0 il 2 
Mercedarios ... ... .. Q 2 0 2 

Misioneros del E 
lado Corazón de María 1 1 1 3 
PAS LO DIS LACM a En ee 0 2 Ope. 2 
Salesianos rana 0 2 0 2 
Trinitarios ES 2 2 0 4 
TOLO ES E 21 42 5 68 


Termino este trabajo deseando que pronto aparezca otra edición de esta 
obra, corregida y aumentada, y en ella veamos mejorada la cantidad y calidad 


de nuestros futuros sacerdotes, a mayor gloria de Dios y bien de la Santa Ma- 
dre Iglesia. 


José María FERNANDEZ DE RETANA GALINDEZ, Pbro. 
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SOBRE LAS RELACIONES HISPANOFRANCESAS (CE 


Después de haber sido premiadas ambas con sendos premios “Menéndez Pe- 
layo” (correspondientes a los años 1946 y 1947) han visto casi simultáneamente 
la luz pública, editadas por el Instituto “Jerónimo Zurita” dos interesantísimas 
monografías que recogen y analizan épocas algo alejadas cronológicamente de 
las relaciones hispano-francesas. Sus temas centrales están suficientemente 
apartados de lo canónico para que tengamos que justificar aquí lo conciso de 
nuestra reseña. 

El libro de Jos& María Jover, 1635. Historia de una polémica y semblanza 
de una generación tiene todas las características de una obra excepcional. Con 
materiales de primera mano, de una importancia y una densidad emocional di- 
fícilmente superables, se traza en ella con mano maestra la semblanza de una 
generación puesta de cara a una de las coyunturas más definitivas de nuestra 
historia. Resulta así el libro, más que cebo sabroso para una rápida lectura, 
denso manual de meditaciones españolas. Hay mucho nuestro, de cada uno, en 
las páginas de esta obra. Mucho de actual. Mucho de ejemplar. Mucho de in- 
quietante. Reconforta a veces, entristece otras, enseña siempre. 

Claro está que como eclesiásticos, es el aspecto religioso de la polémica 
hispano-francesa, el que más nos ha llamado la atención. Bien queda España 
vista desde este punto. A las tristes razones de Fr. José en loor de su alianza 
con herejes, dan nuestros polemistas contundente respuesta. Alguna vez, y 
es notable que en ello incurre cabalmente quien como JANSENIO escribía fuera 
de nuestras fronteras, exajerando. Otras veces, el caso de PELLICER, extremando 
las disculpas. Pero en conjunto mostrándose cargados de razón, firmemente apo- 
yados en la conducta inmaculada de España: “Buscad en todo el orbe español 
un hereje permitido, un error disimulado—exclamaba el P. BaurIsta—..España, 
jardín es de Jesús Cristo”. 

Tremendos son los problemas que en el orden religioso se examinaron en 
la polémica que esta obra estudia. Y gloria de la generación española que en 
ella participó es haberlo afrontado con objetividad, mesura, reciedumbre teoló- 
gica y pasmosa claridad de ideas. 

Notemos, en fin, que a pesar de la extraordinaria dificultad de su empeño 
JOSÉ MaRÍA JOVER ha sabido sintetizar la controversia con una claridad mara- 
villosa, que avaloran aún más lo logrado del estilo literario, lo cuidado del apa- 
rato científico y la misma discreta elegancia de la presentación tipográfica. 


* * * 


La otra monografía se refiere a tiempos muy distintos: los de la guerra 
de la independencia. Estudia en ella JUAN MERCADER RiBA un tema casi inédito 
cual es el de Barcelona durante la ocupación francesa (1808-1814). Y por cierto 


(*) José MARÍA JOVER, 1635. Historia de una polémica y semblanza de una generación 
Consejo Superior de Investigaciones Científicas. Instituto Jerónimo Zurita. Madrid, 1949. Un vo- 


lumen de 568 págs.. Y 
JUAN MERCADER RIBA, Barcelona durante la ocupación francesa (1808-1814). Consejo Superior 


de Investigaciones Científicas. Instituto Jerónimo Zurita. Sección de Barcelona. Madrid, 1949. 
Un volumen de XVI + 527 págs. 
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que, a pesar de lo escasísimo de la bibliografía precedente, logra salir muy 
airoso de su intento: el libro está muy logrado, abarcando, en síntesis siempre 
difícil de obtener, la visión de conjunto y mil y mil detalles minúsculos que 
la hacen mucho más clara. 

Después de una introducción, que constituye uno de los mayores aciertos de 
la obra y en la que dedica unas páginas muy densas e interesantes al estado es- 
piritual del Principado al iniciarse la invasión, estudia en dos amplias partes 
la historia externa de la invasión y la obra de los napoleónidas. En esta segun- 
da parte va inserto un interesante capítulo consagrado a la política religiosa. 
Interesante, diremos en primer lugar en sí, pues aunque la ocupación francesa 
en Barcelona no llegara a plantear los espinosos problemas canónicos que en otras 
partes torturaron las conciencias españolas, se leen sin embargo con interés las 
páginas en las que el autor describe las ideas y proyectos napoleónicos acerca 
del clero español; las relaciones de las autoridades intrusas con él mismo, la 
supresión del Santo Oficio, los primeros intentos desamortizadores... Interesan- 
te además para nosotros que lo contemplamos en 1950. En la obra de MERCA- 
DER RIBA se ratifica de una manera rotunda e inequívoca que la política liberal 
de nuestro siglo xix siguió servilmente el calco francés y que, en concreto, su 
política religiosa fué sustancialmente la napoleónica. Como se desprende tam- 
bién que la culpa no fué sólo de quienes hicieron tabla rasa de nuestro pasado. 
Alguna, aunque mucho menor, tuvieron quienes se empeñaron en la imposible 
empresa de anclarse tercamente en él. Fué lástima que la lección de los napo- 
leónidas la aprendiesen sólo nuestros liberales para repetirla torpe y servil- 
mente. Hubiera sido muy de desear que no solo ellos sino todos, la hubieran 
estudiado para corregirla, depurarla... y aprovechar algo que tenía de legítimo 
y habría evitado muchas complicaciones ulteriores. : 

. Buen libro éste que reseñamos. Y que enseñará mucho a quienes lo lean. 
Ojalá no sean pocos. 


L. DE E. 


DOS ESTUDIOS SOBRE TEMAS JURIDICO- 
CANONICOS AMERICANOS (*) 


Entre los diversos privilegios otorgados por los Romanos Pontífices a los Re- 
yes de España en orden a la evangelización de América, ocupa un puesto im- 
portante la Bula “Exponi nobis", llamada vulgarmente Omnímoda, expedida 
por Adriano VI a petición de su antiguo discípulo Carlos V el 13 mayo de 1522. 

En ella el Romano Pontífice disponía que los religiosos de las Ordenes Men- 
dicantes que fuesen designados por sus Superiores para evangelizar los nuevos 
territorios, deberían ser controlados por el Consejo real (de Indias) a fin de re- 
gular su número; y, además, que bajo la vigilancia de Superiores elegidos 
por ellos mismos, pudiesen ejercer omnímoda autoridad en ambos fueros en 
s > 3 MM c eae T E de Adriano VI. Madrid, C. S. I. C., 1948 (Biblioteca 

F. PEREZ EMBID, Los descubrimientos en el Atlántico y la rivalidad castellanoportuguesa 


nasta et tratado de Tordesillas. Sevilla, 1948 (Publicaciones « i 
PRA pao ae CR LY ( | ones de la Escuela de Estudios Hispano- 
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aquellas regiones que distaren dos dietas del lugar de residencia de un Obispo o 
su Oficial. 

Carlos V obtuvo este singular privilegio cuando recibió noticias del campo 
inmenso que se abría a la evangelización con la conquista de Méjico, y a la 
¿vista de los inconvenientes que hasta entonces había presentado la organiza- 
ción eclesiástica de la provincia franciscana de Santa Cruz de la Española. La 
Bula toca tres cuestiones: el reclutamiento y la regulación de las expediciones 
de misioneros; la constitución y gobierno de los mismos en tierras de misión, 
y, por fin, las facultades omnímodas que se les otorgan con ciertas condiciones. 

No es tarea sencilla llevar a cabo un estudio del origen, contenido y vici- 
situdes de esta Bula. El llegar a delimitar exactamente qué es lo nuevo que 
añade a los privilegios anteriormente concedidos, hasta qué punto las nuevas 
concesiones son ratificadas o abrogadas por Bulas posteriores, qué influjo ejercie- 
ron sobre la realidad en la evangelización de América, cuándo se puede consi- 
derar como definitivamente caducada exige un conocimiento profundo y deta- 
llado de casi toda la historia de la Iglesia de América en sus primeros siglos. 

PEpRO Torres, en el trabajo que reseñamos, no se ha propuesto llevar a 
cabo este estudio en toda su amplitud. Como él mismo lo advierte en el prólogo 
no trata más que de trazar un esbozo en el que ha intentado encuadrar la Bula 
de Adriano VI en líneas generales dentro del ámbito de los problemas con ella 
relacionados. ; 

Estudia, e1 primer lugar, brevemente los antecedentes y el despacho de la 
Bula; se detie1e algún tanto con visión certera del problema en el estudio diplo- 
mático de la 1nisma y en hacer la crisis de su autenticidad; y, tras un escueto 
análisis canónico de su contenido, pasa a describir sus principales vicisitudes 
hasta la aparición de la Congregación de Propaganda Fide. 

Al narrar las vicisitudes de la misma, se fija principalmente en la Orden 
Franciscana, a la que se tuvo presente de una manera especial en el momento 
de su expedición; pero también porque el autor se ha visto precisado por pre- 
mura de tiempo a circunscribir sus investigaciones y centrarlas en aquella 
Orden. : 

Con todo, el resultado es halagúeño. Se arroja nueva luz sobre los proble- 
mas de jurisdicción en los territorios misionales de los siglos xvi y XVII; y se 
llega al término de su lectura con una nueva visión de la gesta heróica de 
nuestros misioneros.. Con ello se ha dado un gran paso hacia una comprensión 
empleta del problema y su solución. 


La grandiosa epopeya de los descubrimientos de nuevas tierras, que cul- 
minó en el descubriminto de América, tuvo, como todas las grandes Obras, sus 
antecedentes oscuros pero trascendentales. 

Ordinariamente llama más la atención lo espectacular, lo grandioso, y se 
descuida lo básico, lo fundamental. Eso mimo ocurre con el descubrimiento de 
América. Son conocidas en todos sus detalles las expediciones de Cristóbal 
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Colón y apenas nadie se preocupa de las múltiples expediciones que tuvieron 
lugar a lo largo del siglo xv y que prepararon el gran acontecimiento de fines 
de siglo. 

Don FLORENCIO Pérez Empip se halla empeñado en descubrir la historia 
marinera con que la costa occidental de Andalucía se preparaba poco a poco 
para descubrir a América. Uno de los jalones en el camino emprendido es el 
libro que reseñamos, dedicado a ilustrarnos sobre la rivalidad castellano-portu- 
guesa en el descubrimiento del Atlántico hasta el tratado de Tordesillas. 

El autor divide esta gran época de los descubrimientos en tres etapas: la 
de navegaciones aisladas (1291-1340), la de tanteos organizados (1340-1415) y la 
de rivalidad política y fundamento científico (1415-1494). Las dos primeras, 
así como representan un período inicial de tanteos, así también han dejado 
menos huellas en los archivos y documentos contemporáneos. Con respecto a 
las mismas, la labor del autor ha sido la de recoger y valorizar todos los da- 
tos dispersos en múltiples publicaciones y presentarlos ordenadamente al lector. 

La tercera etapa es más rica en datos pero, al fin y al cabo, expuesta a fal- 
sas interpretaciones. Aun cuando no se puede negar que queda todavía mucho 
por investigar, sin embargo, la idea de conjunto que se deduce de la lectura de 
estas páginas parece haber llegado a su madurez y se puede asegurar que no 
sufrirá modificación sustancial por los nuevos datos que puedan más tarde 
arrancarse al olvido de los archivos. 

El último capítulo estudia dos cuestiones complementarias: la incorpora- 
ción de las Indias a la Corona de Castilla y los límites de la expansión africa- 
na de Castilla. A la primera dedica mayor atención: ¿por qué las Indias fue- 
ron incorporadas a Castilla y no a Castilla y Aragón conjuntamente? Han sido 
diversas las soluciones que se han dado y el autor las examina y critica para 
exponer a renglón seguido su interpretación, basada precisamente en la nueva 
luz que adquieren los acontecimientos de principios del siglo xvr con el estudio 
conjunto de los preparativos del siglo anterior. 

El trabajo se ha llevado a cabo eon gran maestría, acopio de datos, recta 
interpretación de los hechos y ecuanimidad en sus juicios. El conjunto resulta 
una magnífica base para toda investigación posterior de detalle. 

Por nuestra parte, tan solo quisiéramos agregar que nos gustaría ver lle- 
vado a término otro estudio parecido acerca de la marina del Cantábrico. In- 
dudablemente no tuvo el empuje de la andaluza; pero tampoco se expliea la apa- 
rición de un Legazpi y un Urdaneta sin previos tanteos marineros. Que fueron 
muchos los marinos del Cantábrico que se aventuraron por el Atlántico en 
el siglo xv, es indudable. Parà muestra puede servir una nota que conservo 
entre mis apuntes personales, En el Arch. Vat., Reg. Vat. 373, fol. 150, se con- 
serva la copia de una Bula Pontificia de 1435, por la que se autoriza al Obispo 
de Canarias para absolver de la excomunión en que han incurrido numerosos 
marinos del Cantábrico contrayendo matrimonio en grados de consanguinidad 
prohibidos por la Iglesia. Sin embargo, la labor en este sentido ha de ser más 
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dificil por la mayor escasez de noticias y la mayor necesidad de recurrir a las 
fuentes inéditas. 

No nos queda sino felicitarnos por la aparición de este libro, que constituye 
indudablemente un paso importante hacia el pleno conocimiento de lo que el 
autor se propone ilustrarnos con sus futuras investigaciones. 


José ZUNZUNEGUI ARAMBURU, Pbro. 


Profesor en el Seminario de Vitoria 


VALIOSA SINTESIS SOBRE LA TEOLOGIA 
DE LOS MISTERIOS (*) 


He aquí una obra de interés máximo y cuya necesidad se hacía cada vez 
más apremiante. Tras veinticinco años de discusión en torno a la denomi- 
nada “Teoría de los misterios”, era preciso reunir el material disperso en 
una Obra de conjunto que nos diese una visión general, imprescindible para 
evaluar un sistema. Si alguna, la “Teoría de los misterios” se ha visto apun- 
talada en sus afirmaciones fundamentales por concienzudos trabajos filoló- 
gico-patrísticos de CAsEL y la Escuela de María Laach; pero por otra parte, 
a partir del año 1921, en que apareció el primer volumen del Jahrbuch fúr 
Liturgie-Wissenschaft, hasta nuestros días, el sistema ha ido enriqueciéndose 
con valiosas aportaciones de propios y extraños. 

La presente obra, tesis doctoral del Dr. FILTHAUT, es la primera síntesis 
que recoge el desarrollo de este movimiento. Es una sencilla exposición, al 
margen de todo partidismo, de las afirmaciones de los controversistas. Ni si- 
quiera se pronuncia de modo definitivo por una de las partes; la claridad, el 
orden, la objetividad, son las virtudes que—el mismo autor lo garantiza— 
han de regular su trabajo. 

En breves, pero bien dispuestos capítulos, nos presenta el desarrollo his- 
tórico de la controversia, el problema general de la presencia de los misterios 
con sus cuestiones anejas—concepto del Misterio, objeto y sujeto en la re- 
presentación del mismo, etc.—, el argumento escriturístico y patrístico tal 
como lo han presentado ambas partes, para concluir con un capítulo dedicado 
a la espinosa cuestión de la relación que media entre el Misterio del culto 
“cristiano y los misterios helénicos. j 

La controversia sigue—acaba de publicarse un interesantísimo trabajo 
póstumo de CasEL sobre el tema “Zur Kultsprache des heiliges Paulus" en el 
volumen primero de “Archiv fúr Liturgiewissenschaft”—, mas, tras la lec- 
tura de esta obra nos son ya familiares las líneas fundamentales de la sín- 
tesis caseliana, los retoques de SÓHNGEN, y la posición contraria de UMBERG 


(*) THEODOR FILTHAUT, Die Kontroverse úber die Mystorienlehre. Warendorf (Westfalien), 
1947. 129 págs: 
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y sobre todo en nuestros días Primm. Si tenemos en cuenta la penuria de 
fondos ad hoc de nuestras bibliotecas, el valor relativo de la obra de FILTHAUT 
es para nosotros único. 


art 


ESTUDIOS DE POLITICA INTERNACIONAL (*) 


El gran internacionalista espafiol, benemérito vulgarizador en el ambiente 
civilista de las grandes figuras que en nuestro.siglo de oro crearon el derecho 
internacional moderno, nos ofrece en este libro, como su mismo titulo lo 
indica, una serie de estudios acerca de diversos temas de derecho interna- 
cional y de gentes. 

Describe la naturaleza y finalidad de la publicación el propio autor en 
las líneas siguientes: “Si la afirmación no pecase por contradictoria, diríamos 
que los estudios agrupados en este volumen no tienen más nota específica que 
la heterogeneidad. Todos ellos fueron escritos con posterioridad al inicio 
de la guerra europea número dos. A pesar de ello, ninguno de los trabajos 
aquí reunidos se refiere a problemas planteados por la guerra; por el contra- 
rio, alguno de ellos versa sobre cuestiones postbélicas, y de modo especial 
giran en torno a disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas, si bien más 
que referirse a esas cláusulas concretamente, se intente utilizarlas como modo 


de situar algunos problemas básicos de la política internacional en el momento 
presente”, 


Predominan los estudios dedicados al análisis de problemas de política in- 
ternacional que, en realidad, constituyen la especialidad del autor. No es un 
análisis frío y al margen de toda consideración de orden ético. Todo lo con- 
trario. BARCIA TRELLES se allega a ellos pertrechado de los principios incon- 
movibles del derecho de gentes, y de este modo sus soluciones y dictámenes 
adquieren carácter de algo sólido y definitivo, aun cuando se trate de proble- 


mas cuya existencia fugaz apenas deja un rastro en el horizonte de la vida 
internacional. 


Es precisamente éste uno de los aspectos más simpáticos de la labor de 
BARCIA TRELLES: la naturalidad y el acierto con que en sus investigaciones se 
remonta a los principios generales del derecho natural y de allí retorna con 
la solución justa en los puntos de la pluma. Es un glorioso distintivo de BAn- 
CIA TRELLES la preocupación ética que lleva a todo problema de orden inter- 
nacional. Auténtico heredero del método del Maestro Francisco de Vitoria 
a quien el autor, se puede decir, descubrió al mundo de los estudiosos hace 
veinte años en las conferencias de la Academia de Derecho internacional de 
La Haya. Reinan en este libro los principios básicos del sistema vitoriano. 


2 (*) CAMILO BARCIA TRELLES, Estudios de política internacional y derecho de gentes. Consejo 
Superior de Investigaciones Científicas, Instituto Francisco de Vitoria. Madrid, 1948. 585 págs. 
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Y easi estoy por afirmar que entre ellos el predilecto de BARCIA TRELLES es 
. el siguiente, sacado de la proposición 21 de la Relección “De Potestate Civili": 
“El derecho de gentes no sólo tiene fuerza por el pacto de los hombres sino 
que tiene verdadera fuerza de ley. El orbe todo, que, en cierta manera, es una 
Repübliea, tiene poder para dar leyes justas y a todos convenientes, como lo 
son las del derecho de gentes, porque esté dado por la autoridad de todo el 
orbe". 

Anima y regocija el ánimo el comprobar que hay todavía hombres de 
_ciencia que puestos a escoger entre Maquiavelo y Vitoria, se quedan con el 
“ingénuo” profesor salmantino. 

Precisamente la obra que comentamos se inicia con un estudio sobre el 
Maestro Vitoria en conmemoración del cuarto centenario de su muerte. En él de- 
muestra el autor que la inestabilidad de la sociedad internacional contempo- 
ránea estriba en el abandono de la senda institucional y perenne del derecho, 
abierta y señalada por Vitoria en sus relecciones “De Indis" y “De Iure Belli”. 

Hay un juicioso y desapasionado comentario-a la “carta orgánica de San 
Francisco” (págs. 41-85) en que, a vuelta de reconocer los innegables mé- 
ritos de la iniciativa (no se olvide que una de las grandes aspiraciones de 
nuestros clásicos ha sido la organización de la comunidad internacional, y el 
texto arriba citado de Vitoria es de ello una prueba manifiesta) y la sincera 
voluntad de paz en ella manifestada, señala certeramente la figura que puede 
determinar la ruina de todo el edificio: “el derecho de veto”. Los aconteci- 
mientos posteriores han demostrado el sentido profético del autor. Si bien en 
este caso la previsión no era difícil. 

. De este tan discutido derecho nos ofrece un fino análisis, en el que pone 
de manifiesto la absoluta incompatibilidad del derecho de vete con el prin- 
cipio de igualdad internacional. Principio que, por otra parte, no sólo ha sido 
solemne y repetidamente proclamado en los proyectos de Dumbarton Oaks. 
(7-10-44), sino aun en la misma carta de S. Francisco (26-6-45), art. 2, n. 1. 
Prueba el autor documentalmente que este odioso, al par que peligroso pri- 
vilegio, fué una imposición casi brutal de Rusia en Yalta, ante la que cedieron 
Inglaterra y EE. UU., a fin de salvar la proyectada “comunidad internacional”. 
Roosevelt creyó ingenuamente que con el “veto” salvaguardaba en el futuro 
la unidad de los “Tres”. Ha sido en cambio la manzana de la discordia. El 
veto es el resultado del choque entre la decidida voluntad de obtenerlo (Ru- 
sia), la doctrina del “mal menor” (EE. UU.) y la táctica del “compromiso” 
(Inglaterra). Y ahora resulta que la eliminación del tal privilegio es cosa 
harto difícil, pues en virtud de los artículos 108 y 109, ap. 2 de la Carta de 
S. Francisco, toda enmienda de la misma no podrá entrar en vigor si no es 
ratificada unánimemente por los cinco miembros permanentes del Consejo de 
Seguridad. Ahora bien; esta unanimidad es moralmente imposible, porque uno 
de los miembros opondrá siempre, infaliblemente, su veto... contra la enmienda 
del derecho de veto. Círculo vicioso, si lo hay. Pero real y funesto como pocos. 

‘Notable es también el ensayo sobre el “mar como factor de protagonismo 
en la política internacional” (págs. 437-525), en que el autor demuestra como 
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el mar es el verdadero protagonista de la historia del mundo, o en otros tér- 
minos: la historia del mundo la escriben las naciones marítimas. 

El dominio del material internacionalista permite al autor construir un 
interesante estudio histórico, nada menos que en torno al bacalao... “El ba- 
calao y la política internacional” (págs. 419-436) es el título de la historia 
de una seria cuestión diplomática ocasionada por este suculento a la par que 
inquieto protagonista. Historia que ocupa dos siglos de relaciones a veces muy 
tirantes entre Inglaterra, Francia y EE. UU.... (1713-1904). 

Aletea a lo largo de toda la obra, y lo consigno no sin honda satisfacción, 
una fraterna y honrada simpatía hacia el continente americano y su actuación 
en la vida diplomática. A este propósito no resisto a la tentación de transcribir 
las siguientes líneas escritas por el autor en torno al Acta de Chapultepec 
(México, 3-3-45): “Hay aquí algo que para nosotros españoles no puede pasar 
inadvertido, a saber: que el concepto tradicional de nuestros tradicionalistas 
del siglo xvr, en virtud del cual la comunidad internacional se consideraba 
como un todo solidario, ha prendido en la conciencia del hemisferio occiden- 
tal" (pág. 60). 

Otra simpática característica de BARCIA TRELLES es el optimismo con que 
enfoca las cuestiones, no obstante pertenecer la mayor parte de ellas a uno 
de los períodos más confusos e inciertos de la historia de Europa: el encua- 
drado entre mayo de 1945 y mediados de 1948. Optimismo que, a mi parecer, le 
viene al autor de su contacto habitual con las fuentes del derecho natural. Hay 
en él una inmensa fe en la Europa occidental y cristiana, que si bien maltre- 
cha y desamparada “encierra todavía riquezas espirituales en cantidad sufi- 
ciente para señalar al mundo el camino de la luz y de la paz prometida a los 
hombres de buena voluntad”. 


Y permítaseme ahora señalar algún pequeño lunar. Las citas latinas van 
con frecuencia afeadas de errores. El opúsculo de Grocio: “De mare libero”. 
aparece repetidamente así: “De mare liberum” (pág. 553, et passim). Asimis- 
mo sale erróneamente citado el otro opúsculo del holandés: “De Iure praedae" 
(pág. 557, et passim). Muy conveniente hubiera sido la exacta referencia bi- 
bliográfica de las muchas citas que constelan estos estudios. Las hay muy 
felices de Vázquez de Menchaca, de Vitoria y cien más. Pero resulta prác- 
ticamente imposible su compulsación, con el consiguiente disgusto para el 
erudito o estudioso de estos problemas que, en este caso, ha de renunciar con 
pena a enriquecer con una selecta ficha su repertorio bibliográfico. 

De advertir además que la crónica internacional de estos últimos meses, 
desmiente alguna de las afirmaciones del autor. Esta, por ejemplo: “No hay 
en Europa pactos regionales, ni acaso, posibilidad de que se establezcan”. El 
Pacto atlántico ha demostrado clamorosamente la posibilidad de los pactos 
regionales. Si bien alguien pudiera ver en él, por parte de Inglaterra, un gesto 
diplomático incompatible con el tratado de asistencia con Rusia del 26-5-42. 
Si es que aún conserva éste último su vigór. Repito: pequeños lunares, que 
prácticamente desaparecen ante la bondad de la obra en general. 
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Mil plácemes al autor y al benemérito Instituto Francisco de Vitoria que, 
recogiendo en el presente volúmen el fruto de la múltiple actividad científica 
de BARCIA TRELLES, ha prestado a la ciencia y al derecho internacional un 
positivo y no pequeño servicio. 


FRANCISCO GASA SALDEVILLA 


Profesor en el Instituto de Humanidades de Salta 
(República Argentina) 


JERONIMO NADAL (*) 


Ampliación de una disertación doctoral presentada en la Universidad de 
Innsbruck, la obra del P. NicoLau, S. J., que presentamos, quiere servir de 
contribución al movimiento, en auge cada vez mayor, de estudios de Historia 
de la Espiritualidad. Ha escogido como objeto dé su monografía la persona 
del P. Nadal, llamado “el segundo fundador de la Compañía”; de las mu- 
chas facetas interesantes del ilustre jesuíta mallorquín (recuérdese su influjo 
en las Reglas y Constituciones), el autor ha querido estudiar la teológico- 
ascélica. 

Familiarizado el P. NicoLau con abundante bibliograía referente a la época 
nataliana, y pertrechado con numerosa documentación, inédita en gran parte, 
recogida en diversos archivos nacionales y extranjeros de la Compañía, nos 
podía presentar el precioso fruto de sus investigaciones, tan sólo en parte 
conocidas por artículos de Revista. 

Tras breve semblanza del P. Nadal, se detiene el autor en la enumeración 
y estudio de las obras del mismo, para pasar a darnos, bien orgánicamente 
dispuesta, la doctrina espiritual del compañero de S. Ignacio. 

Interesantísimos, entre otros, los capítulos sobre el método de medita- 
ción, sobre los Ejercicios, sobre su actitud frente al iluminismo; orientador 
el capítulo en torno a las fuentes e influjos de Nadal. Finalmente, en cinco 
“apéndices, publica otros tantos documentos inéditos de verdadera enjundia. 
Un precioso índice de materias facilita la consulta de la obra. 

Limpidez en el estilo, profundidad en el estudio, claridad en la exposición. 
y una edición magnífica hacen por todos los conceptos apreciable esta obra 
que nos descubre la talla de maestro espiritual de Nadal y nos proporciona 
preciosos datos para comprender el espíritu ignaciano, con el que tan perfec- 
tamente se compenetró. 

Mientras felicitamos al autor de corazón, hacemos votos porque se vayan 
multiplicando en nuestra patria monografías de esta categoría sobre nuestros: 
grandes maestros del Siglo de Oro. 

Ts 


(*) MIGUEL NICOLAU, (S. J., Jerónimo Nadal. Sus obras Y doctrinas espirituales. C. S. I. c3 
Instituto Francisco Suárez. Madrid, 1949. XXXVI + 567 págs. ! 
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UN MANUAL DE DERECHO CANONICO 
QUE SIGUE REEDITANDOSE (*) 


La colaboración científica de los RR. PP. VERMEERSCH y CREUSEN ha in- 
fluído de manera muy valiosa en el estudio del Código eclesiástico; habién- 
dose iniciado con la Summa novi iuris, que alcanzó hasta cuatro ediciones en 
un corto espacio de tiempo, se consuma en el Epitome iuris canonici, que 
sigue reeditándose en nuestros días. 

El primero de los tres volúmenes de este Epitome, que sale a luz en 1924, 
es un comentario a los libros I y II del Coder, precedido de una introducción 
sobre la potestad de la Iglesia y el derecho canónico en sí y en la historia de 
sus fuentes. Casi todo se debía al R. P. VERMEERSCH, ya que el R. P. CREUSEN 
no estudiaba sino los cánones 108-486, que se refieren a los clérigos. 

La obra era oportunísima, como que salía a los tres años de la vigencia 
del Código, cuando el estudio de la nueva Ley apremiaba y los libros acomo- 
dados escaseaban. Y era de grandes alientos, puesto que “canones iuris uni- 
versalis non mere exseribebat vel in pauca referebat, sed eosdem proprie 
dicta interpretatione illustrare et, non dissimulatis difficultatibus, quaestione; 
eorum Occasione subortas dissolvere conabatur". 

Entre profesores y discípulos, curiales y estudiosos en general, tuvo éxito 
muy halagúeño. En un bienio se agotaron las existencias de la edición, y hu- 
bieron de seguirse la segunda, la tercera, etc., hasta siete, que cuentan 40.000 
ejemplares. 

No se acomoda fácilmente ni a las aulas universitarias de Cánones, por 
defecto, ni a las de Instituciones en los Seminarios y en las Facultades teo- 
lógicas, por exceso; y, sin embargo, no hay canonista que no se beneficie de 
síntesis tan acabada. Acéptense o deséchense sus puntos de vista, que son nu- 
merosos, no es posible desconocerlos. ¿Quién no cuenta, verbigracia, con el 
sentir de VERMEERSCH a propósito del canon 105, número 1.°? 

Ni se contentan los autores con reeditar su libro, sino que continüan com- 
pletándole y puliéndole. Hasta el piadoso tránsito del por tantos títulos insig- 
ne P. VEnMEERSCH (12 de julio de 1936) (1) lo hicieron los dos, cada uno en 
sus partes respectivas; ahora lo hace íntegramente el R. P. CREUSEN. 


Esta labor de perfeccionamiento revisa y aun cambia el propio parecer, 
somete a examen el ajeno, se hace cargo de las interpretaciones auténticas y 
demás documentos pontificios...; en una palabra, se esfuerza por tener al día 
el Epitome y de ordinario lo consigue. 

Hay, con todo, deficiencias muy notables. El R. P. Roprico dió a luz en 
1944 sus Praelectiones theologico-morales comillenses, tomo II, De legibus; 

^y, a pesar de las valiosísimas aportaciones científicas que atesora, CREUSEN 
le desconoce en 1949. Antes, en 1941, publicaba el R. P. Fprz. REGATILLO sus 


(*) A. VERMEERSCH, S. L, e I. CREUSEN, S. L, Epitome iuris canonici cum commentariis ad 
scholas et ad usum privatum, tomus I. Libri I et II Codicis iuris canonici. Editio Septima à 
R. P. aes accurate recognita. Un volumen en 4.» menor de XVI + 698 págs. Malinas-Roma, 
i949. L'Edition Universelle, S. A., 53, rue Royale, Bruxelles (Bélgica). Precio: 150 francos belgas. 


(1) Cf. JOSEPH CREUSEN, S. I., Le Pere Arthur Vermeersch, S. I. L'homme et V "Edi- 
iion Universelle. Bruxelles, 1947. | "ded dies Ci 
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Institutiones iuris canonici, reeditábalas en 1946 y volvía a reeditarlas en 
1948; CREUSEN también lo desconoce, o por lo menos guarda un silencio ab- 
soluto. En 1946 se inicia la publicación periódica de nuestra REVISTA ESPAÑOLA 
DE DERECHO CANÓNICO..., pero no parece que haya llegado aún a conocimiento 
del R. P. CREUSEN. 

Estas y otras omisiones, y las discrepancias doctrinales que pudiéramos 
señalar, no menguan el aprecio y estima que siempre nos ha merecido el Epi- 
tome iuris canonici de los PP. VERMEERSCH y CREUSEN, ni menguan el que 
le dispensan sin excepción los estudiosos de las ciencias jurídico-canónicas. 


Francisco LODOS, S. I., 


Catedrático de Derecho canónico en la Universidad 
Pontificia de Comillas 


INTRODUCCION A LA TEOLOGIA (*) 


Al fin poseemos en España una Introducción a la Teología. El eminente 
carmelita, P. BARTOLOMÉ XIBERTA, nos la ha preparado, siendo publicada por 
el Consejo Superior en recio volumen de casi cuatrocientas páginas. En mo- 
mentos en que todo se vuelve inquieto preguntarse por los derroteros que 
va a seguir la ciencia teológica, es actualísimo un estudio serio en torno al 
constitutivo mismo de la Teología y sus propiedades. La obra de XIBERTA, Pa- 
recida en la disposición a la de RoscHINI, a quien supera en profundidad y 
casi cuadruplica en extensión, es guía seguro en la materia. 

No se trata precisamente de una introducción general a los tratados teo- 
lógicos, al estilo de la de RAEYMAEKER para los filosóficos, sino más bien de 
un reposado examen de lo que podíamos llamar preámbulos de la Teología; no 
precisamente los preámbulos de la Fe. 

Tres partes abarca la obra: 

I. La primera trata de poner en claro la relación existente entre el pro- 
ceso intelectual y la Revelación. En tiempos en que más o menos influídos 
por el arracionalismo filosófico reinante, se trata de desvirtuar el valor inte- 
lectualista de la Teología, renunciando a un pasado de trabajosos esfuerzos 
teológicos, recostados fácilmente en la noción de misterio, viene bien que con 
el criterio seguro y bien pesado del P. XIBERTA se rompan lanzas por los fue- 
‘ros de la razón y el discurso en el campo de lo revelado. El deslindar bien 
(que no es negar, ni suprimir) los campos de la Fe y la simple percepción. 
de la contemplación y del proceso intelectual y sus funciones dentro de este 
ámbito, nos proporciona una base sólida sobre la que asentar nuestro concep- 
to de la Teologia. 

IL En la segunda parte estudia el autor la Teología en su constitución in- 
terna y en sus relaciones con otras disciplinas más o menos teológicas—así la 
apologética, la Teología positiva, la Moral, las Ciencias, aunque este último capí- 


(*) BARTOLOMAEUS M. XIBERTA, Introductio in Sacram Theologiam. Consejo Superior de In- 
vestigaciones Científicas. Madrid, 1949. 
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tulo sea breve en exceso—, en sus funciones, origen y ámbito de su investigación. 
Al tratar del objeto formal y material de la misma se aparta de la coneepción 
cristocéntrica de MERSCH y nos propone una visión más teocéntrica del sa- 
ber teológico. Nuevamente se reafirma en el tenor intelectual de la Teología 
al tratar en diversos capítulos de su carácter primariamente especulativo y 
científico ‘sobre el matiz práctico y sapiencial, aunque aprueba éste último 
espíritu siempre que esté bien sentado sobre el primero. Interesantes las cues- 
tiones sobre la supernaturalidad, utilidad e índole eclesiástica de la Teología. 

II. En la tercera parte, tras un estudio de las fuentes de la Teología, 
pasa a considerar el cometido de cada una de ellas, y su verdadero valor. 
Trata de catalogar, en una cuestión ulterior, los diversos tipos de verdades 
teológicas según el modo de establecerlas o según el contenido real de sus pro- 
posiciones. Termina con interesantes consideraciones sobre el modo de es- 
tudiar la Teología, con atinadas observaciones sobre la integridad material, 
la rectitud formal y el espíritu religioso que debe animar a todo teólogo. 

Aparte de nutridísima bibliografía, bien ceñida sobre el tema, en la que 
recoge cuanto se ha publicado en lo que va de siglo—y ocupan un honroso 
puesto diversos trabajos españoles—, dedica una treintena de páginas a las 
concepciones de la llamada Nueva Teología, apareciendo los nombres de CHAR- 
LIER, CHENU, DANIELOU, SorRON, KOEPGEN... Hace unas apostillas muy sensatas 
acerca del pelibro de subjetivismo y relativismo que se encierran en la nueva 
Teología, lo mismo que acerca de su concepción un tanto modernista del fenó- 
meno religioso, y su menosprecio por el conocimiento teológico—puntos todos 
en que se ve confirmado por la “Humani generis”. Sin embargo, aun dentro del 
espíritu de la nueva encíclica podría el autor enfrentarse en actitud no tan sólo 
defensiva, sino más ampliamente comprensiva, con los problemas planteados 
por la nueva Teología: la carga de platonismo que late en alguna de sus con- 
cepciones, sus deseos de profundizar más en las fuentes, su simpatia por lo 
vital, su afecto indudable por las modernas teorías mistéricas (P. CASEL) y fis 
nalmente su predilección por considerar a la Teología como “sapientia” reac- 
cionando así contra lo que podríamos llamar racionalismo teológico. 

No reprochamos nada a la obra del P. XiBERTA, pero deseamos que llegue 
la hora en que de la actitud crítica y de los distingos, muy en su punto ante 
Ia Nueva Teología, pasemos a un examen sincero de sus exigencias y a la 
asimilación total de cuanto veamos bueno. Para ello debemos tener siempre 
presente lo que tan valientemente afirma el ilustre autor de nuestra obra: 
No debemos confundir el progreso con la acomodación simple a los gustos 
novísimos de los tiempos. La experiencia de los siglos debería apartar a los 
teólogos de tamaña veleidad.. “Nihil plane commune est progressui cum mo- 
dernitate" (pág. 342). 

_ Finalmente, nadie puede emprender esta empresa de superación de la 
Teología sin antes haber calado hondo y asimilado perfectamente el tesoro 
de las verdades antiguas. Hacer Teología—nos dirá el profesor del Colegio 
de San Alberto, de Roma—es servir a la Iglesia, y al ser la Iglesia primaria- 
RI testigo de Cristo, ha de brillar en sus teólogos antes la fidelidad que 
a audacia. 


José Icnacio TELLECHEA IDIGORAS 
xot Tu ecd 


Il. REVISTA DE REVISTAS 


LITERATURA JURIDICO-CANONICA EN EL AÑO 1949 
A) PROBLEMAS GENERALES 


Destaca por su originalidad el artículo de Henry L. HorrMANN (1), 
publicado en “Ephemerides Juris Canonici", sobre el uso de las mayúscu- 
las, cuyo sumario insertamos a continuación : 


Animadversiones quaedan introductionis causa allatae; explicatio- 
nis constantis atque univocae angustiae brevi exponuntur.—I. De praxi 
relate ad Sacramenta et Sacramentalia, a Codice observata; de praxi 
pro rebus ae personis sanctis adhibita.—IT. De praxi quoad societates 
perfectas qua tales eorumque regimen applicata, Ecclesiam scil. et Sta- 
tum.—III. De praxi pro Episcopis personisque simili autoritate seu 
dignitate valente. Corollarium. De quibusdam titulis ae dignitatibus, 
papatum inter atque episcopatum collocatis.—IV. De rebus ac perso- 
nis, sub aspectu ordinis canonici Codicis—praeter hucusque tractata— 
magni momenti, in luce regulae capitalisationis—Quaedam relate ad 
auctoris scopum scitu necessaria. 


Un trabajo sumamente interesante para la teoría general del Derecho 
canónico es el publicado en la revista citada, salido de la pluma de Caro- 
GRASSI, y que viene a ser el prólogo a la nueva edición de la obra de 
FLAVIO Lopez DE OÑATE y que lleva el mismo título (2). Es un estudio 
reposado y enjundioso, dividido en quince párrafos. 

También en este año sigue siendo objeto de estudio y diversos co- 
mentarios el Congreso protestante habido en Amsterdam (22 agosto-4 sep- 
tiembre 1948). Destacan por la amplitud y solidez los siguientes: 


CRIVELI CAMILO, S. J., En torno do Congreso Protestante de Ams- 
terdam: “Rev. Ecle. Bras.”, 9 (1949), 149-157. 

D. TH. BELPAIRE, Autonomie et unité ecclésiologique: “Irenikon”, 
22 (1949), 46-58. 

Ruiz IZQUIERDO, CÉSAR, Después de la Conferencia ecuménica de 
Amsterdam: “Mis. Extranj.”, 2 jul.-dic. (1949), 31-46. 

D. €. L., Chronique religieuse. La première assemblée du Conseil 
oecuménique des Eglises: “Trenikon”, 22 (1949), 59-72. ys 

FLOROVSKI, GEORGES, Une vue sur l'Assemblée d'Amsterdam: “Tre- 
nikon", 22 (1949), 5-25. 


..(1) L. HOFFMANN, HENRY, De Codicis Iuris. Canonici litterarum initiclium capitalisationibus 


earumque interpretatione: “Eph. I. C.", 5 (1949), 31-43. 3 
(2) CAPOGRASSI, GIUSEPPE, La certezza del Diritto nell'ordinamento canonico: *' Eph; I... 6.7, 9 


(1949), 9-30. 
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En nuestra Revista han aparecido dos interesantes trabajos. El pri- 
mero (3), cuyo autor es el Catedrático de la Universidad de Deusto ANDRÉS 
E. pe MAKARICCÜA, trata de la obligatoriedad de la ley penal en Alfonso de 
Castro, con los siguientes apartados: 


a) El problema de las leyes penales. Prenotandos. b) Clasificación 
de las leyes por razón de su obligatoriedad en conciencia. c) Cuestiones 
sobre la ley meramente penal. d) Alfonso de Castro y sus días, Sus 
obras. Su mentalidad. e) Concepto de ley. f) Pena y ley penal. g) Obli- 
gatoriedad de la ley penal. Juicio crítico. Noción de la ley meramente 
penal. Posibilidad. Existencia. 


El segundo (4), sobre el Derecho consuetudinario en Suárez, se debe 
a Jesús Castro PRIETO, que estudia el libro VII De lege non scripta 
quae consuetudo: appellatur—del tratado suareciano De legibus. He aquí 
el sumario del mismo: 


I. Definición y división de la costumbre. Costumbre según la ley 
humana. Efectos. Costumbre interpretativa doctrinal y auténtica. Suá- 
rez y el Código de Derecho canónico. 

II. Consentimiento del legislador: a) Necesidad. b) Naturaleza. 
c) Concepto. i 

III. Sujeto de la costumbre. Doctrina común hasta principios del 
siglo xvi. Comunidad perfecta e imperfecta. Suárez exige una comu- 
nidad “capax saltem legis recipiendae”. Influjo de esta doctrina. Co- 
munidad capaz de recibir la ley. Sus condiciones. Observancia de la 
costumbre. 

IV. Racionabilidad de la costumbre. Su necesidad. Doctrina de 
Suárez. Costumbre abrogada e introductiva. Costumbre reprobada: 
Doble Clase de reprobación. La doctrina del Eximio a través de los 
canonistas posteriores, 

V. Prescripción de la costumbre. 


VI. Condiciones de los actos de la comunidad. Frecuencia. Publi- 
cidad. Animo de introducir costumbres. Error. Buena y mala fe. Li- 
bertad. Conclusión. Resumen. 


El P. Escuprro ha publicado en “Vida Religiosa” dos trabajos: uno 
acerca de la variedad de normas del Derecho de los religiosos, estudiando 
las leyes, los preceptos y los usos, costumbres y tradiciones (5), y el otro, 


(3) MANARICUA, ANDRES E. DE, La obligatoriedad de la ley penal en Alfonso de Castro: . 
oR: E. D. (0. 4 (1949),-35-64. 


, (4) CASTRO PRIETO, JESÚS, El derecho consuetudinario en Suárez: “R. E. D. C.”, 4 (1949), 
65-120. 


(5) ESCUDERO, GERARDO, C. M. F., Variedad de normas del Derecho de los Religiosos: “V. R.” 
(1949), 145 y ss.; 309-312 y 372-380. 
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más concreto, sobre El derecho particular de los Misioneros Hijos del In- 
maculado Corazón de María (6). Más que como estudios de profundidad 
científica, pueden considerarse como trabajos de divulgación camónica, no 
exentos de mérito por su claridad y fluidez. 

En “The Jurist” vió la luz un artículo de Epwarp ROELKER (7), 
de cierta relevancia científica, acerca del significado del término rationa- 
bilis en el Código de Derecho canónico, y que el autor divide en dos 
apartados: I) El uso fundamental del término rationabilis; y II) El uso 
discrecional de dicho término. En la primera parte del artículo estudia el 
significado del citado término bajo el punto de vista global de todo el 
Código; en la segunda estudia el significado inmediato en cada uno de los 
cánones. Es un trabajo muy aceptable y original en conjunto. 

Si bien intimamente relacionado con el libro De persons, insertamos 
aquí por su carácter, en cierto modo general un estudio de RODRÍGUEZ, 
aparecido en “Lumen” (8), sobre la parroquia en el Derecho canónico, 
que no merece atención especial ni por su extensión ni por su contenido. 

Sobre Derecho misional sólo han aparecido dos artículos, ambos en 
revistas españolas. El primero (9), del cual es autor PAVENTI, trata del 
Derecho misional y de la organización de la Iglesia misionera, dividido 
en dos partes; la primera versa sobre generalidades del Derecho misional. 
y la segunda, de la organización misional central y periférica. El segundo, 
del P. Liguer, O. P. (10), trata de la situación jurídica de las misiones 
españolas en Indochina. 

El. P. CAPPELLO, S. J., publicó en “Monitor Ecclesiasticus” (11) un 
comentario al Decreto de la Sda. Cong. Cons. De facultatibus et gratis 
pro America Latina (12). 

Incluímos también en esta parte de problemas generales el artículo 
del P. PANZARASA (13) sobre la reforma del calendario y que consta de 
los siguientes apartados: 


Motivos de renovación.-—¿Cuál es nuestro calendario? a) Desde el 
punto de vista civil; b) desde el punto de vista religioso. Deseos de un 


(6) ESCUDERO, GERARDO, €. M. F., El derecho particular de los Misioneros Hijos del Sdo. Co- 
razón de María: “V. R.”, 6 (1949), 222-234. 

(7) ROELKER, EDWARD, The meaning of the term "rationabilis" in the code of canon law: 
“The Jurist", 9 (1049), 154-186. 

(8) RODRÍGUEZ, A., A paróquia no Direito Canónico: “Lumen”, 13 (1949), 390-396. be 

(9) PAVENTI, JAVIER M.2, Derecho Misional y organización de la Iglesia Misionera: “Mis. 
Extr.”, 2, jul.-dic. (1949), 47-64. 

(10) .LiQUET, FR. ISAAC, O. P., Situación jurídica de las Misiones españolas em Indochina: 
“España Misionera”, 6 (1949), 334-343. : J 

(11) , CAPPELLO, F. M., S. J., Adnotationes in Decretum de facultatibus et gratiis pro Ame- 
rica Latina: “Monit. Eccl”, 1 (1949), 65-69. i 

(12) + Az Au: Sa 41 (1949), 189-191. i j " ‘ 

(13) PANZARASA, VALENTINO, S. D. B., A reforma do calendario: “Rey. Ecl. Bras.”, 9 (1949) 
363-376. 
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calendario más simplificado. Calendario reformado. Dificultades que 
salen al paso. 


Finalmente haremos notar que tanto en nuestra REVISTA (14) como 
en “Ilustración del Clero” (15) han aparecido sendas reseñas de la III Se- 
mana de Derecho Canónico, celebrada del 2 al 10 de agosto del pasado 
año en la Universidad Pontificia de Comillas, 


B) FUENTES Y ESCRITORES 
1. Del Derecho antiguo 


ANGELES MasrA, en “Analecta Sacra Tarraconensia” (16), nos des- 
cribe externa e internamente uno de los manuscritos que constituye la 
riqueza de la catedral de Gerona, titulado Libro de Calzada. En los ocho 
primeros folios trata sobre el concepto virginal de María y de la definición 
del pecado original; pero el resto contiene disposiciones de todo género 
referentes a la catedral y capitulares. Incluye también decretos del Concilio 
de Basilea y las actas de dos concilios provinciales: el de Lérida y el de 
Tarragona. 

El Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca Dr. ARIÑO 
ALAFONT publicó en “Anales de la Universidad de Murcia” (17) un in- 
teresante trabajo sobre la Colección canónica hispana en el Códice 15.17 
de Toledo, cuyo sumario ofrecemos a continuación : 


Primera parte.—Introducción. Noticia histórica del Códice. Des- 
cripción paleográfica. Bibliografía. 

Segunda parte.—Contenido canónico del Códice. Resumen. Obser- 
vaciones críticas: a) El “Excerpta canonum”. b) El prólogo de la Co- 
lección. c) Concilios orientales. d) Concilios africanos. e) Concilios 


franceses. f) Concilios españoles. g) Cartas Decretales. Variantes más 
notables. Conclusión. 


——- 


(14) L: DE E., La Tercera Semana de Derecho Canónico: “R. E. D. C.”, 4 (1949), 699-722 


(15) URQUIRI, TIMOTEO, C. M. F., Tercera Semana de Derecho Canónico. Impresiones y no- 
tas; “I..C.”, 49 (1949), 510-543. 


(16)  MasIá, ANGELES, Manuscrito denominado “Libro de Calzada" existente em el archivo 
capitular de la catedral de Gerona: “A. S. T.”, 22 (1949), 93-102. 


(17) ARIÑO ALAFONT, ANTONIO, La Colección Canónica Hispana en el Códice 15.17 de Toledo: 
“A, U, M.”, 1948-1949, págs. 381-413. 
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2. Del Derecho vigente 


Recordamos a nuestros lectores la advertencia hecha en esta misma 
sección del pasado año (18) sobre la omisión de la cita de documentos 
pontificios, remitiéndoles de nuevo a la correspondiente sección de nuestra 
Revista: Documentos y jurisprudencia comentados (19), en donde están 
reunidos los documentos emanados de los órganos centrales de la Iglesia, 
así como también la legislación del Estado sobre materias eclesiásticas (20). 

Asimismo, en nuestra REVISTA, en relación con escritores juristas, han 
aparecido tres recensiones de otras tantas obras aparecidas. 

En la primera (21), el P. Roprico, S. J., de la Universidad Pontificia 
de Comillas, refiriéndose a la nueva edición de Normas generales, de 
MIcHIELs, empieza ponderando la importancia científica de dicho tratado 
y destacando sus rasgos más característicos. Pasa después a ocuparse de 
las características de esta segunda edición, indicando de paso algunos ul- 
teriores perfeccionamientos que podrían introducirse. Finalmente, examina 
algunas cuestiones particulares, seleccionando en especial aquellas en las que 
Micuiets alude a las opiniones mantenidas por el autor de esta nota. 

En la segunda, el P. Ungurnr, C. M. F. (22), analiza y presenta la 
nueva edición de De Jure Religiosorum, del P. FANFANI, O. P. En la 
parte externa del libro alude a su deficiente presentación y a los nume- 
rosos errores tipográficos que la afean. Pasa luego a estudiar sus carac- 
teres internos, señalando los puntos que el P. Fanrani ha modificado de 
sus ediciones anteriores, subrayando también aquellos aspectos de la doc- 
trina que quedan incompletos en su exposición, así como aquellos otros 
en los que el autor presenta soluciones discutibles. Termina deseando al 
autor un éxito tan halagüefio como el de las ediciones anteriores. 

En la tercera, finalmente, GoNzÁLEz Ruiz (23) describe el contenido 
de la obra publicada recientemente por el P. Marcuest, S. J. (Summa 
juris publici eclesiastici), formulando algunas observaciones en torno a 
algunas doctrinas sustentadas por el autor. 


(48) “R. E. D. C.", 4 (1949), 1.050-1.051. 

(19) MANUEL BONET MUIXÍ, Reseña jurídico-canónica: “R. E. D. C.", 4 (1949), 123-160, 
465-494, 793-830. 

(20) José MALDONADO Y Fz. DEL Torco, Reseña del Derecho del Estado sobre materias ecle- 
siásticas: “R. E. D. C.”, 4 (1949), 249-254, 627-640, 943-952. 

(21) Lucio RODRIGO, S. J., La nueva edición de “Normae generales” de Michiels: *R. E. D. C.”, 


4 (1949), 281-294. Se. r or " Luis Fanfa- 
(22) TIMOTEO URQUIRI, C. Me F., El libro. De Jure Religiosorum", del R. P. Luis nf 


Bin, Oo PED pauco 4 (1949), 1.023-1.033. ; : 
(23) MANUEL GONZALEZ RUIZ, Un nuevo compendio de Derecho Público Eclesiástico: 


R: E. D. C.", 4 (1949), 1.01741.022. 
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Tampoco este año ha sido muy fecundo en comentarios el título de 
Normas generales. Merece, sin embargo, destacarse en primer lugar, un 
artículo de Tmeeuws acerca del sometimiento de los peregrinos a las 
leyes universales, que apareció en “Collectanea Mechlinensia” (24), s 
especial interés científico. 

A los diversos comentarios a la respuesta de la C. I. sobre el cómputo 
del tiempo, de los que dimos cuenta en nuestra anterior reseña (25), te- 
nemos que añadir otros dos: uno aparecido en “Sal Terrae” (26), debido 
al P. Fpzz. REGATILLO, S. J., y el otro aparecido en nuestra REVISTA (27), y 
en el que Atonso García Morano la comenta con arreglo al siguiente 
sumario: 


1) Antecedentes de la disciplina del Codex. 2) Actos comprendidos 
en la concesión de computación libre del canon 33. 3) Invariabilidad 
de la opción. 4) Opción conjunta o uso de diversos cómputos en 
Obligaciones simultáneas y en obligaciones sucesivas. 


Sobre esta misma materia del cómputo del tiempo el P. Orts da so- 
lución en "Sal Terrae" (28) a una consulta relacionada con el ayuno 
natura] exigido para la Comunión, de interés prádtico. 

Otra respuesta relacionada con el canon 81, y de cuyos comentarios 
hicimos mención en nuestra reseña del pasado año (29), ha sido comen- 
tada también por el P. FDEZ. REGATILLO en la revista “Sal Terrae" (30), es- 
tudiando diversos problemas con la misma íntimamente relacionados. 

Acerca del mismo canon ha aparecido otra respuesta de la Pontificia 


Comisión Intérprete del 26 de enero de 1949 (31), concebida en Dis si- 
guientes términos : 


D. I. An sub verbis can. 81 “a generalibus Ecclesiae legibus” com- 
prehendantur vota Sedi Apostolicae reservata. 

D. II. An Ordinarii, vican. 84 et sub clausulis in es recensitis, va- 
leant dispensare subdiaconos et diaconos ab obligatione servadi sa- 
crum coelibatum. R.: Negative ad utrumque. 


(24) P. THEEUWS, Subjectio peregrinorum legibus universalibus: “Collect. Mechlin,", 94 
(1949), 184-188. J : mei 


(25) ' “KR. E. D. C.”, 4 (1949), 1.053-1.054. 


MN NS FDEZ. REGATILLO, S. I., De temporis NAUES Comentario: “S. T.",. 37 


(27) ALONSO GARCÍA MOLANO, Cómputo privilegiado del tiempo. Res uesta de la Comi , 
2 sión 
de Intérpretes 29 de mayo de 1947: *R. E. D. C. ”, 4 (1949), 553-563. s 


(28) Oris ROBLEDA, Cómputo del tiempo: “S. T. DO (1949), 363. 

(29) “Re BE. D. C."; 4 (1940), 1:054. 

(30) EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. Ja De recursu ad Sanctam Sedem per legatum Roman 
Pontificis: “S. T.”, 37 (1949), 100-104. : R pe ird 

(ORE ACRATO SS 41 (1949), 158. 
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Respuesta que ha sido comentada por las revistas que se citan: 


; ANIANO ABAD GÓMEZ, La dispensa de los votos reservados y del ce- 
libato eclesiástico en relación con el canon 81: “R. E. D. C.”, 4 (1949) 
565-580. 


, 


Divide el comentario en dos partes. En la primera trata de los votos 
reservados: noción del voto; votos reservados; dispensa de los votos; opi- 
nión de los autores; fundamentos de la respuesta. En la segunda, de la 
dispensa del celibato sagrado de los diáconos y subdiáconos: el celibato: 
fundamento del celibato; origen jurídico; sujetos del celibato; respuesta 
de la Comisión. 


D. G. OESTERLE, O. S. B., Resp. C. I. C. “De dispensationibus” (c. 81). 
Annotatio: “Tl Dirit. Eccl.”, 60 (1949), 198-207. (Con gran erudición 
de citas tanto de autores antiguos como modernos.) 

DonorEo FERNÁNDEZ Ruiz, Dispensas de leyes generales de la Igle- 
sta en los casos urgentes: “Resurrexit”, 9 (1949), 239-241. 


e pa 
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Comentario que contiene los siguientes apartados: 


1. El contenido del canon 81 del Código de Derecho canónico. 
2.” Los votos reservados. 3. Potestad dispensadora de los Ordinarios 
4. Una pregunta desconcertante. 5.” La respuesta de la Comisión y 
sus consecuencias. 6.: Ultimas conclusiones. 7.” La obligación del ce- 
libato de los subdiáconos y diáconos. 8.° El contenido de la segunda 
pregunta. 

FRANCISCO LODOS, S. J., Dispensa de leyes eclesiásticas generales en 
caso. de urgencia: *S. T.”, 37 (1949), 512-514. Está dividido en dos par- 
tes: I) Votos reservados, y II) Celibato de los diáconos y de los sub- 
diáconos. 

A. S, Dúvidas sobre dispensas: “Lumen”, 13 (1949), 695-696. (Co- 
mentario breve.) 

FR. SABINO ALONSO, O. P., De dispensationibus: “C. T.”, 76 (1949), 
652. 


Finalmente, en “Christus” (32) apareció la solución a una consulta 
sobre una dispensa en forma comisoria, sin interés doctrinal alguno. 


D) DE LAS PERSONAS 


Asi como en el afio de 1948 ha sido este libro II sobre el que mas 
comentarios hicieron los cultivadores de la ciencia jurídico-canónica, en 


D 


- 


(32) FRANCISCO OROZCO, Dispensa en forma comisoria: “Christus”, 14 (1949), 704-705.. 
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este de 1949 abundan más los comentarios (sobre todo, la casuística) re- 
lacionados con el libro III, en especial con la parte de sacramentos. Sin 
embargo, después de éste ha sido, sin duda, el libro II el más comentado, 
como brevisimamente vamos a examinar a continuación. Por no hacernos 
excesivamente amplios, siempre que se trate de consultas nos abstendre- 
mos de dar el resumen de las mismas, excepto en el caso de un especial 
interés doctrinal, limitándonos a reseñarlas someramente. 

- Incluímos aquí, aunque también lo pudiéramos haber hecho en la 
sección de problemas generales, un interesante artículo, aunque incom- 
pleto, del Dr. Hantnc sobre las personas, que vió la luz en "Ephemerides 
Juris Canonicis” (33). 

Relacionadas con el domicilio han aparecido las soluciones a tres con- 
sultas en “Lumen” (34) y en “Sal Terrae” (35), sin especial interés doc- 
trinal. 

El tan disputado canon 105 ha dado lugar a la proposición de varias 
consultas, relacionadas en su mayor parte con religiosos, que reseñamos 
a continuación : 


ANTONIO PEINADOR, C. M. F., Sobre el parecer o voto de las consi- 
liarias: “V. R.”, 6 (1949), 403-404. 

J. E., Ogligation d'un vote consultif: "Rev. des Com. Relig.”, 21 
(1949,) 40-41. 

TimoTEO URQUIRI, C. M. F., Valor del voto consultivo: para la pro- 
fesión: *N. R.”, 6 (1949), 54-55. 

GERARDO ESCUDERO, C. M. F., Voto del discretorio y del capítulo en 
la admisión a la profesión: “V. R.”, 6 (1949), 51-53. 

GERARDO ESCUDERO, C. M. F., Modo de oír al Consejo: “V. R.”, 6 
(1949), 393-395. 


AE 


ER 

Además de estas consultas, de finalidad eminentemente práctica, des- 
taca un estudio sobre la exigencia de consultar para que la elección sea 
valida, estudio de DAsrNAGEL, publicado en “The Jurist” (36). 


Es un comentario aceptable al citado canon 105, que no basta a dar 
una solución total al problema. 


En relación con el canon 114, publica “Sal Terrae” (37) la respuesta 
a una consulta de interés práctico. 


(33) Arors HANING, Das juridische Wesen der Moralischen pers : “Eph, ” 
(1949), 44-48 (Continuabitur), personen aes 


(84) M. S., Do domicilio ou quase domicilio: “Lumen”, 13 (1949), 237-238. 


(35) EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Lugar de origen: “S. T.”, 37 (1949), 229-230. Domicilio 
para el matrimonio: l. c., pág. 436. 1 


(86) CLEMENT BASTNAGEL, The requirement of consultation formalid action: * ist” 
(1949), 365-395. j f EA et 


(37) EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S, I., Incardinación: “S. T.”, 37 (1949), 109-110. 
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En “Colledtanea Mechlinensia” (38) ha aparecido un breve comenta- 
rio al canon 120, sin interés doctrinal especial, debido a THEEUWS. 

Del mismo autor y en la misma revista (39) es otro comentario sobre 
el privilegio de exención de los clérigos o la inmunidad personal, comen- 
tario de las mismas características que el anteriormente citado, 

BASTNAGEL publica en “The Jurist” (40) la solución a una consulta 
relativa al tiempo hábil para resolución de un oficio, estudiando los cá- 
nones 186 a 191 y la declaración de la Pont. Com. Int., 13 iul. 1922. 

Del mismo autor (41) es la respuesta a otra consulta relacionada con 
el $ 5 del canon 199, que tampoco reviste carácter dodtrinal de impor- 
tancia. 

“Revista Eclesiástica Brasileira” (42) publica un breve estudio prác- 
tico, más que teórico, sobre la personalidad jurídica de los Vicarios y 
Prefectos apostólicos. 

Bajo el título de Casus implexus de iure missionario publica “Euntes 
Docete” (43) una amplia consulta acerca de un sacerdote designado pro- 
Prefecto en circunstancias especiales de invasión comunista. El articulista 
da solución en el transcurso de la exposición a las siguientes preguntas: 


I. ¿Está en el caso propuesto impedida la jurisdicción del Pre- 
fecto apostólico? 

IJ. Si es así, ¿quién tiene derecho a ejercer la jurisdicción: el 
legado aquel especial? ¿El Arzobispo de N.? El Internuncio apostó- 
lico? ¿O el pro-Prefecto o Vicario delegado? 

III. ¿A quién deberá acudir el seminarista para obtener dimiso- 
rias? ¿Podrá concederla el sucesor en el cargo? 


El P. Fez. REcATILLO, en “Sal Terrae” (44), soluciona una consulta 
relacionada con el canon 315, procurando aclarar cuándo se dice permanenter 
constitutus y cuándo ad tempus datus. 

En “The Jurist” (45) responde BASTNAGEL a una pregunta sobre si 
el Obispo auxiliar, del que habla el Código en el canon 350 y siguientes, 


(38) J. THEEUWS, De privilegio Fori: “Collect. Mechlin.”, 24 (1949), 537-540. 

(39) J. THEEUWs, De privilegio exemptionis clericorum seu immunitatis personalis: “Col- 
- lect. Mechlin.”, 24 (1949), 701-704. 

(40) CLEMENT BASTNAGEL, Temporal limits for revoking resignation from office: “The 
Jurist”, 9 (1949), 408-412. 

(41) CLEMENT BASTNAGEL, Autoritation of the further committing of subdelegeted power: 
“The Jurist”, 9 (1949), 408-412. id. 

(42) DE ALMEIDA LACERDA, A personalidade juridica das prelacias: “Rev. Ecles. Brasil.”, 9 
(1949), 450-451. Mid : 7 

(43) IGNACIO. TING PONG LEE, Casus implezus de iure missionario: “Euntes docete”, 2 
(1949), 126-134. f J AN 

(44) EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Administradores apostólicos permanentes y “ad tem- 
mus”: “S. T.”, 37 (1949), 434-436. 
' (45) CLEMENT BASTNAGEL, Auxiliary bishops and eclesiastical offices: “The Jurist”, 9 (1949), 
90-94. ¡ 
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está en posesión de un oficio estrictamente tal, a tenor del canon 145, in- 
clinándose por la sentencia negativa. 

En relación con lo prescrito por el canon 360, se publica en la misma 
revista (46) la solución a una consulta atendiendo a la legislación particu- 
lar del III Concilio Plenario de Baltimore. 

Sobre la obligación coral en los Cabildos y en las Comunidades reli- 
giosas ha publicado en nuestra Revista (47) un profundo e interesanti- 
simo estudio el P. Sastno Atonso, O. P., cuyo sumario ofrecemos a 


continuación : 


a) Los Cabildos de canónigos, ya sean catedrales, ya colegiales, 
difieren en otros aspectos de la disciplina, pero tienen de común las 
referentes a la obligación coral. El autor estudia estas normas apo- 
yado en textos del Código y documentos antiguos, para concluir sobre 
las condiciones que se requieren en la presencia coral y que la Misa 
conventual ha de ser diaria, aplicada por los bienhechores y celebrada 
por un capitular. Trata también del lugar del coro y de la obligación 
de asistir a él. 

b) Pasa luego a tratar de la obligación coral de los religiosos, del 
número requerido para cumplir la obligación, del valor de las Cons- 
tituciones sobre esta materia, de la situación de los novicios en cuanto 
a esta obligación y de la cesación de esta misma obligación. Sobre la 
Misa conventual de los religiosos, el autor analiza y resuelve cues- 
tiones semejantes a las examinadas para los canónigos. 

c) Por último, estudia las diferencias entre la obligación coral de 
los canónigos y la de los religiosos: 1) Con relación a las peronas; 
.2) con relación a la recitación del Oficio; 3) con relación a la Misa 
conventual. 


En “Sal Terrae” (48), y sobre el derecho de los canónigos dispen- 
sados de coro por dificultad física, muchos años de servicio o por otras 
razones a percibir los acreces, cuando los estatutos capitulares nada di- 
cen, se publica la solución del caso por el P. FpEz. REGATILLO, que remite a 
sus obras Institutiones Iur. Can., I, 544, e Interpretatio et Jurisprudentia 
Codicis Iur. Can., 143. 

El P. García F. Bayon, en “Ilustración del Clero" (49), responde a una 
consulta sobre el concurso parroquial, sin especial interés doctrinal. 


(46) JEROMAN HANNAN, Part of consultors in calling synod: “The Jurist", 9 (1949), 337-339, 


(47) ¡SABINO ALONSO MORÁN, O. P., La obligación coral en los Cabildos y en las com 
: : ^ 9 u 
religiosas: “R. E. D. C.", 4 (1949), 743-763. i ee 


(48) EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Acreces: “S. T.", 37 (1949), 594-595. 
(49) J. García F. Bayon, C. M. F., Concurso parroquial: “I. C.", 42 (1949), 219-220. 
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En “Resurrexit” (50) responde Doroteo Fprz. Ruiz a una consulta 
sobre la bendición de la pila bautismal en la Vigilia de Pentescostés y que 
resume en estos cuatro puntos: 


1. La obligación y su cuantía. 2.” Ministro de la bendición de la 
pila bautismal. 3.° Providencias para circunstancias extraordinarias. 
4. Conclusión y respuestas. 


En relación con lo que prescribe el $ 2 del canon 463, se resuelve una 
consulta en “Christus” (51), sin interés doctrinal. 


Sobre esta misma materia merece destacarse un interesante trabajo 
del P. RosLEDA en “Sal Terrae” (52) sobre estipendios, derechos de 
estola, con el siguiente sumario: 


I. Su legitimidad. II. Determinación de las tasas. III. Deber de 
justicia. IV. Limitaciones. V. El “labor extrinsecus" y el ministro “de 
oficio”. 


La obligación de la residencia impuesta por el canon 465 ha sido ob- 
jeto de estudio, aunque somero, en “Lumen” (53) y en “Collationes Gau- 
davenses” (54). En la primera se responde a una consulta solamente prác- 
tica y en la segunda se tratan brevemente estos dos puntos: 1) La obli- 
gación de la residencia; y 2) Ulteriores determinaciones de esta obligación. 

Con respecto a la concesión del $ 3 del canon 466, el P. García F. Ba- 
YÓN (55) resuelve una consulta que no viene a ser otra cosa que aplicar la 
doctrina del citado párrafo al caso concreto. 


En “Christus” (56) se responde a una consulta sobre si le es lícito al 
párroco tener amistad con los amancebados y de lo que respecto a éstos 
puede hacer el párroco según el canon 2357. No tiene interés ninguno. 

En relación con el Vicario, de que habla el canon 472, han aparecido 
dos consultas en “Sal Terrae” (57) y “The Jurist” (58), sin especial in- 
terés doctrinal. 


(50) Dororeo FDEZ. Ruiz, Bendición de la pila bautismal en la vigilia de Pentecostés: “Re- 
surrexit”, 9 (1949), 279. 

(51) Juan ORTEGA, O. P., Cobro de un arancel mayor al tolerado por el Prelado diocesano: 
“Christus”, 14 (1949), 881-883. 

(52) OLís ROBLEDA, S. J., Estipendios, derechos de estola: “S. T.”, 37 (1949), 286-301. 

(53) J. O. M. G., Da residencia parroquial: “Lumen”, 13 (1949), 488-490. 

(54) L. DE KESEL, De residentia porochorum et Vicariorum cooperatorum: “Coll Gan.”, 32 
(1949), 44-47. - ` 

(55) J. GARCÍA F. BAYÓN, C. M. F., Treintenario de misas y el párroco: “I. C.”, 42 (1949), 30-31. 

(56) ¿Es lícito a un párroco tener amistad con amancebados?: “Christus”, 13 (1949), 73-74. 

(57) EDUARDO FDEZ. REGATILLO, Regente de parroquia: “S. T.”, 37 (1949), 302-303. 

(58) CLEMENT BASTNAGEL, Interim rule of parisch: “The Jurist”, 9 (1949), 332-333. 
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Dorotro Fprz. Ruiz da solución en “Resurrexit” (59) a una consulta 
sobre la facultad del párroco para hacer una colecta pro Seminario en 
una capellanía en los siguientes apartados: 


1.2 Los rectores de iglesias. 2.” Derechos de los rectores de iglesias 
en relación con las parroquias. 3.” Colectas pro Seminario. 4. Nues- 
tro caso. 


De nuevo este año de 1949 la parte II del libro II, de los Religiosos, 
ha sido la parte del libro citado que ha sido objeto de mayor número de 
comentarios. 

Ante todo, nos encontramos com varios temas de carácter general, que 
reseñamos a continuación. 


En primer lugar, y debido a la pluma del P. Mz. DE ANTOÑANA, C. M. F., 
ha aparecido un artículo en “La Vie des Communautés Religieuses” (60) so- 
bre las vocaciones religiosas en España. Empieza exponiendo el estado 
actual de las vocaciones por medio de estadisticas; estudia después los 
problemas que se presentan para la formación, y termina haciendo notar 
las tentativas parciales que se hacen en favor de las mismas. 

“Christus” (61) publica un largo artículo sobre las escuelas apostoli- 
cas, sin especial interés doctrinal. 

El P. CREUSEN ha publicado un interesante artículo sobre secretos y 
confidencias en la religión (62). 


En “Estudios Franciscanos” (63), el P. SOBRADILLO, O. F. M. Cap., 
Profesor de la Universidad Pontificia de Salamanca, ha publicado un 
interesante trabajo sobre la forma en que están aprobadas por la Santa 
Sede las Constituciones de los Padres Capuchinos. Divide su estudio del 
modo siguiente: 


I. La aprobación y sus clases: 1) En el antiguo derecho; 2) en el 
actual derecho. 

II. La aprobación de las Constituciones de los Padres Capuchinos: 
1) Antes del Código de Derecho canónico; 2) después del Código de 
Derecho canónico. 


(59) DOROTEO FERNANDEZ Ruiz, Colectas pro Seminario hechas por el párroco de una cape- 
tlania: “Resurrexit”, 9 (1949), 334. 


(60) GREGORIO MZ. DE ANTOÑANA, C. M. F., Les vocations religieuses en Espagne: “La V. des 
Com. Relig.”, 7 (1949), 294-304. 


(61) BAsīLIO RIVERA, Las Escuelas Apostólicas: “Christus”, 14 (1949), 835-840, 1.003-1.019 
y 1.093-1.096. j ; 


(62) J. CREUSEN, S. J., Secrets et confidences: “Rev. des Com. Relig.”, 21 (1949), 142-147 
y 176-182. 


(63) AGAPITO DE SOBRADILLO, O. F. Min. Cap., Forma en que están aprobadas por la Santa 
Sede las Constituciones de los PP. Capuchinos: “E. F.”, 50 (1949), 265-274. 
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. Concluye diciendo que las actuales Constituciones de los Padres Ca- 
puchinos, aprobadas por el decreto de la Sagrada Congregación de Reli- 
giosos del 22 de diciembre de 1925, están aprobadas em forma especial 
(in forma specifica). 

Fr. ALEIxo, en “Revista Eclesiástica Brasileira" (64), responde a 
dos consultas, intentando aclarar la locución clero secular y regular, en 
la primera, y en la segunda explicando el alcance del canon 492, $ 2; esta 
ültima de mayor amplitud y profundidad que la primera. 

En “Revue des Communautés Religieuses" (65) apareció la solución 
a una consulta sobre la supresión de una casa religiosa, sin interés es- 
pecial. 

En “Vida Religiosa" (66) contesta el P. PEINADOR a una consulta 
en la que se pregunta: 


1.2 Las normas que sobre determinados asuntos da a veces la 
Santa Sede, ¿obligan a los religiosos súbditos o a los superiores infe- 
riores, antes de que lleguen a su conocimiento por medio de sus su- 
periores mayores? 2. ¿Podrán esperar a que hablen estos superiores? 
3. ¿Deberán esperar en todo caso? 


Acerca del Episcopado francés en sus relaciones con las religiosas ha 
publicado un breve artículo el P. CREUSEN en “Revue des Communautés 
Religieuses” (67). 

El Profesor de la Universidad Pontificia de Salamanca P. MARCELINO 
CABREROS DE ANTA, C. M. F., ha publicado un profundo y científico es- 
tudio sobre la potestad de los superiores en la Congregación Claretiana. 
En este trabajo, aparecido en "Ilustración del Clero" (68), trata los si- 
guientes puntos: 


I. Régimen externo e interno. Nuestros superiores internos. II. Sis- 
temas o formas de régimen interno. III. Naturaleza de la potestad de 
los superiores internos. IV. Interdependencia en el ejercicio de la po- 
testad dominativa. V. Objeto de la potestad dominativa: 1.* Objeto de 
la potestad preceptiva. Aceptación de cargos. 2." Objeto de la potestad 
inquisitiva. 3. Objeto de la potestad ejecutiva: gubernativa, adminis- 
trativa, coactiva. 


(64) FR. ALEIXO, O. F. M., Clero “secular e regular”: “Rev. Ecl. Bras.”, 9 (1949), 178-179. 
Poder do Ordinario do lugar seg. o cán. 492: 2, 1. C., págs. 937-948. 

(65) J. E., Suppression d'une maison religieuse: “Rey. des Com. Relig.”, 21 (1949), 154. 

(66) ANTONIO PEINADOR, C. M. F., Obediencia de los religiosos a la Santa Sede: “V. R.”, 6 


(1949), 267-270. ; Y 
(67) J. CREUSEN, L'Episcopat francais et les religieuses: *Rev. des Com. Relig.", 21 (1949), 


134-138. 
(68) MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F., La potestad de los superiores em la Congrega- 


ción Claretiana: “I. C.", 42 (1949), 248-285. 
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S. GOYENECHE, en “Commentarium pro Religiosis et Missionariis” (69), 
resuelve una consulta acerca de los miembros que se requieren para un Con- 
sejo provincial en una Congregación. religiosa, problema que dice relación 
con el canon 105 y que no ofrece especial interés doctrinal. 

Asimismo, el P. ELmar, en “Antonianum” (70), ha publicado un de- 
tallado y extenso trabajo sobre las Comisarías y Provincias en la práctica 
jurídica de la Orden de los Franciscanos, con los apartados siguientes: 


I. De Commissariatu independenti, Provincia nondum formata: 
1) Constitutio. 2) Regimen. 

II. Provincia: 1) Constitutio: a) Erectio; b) Resuscitatio; c) Cir- 
cunscriptio; d) Supresio. 2) Regimen. 

III. De Commissariatu independenti, regimine Provinciae suspen- 
So. 1) Constitutio. 2) Regimen. , 

IV. De Commissariatu dependenti: 1) Constitutio. 2) Regimen. 

V. De Commissariatu Missionis: 1) Constitutio. 2) Regimen. Con- 
clusio. 


Del mismo autor y aparecido en la misma revista (71) es el artículo 
que trata de la terminología, naturaleza y distinción de los oficios en dicha 
Orden; estudio amplio y científico, muy digno de tenerse en cuenta como 
monografía de derecho particular. Lo divide en tres partes: I) Termino- 
logía en general; II) Naturaleza juridica; y III) Distinción especial. 

El P. Maro, O. F. M,, responde en “La Vie des Communautés Reli- 
gieuses" a dos consultas: la primera (72), sobre la facultad del Asistente 
general de leer la correspondencia del Superior general en ausencia de éste; 
y la segunda (73), en relación con el canon 505, sobre la deposición sin 
reelección para una segunda terna; ambas de carácter práctico. 

| Sobre el decreto de la Sagrada Congregación de Religiosos del 4 de 
julio de 1947 acerca de la relación quinquenal han aparecido en el año 
que nos ocupa los siguientes comentarios: 


. ADRIEN M. Maro, O. F. M., Décret. La Relation quinquenal. Annota- 
tions: “La V. des Com. Relig.”, 7 (1949), 133. 


NARCISO JUBANY, Relación quinquenal de los religiosos a la Santa 
Sede: “A. S.", 6 (1949), 174-175. 


: (69) S. GOYENECHE, C. M. F., De membris pro Consilio provinciali in Congregatione Reli- 
giosa: “Com. pro Relig. et Miss.”, 98 (1949), 46-48. 


: (70) p- ELMAR WAGNER, O. F. M., De commissariatibus et Provinciis in prazi juridica Or- 
dinis Fratrun Minorum: “Antonianum”, 24 (1949), 399-352. 


(71) P. ELMAR WAGNER, O. F. M., De officiorum terminologia, natura et distinctione in Ordine 
Fratrum Minorum: “Antonianum”, 94 (1949), 65-102. 


, (72) ADRIEN M. MALO, O. F: M., L'assistant général penil lire des lettres adresses an supé- 
sieur général en l'absence de celui-ci?: “La V. des Com. Relig.”, 7 (1949), 312-313. 


(73) ADRIEN M. MALO, O. F. M., Deposition et non réélection pour un seconde teme: “La 
V. des Com. Relig.”, 7 (1949), 313-314. , 
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W. Conway, Quinquennial report from religious and others to the 
Holy See: new decree: “The I. Ecle. Record”, 71 (MAN 1032 e 

B. E., La rélation quinquennale: “Rev. des Com. Relig.”, 21 (1949), 
9-14. 


Acerca de la visita a una casa de religiosos exentos publica “The Irish 
Eclesiastical Record” (74) una consulta eminentemente práctica y de poca 
extensión. 

Aceptación del cargo de superior es el título de la solución a una con- 
sulta que publica “Revue des Communautés Religieuses” (75), sin impor- 
tancia doctrinal. 

En “Vida Religiosa” (76) contesta el P. EscupERo a una consulta sobre 
dispensas en puntos disciplinares concedidas por la Abadesa, distinguiendo 
las normas que se refieren al régimen y las normas que se refieren a la 
disciplina, o normas disciplinares, más fáciles de dispensar éstas que aqué- 
llas, teniendo presente que entre las disciplinares hay que distinguir nue- 
vamente entre aquellas que son repeticiones del Derecho común, las que 
tocan puntos esenciales de la vida religiosa, etc. 

Sobre el capítulo de los confesores y capellanes todo lo aparecido se 
reduce a varias consultas de escasa amplitud y poco valor científico. Ha- 
remos notar las siguientes : 


C. J. et J. E., Confessions des religieuses: “Rev. des Com. Relig.”, 
21-(1949), 112-113. 

NARCISO JUBANY, Confesión de religiosas por un sacerdote de otra 
comunidad: “A. S.", 6 (1949), 208. 

J. E., Confesseur extraordinaire: “Rev. des Com, Relig.”, 24 (1949), 
75. 

JACQUES MassÉ, Conversation téléphonique avec un prétre: “La V. 
des Com. Relig.", 7 (1949), 62. 

GERARDO ESCUDERO, C. M. F., Derechos del capellán de religiosas 
respecto a las funciones en el oratorio: “V. R.”, 6 (1949), 395-397. 


Merece destacarse una amplia respuesta del P. García F. Bayon en 
“Tlustración del Clero” (77) sobre el ingreso en el estado religioso sin el 
consentimiento paterno, respuesta que el articulista divide en tres partes: 
1) La ley natural. 2) La ley canónica; y 3) La ley civil española. 


(74) W. Conway, Visitation of house of exempt religious: “The I. Ecl. Record.”, 71 
(1949), 360. á s 
“(75) €. J., Acceptation de la charge de Supérieur: “Rev. des Com. Relig.”, 21 (1949), 
107-108. 
' (76) (GERARDO ESCUDERO, C. M. F., Dispensas en puntos disciplinares concedida por la Aba-. 
desa: "V. R.”, 6 (1949), 398-400. zr 
^ (77) J. Garcia F. Bayon, C. M. F., Ingreso en el estado religioso sin el consentimiento, 


paterno: “I. C.", 49 (1949), 26-30. 
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En “Revue des Communautés Religieuses” (78) ha aparecido la so- 
lución. a una consulta sobre el postulantado, sin especial interés. 

En el capítulo del noviciado merecen especial mención tres artículos 
doctrinales, aparecidos dos de ellos en “Commentarium pro Religiosis 
et Missionariis” y el tercero en “Review for Religious”. El primero (79) 
es un estudio del P. GUTIÉRREZ acerca de la resolución auténtica de la 
Comisión de Intérpretes sobre el canon 1015, $ 4, y cuyo sumario ofre- 
cemos a continuación: 


I. De occassione authenticae resolutionis in canone 1015, $ 4. 

II. Discussio doctrinalis circa canonem 542, 2. collato, cano- 
ne 1015, § 4; et quidem agendo: 

a) de ingressu in religionem filiorum illegitimorum in genere, at- 
tento canone 542, 2.°; 

b) de matrimonio putativo (c. 1015, § 4) quatenus proles ab eo 
nata legitima declaratur (c. 1114), nec proinde Religionem ingredi 
impeditur. 

III. Modus sese gerendi S. Congregationis de Religiosis, attento 
doctrinali dubio. 

IV. Commissionis Interpretis resolutio. 


E] segundo (80) es la continuación de un comentario del P. LARRAONA 
al $ 3 del canon 569, que dice: Testamentum de bonis praesentibus vel 
forte obventuris libere condat. 


El tercero (81) se debe al P. GALLEN y sé refiere a la cuestión de la 
admisión de los orientales dentro de institutos de rito latino. 


Lo demás se reduce a consultas de escaso valor cientifico que miran 
más bien a la solución de casos prácticos. He aqui la enumeración de las 
mismas: 


B. E., Admission au noviciat: “Rev. des Com. Relig.”, 21 (1949), 
197-198. 

M. S, Do ingreso de filhas ilegitimas en Congregacoes religiosas: 
“Lumen”, 13 (1949), 237. 

J. E., Constitution d'une dote: “Rev. des Com. Relig.”, 21 (1949), 38. 

ADRIEN M. Maro, O. F. M, Les novices peuvent ils suivre la re- 
traite annuelle hors du noviciat: *La V. des Com. Relig.", 7 (1949), 30. 


(78) C. J., Postulat: “Rev. des Com. Relig.”, 21 (1949), 193-194. 

(79) A. GUTIÉRREZ, C. M ~F., De admissione in religionem filiorum illegitimorum, corum 
praesertim qui ex matrimonio sic dicto civili, bona fide ab una saltem parte contracto, pro- 
cedunt. Can. 542, 2.9 collato can. 1015, 8 4; “Com. pro Relig. et Miss.”, 28 (1949), 49-66. 

(80) ARCADIO LARRAONA, C. M. F., Commentarium Codicis. Can. 569 (sequitur): “Com, pro 
Relig. et Miss.”, 28 (1949), 30-37. 

(81) JOSEPH F. GALLEN, S. J. Admission of Orientals into Latin Institutes: “Rev. for 
Relig.”, 8 (1949), 241-253. 
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C. J., Correspondance des novices: “Rev. des Com. Relig.”, 24 (1949) 
149-150. 

J. E., Etudes au noviciat: “Rev. des Com. Relig.”, 21 (1949), 154. 

EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Interrupción del noviciado: *S. T.”, 
37 (1949), 172-175. 

C. J., Prolongation du noviciat: “Rev. des Com. Relig.”, 24 (1949), 
195. 

J. E., Noviciat aprés le passage a un autre institut: “Rev, des Com. 
Relig.", 24 (1949), 152. 

B. E, Biens personnels: *Rev. des Com. helig.", 21 (1949), 69-70. 

J. E., Biens personals: “Rev. des Com. Relig.", 21 (1940), 40. 

C. J., Testament: “Rev. des Com. Relig.”, 21 (1949), 148-149. 


, 


El capítulo que trata de la profesión sólo ha tenido un comentario, 
del P. GALLEN (82), relativo a la recepción de la profesión, con los si- 
guientes apartados: 


Distinción entre la admisión y la recepción. ¿Quién es competente 
para recibir los votos? El ordinario local como receptor de votos. Su- 
periores religiosos como receptores de la profesión. Delegación de la 
facultad de recibir los votos. Modo de recibir los votos. 


Los demás comentarios no merecen especial mención por tratarse de 
soluciones a casos prácticos; por tanto, de escaso valor doctrinal y de 
poca extensión. Helos aquí reseñados: 


GERARDO ESCUDERO, C. M. F., Dilación de la profesión: “V. R.”, 6 
(1949), 397-398. 

B. J., Admission a la première profession: “Rev. des Com. Rel'g.”, 
21 (1949), 195-197. 

GERARDO ESCUDERO, C M. F., Indemnización por accidente y retri- 
bución de trabajos a un religioso de votos temporales: “V. R.", 6 (1949), 
331-333. 

S. GOYENECHE, C. M. F., Utrum religiosi quorum vota interrupta 
fuerunt ad normam decreti "Inter reliquas? ratione servitii militaris 
possint intra decem annos computare tempus quo sine votis perman- 
serunt: “Com. pro Relig. et Miss.", 28 (1949), 38-40. 

J. BEYER, $. J., Emission des veux retraites annuelles: “Rev. des 
Com. Relig.", 24 (1949), 147-148. 

FELIPE Torres, Acerca del tiempo en que deben hacerse los votos 
perpetuos: "Christus", 14 (1949), 225-227. 

J. E, Validité d'une profession perpetuelle: “Rev. des Com. Relig." 
21 (1949), 41. 

EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Recepción de votos: "S. T.”, 37 
(1949), 539-540. 

C. J., Rite de la renovation des voeur: “Rev. des Com. Relig.”, 21 


(1949), 76. 


(82) JOSEPH GALLEN, S. J., Reception of. profession: “Rey. for Relig.”, 8 (1949), 130-139. 
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ADRIEN M. Maro, O. F. M, A E appartient l'argent gagné dans un 
concours: “La V. A gan Relig.”, 7 (4949), 283-285. 


Por guardar cierta relación con el $ 3 del canon 594 citamos aquí 
un artículo del P. GALLEN sobre el espíritu de pobreza (83). Lo divide 
en dos apartados: 1) El espíritu de pobreza y el voto de pobreza; y 2) 5] 
espiritu de pobreza y el estado de pobreza. 

Sobre este mismo tema de la pobreza en la Congregación Claretiana 
ha escrito un artículo el P. PxrNApoR (84), que divide en dos partes: 
1) Extensión del voto; y 2) Perfección de la virtud. 

ANTONANA comenta brevemente las normas de la Sagrada Congre- 
gación de Religiosos para los viajes de los religiosos de 5 de junio 
de 1946 (85). 

Hacemos aquí mención del artículo del P. Sabino ALonso (86) sobre 
la obligación coral-en los Cabildos y en las comunidades religiosas, del 
que hemos dado cuenta más arriba (87). 

A los comentarios sobre la declaración de la C. P. de 27 de noviembre 
de 1947 (88), a que aludimos en nuestra anterior reseña (89), tenemos 
que anadir este ano los siguientes: 


NARCISO JUBANY, La inspección de las cartas de los religiosos: 
“A, S.", 6 (1949), 18-19. 

A. S., Sobre o direito dos superiores religiosos lerem a correspon- 
déncia dos seus subditos: "Lumen", 13 (1949), 210. 

FR. SABINO ALONSO, O. P., De jure superioris religiosi inspiciendi 
subdittorum litteras: * C. T.", 76 (1949), 648. (Breve comentario.) 


Finalmente, el citado P. Arowso, Profesor de la Universidad Ponti- 
ficia de Salamanca, ha publicado un comentario en nuestra REVISTA (90) 
de mayor extensión y profundidad. Trata los siguientes puntos: 


I. ¿Es taxativa la enumeración del canon 611? 

II. ¿Qué decir de la correspondencia con los confesores? 

III. ¿Pueden los superiores leer las cartas “de conciencia” en- 
viadas por los súbditos al confesor o director espiritual, cuando ni las 


(83) JOSEPH GALLEN, S. J., The spirit of poverty: “Rey. for Relig.”, 8 (1949), 35-43. 

(84) A. PEINADOR, C. M. F., La pobreza en le Congregación Claretiana: RO) 
915-224. 

(85) -GREGORIO MZ. DE ANTOÑANA, C. M. F., Norma para los viajes de las religiosas. Anota- 
CLONES ELSE QUITO 49) 

(86) FR. SABINO ALONSO, O. P., La obligación coral en los cabildos y en las comunidades 
religiosas: “R. E. D. C.”, 4 (1949), 1743- 763. 

(READ ALO) 75S. 

(88) A. A. S., 40 (1948), 301. 

(89) ER TBI D, CA 4 (1949) 1.072 


(90), FR. SABINO ALONSO MORÁN, O, P., Derecho del Superior religioso a revisar las cartas 
de sus súbditos: “R. E. D. C.”, 4 (1949), 101-1795 
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constituciones ni algún derecho análogo al que dejamos consignado se 
lo prohibe? 

IV. ¿Es conveniente la dirección espiritual por carla? 

V. ¿Cómo deben proceder los superiores en la inspección de las 
cartas? 


En el capítulo de los privilegios de los religiosos sólo merece desta- 
carse un artículo del P. JomBarT (91) sobre la extensión de los regu- 
lares, de cierto interés doctrinal. i 

Sobre el tránsito a otra religión ha aparecido en “Revue des Com- 
munautés Religieuses” la respuesta a tres consultas prácticas, sin interés 
doctrinal alguno; son las siguientes : 


J. E., Passage a un autre institut ou a un autre monastère: “Rev. | 
des Com. Relig.”, 24 (1949), 39-40. 
B. E., Passage a une autre classe: “Rev. des Com. Relig.”, 24 (1949), 


70-71. 
C. J., Passage a une autre religion: “Rev. des Com. Relig.”, 24 (1949), 


150-151. 


Relacionado con los cánones 637 y 647, resuelve el P. EscupERo (92) 
un caso sobre la dimisión por causa de la enfermedad, en el que aplica 
al caso concreto la doctrina de los cánones citados. 

El P. CArpenas, en la revista “Christus” (93), resuelve brevemente 
una consulta sobre el alcance del $ 1 del canon 642. 

En "Commentarium pro Relig. et Miss.” (94), el P. GOYENECHE ex- 
pone el caso de un religioso en relación con los cánones 644, 2386, 646, 
$ 1, 2.°, cuya aplicación nos ofrece en la solución del mismo. 

Tratando de las asociaciones de fieles en general, el P. García F. Ba- 
YON (95) responde a una pregunta sobre si podrá el párroco emplear en 
obras piadosas lo que los fieles o los familiares, sin decir el objeto del 
destino de las mismas, depositan en una capillita de la Milagrosa que re- 
corre todo el pueblo pernoctando en cada casa. 

Acerca de las asociaciones de fieles en particular, merecen citarse los 
siguientes trabajos: 

Un artículo breve aparecido en “Christus” (96), de escaso valor doc- 
trinal, sobre las Ordenes Terceras seglares. 


(91) E. JoMBART, S. J., L’exemption des réguliers: “Rev. des Com. Relig.”, 21 (1949), 183-191. 

(92) (GERARDO ESCUDERO, C. M. F., Dimisión por causa de enfermedad: “V. R.”, 6 (1949), 
400-403. 

(93) ENRIQUE M. CÁRDENAS, S. J., Alcance del can. 642 1.: “Christus”, 14 (1949), 617-619. - 

(94) S. GOYENECHE, C. M. F., Consultationes: “Com. pro Relig. et Miss.”, 28 (1949), 41-45. 

(95) J. GARCÍA F. BAYON, C. M. F., Capillita de la Milagrosa. Destino de sus limosnas: “I. C.”, 

42 (1949), 60-61. 

(96) AGUSTÍN SEBASTIAN Ruiz, O. J. B., Las órdenes terceras seglares: “Christus”, 6 (1949), 
384-387, ' 
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Otro del P. Francisco SANCHEz, aparecido en nuestra REVISTA (97) 
y que su autor divide en dos partes: 


En la primera resume esquemáticamente la historia de la institu- 
ción benedictina de los oblatos seglares. En la segunda parte estudia 
la primera sección de los estatutos generales para los oblatos bene- 
dictinos, aprobados en 1904 y adaptados posteriormente al Código de 
Derecho canónico, con aprobación de la Sagrada Congregación de Re- 
ligiosos de 24 de marzo de 1927: 

Quién puede ser oblato. Para qué se hace uno oblato. Quiénes pue- 


den recibir oblatos. 


Finalmente, y sobre estas mismas asociaciones, han aparecido varias 
respuestas a casos concretos y sin interés doctrinal alguno. Helas aquí: 


DIONISIO ALARCIA, O. S. B., Misa de la Inmaculada y los Terciarios 
Franciscanos: “Liturgia”, 4 (1949), 373-374. 

DOROTEO FERNÁNDEZ Ruiz, Relaciones entre el párroco y las cofra- 
días, hermandades y asociaciones piadosas erigidas en la parroquia. 
“Resurrexit”, 9 (1949), 295-297. 

EZEQUIEL DE LA ISLA, ¿Puede un religioso, con facultad de su pro- 
vincial, establecer en una iglesia vicarial la cofradía del Santísimo 
Rosario?: “Christus”, 14 (1949), 346. La cofradía del Santísimo Sacra- 
mento: 1. c., págs. 797-799. 


Siguen apareciendo en este año de 1949 estudios y aportaciones a la 
futura nueva rama del Derecho canónico sobre los institutos seculares. 

Destaca en primer lugar un amplio estudio de Marco BAIDAL en “Ver- 
dad y Vida” (98) acerca de los estados canónicos de perfección y los 
institutos seculares, con el siguiente sumario: 


I. Perfección cristiana. II. Estado de perfección cristiana. III. Es- 
lados canónicos de perfección cristiana.—IV. Evolución de los estados 
canónicos de perfección. V. Los institutos seculares. Conclusión. 


Asimismo, merece citarse un artículo del P. GEMELLI (99) sobre los 
institutos seculares como instrumento de apostolado y que es un estudio 
serio y profundo de la actualidad de la Iglesia en todos los tiempos, aco- 
modándose a todos los ambientes y circunstancias. 

Sobresale por su importancia y valor científico el trabajo de CANALS 
de la Sagrada Congregación de Religiosos y que lleva por título De Ins- 


— 


(97) FRANCISCO SÁNCHEZ BLÁZQUEZ, O. S. B., Los oblat »glar toss p.c» 
4 (1949), 307-391. ; s oblatos seglares de" So Benitos ROE DKON 


(98) JAIME MARCO BAIDAL, Los estados canónicos de perfección insti 
res: “V. V.", 2 (1949), 195-939. perfección y los institutos secula- 


(99) FR. AGOSTINO GEMELLI, Gli Instituti secolari come strume i T ; 
Cai", 77 (1949), 181-181. e strumento di apostolato: *La Scuol. 
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titutis saecularibus: Doctrina et praxis (100). A continuación transcribimos 
su importante sumario: 


I. Instituta vel Instituta saecularia.—II. Positio juridiea Instituto- 
rum saecularium.—III. Sequaelae juridicae conceptus generalis Insti- 
tutorum: A) Ius quo reguntur Instituta saecularia; B) Positio hierar- 
chiea institutorum saecularium est perfecte autonoma.—IV. Elementa 
substantialia et diseriminativa Institutorum saecularium.—V. Normae 
ad erectionem et approbationem.— VI. Interna regiminis organizatio et 
relatio ad ecclesiasticas auctoritates.—VII. Irretroactivitas legis pecu- 
liaris Instigutorum saecularium. 


JuBany ha comentado también brevisimamente el Motu proprio de 
Pio XII de 12 de marzo de 1948 (101), complemento de la Provida 
Mater (102). 

El P. ZALBA, en “Razón y Fe" (103), publica un detenido estudio 
sobre Los Religiosos y la Acción Católica. Estudia “los ocho—segün 
él—documentos más relevantes en que se habla de las relaciones entre 
los Religiosos y la Acción Católica”. Su estudio comprende las siguientes 
partes: 


I. Divulgación de los documentos.—II. Su contenido general.— 
IIT. Lo que se ha pretendido ver en los documentos.—IV. Análisis su- 
mario de los documentos.—V. Para “una mayor inteligencia”. 


Asimismo, el P. Mateo HoEPERS publica en “Revista Eclesiástica 
Brasileira” (104) un interesante estudio acerca de la Acción Católica en 
la Bis saeculari. Divide su estudio en los puntos siguientes: 


1° Las Congregaciones Marianas son escuelas de santidad y de es- 
píritu apostólico para nuestros tiempos. 2.” Las Congregaciones Maria- 
nas ya poseen todas las características esenciales que distinguen a la 
Acción Católica. 3. La Acción Católica es unidad en la multiplicidad 
de forma y de métodos. 4.” Conclusiones jurídicas y prácticas. 


Sobre la misma citada Constitución Bis saeculari ha publicado tam- 
bién un estudio profundo en nuestra Revista (105) JAIME Sáez. Com- 
prende los siguientes apartados: 


(100) SALVADOR CANALS, De Institutis saecularibus: doctrina et praris: “Monit. Ecl.”, 1 
(1949), 151-163. 

(104) “A. A. S:”, 40 (1948), 283. 

(102) Narciso JUBANY, Los Institutos seculares: “A. S.", 6 (1949), 20-21. 

(1403) MARCELINO ZALBA, S. J., Los Religiosos y la Acción Católica: “R. F.”, 140 (1949), 23-51, 

(104) FR. MATEO HOEPERS, O. F. M., Esclarecimiento juridico-practicos sobre a Açao Cató- 
tica na “Bis saeculari”: “Rev. Ecl. Bras.”, 9 (1949), 636-671. 1 i 

(105) JAIME SÁEZ GOYENECHEA, Las Congregaciones Marianas y la Acción Católica a la luz 
de la “Bis saeculari": “R. E. D. C.”, 4 (1949), 851-914, 
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Antecedentes. 

Introducción: Finalidad del documento.—Concepto que a la Santa 
Sede le merecen las Congregaciones Marianas. 

II. Estatutos pontificios comunes a todas las Congregaciones Ma- 
Tianas. 

IIL Comentario jurídico a la “Bis saeculari". Termina puntua-. 
lizando en nueve conclusiones lo que a su juicio ha de deducirse del 
comentario hecho. 


Por último, y ya en concreto sobre las Congregaciones Marianas, 
han aparecido los siguientes trabajos que merecen notarse: 


Narciso JuBANY, Las Congregaciones Marianas: “A. S.”, 6 (1949), 
83-85. (Breve comentario a la Bis saeculari.) 

EUSTAQUIO GUERRERO, Pio XII y las Congregaciones Marianas: 
“R. F.”, 140 (1949), 114-120. 

B. E, Les Congregations mariales: “Rev. des Com. Relig.”, 21 
(1949), 3-6. 

E. Bere y H. Timon, S. J., Les Congregations mariales: “Nouv. Rev. 
Theol.", 71 (1949), 56-73. 


E) SACRAMENTOS 


Entramos ya en la parte que ha sido objeto de mayor múmero de co- 
mentarios, sobre todo en materia matrimonial, debido sin duda a los im- 
portantes documentos emanados de la autoridad eclesiástica sobre dis- 
tintos aspectos de la misma que después sefialaremos. 


Bautismo 


Con el fin de no hacernos excesivamente extensos en nuestro trabajo, 
y Puesto que sobre esta materia no ha aparecido, desde el punto de vista 
doctrinal y científico, nada interesante, nos limitaremos a dar una su- 
cinta relación de las respuestas prácticas a varias consultas que han apa- 


recido: 


DOROTEO FDEz. Ruiz, Unión de la materia y la forma en el sacra- 
mento del bautismo: “Resurrexit”, 9 (1949), 276-277. 


Pacómio THIEMAN, O. F. M., Batizar ou nao batizar?: “Rev 
Bras.”, 9 (1949), 439-445. 2: “Rev. Ecle 


W. Conway, Refusal to baptize children of lax catholics: “The L 
Eccl. Record”, 71 (1949), 74-76. yao 
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Fr. ALEIXO, Batismo de adultos "ritu parvulorum": “Rev. Ecle. 
Bras.", 9 (1949), 752. 

M. S, Do baptismo de adultos: *Lumen", 13 (1949), 564. 

J. A. M. C., Dos baptismos privados: “Lumen”, 13 (1949), 488. 

EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Parroquia del bautismo: "$. Y 
(1949), 593-594. 

Luis SANCHEZ DE TEMBLEQUE, Entables de partidas de bautismo: 
“Resurrexit”, 9 (1949), 290-291 y 302. 


EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Enmienda de partidas: “S. Tel 37 
(1949), 536-538. 


Confirmación 


A los decretos emanados de la Santa Sede sobre esta materia citados. 
con sus comentarios, en nuestra anterior reseña (106) viene a unirse 
un nuevo decreto de la Sagrada Congregación para la Iglesia oriental, 
de 1 de mayo de 1948 (107), que viene a excluir del ámbito del canon 782 
el caso en que los orientales, fuera de su patriarcado, están bajo la ad- 
ministración del clero latino. Comentarios del nuevo decreto: 


CLEMENT BASTNAGEL, Confirmation of orientals by latin priest: “The 
Jurist”, 9 (1949), 87-90. 

A. BETTA, C. M., Comentarium: “Eph. Liturg.”, 63 (1949), 82-83. 

NARCISO JUBANY, Ministro extraordinario de la Confirmación para 
los orientales: “A. S.", 6 (1949), 175-176. 


El único estudio que destaca en este apartado se debe a ONCLIN, sobre 
la administración de este sacramento en peligro de muerte por enferme- 
dad, y que vió la luz en “Ephemerides Theologicae Lovanienses” (108). 

DOROTEO FERNÁNDEZ (109) responde a dos consultas: una en la que 
se pregunta si es grave la obligación de administrar el Sacramento de la 
Confirmación a un niño que está grave y próximo a morir a horas in- 
tempestivas de una noche de invierno. La segunda, relativa a la confir- 
mación de un niño que acaba de morir, sobre si se le debe administrar 
aplicando la doctrina vigente para la administración de la Extremaunción 
a los adultos recientemente fallecidos. 


7 (06) “R. E. D. C.", 4 (1949), 1.079-1.080. 

(107) A. A. S., 40 (1948), 422-423. 

(108) W. ONCLIN, L'administration du Sacrament de la Confirmation en cas de danger de 
mort: “Eph. Th. Lov.”, 25 (1949), 332-355. ^ , 

(109) DonorEo FERNANDEZ Ruiz, Confirmación en trance de muerte por enfermedad: “Re- 
surrexit”, 9 (1949), 214-215. Sacramentos “sub conditione”: 1. c., págs. 215-216. 
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Finalmente, el mismo autor resuelve una consulta sobre el libro de 
los confirmados, sin especial interés (110). 


De LA SANTiSIMA EUCARISTÍA 


En cuanto al capítulo primero de este título, que trata del sacrosanto 
sacrificio de la Misa, sólo ha aparecido un trabajo de mérito científico, 
debido a la pluma de MANUEL AYALA LóPzz, en nuestra REVISTA (III), 
comentando el decreto de la Sagrada Congregación de Ritos del 12 de 
marzo de 1947. He aquí un breve esquema del artículo: 


El altar del sacrificio en la tradición eclesiástica y en la legislación 
canónica. El “antimensio”, altar portátil de los griegos: Historia y 
características. 

El ara en la Iglesia latina. Su constitución en tierras de misiones 
y en especiales circunstancias por un elemento análogo al “antimensio” 
griego. El Decreto de 12 de marzo de 1947. Comentario. 


Todo lo demás que ha aparecido se reduce a consultas prácticas sobre 
casos concretos de escaso valor científico y pequeña extensión. Para abre- 
viar, ofrecemos a contimuación solamente la cita de las mismas: 


Fn. F. DEL Río, O. P., Consagración de una sola especie en el mo- 
mento de la Comunión: “Christus”, 14 (1949), 699-701. 

CLEMENTE V. BASTNAGEL, Faculties for the celebration of Mass: 
“The Jurist”, 9 (1949), 325-331. 

EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. I., Interrupción de novenario: “S. T.”, 
37 (1949), 56. 

Fr. JUAN ORTEGA, O. P., Admisión a la celebración de la Misa y otros 
ministerios de sacerdotes extraños: “Christus”, 14 (1949), 793-794. 

J. GARCÍA F. Bayon, C. M. F., Binación: “I. C.", 42 (1949), 61-62. 

EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Binación: "S. T.”, 37 (1949), 531. 

J. García F. Bayon, C. M. F., Misa de binación: “I. C.", 42 (1949), 
180-183. 

Fn. ALEIXO, O. F. M., Mais uma vez binagao em dias de semana: 
"Rev. Ecl. Bras.”, 9 (1949), 177-178. 

EZEQUIEL DE La IsLa, Binación de un religioso en bien de los fie- 
les: Christus”, 14 (1949), 986-987. ¿En que circunstancias está per- 
mitida la binación?: 1. ©., págs. 441-442. Binación tres veces por se- 
mana para las religiosas: 1. c., págs. 529-530. 

Fr. ALEIXO, O. F. M., Facultades quinquenais e Missa a Meia noite 
de Natal: “Rev. Ecl. Bras.", 9 (1949), 953-955. 


(110) DonoTEO FERNÁNDEZ Ruiz, El libro de confirmados: “Resurrexit”, 9 (1949), 916. 


(111) MANUEL AYALA LÓPEZ, Ara y Antimensión. En torno al Decreto de la Sda. Comare 
Y 5 s : a- 
ción de Ritos de 12 de marzo de 1947: “R. E. D. C.”, 4 (1949), 235-248. T 
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J. GARCÍA F. BAYÓN, C. M. F., Misas. Noche de Navidad: “I. C.”, 42 
(1949), 103-106. 

EDUARDO Fez. REGATILLO, S. J., Estipendios de misas: "S. T.”, 37 
(1949), 233-234. 

OLís ROBLEDA, S. J., Estipendios de la misa binada: “S. T.”, 37 
(1949), 361-363. 

Fn. ALEIXO, O. F. M, A tabela das espórtulas de Missas: “Rev. 
Ecl. Bras.”, 9 (1949), 445-450. 

Narciso JUBANY, Del sacerdote que recibió un estipendio menor 
que la tasa para Misas cantadas de Requiem: “A. S.”, 6 (1949), 209-210. 

EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Negociaciones con estipendios: 
"BS. T.”, 37 (1949), 540-544. 

J. García F. Bayon, €. M. F., Estipendio de las misas en fiestas su- 
primidas: "I. C.", 42 (1949), 183-184. 

EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Aumento de estipendio por el anun- 
cio de las misas: *S. T.”, 37 (1949), 234-235. 

J. García F. Bayón, C. M. F., Celebración de la Misa. Retribución 
extrínseca: "I. C.”, 42 (1949), 67-68. 

M. S, Das taras diocesanas: “Lumen”, 13 (1949), 564-565. 

J. García F. Bayon, Negociación prohibida en los estipendios de 
misas: “I. €.”, 42 (1949), 475-477. 


En lo que al capítulo segundo se refiere, sobre el santisimo Sacra- 
mento de la Eucaristía, también hemos de destacar otro trabajo apare- 
cido en nuestra Revista (112) del P. ARRATIBEL y que es lo único des- 
tacable de todo lo que se escribió sobre este capítulo. Es un amplio y 
profundo comentario del canon 894, $ 1: 


El autor comienza con el planteamiento de la cuestión de su tra- 
bajo dividido en tres partes: 

I. Derecho de los enfermos a la Comunión: a) Derecho proce- 
dente del legislador. b) Derecho derivado de la necesidad del enfermo, 

II. Causas para llevar privadamente la Comunión a los enfer- 
mos, no precisamente graves y urgentes, sino cualquier causa justa 
y razonable. 

III. El juez de las causas para llevar privadamente la Comunión 
a los enfermos. El autor subdivide esta parte en tres apartados: 

a) Famosa controversia, o “vexata quaestio”, acerca de si el juez 
de suficiencia de causa para la Comunión privada del enfermo era 
exclusivamente el Ordinario del lugar o cualquier sacerdote encarga- 
do del enfermo, a tenor del canon 849. 

b) Interrupción de autoridad: la Sda. Congregación de Sacra- 
mentos, 5 de enero de 1928. 

c) Comentarios de la Sda. Congregación. Disposiciones de los Pre- 
lados después de la publicación de la citada resolución y legislación 
diocesana. 

Termina con unas cuantas normas concretas. 


4 (112) JUAN ARRATIBEL BEGUIRISTAIN, S. S. S., Comunión de los enfermos. Posible comunión 
diaria con rito público o privado: “R. E. D. C.”, 4 (1949), 973-995. 
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Por lo demás, como en el capítulo primero, todo se reduce a solu- 
ciones de casos concretos, simples aplicaciones de la doctrina contenida 
en los cánones del Código. Citamos las siguientes: 


J. García F. Bayón, C. M. F., Comunión frecuente y diaria. Nega- 
ción de la misma: “1. C.”, 42 (1949), 65-67. Comunión frecuente y dia- 
ria: l. ©., págs. 144-148. 

Narciso JuBANY, ¿Es lícito, a los efectos del ayuno sacramental, 
tomar gotas de medicina después de la medianoche?: "A. S.", 6 


(1949), 208. 

J. Garcia F. Bayon, C. M. F. Ayuno eucarístico. Su origen: “I. C.", 
42 (1949), 55-59. 

BERNARDO REDONDO, S. J., El ayuno de los niños: "Christus", 14 
(1949), 895-897. 

Fn. ALEIXO, Jejum eucarístico do sacerdote celebrante: "Rev. Ecl. 
Bras.”, 9 (1949), 962. An bene egerit, necne?: l. c., págs. 961-962. Per 
modum potus; l. c., págs. 455.456. Jejum eucarístico antes da idade de 
7 anos: l. c., págs. 453-454. > 

L. Q. M. P., ¿Cuál es la hora exacta en que comienza a regir el 
ayuno para la Sta. Comunión?: “Rev. Lit. Arg.”, 14 (1949), 238-239. 

J. E., Dispenses du jeúne eucaristique: “Rev. des Com. Relig.”, 21 
(1949), 73-75. 

FR. ALEIXO, Copia Confessarii: “Rev. Ecl. Bras.”, 9 (1949), 167-170. 


Penitencia 


Este título cuarto, de la penitencia, no ha sido tampoco este año el 
más pródigo en comentarios, Destaca la exposición que hace el P. BER- 
TRÁMS en "Periodica" (113) de una conferencia habida en cierta ciudad 
episcopal sobre el modo de obtener la facultad de oír confesiones en un 
viaje por tierra o por río, puesto que para los viajes por mar y aire 
ya está prevista en el canon 883 y en el Motu proprio de Pío XII, de 
16 de diciembre de 1947, Animarum studio comipulsi (114). Expone el 
estudio del relator y la información del obispo, no conforme con la apli- 
cación por el relator de los principios antes citados referentes a los viajes 
por mar y aire, y termina con la conclusión del obispo, que resume su 
opinión diciendo que de jure condito no existe esa facultad pro jure y 
generaliter data de oir confesiones; pero que sería muy conveniente la 


circunstancia de una norma de derecho común sobre el modo de obtener 
la facultad de oir confesiones en tales casos. 


(113) GULIELMUS BERTRAMS, S. J., De facultate audiendi confessiones iti JO 
. plodica”, 38 (1949), 30-38. f nf itinere terrestri: “Pe- 


(114). A. A. S., 40 (1948), 17. 
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Sin especial interés científico, han aparecido también diversas solu- 
ciones a consultas prácticas, que anotamos a continuación : 


EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Confesiones sin licencia: "S. Tis 
SILO 1405149 

OLis ROBLEDA, Materia libre en el Sacramento de la penitencia: 
"S. T.”, 37 (1949), 432-433. 

Fn. ALEIXO, O. F. M., Magni populi concursus: “Rev. Ecl. Bras.", 9 
(DOO TE 

EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Absolución de reservados: “$S. T.”, 
37 (1949), 306-307. 

NARCISO JuBANY, Un sacerdote que no tiene licencia para perdonar 
pecados reservados, v. gr:, sodomía; al que el penitente sodomita no 
dice sino “he caído en pecados deshonestos" y ni éste aclara ni aquél 
pregunta, ¿absuelve?, ¿perdona?: “A. S.”, 6 (1949), 210. 

FR. ALEIXO, O. F. M., Absolvicao de censuras: “Rev. Ecl. Bras.”, 9 
(1949), 754. 

J. MACCARTHY, Extent of faculty to absolve from reserved cases gi- 
ven by canon 899, § 3: “The I. Ecle. Record”, 74 (1949), 545-547. 

W. Conway, Paschal period and reserved sins. Ignorance of censu- 
res: “The I. Ecle. Record”, 71 (1949), 441. 


En el capitulo de las indulgencias hemos de hacer notar los diversos 
artículos históricos e histórico-jurídicos que con ocasión de la Bula Jubi- 
laeum Maximum, promulgada el 26 de mayo del pasado año, anuncia el 
jubileo de este año de gracia, 1950. 

Destacan en primer lugar dos artículos aparecidos en nuestra REVISTA 
sobre este tema. En el primero (115), el P. Acurrre, S. J., estudia el 
desarrollo histórico del jubileo, ofreciendo al final un comentario a la 
citada Bula. He aquí, brevisimamente reseñados, los puntos de su tra- 
bajo: 

Origen del jubileo.—Antiguo Testamento: Bonifacio VIIIL—Cle- 
mente VI.—Paulo II.—Sixto IV.—Benedieto XIV.—Pío IX y el jubileo 


de 1925: 
El jubileo de 1950. Comentario a la Bula. 


En el segundo (116), el P. Fuertes BILDARRAZ estudia la parte positiva — 
de la Bula, y después de indicar las fuentes que pueden utilizarse para el es- 
tudio de la relación juridica del presente Año Santo, desenvuelve su tra- 
bajo segün el siguiente sumario: 


Un poco de historia: La serie de los jubileos.—Clases.—Condicio- 
nes para ganarlo (comunión, visitas, oraciones): Suspensión de in- 


(115) FELIPE AGUIRRE, S. J., La Bula “Jubilaeum Maximum”: “R. E. D. C.", 4 (1949), 593-601. 
(116) JosÉ FUERTES BILDARRAZ, C. M. F., El jubileo del Año Santo: “R. E. D. C.", 4 (1949), 
915-942. i 
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dulgencias y facultades.—Penitenciarios del Santo Jubileo.—Facul- 
tades concedidas a los simples confesores en Roma y suburbios.—De 
los que están impedidos de ganar el jubileo.—Sus categorías.—Sacer- 
dotes peregrinos.—Sus facultades.—Uso de éstas. 


El P. FÁBREGAS, S. J., nos ofreció en “Periodica” (117) un trabajo 
en el que simplifica y pone en orden para uso de los confesores todos los 
documentos emanados de la Santa Sede con ocasión del Año Jubilar. Com- 
prende su trabajo los apartados siguientes : 


Indulgentia Jubilaris.—Indulgentiarum suspensio. Exceptis. Opera 
praeseripta.—De Basilicarun visitatione: I) Quaenam et quomodo fa- 
cienda. II) Visitationum dispensatio vel commutatio. IIT) A quibus et 
quo pacto commutandae: Sacra Synaxis: Sacramentalis confessio.— 
Facultatum suspensio.—Etiam extra Urbem manent. Facultatum am- 
plificatio: I) Confessariorum varietas. II) Quos erga amplificatae fa- 
cultates ab iis exercendae. III) Quoties priviligiati confessarii eas 
exercere valent. IV) Ubi exercendae. V) Amplificatae facultates: Excep- 
tiones et normae in usu facultatum: A) Universim. B) Quoad censu- 
ras et penata reservata. C) Quoad vota. 


OLDAN1I, en “La Scuola Cattolica" (118), también ha publicado un 
interesante trabajo sobre esta misma materia. Trata los siguientes puntos 
en su comentario : 


1° La concesión del jubileo. 2.” Limitación de indulgencias. 3. Li- 
mitación de facultades. 4. Faculades de ‘los penitenciarios y de los 
confesores. 5.” Para los que no pueden acudir a Roma. 


Merece, asimismo, citarse el trabajo de SERAFÍN DE ANGELIS en “Mo- 
nitor Ecclesiasticus” (119), cuyo sumario transcribimos: 


1. De Jubilaeo in genere: notio, origo, divisio, definitio, finis, con- 
ditiones, temporis spatium.—2. De iubilaeo an. MDCCCCL: finis.— 
3. Suspenduntur indulgentiae et facultates.—4. Conceduntur facultates 
peculiares: Paenitantiariis, confessariis, confessariis peregrinis. — 
9. Prospitur impeditis.—6. Opera enumerantur ad iubilaeum lucran- 


dum imposita.—7. Aliquot exhibentur responsiones.—8. Concluditur 
hujus rei expositio. 3 


Notaremos también el comentario de SiMENoN en “Revue Ecclésias- 


tique de Liége" (120), el cual se detiene un poco más en la parte his- 
tórica del jubileo. 


(117) - MICHAEL FÁBREGAS, S. J., Adnotationes: “Periodica”, 38 (1949), 375-391. 


(118) LUIGI OLDANI, L’Anno gibilare 1950 alla luce dei documenti della S. Sede: “La Scuol, 
Gatt.", 77 (1949), 433-449. - 


(119) SERAPHINUS DE ANGELIS, Adnotationes: “Monit. Ecl.", 1 (1949), 37-48. 1 
(120) G. SIMENON, Le Jubilé de Année Sainte: “Rev. Eccl. de Liège”, 36 (1949), 161-170. 
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Finalmente, de las mismas características es el comentario de BERG 
en “Revue des Communautés Religieuses” (121). 

Sobre la misma materia de las indulgencias que nos ocupa han apa- 
recido las soluciones a las consultas siguientes: 


G. MONTAGNE, The indulgence of the privileged altar: “The I. Eccl. 
Record”, 71 (1949), 560-561. 

GREGORIO M. DE ANTOSANA, C. M. F., Confesión y Comunión para las 
indulgencias jubilares: “V. R.”, 6 (1949), 375-376. 

EDUARDO FDEZ. REGATILLO, Indulgencia plenaria “in articulo mortis” 
Sw, of (1949), 177-178. 

OUIS ROBLEDA, S. J., Via-Crucis: "S, T.”, 37 (1949), 431: 

FR. ALEIXO, O. F. M, Os cinco escapularios: “Rev. Eel. Bras.”, 9 
(1949), 164-167. ; 

G. MONTAGNE, Communication of the Rosary indulgences: “The I. 
Ecle. Record”, 71 (1949), 448-451. 


Exrtremauncrión. 


Sobre esta materia sólo hemos encontrado la solución a una consulta 
por el P. García F. Bayón en “Ilustración del Clero” (122) y que trata 
de la forma ordinaria y extraordinaria de este sacramento y de su fórmula 
virtual. 


Orden 


A los comentarios de la Constitución Apostólica Sacramentum Ordinis, 
del 28 de enero de 1948 (123), citados en nuestra reseña del pasado 
año (124), hemos de añadir un nuevo comentario de LACHELLO en “La 
Scuola Cattolica” (125), en el que trata de los siguientes puntos: 


1. La materia del Orden.—2. La forma del Orden.—3. Cuestiones 
discutidas en relación con la materia y forma del Orden. 


El P. Gir ha publicado en "Commentarium pro Religiosis et Missio- 
nariis" (126) un artículo que divide en dos partes: en la primera trata del 
derecho de dar dimisorias a los miembros de las sociedades de clérigos 


(121) E. BERG, S. J., L'Année Sainte 1950: “Rev. des Com. Relig.”, 21 (1949), 161-170. 

(199) J. García F. BAYÓN, C. M. F., Extremaunción. Fórmula ritual: “LI. C2, 427 (1949); 
431-433. 

(123) A. A. S., 40 (1948), 5-7. 

(124) “R. E. D. C.", 4 (1949), 1.087-1.088. E 

(195) G. LAcHELLO, La Constituzione Apostólica “Sacramentum Ordinis": "La Scuol. Catt.", 
7" (1949), 121-130. p N , f 

(126) N. Gm, C. M. F., De jure dandi litteras dimissorias sodalibus societatumv clericorum 
in communi viventium sine votis: “Com. pro Relig. et Miss.", 28 (1949), 18-25. De: dimissoriis 
gro ordinatione religiosorum non exemptorum a votis perpetuis: l. c., págs. 25-29. 
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que viven en común sin votos, y en la segunda, de las letras dimisorias 
para la ordenación de religiosos de votos perpetuos no exentos, materias 
relacionadas con los cánones 678, 956 y 958. 

Fr. ALEIXO (127) responde a una consulta sobre los títulos de orde- 
nación de patrimonio y servicio de la diócesis, afirmando no haber dis- 
tinción entre “griegos y romanos” en cuanto a las relaciones con la dió- 
cesis, aduciendo para probar su aserto los cánones 127 y 128. 

Finalmente, SIMENON (128) ha publicado un pequeño artículo sobre el 
modo de cesar las irregularidades contraídas por los clérigos, distinguiendo 
bien entre irregularidades ex defecto de. irregularidades ex delicto. No 
tiene considerable valor cientifico. 


Matrimonio 


Si pródigo en comentarios ha sido en el año 1948 el titulo del matri- 
monio, es lo cierto que en el año actual ha sido mayor el numero de los 
mismos, debido, sin duda, a las importantes declaraciones de la Comision 
Pontificia sobre diversas materias con él relacionadas y que en el decurso 
de este trabajo veremos. 

Lo que ha llamado en primer lugar poderosamente la atención del 
mundo jurídico-canónico ha sido la aparición del Motu proprio de Pio XII 
Crebrae allatae, de 22 de febrero de 1949 (129), con que Su Santidad ha’ 
querido ordenar toda la disciplina matrimonial del Oriente católico. Ade- 
más de la importancia que en sí encierra, por ser un ordenamiento de la 
disciplina de la Iglesia oriental en materia tan importante, la reviste muy 
grande también para todos los amantes de la ciencia jurídico-canónica, de 
la cual supone un avance considerable e incluso servirá, mientras no llegue 
la ansiada reforma de nuestro Código, de guía en no pocos problemas de 
los que plantea nuestro actual Código de Derecho canónico. 

En este primer año de su existencia ha sido objeto ya de múltiples 
al par que en buena parte muy interesantes comentarios. 

Hemos de notar que la revista "Ephemerides Juris Canonici" (130) 
ha publicado, con el texto íntegro, las fuentes de cada canon en concreto, 
lo que hace que pueda estudiarse más a fondo y, sobre todo, compararlo 


(127) FR. ALEIXO, O. F. M., Os titulos de Ordenacao "patrimonii sui" et “servitii di 
(127 iocce- 
sis”: “Rev. Ecl. Bras.”, 9 (1949), 743-744. Co Ad 


(128) G. SIMENON, Cessatio irregularitatum a sacerdotibus contractarum: “Rev 
Liège”, 36 (1949), 266-268. d "PES 


(129) A. A. S., 41 (1949), 89. 
(130) “Eph. Juris Can.”, 5 (1949), 95-130. 
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con el anteriormente existente, al objeto de aclarar algunos puntos obs- 
curos. 


Los comentarios más importantes al documento qué nos ocupa son: 


AEMILIUS HERMAN, S. J., Adnotationes ad Motu propio “Crebrae al- 
latae sunt”: "Periodica", 38 (1949), 93-125. 

EDUARDO FDEz. REGATILLO, S. J., Disciplina matrimonii pro Ecclesia 
Orientali: “S. T.”, 37 (1949), 280-285. 

NARCISO JUBANY, La disciplina del matrimonio en la Iglesia Orien- 
tal: ^" A.S.", 6 (1949), 267-269. 

A. WuvrS, S. J., Le nouveau droit matrimonial des orientaum: 
"Nouv. Rev. Th.”, 74 (1949), 829-839. 

Luigi OLDANI, Il Diritto matrimoniale delle Chiese orientali: “La 
Scuol. Catt.", 77 (1949), 351-355. 

FR. SABINO ALONSO, O. P., Motu Proprio de Pío XII sobre la discipli- 
na del Sacramento del Matrimonio para la Iglesia oriental: "C. T.", 76 
(1949), 629-633. 


Además, han aparecido tres estudios comparativos: 


J. D. CONWAY, A comparative glance at the latin and the oriental 
marriage discipline: “The Jurist.", 9 (1949), 316-325. 

W. CONWAY, The law on mariage: “The I. Ecle. Record", 71 (1949), 
554-556. 

CLEMENTE PUJOL, S. J., El actual derecho oriental sobre el matri- 
monio comparado con el derecho precedente: “R. E. D. C.”, 4 (1949), 
523-551. En este estudio se propone el autor comparar el derecho que 
se establece en el Motu Proprio con el que estaba vigente anterior- 
mente a su aparición. Para ello va recorriendo cada uno de los cá- 
nones de la nueva ley, llamando la atención de los lectores no tanto 
sobre la parte positiva de la misma, cuanto sobre las diferencias en- 
tre el Derecho anteriormente vigente y el que introduce el Motu Pro- 
prio, prescindiendo del que ha tenido vigencia a través de los siglos. 
Igualmente se prescinde del Derecho vigente entre los disidentes, 
a pesar del no pequeño interés que en más de un caso podría ofrecer 
para la interpretación del católico. 


Damos cuenta a continuación de algunos trabajos que podemos llamar 
de problemas generales en materia matrimonial, para entrar después en 
lo concreto de los diversos capítulos y cánones segün el orden del Código. 

En primer lugar, el Catedrático de la Universidad Pontificia de Sala- 
manca Tomás GARCÍA BARBERENA ha publicado en nuestra REVISTA (131) 
un interesantísimo trabajo sobre el matrimonio en la legislación soviética 


y cuyo sumario es como sigue: 


(131) Tomás GARCÍA BARBERENA, El matrimonio en la. legislación soviética: “R. E. D. (PAREN. 3 
(1949), 383-411. 
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1 Concepto soviético del Derecho. 

2° Precedentes históricos de la legislación actual en el matri- 
monio ruso. 

3.2 Consideraciones generales sobre el Código. 

4° Realización del matrimonio. 

5. Valor jurídico del Registro. 

6.2 Extinción del matrimonio. 

7." Efectos del matrimonio. 

8. Naturaleza jurídica del matrimonio. Conclusión. 


También en nuestra Revista (132), y sobre el tema Las presunciones 
en Derecho matrimonial, ha‘ publicado un profundo artículo el P. Ors- 
TERLE, O. S. B. Su estudio comprende los siguientes apartados: 


a) El favor del derecho para el matrimonio en la legislación 
canónica. No siempre se ha observado en la disciplina eclesiástica 
esta presunción a favor de la validez del matrimonio. Casos y juris- 
prudencia. La norma “Quod saluti animarum crederet opportunum": 
Historia y jurisprudencia. 

b) Presunciones a favor de la validez: Casos y jurisprudencia. 

c) Declaración de la Comisión Pontificia del 26 de junio de 1947, 
en respuesta a una consulta del Arzobispo de Nueva York. Examen 
de la cuestión propuesta. Solución de la duda. 

d) La práctica de la Curia Romana. 

e) Los autores. 

Conclusión. La presunción del derecho es tenida por prueba abso- 
luta; por tanto, quien la tiene no está obligado a la prueba, sino 
que pasa al adversario la necesidad de aducirla. 


El P. HÜRT propone cuatro dudas sobre materia matrimonial hoy 
existentes, aunque admite que hay muchísimas más cosas discutidas. He 


aquí las dudas que él propone y estudia en un interesante estudio que vió 
la luz en “Periodica” (133): 


I. Dubium circa objectum contractus matrimonialis. 
II. Dubium circa fines matrimonii. 
III. Dubium circa consummationem matrimonii. 
IV. Dubium cirea requisita nupturientium praesentia. 


En “The Jurist" publica ManBACH (134) un interesante estudio sobre 
algunas cuestiones de derecho matrimonial concernientes a los orientales 
en su país y en el Canadá; artículo aparecido antes del Motu proprio 
arriba citado y que el autor divide en cuatro pantes: A 


(132) GERARDO OESTERLE, O. S. B., De praesumptionibus in iure matrimoniali. P. ialis: 
"R. E. D. C.", 4 (1949), 7-33. 3 Uc 


(133) FRANCISCUS HURT, S. J., Dubia matrimonialia: “Periodica”, 38 (1949), 907-934, 


(134) JosEPH F. MARBACH, Some marriage questions concerning orientals i i 
: : , A j s in 
and in Canada: "The Jurist", 9 (1949), 17-49. i me Costi 
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1.2 La determinación de rito—2.° La forma del matrimonio.— 
3. Disparidad de culto y los disidentes orientales.—4.* Poder de los 
Ordinarios latinos para dispensar a los orientales en su diócesis. 


Otro trabajo íntimamente relacionado con el tratado de dispensatio- 
mibus es el publicado en la misma revista (135) por el autor antes citado 
sobre la invalidez de una dispensa a causa de una promesa falta de sin- 
ceridad. Artículo éste que no reviste especial interés científico; quizá sí 
un poco de novedad. 

En “Revue Ecclésiastique de Liège” (136) ha aparecido un interesante 
estudio de KuPrENs. Expone a grandes rasgos las causas matrimoniales 
de no consumación, de procedimiento sumario y procedimiento normal por 
acción de nulidad. Estudia después dos causas más célebres a través de 
la historia de la Iglesia, haciendo ver la seriedad de la Iglesia en todas 
sus cosas. Termina haciendo votos por que cada día sea menor el nümero 
de causas de este género, como signo de una mayor santidad en la Iglesia. 

Finalmente, VijvERBERG, en “Euntes Dotete” (137), ha publicado un 
trabajo sobre el error acerca de la indisolubilidad y la unidad del matri- 
monio, cuyo sumario Ofrecemos a continuación por juzgarlo de interés 
para nuestros lectores: 


Validitas matrimonii infidelium plerumque sustinenda est secum- 
dum prinupium statutum in can. 1084 C. I. C., cujus veritatem prac- 
ticam auctor exponit. Quae expositio duplici parte constat. Impri- 
mis demonstratur validitati matrimonii per se non obstare quominus 
contrahens ignoret qualitates essentiales matrimonii aut circa cas- 
dem erret. Deinde ratio explanatur ob quam in ipso consensu matri- 
moniali contrahens qui erret circa unitatem vel indissolub‘litatem 
matrimonii, plerumque suum errorem reiciat et matrimonium incat 
sicut alii qui hoc errore non laborant. 


En relación con la declaración de la Comisión de Intérpretes de 26 de 
junio de 1947 (138), hemos de añadir a los comentarios de la misma que 
indicábamos en nuestra anterior reseña (139) otro del P. FprEz. REGATI- 
LLO (140), breve y sin especial interés científico. 


(135) JOSEPH F. MARBACH, The invalidity of a dispensation because of insincere promises: 
“The Jurist”, 9 (1949), 50-64. 

(136) M. KUPPENS, A propos des causes matrimoniales: “Rey. Eccl. de Liege", 36 (1949), 
19-33, 88-105 y 155-156. ; AA 

(137) €. VIJVERBERG, De errore circa indissolubilitatem et unitatem matrimonii: “Euntes 
docete”, 2 (1949), 84-202. 

(138) A. A. S., 30 (1947), 373-374. 

(139) “R. E. D. C.", 4 (1949) 1.089-1.090. i 

(140) EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., De favore iuris quo gaudet matrimonium: STET, n ie) 


(1949), 167-169: 
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Y con esto ya entramos de lleno en los trabajos concretos sobre cada 


capítulo y sobre los diversos cánones. 

La característica de este año es el número de declaraciones emanadas 
de la Santa Sede. 

En relación con el $ 4 del canon 1015 ha salido una respuesta de la 
Pontificia Comisión Intérprete, con fecha 26 de agosto de 1949 (141), 
concebida en los siguientes términos: 


D. An sub verbo “celebratum” can. 1015, § 4, intelligi debeat 
dumtaxat matrimonium coram Ecclesia celebratum. 
R. Affirmative. 


Respuesta que ha dado ocasión a los siguientes comentarios: 


DonorEo FERNANDEZ Ruiz, El matrimonio putativo: “Resurrexit”, 
9 (1949), 241-242. 

Francisco Lopos, S. J. Matrimonio putativo: "S. T.”, 37 (1949), 
514-516. í É 

A. S., Sobre o matrimonio putativo: “Lumen”, 13 (1949), 696-697 

G. OESTERLE, O. S. B., Resp. C. I. C. “De matrimonio putativo”. 
Annotatio: “Il. Dir. Ecel.”, 60 (1949), 207-209. 

A. LARRAONA, C. M. F., Adnotationes: “Mon. Eccl.”, 1 (1949), 
143-147. 

W. Conway, The law on mariage. A new document: “The I. Eccl. 
Record”, 71 (1949), 443-447. 


FR. SABINO ALONSO, O. P., El matrimonio putativo: “C. T.”, 76 
(1949), 652-653. 

ANIANO ABAD GÓMEZ, Noción del matrimonio putativo: “R. E. D. C.". 
4 (1949), 831-836. Expone el concepto legal del matrimonio putativo 
y recoge las opiniones de diversos comentaristas del Código, para 
terminar indicando el alcance de la respuesta. 


Respecto al canon 1016, referente a la competencia de la autoridad 
civil, el P. Lopos (142) da solución a una consulta sobre la forma de los 
poderes para contraer matrimonio canónico, respuesta que divide en dos 
partes: a) La forma; y b) La solemnidad, haciendo al mismo tiempo un 
estudio del canon 1089, que tiene plena aplicación en este caso. 

Un breve comentario al canon 1020 ha aparecido en “Collectanea 
Mechlinensia” (143), sin especial interés doctrinal. Asimismo, sobre esta 
misma materia se da solución: en “The Jurist” (144) a un caso práctico 
teniendo en cuenta la legislación del III Concilio Provincial de Baltimore. 


(141) A. A. S., 41 (1949), 158: 


_ (142) Francisco Lopos, S. J., La forma de los poderes para contraer matrimonio canónico: 
"S, T.", 37 (1949), 105-108. 


(143) J. GORYVAERTS, De examine privato parochi circa statum liberum contrahentium: 
"Coll. Mechl.”, 94 (1949), 48-50. 


(144) JEROMAN HANNAN, Marriage and Knowledge of proyers: “The Jurist", 9 (1949), 95-97. 
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Una aplicación dl canon 1043 es la solución a una consulta que nos 
ofrece CONWAY (145), sin ningún especial interés. 

Lo mismo se ha de decir referente al canoni 1044 de una respuesta 
breve de HANNAN en “The Jurist" (146) sobre dispensa de impedimentos 
ocultos. 

La Comisión Pontificia dió, con fecha 8 de julio de 1948 (147), una 
respuesta sobre impedimentos matrimoniales concebida en los siguientes 
términos : 


D. Utrum canon 1052 ita intelligendus sit ut dispensatio im- 
petrata pro certo et determinato impedimento valeat etiam pro alio 
impedimento eiusdem speciei in aequali vel inferiori gradu, quod in 
suppliei libello bona vel mala fide reticitum fuerit; an potius ita 
tantum ut dispensatio ab impedimento expresso non vitietur per re- 
ticentiam alius impedimenti eiusdem speciei in aequali vel inferiori 
gradu. 

R. Affirmative ad primam partem, negative ad secundam. 


Esta respuesta, que viene a derogar el antiguo estilo de la Curia ecle- 
siástica, en el que se requería, bajo pena de invalidez, la enumeración en 
las preces de todos los impedimentos concurrentes en el caso, ha sido co- 
mentada por los siguientes autores : 


Francisco Lopos, S. J., Dispensa implícita de los impedimentos 
matrimoniales de consanguinidad y de afinidad: “S. T.”, 37 (1949), 
94-99. 

A. S., Sobre a dispensa dos impedimentos de matrimonio: “Lu- 

, 13 (1949), 213-214. 

NARCISO dot Sobre la dispensa de los impedimentos matrimo- 
niales: "A. S.", 6 (1949), 141-143. 

FR. SABINO ALONSO, a P., De dispensatione ab impedimentis ma- 
trimontalibus: *C. T.”, 7 6 (1949), 651-652. 


La Sagrada Congregación del Santo Oficio, el día 11 de agosto 
de 1949 (147), dió una declaración sobre el matrimonio de los comunistas 
del tenor siguiente: 


Quaesitum est utrum exclusio comunistarum ab usu Sacramento- 
rum in Decreto $. Officii die 1 jul. 1949 statuta, secum ferat etiam ex- 
"elusionem a celebrando matrimonio et quatenus negative, an com- 

: munistarum matrimonia regantur praescriptis canonum 1060-1061. 


(45) W. CONWAY, Matrimonial Giepen cation in danger of death: “The I. Eccl. Record”, Wa 


(4949), 552-553. ra 
(146) JEROMAN HANNAN, DE fron unknown impediments: “The Jurist", 9 (1949), 


414-416, : 
(147) A. JA "8 41 (1949), 427. 
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Ad rem S. C. Sti. Officii declarat: Attenta speciali natura sacra- 
menti matrimonii, eujus ministri sunt ipsi contrahentes et in quo 
sacerdos fungitur munere testis ex officio, sacerdos assistere potest 
matrimoniis ‘communistarum ad normam canonum 1065, 1066. 

In matrimoniis vero eorum, de quibus agit n. 4 praefati Decreti, 
servanda erunt praescripta canonum 1061, 1102, 1109. 


Este decreto ha tenido los siguientes comentarios: 


DonorEo FERNÁNDEZ Ruiz, Normas para el matrimonio canónico de 
los comunistas: “Resurrexit”, 9 (1949), 271-272. 

RAMÓN BIDAGOR, S. J., Adnotationes: “Mon. EccL", 1 (1949), 54-55. 

MICHAEL FÁBREGAS, S. J. Adnotationes: “Periodica”, 38 (1949), 
304-307. 

A. S., Declaracao sobre a celebracao do matrimonio dos comunistas: 
"Lumen", 13 (1949), 698-699. 

I. CREUSEN, $. J., S. Concregation du Saint Office: Declaration du 
11 aout 1949 sur la mariage des communistes: “Nouv. Rev. Theol.”, 71 
(1949), 864-870. 


"Christus" (148) y “Divus Thomas" (149) publican un comentario 
aparecido en "L'Osservatore Romano” del 17 de agosto de 1949 sobre 
este mismo decreto. 

El P. Sousa, con ocasión de una consulta, publica en “Revista Ecle- 
siástica Brasileira" (150) un artículo sobre la potestad de la Iglesia en 
lo que a impedimentos se refiere, en el que trata los siguientes puntos: 


Clases de impedimentos: Poder de la Iglesia relativo a los impedi- 
mentos maírimoniales: a) La Iglesia goza de poder propio y nativo 
sobre el contrato matrimonial de sus sübditos, que son todos los bau- 
lizados. b) La Iglesia tiene la potestad de interpretar los impedimen- 
los de Derecho divino. c) Compete a la Iglesia dispensar solamente de 
los DUE eclesiasticos: I) La Iglesia tiene el poder de dispen- 
sar, abrogar y derogar los impedimentos eclesiásticos. ID) La Iglesia 
no puede revocar ni dispensar de los impedimentos provenientes del 
Derecho divino, a no ser que Dios le concediese tal poder, del mismo 
modo que no puede disolver el matrimenio contraído sólidamente. 
III) Poder coercitivo de la Iglesia. IV) Forma canónica del matrimonio. 
Aplicación de lo expuesto a los matrimonios mixtos. Conclusión. 


En esta materia del capítulo de impedimentos destaca por su interés el 
artículo del: P. Lopos, S. J., en “Miscelanea Comillas” (151) sobre el 
impedimento matrimonial canónico de adopción. Trata los puntos siguientes : 


(148) “Christus”, 14 (1949), 903-904. 

(149) “Divus Thomas”, 14 (1949), 903-904. 

(150) FR. ANTONIO D. Sousa Costa, O. F. M., Casamento ilicito - i i me 

AS o ilicito. ou invalido?: “Rev. Ecl. 
(151) Francisco Lopos, S. J., 


: El impedimento malrimontal can. cena 
Comillas”, 11 y 12 (1949), 277-297. P ónico de adopción: “Mis. 
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La norma canonizante: A) Naturaleza. B) Calificación. C) Los lí- 
mites. D) La dispensa. 

La norma canonizada: A) El derecho civil. B) Individuación 
C) Contenido. D) En España. 

La canonización. 

Conclusiones. 


Asimismo, merece notarse el artículo del P. BENDER, O. P., en * An. 
gelicum" (152) sobre la duda acerca de la existencia del impedimento 
de disparidad de cultos una vez contraído el matrimonio. 

Sin especial interés doctrinal, han aparecido em el capítulo que nos 
ocupa algunas consultas que indicamos a continuación: 


ALBERTO MORENO, Matrimonio dudoso con presunción de muer- 
te de uno de los cónyuges de anterior matrimonio: “Christus”, 14 
(1949), 1055-1058. 

FRANCISCO OROZCO, Impedimentum criminis: “Christus”, 14 (1949), 
888-889. 

J. Garcia F. Bayon, C. M. F., Dispensa del impedimento de dispa- 
ridad de cultos: “I. C.”, 42 (1949), 62-65. 

Fn. JUAN ULLa, Dispensa de impedimento de consanguinidad en 
tercer grado de línea colateral: “Christus”, 14 (1949), 436-439. 


En el capítulo del consentimiento matrimonial han aparecido los tra- 
bajos que a continuación se expresan, muy dignos de tenerse en cuenta, 
aunque se omita, por mo hacernos interminables, el resumen de los mismos: 


ERMANNO GRAZIANI, In tema di simulazione del consenso matri- 
moniale: “Il Dirit. Eccl.”, 60 (1949), 394-404. 

DINUS STAFFA, De actu positivo voluntatis quo bonum essentiale 
matrimonii excluditur: “Mon. Eocles.”, 4 (1949), 164-173. 

ERMANNO GRAZIANI, La cosiddetta esclusione dell'esercizio dei 
diritto e interpretazione del can. 1086, par. 2: “Il Dirit. Eccles”., 60 
(1949), 159-169. 

D. G. OESTERLE, O. S. B., Adnotationes in Dubium de celebratione 
matrimonii inter acatholicos: “Mon. Eccl.”, 4 (1949), 56-61. 

VICENZO DEL GIUDICE, Qualche considerazione sulle condizioni de 
futuro di cui al can. 1092, n° 1, del Codex juris canonici: “Il Dirit. 
Eccles.”, 60 (1949), 301-317. i 


A solucionar una cuestión debatida sobre la designación del procurador 
en el matrimonio ha venido la respuesta de la Comisión Pontificia de 31 de 


- mayo de 1948 (153). Dice asi: 
(152) Ls UNDER: O. P., De dubio circa eristentiam impedimenti disparitatis cultus post 


initum matrimonium: “Angelicum”, 26 (1949), 165-170.. 
(153) A. A. 5., 40 (1948), 302. 
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Utrum procuratorem de quo in canone 1089, 4, mandans ipse de- 
signare debeat; an eiusdem designationem alii committere valeat. 
R. Affirmative ad primam partem, negative ad secundam. 


Respuesta que ha tenido los siguientes comentarios, todos de escasa 
extensión : 


Narciso JuBANY, ‘El matrimonio contraído por procurador: “A. S.”. 
6 (1949), 52-53. 

A. S., Sobre matrimonio por procuracao: “Lumen”, 13 (1949), 211. 

D. G. OESTERLE, O. S. B., Responsi della Commissione Pontificia I: 
34 maggio 1948: "De matrimonio per procuratorem". Annotatio. “I 
Dirit. Eccls.",.60 (1949), 188-192. 

Fn. SABINO ALONSO, O. P, De matrimonio per procuratorem: 
One enon O9) 


El P. Fpez. REGATILLo (154) da solución en “Sal Terrae”. a una con- 
sulta en la que estudia el simple error, la ficción o disimulación y la reserva, 
haciendo aplicaciones prácticas al caso propuesto. 

Algunas otras soluciones a diversas consultas de orden práctico pueden 
verse en “Ilustración del Clero” (155), “The I. Eccl. Record” (156) y 
“Lumen” (157). 

En “Sal Terrae" (158) se resuelve un caso de nulidad por falta del 
requerimiento que exige por parte del sacerdote el canon 1095. du 

GOoEYVAERTS (159) publica en "Collectanea Mechlinensia” un artículo 
breve acerca de la licencia para la asistencia a matrimonios concedida a 
los vicarios cooperadores (coadjutores), sin especial interés. 

El P. BENDER (160), basándose en un caso práctico, recalca la doc- 
trina de la delegación para asistir a matrimonios a fin de evitar muchos 
casos de invalidez del mismo. i 

Conway resuelve una consulta sobre la delegación para un matrimonio 


particular en el caso de la muerte del párroco, sin ningún interés cien- 
tifico (161). | 


(154) EDUARDO FDEZ, REGATILLO, S. J., Nulidad del matrimonio 

indisolubilidad: "S. T.", 37 (1949), 363-367. ; 
(155) J. García F. BAYÓN, C. M. F., Consentimiento matrimonial: “I. C.", 42 (1949 

N, C. M. F., 5 TCR 9), 433-434. 

; 56) = We Conway, Nullity of Marriage: condicional consent: “The 1. Eccl. Record”, 71 (1949), 
275-276. Marriages of those who believe in divorce or polygami: 1. c., págs. 72-73. 


qe Pubs ur S., Dúbida sobre a celebragao do matrimonio entre acatólicos: “Lumen”, 13 


(158) EDUARD 


por condición contraria a la 


b 
) 


0 FDEZ. REGATILLO, S. J., Nulidad de un matrimonio: "S. T.", 37 (1949), 176-177 


(159) F. GOEYVAERTS, De licentia assistendi matrimonio vicariis. cooperatoribus” concessa: 
“Collet. Mechl.", 24 (1949), 181. Sd ik inpia a 


vae, L. BENDER, O. P., Delegatio potestatis assistendi matrimoniis: “Periodica”, 38 (1949), 
(461) W. Conway, Faculties for a particular ; rriage an de t M pem : be y ue $ 
Ecl. Record”, 71 (1949), 449. MM d #8 un paniek priests The: Hh 
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En el capítulo de la forma de celebrar el matrimonio destacan los co- 
mentarios que han aparecido en relación con la respuesta de la Comisión 
de Intérpretes de 8 de julio de 1948 (162) sobre la forma canónica del 
matrimonio entre católicos latinos y orientales y que está concebida en 
los siguientes términos: 


An per praescriptum can. 1097, § 2, in fine, derogetur canoni 1099, 
8 1, n. 3. R. Negative. , 


Sobre la misma han aparecido los siguientes breves comentarios: 


FRANCISCO LODOS, S. J., Forma canónica del matrimonio entre ca- 
tólicos latinos y orientales: “S. T.", 37 (1949), 40-41. 

A. S., Sobre a forma de celebrar o matrimonio: “Lumen”, 13 (1949), 
212-213, 

NARCISO JUBANY, La forma para la-celebración del matrimonio: 
“A. S.”, 6 (1949), 1940-141. 

D. G: OESTERLE, O. S. B., Annotatio: “Il Dirit. Eccls.”, 60 (1949), 
192-194. 

FR. SABINO ALONSO, O. P., De forma celebrationis matrimonii. 
“Q. T.”, 76:(1949), 650-654. 


Hemos de añadir a los comentarios que citamos en nuestra anterior rese- 
ña (163) sobre el Motu proprio de Pío XII de 1 de agosto de 1948 (164), 


suprimiendo la última parte del $ 2 del canon 1099, los dos siguientes: 


En 


Francisco Lobos, S. J., Contrayentes obligados a la forma canó- 
nica del matrimonio: “S. T.”, 37 (1949), 159-161. 

NARCISO JUBANY, Derogación parcial del c. 1099: “A. S.", 6 (1949), 
81-83. 

J. GOEYVAERTS, De formae juridicae matrimonii subjectis: “Col- 
lect. Mechlin.”, 24 (1949), 304-306. 


“Christus” (165) resuelve Orozco una consulta relacionada con 


el canon 1098 sobre la asistencia a matrimonios, sin interés cientifico no- 


table. 
En 


traidos 


la misma revista (166) se resuelve otra sobre matrimonios con- 
civilmente, igualmente sin especial interés doctrinal. 


El P. Garcia F. Bayon resuelve una amplia consulta en "Ilustración del: 
Clero” (167) sobre el matrimonio civil en los primeros afios de la Republica. 


(162) 
(163) 
. (164) 
(465) 


(166) - 


|, (167). 


A. A. S., 40 (1948), 386. 

“Rn E. D. C.”, 4 (1949),, 1.096. 

A. A. S., 40 (1948), 305. 

Francisco Orozco, Asistencia a matrimonios: “Christus”, 14 (1949), 435-436. 

X. X., Matrimonios contraídos civilmente: “Christus”, 14 (1949), 521-525. 

J. GARCÍA F. BAYÓN, C. M. F., Matrimonio civil en los primeros años de la república: 


I. C., 42 (1949), 31-35. 
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| | i i a res- 
Finalmente, en este mismo capitulo nos encontramos con otr 

puesta de DonorEo FDEZ. Ruiz a una consulta sobre la bendición nupcial 

fuera de la Misa en orden a los derechos arancelarios, de interés eminen- 


temente práctico (168). 

Acerca del tiempo esta la respuesta del P. ILLA (169) a una consulta, 
sin especial interés doctrinal, 

En el capítulo de los efectos del matrimonio destaca el artículo de 
Tomás García BARBERENA, Profesor en la Universidad Pontificia de 
Salamanca, sobre la investigación de la paternidad por el examen de los 
grupos sanguíneos y el canon 1115 (170). _ 

El autor comienza estudiando el problema de la investigación de 
la paternidad y su solución en el Derecho romano y en las presun- 
ciones de los cánones 1114 y 1115, estableciendo que tales presun- 
ciones son “iuris tantum”. 

A continuación analiza el valor de la prueba de determinación de 
paternidad por el análisis de los grupos sanguíneos y se plantea el 
problema de la admisibilidad de dicha prueba en el fuero eclesiás- 
tico, viniendo a concluir, después de una somera exposición, que no 
hay razón eficaz que impida que la prueba del análisis de los grupos 


sanguíneos, dentro de la esfera de eficacia, pueda ser admitida por 
el Juez eclesiástico. 


El P. FERNÁNDEZ REGATILLO da solución en “Sal Terrae” a una con- 
sulta sobre la legitimación de la prole, de interés práctico. 

“The Jurist” publica dos artículos sobre el divorcio civil y la ley ecle- 
siástica, de bastante extensión, pero de poca profundidad, estudiando el 
problema en relación con el mundo americano (171). 

En “Collationes Gandavenses” (172) ha aparecido un artículo intere- 
sante acerca de la petición del divorcio civil; sobre si un católico, haciendo 


caso omiso de la ley canónica, puede alguna vez recurrir a la ley civil que 
lo autorice. t 


Sobre matrimonios civiles de españoles en el extranjero se ha publicado 
en nuestra Revista (173) un trabajo, cuyo resumen ofrecemos: 


En el “Boletín de Información del Ministerio de Justicia” se pu- 
blicó recientemente una nota en la que se propugnaba que se resta- 


(168) DoroTEo FDEZ. Ruiz, La bendición nupcial fuer i 
[ ; a de la 
crancelarios: “Resurrexit”, 9 (1949), 331-339. : l A AN S E 


(169) FR. JUAN ILLA, O. P., ¿Puede el cura párroco solemnizar i i i = 
miso del Ordinario en tiempo de Cuaresma?: etus. 14 Tusc die) RS Api ^ C 

(170) Tomás GARCÍA BARBERENA, La investigación de la paternidad por el examen de los 
grupos sanguíneos y el canon 1.115: “R. E. D. C.”, 4 (1949), 997-1.010. 

(171) JAMES KELLY, Divorce. Some practical canonical considerations: “The Jurist”, 9 (1949) 
187-204. JEROMAN HANNAN, Elaborate or simple method to eliminate divorce?: 1. Co. págs. 396-407. 

(172) L. VAN PETEGHEM, De divortii civilis petitione: “Coll. Gand.”, 32 (1949), 150-155. 


(173) JosÉ MALDONADO Y F. DEL Torco, Sobre los matrimonios civiles de e 
extranjero: “R. E. D. C.”, 4 (1949), 641-647. j M C y 
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bleciese, en cuanto a los matrimonios de españoles en el extranjero, 
el sistema del artículo 70 de la Ley del Registro Civil. El autor 
muestra el grave peligro que tal restablecimiento supondría para la 
integridad del sistema matrimonial que el Código civil estableció, y 
que, después de derogado por la República, volvió a establecerse 
en 1939. 


Por último, hemos de reseñar las diversas consultas que han aparecidó 
sobre el matrimonio de un soldado en filas, sobre la sanación im radice, 
sobre la inscripción del matrimonio en el Registro civil y varias sobre la 
asistencia del juez a la celebración del matrimonio canónico: 


J. García F. Bayón, C. M. F., Matrimonio de soldado en filas: 
*T. C.”, 42 (1949), 100-103. 


Fr. ALErxo, O. F. M., Sanatio in radice e matrimónio civil: “Rev. 
Ecl. Bras.”, 9 (1949), 745-747. 

EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Inscripción del matrimonio en el 
Registro civil: “S. T.”, 377(1949), 230-232. 

J. García F. Bayón, C. M. F., Asistencia del juez a la celebración 
del matrimonio canónico: “I. C.", 42 (1949), 397-399. 


EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Intervención del juez civil em el ma- 
trimonio canónico: “S. T.”, 37 (1949), 589-591. Parroquia con terri- 
torio de dos municipios: |. c. págs. 592-503. 


En relación con el título octavo, de los sacramentales, notaremos tres 
respuestas a Otras tantas consultas, sin ningún interés doctrinal : 


EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Bendición de la mesa: “S. T.”, 37 
ES Urso ay ROG AC EFE 


FR. ALEIXO, O. F. M.. Béncao de crianças mao bautizadas: “Rev. 
Ecl. Bras.”, 9 (1949), 753-754. 


EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Bendición post exercitia spiritualia. 
(1949), 108. 


Jogues MassÉ, O. F. M., Benediction des statues par um aumó- 
nier: “La V. des Com. Relig.”, 7 (1949), 219-220, 


Fr. ALEIXO, O. F. M., Bencáo de varias imagens: “Rev. Ecl. Bras.”, 
9 (1949), 747-748. 


F). DE Las cosas 


La aparición de algunos documentos relativos a esta parte del libro 
tercero, de las cosas, que trata de los lugares y tiempos sagrados, ha hecho 
que apareciesen algunos interesantes trabajos que luego veremos. 
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Sólo tres trabajos de alguna nota científica han aparecido en relación 
con los lugares sagrados. El primero en “Monitor Ecclesiasticus " (174). 
Es un estudio breve pero enjundioso acerca de las basílicas menores; que 
es, qué requisitos se exigen para que se le conceda este título a una iglesia 
y privilegios de que goza. 

El segundo es un comentario de ZERBA (175) a la Instrucción de la 
Sagrada Congregación de Sacramentos sobre diversos puntos, entre los 
que figura la Instrucción a los Ordinarios de lugar para pedir el indulto 
de oratorio doméstico, con sus extensiones. 

El tercero se refiere a la prohibición de sepultura eclesiástica con que 
la Iglesia castiga a los pecadores públicos ( 176). No es de gran profun- 
didad científica. 

Todo lo demás se reduce a soluciones a varias consultas, de escaso 
valor científico. Entre ellas citaremos: 


DIONISIO ALARCIA, O. S. B., Dedicación de las Iglesias: “Liturgia”, 
4 (1949), 304-307. 

Fn. ALEIXO, Oratorio público e Exposicao do Santissimo: “Rev. 
Kel. Bras.”, 9 (1949), 173-175. 

CLEMENT BASTNAGEL, The rights of the faithful in a public oratory: 
“The Jurist”, 9 (1949), 247-252. 

FR. ALEIXO, O, F. M., Será capela particular?: “Rev. Ecl. Bras.”. 
9 (1949), 959-961. 

J. GARCÍA F. BAYÓN, C. M. F., Llaves del cementerio: “I. C.", 42 
(1949), 106-407. 

Francisco Lopos, S. J., Sepultura de párvulos sin bautizar en ce- 
menterios bendecidos: “S. T.”, 37 (1949), 429-430. 

EDUARDO FDEZ. REGATILLO, 8. J., Derecho del párroco del cuasi domi- 
cilio en cuanto a sepultura: “S. T.”, 37 (1949), 367-369. 

W. Conway, Funeral offerings: “The I. Eccl. Record”, 71 (1949), 
547-549. 


En la sección segunda de esta segunda parte, que trata de los tiempos 
sagrados, nos encontramos en primer lugar con la solución de una con- 
sulta referente al precepto dominical en "Lumen" (176), sólo de interés 
práctico. 

En el título de la abstinencia y del ayuno destacan los comentarios 
que han visto la luz con ocasión del Decreto de la Sagrada Congregación 


del Concilio de 28 de enero de 1949 (177), y entre los que destacamos 
los siguientes: 


(174) . HENRICUS DANTE, De Basílica Minore: “Monit Eccles.", 1 (1949), 174-177. 


(175) CAESAR ZERBA, Adnotationes in Instructionem ad locorum Ordinarios pro postulandis 
Apostolicis indultis: “Monit. Eccles.", 1 (1949), 90-98. 


(176) S. M., Do preceito dominical: *Lumen", 13 (1949), 158. 
(TUE A CAES SE12(1949)5 5393 
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FRANCISCO Lopos, S. J., Dispensa de abstinencias y ayunos ecle- 
siásticos: “S. T.", 37 (1949), 222-224. 

W. Conway, The new decree on fast and abstinence: “The I. Eccl. 
Record”, 71 (1949), 370-373. 

PETRUS M. ABELLAN, S. J., Decretum de abstinentiae et jejunii lege 
Annotationes: “Periodica”, 38 (1949), 72-77. 

ANASTASIUS GUTIÉRREZ, C. M. F., Adnotationes in Decretum de 
abstinentiae et ieiunii lege observanda: “Com. pro relig. et miss." 28 
(1949) 11-14. 

Luigi OLDANI, Sanctificate jejunium: “Riv. del CL", 20 (1949), 
1947-149. | 

Fn. ALEIXO, O. F. M; Jejum e abstinencia no Brasil: “Rev Ecel 
Bras.”, 9 (1949), 741-743. Se refiere a la aplicación del Decreto al 
Brasil. 

ALFRIDUS PARISELLA, Adnotationes in Decretum de abstinentiae 
et jejunii lege observanda: "Monit. Eocles.”, 1 (1949), 123-141. 


Este último es, sin duda, el más amplio y el más profundo de los que 
se han escrito sobre esta materia, lo que nos mueve a dar a nuestros lec- 
tores el sumario del mismo: 


Praenotamina, 1. 

I. Lex de abstinentia et ieiunio in Codice juris canonici .—Divi- 
sio materiae, 2—Objectum legis de abstinentia, 3—Objectum legis 
de ieiunio, 4—Dies abstinentiae et ieiunii, 5.—Qui ütraque lege li- 
gantur, 6.—Qui ab utraque lege dispensare queunt, 7.—Jura specia- 
lia, 8. 

II. Legis de abstinentia et ieiunio moderatio per indulta usque 
ad annum 1939.—De eausis indultorum generatim, 9, 10, 11.—Mode- 
ratio legis de abstinentia et ieiunio durante bello 1939-1945.—Causa 
indultorum, 14.—Indulta Italiae fidelibus concessa, 15, 16, 17, 18.— 
Decretum S. C. pro Negotiis Eccl. Extr. 19, 20. j 

IV. Partialis restauratio legis de abstinentia et ieiunio.—Causa 
restaurationis, 21.—Restauratio legis pro fidelibus rituum orienta- 
lium, 22.—Restauratio legis pro fidelibus ritus latini, 28, 24, 29. 


La revista mejicana “Christus” ha dado cabida en sus páginas a una 
polémica sobre esta materia del ayuno, y lo más destacado de la misma, 
con tener poca importancia doctrinal sus artículos, es lo siguiente: 


ALBERTO VALENZUELA, S. J., La “Norma relativa” en materia de 
ayuno: “Christus”, 14 (1949), 812-817. 

L. VEGA, S. J., Sobre la “Norma relativa" del ayuno: “Christus”, 
14 (1949), 818-819. 

ALFONSO MÉNDEZ PLANCARTE, El canon 1251 y nuestra “costumbre”: 
"Ghristus", 14 (1949), 993-999. , 
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Sobre el mismo tema del ayuno, pero refiriéndose al eucarístico, ha 
publicado un breve pero interesante artículo el P. ALMEIDA en “Litur- 
gia” (178), bajo el tema ¿Hacia una atenuación general del ayuno euca- 
rístico? 

Finalmente han aparecido soluciones a varias consultas de interés prác- 
tico, que indicamos solamente por carecer de interés doctrinal. Son las 
siguientes : 

J. McCarty, Power of religious Superior to dispense from the law 
of fasting: “The I. Eccl. Record”, 71 (1941), 541-542. 

Lorenzo M. MOLINERO, ¿Podría decirme en qué consiste propia- 
mente el ayuno y abstinencia, pues no llego a comprenderlo bien del 
todo, y, sobre todo, el modo cómo se debe hacer?: “Rev. Lit. Arg.”, 
14 (1949), 85-87. 

J. García F. Bayon, C. M. F., La ley de la abstinencia. Su materia: 
“I. C.”, 42 (1949), 220-222. 

ALFONSO MÉNDEZ PLANCARTE, Sobre la parvedad y la colación: 
“Christus”, 14 (1949), 807-812. 

J. GARCÍA F. Bayon, Ley de abstinencia. Uso del tocino o conso- 
lada: “I. C.", 42 (1949), 403-404. 


La tercera parte del libro III del Codigo trata del culto divino. Pone 
el Código en primer lugar unos cánones preliminares. Acerca del ca- 
non 1263, el P. Lopos en “Sal Terrae” (179) da solución a una consulta 
de indole práctica. i 

En relación con el canon 1264 tenemos que hacer notar la aparición 
de dos circulares de la Sagrada Congregación de Seminarios y Universi- 
dades, ambas con fecha 15 de agosto de 1949. El comentario que de la 
primera hizo Mons. FiorEzo RomITA en “Bolletino Ceciliano” (septiem- 
bre 1949, págs. 99 y sigs.) y el que hizo de la segunda Mons. HiGiwio 
ANGLÉs en "Bolletino degli Amici del Pontificio Instituto di Musica Sa- 
cra”, número 2, han sido traducidos y anotados en nuestra Revista (180) 
por el profesor de la Universidad Pontificia de Salamanca Tomás GARCÍA 
BARBERENA. 

Narciso JUBANY (181) comenta un decreto del Obispado de Barcelo- 


na (182) sobre esta misma materia de la música. Trata los siguientes 
puntos: 


(178) JULIÁN ALMEIDA, O. S. B., ¿Hacia una atenuación general del ayuno eucaristico?: 
“Liturgia”, 4 (1940), 327-331. 


(179) Francisco Lopos, S. J., Sitios reservados en la iglesia parroquial: *S. T.”, 37 (1949), 
597-598. 


(180) Tomás GARCÍA BARBERENA, La Santa Sede y la Música Sacra. Dos circulares de la Sagra- 
du Congregación de Seminarios y Universidades y dos comentarios autorizados. Traducción de...: 
SRO E. D. C.", 4 (1949), 837-850. , 


Mon Narciso JUBANY, A propósito de un decreto sobre música sagrada: “A. S.", 6 (1949), 
-207, i 


(182) “B. O. E. Barcelona”, 89 (1949), 141-142. 
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También hemos de notar dos consultas, soluciones a casos concretos: 
la primera (183), sobre organistas y grupos corales; la segunda, sobre el 
canto e instrumentos de música en iglesias de religiosas (184). 

En relación con el canon 1266 ha aparecido la solución a dos consul- 
tas sin especial interés doctrinal, más amplia e interesante la primera (185) 
que la segunda (186). 

Sobre el adorno del sagrario puede verse la solución a dos consultas, 
una en “Liturgia” (187) y otra en “Revue des Communautés Religieu- - 
ses" (188), sin especial interés desde el punto de vista doctrinal. 

Acerca de la lámpara, de la cual habla el canon 1271, han aparecido 
solucionadas las siguientes consultas: 


J. García F. Bayon, C.-M. F., Lámpara del Santísimo: "I. C.", 42 
(1942), 473-475. 

Dororeo FERNÁNDEZ Ruiz, El alumbrado eléctrico para el culto 
del Santísimo: “Resurrexit”, 9 (1949), 280. 


Finalmente han aparecido solucionadas otras dos consultas: una en 
“Revista Eclesiástica Brasileira” (189), sobre el trono de Exposición del 
Santísimo, y la segunda en “Resurrexit” (190), relacionada con el ca- 
non 1274, sobre la Exposición del Santísimo Sacramento en el día del 
Corpus Christi, ambas sólo de interés práctico. 

En el título Del culto de los santos, sagradas imágenes y reliquias, sólo 
nos encontramos con dos consultas sin interés científico: 


GREGORIO Mz. DE ANTOÑANA, C. M. F., Imágenes y pinturas en las 
paredes de la Iglesia: "I. C.”, 42 (1949), 437-438. 

JuvenaL Daoust, O. F. M., Reliquies des saints à la balustrade: 
“La V. des Com. Relig.”, 7 (1949), 63. 


(183) M. S., Organistas e grupos corais: “Lumen”, 13 (1949), 359-360. 

(184) (GREGORIO MZ. DE ANTOÑANA, C. M. F., Canto e instrumentos de música en iglesias de 
religiosas. “V. R.”, 6 (1949), 338-341. 

(185) EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Iglesias abiertas para vi 


(1949), 531-535. 
(186) TIMOTEO URQUIRI, €. M. F., Iglesias abiertas para visitar al Santísimo Sacramento: 


I. C., 42 (1949), 185-188. r 7 
; (187) DIONISIO ALONIA, O. S. B., La cortinilla del Sagrario y el conopeo: “Liturgia”, 4 (1949), 


220-221. as 
(188) B. E., Ornamentation du tabernacle et de Vautel: “Rev. de Com. Relig.”, 21 (1949), 


465-457. 
(189) FR. ALEIXO, O.F.M., Trono de Exposicao do Santissimo: “Rev. Ecl. Bras.”, 9 (1949), 


456-457. 
' (190) Doroteo FDEZ. RUIZ, La Exposición del Santisimo Sacramento en el día del Corpus 


Christi: “Resurrexit”, 9 (1949), 279-280. 


sitar al Santísimo: “S. T.” 37 
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Al mismo número se reducen las aparecidas en relación con el título 
De las sagradas procesiones: 


J. Cruz Ramírez, Procesión del Corpus: “Christus”, 14 (1949), 
802-803. - 

EDUARDO FpeEz. REGATILLO, S. J., Procesión de religiosas: "S. T.”. 37 
(1949), 595. 


Lo mismo hemos de afirmar respecto al título De los utensilios sagrados: 


J. García F. Bayon, C. M. F., Bendición de objetos sagrados. Su 
perdida LA A2 (1949) 407. 

GREGORIO Mz. DE ANTONANA, Tacto de los vasos sagrados: “V. R.” 
6 (1949), 276. 


En la parte cuarta, que trata del magisterio eclesiástico, han aparecido 
algunos trabajos dignos de tenerse en cuenta. 

En primer lugar, PRÁXEDES ALONSO (191) ha publicado un breve ar- 
tículo sobre la ignorancia religiosa de los pueblos cristianos, uno de los 
más terribles males de nuestros días. 

Relacionada con los cánones 1332-1344, el P. García F. Bayon (192) 
responde a una consulta aplicación práctica de los citados cánones. 

Conway (193) responde brevemente a otra consulta relacionada con el 
canon 1341, sin especial interés doctrinal. 

Referente al capítulo De las sagradas misiones, ha aparecido la solución 
a una consulta en “Euntes docete” (194) no exenta de interés. 


En el título De los Seminarios están comprendidos los trabajos que a 
continuación Se expresan. 


En primer lugar, en “Christus” (195) da GONZÁLEZ solución a una 
consulta en el caso de que se desechen seminaristas con vocación, quedando 
Otros de mediana inteligencia y dudosa vocación. No tiene interés alguno. 

Lo más destacado de este apartado De Seminarios ha sido el “Motu 
Proprio” de Pío XII de 2 de abril de 1949 (196), sobre el Pontificio Ins- 


(191) PRAXEDES ALONSO, La ignorancia religiosa de los pue isti oy E it” 
(1949), 208-210. g g pueblos cristianos: “Resurrexit”, 9 


ue J. GARCÍA F. BAYÓN, C. M. F., Homílía y catecismo a los adultos: I. C., 49. (1949) 


(193) W. Conway, Prohibition aqainst preaching by extradi iest: “ 
jocópd" 921: (1949). 350.960. q p g by adiocesan priest: “The I. Ec. 


(194) XAVERIUS PAVENTI, On the idea of instrustino a mission t i 
, 0 a D ES se E 
EM oA fr g iocese: *Eunies doce 
(195) J. GONZÁLEZ, ¿Cómo remediar los casos en que se deshecha seminaristas con voca- 


PE E se quedan otros de mediana inteligencia y dudosa vocación?: “Christus”, 14 (1949), 


(196) A. A. S., 41 (1949), 165. 
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tituto de San Eugenio, para los sacerdotes recién ordenados. Ha sido co- 
mentado en nuestra Revista (197) por Nancrso TIBAU: 


El autor expone en primer lugar la razón y naturaleza del Ins- 
tituto de San Eugenio, que se crea, y en segundo lugar, sus antece- 
dentes (San Carlos Borromeo, San Felipe de Neri y San José Caf- 
fasso). 

Estudia después lo que dicen los Romanos Pontífices, el Código 
de Derecho Canónico y la Comisión Episcopal de Seminarios de Es- 
pana. 

A manera de conclusión, se fijan los esfuerzos que se están ha- 
ciendo en España en el mismo sentido. 


El citado “Motu Proprio" ha sido también comentado, aunque con me- 
nos extensión y profundidad, por el P. LARRAONA en: “Commentarium pro 
Religiosis et Missionariis" (198). 

A la relación de comentarios que en nuestra anterior reseña (199) indi- 
cábamos, relacionados con la respuesta de la Sda. Congregación de Semi- 
narios y Universidades de 15 de junio de 1948 (200), hemos de afiadir los 
siguientes: 


D. Luic1 OLDANI, Valore giuridico del grado accademico della Li- 
cenza: “La Scuol. Catt.”, 77. (1949), 44-45. 

Narciso JuBANY, Los efectos jurídicos del grado académico de la 
Licenciatura: “A. S.", 6 (1949), 19-20. 

Ramón Lamas Lounipo, Universidades católicas y sus grados aca- 
démicos: “R. E. D. C.”, 4 (1949), 173-222. Este ha sido, sin duda, el 
más profundo de los que vieron la luz hasta el presente y consta 
de los siguientes apartados: 

I. Concepto y origen de la Universidad en general. 

II. Concepto, origen y carta fundamental vigente de las Univer- 
sidades católicas. 

III. Concepto y origen de los grados académicos: 

1. Bachillerato. 
2. Licenciatura. 
|— - 3. Doctorado. 
M AW Sentada y comentario de la "Declaratio" de la Sagrada Con- 
gregación de SS. y UU. de Estudios: i 
; . 4. Razón de la misma. | 
2. Hecho que supone, ; é 
Escolio.—Universidades pontificias españolas existentes en el 
año 1932. 


(197) Narciso TIBAU, Creación del Instituto Pontificio de San Eugenio, para formación del 
clero joven: “R. E. D. C.", 4 (1949), 581-591. 5 
' .(198) ARCADIUS LARRAONA, C. M. F, Adnotationes in “Motu Proprio" de Pontificio S. Eugenii 
Instituto. pro sacrorum administris a sacerdocio recedentibus: “Com. pro Relig. et Miss." 28 
(1949), 4-7: 

(199). R Be D;iC.", 4 (1949), 1.113. 

(200) A. A. S., 40 (1949), 260. 
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3. Identidad de efectos jurídicos entre la Licencia y la Lau- 
rea anterior a la Constitución Deus Scientiarum y razo- 


nes de ello. 
4. Excepciones subsistentes respecto de la mencionada equi- 
paración: ) 
a) Profesores de Universidad o Facultad de Estudios 
Eclesiásticos. 


b) Auditores de las Rotas Romana y Española. 
c) Otras que establezca la Santa Sede. 

V. Consecuencias 

VI. ¿Procede una reforma simplificadora? 


. En el titulo De las escuelas destacan em primer lugar dos artículos de 
MEUNIER en “Revue Ecclésiastique de Liège”. El primero (201), sobre el 
derecho de la Iglesia a tener sus escuelas, en donde estudia, basándose en 
la Encíclica “Divini illius Magistri”, los siguientes puntos: Misión de la 
familia. Misión de la Iglesia. La escuela. 

El segundo (202), menos interesante que el primero, en donde estudia 
diversas prescripciones eclesiásticas en materia escolar. 

Finalmente, el Excmo. P. TABERA ha publicado en “Vida Religio- 
sa” (203) un artículo sobre los religiosos y la enseñanza de réligión en 
los colegios, con los siguientes apartados: 


El derecho de los Obispos a aprobar los profesores de Religión: 
El ejercicio del derecho episcopal.—Los religiosos no sacerdotes pue- 
den ser profesores de Religión.—Los religiosos ofrecerán a los Obis- 
pos suficientes garantías para poder ser nombrados profesores de Re- 
ligión.—Es necesario absolutamente una preparación adecuada.—En 
qué ha de consistir esta preparación necesaria. 


En materia beneficial hemos de notar algunos estudios aparecidos 
este año de cierta importancia desde el punto de vista doctrinal. 

Daremos cuenta, en primer lugar, del artículo aparecido en “Revista 
Eclesiástica Brasileira" (204) sobre las Ordenes Religiosas y las leyes de 
mano-muerta en la República brasileña. Estudia los siguientes puntos: 


1. Legislación y actos del Gobierno referentes a las leyes de mano- 
A muerta.—2. Opinión de los juristas sobre estas cuestiones.—3. Juris- 
prudencia del Supremo Tribunal Federal. Conclusión. 


(201) A. MEUNIER, L'Eglise et L'Ecole: “Rev. Eccl. de Liège”, 36 (1949), 909-999, 

(202) A. MEUNIER, Prescriptions ecclesiastiques en matiére scolaire: “Rev. Eccl i ? 
36 (1949), 174-177. Bd 

. (203) ARTURO TABERA, C. M. F., Los religiosos y la enseñanza de la religión en los colegios: 
“Y. R." 6 (1949), 93-39: g gios: 

(204) FR. BARTOLOMEU, Ord. Carm.. As Ordens reli 


/ giosas e as Leis de Mao-Morta ma Repú- 
blica Basileira: “Rev. Ecle. Bras.”, 9 (1949), 68-77. à ay 
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“The Jurist" (205) publica un interesante artículo histórico sobre los 
bienes del beneficio necesarios para sustentación del clérigo. 

En la misma revista (206) ha aparecido otro interesante trabajo, aun- 
que no de mucha profundidad, sobre la situación en relación con el bene- 
ficio de un párroco religioso. 


El Decreto de la Sagrada Congregación del Concilio de 30 de junio 
de 1949 (207), sobre las facultades para la reducción de misas, ha sido co- 
mentado por FLORENCIO RomMITA (208) con arreglo al siguiente sumario: 


1. Ratio decreti .—2. Excursus historicus.—3. Subiecta decreti.— 
4. Objeetum Pontificiae reservationis.—5. Competentia.—6. De facul- 
tatibus quinquenalibus. 


El P. Orís RoBLEDA ha comenzado a publicar en “Sal Terrae" (209) 
un acertado estudio sobre la provisión de beneficios no consistoriales en 
España, con el siguiente sumario: 


I. Precedentes histórieos. Concordato de 1753. Reservas pontifi- 
cias según el derecho común. Concordato de 1851. 

II. Convenio de 1946. Provisión de parroquias. Colación libre. E: 
concurso: a) su necesidad; b) su alcance; c) su carácter. Prenotifica- 
ción de candidatos. Escolio. (Repetimos que no está aún completo., 


En nuestra Revista (210) ha aparecido un interesantísimo estudio de 
AMADEO DE FUENMAYOR sobre la recepción del derecho de obligaciones 
y de contratos operada por el Codex Juris Canonici. 


En este estudio, ponencia presentada en la II Semana de Derecho 
Canónico, examina el canon 1529, que consagra la recepción de los 
modernos ordenamientos civiles operada por el Codex en materia de 
obligaciones y contratos. 

El Derecho canónico en el sistema del “Ius commune”. 

El Derecho civil moderno y el Derecho canónico precodificado. 

Naturaleza de la norma remisiva del canon 1529: la recepción re- 
cepticia o materia y la recepción formal. 

Preceptos civiles canonizados en materia contractual. 

Límites de la remisión al Derecho civil. 

El orden público canónico. 

Valoración y crítica de la fórmula canónica. 


(205) JEROMAN HANNAN, Olms for the clergy: “The Jurist”, 9 (1949), 286-305. i 

(206) Perrinus, A contract determining the status of a religious parish: “The Jurist", 9 
(1949), 65-86. , 

(207) A. A. S., 41 (1949), 374. | 

(208) FLORENTIUS ROMITA, Adnotationes: “Monit. Eccles.”, 1 (1949), 106-122. 7 

(209). OLIS ROBLEDA, S. Js Provisión de beneficios no consistoriales en España: ES, T.”, 37 
(1949), 417-426; 519-530 (continuará). ‘ : 

(910) AMADEO DE FUENMAYOR, La recepción del Derecho de obligaciones y de contratos ope- 
rada por. el Codex Juris Canonici: “R. E. D. C.”, 4 (1949), 295-306. 
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PenpoLa publicó en “Monitor Ecclesiasticus” (211) un estudio sobre 
pruebas en juicio eclesiástico sobre contratos de derecho civil. Lo divide 


en dos partes: 


A) Escritores de Derecho canónico. 
B) Jurisprudencia de la Sagrada Rota Romana. 


Acerca de la sentencia del Tribunal Supremo de 9 de febrero de 1948 
sobre una cláusula testamentaria de carácter benéfico, han aparecido en 
nuestra Revista dos comentarios, uno desde el punto de vista canónico 
y el otro desde el punto de vista civil. 


En el primero (212), debido a la pluma de JACINTO FERNANDEZ, C. M., 
hace notar su autor varios errores canónicos vertidos en el proceso en 
cuestión, y señala que en España no hay dos Congregaciones ni dos 
Ramas distintas de Hijas de la Caridad, sino tan sólo dos Provincias 
cuasirreligiosas del mismo Instituto de Hijas de la Caridad. 

A continuación indica las diferencias meramente accidentales que 
existen entre ambas Provincias en lo tocante a antigúedad y desarro- 
llo, hábito, régimen peculiar, Superiores inmediatos y carácter espa- 
ñolista y oficial. 


El comentario civil es obra de ANDRES DE LA OLIVA CASTRO (213). 
y podemos reducirlo a lo siguiente: 


Siendo el punto controvertido resuelto por la sentencia la disputa 
sobre si la cláusula testamentaria implicaba un legado modal o una 
fundación, el autor señala las características de uno y otra. Se ex- 
tiende en el caso del contenido esencial del acto de fundación y en 


la exposición de las teorías referentes a la naturaleza jurídica del 
negocio fundacional. 


Doroteo FERNÁNDEZ Ruiz hace en “Resurrexit” (214) un estudio 
sobre las pias fundaciones com el siguiente sumario: 


Prólogo.—Conceptos jurídicos: “Pia voluntas” “pia causa”, “pia 
institutio” “pia fundatio”. Naturaleza de las pías fundaciones: 1. Acep- 
tación de bienes de cargas fundacionales. 2. Autorización del Ordi- 
nario del lugar. 3. Requisitos previos al consentimiento del Supe- 


(211) JOANNES PENDOLA, De probationibus in judicio eclesiastico circa contractus iuris ci- 
vilis: “Monit. Eccles.”, 1 (1949), 178-183. 


(212) JACINTO F. MARTÍNEZ, C. M., Comentario canónico a la sentencia del Tribunal Supre- 


mo de 9 de febrero de 1948 sobre una cláusula testamentaria de carácter henéfico: “R. E. D.-C.”, 
4 (1949), 259-265. 


(213) ANDRES DE LA OLIVA CASTRO, Comentario civil a la sentencia del Tribunal Supremo de 9 


de febrero de 1948 sobre una cláusula testamentaria de carácter benéfico: “R: E. D. C.", 4 
(1949), 267-277. ; : 


(214) DOROTEO FERNÁNDEZ Ruiz, Las pías fundaciones: "Resurrexit", 9 (1949), 904-907. ! PX 
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rior. 4. Normas antecedentes a la aceptación de las pías fundaciones. 
Obligación de justicia.—La dote fundacional: 1. Depósito inicial. 
2. Colocación fructífera. 3. Señalamientos de cargas y separación 
de dotes.—Conclusión transitoria. 


Del mismo autor y en la misma revista (215) ha aparecido otro tra- 


bajo sobre la reducción de cargas de las pias fundaciones, en donde se 
estudia los siguientes puntos: 


Introducción.—Administración de las pias fundaciones: 1.” Escri- 
turas fundacionales. 2.” Custodia de libros y documentos. 3.2 Cumpli- 
miento de las cláusulas contractuales. 4. Intervención del Ordinario. 
Fundaciones piadosas erigidas en iglesias de religiosos: 41.” En igle- 


„Sias de religiosos exentos. 2. En iglesias de religiosos no exentos. 


Reducción de cargas fundacionales: 1.” Noción y conceptos afines. 
2.” Superior competente en orden a la reducción. 


Los demás trabajos que se han escrito sobre esta parte de beneficios 


se reducen a soluciones de consultas sin ningún interés especial, excepto 
aquel de cada caso concreto, por ser aplicación de la doctrina general en 
un momento determinado y en unas determinadas circunstancias. Ofrece- 
mos a continuación a nuestros lectores una sucinta reseña de las mismas: 


EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Fundación de misas: "S. T.”, 37 
(1949), 56. 

JEROMAN HANNAN, Provincials incorporated: “The Jurist”, 9 (1949), 
334-335. 

EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Permuta de beneficios: “S. T." 37 
(1949), 538-539. 

Oris ROBLEDA, S. J., Pertenencia de una limosna: "S. T.”, 37 
(1949,) 52-53. 

J. GARCÍA F. Bayon, Tiendas de la casa rectoral de la parroquia: 
A AO Ag d. 

DonorEo FERNÁNDEZ Ruiz, El beneficio parroquial y derechos d 
coadjutores: “Resurrexit”, 9 (1949), 332-334. 

J. GARCIA F. Bayon, C. M. F., Misas de beneficio. Omisión: "I. C.”, 
42 (1949), 148-150. 

DOROTEO FERNANDEZ Ruiz, Legislación civil española sobre rifas 
y cuestaciones públicas: “Resurrexit”, 9 (1949), 299-302. 

ADRIEN M. Maro, O. F. M., Peut-on changer les derniéres volontés 
d'un bienfaiteur?: “R. des Com. Relig.”, 7 (1949), 190-191, 

EDUARDO FDEz. REGATILLO, S. J., Misas de fundación no aplicadas: 
HS T." 37 (1949) 433-434. i 
FM S, Dos legados pios: “Lumen”, 13 (1949), 158-159. fe 


(215) Doroteo Fez. Ruiz, Reducción de cargas de las pias fundaciones: “Resurrexit”, 9 
(1949), 321-323 y 330. 
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O'BRIEN KENNETH, Sample form of Will of a priest: “The Jurist” 
9 (1949), 99-106. 

M. S., Bens da igreja e o culto divino: “Lumen”, 13 (1949), 359. 

EDUARDO Fpez. REGATILLO, S. J., Manda pia: TE ey oy 
SR 


G) PROCESOS Y PENAS 


En primer lugar hemos de notar que en relación con los libros IV y V 
del Código han aparecido mayor número de comentarios que en el pasa- 
do año. 

En el libro IV mos encontramos con un interesante trabajo de GRA- 
ZIANI aparecido en “Il Diritto Ecclesiastico" (216), y que versa sobre el 


fuero eclesiástico del Estado Ciudad del Vaticano. He aquí el sumario 
del mismo. 


t 


1.2 El Tribunal de primera instancia en la ley fundamental.— 
2. El Vicariato de la Ciudad del Vaticano.—3. El ordenamiento ju- 
dicial en el Motu proprio de 21 de septiembre de 1932.—4.° El nuevo 
ordenamiento judicial y el Tribunal Eclesiástico del Estado Ciudad 
Vaticano.—5.” Competencia territorial del mismo. 


El P. Fpez. REGATILLO (217) da solución a una consulta sobre la cons- 
titución de un tribunal colegiado sin especial interés doctrinal. 

El mismo P. FpEz. REGATILLO (218) contesta a estos dos interrogantes: 
¿Pueden los mujeres abogados actuar como tales? ¿Convendrá admitirlas ? 


En relación con el proceso en las causas matrimoniales hemos de notar 
los siguientes trabajos: 


El primero, de D. Lorenzo MiIGUÉLEZ, Auditor de la Rota Española, 


acerca de los remedios jurídicos en las causas matrimoniales y publicado 
en nuestra REVISTA (219): 


Se ciñe el autor al estudio de la restitución “in integrum” y de 
la nueva proposición de la causa a tenor de los cánones 1903 y 1989. 


I Restitución “in integrum”: No cabe este remedio en las causas 
matrimoniales. 


II. f La revisión o nueva proposición: 1.» Concepto de “revisión”, 
apelación y revisión. 2. Introducción de la revisión; sujeto activo; 


(216) ERMANNO GRAZIANI, Il foro eclesiastico dello S. C. V.: 
327-332. 


(217) 
227-229. 

(218) 
433. 


(219) LORENZO MIGUÉLEZ, Remedios jurídicos en'las causas matrimoniales: “R. E. D. C.”, 4 
(1949), 359-382. 


“Il Diritt: Eccl.”,: 60 (1949), 


EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Constitución del Tribunal Colegiado: “S. T.”, 37 (1949), 


EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Abogados en el Tribunal Eclesiástico: *S. T.", 37 (1949), 
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objeto de la revisión; tribunal competente. 3.° Requisitos para la re- 
visión si han precedido o no dos sentencias conformes; argumentos, 
documentos; argumentos o documentos nuevos; argumentos o docu- 
mentos graves. 4.° Procedimiento de la revisión; antijuicio; apelación 
contra el decreto acerca de la admisión; sustanciación del proceso. 


El Promotor de Justicia de la Sda. Rota Romana PENDOLA ha publi- 
cado en “Periodica” (220) un interesantísimo estudio acerca del derecho 
a acusar el matrimonio según la declaración auténtica del 27 de julio 
de 1942. Estudia los siguientes puntos : 


I. De nullitatis sacramenti fontibus.—II. Irritatio sacramenti non 
est poena.—III. De diversis specificis poenis in profanantes matrimo- 
nium.—IV. De vetito dandi de nullitate matrimonii in iure antiquo — 
V. De iure Codicis et de primis responsis P. Com. Int.—VI. De natura 
canonis 1917.—VII. De frequenti errore circa verum obiectum hujus 
legis.—VIII. De S. R. Rotae interpretatione ac menti.—IX. Non in 
peccatum, sed in delictum fertur sanetio.—X. Incongrua et pugnantia 
ex adversa interpretatione.—XI. De vera coarctatione ambitus legis 
post decisionem P. Com. Int. Cod. diei 27 julii 1942.—XII. Doctrinae 
translatio in quoddam factum. 


FacioLo publica en "Monitor Ecclesiasticus" (221) un estudio intere- 
sante sobre la norma sexta del Decreto del Sto. Oficio de 12 de junio 
de 1942, con arreglo al siguiente sumario: 

1) Introductio: Motiva seu rationes Decreti 12 junio 1942; 2) De 


norma sub n. 6; 3) Quando norma haec urget; 4) Quid in casibus dif- 
ficilioribus ad habendum medicum. 


En la misma revista (222) da cuenta ÍNDELICATO, haciendo wn breve 
comentario, de la constitución de la Sda. Congregación de Ritos de un 
Colegio de Médicos para la discusión de los milagros en las causas de 
beatificación y canonización. Lo divide en dos partes: 1) Disciplina del 
Código sobre la confección de las pruebas y su discusión; 2) Cambio ac- 
tua] en cuanto a la discusión de los milagros que se ha de verificar en la 
Sda. Congregación de Ritos. 

En materia de los delitos y de las penas nos encontramos, en primer 
lugar, con un artículo de TELLECHEA, publicado en nuestra REVISTA (223), 
acerca de la notoriedad de hecho en el Derecho canónico: 


(220) JOANNES PENDOLA, De iure accusandi matrimonium dd normam decl. auth. d. 27 iu- 
li: 1942; “Periodica”, 38 (1949), 140-165 y 235-251. in t 

(221) VINCENTIUS FAGIOLO, De exclusione mulieris in processibus impotentiae et inconsum- 
mationis (de norma sexta Decreti S. Officii diei 12 junii 1942): “Monit. Eccles.”, 1 (1949), 184-187. 

(222) SALVATOR INDELICATO, Collegium Medicorum apud Sacram Rituum Congregationem 
instituitur pro discussione miraculorum, im causis beatificationis et canonizationis: Monit. 


Eccl.”, 4 (1949), 188-194. f 
(223) José IGNACIO TELLECHEA E IDÍGORAS, La notoriedad de hecho en el Derecho canónico: 


“R. E. D. C.", 4 (1949), 651-657. 
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Examina la interpretación del canon 2197, $ 3.°, en los autores de 
nota anteriores y posteriores al Código. Expone la teoría nueva, de 
MICHIELS, defendida también por VERMEERSCH-CREUSEN, JONE, JOM- 
BART, según la cual el “publice notum” equivale a noticia pública, y 
para ésta es suficiente que conste un delito “modo publico”. 


HürTH publicó un trabajo en “Periodica” (224) sobre cooperación 
cualificada en delitos oficiales, de bastante extensión y buen criterio. 

Sobre absolución de censuras reservadas, resuelve el P. Fpez. REGA- 
TILLO una consulta en “Sal Terrae” (225) sin especial interés. 

W. Conway publicó en “The Irish Ecclesiastical Record” tres artícu- 
los sin importancia doctrinal, por lo que nos limitamos a una mera indi- 
cación de los mismos : 


W. Conway, Absolution from ipso facto excomunication: “The I. 
Ecle. Record”, 72 (1949), 549-552. Canon 2254 and suspended priest: 
l. e, págs. 358-359. Ipso facto: excomunication as incurred by lay 
persons: l. c., págs. 457-461. 


Incluimos aquí como relacionado con el canon 2314 (226) el Decreto 
del Santo Oficio de 1 de junio de 1949, sobre el comunismo, Decreto que 
ha tenido los siguientes comentaristas: 


ULDARICO URRUTIA, S. J., La excomunión del comunismo: “Rev. Jav.”, 
32. (1949), 302-305. 

J. CREUSEN, S, J., S. Cong. du Saint-Office. Decret du 1 juillet 1949 
sur le communisme: “Nouv. Rev. Theol.”, 74 (1949), 864-870. 

NARCISO JUBANY, Decreto del Santo Oficio sobre el comunismo: 
“A: 5S.*, 6: (1949), 235-240. 

Francisco Lopos, S. J., La situación canónico-moral de los comu- 
nistas: “S. T.”, 37 (1949), 582-588. 

MICHAEL FÁBREGAS, S. J., Annotationes in Decretum S. C. Sti. Off. 
"Nomen dantes communismo": "Periodica", 39 (1949), 299-303. 

DonorEo FERNANDEZ Ruiz, Un decreto del Santo Oficio condenando 
al comunismo: “Resurrexit”, 9 (1949), 143-247. 
AME DE ZURARA, A Ygreja e o comunismo: “Broteria”, 49 (1949), 

. MANUEL GONZÁLEZ Ruiz, Decreto del Santo Oficio sobre el comu- 

nismo: “R. E. D. C.”, 4 (1949), 603-626. En este último, de los más 
completos que se han publicado, distingue su autor cuatro partes, las 
tres primeras de carácter moral y la última de carácter jurídico- 
penal. Fijándose en especial en el aspecto jurídico del Decreto es- 
tudia sucesivamente: 4.° La inscripción en el partido comunista y la 
colaboración en el mismo. 2:° Lo referente a publicaciones comunis- 


(224) ` FRANCISCUS HÜRTH, S. J., De cooperatione qualificata i icti ETT EA i 
dica”, 38 (1949), 324-342. de qualificata in delictis officialibus: “Perio- 


T e sen FDEZ. REGATILLO, S. J., Absolución de censuras reservadas: “S. T.”, 37 


(226) A. A. S., 41 (1949), 334. 
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tas. 3.° La exclusión de los Sacramentos y en especial del matrimo- 
nio. 4? La pena de excomunión. 5. La aplicabilidad que puede tener 
el Decreto al socialismo. 6. La oportunidad del Decreto. 7.2 La re- 
percusión mundial. 


Finalmente, “Divus Thomas” (227) publicó un comentario a este De- 
creto, que transcribió de "L'Osservatore Romano" de 27 de julio de 1949. 

Respecto a la violación del privilegio del fuero, penada en el canon 2341, 
existia la duda de en qué momento había delito, si en el instante de la pre- 
sentación de la demanda o en el del emplazamiento del clérigo ante el 
Tribunal civil. Esta duda vino a resolverla la respuesta de la Comisión 
Pontificia de Interpretación con fecha 26 de abril de 1948 (228), y que 
ha sido comentada por los siguientes canonistas: 


NARCISO JUBANY, La violación del privilegio del fuero: "A. S.". 
6 (1949), 50-51. 

A. S., Sobre o privilegio do foro: “Lumen”, 13 (1949), 210-211. 

FR. SABINO ALONSO, O. P. De privilegio fori: “C..T.”, 76 (1949), 
648-650. 


En nuestra Revista (229) se ha publicado un interesante estudio so- 
bre el delito de aborto en la legislación española. 


Después de estudiar el autor los antecedentes que en el Derecho 
penal codificado español tiene el delito del aborto y de detenerse de 
una manera especial en la ley de 21 de enero de 1941, comenta y 
expliea los diversos tipos de aborto que existen en el Código penal 
español vigente. Termina formulando las conclusiones que se deducen 
de su estudio. 


El P. FpEz. REGATILLO (230), en relación con el canon 2351, comenta la 
respuesta de la Comisión de Intérpretes de 26 de junio de 1947 (231), de 
la cual, así como de los comentarios que con ocasión de la misma vieron 
la luz, dimos cuenta ya en nuestra anterior reseña (232). 

En “Sal Terrae” (233), el P. Lopos contesta a una consulta sobre el 
“infames declarentur” del canon 2359, $ 2, afirmando que se trata de una 
infamia “turis”, lo que prueba con varias razones. 


(227) “Div. Thomas”, 52 (1949), 436-438. 

(228) A. A. S., 40 (1948), 301. 

(229) ANTONIO PELÁEZ DE LAS HERAS, El delito de aborto en la legislación española: 
*R. E. D. C.”, 4 (1949), 953-970. 

(230) EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., De duello: “S. T.”, 37 (1949), 166-167. 

(231) A. A. S., 39 (1947), 376. 

EA D. C.”, 4 (1949), 1108. 
^ ae FRANCISCO LODOS, S. J., El “infames declarentur” en el can. 2359, 8 2: "S. T.”, 37 (1949), 
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Finalmente, nos encontramos con dos soluciones a dos consultas prac- 
ticas. La primera, en “The Irish Ecclesiastical Record” (234), sobre la 
absolución del cómplice; y la segunda, en “The Jurist (235), sobre las 
penas en que incurre el que viola el canon 2.408. 


H) RELACIONES ENTRE LA ÍGLESIA Y EL ESTADO 


En nuestra Revista (236) ha aparecido un artículo interesante debido 
a la pluma de ANDRÉS DE LA OLIVA, La llamada “prohibición de confe- 
SOLES... 


Es un comentario al libro de TERRADAS SOLER, que con el mismo 
título estudia ampliamente el artículo 752 del Código Civil español, se- 
gún el cual no producirán efecto las disposiciones testamentarias que 
haga el testador durante su última enfermedad en favor del sacerdote 
que en ella le hubiese confesado, de los parientes del mismo dentro del 
cuarto grado o de su iglesia, cabildo, comunidad o instituto. El co- 
mentarista reseña elogiosamente el contenido de la Obra y añade al- 
gunas indicaciones críticas. 


AcosriNo D'Avack (237) ha publicado un interesante artículo sobre 
las relaciones entre la Iglesia y el Estado en la Constitución republicana 
italiana, haciendo un profundo estudio del artículo 7 de la misma. 

Sobre las relaciones de la Iglesia y el Estado en el Brasil ha escrito 
un breve, pero interesante trabajo en “Il Diritto Ecclesiastico” (238), 
FERNANDO DELLA ROCA, 

Asimismo, RAFAEL Gómez Hoyos publicó en “Revista del Colegio 
Mayor de Ntra. Sra. del Rosario” (239) un trabajo histórico muy intere- 


sante acerca de la Santa Sede y la independencia colombiana. Trata los 
siguientes puntos : 


1^ Situación de la iglesia colonial frente al Patronato. 2. Pri- 
meros conatos de acercamiento a la Santa Sede al iniciarse el movi- 
miento de la independencia. 3.° Primer informe directo sobre Améri- 
ca recibido por Pío VII. 4.* El Congreso de Angostura y las Misiones 
Peñalver-Vergara y Zea. 5." Actitud de la Santa Sede y del Episcopa- 

234) J. ¡MC CARTHY, A i j F ; . (my 
Eu Y, ve dut Hob of am acomplicce: Incuring of penalty: “The I. Ecls. Re- 


(235) CLEMENT BASTNAGEL, Penalty offerting stole fees: “The Jurist", 9 (1949), 252-258. 

(236) ANDRES DE LA OLIVA DE CASTRO, La llamada prohibición de confesores: “R. E. D. C.”, 
4 (1949), 659-665. 

(237) PIETRO AGOSTINO D'AvACK, I rapporti frà Stato e Chiesa nella constituzione republi- 
cana italiana: “Il Diritt. Eccles.”, 60 (1949), 3-21. 

(238) FERNANDO DELLA Roca, Chiesa e Stato in Brasile: “Il Diritt. Ecls.”, 60 (1949), 23-28. 


(239) RAFAEL GÓMEZ Hoyos, La Santa Sede la independencia colombiana: “Rev. d 
May. Ntra. Sra. del Rosario”, 44 (1949), 381-989. , inet 
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do en la primera década de la revolución. 6. Santander y la Santa 
Sede. 7.” Principio de la Misión Tejada. 8. Ruptura del Patronato es- 
pañol. 9. Tejada, Ministro plenipotenciario de la Nueva Granada. Re- 
conocimiento de la Independencia granadina. 


DoMENICO BAsILLARO (240) habla, refiriéndose al Concordato italiano, 
de la revisión de las circunscripciones diocesanas, según los artículos 16 y 17 
de la misma. : 

En "Monitor Ecclesiasticus" (241) ha aparecido otro interesante tra- 
bajo sobre el derecho matrimonial concordatario y la casación con el 
Estado italiano. 

Finalmente, en la misma revista (242) publica REBUTTATI un trabajo 
sobre la facultad de la Iglesia de no denunciar el matrimonio canónico y de 
permitirlo en contraste con el vinculo civil. 


SET U RGIA 


A los diversos trabajos aparecidos el año pasado sobre la Encíclica 
“Mediator Dei”, de los cuales dimos cuenta en nuestra anterior rese- 
ña (243), hemos de añadir hoy los siguientes: 


JULIÁN ALMEIDA, O. $. B., El triunfo de la causa litúrgica. A propó- 
sito de la Encíclica “Mediator Dei”, del 20 de noviembre de 1947: “*Li- 
turgia”, 4 (1949), 129-133, 

G. MONTAGNE, Correct interpretation of the encyclical “Mediator 
Dei”: “The I. Eccle. Record”, 71 (1949), 464-465. 

HERMAN SCHMIDT, De apostolatu liturgico in litteris encyclicis “Me- 
diator Dei et hominum": “Periodica”, 38 (1949), 3-29. 


En materia tanto eucarística como relativa a la Sta. Misa sólo hare- 
mos mención de dos trabajos; el primero, aparecido en nuestra REvis- 
TA (244), sobre el Introito de la Misa. A propósito de una respuesta de la 
Sda. Congregación de Ritos de 29 de enero de 1947, segün la cual se 
autoriza a cantar el Introito segün la antigua costumbre. E] autor comenta 
la resolución citada y expone el origen y naturaleza del Introito. El se- 
gundo, aparecido en "Liturgia" (245), trata de la liturgia y el Seminario. 


(240) ¡DOMENICO BASILLARO, In tema di revision delle circoscrizioni diocesane: “Il Di- 
ritt. Ecl.”, 60 (1949), 112-155 i 

(241) GIULIO LENTI, Il Diritto matrimoniale concordatario en la cassatione a sezione unite: 
“Monit. Ecls.”, 1 (1949), 202-212. 

(242) CARLO REBUTTATI, Sulle facolte della Chiesa di non denuntiare il matrimonio canont- 
co e di permetterlo in contrasto con vincolo civile: “Il Diritt. Eccles.”, 60 (1949), 33-38. 

(243) CR: E. D. C.”, 4 (1949), 1110. 

(244) VICTORIANO GONZÁLEZ, O. S. B., Sobre el introito de la Misa. Aypropósito de una res- 
puesta de la Sagrada Congregación de Ritos: “R. E. D. C.", 4 (1949), 223-234. 

(245) CIPRIANO M. G. GAMBIM, O. S. B., La liturgia y el seminario: “Liturgia”, 4 (1949), 
12-16. 
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‘A esto hemos de afiadir wn buen numero de soluciones a casos prac- 
ticos sin interés doctrinal para el jurista como talk 


L. RENwaRT, S. J., Exposition du Saint-Sacrament en dehors de 
l'autel: “Rev. des Com. Relig.”, 21 (1949), 114-116. 

Dionisio ALARCIA, O. S. B., De la Comunión dentro de la misa: " Li- 
turgia", 4 (1949), 186-188. 

JEROMAN HANNAN, Hyms in vernacular at Holy Communion: “The 
Jurist", 9 (1949), 97-98. 

EZEQUIEL DE LA ISLA, ¿Es lícito al sacerdote que lleva el sagrado 
Viático dirigir él mismo un automóvil? : “Christus”, 14 (1949), 347-348. 

JEROMAN HANNAN, Time for Holy Communion during Mass: “The 
Jurist", 9 (1949), 94-95. 

J. Cruz Ramirez, Colocación del monumento del Jueves Santo: 
“Christus”, 14 (1949), 345-346 

Fr. ALEIXO, O. F. M., Asistencia ao Bispo na Missa rezada: "Rev. 
Eel. Bras.”, 9 (1949), 172-173. 

J. Cruz RAMÍREZ, ¿Los canónigos pueden administrar la sagrada 
Comunión con traje coral?: “Christus”, 14 (1949), 233. 

JUVENAL Daoust, Genuflexion aprés la Communion: “La V. des 
Com. Relig.”, 7 (1949), 31. 

EZEQUIEL DE LA ISLA, Cuando se celebra Misa solemne con Expost- 
ción en una catedral, ¿la reserva y bendición se puede hacer con Hos- 
tia distinta de la que está expuesta?: “Christus”, 14 (1949), 231-232. 

J. CRUZ RAMÍREZ, ¿Se puede colocar el monumento del Jueves San- 
to en el altar mayor?: “Christus”, 14 (1949), 154-157. 

Fr. ALEIXO, O. F. M., Genuflexao e recepcao da sagrada Comunhao: 
9° (1949). 456. 

Fn. ALEIXO, O. F. M., Genuflexao a recepcao de sagrada Comunhao: 
“Rev. Ecl. Bras.”, 9 (1949), 744-745. 

JACQUES MassÉ, O. F. M., Altitude pendant Velévation: “La V. des 
Com. Relig.”, 7 (1949), 124-125. 

Fr. ALEIXO, O. F. M., Jejum eucaristico e ablucao na S. Missa: 
“Rev. Ecl. Bras.”, 9 (1949), 753. 

ADRIEN M. Maro, O. F. M., L’union au prétre celebrant impose-t-elle 
de faire les mémes gestes?: “La V. des Com. Relig.”, 7 (1949), 191-192. 

FR. ALEIXO, O. F. M., Pode-se guardar o Ostensorio no tabernácu- 
lo?: “Rev. -Ecl Bras.", 9 (1949), 753. 

EZEQUIEL DE LA IsLa, La elevación de la Hostia y el Cáliz: “Chris- 
tus”, 14 (1949), 886-888. j 


IGNACIO GONZÁLEZ VÁZQUEZ, Comunión antes de la Misa cantada. 
“Christus”, 14 (1949), 799-801. 


Narciso JUBANY, ¿Es lícito decir Misa con un solo corporal?: 
. SAL S. 6 (1949) 210. 


A. N., Da Comunhao antes da Missa: “Lumen”, 13 (1949), 295-296. 


F Moise Roy, S. $. S., Exposition du S. Sacrament pendant la Messe: 
La V. des Com. Relig.”, 7 (1949), 212-243. 


A. N., Das flores no altar do Santissimo: “Lumen”, 43 (4 
294-295. : ae 
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FR. ALEIXO, O. F. M., Entrega dos cartoes de identidade aos socios 
de Accao Catolica durante a santa Missa: “Rev. Ecl. Bras.”, 9 (1949), 
750—754. 

J. CRUZ RAMÍREZ, En la Misa de ánimas, ¿se puede usar el incien- 
$0?: "Ghristus", 14 (1949), 348-349. 

FR. ÁLEIXO, O. E. M.—Missa de senmo dia: “Rev. Ecl. Bras.”, 9 
9 (1949), 956-958. 

B. E, S. J, Indulis en matière liturgique: A) L'autel portarf. 
B) La celebration sans servant: "Rev. des Com. Relig.", 21 (1949), 
T4475: 

J. GONZÁLEZ, ¿Se pueden celebrar Misas por los Patriarcas del An- 
tiguo Testamento?: “Christus”, 14 (1949), 71-72. 

B. J., Abstention de la Messe pour motive de fatique: “Rev. des 
Com. Relig.”, 24 (1949), 198-199. 


También el Breviario ha sido objeto de comentarios en este año, no- 
tándose un ambiente general de reforma del mismo como continuación de 
la ya realizada reforma del Salterio. He aquí la cita de los trabajos y so- 
luciones a consultas aparecidos: 


F. PÉREZ Y PÉREZ, O. $. B., El nuevo Salterio ante la crítica: “Li- 
turgia”, 4 (1949), 166-171. 

THEODORUS KLAUSER, De ratione reformandi Breviarum Roma- 
num: “Eph. Liturg.”, 63 (1949), 406-411. 

S. SALMON, O. S. B., Presuppositi storici di-una riforma del Bre- 
viario: *Eph. Liturg.", 63 (1949), 412-518. 

J. H. DanBy, Variety in the divine office: “The I. Eccl. Record”, 
72, (1949), 515-522. 

GREGORIO Mz. DE ANTOÑANA, Reforma del Breviario: "I. C.", 42 
(1949), 520-521. 

A. STEPHEN-VAN Duk, O. F. M., The Breviary of St. Francis: “ Fran- 
ciscan Stud.”, 9 (1949), 13-40. The Breviary of St. Clase: 1. c. pp. 10-12. 


También sobre otras materias de índole litúrgica han aparecido diver- 
sas consultas, que a continuación indicamos: 


Francisco Lopos, S. I, Vigencia y extensión de los privilegios li- 
türgicos españoles: "S. T.”, 7 (1949), 427-429. 

M. S., Do oficio de difuntos: “Lumen”, 13 (1949), 294. 

EDUARDO FDEZ. REGATILLO, S. J., Canto de la Passio por un minoris- 
iat. S. TX 19290940). 170-172: 

ADRIEN M. Maro, O. F. M., Prières aux autels latéraux: “La V. des 
Com. Relig.", 7 (1949), 126-127. 

M. S. P., Oficio dos defuntos, Missas de requiem, Sinais funebres: 
“Lumen”, 13 (1949), 700-705. 

J. Cruz Ramírez, Consagración de la pila bautismal: “Christus”, 
14 (1949,) 707. 

EZEQUIEL DE LA ISLA, La bendición de una imagen, ¿es constitutiva 
o deprecativa?í “Christus”, 14 (1949), 1.063-1.064.. 
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Fr. ALEIxo, O. F. M., Comunidade de Religiosos e Semana Santa: 
“Rev. Ecl. Bras.”, 9 (1949), 752-753. 

IGNACIO GONZÁLEZ VÁZQUEZ, La imposición de la saliva en el bautismo: 
“Christus”, 14 (1949), 1064-1065. 

Fr. ALEIXO, O. F. M., A oracao “Pro Papa”: “Rev. Ecl. Bras.”, 9 
(1949), 751. Cerimonia da saliva: 1. c., págs. 748-750. A cruz do al- 
tar: l. c., pág. 754. O uso de estolao: l. c., págs. 452-453. Erro no ca- 
lendario ou ordo: l. c., págs. 451-452. 

J. Cruz Ramirez, Actitud del Diácono y del Subdiácono en el As- 
perges: “Christus”, 14 (1949), 77-79. 

J. TORRES, ¿Se puede tolerar la costumbre de ofrendar a los di- 
[untos?: “Christus”, 14 (1949), 233-234. 

J. A. ROMERO, En la oración por el padre o la madre difuntos, ¿en 
qué casos se dice patris o matris mei o nostri?: “Christus”, 14 
(1949), 234. 

Fr. Fin DE J. Cu, O. F. M., Bendición de las palmas fuera de la 
Misa: “Christus”, 14 (1949), 616. 

L. THIRY, O. S. B., Osservationi sulla riforma del calendario: “La 
Scuol. Catt."; 77 (1949), 209-212. 

GREGORIO Mz. DE ANTOÑANA, C. M. F., Uso de hábitos votivos: 
“1, €.”, 42 (1949), 419-420: 

Dionisio ALARCIA, O. S. B., El lugar de las mujeres en el templo 
y en las procesiones: “Liturgia”, 4 (1949), 218-220. 

JEROMAN HANNAN, Apsolution of the dead on feast of first class: 
“The Jurist”, 14 (1949), 98-99. 

G. MONTAGNE, Relic of the true cross at an altar; crucufi offixed 
to the Tabernacle: “The I. Eccl. Record”, 71 (1949), 556-557. 

J. CRUZ RAMÍREZ, Siempre hay obligación de incensar a la imagen 
que está colocada en el lugar principal: “Christus”, 14 (1949), 73. 

DonorEo FERNÁNDEZ Ruiz, Letanías de la Santísima Virgen in- 
dulgenciadas: “Resurrexit”, 9 (1949), 278. 

E. BERGH, 8. J., La vie liturgique et les exercices de piété: “Rev. 
des Com. Relig.”, 21 (1949), 24-34. 


J) HISTORIA DE Las INSTITUCIONES 


Como en el año anterior, también en éste han aparecido en este apar- 
tado monografías muy dignas de tenerse en cuenta. Destacan entre ellas: 


_ AUGUSTO MORESCHIMI, Investigación y estudio del Derecho canó- 
nico. El “Pontificium Institutum utriusque juris". Traducción al es- 
panol de don Julio Gutiérrez Rubio, Profesor de la Universidad de 
Salamanca: “R, E. D. C.", 4 (1949), 685-698. 

Fn. ARCÁNGEL BARRADO, O. F. M., Partidas bautismales de la pa- 
rroquia “nullius” del monasterio de Jerónimos de Nuestra Señora 
de Guadalupe: ^R. E. D. C.", 4 (1949), 1011-1016. 

PABLO BARRACHINA ESTEBAN, Exención del Colegio-Seminario de 
“Corpus Christi” de Valencia: “R, E. D. C.”, 4 (1949), 765-790. 
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MARIANO MAINAR, Legislación conciliar del siglo XIII acerca de la 
Misa: “R. E. D. C.”, 4 (1949), 413-461. 

IGNACIO M.* FERREIRA DA COSTA, Or. Carm. A origem da Ordem 
Carmelitana: “Rev. Ecl. Bras.”, 9 (1949), 131-147, 401-423, 707-728 
y 913-926. 

Luis CASTANHO DE ALMEIDA, Notas para a historia dos Seminarios: 
“Rev. Ecl. Bras.”, 9 (1949), 114-130. 

LUIGI Scaro LOMBARDO, Sulla restauratione retroattiva delle cap- 
pellanie laicali operata dalla legislatione borbonica: “Il Diritt. Ecl.”. 
60 (1949), 39-53. 

RAYMOND CREYTENS, O. P., Les convers des moniales dominicaines 
ou moyen áge: “Arch. Fr. Praedicat.”, 19 (1949), 5-48. 

Dimas PÉREZ RAMÍREZ, El viático en el siglo XIII: "Liturgia", 4 
(1949), 117-123. 

PAUL BROUTIN, S. J., Les visites pastorales d'un evéque au XVII siè- 
cle: “Nouv. Rev. The.”, 71 (1949), 937-949. 


Ramon GARCIA LOPEZ, Pbro. 


Profesor del Seminario de Oviedo 


ACTUALIDAD 


AQUA LIDAD 


PESPSGARCIASE. BAYON -C.M.E 


Séanos permitido consagrar unas líneas a la memoria del que fué R. P. Je- 
sús García F. Bayón, C. M. F., fallecido en Madrid el próximo pasado abril. Su 
nombre era familiar entre los cultivadores de la ciencia eclesiástica. 

Nació el P. García F. Bayón en Villabrágima (Valladolid) el 8 de junio 
de 1882. Profesó en la Congregación de Misioneros Hijos del Inmaculado Co- 
razón de María en agosto de 1900. Se ordenó de sacerdote en Vitoria en di~ 
ciembre de 1907. 

Sus dotes de inteligencia y observancia religiosa le merecieron la confianza 
de los superiores, quienes le encomendaron cargos de responsabilidad en el 
Instituto. 

Siempre aficionado a los estudios de teología moral, inicia el fecundo pro- 
fesorado de dicha asignatura a su regreso de Inglaterra, donde había desempe- 
ñado el cargo de superior de la comunidad claretiana de Londres durante seis 
años. Primero en Segovia y luego en el Colegio mayor de Santo Domingo de 
la Calzada, del que igualmente fué nombrado Rector en 1932. 

En 1931 pasa a Madrid como Director de “Ilustración del clero”, de la que fué 
asiduo colaborador en su sección de moral. 

Refiriéndose principalmente a este perfil de moralista que recorta la silueta, 
del P. García F. Bayón, ha escrito quien con él convivió algunos años: To- 
davía nos resistimos a creer en la desaparición definitiva del que, por tantos 
años, fué Director de “Ilustración del clero”. Nos era tan familiar su bonda- 
dosa silueta... Con el P. García F. Bayón pierde dicha revista un moralista 
prestigioso, la Congregación de Misioneros un religioso ejemplarísimo, y el 
barrio madrileño de Argúelles un celoso modelador de conciencias y apóstol 
infatigable de la caridad entre enfermos y menesterosos. i 

La sección de consultas de “Ilustración” que, por varios lustros, lleva es- 
tampada la firma del R. P. Bayón, ofrece invariablemente su impronta perso- 
nalísima: método, claridad y solidez, cualidades tan apreciadas por los lecto- 
res de España y de allende los mares. 

Prueba fehaciente del ponderado criterio moral que siempre le distinguie- 
ra, son las repetidas veces en que sus soluciones, opuestas a las de otros mora- 
listas preclaros, merecieron el refrendo de los Supremos Tribunales y Sagra- 
das Congregaciones Romanas. Reciente está aún, por no citar otras, la debatida 
cuestión en torno a la validez de los matrimonios celebrados, sin la presencia 
del sacerdote, en los años de dominación roja española. Añádase esa vastísima 
producción de prensa, el “Thesaurus confessarii”, “La medicina y la moral”, 
tan ventajosamente conocida del público estudioso español e hispanoamerica- 
no; su voluminoso tratado sobre el matrimonio, que constituye un verdadero 
arsenal de doctrina canónica y civil sobre la materia; sus “Casus conscientiae”, 
sin editar todavía, obra de gran envergadura, y algún otro volumen que silen- 
ciosamente venía trabajando su fecunda pluma. 

Sin temor a ser desmentidos, nos atrevemos a afirmar que el ilustre finado 
claretiano puede alinearse entre los moralistas más leídos y celebrados de nues- 
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tros días. Su mesa de estudio solía estar materialmente cubierta de consultas 
que llovían de todas partes. Su autoridad constituía ya de por sí un criterio 
seguro en cuestiones morales. 

A las innumerables demostraciones de condolencia que la Congregación cla- 
retiana ha recibido por la desaparición de tan ilustre figura de la ciencia ecle- 
siástica, queremos unir la nuestra, sentida y sincera, desde estas páginas, en 
las que, como señal de afecto, queremos guardar este recuerdo para el que 
fué en vida R. P. Jesús García F. Bayón. 


AUDITOR ESPAÑOL EN LA ROTA ROMANA 


Con gran complacencia recogemos hoy en las columnas de esta Revista el 
nombramiento del Ilmo. y Rvmo. D. Manuel Bonet Muixí para Auditor de la 
Rota Romana, 

Oriundo el Dr. Bonet de la diócesis de Barcelona, hizo sus estudios ecle- 
siásticos en el Seminario de la misma con brillantísimas calificaciones y pre- 
mios extraordinarios. Ya sacerdote, se trasladó a Roma, en donde obtuvo, en el 
Pontificium. Institutum Utriusque Iuris, el doctorado en ambos derechos con 
la calificación de summa cum laude. En la Ciudad Eterna hizo también con 
gran, brillantez los cursos de la Rota. 

De vuelta a su diócesis de origen, fué nombrado profesor de Teología Fun- 
damental en el Seminario diocesano, desempeñando al mismo tiempo el cargo 
de oficial en el Provisorato, en la sección de nulidad de matrimonios. 

Al celebrarse en Salamanca la primera Semana de Derecho Canónico el 
año 1945, recién inaugurado el Instituto “San Raimundo de Peñafort” presentó 
en ella un notabilísimo trabajo, que llamó poderosamente la atención de todos 
los semanistas, Al año siguiente fué incorporado al claustro de la Universidad 
Pontificia salmantina, como catedrático de Derecho público, Derecho interna- 
cional y Práctica procesal, Desde entonces, hasta la fecha, ha venido tomando 
parte muy activa en todos los actos de la vida universitaria; pues, si bien re- 
clamado por su Obispo propio para prestar de nuevo sus servicios en Barcelona 
como juez de causas pías, continuó vinculado a la Universidad como profesor 
de cursillos monográficos. 

Durante los dos años de su estancia en Salamanca como profesor ordina- 
rid de la Universidad, desempeñó también el cargo de secretario de nuestro 
Instituto, participando activamente en la organización y desarrollo de las Se- 
mañas Canónicas celebradas y siendo uno de los principales colaboradores en 
nuestra Revista. No hacemos mención expresa de sus publicaciones en ella, 
porque el nombre del Dr. Bonet es sobradamente conocido por su asiduidad 
en la-colaboración y por lo exquisito de sus trabajos. 

El Instituto “San Raimundo de Peñafort” se felicita porque uno de sus 
miembros haya sido elegido por la Santa Sede para representar a España en 
la Rota: Romana y tiene la seguridad de que nuestra patria ha de estar por él 
dignamente representada, pues a la vez que sacerdote ejemplar y docto ca- 
nonista, tiene, por sus estudios y por los cargos desempefiados, la OR 
especifica para el alto puesto que ahora ocupa. Ad multos annos. 


— 814 — 


RESUMENES 


RESUMENES 


SED OTS 


AMADEO DE FUENMAYOR CHAMPI (Catedrático de Derecho civil y Abogado del 
Ilustre Colegio de Madrid): Problemas que plantean los cánones 1499, $ 4, 
y 1513 desde el punto de vista civil. Págs. 421 a 448. 


Sumario: 


I. Los modos de adquirir. 

IL Disposiciones en favor de causas pías: 1. Incapacidades y prohibiciones 
civiles. 4. Disposiciones civilmente informes. 

Il. Donaciones para causas pias: 1. Donaciones “mortis causa”. 2. Dona- 
ciones "inter vivos". 3. Negocios indirectos. 4. Donaciones indirectas. 

IV. Disposiciones fiduciarias para causas pías: 1. Normas del Codex. 2. Ne- 
gocios fiduciarios. 3. Fiducia testamentaria. 4. Fiducia abintestato. 


JosÉ MALDONADO Y FERNÁNDEZ DEL Torco (Catedrático y Letrado del Consejo 


e 


de Estado): Las causas pías ante el Derecho civil. Págs. 449 a 474. 


En la introducción de su trabajo el autor expone las aportaciones de la doc- 
trina española a la teoría de las causas pías, así como la regulación de éstas 
en el Derecho histórico español y en el Código de Derecho canónico interpre- 
tado por la moderna jurisprudencia rotal. A continuación estudia los siguientes 
puntos: 

I. La causa pía como causa y destinatario de un acto de disposición de 
bienes: 1. Disposiciones directas. 2. Disposiciones mediante fideicomiso. 

II. La causa pia como fundamento de una entidad jurídica: 1. Creación 
de un ente nuevo: respeto a la voluntad del fundador, capacidad, constitución, 
t(gimen, vigilancia de la Autoridad. 2. Aplicación de bienes sin creación de 
ente eclesiástico. 


MANUEL GONZÁLEZ Ruiz (Canónigo doctoral y Provisor del Obispado de Málaga): 
Las capellanías españolas en su perspectiva histórica. Págs. 475 a 501. 


I. Introducción canónica. 

Noción etimológica y real de las capellanías. División: A) Capellanías cola- 
tivas: sus clases. B) Capellanías laicales: sus especies. Criterios de distinción 
entre capellanías colativas y laicales. 

II. Evolución hitórica. 

A) Desde los orígenes hasta el siglo xv. Los primeros legados píos; los 
siglos x11 al xv; los vínculos y mayorazgos. B) Desde el siglo xv al xvin: ca- 
rácter general del período; nümero de fundaciones y abusos; reducción del 
número; impuestos y tributos; limitación del derecho de fundar; aparición 


de las leyes desamortizadoras. à 


ANGEL Morta FiGULS (Consejero eclesiástico de la Embajada de España ante 
la Santa Sede): Suárez y las leyes meramente penales. Págs. 503 a 599. 
Introducción: El autor entra en la cuestión examinando la actual crisis de 

la conciencia social y aludiendo a la influencia que la doctrina sobre las leyes 
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ha tenido en ella. Acusaciones de esta clase recaen particularmente sobre el 
Padre Suárez por su influjo decisivo en el desarrollo de la teoría, por lo cual 
un estudio del problema en Suárez tendrá gran interés científico y también 
interés práctico en la hora presente. 

Cap. I—Doctrina de Suárez sobre las leyes meramente penales.—El autor 
estudia las divisiones de la ley en Suárez. Ve las leyes penales como posibles 
y justas y además existentes de hecho. 

Cap. 1I.—Predecesores y contemporáneos de Suárez en la teoría de las leyes 
meramente penales.—Después de estudiar la'teoría de las leyes penales en una 
serie de autores que comienza en Humberto de Romanis y termina con Ro- 
berto Belarmino, el autor concluye que el concepto de ley penal ha sufrido 
una evolución. 

Cap. III.—Las leyes meramente penales y-el voluntarismo en Suárez.—El 
autor se inclina a admitir que el voluntarismo suareciano no tiene relación 
con estas leyes. 

Cap. IV—Las leyes meramente penales de Suárez en el conjunto de su doc- 
trina—Como conclusión, el autor recapitula en seis puntos cuál es la posición 
de las leyes penales en el conjunto de la doctrina suareciana. 


MANUEL GARCÍA CASTRO (Comandante Capellán): Origen, desarrollo y vicisitu- 
des de la jurisdicción eclesiástica castrense. Págs. 601 a 621. 


Después de dar las nociones generales necesarias, distribuye su trabajo el 
autor en los siguientes puntos: 

4.2 Génesis de la jurisdicción exenta. 

2.2 Derecho antiguo castrense. 

3.2 Breves constitucionales. 

A todo lo largo del trabajo aparece claramente cómo la jurisdicción cas- 
trense ha ido acomodándose siempre a la organización militar vigente. No obs- 
tante, la Santa Sede acertó a salvar las dificultades que esto suponía resu- 
miendo en los breves cuanto de invariable y fijo pudiera idearse para el ré- 
gimen de una jurisdicción esencialmente personal. 


DOCUMENTOS Y JURISPRUDENCIA COMENTADOS 


NARCISO JUBANY (Profesor en el Seminario de Barcelona): Una respuesta del 
Santo Oficio sobre los impedimentos matrimoniales. Págs. 643 a 666. 


Se trata de un comentario a la respuesta dada el 27 de enero de 1949 por el 
Santo Oficio a las preguntas hechas por el Excmo. Sr. Obispo de Kinghsien 
(China), comentario que el autor distribuye así: 

1. Observaciones generales. 

2." La cesación de la forma y de los impedimentos de Derecho eclesiástico. 

3. Una cuestión teórica. 

4. Las cauciones en los matrimonios mixtos. 


José IGNAcio TELLECHEA IDíGORAS: Documento del Santo Oficio sobre la recta 
interpretación de la Encíclica “Mediator Dei”. Págs. 667 a 691. : 


TRD Arzobispo de Salzburgo se dirigió el 5 de junio de 1948 a la Sagrada 
Congregación del Santo Oficio pidiendo el parecer de la misma sobre la inter- 
pretación que de algunos puntos de la Encíclica “Mediator Dei” había dado 
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el Abad de Seckom dom Benedicto Beetz. El Santo Oficio contestó el 25 de 
noviembre del mismo año con una carta que el autor reproduce íntegra y co- 
menta con arreglo a este sumario: 

I. Documento. 

II. Introducción: 1. La Encíclica “Mediator Dei”. 2. La carta del Santo 
Oficio. Motivos de su aparición. 3. Tenor general de la carta. 

III. Comentario: 1. Piedad subjetiva y objetiva. 2. ¿Necesidad o consejo 
de la piedad privada? 3. Escolio: Esbozo histórico de la piedad privada. 4. La 
Encíclica “Mediator Dei” y la teoría de los misterios: a) Dom Odo Casel. 
b; Ideas fundamentales. c) Resonancia de la teoría. d) La voz de la Iglesia. 


MANUEL LOZANO SERRALTA (Jefe de Seeción en la Dirección General de Registros 
y Notariado): EL Registro Civil competente para la inscripción de los ma- 
trimonios canónicos. Págs. 701 a 706. 


El Ministerio de Justicia de España, con fecha 15 de diciembre de 1949, 
estableció que el Registro Civil competente para la inscripción de los matri- 
monios canónicos era el del lugar en que se celebre el matrimonio, derogándose 
con ello el artículo 1.° del Decreto de 26 de abril de 1889. 

Comenta el autor esta disposición señalando los antecedentes del nuevo de- 
creto y su concordancia con las normas del Derecho canónico, así como las 
ventajas del nuevo sistema territorial. 


O EFANS 
PEDRO ALCORTA Maíz (Profesor del Seminario de Saturrarán, Guipúzcoa): El “ fa- 
vor apostolicus" en Inocencio III. Págs. 709 a 724. 


La sucesión a la Corona imperial de Alemania a la muerte de Enrique VI 
provocó una intervención del Legado apostólico en favor de Otón IV, interven- 
ción que Inocencio III justificó recurriendo al “favor apostolicus”. | 

Para desentrañar el sentido -de esta institución, el autor estudia la actitud 
del Papa, el “arbitrium” del mismo, el “favor apostolicus” (origen, definición 
e interpretación), opiniones de los glosadores sobre éste y su aplicación práctica. 
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SEDSUPDIT X 


AMADEUS DE FUENMAYOR CHAMPI (Professor Iuris civilis): Quaestiones cano- 
num 1499, 8 4 et 4543 sub luce iuris civilis hispanici examinatae. Pags. 421- 
448. 


I. Modi acquirendi. , 

IL Dispositiones in favorem causae piae: 1. Incapacitates et vetita ci- 
vilia. 2. Dispositiones civiliter informes. 

Ill. Donationes ad causas pias: 1. Donationes mortis causa. 2. Donatio- 
nes inter vivos. 3. Negotia indirecta. 4. Donationes indirectae. 

IV. Dispositiones fiduciariae ad causas pias: 1. Normae Codicis. 2. Ne- 
gotia fiduciae. 3. Fiducia testamentaria. 4. Fiducia ab intestato. 


losepH MALDONADO FERNANDEZ DEL Torco (Iuris doctor, e Consilio Status): 
De causis piis iuxta leges hispanas. Pags. 449-474. 


Laborem suum exorsurus, Auctor recenset elementa quae doctrina hispa- 
niea ad theoriam causarum piarum contulit, atque normas historicas hispa- 
nas de hac materia explicat neenon ius Codicis Iuris Canonici cum iurispru- 
dentia S. R. Rotae. Mox sequentia puncta tangit: 

I. De causa pia considerata ut causa et ut scopus actus dispositionis de 
bonis; dispositiones directae; dispositiones fideicommisariae. 

II. Causa pia ceu fundamentum instituti iuridici: 1. Novi instituti erec- 
tio: voluntas fundatoris servanda, capacitas, constitutio, regimen, Superiorum 
vigilantia. 2. Quo pacto boni sint applieandi ubi novum institutum non eri- 
gitur. 


EMMANUEL GONZÁLEZ Ruiz (Canonicus Doctoralis et Officialis Curiae malaci- 
tanae:) De cappellaniis hispanicis quoad historiam. Pags. 475-501. 


I. Introductio canonica. De notione nominali et reali cappellaniarum. 
Earumdem partitio: A) Cappellaniae collativae et earum genera. B) Cappe- 
llaniae laicales et earum species. Ratio distinguendi inter cappellanias colla- 
tivas et ¡aicales, : 

II. Evolulio instorica. A) Ab origine ad saec. XV: prima legata pia; 
saec. XIII ad XV: vinculationes ad primogenituram. B) A saec. XV ad XVIIT: 
huius periodi notae communes: fundationum multiplieitas earumque abu- 


Sus; reductiones factae; vectigalia et tributa eis imposita; limitationes iuris 
iundandi; Leges “desamortizationjs” dictae. 


ANGELUS MonTA FiGULS (a Consiliis Legationis Hispanicae coram S. Sede): 
De legibus mere poenalibus apud Suárez. Pags. 503-599. 


Proemium: 
Quaestionem Auctor aggreditur perpendens hodiernam vrisim conscientiae 
socialis, breviter innuens influxum in eam exereitum a doctrina circa leges. 
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Huius generis accusationes in Suárez vertuntur, unde eruit hanc materiam 
in opere scientifico suareziano esse dilucidandam, non sine momento scien- 
tifico immo et practico in actuali mundi discrimine. 

Cap. I—Doctrina suareziana circa leges mere poenales. Auctor divisiones 


examinat legis in doctrina suareziana. Poenales leges existimat possibiles et 


1ustas immo realiter existentes. 

Cap. IL—Doctrina circa leges mere poenales in doctoribus Suárez anti- 
quioribus et ipsi coaevis. Doctrinam de lege poenali quaerit in longa docto- 
rum serie incipiens ab Umberto de Romanis usque ad Robertum Bellarmi- 
num, ut concludat notionem legis poenalis unam semper non fuisse sed evo- 
lutione quadam, mutatam esse. 

Cap. IIIL.—De legibus mere poenalibus et de voluntarismo suareziano. Auc-. 
lor inelinat in sententiam quod voluntarismus suarezianus cum sua doctrina 
de lege poenali speciali relatione caret. 

Cap. IV.—De lege mere poenali in generali doctrina suareziana. Claudit 
studium Auctor sex summis capitibus doctrinam generalem suarezianam cir- 
ea leges poenales exponens. 


EMMANUEL GARCÍA CASTRO (Cappellanus militaris): De origine, evolutione at- 
que fortuna iurisdictionis ecclesiasticae castrensis. Pags. 601-621. 


Praemissis notionibus ad suum laborem necessariis, Auctor dicenda se- 
quentibus capitibus distribuit: 1. Origo iurisdictionis exemptae. 2. Ius vetus. 
3. Documenta pontificia quae hanc iurisdictionem spectant. 

Decursu laboris clare monstrat Auctor iurisdictionem castrensem diver- 
cam diversis temporibus fuisse, prout adiuncta exigebant variae organiza- 
tionis rei militaris. Difficultatibus inde ortis S. Sedes occurrit per documenta 
varia in forma brevis lata in quibus normas edixit tali iusrisdictionis perso- 
nalis exercendae aptatas. 


DOCUMENTA ET IURISPRUDENTIA: COMMENTARIA 


NARCISSUS JUBANY (Professor in Seminario Dioecesano barcinonensi): Res- 
ponsio Sti. Officii circa impedimenta matrimonialia. Pags. 643-666. 


Auctor commentatur responsionem S. Officii datam die 27 ianuarii 1949 
ad dubia proposita ab Episcopo Kinghsien (in Sina) sub hisce capitibus: 

1. Generalia. 2. De cessatione formae atque impedimentorum iuris eccle- 
ejastici. 3. Quaestio theoretica. 4. Questiones circa matrimonia mixta. 


Joannes IGNATIUS TELLECHEA IDIGORAS: Responsio S. Officii circa, rectam in- 
terpretationem litterarum Encyclicarum “Mediator Dei". Pags. 667-691. 


Archiepiscopus Salzburgensis quaesivit a Sacra Congregatione Santi Ofi- 
cii quid censendum de interpretatione quam Abbas seckomensis Dom Bene- 
dictus Beetz dederat de quibusdam punctis litterarum encyclicarum “Media- 
tor Dei”. Sacra Congregatio Santi Officii rescripsit die 25 nov. 1948 et res- 
ponsio ab auctore integra exhibetur atque commentariis adornatur iuxta se- 


quens schema: 
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1. Documenti tenor. i 
IL Praeambulum: 4. De litt. Encyc. “Mediator Dei”. 2. De litteris res- 


ponsionis Santi Officii et de rationibus respondendi. 3. Generalia de epistola 
responsoria. 

II. Commentarius: 1. De pietate obiectiva et subiectiva. 2. De pietate 
privata, an necessaria an meri consilii. 3. Scholion; pietatis privatae brevis 
adumbratio historica. 4. Teoria mysteriorum in litt. Encyc.: a) Dom. Odo 
Casel; b) fundamentalis doctrinae expositio; c) éius divulgatio; d) Ecclesiae 
mens. 


EMMANUEL LOZANO SERRALTA: De Regesto civili matrimoniis canonicis inscri- 
bendis competenti. Pags. 701-706. 


Ministerium Iustitiae hispanum die 15 decembris 1949 talem normam sta- 
tuit: “Matrimoniis canonicis inscribendis competens erit Regestum Civile loci 
ubi matrimonium fuit celebratum. Derogatur art. 4 Decreti 26 april. 1889.” 

Hane dispositionem Auctor commentat ut ostendat antecedentia novi de- 
ereti, eius concordantiam cum normis iuris canonici atque commoda quae ex 
novo sistemate territoriali scaturient. 


NO TU LA E 


PETRUS ALCORTA Maíz (Magister in Seminario Dioecesano ad Saturrarán, Gui- 
púzcoa): “Favor apostolicus" tempore Innocentii III. Pags. 709-724. 


Henrico IV e vivis functo, succesioni Coronae imperialis interfuit Lega- 
ius Pontificius in favorem Othonis IV. Innocentius III hunc interventum sui 
Legati iustificavit asserens se "favore apostolico" usum fuisse. 

Auctor hocce institutum dilucidare contendit: facta inprimis recenset et 
"arbitrium" Papae; agit postea de "favore apostolico" pertractans eius ori- 
ginem, notionem et interpretationem; nec praetermitt;t doctrinas glossatorum 
cirea "favorem" atque eius applicationem ad praxim. 
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AMADEO DE FUENMAYOR CHAMPI (Professor of Civil Law and Lawyer of the I. Cros 
Madrid): Problems which arise from cans. 1499, § 1, and 1513, from the civil 
point of view. Pp. 421-428. 


Summary: 

1. The ways of acquiring property. 

2. Disposition in favour of pious causes: a) Civil prohibitions and incapa- 
city. b) Civilly invalid dispositions. 

3. Donations in favour of pious causes: I. Donations “mortis causa”. II. Do- ` 
nations “inter vivos”. III. Indirect deals. IV. Direct donations. 

4, Fiduciary dispositions in favour of pious causes: I. The rules of the 
Code. II. Fiduciary deals. III. From wills. IV. From intestacy. 


JOSE MALDONADO Y FERNANDEZ DEL Torco (Professor and Notary of the Council 
of State): Piows causes and the Civil Law. Pp. 449-474. 


In the introduction to his work the author explains the part played by doc- 
irines of spanish origin in the theory of pious causes, such theories for exam- 
ple, as the regulations regarding these pious causes in the history of law as 
inlerpretated by modern jurisprudence. He then goes on to consider the fol- 
lowing points: 

I. The pious cause as recipient of a testamentary act: 1. In cases of direct 
wills and testaments. 2. In cases of bequests in trusts. 

IL. The pious cause as the foundation of a new juridical entity: 1. The 
creation of a new entity, with regard to the will of the founder, capacity, cons- - 
titution, regime, vigilance of Authority. 2. The application of goods without 
the creation of such an ecclesiastical entity. 


MANUEL GONZÁLEZ Ruiz (Doctoral and Judge of the Diocese of Malaga): Spa- 
nish Foundation Chaplaincies in their historical setting. Pp. 475-501. 


Summary: 
I. Introduction: A) The etymological and the real notion of chaplaineies. 


División: Collative chaplaincies, the varios classes: means of distinguishing 
between them and lay chaplaincies, the various species of the latter. 

IL The historical development: A) From the beginning until the xv cen- 
turv. The first pius bequests. The xm to the xv centuries; entailed estates. 
Bj From the xv to the xvii centuries: The general character of this period: 
the number of foundations: Abuses and the reduction of the number of such 
foundations: Taxes on the same: the limitation of the right to make such 
foundations: the appearance of laws to restrict entail. 


ANGEL Morra Ficuts (Ecclesiastical councillor to the Spanish Embassy to the 
Holy See): Suarez and the purely penal laws. Pp. 503-599. 


Summary: 


Introduction: The author begins his study with an examination of the dif- 
ficulties of a present-day social conscience in this matter, and by a considera- 
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lon of the influence on that conscience of the teaching with regard to laws. 
Special accusations are made against Suarez because of his decis've influence 
in the development of the penal law theory, and consequently, any study of 
this problem in Suarez will have a scientific value and will also be of practical 
interest in view of the modern problems. 

Chap. 1—Suarez's teaching in the matter of purely penal laws. The author 
studies the divisions of law as formulated by Suarez. He agrees that penal 
laws are both possible and just, and that they are de facto in existence. 

Chap. 2.—The predecessors and contemporaries of Suarez in this theory of 
purely penal laws. After studying the theory of purely penal laws in a series 
of authors beginning with De Romanis and ending with Robert Bellarmine the 
author concludes that the concept of penal law has undergone an evolution. 

Chap. 3—Purely penal laws and voluntarism in Suarez. The author is in- 
clined to admit that suarezian voluntarism has nothing to do with these laws. 

Chap. 4—Purely penal laws considered in Suarez’s teaching as a whole. 
The author ends by recapitulating in six points the whole position of the penal 
law in the teaching of Suarez. 


MANUEL GARCÍA CASTRO (Army Chaplain): The origins, development and chan- 
ges in ecclesiastical jurisdiction over the armed forces. Pp. 601-621. 


After laying down the general notions necessary for such a study the author 
sets out his work under the following headings: 

1.° The origin of exempt jurisdistion. 

2. The pre-code law with regard to such jurisdiction over the armed 
forces. 

3.° Constitutional Briefs. 

Throughout the whole work it is evident that jurisdiction over the armed 
forces has always been accomodated to the actual military organization of the 
time. Nevertheless, the Holy See managed to over come the difficulties which 
this implied by summarizing jn the Briefs as much fixed and irrevocable le- 
gislation as possible, to constitute a system of essentially personal jurisdiction. 


COMMENTS ON DOCUMENTS AND JURISPRUDENCE 


NARCISO J UBANY (Professor in the Seminary of Barcelona): A reply of the Holy 
Office concerning marriage impediments. Pp. 643-666. 


Summary: 


This is a commentary on the Reply given by the Holy Office on the 27th 
of January 1949 to questions proposed by His Lordship the Bishop of Kingh- 
sien (China). The author divides his work as follows: 

1. Some general observations. 

2. The cessation of the form of marriage and impediments of ecclesias- 
tical law. 

3. A theoretical question. 


4. Some question concerning mixed marriages and the reply. 


— 824 — 


RESUMENES 


Jos IGNACIO TELLECHEA Ipicoras: Document of the Holy Office concerning 
-he correct interpretation of the Encyclical “Mediator Dei". Pp. 667-691. 


Summary: 


On the 5th of June 1948 the Archbishop of Salsburgh wrote to the Con- 
sregation of the Holy Office asking for an opinion on the interpretation of 
certain points in the Encyclical “Mediator Dei” given by, the Abbot of 
Seckom, Dom Benedict Beetz. The Holy Office replied in November of the 


same year in a letter which the author reproduces and on which he com- 
ments. 


I. The document concerned. 

II. Introduction: 1. The Encyclical “Mediator Dei”. 2. The letter of the 
Holy Office and the reason for it. 3. The general trend of the letter. " 

I. Commentary: 1. Subjective and objective piety. 2. Private devotion, a 
necessity or a counsel? 3. A brief history of private devotion. 

IV. The Encyclical “Mediator Dei" and the theory of the mysteries: 
a) Dom Odo Casel. b) Fundamental notions. c) The implications of the theory. 
d) The voice of the Church. 


MANUEL LOZANO SERRALTA (Chief of Department in the Society of Registrars 
and Notaries): The Civil Registrar competent to deal with the inscription 
of canonical marriages. Pp. 701-706. 


An order from the Ministry of Justice of Dec. 15th. 1949 lays down that 
“the civil registrar of the place where the marriage is celebrated shall be 
2ompetent to receive the inscription of canonical marriage, and thus art. I of 
the Royal Order of 1889 is abolished". 

The author comments on this legislation, expounding its antecedents its 
relation to the whole series of dispositions laid down by canon law, together 
with the advantages which follow from the new system of territorial inscrip- 
tion. 


NOTES 


PEDRO ALCORTA Maíz (Professor in the Seminary of Saturrarán, Guipúzcoa): 
The “favor apostolicus” of Innocent III. Pp. 709-724. 


Summary : 

The succession fo the Crown Imperial of Germany on the death of Hen- 
ry IV brought about an intervention on the part of the Apostolic Legate in 
favour of Otto IV, and this intervention was afterwards justified by Inno- 
cent III on the grounds of “favor apostolicus”. 

In order to study in detail the significance of this institution the author 
_ begins by a consideration of this papal action, its nature, the “favor apos- 

‘olicus” (its origin, definition and interpretation), also the opinions of the 
- commentators, together with its present application. 
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